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INTRODIJCCIÓN AL SISTEMA INTEilAMERICANO DE DERECHO 

INTERNACIONAL PRIVADo: EL PRocEso DE LA SÉPTIMA CoNFERENCIA 

EsPECIALIZADA INTERAMERICANA soBRE DEREcno INTERNACIONAL 

PRIVADO (CIDIP-VII) Y LA CooPEilACION INTERNACIONAL EN MATf:RIA 

DE DERECHO INTEilNACIONAL PRIVADnl 

John Wilson* 

I. PROCESO DE CIDIP 

La Organización de los Estados _,_Â,.mcricanos, dentro de sus diversas labores jurídicas, 

diplomáticas y políticas, riene eJ encargo menester menester de desarrollar del dcrecho 
intemacional privado cn el hemisferio occidental. El proceso por medio del cualla OE.A 
jucga esta papel importante en la codificación y annonización dei derecho internacional 
privado enla región es cl de Conferencias Especializadas Interamericanas sohrc Dcrecho 
Internacional Privado - mejores conocidas por sus siglas CIDIP. La OE_,\ convoca 
Conferencias CIDIP aproximadamente cada cuatro a seis rul.os con la principal función de 
claboración de instmmentos intcrnacionales de importancia para los Estados. 

La influencia dei proccso de CIDTP en las ,:\méricas se proyecta por la crU1tidad y 
calidad de instmmentos que ha producido y que subsecuentementc han sido adaptados por 
los Estados Miembros de la OEA. Hasta la fecha, la CIDIP ha adoptado 26 instmmentos, 
21 de los cuales se encuentran actualmente en vigor. Asünismo, varias convenciones de la 
CIDIP han rccibido un gran número de ratificaciones estableciendo asi un cstándar elevado 
para la codificación del derecho internacional privado. 

iv'fientras la región marcha hacia una etapa de mayor integración econômica, la 
importancia del proccso de CIDIP se accntúa por el crecimiento en el movimiento 
transfrontcrizo de personas, bienes y servicios. Esta interdependencia rcquiere de mayor 
armonización y estandarización dei derecho internacional privado. Como resultado directo 
de estas condiciones, el alcance de las Conferencias CIDIP más rccientes va más aliá de los 
temas procesales predominantes en anteriores Conferencias (c.g., jurisdicción, conflictos de 

Oflcin~ de Derecho lntem~cional Departamento de .r\..suntos Juríd,cos Intemacionales 

ConferhlcHt reahzada ng Pontlfin<t UntvrrsJdade Cnxolica de Rio de Janeiro 

Rw de Jml.eiro, Br~s!l, em 2.'1 de ngosto de 2006, g,enhlmcnte cedida por Nádia de Araújo e o autor 
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leyes, ejecución de sentencias, etc), abarcando así la reforma de áreas de dcrecho sustantivo 

(e.g;, derecho comercial, derecho bancaria, derecho de transporte, etc.). _Asimismo, la CIDIP 

ha comcnzado a utilizar métodos para rcdactar instmmentos legales diferentes a las 
convenciones tradicionales, también predominillltcs cn Conferencias anteriores. 

II. INSTRUMENTOS ADOPTADOS 

A la fecha se han realizado seis Conferencias de CIDIP en varias ciudades de las 
Américas y se han adaptado 26 Instrumentos Intcramericanos. Asi mismo, actaulmente se 

estan llevando acabo los trabajos preparativos para séptima Conferencia CIDIP que contempla 

hasta seis Instrumentos Interamericanos adicionales. 

La CIDIP~I, celebrada en la Ciudad de Panamá, Pan.amá en 1975, adoptó sc1s 

convenciones enlos temas de comercio intemacional y derecho procesal: 1.) Conflictos de 

leyes en ma teria de letras de cambio, pagarés y facturas; 2) Conflictos de leyes en materia de 

cheques; 3) Arbitraje comercial internacional; 4) Exhortos o cartas rogatorias; 5) Rccepción de 

prucbas; y 6) Poderes usados en el extranicro.2 

La CID IP-Il, celebrada en I'vlontevideo, Uruguay en 1979, adoptó ocho ins tnunentos 

intcmacionales en los siguientes temas de derecho mercantil intcmacionaJ y derccho procesal 

intemacional, así como cn temas relacionados con aspectos generales del derecho intcmacional 

privado: 1.) Conflictos de leyes en ma teria de cheques; 2) Conflictos de leyes en ma teria de 

sociedades mercantiles; 3) Eficaciaextraterritorial de las sentencias y laudos arbitrales extranjeros; 

[9] 4) Ejecución de medidas preventivas; [10] 5) Pruebas e información acerca dcl derecho 

cxtranjero; 6) Domicilio de las personas físicas en el derecho intemacional privado; 7) Kormas 

gcncrales de derecho intcmacional privado; y 8) Exhortos y cartas rogatorias. 3 

La CIDIP-III, celebrada cn La Paz, Bolivia cn 1984, adoptó cuatro instrumentos 

intemacionales e11 los siguientes temas de derecho civil intemacional y derecho procesal 

internacional: 1) Conflictos de leycs en materia de adopción de menores; 2) Personalidad y 
capacidad de personas jurídicas en el derecho internacional privado; 3) Competencia cn la 

esfera internacional para laeficacia extraterritorial de las sentencias cxtranjeras; y 4) Recepción 

de pruebas en cl extranjero."" 

Conferência realizada na Pontificia Universidade C:uohca de fuo de Janetro. Rio de Ja:neiro, Br~sil, em 23 de agosto dt' 2006, 
genl!lnwnte cedida por Nád1a de AraÚJO e o autor 

El texto c-ompleto de hs sev Convenciones üdoptüdas poda CIDIP .. l, así como ws{unenes de las miswas, puetk~n ser consultados 
en cl Intemel en la p:ígina wel.J de la Oíicina de Derecho Inlemacional, t'll ln s1guiente d1rccciôn. <'WW\voas org/ di!/ esp/ 
C!DTPT_home htm> 

El texto cornpldo de hs los ocho tnslrumentos Intemmericanos :;doplHdos por la CID IF -li ~sí como resúmem'S de los mismos, 
pueden ser consultudos en e! Internet en la pllgma web de h Oficina rlc Derecho Intemac10nal, en h sig;uiente d!recc1Ón 
<w'IJi\voas org/dtl/esp/CIDIPII_home.htm/ 
El texto completo de los cuatro instrumentos Inte:mmericru1os ndoptados por h CIDIP.·ITI as i como re~úmenes de los nusmos, 
puedcn ser comuludos en r\ Inrcmct cn h pRgina web de 1~ Oficin~ de Detecho IntC'rnacwwü, en h sig<llcnte dirección < 
W\VW_oas_org/ ,h]/ esp /ClDIPill_horne htm> 
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La CID IP-I\~ celebradaen i\1ontevideo, Uruguay en 1989, adoptó tres instrumentos 

intemacionales sobre los siguientes temas de derecho internacional privado: 1) Restitución 
internacional de menores; 2) Obligaciones alimentarias; y 3) Contratación de tnmsporte 
intemacional de mercaderías por carretera.5 

La CIDIP-\~ celebrada en la Ciudad de México, fvléxico en 1994, adoptó dos 
instrumentos intemacionales sobre los siguientes temas de derecho intcmacional privado y 
comercial: 1) Derecho aplicable a contratos internacionales; y 2) Tráfico internacional de 
menores. 

La CIDIP-VI, celebrada eu la sede de la OEA cn \X!ashington, D.C en 2002, adoptó 
trcs instrwnentos intemacionales sobre los siguientcs temas de dcrecho intemacional privado: 
1) Annonización de legislación sobre bra1·;mtías mobiliarias; 2) Carta de porte directa lmifonne 

negociable para el transporte intemacional por carretcra; y 3) Carta de porte directa unifonne 
no~negociable para el transporte intcmacional por carretera.7 

Finalmente, la CIDIP~VU, un proceso actualmente en marcha, se encucntra 
negociando seis instrumentos intemacionales sobre dos temas específicos. En materia de 

Protección al Consumidor la CIDIP-VII, elaborará una Convención sobre Ley Aplicable, 
una Ley ?v1odelo sobre Jmisdicción, y una Ley J\ifodelo sobre Restitución J\lonetaria. En 
materia de Registros Electrónicos la CIDIP-Y1T elaborará m1a scr:ie de Formularias Rcgistralcs 

Uniformes (incluyendo formularias de inscripción, extensión, modificación, cancelación y 
ejecución), una Guía sobre Registros Mobiliarias, yuna Guía sobre Registros Electrónicos. 
Para mayor .informüción sobre los trabajos preparativos actuales sobre estos instmmentos y 
foro de discusión virtual de la CIDTP-VII, véase la siguiente página web: http:/ /www:oas.org/ 
di!/ esp /CID IPVII)wme.h tm. 

Ill. CIDIP-VII 

La Asamblea General de la Organización de los Estados l\mericanos, por medio de 

su resolución A.G/RES. 1923 (XXXIll-0/03) y AG/RES. 2033 (XXXIV0/04), convocá 
la Séptirna Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Intemacional Privado y 
solicito al Conscjo Pennanente que realizara consultas con las Estados fvüembros sobre 
posibles temas para la agenda. 

Ellexto completo de las tres Convenciones JntcHmenmnas adopmdas porb CIDIP-IV asi como resútnen~s de las rmsmas. 
pueden "er consult:~dos en ellntemet en la página web de la Oficina rle Derecho InterWlClotHtl, en h slgtt:entr direcnón 
<v.'Viw.oas org/ dil/esp/CIDlPlV _home.htm> 
El texto completo de las dos Convenciones Tn!emmericanas adaptadas por]~ CIDIP-V así como resíunew's de !us rr.usnw.s, 
pneden ser con8ultados en ellntemet enla página web de la Oficinr~. de DeredlO lntemacwnal, eu b s:gutente dirección 
<lli\VW.oas.org/ dil/ esp /CIDIPV _home.htm> 
El texto completo de los tres mol'rttmentos fnterarnrr1C1tnos j_doprados por h CIDIP-VI, p1.1erle ser consultado en ellntemet 
e11 h págum wcb de h Oficina deDerecho Internacionffi, ertb siguiente <:lirecc!ón· <wwwo~s_org/ dil/ esp/CIDIPV _home htm> 
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Para cumplir cem este mandato, el Consejo Perman.ente, por media de su Comisión 
de Asuntos Jurídicos y Políticos, solicitá que los Estados 1Vhembros prcsentaran propuestas 
pam la Agenda. Las delegaciones de Brasil, Canadá, El Salvador, Estados Unidos, I\1éxico, 
Perú, y Uruguay prescn taron los siguicnt12s temas para inclusión en la /\gcndrt: Comercio 
ESlcctrónico, Protección al Consumidor, F1ujos _Migra to rios de Pcrsonas, Responsabilidad 

Civil Extracontrac1ual, Transporte, Insolvencia Transfrontcriza,Jurisdicción Internacional, 
Protección de 1\ilenores, y Grados Universitarios y Profesiones. 

Pam llegar a los temas elegidos para la CIDIP-VII, el proceso también tomo en 
considcración los temas cubiertos por las CIDIP anteriores, así como la lista de temas 

propuesta en la sesión plenaria final de la CIDIP-vr.s Esta 11sta, contenida en la rcsolución 
CIDIP-VI/RES.l/02, incluye los siguientes temas. 1) Desarrollo de un sistema de registro 

computarizado interamericano; 2) Continuación dei trabajo sobre transporte que abarquen 
enfoques multimodales, incluídos el transporte por carretcra, fcrrov-iario, por agua y por alre; 
3) Valores de inversión; 4) Insolvencia comercial transfronteriza~ 5) Comercio electrónico; 6) 

Dercchos legdles intemacionales para la transfcribilidad de bienes tangibles e intangibles en el 
comercio intcmacional; 1) 1\.{ovimientos transfronterizos y flujos mig:ratorios de personas; y 
8) Protección internacional a personas adultas cuyas facultades personales son insuficientes.·) 

Finalmente, los Estados Miembros también tomaron en consideraclón los escritos 

y opiniones dei Comolté Jurídico Interamericmo (incluyendo su documento titulado CIDJP­
VJZy Etapas Sua:sútrJCji/ doc. 74/01.), que presentó los resultados de una encuesta a expertos 
de derecho internacional privado con relación ai futuro de la CIDIP, incluyendo temas para la 

agenda. Entre otros temas mencionados, esta rccomendación incluyo los siguicntes ternas: 
1) Comercio Elcctrónico; 2) ?v1ig1:ación y· flujo de personas; 3) i\rbitraje y resolución de 
controversias; 4) Protección al consumidor; y 5) Protección de menores. 10 

Aunque los Estados l\'Iiembros formalmente prcsentaron un total de ocho temas 
(incluyendo variaciones de los instmmcntos y sub~ ternas posibles bajo cada uno), y cstudiarion 

la posiblidad de un número significativo de temas adicionales, acordaron que la CIDIP-VII 
se limitaría a un máximo de dos. Por consecuencia, la Comisión de reunió con los Estados 
j\.J:icmbros en sesiones formales e informales para reducir el numero de temas propuestos, 

estableciendo así una agenda final consistente en Protección al Consumidor y Registros 
Elcctrónicos. 

La tmscripoón ongaHl d<' la sesión plenaria fmGl de!~ CIDIP-VI puede ser consultada en ellnteuwt enla p:igm~ web del 
Departamento de Derecbo l.ntem~nonal, en h sigmeme dtrección. <w\VWOHS.org/ dü/ esp /CIDIP-VT.Iercent_seslO!Lhtw > 
El texto completo de la resoluc:ión CIDIP .. Vl/RES. 1/02 puede ser consultado en d Internet e~1la pár,ina W('b dcl DepartamelllO 
de Deredw Inlern.anoJHU, ('nla sigmenle daección. <w--IXI'IlWiiS.otg/dil/esp/CIDIPVl·Res1·02_esp htm> 
El doc1.1men!o CIDIJl.VJl y Etapas Snces1Vi'.S preparado por el Comité jur:ídtco Interamericano puede ser consuhtdo en el 

Internet en. la págm~ web del Dep:lri.HHlUJto de Derecho lntemacwnal, en la siguiente dtrección: <v.rwwo~s org/ dd/ esp/ 
derecho_mternac,onal_pnvado_conferellCJfls~introducoon hnn> L~ lista de temas propuestos para la CJDIP· VIl puecle 
ser consult~da en d lntemd en la pcí.gma web dei DepHrtHmento de Dt'recho Intemltcional, en la siguic•nre dirQcClÓn 
< v.rv.rw oas_org/ dü/ esp / dered1 o _mletnaClon.al_pnvRdo _conferenci:'s _pos1 blestemRscid!pvii htm:> 
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Bad.ndosc cn estas rccomendaciones, la Asamblea General, por media de su 
rcsolución AG/RES 2065 (XXX-0/05), formalmente aprobó la siguiente agenda: (tema 
uno) Protección al Consumidor- Ley i\plicable, Jurísdicción, y Rcstitución J'vfonetaria 
(Convenciones y Leyes 1\ifodelo ); y (tema dos) Garantias l'viobiliarias: Registros Electrónicos 

para Implemcntación de la Ley IVfodelo Interamericana sobre Garantias l'vfobiliar.ias. Habiendo 

establecido el temario de la Conferencia, la Resolución AG/RES 2065 solicitó al Consejo 

Permanente que establezca la mctodología para los trabajos preparativos necesarios para 
elaborar los instrumentos interamericanos 8 ser considerados por la CIDIP-VII. 

IV. TEMAS PARALACIDIP-VII 

La j\s<unblea G-eneral, como se n1.cncionó, aprobó la elaboración de instmmentos 
sobre protccción al consumidor y sobre registros electrónicos, de la mancra descrita a continuación. 

A. Protección a1 Consumidor: 

La Comisión de As untos Jurídicos y Políticos, como el primcr paso cnla elabor:1ción 
de tratados o leyes modelos sobre los temas seleccionados, solicitó que los Estados :tv1iembros 

prescntaran borradores de instrumentos y comentarios para cada uno de los temas y sub­
temas aprobados por la Resolución 2065. Sobre el primer tema, la dclegación de Brasil 
presento una propuesta de Convcnción Interamericana sobre la Ley .Aplicable a Algunos 

Contratos y Relaciones de Consumo; la ddcgación de los Estados Cnidos prcsento un 
esquema para una Lcy I\/Iodelo sobre Iviecru1ismos de Restitución Monetaria pam 
Consumidores; y, la delegación de Canadá presentó un informe sobre la Jurisdicción y la 
Protección al Consumidor en el Comercio Electrónico. 

Las delegaciones acordaron que los trabajos de la CIDJP-VII sobre protccción al 
consumidor producirían t;ulto una Convcnción sobre lcy aplicable como una Ley 1\'Iodelo 
sobre res61ución monetaria: la Convención crcaría un sistema para determinar las regias 
aplicables a consumidores li-tigantes, mientras que la ley n1odelo complementaría dicho 

instmmcnto con mecanismos para la restitución cmmdo cllirigio no prevê las soluciones 
más efectivas. En conjunción, estos dos ínstmmentos que confonnaría el trabajo sobre el 
tema uno de la CIDIP-VII y cubririanlos aspectos más sobresalientes de la protección al 
consumidor en las Américas. 

i) Con_,~e_nción so_bce_Ley )\plkable: La propuesta presentada por Brasil (CP/ Ci\JP-

2094/03 add. 3-a) (Adjunto como ANEXO I) establece las bases para redactaruna convención 
sobre ley aplicable en transacciones dei consumidor. A este efecto, el donunento proporciona 
reg] as específicas sobre la defulición de. consumidor, establece que contratos aJ consumidor 

(especialmente esos concluídos por algún medi o de commlicación electrónica) serán rq=>:rulados 
por la ley del pais de residencia del consumidor o por la lcy más favorable a este. El proyecto 
contiene excepciones a su aplicación para algunos casos excluídos o cuando los temas en 
disputa se cubren por otros tratados intemaciones. L.-a Convcnción también proporciona 
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reglas específicas sobre algunos contratos especialmente problemáticos, incluyendo contratos 
de viaje y turismo así como contratos de tiempo compartido. 

ii) ~--Mad_ela_s_ohrc Me.canism.as____d_e__Re__s__ti_tu_çi.ón__aLCon smnidnr: El esquema 
presentado por los Estados L!nidos propone la elaboración de una Ixy Modelo sobre 
mecanismos de restitución monetrui.a para proteger a consurnidores daiiados económicamente 
(Adjunto como ANEXO II). Un instrumento de este tipo sería particularmente importante 
para daiíos de un valor monetario que no amcrite el empleo de un procedimicnto legal 
formal bajo la Convención propuesta. I.. .. a propuesta de los Estados Unidos proporciona 
varias posibilidades para obtener restitución econômica para los consumidores drulados, 
incluyendo el uso de mecanismos judiciales como los tribunales de da11os menores, 
adjudicaciôn administrativa para dm1os menores, y acciones judiciales colcctivas por parte del 
gobiemo (parenspartiae) o por parte de asociaciones. Una ley modelo de este tipo proporcionaria 
los elementos para remediar qucjas de los consumidores individuales, para que estos puedan 
entablar acciones judiciales colectivas cuando varios consumidores son daiíados dentro de 
una jurisdicción, y estabkceda los principias para un sistema de remedios para daiíos 
econômicos de menor cuantía. 

iii) Lcy_ModelD_n_Co=nción_sol::u:eJal'rnt<=iií!UlLCilllsumidm_rn_eLComen:in 
EkcJrórriw: El documento prescntado por Canadá (CP /CAJP-2094/03 add. 5-a, AdJutno 
como AN:NEXO I I I) proporciona las bases para un proyecto de convención o ley n1.odelo 
sobre jurisdicción para transacciones al consumidor sobre el Internet. Este instrumento 
también podria operar en coordinación conlos instrumentos propuestos por las delegacioncs 
de Brasil y Estados Unidos con respccto a temas especiales de jurisdicción en transacciones 
electrónicas no cubiertos por estos otros dos documentos. El propósito principal de la 
propuesta de Canadá sería proveer opciones legislativas para la jurisdicción relacionada ill uso 
del Intemet por parte de consumidores. La propuesta inicial inc1uye reglas tmlto para establecer 
la jurisdicción dcl un Estado para resolver controversias de este tipo Gurisdicción aplicable) 
como la ley del estado aplicable a las mismas Qey aplicable). 

B. Registros Electrónicos: 

El segundo tema aprobado por la Asamblea General es Registros Electrónicos para 
Implementación de la L.ey Modelo Tnteramericma sobre Garantías lvfobiliarias -un instrumento 
aprobado en la CIDIP-Vl A la fecha, ningún Estado i\lie1nbro ha presentado propuestas 
específicas sobre este tema. Las discusiones preliminares entre los estados, sin embargo, se han 
enfocado sobre la elaboración de instmmentos internacionales que rcgulen tres aspectos 
principales de lo que deberia ser e1 componente registral. de la Lcy 2\.Jodelo Interamericmu sobre 
Garantias ?vlobiliarias: (i) la elaboración de un formularia registral unifonne inte1~americano; (ü) 
la elaboración de lineamientos rcgistrales para la aceptación, conservación, y diseminación de 
información electrónica; y (iii) ]a elaboración de hneanlientos para la interconexión de registros 
de diferentes jurisdicciones para casos cn los cual.es bienes mucbles tienen contacto con más de 
una jurisdicción o casos en donde estos se trasladan de una jurisdicción a otra. 
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i) Emm1Ilario Regis .. tralilnifcmne_; La Ley J'viodclo de ganmtias mobiliarias cstablece 
que el perfeccionamiento de una garantía sobre bienes muebles por media de la inscripción 
de un formularia registral de una pát,rina. Auque la Ley 1\'iodelo proporciona reglas básicas 
que los estados pucdcn seguir cn la elaboración de sus propios formatos de registro, la 
CIDIP-VIl debería considerar la elaboración de un formularia uniforme para uso por todos 
los Estados Micmbros. Un sistema de esc tipo harmonizada los ret:,l"istros de los estados, 
permitiría fácil acccso a infonnación pública respecto el estado de propiedad, crearía mayor 
certeza en la inscripción de garantias mobiliarias, y facilitaría la inscripción por partes en 
situaciones transfronterizas. 

El propósito principal de un fonnulario unifonne sería buscar el balance adccuado 
entre tres objetivos principales de una inscripción: la obhgación dei registrantc de perfeccionar 
su garantía; los derechos del deudor de asegurar tma inscripción precisa y autorizada; y la 
neccsidad del acccso a lainfonnación dei registro por parte de terceros interesados para hacer 
su detenninación sobre bicnes sujetos a w1 gravamen. Por tal razón, un proyecto de fommlario 
registral uniforme deberá seguir los regias propuestas por la Ley ?\{odeio yproporcionar la 
información necesaria para dar aviso a terceros de que los bienes de un deudor pucden estar 
en gravados por un préstamo. Basándose en los lineamientos de la Ley lvlodelo, w1 formuhui.o 
registral debe requcár el nombre dei deudor, nombrc dei acreedor, y w1a descripción de los 
bienes en garantía- suficiente información para dar aviso a terceros sin sobrecargar ala parte 
rcgistrante y sin violar los derechos dd deudor a una inscripción certcra y autorizada. 

Aunque el formularia registra! puede tomar lugar como un documento en papel, los 
trabajos de la CIDIP-VII se dcbcn enfocar en la crcación de un formularia electrónico que 
puede ser crcado, registrado, conservado, y consultado en untnedio totalmente electrónico. 
Dicho documento deberá ser simple y consistir meramente de infofmación revelada en un 
media elcctrónico. 

ú) Lin_eam_ie1l1m_p.alil..lliLRe.gislrD_Ele_ctránim: La elaboración de un instnunento 
internacional sobre registros electrónicos necesarian1e11te parte de la premjsa que la tecnologia 
puede jugar un papel importante en hacer el proceso de registro mas eficiente, mejomndo la 
furma en que las inscápciones se realizan, se conservan, y se consultan, y debe considerar que 
la inscripción electrónica cs más rápida y eficiente que métodos manuales tradicionales y que 
puede realizarse desde locales remotos, incluyendo jurist1icciones intemacionalcs. Por tal 
razón, los trabajos de la CIDIP-VII se debcn enfocar en la elaboración de lincamientos que 
automaticen estm procesos del registro. 

La CIDIP-VH debe cubrir varias temas de importancia en el crunbio de registros 
basados en papel a un registro principalmente electrónico, tomando en consideración la 
necesidad de crear un proceso de registro unifonne que facilite la inscripción desde ubicacioncs 
remotas, y que elabore reglas distintas para el p:roceso de cali.ficación de inscripciones manuales 
a diferencia de las inscripciones electrónicas. Así mismo, debc elaborar nuevas soluciones 
para determinar la juásdicción registra! en la cual se debe realizar la -inscti.pción, favoreciendo, 
de ser posible, un sistema electrónico centralizado. 
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Finalmente, los lineamientos para crear registros electrónicos para uso con h Lcy 
lvJodelo deben enfocarse sobre la crcación de mayor flcxibilidad en requisitos notariales y de 

ratificación, asi como pen11itir el uso de fi1mas elcctrónicas cn lainscripción. El. objetivo final 

de cllchas reglas deberá ser mayor eficacia y celeridad, menores castos, y mayor precisión, 
uniformidad, y coordinación entre los registros de los Estados ?viiembros. 

iii) l..n.te.rç_on.c.ctiYi_dadkRegisb:os_: La Ixy l'viodelo reconoce que el tipo de bienes 
mueblcs de mayor valor econômico frecuentementc consiste en bicnes inta11g;iblcs/ 
incorpóreos si.n contacto físico a una jurisdicción especifica. Así mismo, rcconoce que bienes 

muebles de alto valor frecuentementc se trasladan de una jurisdicción a otra. Por lo tanto, un 

tercer instmmento o compone11te de los trabajos preparativos sobre esta materia, debe 

consistir en un proyecto de guia y lineamientos para la conectividad de registros de diferentes 

jurisdicciones. Dicha conecüvidad pennitiria la elaboración de reglas sobre ellugar de inscripción 

de una garantia que cubte bienes intangibles con contactos en más de una jurisdicción, as i 
como reglas de registro para casos en donde bienes se trasladan de una jutlsdicción a otra. 

Por otro lado, los trabajos preparativos sobre la materia deberán crear los métodos neccsarios 

para permitir que registros locales puedan recibir y transmitir inscripcioncs de garantías, así 

como permitir consultas sobre las mismas desde otras jurisdiccioncs. 

C. Estudios Paralelos: 

Los Estados l'vfiembros acordaron limitar los temas de la CJDIP~ VII a los discutidos 

con anterioridad, pero acordaron también a labores de estudio paralelas sobre temas que, a 

pesar de su importtUKia a las delegaciones, no llegan a conformar la agenda final. Estas 

labores paralelas se enfocan principalmente sobre temas que los Estados Miembros sienten 

que no se han desarrollado lo suficiente para pennitir el consenso en la elaboración de un 

instrumento internacional pero '-lue, sujetos a un dialogo paralelo entre los est!-ldos, puede 

llevar a proyectos para futuras Conferencias de CIDIP. 

i) Jmis.dicc.ión Intcrnacinnal: La Delegación de U:ruguay presentó un documento 

titulado "Bases de una Convención Interamcricana sobre Jurisdicción Internacional" (CP I 
C\jP-2094/03 add-6-b)- LaRcsoluciónAG/RES- 2065 establece que este documento puede 

ser considerado para estudio futuro, y puede tomar parte como un cstudio paralelo durante 

la CIDIP~VU. El propósito principal de esta Convención sería establecer la jurisdicción 

internacional directa de los estados parte de la misma. 

ii) R.cgis.írus.LkTi:tulD..s.: La Delegación de Estados Unidos también solicitá el posible 

estudio paralelo de reg-istros de títulos, incluyendo titulos de bienes inmuebles y otros tipos 

de propiedad. Este estudio tomaria ventaja del conocimiento y dialogo para la elaboración de 

instrumentos intemacionales bajo el tema dos de la agenda y explorada la posibilidad de 

extendcr los conceptos de registro electrónico más allá de bienes muebles. 



17 

V. METODOLOGÍA DE TRABAJO PARA LA CIDIP-VII 

La Resolución de la Asamblea General AG /RES. 2065 (XXXV-O /05) encomcndó 

al Consejo Pem1anente que cstableciera lametodología para la preparación de los instmmentos 

intcramericanos a ser considerados por la CIDIP-VIL Los pasos pti.ncipales cn dicho proceso 

incluyenla designación de expertos autorizados, la org:anización de reuniones y comunicaciones 

de dichos expertos, y la creación de un calendario para los trabajos preparativos. 

A. Designación de Expertos: 

El prime r paso en la eJaboración de los instrumentos para la CIDIP-VII es la 
designación de expertos gubemamentales y no gubem;unentales para cada tema y sub-tema. 

Los Estados :J'viicmbros deberán pmponer expertos via designación oficial por sus 

respectivas J\ifisiones. Expertos designados deberán serprovcídos de autoridad para participar 

y negociar los textos de acorde conlas instmcciones políticas y susttmtivas de sus respectivos 

gobiernos. 

Cada estado micmbro deberá designar por lo menos un Experto Gubemamental 

para cada tema de la CIDIP-VII. Estos expertos deberán contar con la experiencia y 
conocimiento sobre cl tema que seles encomienda asi como con autorización brubemamental 

para negociar e implementar una convención u otro instrumento sobre el tema. Asi 

mismo, aunque a los Estados lvfiembros seles recomienda que designen a expertos sobre 

derecho internacional privado, también seles recomienda que designcn a fimcionarios de las 

dependencias gubcmmnentales con autoridad específica sobre los temas de la agenda~ es 

decir, los Estados 1vfiembros deberíru1 designar a funcionarias de la agencia gubemamental 

para la protccción del consumidor para participar como expertos en el tema uno y a 

funcionarias del registro comercial como expeiios en cl tema dos. 

Una vez que los Estados j'vfiembros dcsignen a sus expertos, sus :Lviisiones dehcrán 

informar dichos nombramicntos al Departamento de Asuntos Jurídicos lntemacionales 

por medio de nota oficia. Dicha comunicación deberá mencionar si la designación dei experto 

es para el grupo de trabajo bajo el tema uno o bajo al tema dos de la agenda, y deberá contener 

el nombre, posición y una resd'ia biográfica de cada experto designado. 

Además de expertos b:rubemamentales, laAsamblea General solicito Solicitar al Comité 

Jurídico Intcramericano que presente sus comentarias y observaciones con relación a los 

temas de la agenda para la CID IP V1I y solicito a la Secretaria General a que explore formas de 

colaboración con organizaciones intemacionales, incluyendo la Conferencia de la Haya sobre 

Derecho Internacional Privado, la Comisión de las ~aciones Unidas sobre el Dcrecho fv1ercantil 

Intemacional (U:0CITRAL), el Instituto Intemacional para la Unificación del Derecho Privado 

(f.JNIDROIT), el Banco Intermnericano de Desarrollo, entre utras, involucradas en el proceso 

de rcdacción y promoción de instrumentos intemacionales compatibles con esos elaborados 

en el proceso de la CIDIP. La Secretaria General t.rabajará con dichas instituciones para asegurar 

su participación en el proccso y nombrará a expertos no gubernrunentales a los gmpos de 
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trabajo, :incluyendo a instituciones de la sociedad civil y asociaciones profcsionales sobre los 
temas de la agenda. Los Estados .1\tiembros también deben alentar la participación dentro de 

los trabajos preparativos para CIDIP-VII a acadêmicos localcs y otros expertos no 
gubernamentales, así como miembros de la sociedad ci-.;;,-]_] y asociaciones profesionales. 

Una vez designados, seles requerirá a los expertos que se inscriban por Internet para 
el Grupo de Trabajo sobre el tema al cual sele haya nombrado. Dicha inscripción se llevara 
acabo enla página de Intemet del Departamento de As untos Jurídicos Intemacionales de la 

Secretaria General: :w...w...w;.ua.s".org/dil. 

B. Comunicaciones y Reuniones de Expertos: 

El segundo paso en el proceso de CIDIP requiere el establecimiento del método por 
medio del cuallos expertos gubemamentales y no-gubemamentales ne.brociaran y elaborarán 
los 1nstmmentos sobre protección al consumidor y registros electrónicos. 

Las rcuniones de expertos han sido el medio principal para el dialogo y negociación 
en previas conferencias CIDIP y, por lo tanto, deben ser realizadas conforme los fondos 
disponibles. _A este efecto, la Secretaria General, con el apoyo de los Estados I'vfiembros, debe 
realizar esfuerzos para buscar los fondos necesarios para estas reuniones y trabajar con los 
Estados 1\tfiembros dispuestos a ser anfitrión de alguna reunión de expertos. 

}Jternativamente, los Estados JVIiembros deben alentar cl uso del Internet para el 
dialogo y negociación entre expertos y otros participantes. _A este efecto, cl Departamento de 
Asuntos Jurídicos Intcmacionales ha diseiiado una página de Intemet para auspiciar el 
dialogo en-línea entre expertos en todas las fases del proceso de negociación. Este sistema 
proporcionara acceso directo a la documentación de la CIDIP-VII así como informes sobre 
los avances enla redacción de los mismos. El sistema también será el método preferido para 
la comunicación entre las delegaGiones y la Secretaria General 

Este foro de Tntemet para el Grupo de Expertos proporcionara instrucciones paso­
por-paso ttmto para el proceso de inscripción de los participantes como para el dialogo entre 
los mismos. i\si mismo, cl sistema creara dos foros distintos, uno para expertos sobre 
protección al consmnidor y el otro para expertos sobre registros electrónicos. Los expertos 
de los estados deberán, en primer lugar, inscribirse al foro correspondiente y recibirán un 
nombre de usuario y contraseíla. Una vez que el experto acceda a] sistema, tendrá acceso a 
todos los documentos y borradores utilizados durante el proceso de negociación. Dichos 
e.xpertos tarnbién utilizarán el sistema para comunicar los comentarias y posición oficial de 
sus delegaciones con respecto a los documentos y para solicitar infotmación de la Secretaría 
General por medio de su Departamento de Asuntos Jurídicos lntemacionales. Dicho 
Departamento se encargara de monitorear los foros, revisar y actualizar los borradores 
documentos basándosc en las observaciones de los expertos, y estableccrá un calendario de 
actividades para el desarrollo de los trabajos preparativos y la participación de los expertos. 

Aunque un Grupo de Expertos basado en el Internet no se ha utilizado para 
Conferencias CIDIP anteriores, este sistema proporcionará una manera más eficaz para la 
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participación de todos los Estados Miembros. Sin embargo, debido a lanovedad del sistema, 
los Estados Tvliembros tendrán la oportunidad de presentar también sus comentarias y 
observaciones sobre ella estructura, desarrollo y capacidades técnicas del mismo, d cual 
intentará acomodadas preocupaciones y capacidades de todos los expertos participantes. 
Los Estados Micmbros deberán notar, sin embargo, que debido a hmitaciones de recursos, 
los elementos dei sistema aparecerán solamente en ingles y espaiíol, que seránlos lenguajcs 
dei grupo de trabajo. Por otro lado, las participaciones de los expertos aparecerán solamcnte 
cn ellenguaje originaL Por lo tanto, los Estados l\iiembros deberian, en la mancra posible, 
designar expertos que puedan leer las contribuciones de otros miembros en ingles y espaiíol. 

Por último, algunos Estados I'vliembros han propuesto la realización de reuniones 
dei Grupo de Expertos por medio de vidcoconferencia. De acordarse por parte de los 
Estados, videoconfcrencias y otros métodos de comun:icación electrónica podrían 
complementar las reuniones y comunicaciones de expertos en el Intemet y en persona. 

VI. LOS INSTRUMENTOS DE CIDIP EN MA TERIA DE COOPERACIÓN 

A. lntroducción: 

La aplicación y desarrollo del derccho internacional depende en gran medida de la 
cooperación jurídica y judicial entre Estados. Ella representa un medio importante de 
coordinación entre los funcionarias públicos de diferentes países y es fundamental para 
lograr los fines contcnidos en un marco jurídico especifico. El sistema interamericano, 
conformado por un marco legal de convenciones y programas sobre cooperación jurídica y 
judicial y asistcncia legal mutua, contiene los componentes necesarios para configurar un 
régimen intcmacional efectivo en materia de derecho internacional público y de derecho 
internacional privado. 

Para asegurar el desarrollo en esta área, la REJ\UA TI encomendá a los Estados 
miembros que realizaran una "evaluación de las convenciones interamericanas en vigor en 
materia de cooperación jurídica y judicial a finde identificar las medidas para su efectiva 
aplicación o, cn su caso, determinar la necesidad de adecuar el marco jurídico existente en el 
hemisferio." 

Un primcr paso en e1 cumplimicnto dcl mandato de la REI\~JA consistió en cl 
dcsarrollo de actividades de cooperación en materia penal y extradición. La presente propuesta 
recomienda, como un segundo paso, dar comienzo a estas mismas labores pero en materia 
de derecho civil, Í1Kluyendo el derecho procesal, el derecho de família y el derecho comercial. 

Con el objetivo de dar un cum.plimiento comprehensivo al mandato de la REJ'vUA 
en materia de cooperación, el presente documento propone que se emplee una metodologia 
para el desarrollo de la cooperación en materia de derecho civil similar a la ya seguida a la 
cooperación en materia de derecho penal. 
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B. Red de Autoridades Centrales: 

I ,a REI'vljA I concluyó que la cooperación jurídica internacional es escncial para el 

desarrollo de los sistemas de justicia en los Estados miembros de la OEA y encomendá a 

cstos "proscguir con el perfeccionamiento de los instrumentos jm{dicos interamericanos de 
coopcración en ma teria legal, para lo cual es necesario que cada Estado evalúc la aplicación 
efectiva de los actuales instrumentos, aplique medidas para su mayor difusión, y promueva 

la formulación de otros instrumentos que fucrcn necesarios para hacer frente a las nuevt~s 
necesidades." J\simismo, esta REI'viJA soljcitó a la Secretaria General de la OEJ'\. un "estudio 

sobre los obstáculos para la aplicación efectiva de los tratados de cooperación jurídica y 
judicial.'' 

Por lo tanto, una de las iniciativas más importantes adaptadas por la H..El\-UA ha sido 
la creación de w1a red de autoti.dades centrales sdíaladas en las convenciones interameti.canas 

en materia de asistencia legal mutua. A la fecha, los logros en la designación de autoridades 
centralcs, la facilitación y seguridad de las comunicaciones entre és tas, la cooperación entre los 
Gobiemos, y la capacitación de funcionarios competentes, reprcsentan m1 11vance significativo 

en el trahajo de la Organización y de sus Estados miembros, cem el pennanente apoyo de la 
Secretaría General, y aportilll modelos a seguir en otras áreas de cooperación jurídica y judicül. 

Estas actividades brindru1la oportunidad de crear un foro en el cuallas autoridades 

centrales de todos los Estados miembros de la OEi\. se pucdan reunir para discutir temas 
vitales para la cooperación jurídica y judicial en el sistcmainteramericano. _A la fecha, lamayoria 
de los Estados miembros de la OEA han designado su autoridad ccntralbajo la Convención 
1nterrunericana sobre .Asistencia ?viu tua en ?via teria Penal, las que en muchos casos podrí:m 

t<unbién participar como autoridades competentes con rclación a otras convenciones en 
materia de coopcración jurídica. 

Esta red de funcionarias de coopcración internacional puede también ayudar a fmmular 
recomendaciones p:u:a la implementación de as:i.stencialcgal mutua en otras áreas, asumiendo 
tu1 papel import<mtc cnla fommlación de políticas con respecto a otros proyectos de cooperación 
dentro de] marco interamcricano. La importancia de estas funciones, jmlto conlas relaciones y 
contactos personales entre los oficiales designados para las mismas, son fimdamentales para la 
opcración y promoción de la cooperación jurídica y judicial en el hemisferio. 

Bajo los auspícios de la REMJA se han ido desarrollru1do hernunientas importantes 

que han serv-ido para fomentar las actividades de cooperación jurídica y judicial entre los 
Estados miembros. La página de 1nternct sobre asistencia legal muh1a dei Depatiamento de 
Astmtos Jurídicos Intcrnacionales de la Sccretm1a General de la OEA, porejemplo, proporciona 

w1ahemunienta que los usmu:ios pucdcn emplear para acceder a la legíslación y la infonnación 
necesaria para realizar trâmites con las autoridades ccntrales de la región. Esta página 
proporciona trunbién, mediru1te su sección privada, la posibilidad de un foro para que los 
funcionarias gubemamcntales y autoridades centrales intercambien confidencialmente 

infotmación que pudiese ser de beneficio para la operación deJ sistema. 
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Rl sistema de correo electrónico seguro desarrollado por el grupo de trabajo y por la 
Sccretaría C~cncral a través de su Oficina de Servicios de Información y Tea1ología, juega un 

papel en el illtercambio efectivo y seguro de las comunicaciones fonnales e informales entre 
autoridades centrales y cn cl suministro de un sistema de mayor valor probatorio, importante 
para la transmisión de requerimientos c información en las cortes de cada país. 

En resumen, las actividades realizadas hasta la fecha representan un paso importante 
en el cumplimicnto de las recomendaciones de las RE?viJAs en materia de cooperación 
jurídica y judicial y puedcn servir como modelo a seguir cn otras áreas, d:mdo así un total 
cumplimiento a dichas recomendaciones. 

C. Cooperación en Materia de Derecho Civil: 

Una primera área en la que se podría ampliar las actividA.des cn materia de cooperación 
podría incluir la presentación y manejo de exhortos y cartas rogatorias y la prcscntación de 
pruebas en los litigios internacionales. Actualmente, la OE/\ desarrolla una actividad 
importante con respecto a la coopentción cn accioncs pcnales ~desde la identificación y 
enjuiciam.iento de criminales, al intercambio de pruebas y a la extradición de personas­
pero no con respecto a las acciones civilcs paralelas que con frccuencia son necesarias para 
completar el proceso legal en el área intemacional.Ivfás a{m, algunos requcrimientos judiciales 
pueden caer fucra dei alcance directo de las actividades que desarrolla actuahnente la 
Organización, los que pucdcn incluir el cmplazanliento de personas, la toma de testimonios, 
la obtcnción de expedientes y de datos bancarias, así como la obtención de otros tipos de 
pruebas. Por tal razón, el sistema se veríamejorado a través de una mcjor complementación 
entre las convenciones de derecho i11temacional públ1co (penal) y las de derecho internacional 
privado (civil) en lo que se rcfiere a la asistcncia legalmutua y al derecho procesal. I:D inicio de 
nuevos proyectos sobre cstos temas, derivados de mandatos de la RElv~JA y con el soporte 
de la Secretaria General de la OEA, sería un complemento natural a las actividadcs que se 
dcsempeiían actualmente. 

La Convención Interamcricana sobre Exhortos o Cartas Rogatorias y la Convención 
Interamericana sobre la Rccepción de Pmcbas en cl Extranjcro han sido ratificadas por 
numerosos Estados miembros de la OEA. Sin embargo, actualmentc no se dispone de un 
sistema de asistencia legal mutua entre los Estados que esté en funcionamiento. La aplicación 
de la Convcnción sobre Exhortos o Cartt~s Rogatorias y su Protocolo Adicional referidos a la 
presentación de solicitudes oficiales en el extranjero en material civ-il se podría fortalecer de 
sobremanera si se emprendienmlas labores que ya se hm1 realizado en materia penal. De la 
misma manera se fortalccería la aplicación de la Convcnción sobre Rccepción de Pruebas 
referida a la obtención de infonnación en jurisdicciones cxtnmjcras, que constituye un 
instrumento vital para la ubicación, la extradición, y el enjuiciamiento de criminales cn el 
ámbito transnacional cn acciones penalcs y civiles simultáneas, así como para la ubicación y 

repatriación de fondos depositados en instituciones financieras en otros países. 

Otra área que se podría beneficiar por este tipo de complcmentación se vincula al 
derecho de farnilia (privado/ civ-11) en lo que tiene que ver con el secuestTo, tráfico y restitución 
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de menores, así como con el pago de las pensiones alimenticias. Por último, estos mecmllsmos 

también serían sin duda de gran utilidad para la cooperación jurídica y judicial en ma teria 
comercial. 

D. Cooperación sobre Convenciones en Mate ria Procesal, Familiar y Comercial: 

Como se mencioná anteriotmente, la REl'vUA li encomendá a los Estados miembros 

que cvalúen la aplicación de las convenciones interamericanas actuales en ma teria de cooperación 
jurídica y judicial )T asisteucia legal mu1u<1 para mejorar su cumplimiento y exhortó a los 
Estados miembros a que, en los casos estipulados, designen autoridades ccntrales para 
asegurar la cfectiva aplicación de estos tratados. 

F_n materiade derecho intemacional privado existen diez convenciones interamerictmas 

que rcquieren la designación de autoridades centrales por parte de los Estados parte. Es pues 
importante que los Estados que no lo han hecho proccdtm a designar dichas autoridades, 
instrumento imprescindible para ellogro de los objetivos de estos acuerdos. L.os textos de 
dichas convenciones pueden ser consultados por tema o por fechacn la siguicntc página de 
Internet: www.oas.orgl dil I esp I derecho _ _in ternacional_privado _ma terias. h tm. 

i) GmJYen_ciDne.s en Tvfatc_ria Proce.sal (ANI-~XO V): 

El sistemainteramericano se compone de los siguientes cinco instnunentos en materia 
procesal, los que requieren de la cooperación jurídica y judicial para cumplir con sus propósitos: 

La Convención Interamericana sobre Exhortos o Cartas Rogatorias establcce las 
normas que regulan el reconocimiento y aplicación de las cartas rogatorias que tengan por 
objeto la realización de actos procesales incluyendo notificaciones, citacioncs, emplazamientos 
en el extranjem, así como la recepción de pruebas e informes. Con respecto a esta Convención, 
once de diecisiete Estados que lahan ratificado htUl designado una autoridad central. 

El Protocolo Adicional sobre Exhortos o Cartas Rogatorias establece las regias 
procesalcs para facilitar la diligcncia de estos trâmites y presenta formatos imprcsos de las 
cartas rogatorias a ser presentadas a las autoridades centrales. Con respecto a este Protocolo, 
seis de c a torce Estados parte han designado una autoridad central. 

La Convención Intcramericana sobre Prueba e Infonnación ./\cerca dei Derccho 
Extranjcro establece las normas para la cooperación internacional entre Estados parte enla 
obtención de elementos de prueba e infonnación acerca dei derecho interno de cada uno de 
ellos. Con respecto a esta Convención, ocho de los doce Estados parte han cumplido con su 
obhgación de designar una autoridad central. 

La Convención Interamericanasobre Recepción de Pruebas en el Extranjcro establece 
el marco aplicable a los exhortos o cartas rogatorias que soliciten la obtención de pruebas o 
informes en el cxtranjero (ya sean estas de índole civil o comercial) emitidas por la autoridad 
competente de uno de los Estados parte a la autoridad competente de otro. Con respecto a 
esta Convención, siete de los once Estados parte han designado una autoridad central. 
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El Protocolo Adicional a la Convención Interamericana sobre Rccepción de Pruebas 
en el Extranjero establecc la metodología para facilitar la cooperación internacional enlos 
procedimientos judiciales de diligencia de exhortos o carta rogatorias bajo la Convención y 
proporciona anexos que sirven como formularias impresos de las cartas rogatorias a ser 
presentados a las autoridades centralcs. Con respecto a este Protocolo, só lo uno de cuatro 
Estados parte en el Protocolo han designado autoridades centrales. 

Para mayor infurmación sobre estos instrumentos en materia de dered1o procesal y la designación 
de autoridades centtales, viase el ANEXO \l del presente docmnento y la siguiente página web: 

\V\vw:oas.org/ dil/ esp/ deU:..'cho _intemacional_privado_materias_ejecucionydercchoprocesal.htm. 

ii) .CQUIT11Cioncs en 1V1_a_te_ria_de___Eamili_a_yJ~mtecciilluie Menores__(L\l':lliXWm: 

El sistema jurídico interamericano se compone de las siguientes trcs convenciones en 
matcria de derecho familiar y protección de menores: 

La Convcnción Interamericana sobre Tráfico Intemacional de Menores establece U11 

sistema de cooperación jurídica par<lla protección integral de menores por medio de la 
instrumentación de mecanismos adecuados que pennitnn garantizar el respeto de sus derechos 
y que promuevalaeducación acerca dei tráfico internacional de menores como nna preocupación 
universal. La Convención establece que los Estados parte dcsignarán una o más autoridades 
centrales encargadas de los aspectos penales y civiles dei tráfico internacional de menores. 
Con respecto a esta Convención, sólo tres de los once Estados parte han dcsit,:rnado illla 
autoridad central. 

La Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de l\{enores establece 
el proceso para asegurar la pronta restitución de menores que hayan sido trasladados o 
retenidos ilegalmente en cualquier Estado parte y para asegurar los derechos de visita y 
custodia o guardia de los padres. Con respecto a esta Convención, ocho de trecc Estados 
parte han designado una autoridad central. 

La Convención Interamericana sobre Obligaciones Alimentarias establece el derecho 
aplicable alas obligaciones alimentarias respccto de menores y ex-cónyuges, y establece la 
competencia y regula la cooperación jurídica y judicial intet_nacional cuando el deudor de 
alimentos tenga su domicilio en un Estado parte y el acreedor cn otro. Con respecto a esta 
Convención, sólo dos de once Estados parte han designado una autoridad central. 

Para mayor información sobre estas instrumentos de derecho de família y protección de 
menores, así como la designación de autoridades centrales, 1iase el_ANEXO VI del presente y la 
siguientc página wcb: www:oas.org/ dil/ esp/ dcrecho _interoacional_privado_materias_familiar.htm. 

ill) CQDYJCncione.s=MatetiaComercial~_Medidas_Cautelares_(b 1\'EXQYU): 

Con rcspecto a otras convenciones de derecho civil que requieren de la cooperación 
jurídica y judicial, la Convención Intcramericana sobre Arbitraje Comercial Intemacional 
establece que las sentencias o laudos arbitrales finales tendrán la misma fuerza que una 
sentencia judicia1 y exige el mismo trato en el rcconocimiento y ejecución que las sentencias 
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dictadas por los tribunales. Aungue requ:ierc de la cooperación jurídica y judicial entre los 
Estados, no requiere la designación de autoridades centrales. 

Por último, la Convcnción Interamericana sobre Cumphmiento de :lv'fedidas Cautelares 

establece un marco para la aplicación extraten1torial de un proceso por media del cumphmiento 

de medidas preventiva<; adaptadas en procedimientos de naturaleza comercial, laboral y civil, 
así como de las que se decretcn para asegurar la reparación civil derivada de un procedimiento 

penal. Con respecto a esta Convención solo dos de los siete Estados parte han designado 
una autoridad central. 

Para mayor información sobre estas instrumentos sobre derecho comercial y medidas 
preventivas, as i como la designación de autoridades centrales, dose el ~\i"'JEXO \lii dcl presente y la 

siguiente página web: www.oas.org/ dil/ esp / dered1o _internacional _privado _;materias _ comercial.htrn. 

E. Co_ndusione__s: 

El sistema interamericano cuenta con un marco legal completo de convenciones 

sobre cooperación juridica y judicial y asistcncia legal mutua que abarca desde cl derecho 
procesal hasta el dcrccho penal y el derecho de familia. Bajo las directrices de la REMJA, la 
OEA ha desarrollado esfucrzos para lograr una mayor coopcración en rnateria penal entre los 

Estados. Sin embargo, poco se ha hecho aún rcspccto de la implementación de instrumentos 
interamericanos cn materia de derecho civil, pese a que és ta fue una preocupación manifestada 
desde la Plimera REMJA 

La meta inicial es la creación de una red de autoridades ccntrales y funcionarias 

gubemamentales tal como lo sohcitanlas convenciones mencionadas. Para lograr este objetivo, 
los Estados que aún no lo han hecho deberían designar autoridades centrales con relación a 
cada instrumento de los cuales sean parte. En algunos casos es posible que las autoridades 

centrales que actualmente desempeí1an funciones bajo algunas convenciones de derecho 
público pudicnm tarnbién efectuar estas funciones y cumplir con las obligaciones bajo otros 
tratados. 

Otra meta importante es la creación de una guia de mgore.r práctzúupara la operación 
de autoridades centrales y brindar capacitación a los funcionru:'ios gubernamentales que 
desempe:õan esas labores, así como facilitar el intercambio de información entre las autmidades 
ccntrales del sistema interamericru1o, con el apoyo de la Secretaria General de la OEA, a través 

de su Departamento de Asuntos Jurídicos Internacionales, cuya Oficina de Derecho 
Internacional cumple además las funciones de depositaria de todas las convenciones 
interamericanas, incluidas las gue son ma teria de esta propuesta. 

Finalmente, seríancccsario brindar alas autoridades centralcs las herranúcntas necesarias 

para desempefiar adecuadamente sus funciones y para comunicarse unas con otras de la 
manera más eficiente y segura. 
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ANExo I 

Convención lnteramericana de Derecho Internacional Privado (CIDIP) sobre 

la Ley Aplicable a Algunos Contratos y Relaciones de Consumo 

I. REG LAS GENERALES 

Campo de Aplicación 

Art. 1- Definición de Consumidor 

1. J\ los efectos de esta Convcnción se e.t1tiende por Consumidor cualquier persona 

fisica que, frente a tm profesional y en las transacciones, contratos y situaciones comprcndidas 
por esta Convención, actúe con fines que no pcrtcnczcan al ámbito de su actividad 
profesional. 

2. Se consideran también consumidores a los tcrccros pertenecientcs a la família del 

consumidor principal u otros acompanantes, que usufructiian diretamente los servicios y 
productos contratados, en los contratos comprendidos por esta Convención, como 
destinatarios finalcs. 

3. Para cl caso de los contratos de viaje y de tiempo compartido, se considerarán 
consumidores: 

a. cl contratante principal o la persona fisica que compra o se compromete a contratar 
un viaje combinado o no, o un ticmpo compartido para su uso próprio; 

b. los beneficiarios o tcrceras personas en nombrc de las cuales contrata o se 

compromete cl contratante principal acontratarel·viaje o paquete turístico y los que usufructuén 
del viaje o dd riempo compartido por algún espacio de tiempo, aunque no sean contratantes 
principales; 

c. el cesionario o la persona fisica o jurídica a la cual el contratante principal o 

bcneficiario cede el viaje o paquete turístico o los derechos de uso; 

4. Si la lcy indicada como aplicable por esta convenc.ión definiese de fonna más 
amplia o benéficiosa quien debe ser considerado consumidor o equiparase a otros agentes 
como consumidores, o el juez competente puedc tener en cuenta esta extcnsión dei campo 
de aplicación de la convención, si fuese más favoráble a los in te reses del consumidor. 

Art. 2 - Protección contractual general 

1. Los contratos y las transaciones realizadas cnlas que participen consumidores, 
especialmente los contratos celebrados a distancia, por medios electrónicos, de 
telecomunicaciones o por teléfono, encontrándose el consmnidor en e1 país de su domicilio, 
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serán regidos por la ley de esc país o por la ley que fuera más favorable al consumidor, a 
elección de las partes, sea la lcy dellugar de celebración del contrato, la ley dellugar de 
ejecusión, de la prestación más característica, o la ley del domicilio o sede del provccdor de 
los produtos o serviços. 

2. Los contratos celebrados por el consumidor estando fuera del país en el cual se 
domicilai se regirán por la ley que resulte elegida por las partes, quicnes podrán optar por la 
ley dellugar de celebración dcl contrato, la ley dellugar de ejecusión o la del deomicilio del 
consumidor. 

Art. 3 Normas imperativas 

1. No obstante lo previsto en los articulas anteriores, ~e aplicaránnecesariamente las 
normas del país del foro que tengan carácter imperativo, en protección del consumidor. 

2. En el caso en que la contratación hubiera sido precedida por cualquier acrividad 
negocial o de marketing, por parte del proveedor o de sus representantes, en especial el envio 
de publicidades, correspondencias, e-mails, premias, invitaciones, filiales existentes o 
representantes y demás actividades dirigidas a la comercialización de productos y servicios y 
la atracción de clientela en el país del domicilio dcl consumidor, se aplicarán necesariamente 
las nonnas imperativas de ese país, para la proteción del consumidor, acumulativamcnte con 
aquellas dei foro y de la ley aplicable al contrato o relación de consumo. 

Art. 4. Cláusula de excepción 

1. La ley indicada como apl:icable por esta Convención puede no ser aplicable en casos 
excepcionales, si, teniendo en vista todas las circunstancias dei caso, la conexión con la ley 
indicada como aplicable resultara superfisial y el caso se encontrara más estrechamente vinculado 
con otra ley más favorable al conswnidor. 

Art. 5 . Temas excluídos 

L Quedan excluídos del campo de aplicación de esta convcnción: 

a. los contratos de transporte regulados por Convenciones Internacionales; 

b. los contratos de seguros; 

c. las obligaciones contratuales excluídas expresamente dcl campo de aplicación da 
CIDIP V sobre contratos intemacionales. 

d.los contratos comerciales intemacionales entre comerciantes o profesionales; 

e. los demás contratos y relaciones de consumo, y las obligaciones de ellos resultantes, 
que incluyendo consumidores, se encuentren regulados por convenciones específicas; 
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li. PROTECIÓN EM SITUACIONES ESPECÍFICAS 

Art. 6 -Contratos de viaje y turismo 

1. Los contratos de viajes individuales contratados en paquete o con ser-viços 
combinados, como grupo turístico o conjuntamente con otros servicios de hotelería y /o 
turísticos, serán regulados por la ley dellugar dcl domicilio del consumidor, si este coincidiese 

con la sede o filial de la agencia de viajes con la que celebrá el contrato de viaje o donde fue 
realizada la oferta, publicidad o cualquier acto negociai previa por parte del comerciante, 
transportador, agente o sus representantes autônomos. 

2. Enlos demás casos, a los contratos de viajes individuales contratados en paquete 
o combinados, como grupo turístico o conjunttunentc cem otros servicios de hoteleria y/o 
turísticos será aplicablc la lcy dei lugar en el cual el conswnidor emite su acept<:tción contractuaL 

3. Los contratos de viajes no regulados por convenciones internacionales, concluídos 
a través de contratos celebrados por adhesión o condiciones contractuales gencrales, será 
aplicable la ley dellugar donde el consumidor declara su aceptación contractual. 

Art. 7 - Contratos de tiempo compartido 

1. Las normas imperativas de protección de los consumidores del país cn el cual se 
encuentrenlocalizados fisicamente las instalaciones de esparcimiento y de hoteleria que utilicen 
como método de venta, de uso o de habitación el contrato de tiempo compartido, localizados 
enlos Estados Partes, se aplicarán acumulativamentc a estos contratos, a favor del consumidor. 

2. Las normas dei pais en que fuese realizada la oferta, la publicidad o cualquier 
actividad de marketing, tales como telefonemas, invitaciones a asistir a recepciones, rew1iones, 
fies tas, envío de premias, rcalización de sorteos, estadias o ventas gratuitas, entre otras 
actividades negociales realizadas por los representantes o por los propietarios, organizadores 
o administradores de tiempos compartidos o la suscripción de pecontmtos o contratos de 
tiempo compartido o dcrccho de uso por tumo de bicnes inmueblcs, deber{m ser cnsideradas 
a favor del consumidor, cuanto la información, o derecho de arrepentimiento y sus plazos, 
asi como como las causas de rescisión dei contrato o precontrato, así como determinarán el 
exacto contenido dcl contrato celebrado y la posibilidad o no de pago o de firma de cupones 
tarjetas de crédito en este periodo. 
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ANEXO li 

Pmpuesta de Estados Unidos para una Ley Modelo de la OEA sobre 

compensación monetatia aplicable a las transacciones de los consumidores 

Los Estados l!nidos apoyan la inclusión de un tema de protección al consumidor 
en la Séptima Conferencia Especializada Tnteramericana sobre Derccho Intcmacional 

Privado (CIDIP·"VII). Los Estados Unidos creen que unas leyes e instituciones de 
protección al consumidor sólidas y eficaces contribuirian al bienestar del consumidor 

y al desarrollo econômico de los países de la OEA. 

Los Estados tJnidos reconocen que existe 1.1na neccsidad de elaborar mecanismos 
para proteger a los consumidores que han sufrido perjuicios econômicos causados 

por empresas, en particular en los casos de perjuicios que tienen un valormonetario 
relativamente pequeiio. Por consiguicntc, los Estados Línidos proponen que la 
CIDTP se concentre en fmn.entar mecanismos de compensación monetaria al 
consumidor. 

Específicamente, los Estados Unidos proponen que la CIDIP se dedique a elaborar 
una ley modelo sobre mecanismos para que los consumidores obtengan 

compensación monetaria. Hay muchas vias posibles para la compcnsación, entre 
ellos los mecanismos judiciales como los tribunales para dcman.das de menor 
cuantía y la adjudicación administrativa de las mis1nas, o las demandas colectivas 

privadas, de asociaciones y gubcrnamentales (en representación de intereses 
cornunitarios). Una ley modelo abarcada algunas de estas opciones o todas ellas. 

Por ejemplo, una ley modelo podría prescntar una declaración básica sobre el 
derecho a la compensación monetaria -y la disponibilidad de mecanismos para la 

reparación en casos de quejas de los consumidores. Esadedaración podria expresarse 
en los siguientes términos generales: La compensación monetaria a los 

consumidores por perjuicios económicos podrá obtenerse por medio de 
mecanismos administrativos o judicialcs para adjudicaciones particulares de 
demandas de menor cuantía y por medio de pleitos colectivos o representativos 

prcsentados ante tribunales gencrales o administrativos u otros juzgados 
pertinentes. 

Con respecto a los proccdimientos de las demandas de menor cuantía, una ley 

modelo sentaria al.srunos principies básicos para un procedimiento que se a de bajo 
costo, eficiente y ágil ::\'o requeriría que los países miembros establccieran tribw1ales 
específicamente para cstos procedimientos sino que dcjadan la selección del 
mecanismo cxacto al cri te rio de cada país (por eje1nplo, un tribunal especializado, 
un tribunal administrativo o una entidad nacional de protección al consumidor). 
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L~n lo relativo a los pleitos colcctivos o de reprcscntt~ción, laley modelo especificaria 

las entidades que estaáan facultadas para presentar demandas colectivas o de 
representación en procura de compcnsación monctaria, que podrian consistir en 
entidades públicas o abogados que representcn a una elas e de consumidores que 
tengan reclamaciones comunes. I .. aley moddo especificaria que los procedi.mientos 

de acción colectiva son t~denudos para obtener compensación monetaria para 
consumidores particulares. 

La ley modelo también podría conteneruna disposición que aclare que las sentencias 

relativas a compensación monetaria en pleitos colectivos interpuestos por gobicmos 

no se consideren de índole penal o pública y que dcberian hacerse nunplir según las 

normas del dcrccho internacional privado. El Acuerdo de Libre Comercio entre los 

Estados Unidos y Australia tiene una disposición similar. 

El tema de los mecanismos de compensación ya ha atraído la (ltención de los 

estados miembros de la OEA y dcl Foro de entidades latinoamericanas de protección 

a1 consumidor. En realidad, muchas entidades latinoamericanas y sudtunericanas 

de protección aJ consumidor han comenzado a explorar los mecanismos mediante 

los cuales los consumidores pudieran obtener compensación monetaria. Algunos 

países, como ?vféxico, han instituído procedimientos para las reclamaciones de 

menor cuantía de carácter administrativo. Otros países están estudiando los 

mecanismos de acción colectiva. Por ejemplo, recientemente Chile aprobó una ley 

que conficre al gobiemo la capacidad de interponer demandas colectivas en nombre 

de los consumidores. El Brasil, que ha sido pionerQ en Sudamérica en matcria de 

acciones colectivas, en la actualidad está realizando estudios de factibihdad sobre la 

ampliación de su proccd.imiento para estas demandas. La ent.idad de protección al 
consumidor de 1v1éxico, PROFECO, ya tiene la facultad de interponer acciones 

colectivas en nombre de los consumidores. 

En los últimos tiempos este tema ha atraído mucha atención también en otros 

países. Actualmente, los 30 Estados lv'liembros de la OCDE estud:ian los 

mecanismos de compensación al consumidor. El Comité de Pol-íticas del 

Consumidor de este organismo celebrará un taller sobre este tema en \.\lashington, 

D. C en abril de 2005, en el cual participará México. La retmión de la OCDE pudiera 

proporcionar antecedentes útiles para la reunión de la CIDIP. 

Una ley modelo sobre compensación al consumidor complementaria la propuesta 

de una convención sobre las nmmas de selección dcl derecho aplicable al conswnidor, 

puesto que se concentraria enlos mecanismos prácticos de compensación. 

Si se incluyen temas orientados al consumidor se lograria un programa de temas 

eguilibrado, en el gue figuraria también rm tema de ú1.dolc económica, como el que 

proponen los Estados Unidos y cuenta con el apoyo de varios miembros de la 

O EA, dirigidos a realzar el desarrollo econômico y el comercio en todas las J\méricas. 
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ANEXO III 

Propuesta del Canadá sobre una Ley Modelo sobre Jurisdicción y Normas 

Legales Aplicables Uniformes en Materia de Contratos con el Consumidor 

En el contexto de CIDIP-VII, Canadá propone la elaboración de un instrumento 
sobre contratos con el consumidor gue se refiera a los fundamentos por los cualcs un 
tribunal entendería en un caso en que participaran partes extraestatales y qué lcyes del Estado 
se aplicarían a la resolución del caso. 

La finalidad de esc instrumento consistiria en establecer normas de jurisdicción 
unifonnes con respecto a los contratos transfiunterizos entre empresas y consumidores. 
Aungue siempre han existido cuestiones de jurisdicción, el aumento del número de 
transacciones transfronterizas que tienen lugar a través de la Internet les ha conferido más 
importancia. }J aumentar las transacciones transfrontet:izas es importante que el marco 
jurídico que respalda las transacciones con el consumidor más allá de las fronteras de los 
Estados se rija por principias firmes, que den lugar a resultados previsibles, sea cual fuere el 
Estado en que esté ubicado determinado consumidor o vendedor. 

Una de las consecuencias inevitables de que diariamente se celebren numerosos 
contratos con el consumidor en que és te y cl vendedor estén situados en diferentes Estados 
es que algunas de esas tnu1sacciones denlugar a controversias que se a preciso resolver. En 
todos los casos en que la controvcrsia traspasa fronteras nacionales se plante~m preguntas 
acerca de quê tribw1al es competente para entender en la controversia (elección del tribunal 
competente) y la legislación de qué Estado debe aplicarse para resolver la contmversia 
Oegislación aplicable). Esos dos temas son claramente diferentes, pero pLmtean muchas 
consideraciones iguales, colectivamente denominadas normas sobre conf:lictos de l.cyes. 

Aw1quc las transacciones con el consumidor, realizadas electrónicamente o por otros 
medias, están sujetas a nonnas tradicionales relativas a competencia, el comercio electrónico 
plantea di:ficultades para la aphcación de esc marco existente. Lainexistencia de fmnt.eras que 
caracteriza a la Internet hace dificil determinar ellugar de celebración de un contrato. Los 
tribunales han utilizado diversos cri terias para estableccr si son competentes y la legislación 
de qué Estado debe regir la resolución de controversias sobre transacciones realizadas a través 
de la Internet. 

En cuanto unifica las normas sobre conflictos de leyes aplicables en los Estados en 
materia de controversias sobre contratos con el consumidor, el instmmento propuesto 
garantizaría la aplicación de idêntica solución sea cual fuere el tribunal que entendiera en el 
caso. El réb:rimen legal está destinado a brindar mayor certidumbre y previsibihdad a los 
resultados para la resolución de controvetsias referentes a contratos transfronterizos con el 
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consumidor. El instrumento se aplicada cnlos casos cn que la controversia abarcara a más de 

un Estado y no se limitaria a controversias surgidas de transacciones realizadas a través de la 

Intemct, sino a todas las controversias emanadas de contratos con el consumidor, se realicen 
o no en línea. 

AI elaborar un instnunento de esc gênero deberian considerarsc los siguientes 
objetivos de politicas: 

La protección dei consumidor en linea no dcbe ser menos eficaz que la que rige para 
las transacciones con el consumidor realizadas a través de medios de com1.micación 

tradicionales. 

Los consumidores debcn gozar de los beneficios de la protección gue normalmente 

les ofrecen las leyes de protección dei consumidor vigentes en ellugar en que v-iven. 

La ley debe ser tecnológicamente neutra, en cl sentido de que no debe establecer 
discriminaciones entre diferentes formas de tecnología. 

Debe existir certeza con rcspecto a las normas aplicables a los participantes y a sus 

transacciones, para que aquellos puedan prever su situación jurídica antes de celebrar 
transacciones comerciales. 

El riesgo jurídico de operar en línea no debe ser despmporcionado con la conexión 
de un vendedor con la legislación y los triblmales del foro pertinente. 

Los vendedore_s deben poder optar por operar o no dentro del marco juridico de 
determinado Estado. 

Las normas sobre conflictos de leyes no deben ser un impedimento al continuo 

crecimiento del comercio electrónico. 



32 

ANExo IV 

FORMULARIO INTERAMERICANO UNIFORME DE INSCRIPCION 
REGISTRAL 
(Formulario - 1) 

(Ley Modelo lnteramerlcana Sobre Garantias Mobiliarias) c_:_:_,:_:_:_:_::._~:_" ____________ j 

2. DEU DOR GARANTE ADICIONAL (NOMBRE COMPLETO}~ solo un nombre_ ------------
PERSONA JUR!D!CA/~lORAl: Noffi·~---------" -

T;po .lurisdicción de Organiz~d6n ~' 

'P"''""'"'";;-----"-----!Õ,.rtmer~ê·-------segu;:;J,)NõiTiTire-------~~----" 

CiUd<od " ProvjEst~do Código Postal Pais ~ 
__j 

3. ACREEDOR GARANTIZADO 

fPERSONAiliRiDíCAJMORAcc""'"~m;;oC,o,------- . . . . l 
I Num de lderlt•fte<Kton T1p0 JurlsdKqón d<" Organ,zacoon 

------------------------- ------------ ---- --------------- ----
PERSONA lNOlVIDUAL A~ell!do :nmer Nombre Segundo Nombre _ Su'l)o 

Domlc lto (dom•CI• o postal) Cludad Prov/Estado Cod>go Posta' Pats 

------ " 4. MONTO MAX!MO GARANTIZADO POR LA GARANTIA MOBILIARIA 
C~""~--"""-"-" ""_" _____ "--"~___, 

5. OESCRIPCION DE LOS BIENES EN GARANTIA 

15a. DESCR!PCION GENERAL DE LOS SliNES: 
"---

Sb. Bienes de Número de se~~a~peíonal} ---------------""---------"---"--------1 
.~E.~Seríe: ---------~---~totMarca: _______ ~eooria: ______ =l' 

.?c. lnscripción Cubre: 0Créclitos O Obligaclones No Monetarias O Cartas de Crédito O Propiedad Intelectual O Inventario 

0Garantia Flotante O B1enes Adherldos O Instrumentos/Documentos O lnsts/Docs E!ectrónicos 
------------""--------""------"---""------------------"---------

Sd .. Sienes Muebles Atribuibles: O Descripdón General de los Bienes en Garantia I 

-~ 5e. Garantia "Mobiliada de Adqulsiclór~ Ó Por favor ~omplete el ar1exo 1 si h~ marcado e~taC"C'~""" ____ _ 

[6~~s Reg!strables: 0 LE~SlNG 0 CO~SJGNACIDN~ ALNACEr.J-0 VENTA COND!ClONAL 0 ;lDECO;iSo -~ 

[ 

ou:Sêíón. :UI ctu7â·c·i6n s ... '. ,-á de cinco ai\os a p.artfr de la fecha de iMcripdón, saíVo fr.dicación en contrario~ continuao~ 
ANOS .. ~~--- MESES'".-~-· DlAS, _____ (0} FECHA DE VENCIM!ENTO: DIA_"""'~-~- MES~_,, ANO __ , ____ . I 

J.i:::.~'.!::':.~~'l-'1 po ~~'~_,:In' r' ~f>os) -------·---------- _ j 
8 PARTE REGlSTRANTE 

··PER:SõNÃ-iNO!ViDUÃi.: Ao,o,,~nct<o;------- Pê~ie______ SegunctÕNombre ----------5Uiij0~ 

Do-ri-licilio (domicilio postal} -~da-,---"----p;:;:;yffitãêf0----cód~---pã1i;----

Firma 1 "Número de Teléfono 
L ____ "____ ----------------l ________ " ___ " ___ " __ _ 

[ADVERTENCIA: Completar de martera cuidadosa. Errares pueden causar importantes consecuendas jurídicas] 
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INSTRUCCIONES 
FORMULARIO INTERAMERICANO UNIFORME DE INSCRIPCION REGISTRAL 

Item 1 - Nombre del Deudor Garante: 

Complete solo un nombre en Ítem 1. Complete con el 
nombre dei Deudor 

.E:gr~_)JJ.DJ:jl>;ª: significa una entidad que tenga personada 
leGal separada de sus propietarios Una sociedad es una 
persona juri'dica: un solo propletario no es una sociedad, 
incluso si realiza a~tlvidad comercial bajo ur1 nombre 
comercial. SI el deudor es una sociedad, completar con el 
nombre legal completo de la sociedad; No necesita ingresar 
los nombres de los miembros como deudores ctdlcionales. Si 
cl deudor es una Persona Jurídica (e.g. Sociedad Anónlma 
Sociedad de Responsabilidad Limitadil), Es acorrsejable 
examinar el estatuto de la sociedad (contrato soda!;) para 
determinar el Nombre correcto de la Sociedad D!ôudora; 
Tipo de Sociedad y Jurisdicción de Creadón. 

E..,.t.W~ili: es ia persona de existencia real; induye 
ai propietano, sin importar que opere bajo nombre 
comercial. 

Q.qsnJ<;;\!.lQ: e1 domicilio es siempre requerido para el deudor 
designado 

Numero de lcJ.~ntificación: Numero de Seguridad Social o 
Numero de IdentlfKación personal o Numero de la Sociedad. 

Tipq de Soc;ertad: (e.g, Sociedad Anónima, Sociedad de 
I ResponsabiHdad Limitada, Corporación, €te.) 

Jurisdjccló~aQóJJ.: es el lugar donde fue registrada 
por prlmera vez la Sociedad. 

Item 2- Oeudor Adicional: 

Si un deudor adldonal es inciuldo, complete ítem 2, según 
las lnstrucclón dei ítem 1..Para incluir un Deudor adicional , 
o un Acreedor Garan!"izado adido11al, ~djuntar Ufl Anexo o 
pagina adldor.al siguiendo el formato dei item 1 

Item 3 - Acreedor Garantizado: 

Completar la lnformación dei Acreedor Garantlzado según lo 
determinado y siguiendo el formato dei ítem 1 

Item 4 - Obligación Garantb.ada: 

Completai· el monto máximo de la deuda garantlzada con ia 
inscripción de la garantia mobill~rii!. 

Item 5 - llien Muebte en Garantia: 

item S(a): Utillce el item 5 para indicar elo los bienes que 
cubre esta lnscrlpci6n. Si el espaclo es insuficlent€ complete 
la descripciôn de los bienes en garantia en un formularia 
<mexo o enuna(s) paglna(s) adicional(es), 

ítem S{b): Indique los nümeros de serle de 10s blenes 
muebles inscriptos (si aplica). El t1so de este campo es 
opcional. 

Ítem S(c): Marque la casilia apropiada si la garantia 
mobiliaria cubre créditos, obllgaciones no monetarias, cartas 
de crédito, instrumentos o documer.tos, lnventarlos, 
derechos de propiedad intelectual, bienes adheridos, 
Garantia flotante, instrumentos o documentos electrónlcos. 

It~m 5- llien Mue~le en Garanti~ (Continuacl~:·;-~ 
ítem S(d): Controlar si la garantia mobiliaria incluy€ 6ienes I 
Muebles Atribuib!e y agregar una desnipclón general dei mlsmo ! 
[Bienes Muebles Atribulbles es una garantia mobiliaria que puede 1 
1dentificarse como derivada dei bien mueble original, como frutos i 
o productos, o e! produdo resultante de su venta , sustltución o I 
transformación.] 

ítem S(e): Si ha marcado lil casllla de Garanlfa Mobiliaria de li 
Adquisición, complete el Anexo 1. [Garantia Mobiliaria de 
Adquisici6n es una garantia en favor dei acreedor -vendedor· 'I 

i~~~n ~~ncaa:cia1~a ~~;~~~\~i?n g:~ bi=~:u~~~~ndt~~ d::~~~~:~~~re de~ 
Adqulsición se puede fínanc1ar la adqu1sic16n de bienes presentes 
o subsigulentes.] : 

~:-1~;~-:.TfV\lTF; Por .'JVO( CO'llpl("tC 0i An~XO j SI 11a 111W'êildO ":,I:C1 ~ 

Item 6 - Otros Contratos Reglstrables: I 
Marcar la casilla correspondlente según la inscrlpción 
corresponde a un contrato de Leaslng, Conslgnación, Almacén, 
Venta Condicional o Fldecomlso. 1 

Item 7 - Ouraclón: I 
Complete cem la duraclón de la inovipci611 de la garantia I 
~eob~:~~~~' ~n':s~ l_ar:~~~:b~!s ve;~~m~~toté:~11~o ~~e~~e~xç=~~~ 
pr€servando la pnoridad original. No obstante las partes pueden . 
establecer una duraclón dlferent€ dentro de ese periodo de 1·. 

tiernpo. 

Item 8 - Pa~ Registrante: 

lnformación de la parte que realiza la inscripción. 

La garantía Mobiliaria õdquiere pubiicldad con su I 
inscripclón y adquiere efectos frente a terceros desde 
el momento de su inswpción 

El Derecho conferido por la garantia mobiliaria con 
respecto a los bienes en garantia es oponible a 
terceros solo cuando el requisito de publicidad ha sido 
completado. 

La prioridad de la garantia esta estableclda ai tiempo 
de su publicldad. La garantia mobiliaria conftere ai 
acreedor garantizado el derecho de perseguir los 
blenes en garantia para ejercer sus derecho~ 

gara11tizados 

La publicidad de la Garantia Mobiliaria sobre un bien 
mueble qt1e es adherido a un i11mueble, sin perder su 
ide11tldad de blen mueble, tiene prioridad sobre las 
Garantias que afecten el lnmueble, slempre que la 
Garantia Mobiliaria sobre los bienes muebles halla sido 
registrada e11 el registro antes de ser adherido. 
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ANExo V 
Convenciones en Materia de Derecbo Procesal: Estado de Ratificaclones y Designación de 

Autoridades Cenlrales 

Antigua y 
Barbuda 

Argentina No Deslgnó A.C. No Deslgnó A.C. No Designó A.C. No Designó A.C. No Oeslgnó A.C. 

Bahamas 

Barbados 

Bel ice 

Bollvia Firmó pera no Flrmó pero r10 Firmó pero no Firmó pera no Firmó pero no 
Ratificó Ratificá RatificO Ratlficó Ratificó 

Brasil Mlnlsterio de 
No Designó A.C. No Designó A.C. 

Firmó pera no Firmó pera no 
Justicla Ratificó Ratiflcó 

Canada 

Dlrección de 
Minlsterio de Asuntos Jurfdlc:os Firmó pero no 

Chile Relaciones No Designó A.C. No Deslgnó A.C. dei Mlnisterlo de 
Exteriores Relaciones 

Ratiflcó 

Exteriores 

Ministerio de Firmó pero rw 
Colombia No Designó A.C. No Designó A.C. Relacior~es No Designó A.C. Ratiflcó 

Exteriores 

Cosla Rica No Designó A.C. 
Firmó pero no Firmó pero no 

No Designó A.C. 
Ratificó Ratfficó 

Dominica 

Ministerio de 

Asesoría flsesoria 
Relaciones 

Exteriores -
Técnico-Jurídica Técnico-Jurídica 

Asesoría Ecuador dei Ministerio de dei Mlnisterlo de No Designó A.C. 
Técnico·· Jurídica-

No Designó A.C. 
Relaciones Relaciones 

Dirección 
Exteriores Exteriores 

General de 
Asuntos Legales 

Secretaría Secretaría 

Espafta General Téct1ica General Técnica 
dei Ministerio de dei Ministerlo de 

Justicia Justicia 

El Salvador Corte Suprema Corte Suprema Firmó pero no Corte Suprema 
de Justicia de Justicia Ratificó de Justlcia 

Department of Department of 

Estados Justice: Office o f Justice: Office of 

Unidos 
lnt'l. Legal Int'l. Legal 

Asslstance, Civil Assistance, Civil 
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Guatemala No DesignO A.C. Corte Suprema Corte Suprema 
de Justicia de Justicia 

Gnyana 

Haiti Firmó pero no Flrmó pero no 
Ratificó RatifiCÓ 

Honduras No Designá A.C. Firmó pero no Firmó pero no No Desi<Jnó A.C. Ratificá Ratificó 

Jmnaka 

Secretaria de Secretaria de secretaria de Secretaria de Secretaría de 
México Relaciones Relacior1es Relaciones Relaciones Relaciones 

Exteriores Exteriores Exte1·iores Exteriores Exteriores 

Nicaragua Firmó pero no Finnó pero no f'"irmó pero no 
Ratificó Ratificá Rotificá 

Minlsterio de 
Firmó pero llO Minlsterlo de 

Panamá No Designá A.C. Relacior1es Relaciones 
Exteriores Ratificá Exteriores 

Paragm1y No Deslgnó A.C. No Designó A.C. No Designá A.C. No Designá A.C. Firmá pero no 
Ratificá 

Perú No Designó A.C. No Designó A.C. Corte Suprerna No Designó A.C. Firmó pero no 
de Justlcia Ratificá 

J{epública Firrnó pero no Firmó pero no No Designó A.C. Firmó pero no 
Dominicana Ratificó Ratificá RatifiCÓ 

San Kltts y 
Nevis 

SanLuda 

St. Vincent 
& 

Grenadines 

Suriuame 

Trinidad & 
To bago 

Ministerio de Ministerlo de Ministerio de Ministerio de 
Educacíón y Educación y : Educación y Educación y 

Cultura: Asesorfa I Cultura: Asesoría i Cultura: Asesoría Cultura: Asesoría Firrnó pero no Uruguay Autoridad Autoridad l Autoridad Autoridad Ratificó 
Central Coop. : Central Coop. i Central Coop. Central Coop. 

Jurídica ' Jurídica Jurídica Jurldlca 
Internacional Internacional lntemacional Internacional 

Ministerlo de 
Venezuela Relaciones No Oesignó A.C. No Designó A.C. No Designó A.C. No Designó A.C. 

Exteriores 
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ANEXO VI 
Convenciones en Materia de Derecho Familiar y Prot~>eilm de Menores: Estado de 

Ratifkaci(lnes y Designadón de Autoridades Ccntrales 

Antigua y 
Ba1·buda 

Argentina 

Ho!ivia 

Colombia 

Ecuador 

R~tados 

Unidos 

México 

No Designó A.C. 

Dra. E':Bzabeth PatH'io 
Duran, Vicem!rlistro de la 

Juventud y Nii'\ez 

Instituto Colombiano de 
Bienestar Família, 

lntervenciones 
Especializadas 

Dr. Iviin Gomezjllrado 
Cevallos, Presidente, 

Consejo Nacionai de la 
Nlfiez y la Adolescencia 

Firmó pero no Ratificó 

Offlce of the Attorney 
General 

Mlrlisterlo de Relaciones 
Exteriores, Comercio 
Internacional y Culto 

Dra. Elizabeth Patiiío 
Duran, Viceministro de la 

Juventud y Nii'iez 

Firmó pero no Ratifícó 

Dr. Iván Gomezjurado 
Cevallos, Presidente, 

Consejo Nacional de la 
Niiíez y la Adolescencla 

Secretaria de Relaciones 
Exteriores, Oficina de 
Derecho de Família 

1--linisterio de Relaciones 
Exteriores, Comercio 
lnternacioflal y Culto 

No Designó A.C. 

Firmó pero no Ratlficó 

or. lván Gomezjurado 
Cevallos, Presidente, 

Consejo Nacional de la 
Nifiez y la Adolescencia 

No Deslgnó A.C. 



Nicaragua 

Panamá 

Paragua)' 

Perú 

Reptíblica 
Dominicana 

San Kitt<; y 
Nevis 

Tdnidad & 
Tobago 

Uruguay 

Venezuela 

No Designá A.C. 

No Designá A.C. 

No Designá A.C. 

No Designá A.C. 

Firmá pero no Ratificá 

Concejo Nac:ional de 
Atención y Protece~ón 
Integral a la NiFiez y la 

Adolescencia (CONAPINA) 

Secretaría Nacional de la 
Nif\ez y la Adolescencia 

No Designá A.C. 

No Designá A.C. 

Ministerio de Relaciones 
Exteriores 
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No Designá A.C. 

No Designá A.C. 

Firmó pero no Ratificá 

No Designá 

Firmá pero no Ratlficó 



38 

ANExo VII 
Otras Convenciones en Matería de Dereeh~1 Comercial y Medidas Cautelares: Estado de 

Ratificaciones y Designadón de Antoridadl'$ Centrales 

Argentina No Requiere A.C 
Ministerio de Relaciones Exteriores y 

Culto 

Bahamas 

Barbados 

Belic.e 

Bolivia No Requiere A.C. Firmó pero no Ratificó 

Brasil No Requiere A.C. 

Canada 

Chile No Requiere A.c. Firmó pero no Ratificá 

Colombín No Requiere A.C. No Designó A.C. 

Costa Rica No Requiere A.C. Firmó pero no ha Ratificá 

Dominica 

Ecuudor No Requiere A.C. No Deslgnó A.C. 

Espaíía 

El Salvador No Requiere A.C. No Designó A.C. 

Estado.~ Unidos No Requiere A.C. 

Grenada 

Guatemala No Requiere A.C. 

Gny11na 

Haiti 

Honduras No Requiere A.C. No Designó A.C. 

Jamaica 

México No Requlere A.C. No Oesignó A.C. 

Nicaragua No Requlere A.C. No Designó A.C. 

Panamá No Requiere A.C. No Designó A.C. 

I>araguay No Requiere A.C. No Designá A.C. 
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Perú No Requiere A.C. No Designá A.C 

República 
Firmá pero no Ratificá Firmá pero no Ratificá Dominicana 

San Kitts y Ncvis 

San Lucía 

St. Vincent & 
Grenadines 

Suriname 

Trinidad & Tobago 

Ministerlo de Educación y Cultura: 
Urnguay No Requlere A.C. Asesorfa Autorldad Central de 

Cooperación Jurídica Internacional 

Venezuela No Requiere A.C. Firmó pero no Ratificá 
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CoNSUMER PROTECTION IN PRIVATE INTERNATIONAL LAW RULES: 

THE NEED FOR AN INTER-AMERICAN CoNVENTION ON THE LAW 

APPLICABLE TO SOME CONSUMER CONTRACTS AND CONSUMER 

TRANSAC1"IONS (CIDIP) 1 

Claudia Lima Marques2 

INTRODUCTION 

This article presents the conclusions o f our Coursc on Intcrnational Law, in August, 
2000, in thc OA.S (Organization o f American Sttltes) about "Consumer protectíon: privatc 
and regionallaw aspccts" .3 Our study centers on the need and opportunity in the region for 
a new Inter-i\merican Convention on Private Intemational Law (CIDIP) for the protcction 
of thc consumer in consumer contracts.~ Thc importance of the subjcct is highlighted, 
especiaJJy by thc growingelectronic commerce. As national Privatc Intemational Law mies are 
outdated, a regional solution may be an easier and more effecrive path to copc with today's 
global era, as the Europcan example has shown. 5 

Published m ThrerryBmli:golf?lÍe (Org). Regi!tds croisés sur les e11jeux cont.empomm~ du dro1i dl' b conso1mnation (Yvon 
Blms, Quebéc, Cnn:HIH, 2006), p 145-190 Tlm art.ide Wli.S tril.nslllled ll.nd original, entitled .-'/1 

:;';~;:',::~';'::;,~:;::;:;;;;~~;;:,;:,'::;,:::;,:;:;:~, published in F:.üirtatlr! Tnbunau(Sâo Paulo), vol 788, JUnho de 2001, ano 90, 

p. 11-5( by Diego Fntga Lern.u.r, ],ucas Lixinski, Jvhgnel t\ugust.in Krclmg: (CFRGS) 3nd Felipe Ballvé ./:Jice (UT-;\t!OtUl/ 

UFRGS) The author th~nb Dr. Jeanlvfichd-Aráglli, Ot\S juridical Direclor, \'IAtshington for tlw mv\\:ttwn to tlw Course m 
2000 and Pro f. Dr. "l11ierry Bourgoignw for the equally honorable inv!l:ation lo speak at üQUlill•l, J\fontreal, Cruudll 
Full ProÜ'ssor, Privale Intewat.10n~l Law, Law Schoo] o f rhe Federal University o f Rio Grll.nde do Sul, Porto i\legre, BtilZll 

Dcdor nms idrÚIJ"qt!e (lJ!llV<?fSJ!Y ofHeidelberg, G0rmany), :Vhsler o f Laws (Un1verS!ly ofTübu1gen, Genmlil}'), Spenalist 111 
Europea..n lnr0gmtron (Europa-Inohlul, Univasity o f Sil.JJ.rbruc:ken, Gemwny), Fonner Presidenl o f Bmz!I,·M,umw(São P,utlo) 

Bonrd o f rlw lniffnatwnai An.oc/Mtoll o_/ C.&nsumer Lw· (Brussds) 
The f1.ül texl o f the Coursr was pubhshed by OAS, m Washington, see LD.!h MARQUES Cl~uch:<, A pro1eçiio do consumidor 
aspectos de dire11.0 pnvado region~l egeml,i11 );XJ/lJ Curso rlel.!erecho ]n(ernamnai-OBE1! CIJ, Ed. Secret;u"Íll General- SubsecrelKria 
di'" Amntos juci&cos, W~tsl-llngton, 21)()1, p. 657 -780, ;md a.lso in rli Dl'r"àiJolmr;·na"ona/Pmado e.~ }a, Amécm (1974-2000). Cunw de 

T)f"i'ttb Inkrt:a«Oiitd · w/ I 0Dm1e 1), Editor Secretarí:l Grneral-Subsecrelarill deil.stul.tos Jurídicos, Waslungton, 2002, p. 1503--1622 
\XIewill accepr lhe ddiaition o f conslUlJ.et conlract~ wh1c:hincluded m Arnde 5o f the ECC Convention o f Rome 1980 "/i.rtide 

Ccrt::un consume r c: o"";":,;"::':' ~1 ~~:';;;:~:;;,~z;,;;,:;,';;;;: ;~:;, 
"'! ora CONtmdf,-"the p7mlst(ll/ r:/ r"frliijflrthatob;ert." 

Se~< C'SfELLSNi"cuelEnd o/ MtiJmmum (Th,,Inj0'7!1!JÚOJJ Age: F::",·{)nVr0J S.7Clt!}' aw! r.4/tm-r, volun1e lil), Blnckwell P, Oxford, 1998, 
p 1 t})/S !o mdeerl ri ttme oj,·hangt .. a tr.çhnoiogw;! r~w!uhún, ,Mfmod aromid mfwmüTI!)J!, h as fnlf!ifr,nneri the ""C:Y iJ"e !hmk, we produ;·e, ;re 

COIW<!li~. !!~ tntd~. "" mcmage, JJ~ 'Wil!llll!1imlt, li"!': iue, JJ~ dte, 111; 111ake 1mr; and J;•e mab lo~-e ./'1 rfyiia!?lU"g/oba! eco!10JI!)" /Jr2r baH conri:Ú'riierl 

.<tm;.md the p!cmd; izn),iJJg up "''""" n-orld, iiib,}: c·JJ·tkbm~~ '!fffm'"''' <dwwkwj)'"'''"d '''''i''1'' 
., See also PORTO Ronaldo, Globnlinção e 



42 

Not long ago consume r protecrion was a mattcr o f domestic law. Indeed, mosto f 
the consumcr activity was restrictcd to thc tcrtitory o fone single cmmtry without any element 

o f internationality. 6 Nowadays, this reality is different, and due to the openillg o f markets to 
foreiw~ products and services, growing economic integration, regionaliza1ion of trade, 
increased transport facilities, mass tourism, growth in tclccommunications, computers' 
nctwork connect.ions, banking7 and electronic commerce, one h as to admit that consumer 
transactions go beyond national borders.8 1\ctually, foreign goods are availablc in thc 
supermarkets of all countries of Amcrica, and services are offcred by suppliers located 
abroad in telcmatketing, through television, radio, internet, mass-like publicity in the daily 
life of most citi?:ens of our locaJ mctropolisY 

Usually "consumer" means an individual who obtains, through a transaction, 
products or services which are used primarily for personal, family, or household purposes; it 
also desig11ates d1e legal representa tive o f such an individual. :o The consumer is a non­
profcssional natural person, who acts, contracts o r negotiates in the consumer market about 
the supply o f goods and services for a purpose which can be regarded as being outside his 
trade or profession. 

It is no longer necessary ro travei or to be an artive consumer or a tourist, to be a 
consumer who contracts intemationally orwith suppliers from other countáes. 11 Production 
and manufacturing practices themselves today are intemational, and i.ntcmational consumer 
contracts and tourism have become mass-like.;/_ The intemational passá·e tonsumer and the 
adú.ie conJume-r phenomenon have come already to our day-to-day lives. To behavc as an 
international consumer is typical o f our postmodern eraY In Latin J\mcáca foreign services 

'!C!N HOFFMAN, Bern.d, Über den Sclmtz des Scll\viidwren bei intern(!bonalen Schuldvertragen, F<abelsZ 38 (197 4), p. 40'1, 
e:xplains th~t in exceptJonal cases rt could be inscrted a public policy rule cmlid be imcrled to protect the "we~ker'' party UI 

contmct:s o r in cases involvmg internalion~l tourism or torts 

See LIMA :tvLA.RQlJES Claudw, Banking in t:he infotTn~hon society: a Brn.ilian viswn, in CmNmJer ÚJ>' in rhe Ir:_fopnatwn Soâe!f:­
WtLHEJ:.MSsoNTh.el~l. (eds), KhtwH Intemtttion~tl, Tbe Hagll(\ 200'1, p. 247-262 
I-IARG/iiN, Daniel and MII-IALI, Gabrwl, Crc,daaón de Bte1res en ei Mermmr;Júlio Césn Paira Ed, Montevidéu, 1998, p 501 

So agree BEN]/UdiN, AnlÔHIO Herman de V, Consumer Protcn:ion 111 Less.D<:veloped Countries: The LMin iunerican 
Expenence, in Rl\MSAY, Iai~n (Ed ), co,,umer Law m the C'hbai Economy, Asgate, Brooküeld, USA, 1996, p 50 and RE!Cl·I 
Norbert, Consm1terism ~nd citizensh1p m the Inform~tion Socwty-TI1e case of clecll'OfJJc contrncting, in \X.'ILHBLSSON 

Thom~s (:Ed.), C(msumffLmrttJ iheLifon!la,7r,n SocHfj', Kluwer, Law Interwttional, ThsHRgue/Lonôon/Boston, 2001, p. 163ff. 
See LIMA :V1ARQUES, Claudw (Org.), E.dudos sobre a p-mieçiio JJ(; 13múl e no Mmwul, Editotll Ltvmri(!dos Advogados, Porto Aleg1:c, 
199~ ~.nd El Código brasileilo de defensa dcl comUJT>.idory el Merco~ur, in GHERSI, C a dos Alberto (Dir.), Merwsltr-Pmpedn~as 
desde e/ De,7ct-'bo Pnmdo, Ed. Univ~rsidll.d, Buenos Aires, 1996, P- 199·226 

Iu tlw U S_: Electron.ic Signntures in Glob~l and Natwn~l Commerce Actjnne 8, 2000- Section. 106 
TI1e distinchon betwern active comunwr (who moves from one cotmtry to rmother) :md p:~sstve consttmer (who receives the 

infonnatJOn orofferm his country~nd rem.:lins there) i;<; largelyused m Genm.ny anel will be followed here. See.JAYJV!E Erik 
and KOHLER Christi:m, EHmfHüJt·hes Koi!!Sion.crrd~ 1999 .. Di e Abendstunde der Stllatsvertriige, in IPRAX 1999, P- 404 

12 In tlus sense BENJAMIN },ntonio T--Irrman de V, O tansporle ~éreo e o Código de DefcsRdo consumidor, F{mcfrJ.AjUPJS­
Edzçiio E,:oma.\ lllfr.r 1998, v. II, p 499ff 

This post-modcm ~nülysis is n tribute to out PhD advisor, Pro f Dr. Dr h.c Erik Jaynw, from T-Ieidelberg Uníven;ity; who inlus 
brill!ant F-Iague Coun;e Jaunched tl1c rheory o f l:hc legnl reflexes o f Etik, ldentité culturelle ct 

mtégmtwn: Le droitint~mntwnlli privé. postmodeme,in Hay, 1995, Il, 

P- 33 ff. J<ercunder cited a~ Jayrne, Courô) 
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and products evcn rcpresent statNs, and are very symbolic in cun:ent consumer culture14
. 

Travehngor being an active-consumcron the international scene is parto f the post-modcrn 
scarch o f ple<1sures, individualleisure and the accomplishrnent o f dreams and imaginary· 
thoughts, it is a social distinction ever more importantY 

In fact, consumcr law has an intemational endowment, 16 and in no other private law 
sector foreign and supranational models and inspirations have been so present. Consumer 
protection h as becomc intemational: consumers and consumer interests should not bc 
harmed, be it on thc aspects o f safety, quahty, warranty or redress, only because they acquire 
a product or use a serv1ce coming from anothcr cmmtry or supplied by a company established 
abroad17

; the tourist consumer, traveler o r the one who acquires products or uses services in 
a foreign country must havc the possibility to count on a minimal protection ofhis intcrests, 
as well as thc one who, watching publicity from a manufacturer placed abroad, decides to 
cntcr in to a distance contract or to conclude a contract through electronic means. 

There has been after all a substantive change in the consumermarket structure,18 as 
globalization reaches private consumer transactions as wcll,; 9 brinbnnginto light ncw market 
failures 20 and thc hmits o f the ide a o f consumer "sovereignty" in the current market. On 
the intcrnational market, the consumer position is even more vulnerable and unbalance in 
transactions even more obvious 22

, calling for an urgent and effective protection ofhis intercsts 
anda positive intervention of state and international bodies.:<3 

The. question is whether our legal system is actually prepared to such an 
intemationalization o f consumer transactions. Tn our opinion, therc .is a great specificity in 
intemational consumer transactions, which, if representa-tive o f only a small parto f the global 
intemational trade, do have an Unportant economic and political potencial (1.). The reality in 
most i\merican countries is that national consumer protection laws rarely have private 
intemationallaw or cl1oice o f law mies specific for thc protection of the wcaker party, such as 
victims of accidents caused by foreign defecrive products and services?~ tourists and constuners 

PEATI-IER...STONE ?viike, Cultura de C&,w<moe ?i,s-modCi7il.>lllo, Erl. Stud10 Nobel, São Paulo, 1995,p 31 
In this sense FEATHERSTONE. SD c1~, p. 31 
See BOCRGOIGNTE 'I11wn:y, Eiimentipour·u,e théane du dmil de la roJJ.'Oitll'itltWII, CDC>Story ScwnCHt, Bruxd:\S. 1988, p. 215ff 
LI);! A MARQCES Oaudia, Regulamento Comum de Defesa do Consnmidor do lviercosul Primeims observações sobrr o 
Mercosul como legislador da proteção do wnsumHior, Rensta D,m!o do c:&namtia'w(Siio Paulo), v 23-2!1-, p. 79 ç.nd ais o, likewise 
in lVIercosur, STIGLITZ Gabriel, EI deredJO del consunudor en .Argentin~ y en e i Mercosur, in Dererbodel Cmmm1tdorJ3uenos 

Aúr.s), v 6, 1995,p. 20 
/1-ccordi11gto BOTiV'!A GiiRCÍA and RUIZ MUJ:\OZ (Coord.), Cur;o ,·obre prvlerm5njurirhca de ias t'O!iSI/JiiJdorrs, Ed Ciencüs 
Junclicas,Madrid, 1999, p. 8 Otrrennder citerl as BOT'.'u'-JA) 
See GHERS1, Lq pomi~ri'ermriad;utia',ca -- Una d1scHsz!m abuna. Buenos ;\u:es. Gowa_, 1995, p. 139 f f 
BOURGOIGJ\'lE thierry, opc!l.,p 64ft 
BOTANA, ,;p.ât., p 8 wdBOlJRGOTGNIE 11lierry,tp.,,J ,p 64 

:E C."'--LAIS-ACl,OYJean,Droi!de/a C;n;ammarion, 3 ecl.,Dalloz, Pans, 1992,p. l,considers tbi!.tfllisUJlbNnncc bs :l.lw~ys exisred, 
only now it is qualified in such r_ w~y th:ü one of tlw social goals o f our limeis to pwtect tlte consumer as tlüs is put in~ 
structumlly wcaker positwn 
J\Jso BOT'.'\.1'\.i\, opa!._. p. 8, mellt!Olls tl1e currenl "clegradac!Ón de la pOS!C!Ón dei consunudor" 
Pew /\mcrican courltnes bavc r~tified thc 1973 Ihgnr Convention on 1:he hw a_pplicable to product hab1h1y 
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recciving advertiscments, sprun or aggressive marketing from across borders. Domestic or 
intemal mies ofprivate intemation::lllaw are usually old-fashioncd25 and the only attcmpt for 

a rc';rision carne through. the Inter-J\merican Conventions ofPrivate 1ntemational Law ~1ereaftcr 

CIDIPs) organized by the OAS. To date however, thc CIDIPs have notimposed any favorable 
special connection factors in relation to consumcr protection (2). 

1. The need for an Inter~American Convention about the law applicable to some 
consumer contracts and consumer transactions 

One GUlllot deny that tlLC protection o f the weakcr party26 has become a concern 
both in regional private international law, as attests the 1998 S;mta I\{aria Protocol of 
l\{ercosue7

, and in general private intcrnat.ional law, as illustratcd by the 1980 Hague 
Convention project'8 and the Romc European Convention of 1980.29 

Thc quest.ion is whethcr domcstic or national rules in the Amer.icas are enough to 
protect the consume r in1hese new markets without frontiers, such as NJ\FTJ\, FTA-\ and 

Mcrcosur. 3c National rul.es, which regula te intemational trade, as well as intcrnational trade 

E1:<:eptio11 m~d~- o f the USAand VC!K:Zueh, see PA.RIU\--1\RAL'\GlJRE,N, Gon:<clo, C,q-p; J/neral à Dw~tiFJ In!en!a(!(Wa/ Pnwdo­

PF,bkmas Se!ectot, Pundnoón Femando Parm ;\nmgurell, Carn<::~s, 1991, p.51 ff 
rn !l1is sense BENJAMIN .c\ntômo Hennan, El Cód1go BuJ.sileiio de Protc<::ción del Comllill.Íc\or, lfl ?oli!mJ)' DercdJ? deiCMumto, 

VELILLA lvhrco (Direclor), Ed. El N :<vegante, Bogoti, 1998, p 4 80 
Se e il.bout lhe Sauta Mana Conventlon ou special <::onsmnequnsdictwn Çv!ercosur), om artide ul Re1-Hia Drmtc do CoM!It?Jtn'N: 
São Paulo, voL32 (1999),p. 16 

3 Se c VON ::vfEIIREN Arthur, LaJI• ,1-H'Jiwzhle ta cenam mnmm~;r saks P.t}vr( Ed 
Bnre~u Pennanent de h Confércnce, Hai:1, 1982, P- 6, who expl~ms how this drafr o f convention tenrled lo 
Hague Convention o f 1955 on tlw ~pphcable law to tlw llltemation~l s~.le o f goods; this nevcr came to happen, for tlw referred 

<i.raft, conduded m 1980, and whtch nevrr c~me to be appwvcd, was overconw by the R01ne Convent:ron of the EEC, signcd 
m tll:u s:~r:ne year with 1lS f~mous ~rt 5 on the sru11e nwtter_ It is to nole that the comwchon !ftctOJ:S prov1ded by tlw 1980 Hague 
ptuject'W(';rc· pAlty aulonomy (.·\1.1 6, sentL"!lce 1), but th0 bw chosen by tlw parttes could not deprivc tlw constl!net: fwm tl10 

pmtcclwn h e was to lw conferred by tltt' m~1ndittory provisions oi tl1e cotmtry o f his usunl residence (Art 6, sentence 2); the 
condJtions rehted to the exJstence, v~Jidrty nnd forms o f consenl would be govemed by rlw h\v of!lw country o f UStlal residence 
o f the com1\ln0r at the mornent o f rhe dedamtion (Art. 6, ~entence 4); m case of lack of dJOice by tlw parties, tlw ~pplicabk 
hwwould be the one ofthe cocmtry o f USl.li!l residence oftlw constu11er (Art. 7) 'u1d the pBr!ws o.pacily nn.d the effec!" ofthe 
contracl wonld nol b~ govemed by th0 9) :md 

Comcnnm,conn 15, Story, Bruxdles, 
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uniform terms (the so called !ex mermtoria), usually are not concemed with the protection o f 
consumcrs,31 trying instead to excJude consumer contracts from thcir scope o f apphcation. 32 

In Europe, since the 1970's, legal scholars advocatc the need for private international 

law to tum to the protection o f the weaker party, especially consumers,33 and to include more 
f1cxible ~Uld relevant new connection factors to this end. In the choice oflaw context, the so­
called "neutral" and rig:id coimcction factors better fit to the rclations betwccn cquals like t\vo 

manufacturers, dealers, cntetpáses or busincssmen:1LThus, spccial private intemationallaw 

rules are nccessary, at least until the harmonization o f subst<mtive consumer protection rules 

is achieved3
" 

The inter-American system 1s clearly open to intemarional trade and regional 
intcgration, but it stilllacks of alega] system that properly protects the weaker party- the 
consumers- in its open markct. To rcmedy this situation has become urgcnt. 

Therefore, together with Argentinetm and Umguayan scholars/6 who have studied 
consumcr protection in international sihiarions, we would like to suggest the draft of a 
specific Convention ofPrivate Intemational Law (CIDIP) about consumcr protection in 

two specific situations: (a) the tourist-consumcr, specially the one who e11ters in to a timeshare 

o r "multi-property" (mu!tiprvpn·edad) contract, and (b) the distancc contracting consumer, be 
it through traditional means or through new electronic mcans, such as B2C. 

lviodem European scholarly \vritings stressingupon the need for consumer protection 
in global markets37 will help us in defining the contcnt o f such a convcntion. 

In this scnse BOTANll, Oju1t, p. 21, citing thc principies ofCNIDROIT on tlw intematimwl comnw.n:i~l <:onlmcts ~nd tlw 
Vienn~ ConventJO!l on hllcrnaUonal Saleô ofGoods o f 1980 
11tede<J.reslexampleis thc \ll11fonn rules o f lhe CN ConveiHwn on Inlernnnona!Sale ofGoods of J 980,known as lhr Vrenn~ 
Convention of1980, 11w.t in its Arl>i 2(a) and 5, try to prevent the :<pphcation ofthcsc n1lernational trade rules 10 lhe contacts 
W1!11 outsider consumers See on rhis H/lRGi\11\: /MIHALI, of! m, 506 <J.nd Gil.RRO Alep1.ndro l\1.iguel rmd ZUPPI /\Jberto 
Luts, Comp·o:mmfa ltikrt!acmnal Je metvaderia,~ Ed La Rocca, Buenos 1990, p 81 
Theworl;:s o f ZWEIGER]~ NEUH AUS rmd LA,0;DO bccame famous, stJggescing firstly that Privatc Intcrnational Law should 
mdude social values, and secondly that party autonomy shou.ld be abandoned m contracts belween w~Rk and strong parlies, 
as consunwroJws. Pravnatlcally, that Priv~te InternM1onal Lrt\1i should st~rt to choose as a çonnection factor lhé' domicile of. 
the weakcr party, scc VON HOFFl\1&'\fl\, Bcrnd, Übcr d<:<n Sdl\J.l'Z des Schichere:1 bei 111tematwnalen. Sclmldvertragen, 
Rahe!sZ 38 (1974), (396-420), p. 398 ff and KIZOPJ-fOLLERJ~n,Das Kollis10t1Sfechtliche System des Schut:.<es der Schwicheren 
Verlmgsparlei, P.abd.Z 42 (1978), (634-661 j, p. 631 H_ 
In this seme KROPHOLLERop.t-rt, ,p. 636 
In th1sway, qualifymgt11e Germ~nlezal systcm o f the time as "mr&mpiekmHi mrsafffortbeJI·eakrparod. see KROPHOLLER, 
opat., p- 635 
f-lere nmsrbementioned espemtlly tlwstudies o f BOGGL"'..t-.:0, DROMl and TONJOLLO, inArgenlina,ARRlGHland lhe 
yonngauthors HIRG/IJN /MIHALI,in Uruguay. 
In this sense, d;e strong ltnd critica! comments by JUKKER Abbo, Von Citoyen zcun Consonum.leur- Entwicklnng de, 
mlernalionnlen Verbrmrcherschutzrechts, in IPF!A.X 1998, P- 67 ff, affirming that the consurner is LI-te "citoyQ:l.", the political 
European cttizen o f the fulLJre_ JUNKERmspirrs hunself :na smliluwork from VON WESTPI'IALEN, Vom Gtoyen úber den 
Bourgeors zum Consornrnateur, ZII'1995,p. 1643, seeJUNKER, p. 67 
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A. Differences between international consumer contracts and international 
commercial contracts 

First, it is important to estabhsh the characteristics of intcrnational consumcr 
transactions or contracts when compared to intemational commercial ones. 

Olwiously in intemational tradc therc may also be languagc barriers, information 
gaps, diverging law rules, difficulties and insecurity about delivery a11d payment, warranty 
linked problems, safety and quality dcfects and poor post-sale services,32 but these difficulties 
gain a spccial meaning when the contracting partncr is a non~expert, acting outsidc o f any 

professional activity, i. e. a consumer. 39 

In internacional consumer transactions thcre is an inherent infonnational and cxpertise 
unbalancc benveen the co11tracting parties, as one h as the vulnerable staütJ o f consumer."0 

Intemational trade connects legal persons or professionals, dealcrs and enh·epreneurs 
domiciled in different countries, but able to understand an.d to play with the internacional 
business scenario. \Xlith internacional consumer contracts this is not the reahty. The consumer­

partner is attracted either through aggrcssive marketing (for example, mass advertising, 
telemarketing and shopping, emotional timeshare and package travei offcrs, etc.), by reduced 

prices (discounts, tax reduction, free shipping, etc.), o r by the sense o f adventure (games, 
bets, prizes). H eis not aware about specific causes o f vulnerability linked to transnational 
contracts, sue h as poor knowledge o f language, possible confusion or deception in the 
offers made, the myth o f imported products bcingof superior quahty, 1.mlmown characteristics 
o f new products in emerging markets, lack o f legal advice oro f a lcg:U department to assist 

ll1 the negotíation, expectations that the brand will have post-sale services in his own country, 
etc. The consumer actually trusts in a non-existing legal protect.ion. Far from this reality, 
intemational t:rade rules and priva te ll1temationallaw (choice oflaw) rules Íll general are built 

on the assumprion o f professionalism and expertisc o f both partners involved";. 

},nother specificity o f intemational consumer contracts is their lack of"continuity". 

Commercial contntcts are characterized by repetition and d1e goal o f intemational ttade isto 
open new markets in long-lasting trade relations. Intemational consumer contracts, on the 
other hand, are usually transact.ions for one single exchange; they do not last long, neither 
benefit from the internat.ional financiai system or transfer o f technology.L2 Being a tourist is 

·18 On tlw difüculties ofinle111ationalcommerce see FELDSTEIN DE cAJ:U"")ENAS Sam, Conlmtor ]nkrJim.YO!ta<'~ Abeledo-Perrot, 
Buenos ll.ircs, 1995, p 60 ff al!J MOURA RAMOS Rui ?vbnuel, ~ndSOARES ]\.fariai\ngclaBenlo, CotJtmta:; Int:r?taciuMn,Almedilla, 
C01mbm, 1986,p 9 ff SeealsoJADAUD Bemil.rd and PL;\ISN,JTRoberl,DJ"m/du Cotmmn-eln!trnaicom:!,Dallo<:, P:u1s, 1991, p.1 
European Co1nrnission, C"uía de! c"NJtUtr.tdureuropeo m ei men:ado úmco, Corrus1Ó11 Europe~, Bn1xel!ts, 1995, p. 15 and 16 
See on rhe vulnembility o[ Lhe consumcr, LIMA Ml\RQUES, Cláudia, Gm!mto.r /!0 Cíd1go de Defesa do Con.,.Hmulor, 4th.ed , Ed 
lU: &lo ntu\o, 2002, p. 140 ti 
A Supremo Tnbunal Federal precedent doe~ not qualify (l.S o f consume r nature, transil.ctions o f impottation o f raw m:JJerial 
between lwo tradets, Sentençaf3.shwwm" Conü:.<rariüN" 5 847 ·1, dccided on 01.12.1999,Judgc Maurício Con·b. Se e ourcomments, 
togetherv/!th Eduardo TURKIENICZ, Comentários ~to ucórdiio do STF no caso Tt•ka vs.l>.iglon: em defesR da teoria tlnalists 
de interpreu1çíio do art. 2" do CO C, lZmsta Dimzto d~ Commmdor; v 36 (2000), p 221 ff 

<2 A rarr exception would be the timeshne contmct or multi-pmperty, which is a long-lasting relation; se<' on lhe subject the 
Bmziliau schob.r, TEPEDINO Gustavo, Nfulüpropned!2a'elmobtlid•ú, Saraiv~,Síio Panlo, 1993 
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a punctual seasonal phenomenon; to buy through e-commerce software o r a book in Bra;.;il 
from a Californian suppher is also an isolated and discont:inuous act. Thc rules o f intemational 

trade, and privatc intemationallaw rules in general, are built on the basis o f continuity and 
confidence, which results from the growth o f tradc relations between tlw same partncrs. 

In commercial transactions primary protection goes to the seller. The one who sells 

o r ships to a distant country a property ofhis own withoutmuch warranty' anel knowledge 
ofhis client is looking for protection. In internat:ional consumcr contracts this priority is 
inverted. 

Other characteristics o f intemational consumer tnmsactíons are thcir standardization 

and small valuc. Nowadays, intemational consumer contracting is a mass-like phenomenon, 
when considering, for instance, seasonal tourism, timesharc, package holidays and mass 
transports.43 But each individual transaction will have a relatively small value. This makes 

both the contract negoliation process and thc settlement o f disputes quite theoretical, as the 
consumer would have to undertake exaggerated expenses to (try to) enter in to discussions 
with the supplicr o r to bring in to a compJaint. 

Also, in international consumer contracts, rc-execution o r to repeat performance in 
case ofbreach o f contract will be very difficult. In case o f tourism, to re-perform an excursion, 
to recover days o f holidays o r thc comfoti_ o f a hotel in a distant country are an almost 

impossible task. Rc-exccution in distance contracts may entail additional costs for the buyer, 
such as sending the product back and time waste. 

Finally, emphasis should be givcn to thc fact that there is a strongpolitical-economic 
componentin consumer protection-orientated rules. An exportingcountry, such as Germwy, 

which maintains a high level of consumer protection and shows major concem for the 
quality o f its products, will find greatcr international accept<mce. I f a tourist country, such as 
Brazil, increascs the levei of tourist protection and makes redress casier, it ensures better 

tourist conditions and favors the development of this important sector of economy. In 
otherwords, rules o f consume r law do foste r the i.ntemational competitivcness o f national 

markets, as well as they contribute to the creation o f an intemal markct with fair competition 
and to the achieveme.nt o f governmental policies. 4/. 

Europe~n scholars underlme since lhe 80's rutd, sprcially in the 90's, that mass tourism is one o f lhe most g-,rowing economic 
sncrors m the Europcm1 Union ilmi that consu.mer proteaion is needed evrn :>.s a competltíon h:atmoniz:ing ll1stmment, s~e, 
for all, LETE AC:HlRICAJavier, E! CotJ!mt1 de M.ulhpmpnedady la Pmkccú5n dekt,V!u-t4múiore;, Ed Cedec, Barcelona, 1997, p. 32-
.14 
ln th!S sem e also GHERSI Ci~tlos 1\lberto, RazonesyjundantmtD;para /a mkgn:u7Óil rrcgwna!, m· Merm.rur. Prnpectn,;,,- desde e! dendN 

pmr:~do, Gherst (C:oord.), 199.\p 30 ff 
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B. On the need for a specific set of private internationallaw rules on consumer 
protection. 

Brazilian legal scholars consider private internationallaw as "the science which aims 

to regula te private intemational relations" or "private telations in intcmational society".~4'· In 

this paper, we will admit the limitation o f thc scope o f private internationallaw as proposcd 

by thc Italian and Ge1man legal scho1ars 4
", and considcr as privatc internat:ion0law thc mles, 

statutes, case law devclopment and principies, which tend to choose thc law applicable to 
cases with connection to more than one legill system (choice oflaw). 

1. Private internationallaw as a factor of regional harmony andchoice o f law 
rules in consumer transactions 

Thc relev(Ulce o f the thcory o f post-modem private intcrnational law put fmward by 
Erik Jayme, to whom private internationallaw is an_ instrlllnent o f lunmony and peace in 

today's global relarions, must be emphasizcd. 46 PosHnodcrn privatc intemationallaw wou1d 

be able to balance and reflectat the same time the conflicting social anel economic forces o f 

our times, i.e. post-modern individualism tmd exacerbatcd cultural identity, at one hand 

<md, on the other, d1e inesistible fOrce towards appmximation and economic regionalization, 

supranacional intcgration and global trade. 

Consumcr protection appcars in this context as a "social nest" or an escape mechanism 

o f the post-modern conflicts, because it represents the legal warranty o f aminimal standard 

o f safcty and guality o f senrices and products, beingnational orimportcd, which are exchanged 

in today's open markets. It also reprcsents, from a political point of view, a compromise 

with nutrket fairness. Socially, it seeks to establish a bal;uKe between the principie o f party 
autonomy and the promotion of human rights. 4

-/ 

As teaches Jayme~8 , private intemationallaw is one of the fields most scnsitive to 

social, political and legal changes in this century: choice oflaw rules \vill enable the parties to 

avoid ideological conflicts and nega1ive evaluations o f 11ational foreign laws, while maintaining 

thc pace o f intcmationa1 trade and economic UberaJism. Pri.vate intcmationallaw roles must 

tend to minimize the risks o f radical or unacceptable solutions being applied by the courts 

or arbitrators o f onc particular country. They should also fulfill the limits o f !ex mertatotia by 
cstablishing internacional standards of warranty and protection for weaker part:ies, thus 

preventing that any legal gap be filled by metms o f a new radical national territorialism. 

~ The first definition is g,ivcn by FULGENCTO T1to, SfnkJÚ De Dmct-D IntemacwM!Prnado, Ed FreÜ!ts Baslos,Rio de Jll.Hriro, 1937. 

p 5, and lhe second expression 15 used by BEVlLAQUA Clovis, f'nne<j>Ws Ekmmran:s de Du---edo Interrmci&~mi?!úack, Ed. H1stonca, 
Rw de J~lletro, 1988, p.11 
KH-GEL, Gethard,Tnternationaies Prn·atncht, 6.Aufl, Beck, Mu1uque, 1987, p 3, !(ROPHOLLER,JQH,lnlmmtwnaÍfJ Hn>1it<'c!Jt, 

] C B.Jv[olu, TUbingeu, 1990, p. 1; ·mt-:Bi\R, Christi~n.,Iniernafto""i"" Pnruln"cht-vol.II,BT, Beck, 1-ituJich, 1991, P- l 
In this sense, the be~uhful words of j/1.Ylv!E, Cours, p 56ft 
J-'WME, Co;m·, P- -19 
Seeji\'DAE, Coun,p 129 ff 
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It is interesting to notice that countries have always reached consensus on the need 
for settingup, through mandatory rules o r voluntary oncs (wft /aiJ)), the bases o f intcmarional 
sales o f goods and services bctween traders or professionals. There has not been so far a 
similar conccm for drafting and developing private intemationallaw roles to achieve consumer 
protection in international sales of goods and services. 49 Despite the draft of Hague 
Convention in 1980 and the Rome European Convention, the subject has been scarcely 
debatedin /vnerica. 50 

One explanat:ion for such a failurc can be that developed countries already possess 
legal mechanisms in their priva te internacionallaw system sufficient for the application o f 
their own consumer protcction rulcs, assuring in this way an effective protection o f their 
nationals also in internacional consumcr tnmsactions. The consumer protection system 
existing at national levei is held as being mandatory ("!ois d'ordre p14blú1

' ,
5

: "!oiJ de po!ice'M). 

At the same time, there is no great intcrcst or need by thcse countries for extending 
this stune high standard o f protecíion to consumers outside the country o r the region, such 
as to consmners in developing countrics. Then the ide a grows within devcloping countries 
that a high standard o f consumer protection would represent a barrier to frec trade~3 • J\Jso, 
local industrics o f developing countries are not encouraged to invest in the development o f 
ru.1 adequatc intcmational standard of consumer protection, though this would help these 
industries exporting their products and scrvices <md participating more actively (and 
competitively) to the international market 

Tbc task o f reverting this picture is a matter o f intemational politics. Ncvertheless 
law can contribute by fulfil.ling this gap in the most neutral and less conflictive manner, 
which is the use o f private internationallaw, while proposing choice o f law rules with a ele ar 
substantivc goaP"' (and not neutra] one) 5

\ i.e. to protect consumers. 

See on the subject ARRJGHI J e:an Michel, L:a Proteccion de los ConsUJ.nJ(lorcs y el:i\•Iercosur, Rmda Drmto do Conrunud!P~ S~o 
Paulo, v. 2 (1992),p- 126 ff 
In this sense TONJOLLO jrtVLE'f Alberto, La prolecnôn mlerll:l.ClOnal del consmnidor· Retlexiones desde l:a perspect:iv~ del 
Dcred10 Tntemacion:al Pnv~do Argentino l::..eâdadeDendJodeil'IIermsur. v 2,n 6, dic. 199B,p. 96, comment:ingon t:he the H~t';\10 
project. S~e also the me11tioned report Arhl projrct ofVON MEHREN, &PJNrteYpúcar:,r- Lor ap_pàcab/e á ce?!ame.f t~nla aux 

cD!1toi7!J?W!eun; in i\Cle~ et Docwnents de la Qualor<:iême >C55!0!l (1996), L II, Ventes au.x consommrtteurs, Buenm Penn~ncnl 

de la Conféreuce de ia f-hye, L~ Ihye, 1982, p 6 ff_ 
"L11e p1!bhc policy exception h as :a de~r social :H\d protective goal, not only m rl<e Priv~te Incematwnal Law srstem, bul also 
m the counrries o f the European Cont:inenm.l L:aw system: , BUCHER Andreas, L'ardn pwbl~<· d !e bwt s&cwl &; !01,- e" drod 

in0'1wfwntdl"''i, Recuei! drs Cour>, 1993, II, t. 239, Nijhoff, Dordrec:ht, 1994, p. 60~69 
Iu thrtradítion:al defimtionzweu by Pr:ancesbkts and reproduced byBUCHER, op.e1t., p. 39: hws orruleo "dont!'ohm"lwil est 

m',~:smn pour ia ,-,J11P':_~anie de lú;gtA111Salwn poimqu~. , se e ..-\rt 7 (2) EU Rom.e Conveutiou o f 1980 on 
:applicable law to conlr:lctu:ai obhg:atwns Sue h rul<>s ue Se e on rlw J\!:t 18 Swis'i Pnv:ate Intem:ationa! Lnw 
StMute, BUCHER, op .. :d., p. 39 
Se e U?v!A l\tARQUES Cláudm, O Código de Ddcsi! do Consrunidor e o l\{ern;sul, Rm;ta Dmtio do Consmmdw; v. 8, p 43 f f. 
.JAYlvíE Eúk, in HO:VfMELHOFF !.JAY)..fE/)..fANGOLD (Ed.), BPmmllarkt.Jnt~-natiMd.e.J+natnt-htund &chtnrYJ'j:edui!,~(1995), 

p 35), ap'd)UNKER, p. 74,notQ 132 
On the cnsis o f inlemation~l li!w, ,;ee the Comse of KEGEL m Hague, apud KISHITl\._-l'•.fi, Yuko, Afa"""' und dú 

Umversít~rwer!:ag C \'l/inter, H eidelbrrg, 2000, p. 28.3 
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Our proposal is for an updated use o f priva te internationallaw, granting thesc rules 
with social values thatwill bring a new oppottunity for the hannony of internacional relations. 
Ourcall is for anew "substantive" private intemat:ionallaw 56

, which would better reflectthe 

complex post-modern conflicts now involving human rights and public policy goals 5
\ and 

for a more "narrative"58 private internacional law, which would try at the same time to 
promote harmony of interests~9 and to offer necessary proteciion to the weak:er party in 
today's international markets. 60 

As Ki:opholler states already in 1978 in his famous art:icle about the protection o f thc 

weaker party through priva te internationallaw,61 it is necessary that private internationallaw 
tums to a law impregnated with social values. And \Ve believe that it is now time to rcassess 

the values o f the private internat:ionallaw rules claborated in OAS with regard to their impact 
on o r contribution to thc protection o f the weaker party. 

It seems perfectly rcasonable to work on the definit:ion o f connection factors in inter­
_,_1\merican private intemationaJ law, which would h ave as a goal the protection o f the weah:er 

party (von Hoffman), the guarantee of his fundamental rights (Jayme) and substantivc 
justice (Zweigert).62 

North-i\merican private internationallaw scholars stress that the ideal of equality 

has constitutional origins (the Equal Protecfion Clause),63 which brings a limit to private 
intemational Iaw mles: these must notin an unfair manner discriminate, create privileges and 
immunities, but must bc rcasonable and have a clear social and political basis. 64 \Xle also 
consider that seeking for effective equality between natural persons, the revival o f human 

rights in posHnodemitf5
, bringing harmony in decisions66 and fair balance between the 

interests ::md rights involved in the consumer relation, are all goals o f private international 
law. This would become one additional tool for protecting the weaker party and reaching 

justice in global societ:ies. 

pnj'm~Ves, lxm~m; 

About lhe Dwb!e c:Oa'!ijg, ree JAYJ'v!E, Cmm, P- 36 
We ::tdopl here J::tyme's theory on n::trr::ttive rules 0Al:1v1E, C~mo; p 247), hir,hlighting th::tt ::trty proposal of Intem~t1on::tl 
Convemion ~nd its officiaJ text has tod1y ~n effect :<t le:<st11anahve, o f slwwing the problems ::tnd pathw~y>i, o f n::trmtinggogJs 
~md principks, even1f iis only as m1 impirntion, even ifthese nües 110Ver conw in to force, lls l'fforts, such as tlle ones ofthe 
Hague Drllt-Convention of 1930, show the exisknce of needs and force the sertrcb- national, regwnal or univers,\l- o f 
solutions .. On the ne~d forintem:<lional consuma prol'ection see rhe studies ofVON HOFFMAN ~ndKROPHOLLER, in 
Amer:ie::t, of BOGGl/u'-J0,2more recenl.ly BRÓCKERru1d TONIOLLO m Europe 
SeeMÜLLERfiriedrich, Dwt~t.o-Lmguagem-Vwlf!m,-1, Ed. Sérgio F1bris, PNto i\legre, 1995, p. 17 ff_ See HABERlv!AS JUrgen, 
L.-egdm;atimr CY.im,Beacon Press, Boslon, 1999,p. 68 ff 
On the need for doctnnAl studws takingposition, see ARR1GHI_j.M., oj'Htt ,p 126-127 
KROPHOLLER,op.,tt, p. 655 

e In thissense, TONIOLLO, op.cit., p. 99 citi11gDe Vischer 
HERZOG Per e r E, Crn.rltructonal LmdJ' on Chúce rf LaiJ', Recuei! de~ Cours, 1992, III, t. 229, Nijhoff, Dordrccht, 1993, p. 285 
id,. P- 287 

JAYME, Coun-,p- 167 ff 
So BOGGL\NO i\ntomo, The Contnbutwn rf!he Hague CO!!fen:t!Ce h the De_;r;fopmentcfPm,aft Inftnmtiona! LaJJ'W La!m .rl»!f'f"'iai 

Ummrala)' anri gemus /o,.,, m Recueil de~ Cours, 1992, ii, t 233, Níjhoff, Dodrecht, 1993, p. '1 3B 
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It must be noticed that in matters relat:ing to compet.ition there has been a clear 
cvolution in private internationallaw. As known, the national rules which protect competition 

on the market placc are bcing given a strong degree o f cxtraterritoriality67
• Like the European 

treaties,G8 the traditional rulc o f !ex !oà delitti mmmissihas bcing interpretcd in a flexible way, 
cither as the placc o f wrongful conduct, o r as the place ofimpact o r relevant market; and in 

complcx torts cases the place o f the company's decision-makinghas started to be considcred.m 

One additional comment is that in times o f post-modern fragmentation, thc roles 
o f priva te intemationallaw must focus only on a few subjcct matters :c. Private intemational 
law rules regarding consumer protection must be flexible enough so that the principie o f 
consumer best protection be materialized and privile,bTC at the same time regional values and 
economic integration (o r approximation), allowing each market to, in a certain \Vay, decide 
what is best for its consumers.~' 

111is fragmentation and flcxibility will be assessed hereunder with regarel to two 
mattcrs, in which national consumer protection rulcs will ahvays prove to be insufficient, 
:md for which therefore thc unification of private intemationallaw rules 72 wi11 be most 
rclevant, also to c reate greater security, prcdictability anel harmony Í11 interna1ional trade: the 
protection of thc tourist :mel the protection of thc consumer cntering into intemational 
elistancc traele, namely through electronic means. 

2. Current connection factors and their inadequacy for consumer protection 

Krophollern te aches that it is ncccssary to elraft specific choice oflaw mles for the 
protection o f consumers, because thecurrentconnection factors (party autonomy,characteristic 
performance, domicile o f thc offeror) are based on the balance o f powers existing betwecn 
businessmen or enteq1riscs. I f it is alloweel for the parties to choose freely the law which is 
to govcrn thc contract, in mass contracts the professional wi11 choosc his law or thc law o f a 
so-called "paradise-forum". Other connection factors could be the place o f perfmm:mce, 
usually thc place whcre the typical or characteristic perfonnance is rcndered, or the place o f the 
contract conclusion, 1hus connecting the contract to the legal systcm of the professional 
offeror's country. In consumcr contracts, such a balance o f powers does not exist. 

So condudes, examming S 98, 2,1 Gemwn G\VB, 1\IARTINEK JVfichael, Das mtu·iialw"aie KmTn'!pnmtrechi, Vedag Rrcht und 
\'X-'irtsch:lft, Heidelberg, 1987, P- 94 
So C."'.SELLA P~ulo I3oJ:\)~, C:mrumdade Europàa e sm Oniem!INI!to }udd;m, São Paulo, Ltr, 1994, p 430 
?vLA,RTINEK, o_p td, p 96 
Sre jJ\l1vlE, Cours, p 44, ilbotJt the so-cillled "mHen~h7,at1on o f conilict o f hw rules" o r the "A.mem·ru1 revolutíon" on conflict 

ofbw 
Sec Jll.'{l'v!E, 

aspects o f priv:ue mtcrnatíonallaw unifícation throngh treaties, set' NEUHAUS HEINRlCH F e 

KFlOi'HOLLER ],n,Rnhl,,~;,ú,li"'bl('Rn,i","''''m''"'gl m Rabe/rZ 45 (1981), p. 73ff 
KROPHOLLER, op o.t., p .. )98 ff. 
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As reminded by Jayme, the current period is one o f prcvalcncc o f substantive la\v 
rules in íntcrnational cases, reducing the importancc o f tradicional intemational procedurc7~ 

and self-determination by the individual (Se!b.rtbeJtimmuniJ in substantive law7
\ new 

teclmiques in intemational convcntions pay more respect to cultural and level o f development 
differences, local mandatory mies,'" and human ághts possibly involved in each case77

. This 
lc(lds to thc prevalence o f the usual residence o f thc consumer as connccling criterion to 
determine the applicable law in electronic BuJineJJ-to-Comumer transactions and also to 
dctem1inc thc competentcourt. 78 

In my opinion, to achicvc substantive goals through priva te internat.ionallaw mles 
does notpose a methodological problem in thc Inter-.American pr:ivate intcrnational aw o f 
d1e OAS. According to many authors, there is a certain tr(ldition o f "terrí.tmialism" in Latin 
i\merica79 and also in thc C'nited Statcs, there being a ele ar preference for the application o f 
the /ex.fOn·. This easy practice ofhaving thc lexfori applied every time a consumer relation is 
dealt w:ith o r considered as a matter o f public policy (ordre publú) is wdl-known. 

Neverd1eless thls expedientis no longer opporttme or sufficient81 1"11C territorial criterion 
ís not opportune, for it does not promote the intemat.ional harmony o f decisions, increasing 
tensions between intemational trade (seeking for more anel more unifonnity through tbe /ex 
mertatotia) and domestic or regional legal systems. Tt can also leave consumers unprotected, and 
crcatc a "second class" o f consumers in developing countries. Some times the law o f another 
country can provide more rights to the consruner than domestic la\v.52 The territorial criterion 
is not sufficient, for it aJways leaves categories of national consumcrs (tourists, consumcrs 
buying at distancc) unprotected. T11is o f course will hamper the development ofB2C electronic 
commerce, the growing o f which depends on a ele ar consumer confidence. Thc consumer who 
enters in to contracts intemationally byphone, cable or intemet, cannot be confidcnt: ifhe does 
not have a precise knowledge o f which law is applicable to d1is relation, which are his rights and 
lcvel o f protcction, and which is thc competent forum .. 

In th1s sense .JAí.'1v[E Enk, z;,;,;;:::.::~;;;;::/~; Das 1\.olimo!!."red.H zll"!sr&en J'o;imoden;e ;md Ftd·,msm!IJ: 111 fPR.ilX.-Pr~x!s des 
Intem~I.!Onalcn Pnv;tt- llnd ~ 2000, p. 169, reminding that the fir:st Europe~n nlles wete entirely devoted to 

Jlltisdiction 
JAYiv::E,JPRAX2000.p 170 
1n rhis senscJAY!v!E, l?RAX2000,p. 168 
1n 1h!s sense JAYME, IPRAX2000, p. 171, nllnl)czingGemwn cn.ses n.bour úw TSchernobyl disaster, in wh:ch d1e "offense phce" 
was considered lhe German lerrilory where lhe "md.:üion cloud" caused dnmflgt:'s, wbch must be compr;nsatml by lhe 

Rnssüm company a.nd, also, tlw cases o f eleclromc conunerce, m which nre bcing considerl'd as competenl the courts o f the 
p!Bce of "d,stributwn" of inform~1tion by the Internet, so, from tlw p!ftce wlwre the consumer rs 
JAY1vfE,JPR.AX2000,p 171 
See ilso on. the differenr polittcill ,md legillmtluenccs t'or t..lte typical territorialis1n o f pnvn.te inlernationallaw oÍ lhe Latin 

in fulbels Z 50 (1986), p. 475 See abo C""ontmtos htV"Iiar."!N!au Autammna da Vi:wt<ule Merco.w! e C..ãm,M(Õ6 

fnlanaármrm: 2. ed ,Ed Renovar, Rio de .Janeiro, 2000. p 145 ff. 
In tbs sensr RICHlvlAN W!llismi\I. (U1d REYNOLDS \"XIIlham L., i..J,d,xsfm,dwg Cã'!J1,dojLAii'J- 2. ed., "l"imes i\íirror Books, US/1., 

1995,p 230 
In this senseaswell KROPHOLLER a;;.nt, p 635 
So ren:unds BOGGI./1 .... ~0 .. Antonio, Tn!ernatwnal S!wrdtJd Cmi/n!ds, Recueil des Cours, 1981, I, t. 170, Nijhoil Dordredll, 1982,p 

138, c~lling for rlw n.pphcatwn ofllw l~w most hvomble lo lhe consumer 
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Examining the Draft o f the Hague Convention o f 1980 and the 1994 CIDIP IV o f 
Mexico, the Argentinctm scholar Boggümd3 suggests thc use for consumer protcction o f a 
rule o f limited party autonomy: the parties' choice o f law would only prevail if choice is 
made of the law most favorablc to the consumer; otherwise the law of thc consumer's 
habitual rcsidence would govcrn the transaction. Furthem~ore, mandatory and public policy 
rules would prevail as gcnerallimitations to the parties' autonomy (-Art. 1208, Civil Code of 

ll.rgentina).8
" 

The Europetm experiencc indicares preference for mandatory rules (Art. 7, Rome 
Convcntion)85 and limited partics' autonomy. The Europcan lJnion, normally opcn to 
party autonomy, has chosen to provide to its own consumcrs minimum protect:ion 
standards. 86 

i\s ::-Jeuhaus said, party aui'onomy and freedom o f the parties to choosc the law o f 
contract, los e their sense, i f they become an instrumeni' o f abuse and dominant powcr by 
the stronger against the weaker. 87 The approach that advocates for party autonomy gives 
precedence to the partics' choice oflaw indeterminingthe law apphcable to contracts, even i f, 
because o f govcmmental interests and public policy concems, this choice remains very hmited.88 

Neuhaus89 proposes the following solution: if the parties have substantivc party autonomy 
or cqual bargaining powcrs, there may bc party autonomy in private intemational law; 
hmvever, if the parties do not have true substantive autonomy, because one party is structurally 
stronger (such as a professional supplier who drafts and determines 99% o f international 
consumer contracts) ~md thc otherweal;::cr (such as a pcrson who usually concludcs national 
contracts and rarely enters in to internationa1 transactions), party autonomy cannot be a 
proper connecting factor, as it will encourage the choice o f the most favorable law by and to 
thc benefit o f the strongcr party onl;,~ 

See, for all,BOGGiii..L"'-'0, lilhls lext TheC~nh<imlftan, ap.at_. P- 138 and 139 
BOGGJ.r\NO, 137 

:~c~rr~~~C~"rr~rr~'~''~"~io~e~eo~l~"~~~~:~:~~~~:~;~;'~~~::l~~~::~:;:];,t:,:~~~:~~~f1; éé~::;:;:::~;;;:;,::,':~;;;;;,;;~~~;~;~;; n:gard ,·hail be t! 2. ,'\Lf!m~~ w thzr Camcn!JOl! sha!in:fl'ncttheaj:f)!mlmn 

if !!Jc ru!eJ of the "' a .C2/ua/'Q" 11.-here t!J'!Y are manda lo!]' !aJJ• Mhm1i.re f~Dpk:-ahie lo tú c-onin;ct '' 
90' On tlus subject se e BROCKER ]V!anon. F<ünkfttrt lll)) Mmn, 1998, p 

107. Accordmg to tlas author, the court started to establioh this !in e ofequali1yv:;~!uatwn o f thr 11-:ll!onal mles 
of consumer protec!ion mrl ofthe duty of tolenmce o f the European Union m_ember States wll:h regard to the apphcatron 

o f "foreign" bw o f another country, member o f rlw European Umon, in lhe case Cass1s de D1jon, BRÓCKER op.,.,t, l 07 
"DLe PmTetat!~?nmmc r-er!urt ih!'fll Smn ebmso ,;•if d!f II!Oimelihchtiuhf Voiragçfr~.·tbtit-, !1'e/il1 ,,W zur Heusrhqft Jp; \t,;;rküe1i 

SdJ!!-'atheren 111m'.", NEUHAUS, O;eGrum/begnjf&daiPR 1962, p 172 apud von HOFFJ\-L\N'\i,~;p.àt., p .'i96 

:>O In this sense the Sw1ss hw o f 1987; see in gcncml NJSHIT.t\.1\"I, ~;p.cil_. P- 291 ff 
l\"ISHIT ANI, ~;p cd, p 318 óting Neuhaus: "Nur und üb('r:<ll dorr, wo dtc Hste [m.ateriellred1tlicher Freihc1t] bestcht, ist auch 
d1e ZWf;ItC [kolJJSJonsrechtlicherFreiheltJ angebr~d11." INeuhaus, D!eC:n<!fdbegvifft duTPR, 1962, p 257). /Uso voNHCFf'Mhl·<1'.J, 

'? <Yi, p. 396, ntíngNeuhaus 
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BoggiMo's position in favor of a limited party autonomy desig:nates an open 
connection factor ''in favor'' ofthe consumer anel can bc relevant for the evolution ofprivate 

intemationallaw in the Ame ricas. 'l11e inter-American cow1tries already know rules like this 

(jav'or negotii,fawr matn!nonzi,.favor !egitimitatiJ etc). 90 

The difficulty with the rule proposed by Boggiano is tlut the possibility o f choice o f 
law still remains wide, which shall mean a hard task for the compctent judge in verifying 
whcther the chosen applicable law is better or not than thc orher laws in connection with the 

concerncd consumer case. A similar suggestion, butmore limitcd, was made byToniollo in 

Argentina91
: the judge should allow thc choice o f rl1e law which :is the closest to the consumer 

rclation, according to thc consumer's viewpoint. Of coursc one should not forget either that 
the larger tl1e possibihty o f choice by the consumer is, the lesscr is thc predictability ofhis 
obligations by the supplier, which may end up in hanning commerce. 

Kropholler already considered, in 1978, dctermination o f the most favorable law to 
the consumer as a vcry difficult task for the judges, as it would require to compare the 
substantive results o f thc application o f various laws relating to thc case.n This is stíll1he 
case. nowadays. 1he trend towards more harmonized substan_tive rules does not replace the 
need for specific rules o f privatc intcrnationallaw.03 This is i1lustrated by thc introduction o f 
new ruies of private intemationallaw in European Directives, the revision madc of the 
Rome Convention of 19809~ and also thc recently modified /lrticlc 29 of the Gennan 
EGBGB which proposes a specific mle o f consumer protection (Art. 29a EGBGB) when 
foreign laws are chosen by the parties.·;s 

However Boggiano is correct when he states that rigid connection factors provide 
nationals with only an "illusionary safcty"96

. 

So t<:'~chc.s KROPHOLLER, JPE, p. 120 to 122 
TONIOLLO, ojJ.af., p 99· "Llls elecciones <L]remativas,sollllll adecu~do instrumenlo de protcccióu desde que pcnnitan deJ~f 
de lado las legislaciones nwnos f~vorables, promov1endo teleologüs.'' 
KROPHOLLER, op.cz~, p. 657 
ln Llm sensc also TO?--;"IOLLO, op.t7!, p. 108 
Thc 1980 Rome Convention w~s modified by EU's mlen,ru Regcrlation (Reg 44/2000), see JAl'1vfE, TPPAX1999, p 413 md 
in JPP.AX2000, P- 41 ff_ 
The bw on consumer-dtstance contn:tcts, approved in 13 Apnl 2000, introduced dus new (and pole1mc) art 29a EGBGB_, 
which entered mto force on July 1, 2000 (as reporred by TPRAX, 2000, .), p Art 29a ECEGB 

1rhen madesta!e,entsorarcepted t!ieoffir; hardomicà m lhe muníYIPs!!ftlie EU orthe EE--1; 3_ The Lnron 

2?'-rnred 0·1/?e km 
1. Dwuctne 93 I 13/ CTd,'Ci 011 ~J!pas"-"r f"~l'riiOill, 2.Dmtll-~r 94 I 47/ Cl--oE' on tmJP­

rhan>(?' 3. Dü--ednr 97/7/ CE 0/i d;.rfanceconi>-ad; "Official tcxlm. Genm.n, freely tr~nslated, pubhshed 111 JPJZAX1999, p. 1.304] Vll 
andinBGI3L Tcd 1 Nr 28, 29.Jnni.2000,p. 901 

% So BOGGI/u'JO, TheC.",;mtribéhor., p. 13•f. "thr J!luswn of nr;id confhctrules'' 
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A new Inter--.American Convention can be d1e solution. Rules that aim for consumer 

protection derive from a governmental or public interest and therefore a Convcntion is 
preferred to a modellaw. In the consumer arca, private and commercíal interests should not 
prevail alone, and party autonomy should not be decisive i11 the choice oflaw process 97

• The 
privatc international1aw system for consumcr protection must be mandatory and binding 
for all State Partics adheling to the ncw CIDIP suggested by thc OAS. 

Tradicional connection factors, hke the Brazilian rule offawrofferentis, which designates 
the offeror's rcsidence in dista.nce contracts, must be set aside. In consumer contracts, tl1e 
offeror is always the supplicr (Art. 30 Brazilian Consumer Protection Act 1990).98 This 
makes thc Brazilian rules ofArticle 9, par. 1 and 2, o f the Civil Codc of1942 to be overcome.99 

Art. 9(2) providcs that the obJjgation resulting from the contract is cousidered to be concluded 
at the place where the offeror lives, and his law should govern the contract. 

In Quebcc, where -'-\rticle 5 o f the Rome Convcntion o f 1980 was used as a modcl, 
Articlc 3117 o f the Code Civil du Québec o f 1991 100 sets forth a l.imited party autonomy, and 

the application o f the mandatory rules o f the country o f residence o f the consumcr. 101 

1 tis worth reminding here the difficult questiono f defining the tenn o f consumer 
in priva te internationallaw rules. \\/e agree with Toniollo, when he affirms that the notion o f 
consumer in private intcmationallaw must be given a wide interpretation "to comprise thc 

various siruations 1hat need protection".102 Thc Rome Convention o f 1980 on the applicable 
law to contractual obhgations, in its _Article 5, dcfmes "contmcts concluded with consumcrs", 

~1 On lhe snb1ecrof ücultative Pnv<~.tc Internatioml Law, see the }-kgue Course o f DE BOER, op.ctt, P- 235 ff, specially, p. 303 ff_ 
'
8 In tl1e BrazJum case, the CDC o r St2ture 8.078/90, expressly deterrnines that the offcr 1S always from the supplier o r professJoJHLl 

,·eni esta 

§2 .c'-1 úlms,ação resultante do c-?n!mlo reputr:l-se 

'00T11e currmt text is "§.3 Du Contut de consommation- il.rt 3117 Le choix par les parties de la l01 applicabk- ~u connat de 
consornmatwn ne peut avorr pour résulmr de páver le consommateur de la protection que h11 «Ssurent les dispos1L!ons 
impérattvts de la !01 de l'Etat oú ila sa re~ideJlCe oi la condusion du contrata ét<~ précédée dans c e !teu, d'uae offre spéctale ou 
d'une pubhc1té et que ]e ~ctes nécessaires à sR concluswn y 011t é ré :<ccomplis par le consommateur, ou encore, si la demande 
de ce demiery a été reçue. ll en esr de même lorsque le consommateur a éré inc1té par son coconrractant à se renrlre dfllls l\11 

Et~t étranget- afin d'y conclme !e contra c En 1'~ bscnce di" dés,gnation par les padws, la !oi de la résJdeJKe du consonunateur 
est, da11s les mêmes circonstances, applicable au contrat de consomn1utwn_" 
Accordingto SlQCElROS José Lcus, Cor.tnbucwn de!asCIDJP.J_ de 
Derecho Internacional, S0cretarirt General, OEJ\., '1987, p 170 W(\S oue o f the grcat contnbutwns o f CIDIPS when 

dcterminingthat lhe Inter-.c\meriertn domicile upproachcd the figure ofustml rcsidencc in vogue in Entope, see ulso CIDIP­
Il-1979- Convention about Wltural person's residence See also OPPERTI BADA_N, TJ;twioActua! Je!DeredJo llltr-rnafgmaiPmado 
en e! Súie.'lw ];JtfY·AJ»mmn(J lX CUJ:so de Derecho Internacional, v. I, SC'crehn~ General, OEA, 1983, n_ 2_7 and ALMEIDA, 
Rinu:do fumalho, A convenção Intemmericanrt sobre domtdlio d:J.S pessoas físicas em direito intetmtcional privado, in CASE L LA, 
Pmllo Borb!l.~-.nd l\~-\UJO, Nádw -As Començõe_r Tnten:unencanarde Dtmfo fnkrna,1ona! 

102 TON!OLLO, õp.e<~., p. 95 
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as the ones that have as a goal to prmride or supply a person for a use which can be considered 

outside his professional activity". 103 A similar definition, both subjective and negative 104
, can 

be found in th_e Brussds Convcntion of 196810s and the Lugano Convention (art. 13), 
which provi de for a special system o f protecrion under 1\rticles 14 and 15. 106 

Consumer related features that could be accepted by a majority o f countrics are the 
concepts o f non-projúJionaiiJm, natural person (personal, collective or family use o f products 
and services purchased or used), mntractor o r final UJef-0'1 and tictim ?f defective products and 
senices. 102 On the other hand, the definition o f ali victims of defective products as consumers 

is not necessary, as existing conventions, i.e. the The Hague Convention o f 1972 011 Product 
Liability, do actuillly providc c11ough protection in private internationallaw with special 
connection factors such as the person suffering damage (victims or consumers). 109 A number 

o f othcr international conventions deal with liability deriving from accidents con11ected to 
the productio11 chain, and thcsc are taken into consideration by the draft CIDIP on catastrophic 
accidents and trans-boundary pollution, and therefore should not be mentioned in the new 

CIDIP. 

Here is the legal definition o f consumer that is suggested in 1he new CIDIP: 

"1. For the purposes of this Conventimz, mns!4mer mearzs arry nalf4ral person 1vho, in a relation 
IJJith a prr!fossirmal trader and in tramadion.r, contracts and situations got)emed ~y thi.J Cmwention, mts 
for a purpose whúb r:an be regarded as 0!4tside the Jcope of hiJ projeJJional ar:tiú[)'". 

According to Kropholler, the setti.ng-up o f special roles 011 consumer protection in 
international commerce, should follow thc following: (1) to respect the application of 

' 03 j..c\Yl\-iE/KOHLER, IPR-Te.ode, p 107 
'"TONTOLLO,r~tCJt, P- 95 
M Bruss~els Co!lV('nrion of27 September 1968 on )Urisdtclion ~nd rhe enforcement ofjudgements iu civil ::tnd commermlimatterõ 

?Aick U~ ~/céclw"'w '"" '''"''::,:; ';~':;:;';d ~:z:;;::;;::::;::~;:':2:;:::;:::::;;; :,~::"~;,:;,;;;;::;,;,~;;;::~ 'n pm•HM"n outnde hts t:Yadeo'"fH?fés,-wn, h< dd''"'"''/ dnn nhn. Sediú!!_- , -~ 
Ame! e 4 m!d 5 (5), ifit Js: 1 ri t!l/ltradfor rhe ::ale of§!'X1.c 0/i I!'IS!ü.limenl rn.1it tem1s; 

2. a con!mdJm-" lwn· npa;yabk kY ;ndailmmti, ,,,r,~,,~';;•:'i'~'~fz·~'J~f· ~~;d~:;;;;;~:::~:::~:;;~;:~:~'',,,3,',''-~w''"''''im•nJ,,J 11 ,,1 ,,,fi, 

~,~:~;;;:::;;;;:;,~;;':,:;,;;;;;,s;;~;':,;:: bmncb, r1_gem)· orotheresmb!,shf'lenl 1!1 OI! e cj !Ü 

Con!ract.ing Statq t!Jat par) J'bal!, iiJ disputes anúngo;ttrfiú ".terattor! if the bn:mch, agem; orestab/isbmmt, be deemed lo be dommkd 111 thal 
State ThH J Mwn sba/1 notapp!y to 1-'Mimd; of frat!J:_;?9tt. 

106 Simih[defmition was induded, on 06.29_2000,in LheGermau Civil Code. "BGB- § 13 VeriHm"·hcr- Verbmurhern1JÚ8!' Ntifurlr:be 

Persan, die em Eechtsge;chaft zu emem ZJI•eck absc-hlie,-,·(. der !!der zhro·_ge;1·erbl<ehen noth ,hnr .CfbsmndtgM beny?tcb&J! Tan.;k~lf Z'!!!P"cbnet 
!l·erdmhmn. ,. (BGB- § 13- ConHI!lWr- Consumer1s any natural pcrson, wl:w concludes a leg~l ~ti, whose e11d rloe~ nothave 
comme[tial connec.tion O[ with ius pmfession~l ~,ctivity. BGB § 13- Consumidor - Consumido[ é qualquer pessoll. fbca, que 
conclui um negócio jurídico, cuja finaiidade não tem ligação comercial ou com su::t uliv!drrdc profissionrtl) 

1 '1 '~ So i tis in the legal systems o f IWy, F rance, Gcrmany, England, Belgnun, as exrunined in detrul by KLESTA DOSI Laur.ence, LD 
st~tus dei consmn~tore. prospettive d1 dmllo c.omparno, Rm.ria dt Dml:fo Cmt~, 6, .1997, P- 669 to 675 About lhe repercussion 
o f these ideas 111 lhe Mercosur countries, see RIVERAJulio Cico<, hnryo.dnndc d6D,<uh"umum,mm<; •n<nd< J,, ,,~,.,.,', 
apar!et de la Corte de Lu.=mbm:go, 11l L L,y, Buenos /\.ires, 1998, p 

"
8 Also BEJ\'JAMIN, op,-,t., p. 500 

109 Se e REESE, \X'L.M. Explrm~t:ory report, m Actcur dorumtl!lr de ia à11. :3m·uer.<W1!, 2 ~u 21 ocotobre 1972, Conft[ence de la Haye 
de dwit Inlemall.onal pr-iveé, Hague, 1974, p. 252ff 
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ffi(Uldatory rules (in German, s ondemge!m~gj!Jr zyPingende ]\lormm), 1 :o (2) to elabora te special 

rules for certain types o f contracts or particular matters 111
, (3) to use traditional bilateral 

rules,112 
( 4) to select objective connection factors, and (4) in case o f consumcr contracts, to 

choose another conncction that thc one o f characteristic perfo1mance,: '-' but give priority tn 
connect:ion factors o f the weaker contractual sphere (Recht der Vertrcwphiire deJ ,_1\dnviicheren). 
Hence thc parties' intent or the possibility that the law of the contract be chosen by the 
stronger contracting party are limited1

H and further corrections are imposed through public 

policy mles 115 and a loophole ela use 116
. 

In d1e convention to be proposed, it seems more adequa te to use the method o f thc 
Rome Convention o f 1980: to give preference to mandatory rules 117 (such as thc new Art. 
29a EGBGB), ' 18 to imposc an increasingly limited possibility of choice of law, and to 
propose a narrow definition of consumer. 

In order to protect third part:ies and hystanders, it is suggcsted to include a rulc 
broadening the sphere o f application o f the protcctive provisions: 

"2. R~g,arded aJ mnsJJmen are a!ro tbird parties, J'!Jth as jamzb members of the main mN.rumer 
or other J:y.rtanders, JPho direttfy e!!)qy the .renia:.r and produtt.r cmztraded for; in mntracts gm)emed b· 
thzS C01wention, as fina! r:onsignee oj surh mntractJ' . 

.. And a special definition of the consumer is suggestcd for travei and t:imeshare 
contracts: 

"3. In the r"ases of trapef and time.rhare mntractJ, the jo!!OJ.ving are regarded as rvnsumer.r: 

a.the main r:ottiracting par[y or the natural penmt !Pho b!!_y.r or qgrees to bf!_y the travei, the 
par:kage holidqy package or the timeJhare for his owtt use; 

'
10 KROPHOLLER,op.à., p. 648 

"' id.,p. 655 
"

2 :d, p 657 a.nd 660 
mid,p 656 

"'id, p 656 
utd., p. 655 
L6!d.,p.657 

n It ís about the Privale lntemationaJ L~w techniqur of identifying some bws o r nltE'm~l ru\rs, which by lhe1r 1111portancc and 
pubhc policy n~turr, must be followed by all and Ul al\ pnv~U' rd~rions \vith strong contacts to that country This rs nstwlly 
known by the Prench e:presswn "lms d'appEcatwn imrnédiate", madepopular by the sll.tdies ofthe Greek professor Francesc~kis 
since 1958, desptle the very sJJmlflr study ofthe ltalian De l\iovR ("norme sost;mzJR!i ,mlohnutale", "nomw di npplicazwne 

neccssar:ía"), d,tted fwm J 9!19. TI1e othcr French e;\:pression "I ois de pohce",ha.s ~lso been mrtde popu\Qr, on ti1is, SCT-lWAl"'DER 
Ivo, [_;;ts '"'midiate, S&nderankm~t:/ú><,g, /PTZ-Sachm,rtl!fi! unr! cmden /iNJ'J;a!Jmen wn der ~(('JJ'úbnhdet: _/bkmtpJim.g t/!1 

m;;w;n;;,á;c Pne<cnnchhSdml''lw,,Zuriqc;e, 1975,p.132lo 184 

llB JAYME/KOHLER poilll out 5 consumer directives that have particulu rules o f Pnvate IntemnJion:ll Law: 11nf:ür tl'rms 
:PireclÍ>'e 93/13 /E EC), timeshare (DireclÍve 9"c/ 47 /EC), dist:ttKe contmcts (Direclive 97/7 /EC), warr~ntiM (Direct.ive 1999/ 
44/EC) eleclronic commerce (Direct:JVP 2000 /31), ali me11lioned in art. 29n EGBGB;JAYME/KOHLER IPR?: .X1999, p 411 
to 413 An- l9a F3C!3C.:B 
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b. the benifiàmies or third parties on heha!f qf whom the main contractingparty bJ!ys or agrees 
to buy the trav·el, the packt{€t holidqy or the timeshare and those 1vho etljqy the tratJe/, the package holidqy 
or the time.rharefor a length ?f time, tl)en thou,_gh thry are not the main contracting party; 

c. the assignee or the natural per:ron to whom the main contracting parf) or the benejiàary 
assigns the travei, the pmkage ho!:idqy or the timeJhare .. " 

The followingis addcd to guarantee thatthe most favorable to the weaker party will 
be followed: 

"4. If the law app!icable ly virtue ?f thú Com·ention define.r in a 1vider or more jaiJOmb!e manner 
who isto be regarded as a consumer or treats other agmts as con.rumers, the judge entitled to adjudicate the 
matter mqy take úzto consideration such an expanded scope qfapplimtion qf this Crmvmtion, as !ong as 
it iJ morefawrahle to the conJU?Jter's interests." 

Kmpholler concludes his analysis by affirmjng that traditional private international 
law mles, as revised, could be used to pmtect the weaker party and that Europcan continental 
priva te intet:nationallaw could and should include social valucs. 119 

In ful.l agreement with lhis statement and taking in to consideration thc post-modern 
view o f private intcmarionallaw pursuant to the doctrine o f Erik Jayme, thc need seems 
obvious for a better protection o f consumers enteting in to international contracts within 
the regional o r Inter-AmeriGUl system. This new argumentation in favor o f the protection 
o f the wcal{er partyis a good opportunity to draft an Inter-Amcrican Convention about the 
law applicable to some consumer contracts and consurner transactions. 

2. Insufficient consumer protection in Americas' private internationallaw rufes and 
general conventions on the sale of goods 

In Mcrcosur, scholars have always wamed that, dueto the diffcrent leveis of consume r 
protection at nationallevel among the four member countries, the mle o f the law o f orit,lin 
could not be an adequare solution, as it would leave unprotected consurners o f the addressee 
countrie,. 120 'The option adopted by the Common l'vlarket Group Resolution n.126/94,121 

approved on 16 December 1994, was in the same direcrion, thus imposing in ali consumcr 
contracts the commercialization or destinarion market rule, i. e. the application o f thc law o f 
the country where the product or service is actually tnarkcted, until the efforts for legisla tive 
harmonizarion lead to posirive results. 122 

119 KROPHOLLER, ap.,·t!., p. 660, defends dut Pnvale InternaliomU L:~.w udes should absorb th;s social dnltension ofdw weakers' 
prot·ecrion· "D&s IPR Sav,gnyscher Priigungmmmtdie sozw.len Gebote der Zeit in sich auf" 

!Y> Se e DROMT, ap.át, p. 365. ·n,:s has alw~ys been STIGLITZ G. proposal, in, !2! dereâ10 deia,nsum!dr;renAr;~eJJima )' fli e/ Merxsrrr, 
published m .1\rgent:ma, 19/5/95 and in Brazd, in: Direito do Consunudor, v. 6, p. 20 

'-'1 MERCOSUR/GMC/RES 133 
122 Re.solución 126/91 GMC/Mercosur 
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If on one hand there is a very clcar evolution towards incrcased consumer protection 
at domestic or nat:ionallevels, the same cannot be said in tenns of consumer protection 
through private internationallaw. Tbere are few special choice of law rulcs dealing with 
consumer protcction. Ncvcrthclcss if national rules on consumer protection in thc Inter­
American countries would be considered as mandatory or public pohcy ones, there would be 
no nced for aconvention on the mattcr: the consumer, resident o r national o f a OAS State, 

would alw11ys be protected by the application ofhis domestic rules. 

''fhis conclusion is not fully true, though, as it presents t\vo gaps. 

First, it lcavcs thc tourist consumer without protection when this returns to his 
country, for bis protection would then regtúre thc extraterritoriahty o f the concemed protcctive 
laws, \vhose characteristic is exactly to be territorial. The international tourist consumer 

would be protected only when the national judge applies the iexjàn1~3 . It has to be noted, 
howcver, thatmostof the conncction critcria currently recognized by Inter-American countries 
are either tl1e chozà q( the parties in international contracts, the piace of petjónnance o r the 

domiàle rifthe offtror124
• All these criteria willlead to the application of the foreign law in 

contract rclations with national consumers. 

Secondly, it leaves the intcr-_i\_mcrican consumer without protection, when tl1e 
probable court to hear his demand is in a foreign country, for example, when he contracts at 

dis tancc o r by clcctronic conunerce. Indeed it is very unlikely that mandatory o r public policy 
rules from the country o f the consumer's residence will be applied by the judge or arbitrator 
of another country, as this was illustrated by numerous studies.125 

'l11is is why it is necessary to define an inter-.l\mcrican consumer protection set o f 
ruJes for these hvo sectors, as proposed next. In arder to do so, both existing national 
privatc intcmationallaw rulcs and conventions on intemational sales o f goods effective in 
inter-A.mcrican countries are assessed hereunder. 

""' These cases are vety mre, but rl1ere is already a !Mdm~~ crm in Bmzil In a recmt dension the Supreme Court ofjustlcc held a 
Bmzüüm bntnch office Eablc fo( tl:w w<trr~nty of a pwduct purchascd i11 the Uníted Statcs (d!stnbuted by rl1e he~d officc m 
J~-prul ~nd pmduced possibly in IndonesJa or Chm~), o f t.bc Panasonic brand, illl accordinK ro dw Brnilian Consumer 
Protec\Íon Co de, considercd ''hw o f immed1ale applica\Íon" The lW.sp. 63.9:3 1-SP, whose rapporteurwas lv!inJHH Sálvio de 
Ftgue1redo, dended on 4 1-Iay 2000, Wllh the followmg abstract: "Can.cumer Lm Obii_~att.on q( the 

ihe opeámen, 111 

tlw artlcle Normas de proteç;!o do comunudor (especialmente, no eletrônico) ot~und(lS da União Europém c o 
exemplo de >Ua sistemali<:açiio uo Cód:go CJvili\lcmiio de 1896. Notícia sobte as profundas modificações no BGB pamíncluir 
a figura do consumidor, in P.n,da de Dm:zhPnmda 4 (São Paulo), p. 85 ff. 

'"' Sce tht.t rhc chamctcnsllc pcrfomlil!KC was nol consiclerecl an opportune connecl::ing facto r, not even for inclusiou in CIDIP 
V w NOOD'f; TAQL:EL\, Mana Blanca, CotJV(•.nción int<:'ramericrula sobre Dcrecho aplícable a los contmlos 1nternacionai<'S, 
mE/ De•nho mfm@·fDnal pm,úo intemmen,·ano en e! U?nbra! de! s1glo XXI, Di ego FERNii.NDEZ JL1U\.OYO (Ü!K) Ed Eurolex, 
Madrid, 1997,p.104 

'" Srtc 1.979 CfDIP II-Genenl Rules o f Choicc o f Law. l\Íieran exhaustrvc~nalysis o f Germ~nlawand casehw, we come to the 
condusíon duJ there is no obhgatíon to the German JUdge ro rwail himself ofthc mm1datoty rules o f orher countnes; only 
the mandatoty tules of rl1e European Umon member States must be obseJ:ved, duelo art. 7 l 1980 Rome Convr.ntion, so 
BECKER, !~,f,chael, Zwingcndc_s Eingriihrechtin derUrteilsanerkennung,in Rabe!rZ 60 (1996),p. 737 
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A. Domestic private international law rules to protect consumers in inter­
American countries 

I tis intcrcsting to observe that, except for thc United States 126 and Canada, thcre are 
rarc domestic mies o f private intemational Llw which concern specifically the protection o f 
consumers in the }\merican countries. 

Private internationallaw in Quebec, ascertained in the Civil Code o f 1991, providcs 
for several open rules (Art. 3076), the recognition o f mandatory rules from other countries 
(Art. 3079), a strict public policy regarding the incompatibility o f the resulting effect o f the 
application of foreignla\v (j\.rt. 3081) anda generalloophole clause (Art. 3082).1:'7 It also 

incl.udes a spccific rule for consumer contracts (Art. 3117),u.s which does acknowledge the 
partjes' intcnt, but also considers as binding to the court mandatory rules in circumstances 

identical to the ones o f J\rticle 5o f the 1980 Rome Convention, a:nd which indicates that in 
case the parties have made no choice, the law of the constnner's residence wil1 apply. Thc 
Quebec's Civ-11 Code also provides for a specific rule apphcable to accidcnts involvingdefective 

products (Art. 3128), accordingto which thc victim (notmcntioned the term con.mmetj can 
choose betwcen thc law o f the country in which the producer has its establishment and the 

law o f the country where the product was acquired. 

In l_,atin _America, rl1c Chilean 1855 Civil Code, as modified in 1996, does not contain 

any special rulc about consumer protection in púvatc international law. m The rules o f 
private internationallaw ofl\.Jexico do not mention specificillly consumcrs eitherY0 Both 
thc Colotnbia's "FJstatuto del Consumidor" o f 1982 (Dccree 3.466 o f 2 Deccmber 1. 982)?'' 
and A.rticle 20 o f the Civil Code o f 1873 on thc applicable law to contracts, do not mention 
the term of consumer.13;_. Private intemational law of Ecuador,: 33 Costa R.ica,'>' El 
Salvador,:.>s Guatemala,' 36 Nicaragua13

', P;mama,13s Peru: 39 and HondurasHn do not have 

specialrules regarding consumer protection. 

iil• See 1\rt. 3545 aboutprodudJ lzab?!ÍíJ· nnd ,c\rt. 3547 about m~tmduaiob!Zyphmifof the ll<'~W statute ofLou.isiana, Stntutc 923 o f 1991 
(published full"lextin }PRAX1993, P- 56 ff). m KROPI-IOLLER_)rul, KRl:GERHümnr, RIERING \X'ofgang, S1\MTLEBEN 
Jürgcn, SIEER Kurt,AINiere;:m;o_paúdeiPR- Ge.rerze, Max-PLuJ:Ck-Insitut, Hamburg, 1999, p. 1002 ff_ 

m See li'Xl in DOUNGER.Jacob, ~jld T!I3ÚRCIO Carmerl, Vade-Jlec-um de [h rei/O Iniernacoorw/Pnwdo, Ed Renovar, Rw de .Jatwiro. 
199,1, p. 297 "298 

'Y.Sectcxtin DOLINGER, T/;;dehhum, p. 297-208 
nrn lllis sensc KROPI-lOLJ,ERJ~n, KRÜGERHilm.ar, RlERlNG \X/ofgang, SA1v1TLEBEN.Jürgen,SIEHRK.urt, ap.cll., p 171 ff 
H T11e refonn processo f the Civil Codewa,; established by a DectN' o f '11 Decernber 1987, reproduced in DOLINGER, T/r1de 

_i\;IE<"I.mr, p. 393 

'"· Published in Em era Dmrto do Cr,;mmudor, v_ 27 (1.998), P- 228-239 
m KROPHOLLER.Jan, KRÜGER 1-Iilmar, RIERING WofKnng, SAMTLEBEN jürgc.n, SIEHR KurL cp.c1t., p. 414 
H> KROPHOLJ ,ER Jilll, l<RÜGERHilmar, IUERING Wofgang, SA'vlTLEBEN .Jüt-gen, SIEHR l0nt, ~p.d!., p. 210 ff_ 
"

4 KROPI-lOLLERJan, KRUGERHilmar, RIERING Wofgru>g, SMiTI.J.~BF\N jUrgen, SIEl-IR Kurt, opnt.,p 204 ff. 
ns KROPHOLLERJan, KRÜGER l;Illmar, RlERlNG Wofg~ng, SAMTLEBEN Jürgen,SIEHR Kurt, op.tlt ,p. 228 ff_ 
3 " KROPHOLLERJan, KRÜGERHilm~r, RIERING Woff'_ang,SJ\J. .. 1TI .. EBEN .Jürgen, SIEI-IRKurt, o,b.,.,r.,p 268 ff 
'"1 I<ROPHOLLER}tü, KRUGERHtlmar,IUERIJ\'G Wofgang,SAMTLEBEN Jürp;cn, SIEHRKurt, epat,p. 608 ff 
ll~ KROPHOLLERJ~n, KRÜGERHilmar,RIERTKG \X.'ofg:ang,SAlvfTLEBEN Jürgen, SIEHR Kurt, r;ot;f ,p. 620 ff. 
10° KROPHOLLER.Jan, KRÜGERHilm~r,RIERINC Wofgnng,SAMTLEBEN Jiirgen, SIEHR Ktttt, op.cit.,p. 664 ff_ 
1' 0 KROPHOLLERJm, KRÜGERI-lilmar, RlERlNG Wo(~Srulg, Si\lvíTLEBENJürgen, SIEHRKurt, op.rit.,p 268 [f_ 
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In Venezuela a general consumer protecrion statute was adopted in 1995. 141 anda 
new private intemarionallaw statute in 1998, butneither text do mention specifically consumer 

protection issues. Even though, the new Venezuelan statute brings updatcd provisions on 
the application o f national mandatory rules (Art. 10), calls for fair connection rules in concretc 

cases (Art. 1) and brings a rule in favor o f the victim in case o f accidents or illicit acts, which 

may favor the consumer (Art. 32). 1 ~ 2 

In l'víercosur countries, thc situation is not any better. In Paraguay, neithcr the 
consumer protcction statute o f 1998, ' 43 no r the Civil Codc o f 1985 contain special rulcs for 
internacional consumer transactions and, in contractual matters, the law of 1he place of 
performance of thc obligation is designated as the applicable law (Art. 17). 14

' 'l11e same in 

Uruguay, which says nothing on tbe matter in its consumcr protection law of 1999, 14~ and 

thc Civil Code o f which (dated 1868 and amended in 1994) also design<1tcs the law o f the 

place o f perfonntmcc as the law applicablc in contracts (art. 2399). 146 

The Brazilian rules of privatc intemationalla\v are rigid and old-fashioncd ones. They 

do not mention the consumer, and provide for only one general rule about public policy (Art. 

17 LICC/ 42). In contractual matters, despi te scholars' efforts_, thc dominant rulc rem_ains thc 

!ex !oci ce!ebrationú (J\rt. 9, LICC/ 42: 'To qualzjy and~€otern the obligatiom; sha!l be applied the !mv of 
the cozmt~'Y in JPhich these are to~trluded'') 1 "". 1 • The rulc o f .i\rticle 9(1) LICC/ 42 imposes a cwnulative 

<1pplication o f the Brazilian rule as to thc form, in case o f pcrfonnance in Brazil. The rule o f 

Article 9(2) CCIS/ 42 is used to identify thc place o f thc offerin contracts condudcd between 

absent or distant peoplc, such as most of intcmational contracts nowadays. i\ccording to 

J\rticle 9(2), ''the obf4gati011 arisin.gjivm the contrad repute.r zúelf concluded in the p!ace Jllhere the ?ffiror 
re.ridei', hence desit:,-,nating the law o f the place o f thc supplier's residence to govern contracts 

concluded hy electronic conunercc with consumcrs (B2q, or titnesharc contracts. In the case of 

accidcnts caused by defecrive products and serv-ices, the applicable rule is also the one stated in 
Art-icle 9, now i.ntetpreted as !ex foti delú:ti, i.e. the law of the place where the illicit act was 

petpetrated or thc law o f the place where the harm and its consequenccs took place.1
4B The new 

2002 Brazilian Civil Code has no rule about the subject. 

"Published m R.emto Dwei/o da COncun,'tder, V, 26 (1998), p 307-327 
;''"Ser D~crre 36.511 of 6 August 1998,m KROPHOLLER.Jall, KRl:GERHilmar,JUERI:--.!G \'í'ofgang. S.-üíTLEBEN .JUrg<'~l, 

SJEHRKurt, c~tc1l,p 958-995 
"'Ley 1.334 o f 27 October 1998, pnblished in T-?.enr!a D,redod'o C'!'!-'mmdor, v. 30 (1999), p 247-255 
"' KROPHOLLERJan, KRUGERHilmn,RlEiU:--.!G Wofgang,Slill1TLEBEN Jürgen,SIEHR Kmt, ?p-ezr ,p 638 
"'1 Ley 17 189 o f 20 September 1999, pubhshcd in Ruwa Dmdod:7 Canmnm:ior, v. 3.3 (2000), P- 262-270 

'" KROPHOLLERJan, KRUGERI-Itlmu, RlERlNG \X'ofg>1.ng, St\MTLEBEN}Urgen, SIEHR Kurt, .Jpat,p. 910 
w Sce ARA(JO, 108 On the COiltroversy about p:trty ~utonomy inBraz1l MJ.d 1ll vMious Latiu_Arnencau comtlries, see 

BOGGlili"'fü, 132 ff 
" 8LIMAl'vfA.RQCES, ClaudtaNovos fUmos do D1te1lo Internacional Priv~do qmnto 1\s obrigaçõl;'s resultantes de ~tos ilÍCitos (em 

especial de gc1dcnt1~s dE' tdnstto), ?.nFta dos 7~7bunarJ·, Sio P~ulo, v. 629 (m~r/1988), p 72 ff 
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Argentinean scholars h ave for long proposed special and more protectivc rulcs for 
intemational consumcr transactions, cspecially in standard contracts.149 Argcntincan priv;1te 
intemationallaw mles (Arts. 1205 to 1214, Civil Co de) containno special provisions for the 
protection o f consumers 1 ~0 . Articles 1206 and 1210 provide for the application o f the !ex loci 
exetutianes and the !ex loci ce!ebrationeJ, but scholars remind that, according to the traditional 
viewpoint, the first connection factor will usually designa te the law o f the mpplicr as the 
applicable one151 The second connection factor rcfers to thc law o f the place of"signature" 
o f the contract, leading frequently to thc application o f the J\rgentinean lexfori, leaving 
unprotected the tourist consumer and the one who contracts at distance or by electronic 
means. 152 Scholars propose that the consume-r be aHowcd to elect either thc '1aw o f rl1c place 
o f the product purchase", which would bc especially important in borl1 cases mentioned, or 
the "consumer's most favorablc law"153

. In tort matters, the traditional rule is also in Argentina 
the !ex !oà de!icti (Art. 43 o f the 1940 1\Jontevideo Treaty), understood as the law from where 
the tort or wrongful act took place (!ex loci actus). This 1:Ulc has been under severe criticism 
and it has been suggested rl1at, in case o f harm caused to the consumer, thc law of the 
habitual residence o f the onc who suffers the damage be used, a solution similar to the 1973 
The Haguc Convention.15

L Other scholars propose 1hat thc consumer-victim could choose 
either the law o f the place o f rcsidence o f the person or enterprise held liable, or the law o f 
the placc where the product was purchased. m 

\X1hile domes ti c laws still havc severe gaps on this matter, the consumer protcction 
issue becomcs more and more dcalt with in recent private intemationallaw doctrinal stuclies'56 

Scholars are practicallyunanimous on the necd for special protection in consumer intcmational 
transactions. Party autonomy is not seen as an appropriate mle when one o f the parties is 
weaker, such as in consumer contracts. 157 A:nd proposals are made for the hannonization o f 
priva te intemationallaw roles through :rviercosur158 and other internacional organisms. ié'

9 

B. Lackof special roles regarding consumerpmtection in general international 
conventions on trade of goods in the inter-American system 

;~o BOGGlA~O, J,rernar:~o;m,; p 55, ~nd T!Je Co!Jin/Jtdi.:;,, p, 134 ff 
' 50 TO~IOLLO,opr~l,p 98 
'"In this srnse TON!OLLOt, op r;t, p 100 
112 In this sensr n.Isowams TONIOLLO, opc,t,p. 102 
:o;TONlOLLO, opát., p. 101, 102a.nd 107 
1

;
4 TONTOLLO,op.ttt,p 108aw1110 

"'A~suggested byTON!OLLO, ot'M-,p 110 
"" BOGGIJ\NO, 'J"JxC'"onmbmt1cm,p. U9, TONIOLLO, aptet ,p- 94 ff, LTM.A..MARQUES, Qáudin,Direiros do Consumidor no 

'11en::o~;ul: Algumas sugest.õe,; fi:cn!B aoimpiL«se, Re~-rda.Dimto à; CMsu,mdor, São Paulo, v 32 (1999)_, P- 16 ff. BlULMli.YER,r,t.d., 
p. 17 -i, includes a to pie not to address consumer protection, but lo build a11 analagy to 
dw sovereignty o f State whose policws o r lltt.crests slHll be protected in Private Intemationill Law 

,;, See BOGGii\NO, Inrrn!atmtw~ p 55 ff MdBOGGii\.NO, TheCon!nburtw11,p. 138 
clB Se e TONIOT~LO, o_,t.cif., p. 97 
1 ~'" BOGGfANO, The Cordnhutwn, p- 138, works with tl1e possibility o f a g;eneml m~nifestMJon o f ~ Hague o r reg;ional Conference, 

through tl1e OAS 
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Globalization, approximation and integration o f markets, a:nd the intemationalization 
o f privatc relations are among the gre(ltest challenges o f today's consumcr law. '60 

As expresscd by Jean-lVIichel J\rrighi, the consmner is the ''protagonista olvidado''. 16
' 

Both inter-l\merican Treatics and those dedicated to regional intcgration, such as the J\LIDI's 

Treaty and Asunción Treaty, which creatcd Mercosur in 1991, do not contain the word 
"consumer". 162 Existing international conventions on private intcrnational law and 
intcmational civil procedure - Protoco!oJ de Coopem(ão }udúia! do MercoJu! wd os TratadoJ de 
Cooperaç'ão Bilateral- h ave not focused on the elaborat.ion o f special rules for the protection 
o f the consumer in thc area163 and ihe few projects effectively put f01ward ncvcr became 
effective. 16~ 

There is a consemus by Brazilian, Uruguayan and Argentinean scholars on the 
approach that lVIercosur should not be rcdrafted to include all the questions already settled in 
the CIDIPs, beingmore useful and relevant to make use o f these CIDIPs and their ratification 
by all member countries o f Mercosur. 165 

But in nane o f the CIDIPs signcd up to now the n1.atter o f consumer protection is 
given any special attention. TI1e main focus is on international tradc law in busincss-to­
business relations, accidents not arising from defect:ive products, protection of minors, 
family and succession law matters, <Uld general rules of private internationallaw and on 
ll1ternational civ1l procedure.1 66 

The Oi\Shas so farpreparcd CIDIPs about bills o f exchange,chccks,letters rogatory, 
evidcnce, power o f attomey, commercial companies, arbitral awards, precautionary measures, 
proof and information on foreign law, domicile o f natural persons, general rules o f priva te 
Ü1ternationallaw, adoption o f minors, legal persons, jurisdiction, food, international carriage 
of goods by road, return of children, intemational contracts and traffic of minors. 167 

This gap in the inter-American system dcscrves a more detailed study. The 1994 
Mexico Convention (CIDlP-\7) on the law applicable to intcrnational contracts does not 
even mention the word consJJmer. The Cont:racting Parties may, when signing and ratifying 
the Convention, and pursuant to cxpress authorization under Article 1 CIDIP-V, "declare the 
mtegorie.r ?f contrarts to which this Cmwentiorz sha!l not appfy'' (Art. 1, Proposition 4). They may, 

"'" Also MACEDO JÚNIOR, op,;,t, p, 45 e 53 
'" .t\RRIGHI, of).C'lt, P- 126 
102 /\RRlGHI,;pd! ,p- 126 
"'See SIQUEIROS,op.nr ,p.159 íl 
164 A.11- exmnpk o f such good cfforts is lhe Protoco! ofSm1la1{aría drafted dunng the Summit ofl\-finisters ofJustice ofMercosur 

m 1996. SeeotlfCOH)ll1€!1lS in RmdaDimhdoConmmidar, vol. 32 (1999),p. 16 ti 
"

1 Like,vise FERREIR.A. DA SILV~A.., opat, p. 199 and NOOD1; o}'.ctt.,p.134 lilso FERN/\.l'DEZ i\RROYO, op.ti!.,p. 49 ;md 
GHER.SI C~rlos iiJberto and LOVECE Gmcicla, C:miratode netrp~ COmpart:irio (ll111eshanH,g) Editorial Universidad, Buenos Ares, 
2000,p. 105 

1
'" On this sub1ect, TJBéRCIO Caunexl., lll CASELLA/ ARAÚJO, o.Dctt.,p. ~9 ti 

:o'l DREYZIN DE KLOR.·\drima, E! 1\{enusur- Generadordt uno r.lfeu:J. }tente à demcho mftn~m'lmlaipmudo, Erl Zav9lia, Buenos Aires, 
199i,p. 2~2~241 
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for example, declare that CIDTP Vis not applicable to business-to-consumercontracts, but 
this statement is usually forgotten by the States when they ratify the ConvcntionlG8: this is 
sce.n as rega.rdingintemational trade, and thcrefun: i tis taken for grantcd that tradingin.volving 

consumers is excluded.169 

I f Siqueiros' original proposal of expressly excluding contracts concludcd with 
consumers had not been suppresscd, it would have been bettcr. 170 The fact that CIDIP V 
does not addrcss t11e matter o f consumcr contracts is a great opportunity missed, 171 which 
may be recovered only by means o f a new special convention. 'D1en thc subject matter would 
be definitelyexcluded from thc scopc of application of CIDIP-V 

J.\s amatter o f fact, thc conncc6on factors chosen by ClDIP-V are more appropriatE', 
to intemational business-to-business relations: they privilege pa1ty autonomy (/\Jt. 7), remain 
quite flexible (with the possibility to choose anew applicable law other than that to which the 
parties were previously subject, Art. 8), they allow for dipe{'q_f!,e (Art. 7) m and include an open 
ended tule (i\rt. 9), which designates as being applicable, when thc parties have not chosen 
thc law to be applied, the one o f the State wid1 which thc contract has thc doseJt connettion. 1

'·" 

C:.~hoicc remains open and wide, without ;my guidance, not even the condition o f a "reasonable 
o r dose connection" to the law chosen by the parties. 174 This h as brought some difficulties 
to the ratification o f the Convention by Brazil. 17 ~ 

It must be cmphasized dut the important Rome Convent:ion o f 1980, under .Article 
5, introduccs into the priva te international law system of thc European Community a 
specialtmiform mle for consumerprotection. This convention provides for special priv;1tc 

" 8 ).t[exico and Venezuela chd not usr thro dec!ar:ttion lo exdudc consume r contmcts, see HEfu"< ,'\NDEZ-BRETON EHgenio, 
J"''''"''""'"'J' H,,,,;,;,,g,,,g,,mL"ü' def' z,,,'>;Yanmbmwü, Kamr!!irr;n .Oi! lV!i;XJ['(, uberdm m!f mtenatwMit Vértmz,e anwei!Ciban' F:e"·h;, 
m !PR .. /iX, 

:M Arrid0 5o f the Convenl'ion CIDIP-V rcads as follows: '~A.n. 5 Tbis convenuon does not determine rhe law ~pplicable to. a) 
queslions llfismg ü:om the m~ál~l stab.is o f nalctml persons b) contntnual ob!ig!l.tions mlended for snccessiontmttters, 
test:Ullentury qucstions, !Ulu1tal ~u~ngements o~ L\-, o se d~.rivl11g from. fami1y rdationship;;; c) o bhg.'ltions derivmg from securittes; 
d) obhgations derivinp; fwm secunty rr:u1sactions, e) partles' agreements conceming arbilrfttwn or selection o f fon:m, f) 
questions onlaw o f corpomtions, includmg lhe eXlstellCe, cnpacity, functton ~nd dissolution o f eoJllp~nics m1d legal pcrsons 
in geneml Att_ 6 1'he pro·1riswm ofthis Convention sh~tll not be itpplicahle to colltrfl.cts whtch h~ve mttonomous regulal.mns 
in mtemation~l conv<>nLional Iaw in force runong lhe Srates Part.ws to th1s Conventwn" 

'''
0 likcwiseNOODT; ''I'd ,p 126 

171 Also-"iOODT, op.,_-!!,p. 132 
:n Convention, ;\rt 7 «Tlw contracl slull be ~ovrmed by tlw law chosen by tlwprrrties such selcct!On m;<y relate to the entire 

contract o r to p~rt o f it )) .1\fl 8· "ll1e p:nties m~y at any time agr:ee chat the contract sLurll, in whole o r in prt1:t, be subject to 
a law oillel' than thrü to which itw~t~ prE-vious\y sul.)j(•ct, whetlwt o r not that hww~s choseü by the parties, NevE-trhelcss, sue h 
modifimtion >hallnol. affect the formal valid1ty oi tb~ ong;iml contract nor the rights o f third part:es J> 

m Art 9·" If tl1e parlies hwe nol choseu lhe applioble law, or tf dwir selectiotl proveo to be ineffective, tl1e contracl shall be 
govenwd by the lr.w ofthe St:<te wíth wluch it has the closest connection. 'l1w Courtv,rill mke into ~ccocmt all objectivc and 
subject:ive dements o f lhe comr~ct to detem:une d1e l~w o f the SUtte with whKh ít h~s lhe closcst connecliun It sh~ll also take 
into :tccount tl1e general principies ofintemationill corrunc(cial hw recognized byi:lrNlliltlonnl org:anizat:ions Nevertheles~, 
if;; pftrt o f lhe c:ontracl werc sepamble and it had a closer tie witl1 another Stilte, the Llw of th:<t State could, excepnon~lly, 
apply to lh~t part S<'p:<mble fi:omthe contr:Lcc, See details i11 NOODT, op.ctt, p. 94 

17' Likew,se NOODT, op.clf, P- 94 
'" L!kewisc...-\R..A.(lJO,jJ.188. FERRE1R/\. DASILVJ\ apd ,p. 194 ff,r;OODT,opnl.,p. 9G 
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intemationallaw mies for consume r protection now applicable in all25 mcmber States o f 
the Europcan Union, membercountries ofthe European Economic .Area ;md othercountries 

like Switzerland. Morcover, Article 2 o f thc Convention requires that this to be applied hy 
the judge also in relation to other countries, i. e. countries rlut are not signatories o f the 
Rome Convention, confirming its selfexecutin,g, uniform and universal character. 176

. 

The 1994 CIDIP~ V ?vfexico Convention contains no rule similar to i\rticle 5o f the 

Rome Convention. It is true that Latin-}unerican scholars do consider in an almost 
unanimous \vay 1hat the domestic rulcs adopted to protect consumers are public pohcy ones 
and hence would fali under the exception o f Article 11m. This reads as follows: "_i'.Jo obJtante 
lo pmúto en !oJ artúulos anten'oreJ, Je ap!icarán neceJJan"ctmente las disposicioms de! derecbo de/foro 
cuando tengan caráter inperativ'o. Será a distreàón de! foro, cuando lo comzdere pertinente, aplitar !a.r 
diJpoJicione.r imperatims de! derecho de otro E.rtado ron e! rua! el contrato tef{ga rzítcu!oJ e.ftrechoY. "178 

_A.rticle 11, however, is not enough to guarantee the effective protection o f the weak:er 
party for two reasons already mentioned: (1) it leaves the tourist consumer, who always buys 
in an "intemational" context, without special protection as he will be assurcd only the 

protection of the law of the country that he visited~ and (2) it leaves the inter-American 
consum.ers with no special protection wben they contract at distance or by e-commerce, 
because the mandatory rules o f the country o f the consumer's residence will be applicd with 
"distrécion'' 179 bv the judgc o f thc competent jurisdiction, which wil1 usually d1e onc o f the 
supplicr. 

Therefore, i f national rules o f consumerprotection are most commonly considercd 
in the intcr-A,merican countries as being o f public policy, the need for a Convention on d1e 

subjcct is urgent, especially with regard to thc growing o f distance standard contracts, mass 
tourism and B2C e-commercc in the region. CIDIP-\:more in accordance with thc !ex 
mertatona, does not seem adequate and sufficient for protecting consumers in the inter­

American system. 

Finally, it must also be reminded that the major conventions on internacional 

commerce always sought to exclude from their scope o f application the contracts concluded 
with consumers for domcstic, family or non-profcssional use. 180 This is true wi-d1the The 
I--Iaguc Convcntion 181 on the law applicable to contracts for the sale o f goods o f 1986 (Arts. 

"" Likew1se KILLIAN \\!olfgang, Ewrrpanús if' vtsd;qpmxb!, Beck Verl~g, 1'vfumd1, 1996, p 319 dussifies it as illl. European umform 
Private lnrernaliom\l Lnw. 

m HER:'\LÁ.NDEZ-BRETÓN, IPR-jX1998, JS4, illso reportmg the enforcement o f CIDIPV betw~en Mexi co and Venezuela in 
14.1.1997,JPR/LY,p 379 

ns OEA/Ser.K/XX1.5, CIDIPV /Doe_ 46/94, voL I e li, 1996,p. 29 
"''OEi\/Scr K/XXl.S, CIDIPV /Doc. 46/94,vol I e II, 1996,p. 29 
""In this sense H/1-RGAIN, MII-IALI, ojwt., p. 506 
13 ' lt 1s abom ~rl updating o f the 1955 Convention S0r on the !ittle ilccepl!tncr o f these Conventions an1ong States, bulo f its 

s1gniflcative unporlmln' ~s (\kgt:sl:ltJve model,AR.A,_Ú}O, opJ:t ,p 124 ff 
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2(c) and 5(d)) 182
, as wcll as with the United Nations Convention on Contracts for the 

International Sale of Goods of 1980, known as the Vietma Convention183 (Arts. 2(a) and 
5). 18 ~ This solution was adopted either to prevent conflicts with domestic laws dcclarcd to be 
mandatory, 185 or bccause o f too many differences in the respective consumer protcction 
systems woddwide. 186 

The hutl1 is tlut the mattcr was nevcr addressed directly in the conventions that 
unify substantive roles in intemational trade, no r is itin the modcl law from UNIDROIT 
o r UNCITRAL'87

, no r was it thc subject o f a CIDIP o r a The Hague Convention. 188 Only 
the UN Resolutions on consrnner protcction (1985 and 1999) have been an inspiringinfluence 
for nationallcgislators. 

Scvcral Amcrican countri.es are linked by the Vienna Convcntion of1980 on sales o f 
goodsY9 This Convention madc by UNCITR.,>\L is onc of the greatest successes in the 
unification o f roles in intemational trade. It focuses entirely on international salcs contracts 
betwcen traders and tries to exclude from its scope intemational cont.racts between consumers 
and product suppliers.19c Nevertheless its application to consumer contracts, although 
exceptional, rcmains possible. 191 Indeed, Article 2 o f the Vicnna Convention statcs that d1e 
Convention «does not appfy to safes: (a) of goodr bought for persona~ family or househo!d use, u1tleH 
the selle1~ at mry time bifóre or at the condusion ?fthe contract! neither knew nor ought to hare kno)})n 

13" Art 2: "]1le Convenlion does nol apply to c) sales o f goods bought for personal, hn:U!y o r household use; it does, lwwev~r, 
apply !f the sdlcr at tlw t>.me o f the conclusion o f the contmct neither knew no r oughr to have known that thc goods were 
bought for auysuch USeJI Art. 5: \< 1lw Convention does not determme the hw applicable to .d) thc effect ofthe si!le in respect 
of any person other thru1 the parties J> 

;s; Sr.e on lhe ünportilllCP ~ml ~cc~phmce of tb.Js Convention between.'l..!nerican Sttttes, ARAÚJO, 127ff. 
'~'. (<Thu Cor,t~nlwn jút.<" no! app(; to ,:1kJ tmlr:.>".' the sdi&,' bife'"'" e<Nl' roccdwcw" 

Mé.>sm." l'J.so HARGll.IN,MIHALI,opcil,p. 507 
:so In this sense HOFFMA.c'\!N, op mt, p. 396, KROPHOLLER, op t!.t,p. 636, BOT A:"-JA, op.cti., p 9, HARGAIN a.nd lv!IHALT,op.cd, 

p. 506, nting tlw epmion ofLiBLB 
m UNCI1RAL's mod<'ilaw addressingdectronic comnwrce expressly states dut it does nol repel my pwtectivr. prov!sion and 

seems lo want to excludc consmner contracts concludcd through dtzutnl me:u1s ftom its applicatwn sphcre Arl.J· <\ Ámb1to 
de aphcanôn- La pte>ente Lr.y~ ser:\. ap)iG,ble a todo trpo de mfonnación en form~ de m<?sajc de datas utihz:<da en el contexto 
dr. actividades comercii!les. *La f""uenie !g- no dé"tV~ta mnguna !iOr:ma ;ueidú:a deJtim:w'a a la prvteçm)n de! camumuion> O r " Scope o f 
applic,.tion- T11is Lawt applies to any kind ofinformation in dte fonn of a d~ta messctge used in lhe contexto f commr.rcial 
activ1ties. * cll1is Lctw does not override any rule o f 1Rw intended for Ü1e o f consmners.)' 

!&! See VON MEHREN h.tthur, l..a!l"appltmNe t~rerfam '"OnsMJI&r saler. S"mimwecd Ei"f'!""'iO Ed 
Bureau Pennanent de la Conférence, ·n1e Hague, 1982, p. 6 

180 Tiw fo!lowing inter-America.n conntries had ratified the Convention, until1995, r\rgenlina, Chile, Ewador, Canada, Cubll, 
MeXI CO :md United St,;;tes, and signed, V0nezuel11. See SCHLECH11UEl'vi Peter, Intenmtwnafe,- UN-Kaufm:ht,J.C Mohr, Tübi.ngen, 
1996, p 225-226. For updctted ditlct, consult ~Y.Ul.uligi.llipl.:~LTtb!_!!:y.Lhi.bkJ.P.Ju;t I F fX IX 1 D.hlml 

ll-1 On pess1ble conflicrs between the Convention and specii!l statutes, sucl1 as on consunwr credit or on contmctingcondudcd 
:;t\Vay ii:om busnwss pl:c!lllS~S, se e WARTEMBERG Konrctd \ii, CJSC und d,ut.d;e.r Verbn:wche,-schut:;}"l'tht· Das Ve-rhalinh derOSG 
mrbao!idea zum Verbrl&C. Haustm<fVC tmd PmdHajiG, Nomos Vetlag,Baden-Blldcn, 1998. p. 101-104 

m SCHLECHTRIEM, Rdn 23-32, cspeoally p. 19 
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that the goods 1vere bought for Of!J .mch uJe". 197 Such a possiblc application o f this uniform law 
.in relation to contracts concluded by consumers is seen by most scholars as not welcome. :oJ 

One should strcss upon that thc philosophy itself of this Convention is also to 
exclude international conswner contracts, as a way to efficicntly protect consumers in 
intemational commerce. This explains the reluctance o f dealing in one single Conventíon 
with intemational commcrce between profcssionals and intenutional consumer t:ransactions. 

Thc legal regime applied to contracts between equals and experts cannot be the same as the 
one 8pphed to contracts in which one party is much weal:er than thc other. 

This ide a, which is central to the 1980 The Haguc Convention, Ruropean law and 

domestic consumer protecúon mles in industrialized countries, is not to be found yet in the 
inter-_i\mcrican space.191

' 

3. Conclusion: Draft of an Inter-American Convention o f Private International Law 
on the law applicable to some consumer contracts and consumer transactions 

111e European expcrience o f over 40 years o f hannonization o f substantive ruJ.es 
and ofrulificalion o f pr:ivate intemationallaw rules, 1\rticle 2 o f the 1980 Vienna Convention, 
the criticai assessment made by scholars of existing conventions rcgarding international 

contracts and the ratio itself o f the mle o f Article 11 o f CIDIP-V lead us to concludc that 
consumer protcction is a mattcr to be excluded from the common system regulating 
intemational trade, both regionally and universally. 

'"The guestion must be approached in the ambit o f private intemationallaw with 

special connection factors Í11 favor o f the weaker party. As alt·eady said hereabove, "7/Je partie/ 
autot!Ofl!Y in privare internationai imP getJ semeiess- as )J)e/1 as freedom of tontracts in substantiw imv 

if it Jtarts to be an itmrument qf dominante of the Jtronger over the Jl!eaker." 195 

I concludc, thercfore, on the nccd and opportunity today to elaborate a spccial 
convcntion by OAS, establishingconnection factors and special rules for conswner protection 
in intemational consume r contracts. 

111c draft or proposed text that we would like to submit to further discussions reads 
as follows. 

11"I-IARGAIN,MIHAU, ~p.at, P- 506 
"'See !ht:' Emopean schol~rly wriüJlgs quoted by W.r\RTEMBERG, op oi., p I 9 

"' See VON MEHRE0:, ~p.<1f, p. 2-J TI1c delillilion o f constuneJ: (Art. 2) ~nd thc cxclusions (Ans 4 and 5) o f the pro)exr are today, -
however, not up to d:ue 

"l NEUHJ\JJS, 1-:he Gnmdbfgnjft rles !PF~ 1962, p 172 
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Proposal for a CIDIP-VII lnter-american Convention 

I. GENERALPROVISIONS 

Articlf' L Dcfinition o f consumer 

1. For thc purposcs o f this Convention, consumer means any natural person \vho, 
in a rdati.on with a profe.ssional trader and in transactions, contracts <U1d situations govemed 
by this Convention, acts for a purpose which can be regarded as outside the scope ofhis 
professional activity. 

2. Regardcd as consumers are also third parties, such as frunily members o f the main 

consumer or other bystanders, who directly enjoy the services and products contracted for, in 
contracts governed by this Convention, as final consignee o f such contracts. 

3. In the case o f travei and timeshare (multipropriedad, multi-property) contracts, 
the following oncs are regarded as consumers: 

a. the main contmcting party o r the natural pcrson who buys or agrees to buy the 
travei, the package holiday package or the timeshare for his own use; 

b. the beneficiaries o r third parties on behalf o f whom the n1.ain contractin.g party 
buys or ag1:ees to buy the travei, thc package holiday or the timeshare and those who enjoy 
the travel, the package holid.ay or the ti.mesharc for a lcngth o f time, even though they are not 
thc main contracting party; 

c. the assignee or the natural person to whom the tnain contracting party or the 
beneficiary assigns the travel, the package holiday or the timeshare. 

4. I f the law applicable by virtue o f this Convention defines in a wider or more 
favorable mannerwho isto be regarded as a consumeror trcats other agents as consumcrs, 
the judbre· cntitled to adjudicate the matt:er may tal<: e in to consideration such an cxpanded 
scope o f application o f this Convention, as longas it is more favorable to the consumer's 
mterests. 

Ar.tide..2. General contmctual protection 

1. Contracts and transactions involving consumers, especial.ly those contracts 
conclud.ed ata distance by intemct, phone o r other methods o f t:elccommunications, when 
the consume ris in his country o f domicilc, shall be governed by the law o f this country or 
by the law most favorable to the consumer. 

TI.1e parties cu1 choose the law, provided that the chosenlaw is that o f the place o f 
conclusion o f thc con1mct, the place o f the contract pcrfoJmruKc, thc place o f the characteristic 
performance, or the domicile or place of business of the supplier of the products and 
services and that this law is the one most favorablc to the consumer. 
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2. To contracts concludcd by the consumer when outside o f h.is country of domicile, 

the law chosen by the parties shall apply, providcd the choscn law is that o f the place o f 
conclusion o f the contract, thc place o f performance, or the one o f the consumer's domicile. 

Ar1ic.le_3. I\Jandat01y rules 

1. Notwithstanding the preceding articles, the mandatory rules of the cmmtry of 
forum sha11 necessarily apply for the protection o f the consumcr. 

2. I f the conclusion o f the contract was preceded by any ncgotiations or rnarketing 
by tlle supplier or its representatives, especially advcrtising material_, mail, e-mail mcssages, 

prizes, invitations, maintenance o f branch officcs or represcntatives, and othcr activitics 
focused on the supply o f products and serv-ices and the creation o f a captive customer base 

in the country o f the consumer's domicile, this country's mandatory rules shall necessarily 

appl:v for the protection of the consumer, in addition to thosc of the country exercising 

jurisdicti.on and to thc law applicable to the contract. 

A.r.ti_cl.e__4. Loophole clause 

The law indicatcd as applicable by virtue o f this Convention mightnot bc applicable 

in certa.in cases, i f, considering all the circumstances relevant to the case, the connection with 

the law indicatcd as applicable is insufficient and the case itself is closely related to ~mother 

law, which is more favorablc to the consumer. 

Arriei!' S. Excluded matters 

This Convention is not concemed with: 

a. transport contracts govcmcd by international conventions; 

h insura.nce contracts; 

c. contractual obligations cxpressly excludcd from t11.c sphere o f application o f thc 

CIDIP V on intemational cont:racts; 

d.contracts for internacional transactions conductcd between traders and busincssmen; 

e. alJ other contracts and consumer transactions, as well as the obligations arising 

from them, governed by spccific conventions. 

li. SPECIFIC CONTRACTS 

D..rti.ck_6.. Travel and tourism contracts 

1. Individual travei contracts concluded in packagc or with combined scrv1ces, such as 

a tourist group or togethcr with other hotel and/ or tourist services, shall be governed by the 

law o f the consumcr's place o f domicilc, if it is also the place o f busíness or branch o f thc 

travei agency which sold the travel contract, or where the offer was made, or adverüsingor arry 

prior negotiations by the dealer, carrier, agency or its representa tive occurred. 
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2. In all other cases, to individual travel contracts concluded in package or with 
combined services, such as a tom1.st group or togcthcr with other hotel and/ o r tourist 
services, the law o f the place where the consumer declares bis acceptance o f the cont.ract shall 

apply. 

3. To travei contracts not governed by intcrnational conventions, concluded through 
standard contracts o r standard terms, the law o f the place where the consumer declares his 
acceptance o f the contract shall apply. 

L\t.ticle_l. Timeshare contracts 

1. The consumer protection mandatory mles o f the country o f physicallocation o f 
the leisure and hotel facilities, which rent, lease or sell the right o f use in timeshare property, 

when located in States parties to this Convention, apply cumulatively to these contracts in 
favor o f the consumers. 

2. Tbe roles o f thc country where the offcris made, where advertisingor any marketing 
activity, such as phone calls, invitations for receptions, meet:ings, parties, shipment o f prizes, 
raffles, all-paid trips or incentive prognuns, among othcr business activities, are conducted 
by representatives or owners, organi%ers and mmngers of the timeshare, or where pre­
contracts or contracts for the right o f use/ cnjoyment o f property are signed, shall be 
.inte:rpreted in favor o f the consumer, rcgarding information, cooling~off pcriods and other 
causes for termination o f the contract o r pre-contract, as well as the rules relating to the 
contento f the contract, payment methods and the possibility o f signing credit card rcceipts 
during this period. 

Proposition de Convention Interaméricaine de Droit International Privé (CIDIP) 
sur la Loi applicable à certains contrats et à certaines relations de consommation 

I.ltEGLES GÉNÉRALES 

Axti_ds! __ L Définit:ion du consommateur 

1. Aux fins de la présente Convention, le consommateur cst toute petsonne physique 
qui, face à un professionne1, et dm1s lcs transactions, contrats et situations relevant de la 
présente Convention, agit à des fins gui n'entrent pas dans le cadre de son activité 
professionnelle. 

2. Sont également considérés consommatcurs les tiers, membres de la famille du 
consommateur principal, ainsl que scs proches, gui jouissent clirectement dcs services ct des 
produits acquis, dtms les contrats relevant de la présente Convention, en tant que destinatcurs 
finaux. 
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3. Dans lcs contrats de voyage et de multipropriété, sont considérés comme des 
consom1nateurs: 

a. le contractant principal, ou la personne physique qui acquiert ou qui s'engagc à 
acquérir lc forfaít touristique, le billct de voyage ou le service de multipropriété pour un usage 
personnel; 

b. lcs bénéficiaires ou les tiers au titre desguels le contractant principal acquiert ou 
s'engage à acquérir le forfait touristique, le billet de voyage ou le service de multipropriété, 

ainsi que ceux qui en jouissent temporairement, encare qu'ils ne figurent pas commc 
contractants principaux; 

c. le cessionnaire ou la personne physique auxquels le contractant principal ou le 
bénéficiaire cede ses droits au forfait touristique, au billet de voyage, ou ses droits de 
multipropriété. 

4. Si la loi désignée comme étant la loi applicable par la présente Convention adapte 
une définition plus large ou plus protectrice du consommateur ou considCre commc tels 
d'autres agents, le juge compétent peut prendre en compte ces extensions du champ 
d'apphcation de la présente Convention, pour autant que cette extension s'avCre plus favorablc 
aux intérêts du consommatcur. 

Art:ide.2. Protection contractuelle générale 

1. Les contrats et les transactions avcc les consommateurs, spécialement ccux conclus 
à distance par moyens élcctronigues, par opération de télécommunication ou par téléphone, 
lorsque le consommateur se trouve dans son pays de domicile, sont régis par la loi de ce pays 
ou par la loi plus favorable au consommateur, choisie par les parties, tant qu'elle est la loi du 
licu de la conclusion du contrat, ou cellc du lieu de l'exécucion du contrat, ou celle de la 
prestation caractériscique, ou celle du domicile ou du siêgc du foumisseur des produits ou 
des services. 

2. Est appliquée aux contrats conclus par le consommateur lorsqu'il se trouve en 
dehors du pays de son domicile, la loi choisie par les parties, parmi celles du lieu de la 
conclusion du contrat, du lieu de l'exécution de celui-ci et du licu du domicile du 
consommateur. 

/\rtick_3_. RCgles impérativcs 

1. Nonobstant les dispositions des articles précédents, sont nécessairement apphguées 
les rtgles de la I oi du pays du for qui préscntent un caractere impéracif, dans le but de la 
protcction du consommateur. 

2. Si la conclusion du contrat a été précédée de toute activité commerciale ou de 
marketing, par lc foumisseur ou par ses représentants, en particulier la publicité, l'envoi de 
correspondances, les courriers électroniques, les cadeaux, les invitacions, le maintien de 
succursales ou de représentants, ainsi que d'autres ac1ivités visant à la foumiture de produits 
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et de services et à l'attraction de clienttJe dans lc pays du domicile du consommateur, sont 
obligatoirement appliquées les rCgles impératives de cc dernier pays, cn cumul avec celles du 

for et celle applicable au contratou à la rclation de consommation. 

A.rticld. Clause échappatoire 

0Jonobstant la loi désignéc apphcable par la préscntc Convention, à titre cxceptionnel, 

il pourra être fait application de la loi du pays qui pt:ésente un lien plus étroit avec la situation, 

considérant toutes les circonstances, lorsqu 'elle est plus favorable au consommateur. 

AJ::ticle_S_. Exemptions 

Ne sont pas soumis aux dispositions de la présente Convention: 

a.les contrats de transport régis par des conventions intcrnationalcs; 

b.les contrats d'assurance; 

c.les obligations contractuelles expressémcnt exdues du champ d'application de la 
CIDIP V sur les contrats intemationaux; 

d. les contrats commerciaux internationaux entre cmnmerçants ou professionnels ; 

e. les contrats et relations de consomm.ation, ainsi que les obligations qui en découlcnt, 
régis par des conventions spéciales. 

II. CONTRATS SPÉCIFIQUES 

Article_ú. Contrats de voyage et de tourisme 

1. Les contrats de voyage individueis, conclus à forfait ou avcc services combinés, 
comme groupe touristique ou conjointement avec d'autrcs services hôtdiers et/ou 
touristiques, sont régis par la loi du lieu du domicile du consommateur, si ce domicile 
colncidc avcc le licu du siegc ou de la succursale de l'agence de voyages qui a été partie au 
contrat de voyage ou avec le lieu oú a été faite l'offrc, la publicité, ou tout acte juridique 
préalable posé par le commerçant, le transporteur, l'agence ouses représentants commerciaax. 

2. Dans les autres cas, s'applique aux contrats de voyage indiv-idueis, conclus à forfait 
ou avec serviccs combinés, comme groupe touristique ou conjointement avcc d'autrcs serviccs 
hôteliers et/ ou touristiques la loi du hcu oU le consommateur donne son acceptation du 
contrat. 

3. Est appliquée aux contrats de voyage non régis par des conventions intemationales, 
conclus par le biais de contrats d' adhésion ou de condit:ions génétales, la loi du lieu oU le 
consommateur donne son acceptation du contrat. 
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i\_r:_ticlc_ _ _7. Contrats de multipropriété ou<< timeshare » 

1. Les rE:gles impérativcs de protection des consommateurs du pays oú se trouvcnt 
les établissements de loisirs et d'hébergement en multipropti.été, situés dans les :É~tats 
signataires de la préscnte Convention, sont appliquées en cumul à ces contrats, au bénéfice 
des consommateurs. 

2. Les rCglcs du pays oU est réahsée l'offre, la publicité ou toute activité de marketing, 

telles les opérations par téléphonc, lcs invitations pour réceptions, rendez~vous, fêtes, l'envoi 
de cadeaux, les primes, l'offre de séjours ou d'avantages gratuits, entre autres activités 
commercialcs réalisées par les représentants ou par les propriétaires, par les organisateurs et 
les administrateurs de systCmes de multipropriéré, ou la signature de pré-cont:rats ou de 
contrats de multipropriété ou de droit d'usage d'immeubles, sont interprétées en faveur du 

consommateur, à propos de l'informtltion, du droit de repentir et de ses délais, des causes de 
résolution du contratou du pré-contrat, ainsi gue les reglcs rclatives au contenu du contmt, 

aux modes de paiement et à la possibilité de signer des billets de prélCvement de cartes de 
crédit pendant cette période. 
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A PROPOSTA BRASILEIRA DE CONVENÇÃO lNTERAMERICANA DE 

DIREITO INTERNACIONAL PRIVADO SOBRE A LEI APLICÁVEL A 

ALGUNS CONTRATOS COM CONSUMIDORES (CIDIP VII): TEMAS E 

DISCUSSÕES NO F O RUM DE EXPERTOS DA 0EA1 

Claudia Lima Marques2 

INTRODUÇÃO 

A tendência a1ualnas Américas é preocupar-se com a proteção dos consumidores 
também em Direito Internacional Privado. 3 Por muito tempo o Direito Internacional Privado 
estava voltado apenas para o comércio intemacional entre empresários, agora se volta par;1os 
contratos internacionais de consumo, em crescimento avassalador depois da consolidação da 

E~le ut:i~:,o consolida as posições brasileiras a serem aprese11tadas !Ht Reunl~.o Prepamtória da CIDIP VII de Proteção dos 
consW1lldores, em Porto .'Vegre (UFRGS), dias 2 a 4 de dezembro de 2006. É baseado nas cortfer&nnas rea!izad~s sobre o lema 

emGiesoen (Novembro 2004, sobre proteçiio transfronteiúça dos cons1ttmdores no Mercosul) e Berlnl (Nov,~mbro 2005, o-obre 
pwteçiio do C011SUHUdores, o comercio eletrônico internrtClOtHl e a propostr1 de CIDTF vn; WtDeutsch-Lusttanische Junstische 
Vereimgcu1g (DLJV), a corrvite do~ Professores Erik Jayme, Christoph Benicke e Stefan Grundmnn, ~ quem agr~deço Agradeço 
também_ ao Dr Jean 1-Iichel-Arrighi, Diretorjurídtco da OEA, \"\1~shington, pelo homoso convtte p~m nunistmr o Cnrso na 
OEA em 2000, ongem desta sugest~o de CIDTP e ao Dr. Ricardo Monsllil~, Dtretor do DPDC/ivíinistério da Justiça, por ter 
acetto o tema e a sur;estão em nome do Bmsil e pelo honroso convite pam ser delegada e 11egoctador~ bmsileir~ na CIDIP VII 
sobre proteçiio do consmnidor 
Professam Titular doe Diretto lnremitctonal Pnvndo d~ U111verstd8de Feder:tl do Rio Gt,u<de do Sul, Dou tom em D1teito 
pela Universidade de Heidelberg, Alemanha. lvfestre em Direito Civil e Direito Internacion~l Priv:1do pela UniveLoidade de 
Túbmgen e EspemJtst~ em Integr:1ção Européia pelo Eumpa-Institut, Srrarbnicken, Alemilnha. Ex-Presidente do Instituto 
Braslleiro de Polític:1 e Direito do Consurr)l(lor. /3o,y} da A.r,wta!Jon h!!emahollaie de Dmd a't Ja CmuMm;a!wn, BnlXelH.s. Vwc­

Coordenadora do PPGDir./UFRGS (2005-2006) 
Veja do Uruguru, ARRIGHI Jean J\·Iichel,L1 Protecc1on de los Consmnidores yelMercosur, RewraDweztod'l Comum;dor, Silo Paulo, 
v: 2(1992),p 126 cscg,na.i\rgentina,BOGGIANO,Anl.onio, lntem~tionitl Standard Contracts,m RecuelidesCorm, 1981, I, t 170, 
Nijhof(Dordrecht, 1982, p. 138 0 seg., TONIOLLO Jav!er Alberto, La prolixc:.ónmternacional de] consmnidor- Reflexiones 
desde la perspectiva de] Derecho Intemacionitl Privado Re,da de Derecho dd },.{mvmr; v. 2, n. 6, dic 1998, p 96 e 

dd ''"''"""'·'''''A'''''"·''' ,m,=.m~. m D~,,,,1,, de/Cé,wwdml Bcwmdi'"''' VI> I. 6, 1995, p. 20 e 
seg. e LORE:'\ZETTI,R.icardo Lws. Comenco dedn5mm. Buenos ll..ires. /\beledo- Perrot, 2001, p 256 e seg., ll.ssimcomo em nosso 
livro conjm1to, LORE~ZE'lTl, Ricardo e LllvfA lvL'I.RQUES, Claudia_ Ca11tmio.r de Scrams a !os roli-"Amtdo=, Ed Rnbínzrrl 
Culzon1, I3urnos /\ires/Sn.ota Fé, Argentma, 2005 No Bra"!l, V(•jlllevantrrmcnto di!. doutrin~ .. in LIMA :V!A.R.QUES, Cláudia, 
c:OréarJta 1/0mlllfnwekt,Jma)e!Jpmtc;:ãadomlh'lm!u:lo;; São Paulo: Editor~ ReV!Sl',tdos Tribu.n:tis, 2004,p 371 eseg. ERJZZATTO 
NUNES, Llliz li.ntônio, c:OmetJiános ao CDC, SarRiv~, São Paulo, 2000, P- 349 0 seg,_, KLAlJSNER, Eduardo Reflexões sobre a 
proteção do coustuTudor bra.'>il<'im nas relrrções ll1-temac:.owtis de conswno, in TIBURCIO, Carmen e BARROSO, Luis Roberto 
() D1mto l~krJ>W-1-0tia/Contemp.wiimo, E.rtmio f:1!1 Hommagm1 ao Proft.rwr]r:gob Do!ú!f,er; Rrnov~r- Rio de .Jlmeiro, 2006, p. 375-420 e 
i\RAÚJO,Nádia de. Cont:l:Rtos intemgcionais de consumo nas .t\méricas e no lvíercosul: regulamcntaçào atu~l e proposta brasileriil 
p:ua um>~. Conve~1çiio tl5reln.'lncana na CIDIP VII, w. 11BCRCIO, Cr.rmen e BARROSO, LlÚs Robcno Cí Dv;rto Tntertitlt:I&IWI 

Cúrfemj>iwíiwo, Eotudo em H'ome11agw1 M Proforsor}a,;vb Dolwg'r, Renovru:: lU o de Jruwiro, 2006, P- 705-736 
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contratação àdístância,~ especialmente no comércio cletrônico,5 c a banalização do consumo 
internacional, com o turismo de massas. 6 

Basedow/ citando a div-isão pensada por Lagarde, afirma gue a evolução desta 
preocupação pode ser dividida em três atos ou fases: a fase da criação de leis reconhecendo o 
status e protegendo o consumidor nacionalmente; a fase da multiplicação das leis materiais 
protetivas com o avançar da massificação do mercado, nacional e em processos de integração 

econômica e a fase atual da proteção internacional dos consumidores, também em Direito 
Internacional Privado, com o que cluunaremos aqui de globa.lização. 

Na Europa, este o primeiro ato deu-se até os anos 70 do século XX, o consumidor 

lutava pata conseguir ver reconhecido seu status como sujeito mais vulnerável c leis que 
limitassem a autonomia da vontade dos contratantes mais fortes (fornecedores) e protegessem 
as vítimas do fato do produto e do serviço massificado (acidentes de consumo). O segundo 

ato desta peça de teatro, a figura de linguagem usada por Lagardc,8 teria sido nos anos 70 a 80 
do século XX, com a multiplicação destas leis nacionahnente e o início de uma legislação 
através de Diretivas e regras nos processos de integração, em especial nas Comunidades 

Européias da época, ainda tímidas em fazer regras de confhto de leis. Caracterizaria esta fase, 
o fato do consumidor passar a ser um agente econômico reconhecido, ter seu papel decisivo 

no mercado reconhecido e sua proteção incluída nas políticas públicas e dos processos de 
integração. 9 

Veja LORTINZETfl, IZicardo L\l.is. COmimu ektrJmc~ (tr~duçiio de Fllbiano Mrnkc e notas de Cl::mdu LnnA S~-O 

Paulo: RT, 2004, P- 188 e seg_ Y el ~dvog,tdo de Microsoft, SMITH, Bradford, The !hrni ina'mmaireu;};di'Jn- L111 mm'poúo'fo'k 
J,ten1d, mRenwil di' !Thye, 2000, T 282, p .. 324 

Ve;aJA'{!Y'fE, El'ik,Justicia et P~cc, Discoms du Président de l'fnstll11t de Droit Intemationa!, 69eme Sesswn, 1n CeJamme& 
SdmJien, B~.nd 3, Heidelberg- CF Müller, 2003, p, 186. e L>\GARDE, Prtul, Développemenls fi.Jturs du D.l .P, in E,Ve!Z 68 (2004), 
p 226, SIK:\lli.YCYTEFJv!A>-IN, l\JJ.ne, La pwtection dcb partie faibleen Dro1t InternationAl Privé-les exemples dusrtlarié 

et du c:onsommaleut, },.{,'}ange er. i'HMitmrd~ Pmd Lagarde, LGDJ,2005, P- 737-718 e CALLIESS, Gr(llf-Peter, Tmnsnat10nalt'O 
Verbmuchervcrtr::tg>irecht, 111 P.abdJZ 68 (200~), p. 249 e seg_ 
Vej ~ HACKER, Ro brrt, Europ:i.Jsch-zivilverfahrechtlidw und international .. privatrechdiclw Pw bleme grenzüberschrettcnder 

Gewinuzusagen- Zugleich zu einem europiú~chen unerlallbten Handlug; w ZV:~/R.Wu.' 103 (2004), p 463-500 
REICH, ~orbC>rt c NORDHAUSEN, Annelle ~-érhhr(e(,j, Baden-Baden: Nomos, 2000 

BE::-JICKE, Cristoph, Pwspektpílicht lmd Propeskth~ftung bei grenzüberschreitenden Emissione11, m Fl's!Jcht~fr fur E'ik 
lc!yme, vol I, Sel!iers, lv!tmchen, 200~,p. 25.38 E LIMA J\ .. L'\RQ_CES, Claudia_ Some rec0nt developm(!!ll:s in Priva! e Intcmational 
Law in Brnil, JapruJe,-e Yearbodo if Pmate In!enratwna!L,w·, vol 4, 2002, Tbk10, p 13-50 E 1-{ARGi\TN, Daniel llnd ;\UHALI, 
Gabnel, Ctrmianón de Eunes en e/ kferco,-rH,Júlio César F~ir~ Ed., !Vlonlevid6u, 1998, p 504_ BENJA1HN, Antônio Herman de V, 

ComUJ.llet Protection in Less .. Developr:d Countries The L1l.tin Awcrican Experience, m Rt\1\-lS.ft,:i:; Iam (Ed ), Comun,frLa" 
m lhe Gh/Ja!Evmo"!); i\sgllle, Brooküeld, USA, 1996, P- 50, LIMA I\-L\RQUES, Claudta (Org-), E iludo, .. sobre a proteção iiO Bn:mJ eM 

MeYcom!, Editor~ Lnrr~na dos A.dvogados, Poüo Alezre, 1994 e TEPEDfNO, Gust!lvo, },;[H!bpropmdadf fmab,Jiéw, Saraiva, São 
Paulo, 1993 

BASEDO\X.; Jütge.<l 1ntematiomtles Verbmudtervertragsrecht- Erfnhrungcn,Prmz1pien und europillsdw Reform, iu l\IL"u"-' SEL, 
Heinz- Peter et ali i. (Org ), Pest;ch,j'fm-Enk Jayme, I, Sellie~s, München, 2004, p 3 
LAGARDE, Paul, Le consommateur en droit intemation;~J privé (LudwigBolrznumn Imtilllt für Europan;cht, Vodesungen 

nnd Vonr~ge, Heft 4, Wien 1999), p. 4 c seg, r~pudBASEDOW, F.:dschrf!furEnkJq;ym.e, p 3 
Assim, fitilndo Ltgarde, BASEDO'iX-; Peitrtúif! jue·Enk Jq:;'m( p 3 e 1 
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É desta fase, o ~'lilteprojeto de uma Convenção de I--Iaia sobre compra e venda a 
consumidores (Preliminary' Drqft COm~ention on tbe Law Appiicab!e to Certain Sales), estabelecido 
por uma Cornissão Especial em 29 de junho de 1979, sob a coordenação do grande professor 

norte-americano Ar1hur von {vfehren (Harvard University), com seus 8 artigos com normas 
especiais de conflitos para a proteção do consumidor,10 gue deveriam complementar a 
Convenção de Haia de 1955.'' O projeto de 1-Iaia de 1980 na sua primeira versão previa 
apenas 8 artigos: A.rt. 1" (definição de compras e vendas a consumidores e do campo de 
aplicação material), art. 2" (definição de consumidor e presunção de que se trata de um 
consumidor); art. 3" (condições de aplicação das normas da Convenção apenas quando 
houve marketing rtgressivo ou contrato à distância); art. 4° (1.autonomia da vontade, com 
escolha da lei c 2.cumulação com normas imperativas, sendo que a escolha da lei não pode 
retirar do consumidor a proteção que as normas imperativas de sua residê.ncia habitual. lhe 
concede, 3. regra de escolha expressa da lei, e 4. consentimento para a escolha da lei regido pela 
futura !ex cmzlraduJ); art. 5 (conexão na residência habitual em caso de não escolha da lei), art. 
6 (forma regida pela lei escolhida pela paties), art. 7 (capacidade c efeitos da venda como 
questões prévias independentes não regidas pela !ex contmttu.r ); art. 8 (ordre pubiú:· '~1\rt. 8 
.L'appiication d'une !oi déterminée par la c:Onvention ne peNt e'tre étmtée que si cette application est 
manijeJtement incompatible t1l)ec i'ordre pubiú:"). 17 

O projeto de Haia de 1980 nunca tomou-se uma Convenção, mas inspirou fortemente 
a Convenção de Roma de 1980 da Comunidade Européia e seu famoso art. 5} de proteção 
especial dos consumidores passivos (aqueles que recebem o marketingem seu país de origem, 
contratam à distância ou deslocam-se especialmente para os países vizinhos para comprar), 
até hoje em vigor na União Européia. Iniciava-se a terceira fase ou ato da evolução da 
proteção do consumidor agora com nomus especiais (e muitas vezes unilaterais) de Direito 
Jntemacional Privado. 13 Na União Européia, além da Convenção de Roma, nos anos 90 do 
século XX unu séria de Diretivas estabeleceram regras mínimas (e imperativas!) para a prot.eção 
dos consumidores com residência habitual nos países membros. 14 Em 2003, o Livro Verde 
da Comissão Européia para a transfonnação da Convenção de Roma de 1980 em Regulamento 
interno europeu, pode decretar não só a morte do método de uso de Convenções de Direito 
Internacional Público na Europa, dada como certa, como da própria liberdade de escolha 

Avant-proJ<.'t de Convention adopté para la Comisswn Spécwle, Documenl préliminrure nr. 2 d'ocotbre 1979, Comisswll 
spéc!9lr-Avm1l-pro)et,il1,,:,.1_-te; tt DNiltrtVJ!! de laQuatv~ime jp.J;IOrJ 6 au 25 odobrP. 1980, Tome n Yel!!n aWX'(1)/I$0M11Wie?tn-Co~rsNm<7 

Safe~ Ed. Bmeau Perm~nent de la Confércnce, Húa, 1982, P- II-29-30 
Note-se qu~ uücw.lmeute foi tentado (TIM um protocolo ad1c!Onal i Conve11Çii.o de Hilla de 1955 sobre compra e vemla de 
nwrcadonas especial para proteção dos consumdmrcs, m~s a conchlsão gcrr.l fo1 que o melhor 8etú \l:!Wt Convenção própria, 
vrjR PELICHET, :vf1chd,Mé'morandumon ConsumerS:<les, Prelmmw.ry Document n. 1 of March 1979, in.4d"sd Vacummts 

de la Qutl!orzéwe ,ffSf!0!7 6 au 25 ackb,-~ 19SO~ Towe ]]_ Venies ,,:;.:,·ot!WJ!111Nreurs-Comumer .'o' ales, Bureau P~nn~nent, LR Haye, 1 Y82, 
p II-7 e scg 
Vep VON MEHRE:N" ,C..(m;! o"!Oi!Jpécia/e-_/I_umt-Prtjd,p. II-29 e II-30 

BASEDOW, ?~;';~7~~;;z;;t"Z: P- 4. 
VejaJAY1viE, Erik e Christia.n, Europa.isches KollisiOmrecht 1994 Quelkplur~l!smus und o !Iene Kontmste, in 
IPEAX1994, p. 405 e seg 
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ilimitada (do consumidor turista ou consumidor ativo que não fora ati11gido pelo marketing 
do fomecedor), da liberdade de escolha com aplicação das normas imperativas do país de 
residência do consumidor europeu (método do art. 5° da Convenção), da própria distinção 
entre consumidor ativo e passivo em tempos de comércio eletrônico e mandar aplicar agora 
para todos os consrunidores com residência habitual na União Européia a lei do país de sua 
residência habitual, como granfinale deste ato. 15 

É neste momento de radicalização dos paradigmas de proteção do consumidor em 
uma União Européia, a qual parece já ter completado sua obra material de harmonização das 

regns mínima.'> de proteção do consumidor, que as Américas, através da OEA c de suas 
Convenções Interamericana de Direito Internacional Privado resolve voltar ao protagonismo 
em matéria de proteção do consumidor e sugerir como tema da CIDIP VII a sua proteção 
em alguns contratos e transações de consumo. 

Desta vez a primeira sugestão partiu do Brasil, país emergente, com um grande 
mercado consumidor e um bom parque industrial e de serviços, que desde 1990 tem um 
Código de Defesa do Consumidor em vigor e muita jurisprudência sobre o tema. 16 A 
proposta brasileira de Convenção Interamericanade Direito Intemacional Privado sobre alei 
aplicável a alguns contratos e transações com consumidores (CIDIP VII)? que tive a honra 
de redigir em meu Curso da OEAem 2000:8 c que foi ll1cotporada pelo Brasil,:'-' é simples e 
restringe-se a lei aplicada, com apenas 8 artigos,20 como o _,_A.nteprojeto de Haia de 1980.21 

Os dois paises mais industrializados das .. Américas, Estados Unidos e Canadá 
apoiaram o tema da proteção do consumidor através do Direito Intemacional Privado c 
apresentaram duas outras propostas cada um. Em fevereiro c julho de 2005, a Assembléia 
Geral da OEA (Doc. CP /CAJP-2309/05) fixou o tema da proteção do consumidor para a 
CIDIP VII, a discutir-se a proposta brasileira (proposta de Convenção sobre lei aplicável a 

18 23 e LOACKER, Leandr D 

2006, p. 183 e seg_ 
Veja JUrisprudênci~ remuda in LIMA MARQUES, Chuilla, BENj/:u'viL"'l, 1\ntônio Henmru de V 0, MIR..\GEJ\f, Bruno, 
((;mcntéwsar CGdzgo de1)cjúa do Con;mmdur, Silo P~ulo. Rev1stados Tnbnna.is Ed., 2006, p 11 e seg 

17 Detrtlhes sobre a pnmeml. propost~ brasileira podem sennstos no curso da OEA, LIMA MARQUES, Claudw, A,.. prot('çiio do 
consumidoc aspecto:,;- de direito pnvaclo region:J e geoll, 1n XX1/l'I Cur!'O de J)E"rt,'ho Ed. SecrNiltÍZ 
General- Subsecretari~ de Astmlos Juddicos, Washington, 2001, pg 657.780, e in 
(1974·2000/ Cur:MdeDerecho J,;tm:a'lú!Wl · wl I (Parfe 1), Editor Secretm:ia Gerwml-SubsecretariR de Astmtos jt1r:ídicos, \"XIashing,ton, 

USA,2002, p.1503·1622 

'"LI1:!A Mi'>RQUES Cláudi1.in )(){I/fi Cln"Sadf lJ""'dwlntrr,arwi1al·OEA/ C!j, p. 1503·1622 
19 VejaWFW:QJJS_.m:g 
20 Veja sobre o tem~ com a propostl em fra:11çês e inglês LIMA lvL\RQUES, Claudm_ Consumer proucction in I'riv8te Intemalional 

Law ndes: the nee<i for an ínt~h'\.meric~n Convention on the hw :~pphc~ble to some consnmer contracts and col!SlJJTier 
tmnsactiol!S (CIDIP), in BOURGOQ'\llE, Thíerry (Org.). P.Eganhcromf;- mrhnyeuxmiifm~'M'!U11o' du drodde la 1-WIJ'ommaflvn, Yvon 
Blaís: Québec, 2006,p 145-190 

21 A propost~ br~sileira é chruntl.G~ pelo delegado argentino p:~ra a OEA, DL ego Fernilndez Arroyo, de "propuesta LnnaMarques", 
veja ARROYO, Díego Prm:índez, EiFuturode lJ mdificarén dei í)em-ho mternaciuna! prh-ado t11 Aminm· De la CJDJP 1>1 a la L!DIP 
T/I!J, Org. Diego Femández I'uroyo e Pab1o M~slr:ingdo, C6rdobu: Ed. i\lveroni, 2005, P- 74 
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alguns contratos de consumo), as propostas do Canadá (proposta própria de convenção ou 
de lei modelo sobre lei aplicável e sobre jurisdição em matéria do contratos do comércio 
eletrônico com consumidores, sendo que apenas a lei modelo sobre jurisdição foi rediglda 
até agora) e dos Estados Unidos (proposta da Federal TraJe CommiSJion sobre devolução de 

quantias pagas pelos consumidores no comércio eletrônico e após, proposta de le1 modelo 
conceitual sobre resolução de controvérsia e devolução, denominada US Draft Proposal for 
a IvJodel Intcr-i\.merican Law on Avaliability o f Consumer Dispute Resolution and Redress 
for Consumers).n 

Em março de 2006, iniciaram-se as negociações para a CIDIP VII através de um foro 
eletrônico organizado pelo Departamento Jurídico da OEA, tendo como moderador John 
Wilson,23 na qual sou delegada pelo Brasit24 Nestas discussões com os expertos da ()EA, 

em meus estudos de pós-doutorado em Heildelberg/5 nas discussões de meus seminários 
como Diretora de Estudos em Haia, em 2003, assim como nos congressos da Dl:JV 

(Deutsch-Lusitanische Juristen Vereinigung) e nas aulas na França, pude evoluir muito meu 
pensmnento,26 tendo me ajudado a modificare aprimorar esta proposta, que agora está em 

sua segunda versão. 

De 2 a4 de dezembro de 2006, na Faculdade de Direito da Universidade F•'cdcral do 

Rio Grande do Sul, em Porto _Alegre (Brasil), os expertos e delegados dos paises da OEA 
estarão reaJizando, com apoio do ?vfinistério da Justiça do Brasil, do Instituto Brasileiro de 
Política e Direito do Consumidor-Brasilcon e da UFRGS, uma Reunião Preparatória da 

CIDIP VII -Convenção Interamericana de Direito Intemacional Privado sobre a proteção 
dos conswnidores para discutir todos os projetos (do Brasil, Canadá e Estados Unidos). 

Gostaria de contribuir a esta discussão analisando alguns dos temas principais c 

tendências registradas hoje na proteção dos consumidores através de nonnas de conflitos de 
leis nas Américas (Parte I) e apresentando a fase atual a proposta brasileira de Convenção 

J! Veja proposws \1ffi'Wml.fi_Q_rg 
21 Vrja testemunho soLre os lrabalhos dn CIDIPVU, por_lohn W!lson, na RemtaDeCJTA, 2004, sobre solução de controvérs,ls, 

p.398eseg 
O delegado principal é o Dr. Ricardo Ivfomhila Waclado DPDC/MJ Meus agr~decimentos amestmndada llFRGS, a colega 
argentiwt Laum Delhyole, da UNL~Smtla Fé, que está me ajtldando nas negociações em espanl1ol, ass:m como a expcrt 
ngmtina Adrinna Dreyzin de Klor pelas sugestões e correções de mt'Us te:;{tos E ao8 colegas e an-llgos brasíleüos, Nádia de 
Araújo (PU CRio) e Eduado Klausner (UERJ) pelo envio de sugestões e textos sobre processo nvd intem.acionnl de proteção 
dos consUtT)idores 

;,; VeJa o livro dai resull'"nle, Prêmw il.da Pellegnn: Grinover de melhor obm de Direito do Conswnidor em 2004-2005, LIMA 
!\-1ARQUES, Confiança, p. 15 e ser, 

;r Devo d0st~.car que as d1scussões travada~ dunmte os Senunários da DLJV em Giessen e em Berlim, que este artigo reprodtJz, 
seja com os mestr~s Erik Jayme (H~-.ildeberg), Heinz. Peter Mansel (Bonn), Christoph Bemcke (G1eSSeB), Stefan Gmndmann 
;Hmn!Jolt, Berlü1) e Manuel Malheiros (Lisboa) e os jovens pesquisarlores alem.'ies e brasileiros, Christiru1 Schindler, FabÜ\1.10 
Menck, Gustavo Ccrqueira, Thomas Richter e Carl-Frirdnch l\'ordmewr, 'lSSJlll como minh~s chscussi:íes com os colegas 
fnmceses (em espl"cial agradeço ~s ctiscussões com n Profa. Dm_ Alexandre~ Pro f Dr Hu.et de Str.assbourg, orgmlizadas pela 
Profa_ Dr:t Yacyr Viera da UFViçosa e Gustavo Cerqueir2.), durante n-llnhas au.bs como professem convtdada em Pans 1 
(Pmthéon"Sorbonne), em março de 2006,muito me ajudar~nL Sobre as discuss6es com colegas argentinos, veja Declamción 
de Córdoba,m FERNÁNDEZ/Mr\STRA.NGELO, p 21 e seg 
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Interamericana de Direito Internacional Privado sobre a lei aplicável a alguns contratos e 
transaçôcs com consumidores (CIDTP \lll), que tive a honra de redigir como delegada 
brasileira (Parte II). 

I. TEMAS PRINCIPAIS E TENDÊNCIAS REGISTRADAS NA PROTEÇÃO 

DOSCONSUMIDORESATRAVÉSDENORMASDECONFLITOSDELEIS 

Gostaria aqui destac;1r dois temas principais de método de Direito Internacional 
Privado que estão sendo discutidos pam esta CIDIP VII. O primeiro refere-se ao próprio 

método de recorrer a uma convenção clássica de Direito Intenucional Público (bani law) para 
;llcançar esta proteção em Direito Intemacional Privado ou de preferir, como várias sugestões 
apresentadas, uma soft law ou lei modelo. O segtl11do tema também é de tnétodo, é o 
problema da necessidade da CIDIP VII incluir os temas de jurisdição e de conflitos de leis 
em um mesmo texto (convenção ou lei modelo) ou se podemos e devemos aprovar mais de 
um texto como fez (e continua a planejar) a União Européia. Vejamos 

A. Convenção (clássica de Direito Internacional Público) ou Lei Modelo 
(soft law): o problema da confiança do consumidor 

A União Européia, em um runbiente privilegiado de livre de comércio hannoni:t.ado 
em mercado integrado (mais do mercado comum), desde 1980, isto é, há mais de 26 anos, 
permite a autonomia da vontade em contratos internacionais do consumidor turista ou 
ativo, e protege o conswnidor passivo (gue recebe o marketing em sua casa, a ele dirigido, 
contrata à distància ou é convidado a atravessar fronteiras para consumidor) apenas através 
de suas diretivas (a maioria com normas de natureza mínima) e da aplicação obrigatória de 
normas imperativas (de ordem pública internacional) da residência habitual do consumidorY 
Este método de distinguir entre turistas e conswnidores à distan.cia, 28 assim como a própria 
autonomia da vontade (pouco limitada nestes <U10S todos, a não ser em caso de escolha de 
mn país terceiro, de fraude àlci e seus efeitos, caso a residência do consumidor fosse na LTnião 
Européia pela aplicação cumulativa das normas imperativas) em contratos de consumo,29 

criada pela Convenção de Roma de 1980 parece ter seus dias contatos. 30 A atual fase do 

Vej~ GEB/11JER, 1hrtin. Gmnd_jfc(€ef! der Europaúzml!(€ des Pmt~!rfcbts, Untversíl1.t~verbg C Winter, Heiddber:g, 1998, p. 86 e 
tambérnlvfA_,_l\i KOWISKl, P(!tH, Entlvicklungml Intem~twnalen Pnvat- und Pmzessnccht 2003/2004 (TeilJ ), in RTil77 /2004, 

P- 482-483 

»< Ne~te sentido, vepl opHIÚO defendendo que a distinção entre consunudor e comernantrs, na lntemN, nii:o hria S"rnlido 

GUILLEJ:vfARD, Sylvette, L:• 'cybercGnsormmtlem:' est mort, vtve \'(l.dh&unt, in journal du Drod ]nic'T!JaiTww!, t, 2001\, p, 7-61 Em 

sentido contrário, OTJVEIRA, ElsaDi2s de.Ayrvteçiio do;c~I!J'I-mt~dQt-es no .f ,.,âratos o;/ebrado.c aln"is da In,Wlid, Almedina, Coimba, 

2002, p 10ss. E, no Bmsd, PORTO Ronaldo, c:;tobalil:açíio e Dir~ito do Consumidor, IVr·raa de 1-:hrei/o do Cvr.sumuior: (32), P- 45 
''A vis~o européüt 6_ que os efeitos da escolha da ln eram hmitados pela aplicil-ç<lo obriglltÓna dll.s normas de imperativas da 

residênu2 hll.bituAl do consmnidor europeu, como bem ensrmtMOURr\ RA.MOS, Rui MmmeL La transposition des directives 
COITl.l1lllllll.Utai~es en mali<he de prorection eles consommatem-s etlc droitinternA.!.!Onal privé pottugtus, in MANSEL, Heinz­

PecH N illii. (Org.), Fe.;!sdmfrfurEnk }r[Jmo, voL I, Sdliers, 1\'1\.lnchen, 2004, p.621. Se1n desconmkrar este belo efe1to da cumulação, 
gostana llqtll de fnsar que na prática tt escolha da lei é ilimrtadll. (qu,1lüD a lei possível de ser escolhrda), diferentemente da 
proposta brasileira de CIDIPVll 

"BASEDO'VV l"~.ctschnjtjurErik:Jaj'!l!f. P- 3 eseg 
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mercado intemo, o crescllnento exponencial do comércio eletrônico, a dificuldade de localizar 

a oferta, o consumidor e mesmo o fornecedor, o aumento de diretivas materiais máximas de 
proteção dos consumidores, o fim das Convenções/1 todas a transformarem-se em 
regulamentos, at:,n.)ra que a Europa escolhe o conflito de leis e a cooperação judicial como um 

dos pilares de sua integração, facilitam que a proposta de Roma I. 

Efetivamente, desde a década de 60 do século X:"Y, grandes doutrinadores europeus 
do Direito Intemacional Privado (DIPriv) apontam para a necessidade de proteger a parte 
mais fraca nos cont:rtttos intemacionais, 33 especialmente os consumidores, 34 impregnando 
assim as normas de conflitos de leis com um objetivo material e de proteção deste sujeito 
vulnerável.-'5 Dentre eles, destaca-se meu mestre de Heidelberg, Prof. Dr. Dr. h.c. Et:ik 
Jayme, que com seu humanismo generoso e sua visão libertadora de respeito à autonomia 
da vontade e à identidade cultural da pessoa humana/6 conclui que o DIPriv pode ser um 
elemento de harmonia c paz"'7 na nova sociedade global:izada38 de consumo39 da pós­
modernidade.~" 

Em meus estudos sobre a proteção do consumidor em Direito Intemacional Privado 
e na primeira sugestão de CIDIP de 2000,"' o objetivo principal sempre foi propor uma 

Vejil JAYME, Enk e KOI-ILER, Chrisl.Ün, Eun:pmsdxd(d!uwmf&::hr 199?- DieAbmdstuJ!deder Staa/st't'!1ro_ge, inlPRAX 1999, p. 411 

e seg 
Em espec1al Z\V'EIGERT, }..;EUHAUS,JAY1H:!,, von T-IOFF?,L\NN, m KROPf-IOLLER,Jan, Dr2s Kol!tston=,Màc!N Sys!tnl de.r 
Sclm!zesdérSchmz,·heri!i! Vertn~sjxwkz, in futbelsZ 42 (1978),p 634·661., que menciona também o~ esl11dos de Ole L.t\NDO 
Ass1m ensnuHOP!-'l'v'll\N, Bernd von, Uber den Schurz des Schicheren be1 internationalen Schuldvertragen, 111 EabehZ 38 
(197 4), P- 401, expliciUJdo que nos casos excepcionais se podw us8r ll.dáusclia de ordem pública parll pwlegereste ''mais fraco" 
Ve;a esU evolução no livro de BRÓCKER, Manon, Y/erbmuchei"Srhurz w1 Europmschen Ko!lmomnr.hl, Peter Lang, Prankti.Jrt am 
:1\--f:J.in, 1998 e no llr1:!go de JUNKER, t\bbo, Vor. Cik!J'f!l zum CMS'"''"'ateur- Ent)J'it:k!Jmg des m!ernafwna!en 1/e,·braurhenrbutr;ecilt-t, ll1 

67 e seg 
Assim Enk, U dn:4mkrnahanaie pndpostmodm,e ~in: Remeü des Conrs de 1' i\eadémie de Drott 
Intemational delaHaye, 1995,II,pg. 44 (citado Jayme, Cours) Segundo ErikJayme, um~ das tend&mS:ts do direitointemacionitl 
pnvado pós-moderno ou atual seria 11 nwtr.óitlizaçâo das r0gns de confltto de leis e aplic~.ç~o reiterada dll lexjon 
Ve1a _,por todos, JAYME, Erik, "Le Droit Internal!onal Privé duNouveauMillénrure· la Protection de la Personne Hunlillne 
Face à la Glob:<hsalion",in Rmmi d2C,ur;, tomo 282, 2000,p 147 e seg 
JAThfE, Couro 1995, p 262-264. jaymr, em seu Curso de }-Lua de 1995 (lr!wnli m!t,rdle et mfi_grn-hm! U droi! mt~:-"naflmwie pmi 
postmodmre) P- 39, RÜnna que ll raziio de exlsl!r do Direito Intem2cional Privado é :t necessidade de elKOntrllr solnções justas 
na comumdade intetnacioual 
t\ceitarei aqui~ defin1çâo de globaliz~ç~o feita por C.i\STEr,·u;, :-•Ianuel, End rfMdlmmlfm {Fhe Infan'taTwii Age· Erono'r0\ Jot!f!)' 
and mirim,) volume III, Blrtckwell P, Oxford, 1998, p 1 
Veja sobre o temilno Bmsil,BATISTl, Leonir. Dtmk; rio Consl!m1dorpam fi MermJ'If/, Ed. Jurui, Cc1riiiba, 1998, p. 5 e seg. FELLOCS, 
Beyh Esther, Proleçii9 do !XJfJJ'U!Il!rlor fiO Mvcosul e J!a Umii{; J.!.mvpiw, Silo Paulo: K( 2004, P- 13 e seg. PERlN, Ecio Júnior, A 

2003, p. 45 e scg. Também KLAUSNER, Eduardo Antônw 
Ed. Jnruá,Curitiba, 2006 
An'ito llqm a teori~ de Enk Jayme sobre os rct1exos da pós-modermdade no DIPriv exposta em seu Cours, p. 33 0 seg Veja 
Lyotard,jeMl-frauç.ois,D~s post.modeme \i;T1SSt'll- Ein Bericht, PderEngelmann (Hrsg.), [Am dl'JnFranzi:isischen vonOtto 
Pfersmann], Viena: Pilssagen Verlag, 1994,pg.13 
Veja a proposta onginal de mna CIDIP de proteçíio do consunudor, ill Lflvl/1. IvfA.'\QUES, Claudia, do 

coJi!tll!!ldornas MrmM de LJtmto !ntertrae!Oi1a!Pnmdc- Du 11ectsudaà de mna C(;fi1.MfãO lntçamenmna 

mnfra!oc· e relações de !XJnmmo'', in Revista do Tribu11ais (Sio Paulo), voJ_ 788, jtmho de 2001, ano 90, p 11~56 EO> 'cmnec"''''' 
a minha propost;t por ARAÚJO, Contratos internacionais e consumidores n~s ..c'\méric:ls e no l\{ercosul- Análisr da proposta 
br~stleirll para uma convrnçio intcramenc:ma ll.ll CIDIP VIl, in TIBURCIO /BARROSO, p. 705-736 
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utilização atuali::-:adora do Direito Internacional Privado, preenchendo as normas de conflito 
(normalmente instrumentais) com valores sociais de proteção do parceiro contratual mais 
fraco, 42 o consumidor. 43 O resultado visado é aumentar a confiança do consumidor nos 
ne_f,.tÓcios intcmacionais, potenclalizando este merca.do inter-americano. Parece-me que normas 
especiais de conflitos de proteção dos consumidores oportunizarão a harmonia de relações 
internacionais necessária em nosso tempo; criando um Direito Intemacional Privado regional 

de solução material dos complexos conflitos pós-modernos, os quais agora envolvem direitos 
humanos e limites constitucionais.44 

Seguindo os passos de meu mcst,re, Er.ikJayme, confesso que a proposta brasileira de 
CIDIP VII é um Direito Internacional Privado mais "narrativo",~5 com efeito pedagógico 

(para mudar as práticas dos fomecedores em todos os seus contratos de adesão voltados para 
consumidores nas Américas), através da limitação da autonomia da vontade (escolha de somente 
algumas leis), inclusive com a inclusão de um fator de insegurança (conexão na lei mazJjawrrád 
ao mmumidJJi), de fomu a evitar a fraude e o fórum !ex (aplicação subsidiária da lei do domicílio 
do consumidor em caso de escolha inválida) e exigir a infom1ação desta escolha de forma prévia 
ao consumidor (mantendo sua liberdade de escolha de seu fornecedor). Como ensinava o 

mestre português, António ?\/larques dos Santos são normas de conflito "materialmente 
orientadas" e não mais "neut.ras". 46 Objetivam assegurar previsibilidadc para os fornecedores 
(que poderão escolher a lei em seus contratos de adesão e condições gerais contratuais de venda 

entre aquelas permitidas na Convenção), mas impondo limites (normas imperativas e escolha 
limitada) de forma a criar maior segurança jurídict1 aos contratos de consumo na região e 
fomentar a confiança dos consumidores (agente econômico protegido) para que pa1iicipem 

mais do nascente consumo internacional a distância e de turismo na região. 

É um Direito Internacional Privado que "discurse"~ ao mesmo tempo promova a 

"discussão" -,~7 e alcance através de uma Convenção flexível a necessária proteção dos 

42 Sobre o tem~t d<t passagem das normas de cont1itos "neutms"p~tm as "materi:llmente orientad~ts" e analisa11do os ensmanwntos 
do s~udoso Professor .·\ntónio Marques dos S:1.11-tos, ve1a G:\L VÃO TELLES, Eug,inüL Sob~:e o cnléno d~t "lei 1ruus favorável" 
nas norrnas de contlitos, in E!..ritrdosem Mem6na do Prifessor DoutorAnt6molviarqun-do.cSantvs, MIRANDA, Jorge et a.llii (Org.), 
Coimbra: Almcdina, voL I, 2005, p 193 e seg 

"Veja os tntba.lhos de FOCAR Fausto, La prol.cctwn de i~ parti c faible en droit interna!Jon~l pnvé, Rectml des COurs, Haia, 1984, 
V, p. 339 e sep;, FALLON, :!\1<\n\ Le dmit des rHpports intemHtionH\IX de consommat:ion,in f.D L 1984. P- 277 e seg, MAYER 
P1erre, La protectlüll de ](l partie faible en droítintemltl:mnal privé, in Ghestrn/Fontaine, La pr~tem~11 de !a parn,~Jmble dmH ,b· 
·m_ppwtuonirmiue!r mmpa-muomjmnco·bdge;, LGDJ, Pans, 1996, p. 513 e seg., LI\CLERC, Frédéric ].A pma:ctwn de la part7ejmb!edar:.r 
kst-vn!mt; mtenwtmnaux. BnJXebi.s: Bruylan1; 1995. E MOURt\RfLi'vfOS,Rníl\hnuel Gens de. Lt prorectwn de l~t pru:tie contmctuelle 
h plus fruble en dro1t inrem:H.ional privé portuguais In Das re!açõapnwdas mlemacw!Jaioo, Estudar de dtmki intr:marWna! pnwdo 

Coimbra: Coimbra Editora., 1995, p 200 
« VeJ~ JAl.1v1E,Cours 1995,p. 36 
' 1 Adoto aqui a teorÍlt de Jayme sobre normas narrativas (TAYlüE, Cours 1995, p 247), destacando que qu:llquer proposta de 

Convenção rntemacional e o texto dai oriundo tem hoje 1.un efcito ao nwnos n~trratrvo, de demonstrai os problemas e os 
caminhos, de narmrobietívos e pnncipio5, mesmo qUE' seja ~penas como fonte de inspimçiio, mesa10 que estas uonna.s nunca 
cheguem a l'er vigência, seus esforços, como os da Convenção de Haia de 1980, demonstram a extstêncm de necessidades e 
forçam a procura - naciowü, regional ou universal -de soluções 

46 Veja sobre a obra deste mestre d~t DLJV, GAL V AO TELES, P- 193 e seg. 
47Vejasobre o tema MÜLLER Fnednd1,Drreitrd_;rqyq_!!fm· Vlo!fflC'..a, Ed, Sérgio Fabris, Porto 1\legre, 1995, P- 17 eseg; Veja HABEF.M.!'L'\ 

Jlirg-en,Úgdiwdzot1 Cmi.r,Beacon Press,Boston, 1999,p. 68 
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consumidores nos mercados internacionalizados dos dias de hoje. 48 Dai não se estranhar 
que as sugestões do Canadá c Estados Unidos envolvam o recurso às normas de soft !aJJJ, 
com suas propostas de leis modelos. 

No Forwn virtual da OE.A, o delegado argentino, Diego Fernández Arroyo, conclui 
que haveria suficiente consenso sobre o tema das normas de conflito especiais para a proteção 

dos consumdiores nos apíses das _,_!\ruéricas de fonna a apoiar a proposta brasileira de uma 
Convenção sobre o tema, incluindo em especial o crescente comércio electrónico. 40 O 
argumento completa-se com o fato de no sistema inter-americano apenas tcm1os recorrido 
a uma lei modelo na CIDIP VI, quando o consenso foi impossível de ser alcançado. Conclui, 
com o Bra<;il, que haveria base consensual para a elaboração de uma C'..onvenção,50 com regras 
especiais de conflito de leis. 5

' No foro virtual Brasil, Uruguai, Argentina e El Salvador já se 
manifcstaran a favor que a CIDIP VII seja pela menos uma Convenção de Direito 
Internacional Privado clássica. 

Em meus escritos defendi que se tratava de um momento histórico nas Américas, 
onde nasceu o movimento consumerista no mundo,~2 e oportuno, pois a maioria dos países 
(a exceção da Bolívia e Trinidad Tobago)53 já possuem normas 1nateriais nacionais de proteção 
dos consumidores, 54 mas não os processos de integração, estando, portanto, a região pronta 
para evoluir para a terceira fase desta proteção, com normas de Internacional Privado. 55 

Note-se que somente através de uma Convenção clássica de Direito Internacional 
Privado (hard !aw) podetemos assegurar a necessária confiança dos consumidores neste nascente 
comércio intemacional de consumo intraregional das américas. Como leis modelos são 

* Sobre a necessidade de tomada(\(. posição da dontnna, VC"jll. incisivo, .ARRlGHI,Jean Michel. L:< protección de los consumidores 
y d !vfercosur. Rnma de Dim,7! do Consumidor, voL 2, P- 126-127 
Veja DREYZI:N DE KLOR, l\driana, Deredw Aphcable ~1 comercio el<<trónico, in El Futuro de la codiücanón del Der0cho 
internacionrtl pnvado e11 I'un~rica- De h CIDIP VI ll h ClDIP VIII, Org, Diego Fem~ndez A.noyo y 1-'llbio ivbstn'i .. llgdo, 
Córdoba- Ed Alveroni, 2005,p. 104 E LORENZETrJ,Ricndo Luis. Co,,mwe!edn/mco_Buenos Aires: Abeledo-Penot, 2001, 
p.256 

",:~;~;;,':::::~'~:d;;"~,'';'~"'~'~":;'';'}n:m~~>d::c;,~L;c\::G~'P~'J ~ID>:E:':,, ;r:;";~d.,. Heurs etnw.lheurs de la protectlon du consommateur dllns 
e> '"'"'">A>c,neCJ,, Pnis: LGDJ,2001., P- 511ss. 

Veja sobre a ;mportíínci:t destiis regras espcnais de DlPr de proteção do consm:nidor, BOGGIA'NO, I\nlonto, In!Yii!<hmw! 

Standa,n' ContmrtJ, Recueil des Cours, 1981, I, t. 170, Ni;hoff, 1982, p 138 
" Véa sobre k evobnón histórica d<:: !:< protectioll dcl <:onsumidot cn i\méricas, en las behs obns argenl:lnlls de ?vfOSSET 

ITURR~SPE,Jorge e LO.RENZFITI, Ricudo Luis. Dg'à!Ht dd can::umdor- Ley 24.440_ Sm1ta Fé: Rubinz:U-Ctli:wni, 1994 e 

STIGLITZ, Gabnel utuanos. Buenos /\Ires: Juris, 1997. En Urugully, SZAFIR, Dom. 
C'omumidcns-r\nálisis 250. 2. ed. Montevidéu: Fundaci6n de Cultum Universitcaria, 200?.eORDOQUI 
C/1.STILLA, Gustavo. Daecho def,·Mmmo )\{ontevideo- Foro, 2000. En Peru, VEGA !\'lERE, Yun Cor!i'raiwde mn.mmo_ Lima 
Grijley, 2001 En Colombi:<, VELTLLA,Marco (di~.) Polittraydmchot!eio"Ons:mm. Bogotá: El NRvegante, 1998. En EUA, ·~vLARSH, 
Gene A Comumerproted!Oil lm1·. 3. ed. St Paul: \XIcstgroup, 1999 e El"::,"TF.Ii\:, David G_ E 1\ilCKLES, Steve H. Comumerlmi·- 2 ed 
St. P:ml: West-Publishing, 1991. En Cn.nada, L'HELJREUX,Nicole. Droitdtla comommatwn. 4. ed. Québec Yvon Bhts, 1993 e 
LAPOND, Pierre--Cbude (Éd )- l\{élange Clilude !vias se- r:!n quilo t!e )1-id!-ce ef d'iqm.t<'. Québec Yvon Blais, 2003 
Veja o atlas sócio político com estil.S leis prodnzldos pelo Ministf.rio d1 jtiStiça p~t"- dar subsídios à CIDIPVII,in WWJ.\Wlj..g;OY.ill 

BENJA1v11l'-T, _A.ntónio I-Iennan de V, Consumer Protection in Les;;"Developed Countries: The VAtin i\mcric~n Expefience, 
in RJW'v!SAY, hian (Ed.), Comumer Law in t!Je Gleba! Eroi!O!![!', Asgate,Brooktield, USA, 1996, p. 50 
TON!OLLO, Javier Alb('rlo_ La protección mtenucional de! consnmidor: reflexiones desde l::t perspects.v1 de! derecho 
internacional pnv::tdo argentbo. Eem"~ tie Dm;to ri'oA1erCI)sul,Bue110S 1\ires/Pono i\legre, :mo 2,n. 6, dez_ 1998, P- 95 
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instmmentos pouco usados na região, parece~me que teriam dificuldades de em matéria de 
conflitos de leis criar a necessária previsibilidade e segurança jurídica que regras previstas em 
uma Convenção clássica alcançaria. E, mesmo para os países que não a ratificarem, esta 
CIDIP VII não dei.xaria ter um efeito de lei modelo trazendo preocupações novas com a 
proteção do consumidor em Direito Internacional Privado. 

Em minha opinião é muito significativo que recentemente as ONU, por sus 
1\.ssembleia Geral, em_ 23 de Novembro de 2005, tenha aprovado uma Convención .wbre la 
uti!ización de las Comunú!Jtiones blettrómàJS en /os Co!llratos Internaciona!eJ (United Nations 
Cmmention ol! the Ure ofElectronú: CommunicatimtJ in International Crmtrmts). Se esta Convenção 
ainda não está em vigor, foi justamente a CNUDl\H ou UNCITRAL, que já criara uma lei 

modelo que resolveu complementar sua soft law (Lt[Y 1\dodelo de la CNUDlvfi sobre tomera"o 
elettrónito) com um Convenção. 

Em outras palavras, em tema de fomento da confitmça não basta apenas modelos, é 
necessário enfrentar as fahas do mercado com regras obrigatórias, mesmo se flexíveis. ::\lo 

sistema romano-gennânico que predomina nas Américas, os juristas estão mais acostumados 
a este tipo de normas, dai o sucesso de uma convenção ser maior, além do fato de poder ser 
considerada modelo ou "ratio scripta" ou regra uniforme na solução de casos práticos. 

Considere-se também que o tema da proteção dos consumidores é tema constitucional 
em muitos ptúses das -'-A.méricas, como no Brasil (Art. S,XX:Xll e art. 170 da Constituição 
Federal) e Argentina (art. 42 da Constituição Argentina), tema de direitos humanos, onde a 
hierarquia dos tratados e convenções vêm asse girada nas Constituições e tema muito ligado 

à ordem pública constitucional. Resumindo, parece-me que até mesmo a CNUDMI ou 
LN CITRAL, que elaborou a lei modelo de maior sucesso em matéria de comércio eletrônico, 
chegou a conclusão que o valor das re611·as não é o mesmo se ll~troduzidas através de uma lei 
modelo ou por wna convenão. S6 A Convenção CNUDMI de Novembro de 2005 tem como 

finalidade justamente 'fomentar la .regNridad jttrídita_y la prevúihilidad comercial mando Je Ntilüen 
romNnimàoneJ elettrónical', nos contratos entre empresas com contactos com mats um 

ordenamento jurídico (contratos internacionais entre empresas). 57 

Note-se também que a União Européia preferiu recorrer a uma Convenção stricto 
sensu e agora a uma norma obrigatória (regultuncnto) para alcançar este objetivo material 
através de normas de conflito flexíveis e atualizadas. i\ tentativa de Haia em 198058 também 

não era uma lei modelo de conflitos de leis e foi superada pela Convenção de Roma de 1980, 
também uma /Jard /a;JJ, não por Diretivas de Direito Internacional Privado. 

;,, 1\sí GREGORY,John D., '~11w proposed U.'.\lCrTRALConvent.ion on Electronic Contr~cts".lhc I3us.iness Lawyer, vol. 59,p 
317, November 2003 "In favour o f prepanngatl e- co1ltntcts cmwetltion, 1tw1ts sa.id lhat aconvention could contribute to tl1e 

legislatlv<:< arsenal ofmeans incrcl1S1flglegai certrunty o r wmmernal p!:~dicabllity in electronic business tmnsaclions -· alongside 
dw MLEC(I'v!odel Law on Electrol1lc Comnwrce) 

57 l.v:\JlW.llilc.itmLrn:gLp.dfLmgli~eLe_ctro.n12Qill.Cmill.e.utiuu.pdí acesso el 20 .06 . 2006 
sg VON MEHREN, Arthur, LJi• afplicabie !o cerlam coMumer .caler, T e.:x:h ada;Nerl kv dJe Fourfee,!h Se.ssto/1 and Explana/a-;:; RsD'"'T, Ed 

Bureau Permanent de la ConférQnce, Hma, 1982, p. 6 y seg 
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Em_ resumo, fora do sistema da mmmon la))) puro inexiste experiência de lei modelo de 

normas de conflito de leis que tenha efetivamente resultado na proteção dos contartantcs mais 

fracos, os consumidores. ~este sentido, concluo que para fomentar o consumo internacional 

nas Américas, trazendo maior confiança e segurança juridlca para os consumidores da região e 

previsibilidade para os fornecedores de serv-iços e produtos que voltru:em suas atividades para 

esta re.b:rião, o melhor seria que a futura CIDIP V1I de proteção dos consumidores, pelo menos 
no que se refere às normas de conflito fosse uma Convenção, como sugere a proposta brasileira. 

Esta conclusão não invalida ou impossibilita que outras leis modelos, sobre os demais temas 

de jurisdição (única proposta canadense que foi redigida) e sobre solução de litígios e devolução 

de quantias (proposta dos EUA) scjmn discutidas e eventualmente aprovadas. 

B. A polêmica inclusão de normas sobre jutisdição na CIDIP VII e a nova 
proposta dos Estados Unidos da América 

O Brasil preferiu evitar o tema da jurisd.ição, do foro privilegiado para os consumdiorcs 

e da possibilidade ou não de escolha do foro estatal ou arbitral nos contratos de adesão com 

consumidores, tendo em vista as tratativas da Conferência de Haia de 1996 a 2005 no tema 

(Tudgements Projecty). Como sabemos os esforços da Conferência de I-laia (aprovou a 

Cont1ention on Choice oJCourt_c4greementf, que exclui os contratos de consumo) 5S, assim como 

aqueles da CNUDCI ou UNCITR.AL para adaptar a Lei J\ifodelo de Arbitragem aos contratos 

de consumo c mesmo do CI\"IDROJT em tema de consumo falharam c o tema da proteção 

dos consumidores continua sem consenso mundiaL 6D A proteção faz-se somente por leis 

nacionais de processo civil internacional. 

A Convenção de Bruxelas de 1968 que era modelo transformou-se em um 

Regulamento europeu interno, de difícil efeito multiplicador no mundo, tendo em vista as 

circunstâncias especiais de nifortementda União Européia. O tema de uma jurisdição especial 

para consumidores realmente é complexo c mesmo a sugestão realizada por Nádiade Araújo 

para mudar a lei brasileira (art, 88 do CPC) não pode conseguir consenso in temo no Brasil, 

continwmdo a doutrina a utilizar a nonna do Código de Defesa do Consumidor (Art. 101,1 

da Lei 8.078/90), que em princípio veda a cláusula de eleição do foro em contratos de adesão 

de consumo e a cláusula compromissória de arbitragem (art. 51 da Lei 8.078/90).6 ~ 

19 Vea texto m ~:.ill::.dw1.et o LL'GINBÜHL, Stefan y \VOLLGJ\S'I: He1ke Das neue H~:tger Überemkommen üher 
Gerichst,u}dsverembói.tungen: Aussichtcn fur dói.s geistÍge Eigenlum, in CRUR T11t. 2006, p 208-220 

"'Veja sobre o texto j~ existente, site U''.\>'.'<:.hcdU1i't, ou von :tv!ehren, Arthur, ''Dntfüng a Convcntion on ltüETll~tion:llJunsdicüon 
nnd lhe effecl o f Forelgn Judgments Accpel~ble \X'orld-\VJdc: Cm the Hague Conff•rence ProJCCl Succeed?'', llt 49 A111 ]Co,~D 
L. 190 (2001), p 194 e seg c Projctde Principes relatifs à la procédure t:ramn~lionalc, in Un:"f.P·rs La,! Rc.nm/ Re,ma't D;·mt (],!!forme 
(UN!DROIT), 1119 (' seg o uno srte).--,.vwunidrQiW.;g, comentário de Fena11rl, Frédéüque ''L?s 'principes' rela!ifs à h proc6dur<:' 
nvile tmnsnalio1mle som "ils autosufi"is~Jll.S? De la néccssilé ou non deles ll.ssorür de 'n?zl.es' d~tns l<:> pmjel ALI/Unidroi(', in Unifor!!l 
J.J>ir I·&úw-/ P.Ewuk DmirU,fonne(UNIDROIT), 2001, p. 995 eSi'g., ou. Ll:VtAJv!ARQCES, Cláudia, Procédme avile ll1tem~tionale 
etl\l[ercosur. pour un d;alogue des lmiversel]cs et ré[ionales," Reruea'w Drod Unifc;rmt/UHs(.,rnl L.:lil' &ww (ti.l\[JDROITj, 
"h'cm;wm.d&>" ];lm,lml< J,]);"' J'm<'d j,,,gml"" """"'l"'"Í'"''"Y'. vcl VIII, 2003-1 /2,p. 465 e seg, 

"l Veja detalhes sobre esta tentativa l' a alual situaçho leg:\l no p~is, LIMA lv!.ii.RQUES, Cl:iudi~, O novo Dirello Internacional 
Pnv~tdo e a proteção processual dos comumidores de be11s c serviços estrangetros ou no exterior, Ul VeCtta · Ltt:gm jmhml 
mftmrmMai~ vol. 4, 2005 (Buenos /'urcs),p 261 e seg 
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No Foro virtual a proposta de trabalho do Pro f Dr. Eduardo Tellcchea Bergman do 
Uruguai sugeriu a inclusão de artigos sobre jurisdição em uma Convenção CIDIP VII, 
bastante baseada no Protocolo de Santa fdaria sobre jurisdição para relações de consumo do 
lv'fercosul, texto que nunca entrou em vigor sequer entre os S países do Mercosul. 62 Este 
texto foi também apresentado pelos delegados argentinos como documento de trabalho. 
i\lgumas dúvidas persistem, se será uma ''cont'!Jntion drmb!e'' como a Bruxelas63

, se a definição 
de conswnidor será a mesma das normas de conflito ou diferente como aconteceu na União 
Européia, se só para consumidor passivo,64 se permitirá a eleição de foro por contrato de 

adcsão6
", e a arbitragem intemacional de consumo66

, ou mesmo um processo com fases à 
distancia como o projeto de protocolo de Santa Maria.67 

Ninguém duvida da importáncia de estabelecer não só a lei aplicável, mas um foro 
mais favorável aos consumidores, dai a importância de maior cooperação entre os Estados 
da OEA também neste tema,68 o que Fausto Pocar denominou "forum shopping" a favor 
da parte mais fraca. 09 Ocorre que o consenso sobre a matéria parece ser dificil de ser alcançado. 70 

Neste sentido, louvem-se as idéias de Di ego Femandez _;\rroyo, ao afirmar a necessidade 
de uma Convenção interamericana sobre jurisdição internacional em gercl, incluindo temas 
de contratos de consumo, mas talvez em uma futura C1DIP VIII e não agora.71 Afirma o 
delegado argentino: "Como ha quedado aprobado e! teman"o fPara CIDIP T/JI], tal vtz se alcance una 
(o z..'an·as) ng!amentaàoneJ en ma teria de comumidores, r;on particular inàdencia en !as relaciones entabladas 
por medias eledrónicoJ, abarcando normas de competenda_y de derecho aplicable. Tal idea no obsta en modo 
alguno a! eJtudio de la preparación de tJn te..Yto Jobre competentia r:on alcance más general ett etapar 
posten·ores.'' 

A proposta canadense preferiu redigir uma lei modelo sobre o tema, mas poucas 
foram as manifestações no foro apoiando esta iniciativa. A Lei modelo canadense sobre 
jurisdição inclui várias definições restritivas de seu campo de aplicação, exige conexões 
substanciais (real andJNbstartciai m;mettion), permite a escolha escrita do foro, reconhece o valor 
do marketingpara determinar o foro, mas protege apenas o consumidor passivo, que contrata 
a distância, excluindo de sua proteção o consumidor turista (4.3). Parece-me que o ponto 

"· Ve1a WEHNER, lJlnch, Contratos mtemacron~is· proteção processwü do consumidor, ml'egr:~.çiio econôtnKa e internei, m 
;;:,,·,stad~DwotodoC~r.sl/lm.dor, vol. 3& (abr /junho 200l),p. 163 e o hvro de KLAUSNERsobre o l~ma 

'" Vra FOCAR, Laproiection à la,t;artl.ejábk en a',-;:. i/ intenwtwn/prné. Rec. Ao.d La Haye, 1984, V, p 265 e seg. 
"'Assim ensin11., KROPHOLLER,Jrut, Europfüsches Zi:viloprozessrecht, 5,Ed, Hcidelberg. Verlag Recht ttnd wmschaft, 1996, p 

177 (Art.13,Rdn. 1) 
";WEHNER, p 163 e 164 

oc Cnticas de KLAC'S]','ER, Edu:udo A.Jurisd;çiío intemacional em m~léna de relações de consumo no Mercosul-sugestões para 
a reedição do Protocolo de Santa Maria, in R(·'Vtsta de Direito do Consumidor, v oi. 54 (abriHunho 2005), p. 134 e seg. 

57 FERNÁL'\lDEZ ARROYO, Di ego, La neuva conügumnôn dei Derccho Intem~.cional Pnvado del Mercosur. Ocbo respuesus 
contra la incettidmnbre, in Rfwta de Den:cb~ a'e/ lv[mv.c;n·; ano 3, n. 4, ~gosto de 1999, p, 43 

óB Ve1a 'fELLECHEA BERGl'viAN, Eduardo. L.a rhnmmón ;ua'zcwi de! ,;;~;o pmurk mternaC1oncd en ti ámb;tú regwnai, ),{ontevídéu: FCU, 
2002,p. 5 

"' POCAR,p. 398 
70 ~\ssim KLAUSNER,1n TIBURCIO/Br\RROSO,p. 375 e ser; 
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mais controverso desta proposta deve ser a inclusão, como tnodelo para todos os países das 
Américas, do instituto do Forum non c01weniens em casos envolvendo consumidores (discretion 
about the exercise qfjuriJdiction). Em tema de proteção dos consumidores, que é considerado 
direito humano, a incluir o acesso à justiça, parece dificíl que o modelo pelos paises americanos 

seja justrunente a liberdade do juiz de decidir se aceita ou não julgar a causas de consumo 
através de um o forum non convenien.r em ações do consumidor .. 

A proposta atual dos EUA é ousada por incluir não só a devolução das quantias, mas 

também toda uma série de regulamentações sobre resolução de disputas (Drqft PropoJa! for a 
Alodel Inter-Amen·can La;p on Avaliability rf C(msumer Dúpute Re.roürtion and fudresJfor consumers), 
mas seu espírito parece bastante protetivo dos direitos dos consumidores 'Trata-se de uma 
lei modelo conceitual sobre existência c acessibilidade de sistemas de resolução de controvérsias 
e de restituição econômica para consumidor A proposta traz uma série de definições ( consmner, 
business-to-consumers transactions, dispute resolution, altemative dispute resolution, 
redress, economic harm, consumcr protection enforcc1nent authority, disvrultagcd or 
vulnerable consumers). Esclarece que seu objetivo é a facilitação apenas das ações dos 
consumidores e servir de norma complementar as leis já existentes nos países da OEJ\. Traz 
normas detalhadas sobre o acesso à um sistema de Solução de Controvérsias (incluindo 
online dispute resolution, a necessária proporcionalidade dos custos) e a um sistema de 
restituição das quantias pagas pelos consumidores (RedresJ forCrm.mmerJAoting Individuaf!y, 
Collective And/ or Represmtational Di.spute Resolution and Redre.rs forCommon IrgUres to Consumers_, 
Governmental Dúpute Resolution and Redress.for Economic Hann to Consumers). 

Em resumo, concordamos com Diego Fernandez Arroyo que é possível discutir e 
aprovar mais de um texto na CIDIP VII, ou pelo menos reservar o tema da jurisdição para 
uma futura convenção geral. Minha opinião pessoal é que o consenso alcançado em matéria 
de regras especiais protetivas ao consumidor em matéria de conflitos de leis pennitirá a 
elaboração de uma CIDIP VII sobre lei aplicável a alguns contratos de consumo, mas não 
será suficiente para a discussão e fonnação de algum consenso sobre o foro privilegiado do 
consumidor, a possibilidade de eleição de foro e de foro arbitral em disputas envolvendo 
consumidores. Sendo assim, para não prejudicar os esforços já empreendidos na redação e 
formação do consenso em matéria de regras de conflito o melhor seria separar estes dois 
temas e estudar a aprovação de uma das duas leis propostas de lei modelo ou estudar uma 
convenção sobre o tema para a CIDIP VIII. Aqui o exemplo europeu, que tratou os temas 
separadamente nas Convenções de Bruxelas de 1968 e de Roma de 1980, pare.ce sábio. Com 
certeza, pm-ém, a reunião preparatória da CIDIP VII em Porto i\lcgre trará algum avanço 
sobre este tema. Vejamos agora detalhes sobre a fase atual da proposta brasileim. 
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li. A FASE ATUAL DA PROPOSTA BRASILEIRA DE CONVENÇÃO 
INTERAMERICANADE DIREITO INTERNACIONAL PRIVADO SOBRE 
A LEI APLICÁVEL A ALGUNS CONTRATOS E TRANSAÇÕES COM 

CONSUMIDORES 

Para concluir gostaria de analisar a fase atual da proposta brasileira de Convenção 
Interamericana de Direito Internacional Privado sobre a lei aplicável a alguns contratos e 
transações com consumidores, dividindo minhas observações em duas partes. A primeira 

dedicada ao campo de aplicação desta proposta e seu preâmbulo e a segunda as normas sobre 
lei apbcável ou normas principais para os contratos internacionais de consumo, em_ geral e em 

especiaL 

A) Campo de aplicação da futura CIDIP VII de proteção dos consumidores e 
métodos de Direito Internacional Privado escolhidos 

A proposta brasileira consta apenas de 7 artigos, e um preâmbulo (por sugestão das 
delegadas de El Salvador y do expert Velasco San j\{artin),n estão sendo elaboradas as 

normas finais de praxe das CIDIPs. 73 Vejamos o seu campo de aplicação. 

1. Campo de aplicação subjetivo: concentração total na definição de consumidor 

A norma sobre o campo de aplicação subjetivo (art. 1) se concentra total e 
exclusivamente na definição de consumidor, sujeito de direito vulnerável e leigo, que se 
encontra frente a um profissional ou fornecedor de produtos ou serviços (não definido na 
proposta brasileira). 

FERJ'\JANDEZ J\RROYO, D1ego.Acerca rle la necessldftd y )as posibilidades de un~ Conveuc!Ó!\ mteramericnna sobré 

C:~~,:::7::::~~:~~'(;;;;;~~;;,;o: 4, 2005 (Buenos 1\ires), 80 e seg 
C RK!l,_FIRJVLAKDO su voluntad de continuar el desarrollo progres1vo 

y la cod!fic~C!Ón del derecho mtemacional privado entre Estados 11Uembros de la Orr;amzac1Ó11 de los Estados .Americ~nos; 
REITER!u"'DO la conv~nienci!t de ham>omzar hs solc1ciones de las cuesnones relativrts a] consumo mternaciomü como 
fornu de garantizar mayor previsibiiidad pam el comercio intemacional en lit fegión y mayor seguridad jurídic!t para los 
consw:nidores, de acuerdo çon l&Resoluclón A/RES/39 /248 de h llsamblea General de la ONU (Gurdelines for Consumer 
Protection, 16 Apr:il1985); CONSfDERii.NDO el crecin:uento expon~ncial de contratos y lransacciones entre consumidores 
y profesionales o proveedores de bienes y servic10s en h región, y que pHa estimular este proc<>SO es necesaLio tener nn cueutl\ 
las Jtuevas caracteásticas de deslocahzación de las tmns:tccion('S de consw11o, el acmwillo dcl turismo de mas as y la complejtdad 
de los nuevos contratos de consumo con contaclos en va~-ios Estados, neando nuevos n1s1.nuncntos juJ1dKos que estimulen 
h confianza del consc=irlor en los conaMos mtemacionales de consumo, Ff..c\_,_"-1 CONVENIDO aprobM la siguiente 
Convención:" 
No onginaL[Dtsposioones generales y fmales Art.. .Exdus16n dd recnvw- Por h aplicar.ión de h ley rle un pais determmado 
por 0stn t011Venc1Ón se enteuder:i 1:< aplicaetón de las nonrms de derecho cn v1gor en este p:<is, con exclusdm de las nomtas de 
derccho mtemacional privado_ Art .... PRm facilitar 1~ aplic2.ción de esta Convención, el DepMt~mento de 1\suntos JurídiCoS 
y PolÍiicos de la OEA lllimtenrlrá en su página dr Tntemet. un espacio de consulta de bs ieyes que vcrsen sobre b deleus<~ de 
los consumidorrs y contratos de consurno, las que senln envwdas por los Estados partes. Cada uno de lo8 Esmdos partes podá 
desig:nu una 1\utoridad Central pA.m fanlirRr la información sobre hs kyes extcanjeras y n~Clonales de protrcoón de los 
comu.midores y sus modificftciones. En Estados Federados será posible design:u mis de una 1\utondad Cent.ml [Orden 
púbhco dd foro- Art. '!8 CIDIP Vl Prohibición de rescrv~s- contra e! art 21 de 1~ CIDIP V. Regias [males del Pwyecto 
Telledwa, :trts. 19, 22, 23, 21,25, 26, 27, 28, 29, 30 dehCIDIPVj 
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Concorde-se com TONIOLLO, quando afirma que o conceito de consumidor, para 
o D1Pr., deve ter uma necessária amplitude "para comprender las V'anO.das situaâoneJ netesitadas de 
tuteld'. 7

ó A Convenção de Roma de 1980 sobre a lei aplicável a obrigações contratuais, ainda 

em vigor na CE, em seu Art. 5 define "contratos concluídos com consumidores", como os 
que tem por finalidade fornecer ou abastecer uma pessoa para um uso que possa considerar­
se alheio a sua atividade profissional.15 A proposta brasileira não traz definição de contratos 

internacionais de consumo.-16 .A proposta não define relação de consumo, preferindo agora 
usar a expressão tradicional "contratos com consumidores" ou contratos de consumo. 

>-:leste sentido, parece-me que as caracteásticas dos consumidores que scri<un aceitáveis 

por um maior número de países seria a de sua não-projiJ.rionaàdade, de pe.uoaJí.rira (a relembrar 
o uso familiar, coletivo ou pessoal dos produtos c serviços adquiridos ou usados), de 
amtratan!e ou usudtio final (no caso do turista ou usuário dos serviços online) c de vítima 
difeitos ou vícios de produtos e seniço.r. 77 Importante destacar também que, de forma geral 
reconhece~se, uma definição de consumidor "'relacional", isto é, que este stattls pontual e 

efêmero realmente só ocorre frente a um agente econômico profissional, o fornecedor, a 
empresa, o comercimte, em relações profissional-leigo (art. 1 da proposta) e não em relações 
profissional-profissional ou leigo-leigo (art. 5 da proposta).'/8 

Nossa sugestão de definição de consumidor seria: 

1. A !o.r ifettos de esta ComJenàón se entiende por Consumidor cJ.ta!quierpenona jisica que, 
frente a Hn .ProftszOna! o prov'eedor de bieneJ y Jenicio.r y m las trmzsacciones~ mn!rato.f y szútaàoneJ· 
comprendidas por eJta C01wención, actúe cott jineJ que no pettenezcan a! dmbito de JU actzizdad 
pnfúional 

Parece-me necessário proteger também os terceiros da família c acompanhantes, 
usuários diretos e também não profissionais, pelo que se sugere incluir uma regra de ampliação 
do campo de aplicação das normas usando a expressão "destinatário final" (EndverbmHtber): 

2. Se ronJideran !ambiàt tonJumidores a !oJ terceroJpertenetimteJ a !afamilia de! rvnsumidor 
principal u otro.r acompaiiante.r (lrystander.~, que UJ!1_/t7Jdúan direttamente !o.r semicio.r_y productos 
tvntmtado.r, en los ~.mztratoJ lVmprendidm por esta Conu:nción, como deJtinatan·oJ_finale.r. 

7~TONIOLLO,p 95 
71JAYME/KOHLER, fPR-Texte, p. 107 
-, Sr ttma tal ddlrnção fosse neccssána, msptrado no ~m~l projeto d0 ley de der0cho internac10nal privado Rrgentnw podedamos 

;:;~;;~~::~~~:':le~fi:n:iç~w:•~'é:\r:l;:::~~~::::~~~::::;::~~~:::~ "::;"~::;,:;:::~::~: SO!Ja;;ntactrsvo/ettu;,; mfrl'ofro~ 
)' tle am:púm:er:fo, e.,·tabiemmenfos o Nmdm<ta habrtuw' de :bparff:;}' !a uttmcr6n de iN 
brwes o o/elo de! rontmto ,. 

' 7 AssimtambémBEN)/\_l\.fiN, p. 500 
"Asstm o i: no ordewur:ento JUtÍ(hco dH Il':ilia, Fmnça, iiJemanha, Inglaterra, Bélgic:t, ex,a.mm~dos em deL~lhcs por KLESTA DOSI, 

d1 Diritlu C:ivlle, 6, novdtc.i997, p 669 ~ 675_ Sobre a 
repercu~sflo destas idéias nos do Mercosul, vej~ R1VERA, Julio César, 1nterpretacôn del Dcnrho tCI!Iumtan& ;·na'"'" de 
mnJmmtfo,-- dos apan'e! de ia Code ti e J..ux·emhm;go, m La L:y, Buenos _c\,_jres, 1998, p 520 e seg. 
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E ainda sugere-se, uma norma especial para a definição de consumidor específica para 

o contrato de multipropriedade ou time-sharing: 

3. Para e! caro de los contratos de /)iaje_y de tiempo tompartido, se considerarán consumidores: 

a. e! contratante pnúàpal o la personafísim que mmpra o se mmpromete a contratar un úqje 
combinado o no, o un tiempo compartido para su uso propio; 

b. los bmijician·os o terceras personaJ en ltombre de las ttta!es contrata o se mmprom8te e! 
contratante pn·napa! a tontratar el1Jiqje o paquete turirtico_y los que usujrudúen dd vúyiJ o de! tiempo 
compartidfJ por a!gún eJpacio de timtpo, aunque no Jean mntratantesprindpalej~· 

t. e! cesionan·o o la personafísim o ;útidica a la atai e! amtratante pn";tcipal o beneficiaria rede 
eltiqje o paquete turfstico o los derechos de uso; 

Já o Art. 1.4 da proposta traz uma regra de abertura sistemática na definição (norma 
de ajuda ou Hi!fmormen), para o caso da lei conectada em abstrato ou a indicada aplicável (!ex 
cauJao) definir de maneira mais ampla o consumidor (por exemplo, incluindo as pessoas 
jurídicas ou outros sujeitos "equiparados" a consumidores como os art. 2, 17 e 29 do CDC 
brasileiro). Neste caso, o juiz pode (faculdade) ter em conta esta extensão do campo de 
aplicação da convenção, se for mais favorável aos interesses do consumidor. O texto é o 
seguinte: 

4. Si una lqy (Vnectada con e! caso o indirada como aplicable por esta crm7Jención definiese de forma 
más a;np!ia o beneficioJa quien debe ser considerado consumidor o quien se equipara a otros agentes como 
consumidores; o e! juez competente puede tener en menta esta ex-zensión dei rampa de aplicación de la 
amvención, si es más jawrab!e a !o.r intereses dei wnsNmidor. 

O .Art. 1.4 é útil principalmente para países como o Brasil em que muitas vezes o juiz 
de primeiro grau ou dos juizados especiais (sma!l claim.r) executa apenas a qualificação pela !ex 
jon' (apesar da menção à qualificação excepcional pelo art. 9 da LICC/ 42) e não se recorda de 
qualificar pela iex causae (até mesmo porque as remissões a outras leis ou quaJquer renvio 
continuam proibidos pelo Art. 16 da LICC/ 42). Sendo assim, esta regra de possibilidade de 
"qualificação" pela !ex causae,79 se "favor consumidor" pode ser importante na prática da 
futura CIDIP VIL 

Veja uma defesilda qualificação peL\ !oc ca~t,·ae, apesar de suas dificuldades, in ELT-IOUEISS,Jean-Luc fu>tour sur la qur:tlit:iclltion 
leJ,e causaeen droit inl.ernattonal privé, Renre trimutn'!!e Le.o<,sNext.r]unsC!aeuer-] DJ, avól-jnin :2005, P- 231·-31.3 
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Evitamos também definir as próprias conexôes, como domicílio, lei do lugar da 
celebração do contrato etc. Estas encontram-se definidas em algumas CIDIPs, como o 
dornicílio,80 ou pelas leis nacionais. Deste modo, entendemos que a única definição reahnentc 

necessária é do sujeito protegido, o consumidor e que isto facilitaria a aprovação por um 
maior número de países da Convenção. Neste sentido, a definição principal de consumidor 
(art.1,1) inclui apenas as pessoas físicas e evita termos indetenninados, como "dest.inatário 
final'' (Presente apenas nas equiparações do art. 1,2). Definições especiais de consumidor em 

matéria de contratos de time-sharing,B1 e de pacotes de viagem ou turísticos (tiqje combinad{)?2 

fonun necessár1as , segundo a larga experiência européia e vêm aqui aceitas. O art. 1.,4 da 
proposta brasileira abre espaço para o juiz considerar como consumidor os demais agentes 

corno consumidores, conforme a !ex tvntrartus. Sendo assim a parte de definições da proposta 
é mínima. e este "minimalismo" pode ajudar a aprovar em um maior número de Estados 
a futura convenção. 

2. Campo de aplicação material: as exclusões 

A delimitação do campo de aplicação ratione materiae começava pelo titulo, inspirado na 
proposta de I--Iaia, "una com..'fmción sobn; algunos contratos de t'onsumo intemacional", mas hoje retirei 
a expressão inicial" relações de consumo", que se comprovou não estar ainda consolidada 

intemacionalmente e cuja definição poderia prejudicar ttlguns consrnnidores ou a própria aceitação 
da convenção. Preferi, assim, pelo momento, colocar o tema como apenas de "contratos com 
consumidores'' aproximando da expressão em lingua inglesa ''iV!zsumermntractl'. A menção 

a expressão "contratos" é da essência da proposta brasileira, que não se volta para delitos ou 
atos ilícitos, onde há maior número de regras em Convenções intcmacionais (como as oriundas 
da Conferência de Haia sobre fato do produto e mesmo projetos na própria OEA_ sobre 

acidentes catastróficos que podem ser de consumo), mas a proposta brasileira, ao contrário da 
Canadense inclui contratos concluidos fora do comércio eletrônico. Considero que é oportw1o 
que o esforço atual da OEA, seja aproveitado para regular o maior numero possível de contratos 

de consumo, de fornecimento de produtos (projeto Haia de 1980) e de serviços (propostas 
EUA c Canadá), pois mesmo se a venda ainda é o mais comum destes contratos intem.acionais 
de consumo (principalmente para o consumidor turista, art. 2.2), no comércio eletrônico na 
região acessão de direitos de bens infonnáticos e de lazer (músicas, filmes, jogos etc.) cresce em 
importância (att. 2.1.), assim como o time-sharing ou multipropriedade (art. 7) em contratos 

de viagem combinada ou pacotes turítiscos (art. 6). 

eseg 
Veja-se Direct:iva 94/47 /CE- ivfu.lttproprJ(~d<J.d 

Veja-se TALE, Camilo Cor1tm.0 do 1~w;e, Bue11os 1\ires: H~n1Jnumbi, 2005, p. 76. \\i'EINGARTEN, Cela c GHERSI, Carlos A 
Cmifr,<fo de '1/msmo. Buenos .L'ures Abelerio-Peml, 2000, p. 81, GJ\RCÍil. RUBlO, Macia Pn LA n~toniabi!idad rotJ!roctuai à/ar 

a.?trN7il.f de 1~w;e (m d <"Oiili"afo de wye cambmadoj, Madrid Ed. :!vlontecotvo, 1999, p.25 e ATHENIENSE, LUC!aJH Rodrigues. Á 

n.~Mnsabliw'ade ;urid<m dar agdiicuu de ~'4gem, Belo I-Iom:onte Del Rey, 2002, p. 16 
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A proposta brasileira de CIDIP deve se aplicar a todos os contratos internacionais de 

consumo, dai a importância do art. 5 que regula as exclusões desta campo de aplicação 
material da convenção. Ficam excluídos as obrigações contratuais excluídas expressamente 
do campo de aplicação da CIDIP V sobre contratos internacionais (relações trabalhistas etc.), 

os contratos de transporte (simples) regulados por Convenções Internacionais; os contratos 
de seguros; e os contratos comerciais internacionais entre cmnerciantes ou profissionais, as 
questões societárias, sobre nomes de domínio da internet e os acordos sobre foro c arbitragem. 

:-Jão mais se exclui, visando o futuro, e a crescente importância dos contratos de serviços 
finan.ceiros de consumo, estes, inclusive no mercado de capitais e bolsas,83 somente exclue-se 
"os demais contratos e relações de consumo, e as obrigações dai tcsultantes, envolvendo 

consumidores regulados por convenções específicas." 

O texto é o seguinte: 

Art. 5. Temas exclui dos 

1. Quedan exduzdos dei campo de ap!icaàón de esta Cmwwdón: 

a. los contrato.r de transporte re,gu!ados por Com:enàones IntemacionaieJ~· 

b. los cmttratoJ de seguros)' na.reguros; 

c. iaJ ruestiones derivadas de! estado d/)t! de !aJ pen-ottaJ)' la mparidad de las partes; 

d. las obligacione.r rVJttradua!eJ que tuvie_r:en como oijeto ptinapa! cue.rtioneJ Jlfceson·as, mestione_r: 
teJ·tamentan·as, regímenes matn"tnoniales o aque!la.r den.t>adas de relaciones de.fami!ia; 

e. !oJ ar:uerdos so!Jre arbitrqje o e!em"ón de foro; 

.f laJ me.rtione.r de derer:ho sorietan·o, de Jeguridad sotia~ !abora!e.r_y sobre nombreJ dt dominio; 

g. hs r:ontratoJ mmerciale_r: internaciona!es entre mmerciantes o profe.rionale_r:; 

h. los negocioJ juridir:o.r entre los jailido.r _y sJJ.r acreedore.r .Y demás pror:edimientos aná!ogoJ, 
eJpeáa!mente lo.r conr:ordatos_y aná!ogo.r; 

i. los demáJ" mntratos· .. Y re!arirmes de consumo,)' la.r ob!igaáoneJ· de e/los reJU!tantes que, 
ind!1Jendo rmwtmidores, se enmentrm regulados por mnvemiones eJpetijicaJ o que tengan una regulación 
autônoma en e! dencho conv'entional internaào!la!J,igente entre lo.r .BJtados de e.rta Comxmtión; 

B) As principais regras da proposta 

Cabe-nos agora apresentar as regras principais da proposta, os art. 2, 6 e 7 sobre lei 
aplicável (regra geral e regras para contratos especiais) e os art. 3 e 4 sobre excções a esta lei 

83 Sobre o tem~ veja KRO~KE, Herben C~pital nm.:kcts md conflictorl:tws, m F&ctm! der Cour:r 2000, tomo 286,p. 265.266 
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aplicável (normas imperativas e cláusula escapatória). Completar o sistema da CIDIP V, com 

uma regra de autonomia da vontade limitada e a indicação da lei mais favorável ao consumidor 

é seu objetivo da proposta brasileira de forma a assegurar maior confiança dos consumidores 

no comércio internacional de consumo na região. Como ensina Adriana Dreyzin de Klor: 
"La protetción de! consumidor o más wncretamente, los contratos entre los consumidJJres_y propeedores de 
bienes} Jemiàos preocupem espeàalmente en e! sentido de que no pueden quedar librados con exdu.rúzdad 
ai arbitrio de !a.rpartes ante lar nototias asimettiar que los raracren·za."8 ~ 

1. Combinação da lei mais favorável ao consumidor com autonomia da vontade 
limitada 

Nas Américas muitos países ainda têm dificuldades em aceitar a autonomia de 
vontade8

" como conexão mais usada no comércio internacional, entre e1es o Brasil. JS~ assim 
que a CTDIP do .?vféxico de 1994 ainda não está ratificada por muitos paises. Erik Jayme, 
porém, ensina que a autonomia da vontade pode ser um fator de fomento ao comércio e de 
confiança do consumidor, se bem limitada ou como instrumento a favor da proteção da 
pesso::thumana-consumidor_,SG é o que se pretende no projeto. 

:0Ja proposta brasileira a autonomia da vontade somente será aceita se for mais 
favorável para o consumidor (art.2,1) ou de fonna muito limitada mesmo para turistas (art. 
2,2). L'\ssim, se o fornecedor desejar, em seus contratos de adesão redigidos prévia e 
unilateralmente por seu departamento jurídico, escolher pre-v-iamente a lei aplicada a estes 
contratos para o comércio eletrônico na região ou para h1ristas deve atear-se aos limites do 
art. 2 (altcmativos elementos de conexão objetivos). Se escolher a lei de um outro Estado 
não conectado, caberá ao juiz determinar o uso da conexão mais favorável ao consumidor, 
aplicando então a lei de seu domicílio (elemento de conexão objetivo subsidiário e elemento 
principal de comparação material). TONIOLLO considera que estas alternativas limitadas 
alcançam o fim material desejado pelo novo DIPriv materialmente orientado: "La.r elecciones 
alternatims son u11 adecuado instrumento de protecàón desde que permiten dçjar de lado las legislaâone.r 
menos jàvorables, promot-imdfJ teleologías."87 

Outro cuninho seria utilizar a lei comum aos parceiros contratuais, mas como as 
grandes empresas possuem filiais em todos os países das ~A.méricas, esta lei acabaria por 
mandar aplicar sempre o domicílio do consumidor, seja ele turista (consumidor-ativo) ou 
tenha realizado um contrato a distancia do comércio eletrônico (consumidor-passivo). 

r' DREYZfN DE KLOl\., Adriana, Derecho ApLicnblc nl comercio electrónico, in fY Pumm de /a mdificac1Ói! dd Dererho mfmN~wmd 
pn·r'(lr!oen .Amirm1- Dela C'DIP 1/J a ia CIDIP i/TJI, Org Di ego F('mández Arroyo e Fabio lvfa~trángdo, Córdob~: Ed. Alveroni, 
200S,p. 104 

"1\iiBOYET,J.P, La théoric de l'autononue de h volonté, Fi:uued duCoun, 1927, I, tomo l6,p. 5 "Samauame&xCJgimtwn Oii}el!f 

rom1dén:rque ia t!Jiarie dP. !'aufonamie de ia wi<mkd ,,dmd/mmm,' lmmlm àj'id' d~ :;:;::::~~;:::::::;'f;;~:;,b>>lm>çeo, 
8" JA':rlvfE, Erik. O Dmüto Internacional Prtvlldo do Novo Mil(•nio: a proteção Càdenws do 

Programa de PóJ-G'raa'Haçâa em Dwl!lfo da UnmYi!darle I'ederal do I0o G'mnde do Sui- PPG'Dn-:/ UFl\.C.-'S, vol. 1, 11.1, nurço 2003, p. 97 

"TONIOLLO, p. 99 
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:;\ia Suíça, optou-se (art. 120 LDIP) pela conexão fixa na residência habitual do 
consumidor, proibindo-se a eleição da lei, se o fomecedor recebeu o pedido (comanda) neste 

Estado (Estado comum do fornecedor e. do consumidor) ou se a venda foi precedida de 
uma oferta ou publicidade ou atividade de market:ing (telefonema, envio de e-mail, publicidade 

em meios de telecomunicação etc.) naquele pais (consumidor-passivo). Esta exclusão total 
da autonomia da vontade pode ser prejudicial ao crescimento dos negócios intemacionais de 

consumo, sendo assim o caminho de meio sugerido pela doutrina alemã, parece ser melhor: 
uma autonomia da vontade limitada e sujeita à decisão do juiz, se a lei escolhida pelo 
fornecedor foi a mais favorável ao consumidor ou não, caso em que usará a conexão do 
domicílio do consumidor (conexão mais aceita nas CIDIPs). Como vimos, optou-se por 
manter a conexão tradicional das CIDIPS, o domicílio, sem defini-lo (para incentivar a 
assinatura da CIDIP específica), mas a residência habitual pode ser utilizada também, como 
o foi na União Européia, a depender das futuras negociações. 

Assim, na proposta que elaborei o artigo 2 é o artigo principal de proteção conh·atual 
geral do consumidor passivo, que contrata à distância (J\rt.2, 1) c do consumidor turista ativo 
(Art. 2,2). No primeiro caso (art.2.1), há uma conexão alternativa (foniollo) mista (layme), 
ou a fel do pals de domiálio do consumidor ou a lei maú fawráJJe! ao consumido!; escolhida no 
contrato (geralmente redigido prévia e unilaterahnente pelo fornecedor de produtos e serv--iços), 
logo, uma conexão aberta, que permite de fonna limitada autonomia da vontade, mas que 
lista qimite) as conexões de escolha possível qci suíça adaptada). 

Parece~ me muito importante manter a autonomia da vontade (prev--isibilidade rninllna 
prévia), mas também evitar o abuso (segurança jurídica). O abuso será examinado em última 
análise pelo juiz, a criar certa insegurança para o mal fornecedor internacional. Neste sentido, 
a lista de conexões objetivas evita o abuso, indica a proximidade aceita e é peda&,rógica (ou 
narrativa, segtmdo Jayme), pois esclarece que trunbém as conexões do domicílio ou sede do 
fornecedor (ou do lugar de celebração do contrato ou do lugar de execução do contrato) 
podem ser "mais favoráveis ao consumidor" em princípio (por exemplo, se um consumidor 
na Bolivla, que ainda não possui le&,Yislação específica de proteção dos consumidores em 
direito interno compra ,por Intemet, um produto informático nos EUA, a legislação estadual 
norte-americana escolhida pelo fornecedor será mais favorável a este consumidor). As 
discussões do Pàrum de E ... xpertos da OEA levaram a ctir regras especiais para facilitar a escolha 
da lei , inclusive depois do litígio. 

A proposta ainda tem dois graus ou intensidades de autonomia da vontade em 
DIPriv: um maior, para os contratos concluídos pelo consumidor turista (Art. 2.2) e um 
menor, para os contratos à distância, quando o consumidor está em seu país de domicilio 
(consumidor-passivo). A idéia principal é incentivar a escolha prévia (na prática, pelo fornecedor) 
da lei mais favorável ao consumidor, dentre as mencionadas no art.2,1. c 2.2, sendo que os 
elementos de co11exão são diferentes. Assim, os principais elementos de conexão objetivos e 
subsidiários são o domicílio do consumidor, no art. 2.1 ( Lorenzetti) e o lugar da ce!ebra,rão do co11trato 
para o consumidor turista, no art. 2.2 Qei argentina e brasileira). a proposta ah1al inclui regras 
sobre e para a facihtaão da escolha da lei mais favorável, que deve ser estatal. 
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O texto atual desta regra de Jawr rvnsumidor com t~utonomia da vo!ltade limitada é 
seguinte: 

Art. 2 ~ Protección contractual general- Determinadón dei derecho apJicable 

1. Los contratos_y !as transaccioms realizadas en lar que partúipm comumidoreJ, especialmente 
Los contratos celebrados a distancia, por medias e!ectrónicos, de te!emnmnicaâones, por telifàno o por 
cua!quier otro media análogo, tmcontrándo.re e! mnsumidor en e! país de su domicib'o, serán regidos por la 

!~y de e se país o por la l~y que júera más famrable ai consumidfJ1) a e!ección de las partes, se a la lq de! lu._2,ar 
de r:elebrarión de! amtrato, la !ey de! lugar de rJecuáón, la !~y de! domicilio dei conJumidor o la !ry de! 
domzálio o sede dei proz,eedor de !oJ productos o sen;úios. E·in ca.ro de no elección se regirán por la lqy de! 
domid!io dei consumzdor. 

2. Los mntratos celebrados por e! mnsumidor estando fuera de! país en e! cua! se domici!ia se 
regirán por la lry que resulte elegida por laJpatteJ~ qt.Jienes podrán optar por la !çy dei lugar de celebraàón 
de! coJttrato, la b(y dei !ttgar de rjemâón o la de! domicilio de! consumidor. En caso de no elea:ión se 
regirán por la !~y dei lugar de celebración. 

3. La e!ea"ión de las partu de la l~y ;_'é.rtata(J ap!icab!e a! contrato de mmumo debe ser e).presa y 
contenida en e! contrato mismo. En caso de e!ección por e! prm)eedorpara adhesión porei consumidor, la lry 
elegida como ap!icable debe e.rtar expre.ra de jbrma dara m las il!formaciones preut"as a! consumzdor. En 
t"aSO de eiea'ión on fine o a distancia por e! tYJJ!Sumzdor, deben ser illjorme~das !as opciones de !ryes a elegir 
defOrma dara en las if!formar,r.ánesprelias ai comumidor. 

4. En caso de elección pm/ia de la lry aplicable, lasparte.rpueden ele~~ir.rolamwte una lry [estatal} 
aplicable a! mntrato. 

[5. Las partes puedm, depués de iniciado e! COf!flioto o disputa, e!egir m malquier momento una 
!ry diJtinta de aque!!a prerista en fomza e:'<:pre.ra en e! rontrato, .ri lo hicieran de mmún acuerdo )! dentro 
de las opciones de los incs .. 1 y 2 de este artím!o. Sin embargo, dicha modifitación no qfoctará la mlidez 
formal de! contrato originalni los derechos de terceros. 

[6. Las condiàones de existenàa_y t'a!idez sustancia! dei ronsemo y consentimie11to de las parteJ 
respecto a la e!erción de! derecho ap!it"able, .re regirán por la l~y de! foro) 

Concluindo, na evolução de meu pensamento, este artigo 2 parece~me assim ser 
suficientemente flexível e alternativo para uma regra "de favor consumidor", para alcançar o 
seu fim material que é a proteção do consumidor mesmo se ele não fará -faticamente - a 
escolha da lei (princípio do favorecímento88 ou Günstigkeit.sprin<:Jp). 89 

V""\RAUjC), Nádic, Dm:italntemacwna!Pn.'·nido, Rio de.J,llWiro: Renovar, 2003, p 31 eGALV.i\0 TELLES,p. 193 eseg_ 
VeJI'"Cbce,(""''Vf'd'J"~'''"'memú,ficwc/~cfmuafÚ, KROPHOLLER,Jan, lnternationa!.et Pmah·rchl,J- C B. l'v1ohr, Tub1ngcn, 
1990,p 120a122 
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Por fim, mencione-se que se <l meta desta Proposta de Convenção apresentada pelo 
Brasil é, em resumo, fixar bases legais claras e através de regras especiais de DIPRiv para este 
fenômeno especial e crescente do comércio intemacional que pode ser denominado de novo 
"consumo intemacional" de massas, consumo à distt111cia e por meio eletrônico sem sair de 
seu país de residência habitual ou de domicílio, assim como através do novo turismo de 
massas que leva o consumidor a adquirir produtos e serviços fora de seu domicílio ou 
residência habitual, teve de incluir normas especiais para contratos novos e complexos de 
consumo, 

A proposta assim regula de forma especial os contratos de time-sharing ou 
multipropricdade (art. 6 da proposta) e os contratos de pacotes de viagem ou viagens 
combinadas (art. 7 da proposta)90

, todos relações privadas de consumo que ultrapassam 
frontciras 9

' ou são internacionais por essência, seja pelo fato do serviço multíplo estar ligada 
a uma propriedade em outro país ou a um grande número de prestadores de serviços 
estrangeiros (durante a execução do pacote) e nacionais (agências de turismo e de organização 
de pacotes de viagem), seja por suas demais cA.ractetísticas pós-modernas Oayme) mereceram 
também regulamentação especial na União Européia. As conexões são especiais, para os 
pacotes tun'sticos é o domicilio do consumidor se coincidente com a sede ou filial da ag-ência 
de viagens, nos demais casos, a lei do lugar da aceitação da proposta como lei do lugar da 
celebração. :0; a multipropiredade, a concent:ração da norma é na proteção trazida pela cumulação 
de normas e em tornar juridicamente relevantes os métodos agressivos de marketing hoje 
utilizados, valorizando-os como proximidade com aquele país onde ocorrenun. 

Estas regras especiais para contratos de consumo intem.acional suigeneri.rou complexos 
como multipropriedade e pacotes turísticos ou de viagens são as seguintes: 

II. PROTECCIÓN EN SITUACIONES ESPECÍFICAS 

Art. 6- Contratos de viaj'e y turismo 

l. LoJ contratos de 1/úyú individuales contratados en paquete o con Jenicios combinados! como 
grupo turiJtim o (/Jfljúntamente mn otroJ .rerécios de hote!ería_y/ o turísticos, serán reguladoJpor la !~y 
dei lugar de! domzálio dei consumidor, si éJ/e mincidieJe mn la Jede o filial de la agencia de viqjes ton la que 
se ce!ebró e! wntraLo de viqje o dondefue realizada la iferta, publúidad o ma!quier negodación previa por 
parte de! comerciante, transportador, agente o de sus repreJentantes au!ónomoJ. 

-Vé'jg_-se, ~obre o lell}<l, TEPEDINO, GustRvo,}vfulh_t;ropnedadl'lmobi/iána, S<l.raivot,Siio Pillilo, 1993 e LORENZE"ITI, Rtordo 
L e LTMA::V!J\RQUES, Chudta. ÚJJrirr2/;;.rdes-erua').··a lúscmuum1dore,~ BlJeuos _r\ires Rubinzal-Culzoni, 2004, p.523.560 
\TejaRIGAUX, Prançois, Les situ;ttlOns]uridiquesindíViduelles dans un systf.nw de re\al:lvitégénér:lle, RCADI, 1989-I, t 213, 

p.19eseg 
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2. Enlos demás msos, a los contratos de viqjes indzúdua!es contratadoJ en paquete o combinados, 
como ,grupo tudstzCo o CD'!Jimtamente con otms senàios de hoteleria_y /o turisticoJ .rerá ap!icabte la i?Y dd 
!u,_gar en e! mal e! consumidor emite su aceptación amtrattuai. 

3. Los contratos de Piqjes no n;_P,uladoJ por mm)endones internaàona!es, tonduidos a travé.r de 
contratos ce!ebradmpor ad!Jesión o condú:iones mntraduales,_gmeraies, Jerá aplúab!e la !ry dellu~gar donde 
e! consumidor dedara su aaptación contractual. 

Art. 7- Contratos de tie1npo compartido 

1. Las normas imperatims de protea"ión de los comumidores de! país en e! aJ.a! se encuentren 
lota!izadasjlsicamertte las insta!acirmeJ de esparrimiento_y de hotelería que uti!icm tomo método de J!ert/a, 

de Nso o de habitación e! contrato de tiempo compartido, localizados m los Estados Partes, se aplú:arán 
acumulatt"vametzte a estoJ mntratoJ) a jà'/)or dei con.mmzdor. 

2. Las tzormas de! país en que fite realizada !a rforta, la puhliddad o cua!quier adáidad de 
marketing, tales mmo llamadas telefônicas, invitaciones a participar de recepciones, reuniones, Jie.rtm; 
envío de premias, realización de sorteos, estadías o PentaJ gratuitas, entre otras artáidades realizadas por 
loJ representantes o por los propietan·os, organizadores o administradores de tiempos compartidos o la 
JUHripàón de precontrato.r o contratoJ de tientpo ~:ompartido o derechoJ de uso por turno de bienes 
inmuebles, deberán ser ronsidemdas a favor del comumidor, tanto la il!formación, el demho de an-epentimiento 
y Jus plazoJ, así como las causas de resdrión dei contrato o pretontrato, la determirzación de! exado 
mntemdJJ de! contrato celebrado y la posibi!idad o no de pago o de firma de cupones de tarjetaJ de crédito 
en este período. 

2. Limites à autonomia da vontade: normas imperativas e cláusula escapatória 
ou de exceção 

Completam a proposta um artigo sobre aplicação de normas imperativas (art. 3), 
inspirada na Convenção de Roma de 1980, e uma Cláusula est'apatón·a (?iauJe échappatoire) ou 
em espanhol "de exccpción", inspirada na Lei suíça de 1987 e algmnas nonna~ indicando a 
harmonização das leis indicadas aplicáveis. A cláusula escapatória de abertura do sistema para 
as demais conexões não previstas inicialmente a favor consumidor (art. 4) tem o seguinte 
texto: 

Art. 4. Cláusula de excepción y de armonización 

1 . .La lry indicada como ap!imble por esta COmvmàón pu e de no ser ap!it'able en msos excepàonales, 
JZ, teniendo en vúta todas las cirrumtantias de! mJo, la conexión mn la i~y indicada t'omo ap!imble 
reJultara JNpetjicia(y e! raso se enmntrara más eJtrubamente /)inrulado con otra l~y másjà.z..'orable a! 
mn.wmidor. 

2. E! derecho deJignado por eJta COnvencióJt se aplúará aun atando tal derecho sea e! de un 
Estado 1to Parte. 
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3. Las dit'ersas l~yes que pueden ser competmtes para regular los diftrentes aspectos de una múma 
re!ar:ión juridita serán aplicadas de manera armónica, procurando realizar !osjines r.:oligadoJ por cada una 
de las refindm le[;úlariones1 siempre a ]aPor dei ton.Stfmidor. Las dificultades que fueran mttsadas por Ju 

ap!imción simultânea serán reme/tas teniindose en atenta las exigendas impuestas por !a proteaión de! 
consumidor y equidad de! taso concreto. 

De outro lado o art. 3 se ocupa dos casos en que a legislação do foro (Lex.fõn) aplica~ 
se ;ctpesar da lei escolhida no art. 2, tanto para o consumidor passivo como para o ativo. Em 
caso de uso de marketing frente ao consmnidor passivo ou ativo, o art. 3.2 propõe claramente 
a cumulação de leis aplicáveis. Isto é, pela proposta, ao utilizar estas fom1as de markering 
assume o profissional o risco de ver aplicado a este contrato, cumulativamente, a lei do 
domicílio do conswnidor, que é alei que este conhece e ''espera'' (expectativa agora legítima) 
gue venha a ser aplicada. O texto é o seguinte: 

Art. 3 Normas ilnperatívas 

L No obstante lo prez-úto en !o.r artím!os anteriores, se ap!icarán necesmiammte !a.r norma.r de! 
país de! foro qHe tengan rarátter imperativ'o, en proteaión de! consumidor. 

2. En e! caso m que la contrataàón hubiera .ridD precedida por cua!quier negociaàón o attivzdad 
de marketing, por parte de! prouedoro de JUI representantes, en especial e! endo de pub!icidar4 ro-rrespondencia, 
e-maiLr, premias, invitaàones, fi!ia!eJ exzStmteJ o repreJentante.ry dttJtás actzúdade.r dirigidas a la 
comercia!ización de productos y semicio.ry ia atracción de diente!a en el país dei drmJialio de! ronsumidm~ 
.re aplitarán nece.ranámente !a.r normas imperatit:as de ese pair para la protecâón de! mnsumidor, 
atumu!atit-wmente ton aquel!as de! foro _y de la l?y ap!icab!e a! mntrato o relaàón de r:o!ZJumo. 

Mencione-se, por fim, gue a proposta brasileira evita tratar do momento pré-contratual 
típico dos contratos com consumidores.''2 Evitou-se redigir uma nonna sobre forma, 
1nfonnações e direito de arrependimento dos consumidores (período de reflexão ou coo!ing­
o/f-petiod), que ficam apenas sob a égide dos art. 3 e 4 da proposta. 93 

Particularmente, penso que se os delegados considerarem necessária uma norma de 
forma geral, ela deveria ser a favor do consumidor e altemativa. Examinando as leis européias, 
como por exemplo a lei suíça, observamos que a norma pretende um jà!Jor m!idatiJ ao 
determinar, quanto a validade, a possibilidade do contrato satisfazer ou a !ex r:ausae ou a lei 
do lugar de conclusão do contrato. A opção da proposta de CIDIP é mais sirnples e deixa 
mais espaço para a lei nacional ou o direito intemo decidir se as informações prévias (e o 

n Sob(e o desequilibno e RS b.Uus de mermdo neste momento, veja GRUNDivL\NN, Stefan. Informaç~.o, autonomia da vontade 
e agentes econômicos no dtrcito dos contmtos europeu,"' 1\mda deDiredodo CO!ImtmÓ;!~ voL 5B, abnl-Junho 2006,p 275-304 

"J A regra européia encontra-se no art. 3 número 4 da Directiv~ 2002/65 /CEdo Parlamento Europeu e do Conselho de 23 de 
Setembm de 2002 relalivll. à comercialização à dístânci~ de serviços finrulCeJros prestados a consurnidores,Jomal Oficial das 
Comunidades Européias L271/16. Agritdeço a sugestão e o texto enviado por meu mestre, Pro f Dr De h c Enkjayme, da 
Universidade de Hetdelbag, como cohbomção às dtscussôes (h proposta brasilf'Jra de CIDIP. 
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direito de arrependimento ou coo!ing-rjfperiodque está intimamente ligado a estas infonnaçõcs) 
é tema de ordem pública positiva ~ei de polícia) ou não para aquele país; c se for, será esta a 
lei aplicada pelo artigo 3, se não for, a lei do contrato as regulará sozinha, a depender da 
qualificação. A opção da proposta de CIDIP é assim mais concisa (através da qualificação) e 
eleg,mte (uso da ordem pública positiva), sem ser impositiva onde os países americanos, em 
seu direito material e constitucional ainda não decidiram a natureza imperativa ou não destas 
normas protetivas dos consumidores em DIPriv. 

Hoje parece-me preferível não tomar a proposta muito complexa e manter apenas 
uma norma clara autorizando o jui.z a utilizar as suas regras itnperativas (Art. 3 da Proposta) 
e a da !ex contractuJ, sempre a favor do consumidor. Desta fo:rma, evita~ se que o fornecedor 

possa fugir destas nonnas imperativas (forma, informações, períodos de reflexão etc.), mas 
se petmitc a prcvisibilidade através dtt escolha prévia da lei pelo fornecedor em seus contratos 
de adesão .. A cláusula escapatória do art. 4, entraria em ação quando as outras conexões 
falharam na proteção do consumidor. 

Sem poder concluir este artigo de maneira tradicional, já longo demais, gostaria de 
exprimir minha esperança que esta proposta de CIDIP VII consiga conciliar a pluralidade de 
métodos do Direito Intemacional Privado atual, com a tradição das CIDIPS e a vontade de 

evoluir na proteção do consumidor em matéria de conflitos. 

Anexo I- NUEVA PROPUESTA BRASILENA PARA LA CIDIP VII DE 
PROTECCIÓN DE LOS CONSUMIDORES 

Elaborada por Cláudia Lima 1\ilarques, 

Profesora Titular de Derecho Internacional Privado de la Universidad Federal de Rio 

Grande do Sul, Doctora en Dcrecho Universidad de Hcidelberg, 

l\laster cn Derecho Civil y Derecho Internacional Privado, Universidad de Tübingen 
y Especialista en Integració.n Europea, Europa-Institut, Saa:rbrücken 

Board de la Association Intemationale de Droit de la Consommation, Bélgica y 
Directora del Instituto Brasileflo de Politíca y Derecho del Consumidor- Brasil. 

Propuest.a de Convención Interamericana sobre laley aplicablc a aJgunos contratos y 
transacciones de consumo intemacionales. 

Pre{unbulo. 

Los Estados Partes de esta Convención, 

REAFlRfviANDO su voluntad de continuar el dcsar:rollo progrcsivo y 1a codificación 
dei derccho intemacional privado enttc Estados miembros de la Organización de los Estados 
Amel"icanos; 
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REITERANDO la convcnicncia de hru111onizar las soluciones de las cuestiones 
relativas al consumo internacional como forma de garantizar mayor previsibílidad para el 
comercio intemacional enla región y mayor seguridad jurídica para los consumidores, de 
acuerdo con la Resolución .A./RES/ 39/248 de la J\samblea General de la ONU (Guidelines 
for Consumer Protection, 16. April1985); 

CONSIDERANDO el crecimiento exponencial de contratos y t:ransacoones en1xc 
consumidores y profesionales o proveedores de bienes y servi cios en la región, y que para estimular 
este proccso es necesario tener en cuenta las nuevas características de deslocalización de las 
transacciones de consmno, el aumento del turismo de mas as y la complejidad de los nuevos 

contratos de consumo con contactos en varios Estados, crcando nuevos instrumentos juricLcos 
que esrimuJcn la confianza del consumidor en los contratos inten1acionales de consumo, 

lOpción de considerando 3: COJ'<SIDERANDO el crecimiento exponencial de 
contratos y transaccioncs entre consumldores y profesionales en la región, y que para estimular 
este proceso es necesario facilitar esta cont.ratación contm marco jurídico claro y estimular la 
confianza del consumidor en los contratos internacionales de consumo,l 

HAN CONVENIDO aprobar la siguiente Convención: 

Fuente: Sugerencia del Forum OAS, en especial de las delegadas de la República de El 
Salvador en el F o rum de Expertos. Convención Interamericana sobre Derecho aplicable a los 
contratos intcrnacionales. Doctrina brasilera, ;u·gentina y alemana sobre comercio electrónico, 
en especial L.orenL:etti/Lima lvíarques, Fuhnnann y J aymc. 

CAPÍTULO PRIMERO 

I. REG LAS GENERALES 

Árnbito de aplicación 

Art.l- Definición de Consumidor 

1. A los efectos de esta Convención se entiende por Consumidor cualquier persona 
fisica que, frente a un profesional o proveedor de bienes y servicios y en las transacciones, 
contratos y situaciones comprendidas por estit Convención, actiic confines que no pertcnczcan 
al {unbito de su activ.idad profesional. 

Modificaciones: Sugerencia de Adriana Dreyzin de I<Jor y Paula A.ll de incluir 
proveedor de biencs y servicios. 

2. Se considcnm también consumidores a los terceros pertenecientes a la família dei 
consumidor principal u otros acompaiim1tes (bystandcrs), gue usufructúan directamcnte los 
servicios y productos contratados, en los contratos comprendidos por esta Convención, 
como destinatarios finales. 
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Opción para personas jurídicas: [2b. Excepcionalrnentc, se consideran también 
consumidores a las personas físicas o sus representantes legales y a las pcrsonas jurídicas, 
que adguieran, almacenen, utilicen o usufructúen los servicios y productos contratados, cn 
los contratos comprendidos por esta Convcnción, como destinatarios finales, sin integrados 
a proccsos de producción, transfonn;1ción, comercialización o prestación de servicios a terceros.] 

fFucntc: Sugcrencia argentina en el Foro, Propuesta por Tellechea BergmannJ 

[3b. En los casos que la persona actúe, al mismo tiempo, confines que pertcnezcan a 
su actividad profesional y de consumo (dual~use-contracts), no se considerará como 
consumidor.] 

[Fuente: discusión europeadel dual-use-contracts. Sugerenciade TI1omas Richter]. 

3. Para el caso de los contratos de viaje y de tiempo compartido, se considerarán 
consumidores: 

a. el contratante principal o la pcrsona física que compra o se compromete a contratar 
un viaje combinado o no, o un tiempo compartido para su uso propio; 

b. los beneficiarias o terceras personas en nomb:re de las cuales contrata o se 
compromete eJ contratante principal a contratar el viaje o paquete turístico y los que usufructúen 
dei viaje o del tiempo compartido por algún cspacio de ticmpo, aunque no sean contratmltcs 
principales; 

c. cl cesiona1Ío o la persona fisica o jurídica a ]a cual el contratante principal o bene:ficiru.io 
cede el viaje o paquete turístico o los derechos de uso; 

Opción para personas jurídicas: 

3. Para el caso de los contratos de viaje (paquete turístico y t.iempo compartido), se 
considerarán consumidores: 

a. el contratante o la pcrsona que compra o contrata un viaje combinado, o paquete 
turístico o un tiempo compartido para su uso propio o de terceras personas físicas; 

b. los beneficiarias o terceras personas en nombre de las cuales contrata o se 
compromete el contratante principal a contratarei viaje o paquete turístico y los que usufructúen 
el viaje o el tiempo compartido por algún espacio de tiempo, aunque no sem1 contratantes 
principalcs; 

c. c1 ccsionario o la pcrsona fisica o jurídica a la cual el contratante principal o beneficiaúo 
cede el viaje o paquete turístico o los derechos de uso; 

[Fuente: tentativa de adaptación de la propuesta brasileíla de inclusión de las personas 
jurídicas como consumidoras]. 

4. Si una ley conectada con el caso o indicada como aplicable por esta convención 
definiese de forma más amplia o beneficios a quien debe ser considerado consumidor o 



102 

quien se equipara a otros agentes como consumidores; o el juez competente puede tencr en 
cuenta esta extensión del campo de aplicación de la convcnc.ión, si cs más favorable a los 
intereses de] consumidor. 

Modificación: Sugerencia del Dr. 1l1omas Richter (I-Iamburgo-UFRGS) para aclarar 

que la Convención se aplica cn estas casos. 

[Opción para el âmbito material de la Convencíón: 

Art. lb. Definición de contrato o tran.sacción internacional de consumo. 

1. Por contrato y tran.sacción intemacional de consumo se comprende el acto celebrado 
entre un consumidor y un profcsional o provccdor de productos o scrvicios, que tiene 
contactos objetivos con más de w1 Estado. 

2. Son contactos objetivos, entre otros, los lugares de celebración y de cumplimiento, 

la contratación a distancia intemacional y los domicibos, establecimientos o residencia habitual 
de las partes y la sítuación de los bicnes objeto dcl contrato o transacción. 

Fuente: Propuesta de 'J"cllechea Bergrnann. Proyecto Argentino de LDIP.] 

Opción por definir también la conexión dei domicilio: 

[i\rt. 1c. Definción de domicilio dei consumidor. El domicilio del consumidor 
persona física será determinado, en su ordcn, por las siguicntes circunstancias: 1. EU lugar de 
]a residencia habitual; 2. En ausencia de és ta, se reputará como domicilio ellugar de la simple 
residencia o ellugar donde se encontrare; 3. Para las personas incapaccs será el domicilio de 
sus representantes legales, excepto cn caso de aba11dono.]. 

[Fuente: Propuesta de Tellechca Bergmann; CIDTP sobre domicilio de las personas 
físicas]. 

Art. 2- Protección contractual general - Determinación del derecho aplicable 

1. I . ..os contratos y las tra11sacciones realizadas en las que participen consumidores, 
especialmente los contratos celebrados a distancia, por mcdios electrónicos, de 
telecomunicaciones, por teléfono o por cualguier otro medio análogo, encontrándose el 
consumidor en el país de su domicilio, serán regidos por la ley de ese país o por la ley que 
fuera más favorable al consumidor, a elección de las partes, se a la lcy dellugar de celebración 
del contrato, la lcy dellugar de cjecución, la ley del domicilio dei consumidor o la ley del 
domicilio o sede del proveedor de los productos o servicios. En caso de no clección se 
regirán_ por la ley del domicilio del consumidor. 

Modificaciones: Sugcrencia de retirar la expresión "prestación característica" de 
Nádia de Araújo. Sugerencia de Neutralidad tecnológica de Paula All, Adriana Dreyzin de 
I<lory de la propuestainicial de Canadá. Por sugerencia del Foro de e..-xpertos, completar el art. 
2, con un punto fiío de conexión, en caso de no elección por las partes. 
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2. Los contratos celebrados por el consumidor estando fuera del país en el cual se 
domicilia se rcgirán por la ley que resulte elegida por las partes, quiencs podrán optar por la 
lcy dcllugar de celebración dei contrato, la ley dellugar de ejecución o la del domicilio del 
consumidoL En caso de no elección se regirán por la ley dellugar de celebración. 

Modificaciones: Sugerencia de I-Ie.inz-Peter lvhmsel de completar el art 2, con un 
punto fijo de conexión, en caso de no elección por las partes. 

3. La elección de las partes de la ley [estatal] aplicable al contrato de conswno debe ser 

expresa y contcnida en el contrato mismo. En caso de elección por el proveedorpara adhesión 

por el consumidor, la ley elegida como aplicable debe estar cxpresa de forma clara en las 
informaciones previas al consumidor. En caso de elección 011 fine o a distancia por el 
consumidor, dcben ser informadas las opciones de leyes a elegir de forma clara en las 
informaciones pre·vias al consumidor. 

Fuente: ?víodificación dcl art. 7 de la CIDIP V Opinión brasilera sobre eJ actual Art. 
3 de la Convcnción de Roma de 1980 y doctrinaeuropea sobre la propuesta de nueva Roma 
L Sugcrcncia de norma sobre estatuto de la infonnación de Erik Jayme, del 1\rt. 3 número 4 
de la DIRECTIVA 2002/65/CE. Sugerencia de Nádia de Araújo sobre la posibilidad de 
elección on line. 

4. En caso de elección previa de laley aplicablc, las partes pueden elegir solamente una 
ley [estatal] aplicable al contrato. 

Fuente: Opinión sobre el actual..c'\rt. 3 de la Convención de Roma de 1980. Opinión 
sobre la propuesta de Reglamento Roma L Comcntarios de Erik Jayme sobre el caso de la 
elección o f the "The Glorious Sharia" o princípios de la ley islâmica QAYIY1E, Erik. Choice­
of-law clauses in intemational contracts: some thoughts on the refonn o f art.3 o f the Rome 
Convention, in Seminá11o Intemacional sobre a Comunitarização do Direito Intemacional 
Privado, }Jmedina, 2005, p. 53-61). Doctrina de combate a! depéçagc. 

[5. Las partes pucden, depués de iniciado el conflicto o disputa, elegir en cualquier 
momento una lcy distinta de aquella prevista en forma expresa en el contrato, si lo hicieran 
de común acuerdo y dentro de las opciones de los incs .. 1 y 2 de este articulo. Sin embargo, 
dicha modificación no afectará la validez formal dei contrato originalni los derechos de 
terceros. 

Fuente: Sugerencia de los delegados argentinos en el Foro de Expertos. Art. 8 de la 
CIDIP V, con modificaciones]. 

l6. Las condiciones de existencia yvalidez sustancial dei consenso y consentimicnto 
de las partes respecto a la elección dei derecho aplicable, se regirán por la ley dei foro. 

Fuente: Art. 12 de la CIDIP v; con modificacioncs.J 
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Art. 3 Normas imperativas 

1. No obstante lo previsto enlos artículos anteriores, se aplicarán necesariamente las 

normas dcl pais dei foro que tengan carácter imperativo, en protección dei consrunidor. 

2. En el caso cn que la contratación hubiera sido precedida por cualquicr negociación 

o actividad de marketing, por parte del pmvccdor o de sus representantes, en especial cl 
envío de publicidad, correspondencia, e-mails, premios, invitaciones, filiales existentes o 

representantes y demás actividades dirigidas a la comercialización de productos y servicios y 
la atracción de clientela en el país dei domicilio dcl consumidor, se aplicadm necesariamente 

las normas imperativas de ese país para la protección del consumidor, acumulativamente 
con aquellas dc1 foro y de la lcy aplicablc al contrato o relación de consumo. 

Art. 4. Cláusula de excepción y de armonización 

l.La ley indicada como aphcable por esta Convención puede no ser aplicable en casos 

excepcionales, si, tcniendo en ·vista todas las circunstan.cias del caso, la concxión conla ley 

indicada como aplicable resultara superficial y cl caso se encontrara más estrechamente 

vinculado con otra ley más favorablc al consumidor. 

2. El derccho designado por esta Convención se aplicará aun cuando tal derecho sea 

el de un Estado no Parte. 

Fuente: art. 2 de h Convención Intcramericana sobre Derecho aplicable a los contratos 

internacionalcs, CIDIP \~ l'viéxico 1994. 

3. Las diversas leycs gue pueden ser competentes para regular los diferentes aspectos 

de una misma rclación jurídica serán aplicadas de manera annónica, procurando realizar los 

fines coligados por cada una de las referidas legislaciones, siempre a favor del consumidor. 

Las di:ficultadcs gue fueran causadas por su aplicación simultánea serán rcsueltas teniéndose 

en cuenta las exigcncias impuestas por la protección dei consumidor y equidad del caso 

concreto. 

Fuente: Art. 9 de la CIDIP sobre reglas brenerales de Derecho internacional privado 

de 1979 indicmdo la armonización de estas no nuas siempre a favor dei consumidor. 

Art. 5. Temas excluidos. 

1. Quedan excluídos del campo de aplicación de esta Convención: 

a. los contratos de transporte regulados por Convenciones Intemacionalcs; 

b.los contratos de seguros y reaseguros; 

c. las cuest.iones derivadas del estado civil de las personas y ]a capacidad de las partes; 

d. las obligaciones contractuales que tuvicsen como objeto principal cuestiones 

sucesorias, cuestiones testamentarias, regimenes matrimoniales o aqucllas derivadas de 

relaciones de família; 



105 

e.los acuerdos sobre arbitraje o elección de foro; 

f las cuesriones de derecho societario, de seguridad social, laborales )1 sobre nombres 
de domínio; 

g.los contratos comerciales internacionales entre com.crciantes o profesionales; 

h. los negocias jurídicos entre los fallidos y sus acreedores y demás procedimientos 
tmálogos, especialmente los concordatas y análogos; 

i. los demás contratos y relaciones de consumo, y las obligaciones de ellos resultantes 
que, incluyendo consumidores, se encuentren regulados por convenciones específicas o que 
tengan una regulación autônoma cn cJ derecho convencional internacional vigente entre los 
Estados de esta Convención; 

Fuente: Discusiones en e1 Foro de expertos, art. 5 e 6 de la CIDlP V sobre contratos 
intemacional.es, Convención de Roma de 1980, sugerencia de la doctrina sobre e-commercc. 

Art. 2 del Protocolo de Buenos }..ires sobre jurisdicción internacional en materia coníractual., 
considerando que algunos países tienen legislación sobre la falencia del consumidor, exclusión 

de temas laborales y de seguridad social. 

II. PROTECCIÓN EN SITUACIONES ESPECÍFICAS 

Art. 6- Contratos de viaje y turismo 

1. Los contratos de viajes individuales contratados en paquete o con servicios 
combinados, como grupo turístico o conjuntàmente con otros servicios de hotelería y/o 
turísticos, serán regulados por la ley de] lugar del domicilio del consumidor, si és te coincidiese 

conla sede o filial de la agencia de viajes con la que se celebró el contrato de viaje o donde fue 
realizada la oferta, publicidad o cualquicr negociación previa por parte del comerciante, 

transportador, agente o de sus representantes autônomos. 

2. En los demás casos, a los contratos de viajes individuales contratados en paquete 

o combinados, como grupo turístico o conjuntamente con otros servicios de hotelería y /o 
turísticos será aplicable la ley dellugar en el cual el consumidor emite su aceptación contractuaL 

3. Los contratos de viajes no regulados por convenciones intcmacionales, concluidos 
a través de conh:atos celebrados por adhesión o condiciones contractuales generales, será 

aphcable la ley dellugar donde e1 consumidor declara su aceptación contractual. 

Fuente : Ley alemanasobre paquetes turísticos, jwisprudencia brasilera, in às o 41 de la Ley 
de Austria y doctrina de Kropholler (1\abcsZ 42(1978), p. 643). mciso 12 de la J\GB-Gesetz 
alemana de 1976 e in às o 11 de laley alemana sobre educación a dist<màa de 1976, hoy en el BC.;B. 



106 

Art. 7- Contratos de tiempo compartido. 

2. Las normas imperativas de protección de los consumidores del país en el cual se 

encuentrcn localizadas fisicamente las instalaciones de esparcimiento y de hotelería gue utilicen 

como método de venta, de uso o de habitaci.ón el contrato de tiempo compartido, localizados 
enlos Estados Partes, se aphcarán acumulat.iv<1mente a estas contratos, a favor del consumidor. 

3. Las normas del país en que fue realizada la oferta, la publicidad o cualguier 
actividad de rnark:eting, tales como llamadas telefônicas, invitaciones a participar de recepciones, 

reuniones, fies tas, cnvío de premias, realización de sorteos, estadias o ventas gratuitas, entre 
otras act:ividades realizadas por los representantes o por los propietarios, organizadores o 

administradores de tiempos compartidos o la suscripción de precontratos o contratos de 
riempo compartido o derechos de uso por tumo de bienes inmuebles, debcrán ser 
consideradas a favor del consumidor, tanto la infonnación, el dcrecho de arrepentimiento y 
sus plazos, así como las causas de rescisión dei contrato o precontrato, la determinación dei 

exacto contenido dcl contrato celebrado y Ia posibilidad o no de pago o de firma de cupones 
de tarjetas de crédito en este período. 

Fuente: iu:t. 9 y Art. 5, Directiva Europea 94/47 /CE, Art. 15 delaLey Uruguaya, Ley 
17.189/99, Art. 2 de !e Leyde Paraguay, Ley 1334/98,Jurisprudencia brastlera sobre e! Art. 1 
del CDC, Ley 8.078/90, antiguo inciso 8 de la ley alemana de multipropiedad o time­
sharing, TzWrG, de 20 de diciembre de 1996, hoy en e! BGB. 

[Disposiciones generales y finales 

Art....Exclusión del reenvio- Por la aplicación de la ley de un pais detenninado por 

esta convcnción se entenderá la aplicación de las norma<; de derecho en vigor en este pais, con 
exclusión de las normas de derecho internacional privado. 

Fuente: A.rt. 15 de la Convención de Roma de 1980 en vigor hace 26 aiios con é:A"ito 
en materia de protección de los consumidores en Europa. 

Art.. .. Para facilitar la aplicación de esta Convención, cl Departamento de Asuntos 

Jurídicos y Politicos de la OEA mantendrá en su página de Intemet, un espacio de consulta 
de las leycs que versen sobre la defensa de los consumidores y contratos de consumo, las que 
serán emriadas por los Estados partes. Cada uno de los Estados partes podrá designar una 
Autoti.dad Central para facilitar la información sobre las leyes cxtranjeras y nacionales de 

protección de los consumidores y sus modif.icacioncs. En Estados Federados será posible 
designar más de una i\_utoridad CentraL 

Fuente: Doctrina brasilera sobre las Autoridades Cent.rales de la 1--Iaya, facilitación dcl 
test de la ley más favorable al consumidor. Críticas europeas al sistema amcti.cano. 

1. [Orden público del foro -} .. rt. 18 CIDIP V] 

2. Prohibición de reservas ~contra el art. 21 de la CIDIP V 

3. Reglas finalcs del ProyccftJ Tellechea, arts. 19, 22, 23, 24,25, 26, 27, 28, 29, 30 de la CIDIP V]. 
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Vai longe o tempo em que o interesse pelo Direito Internacional Privado era reduzido, 
os negócios intemacionais difíceis c a movimentação pelo mundo demorada. O alcance desta 
mudança se revela no tema das aulas proferidas no XXXIII Curso de Direito Intemacional, 
promovido pela OE.:\ no Rio de Janeiro, em julho de 2006: os aspectos relativos ao direito 
internacional privado nos contratos intemacionais envolvendo consumidores, que hoje são 
do dia-a-dia de todos e há poucos anos eram totalmente desconhecidos. 

Hoje o estudo da contratação internacional não se limita às relações entre operadores 
profissionais, pois os contratos intemacionais com os consumidores já representam 25% do 

total global de transações. J\ distinção entre os contratos chamados B2B (business to bttsines.~) 
e os B2C (busineJJ to consumetJ) adguiriu relevância no plano internacional e influenciou as 

regms de Direito Internacional Privado de vários pa-íses. 

Essa mudança ocorreu com o barateamento dos custos das viagens internacionais e 

maiores facilidades de transportes, propiciando grande incremento do turismo. O cidadão 
comum se viu envolvido em relações transnacionais antes só acessíveis aos comerciantes. Os 
avanços tecnológicos também aumentaram as transações eletrônicas pela Internet, pennitindo 

ao consumidor estabelecer urntt relação contratual de caráter internacional sem sair de casa. 1 

" Professora de Direito Internacional Privado, PU C-Rio, Doutora em Direito Internanotul, USl~ Procuradora de Justiça do 
Estado do Rio de Janeiro_ A autora agradece a runigR ChudiR Lúns Marques, especiillista emdtreiro rlo consunudor c em direito 
mternacional privado. pdo mcentivo e troca de idéiM sobrr o trm2 deste estudo, para o qual contrrl>uiu com seus textos, e 
fontes doutrinárias e JUÜsprudenciRis. Também az;mdece à Daniela TreJOS Vargas, Professor;,_ de DIPr, PU C--Rio, pela leitura 
c sugestões; à mestre Daniela Jacques, peh leitura sugestões h1bliogníficas, e revisão do texto; e ao bolsista do PIBlC Pedro 
Cavalc~nte, pela revis~o e orgmiz~çflo dn bibliografi:l 
Sobre o Comércio eletrônico e. o consumidor, coníim-se, por todos, o recente tmbalho de MARQUES, dáudia Lima, "COrjú<Jtfa 

':::::~;:;;~!·~;:,:.'.:j:::~: ~~::;;:•;;;~;;,~~~:::;~;,::;;;}~~ ecü<e cucw> "lAffmitd COI!IéJ Lqp.fadorem matéria de a'!ir:lio 
ri Reâ.rta de Direih do Comumulor, n 26, 1998; ·'Conirafoo· no C6[!tt,o 

deD'!fosa do Cof!iiffi!!dw", 4'. ed. Siio Paulo, In; 2002,especialmente pnte I, capítulo 2 5: '?,_Proteção do Consurnidor: aspenos 
de direito privado reg,loaal e gerr.l", CunoJ,.Dimto Inrernatwrtt~!XXI/J], 2001, OEA, p. 657/780 
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Em ambas as hipóteses criam-se situações multiconectt~das em que os consumidores não 
estão em pé de igualdade com os fornecedores do serviço.2 

Os contratos internacionais envolvendo consumidores são cada vez mais freqüentes 
e se utilizam de contratos de adesão impressos.} :::-'lo entanto, ila sua maioria, esses contratos 

têm pequeno valor individual, apesar de somarem em volume para a economia de wn país 
ou de um fornecedor, o que os torna um negócio expressivo. Esta característica- o baixo 
valor econômico da transação-, inviabiliza o acesso à justiça. _A lide fica reprimida, pois o 
consumidor não tem condições de assumir os gastos do processo, seja para reclamar ou pau 
procurar novamente o fornecedor, ou ainda para fazer valer sua garantia. 

Essa é uma das grandes diferenças de perspectiva entre os negócios intemacionais 
reabzados entre comerciantes e aqueles que envolvem consll11l.idores. São necessárias regras 
diferenciadas para essas transações intcmacionais. As normas iá utilizadas no comércio 
intemacional asseguram a confiança entre as partes e a continuidade dos negócios.;\ tônica 

da proteção é para quem reali%a a venda, quem envia mercadorias a um desconhecido. No 
consumo intemacional esta lógica se inverte, pois o comprador é a parte mais fraca, deixa-se 

levar pela propaganda, não considerando os riscos legais do negócio, mormente no plano 
intemacional. 

Para o Direito Internacional Privado, os contratos internacionais de consumo 

despertam duas questões que precisam de regulamentação específica: a da lei aplicável c a da 
competência internacional. A regulamentação in tema de cada Estado é ineficiente para cuidar 
da matéria e necessita ser tratada no plano intemacional, através de uma convenção multilateral. 

Segr.mdo CinudHt Limn Marques, "há uma especificidade do comércio entre fornecedor e conscm11dor no plano internRcional 
ponmllado, a fragthdade do conswJudor em mziio do matketi!ly;agn'ssivo, sendo atritÍdo ou por métodos como telemarketmg. 
teleshopp1ng, vendas emocwnais de time-sharing par~ tnristas) ou por preços reduzidos (descontos, redução nos tributo,, 
envio gmluilo etc.), pc-lo senso de !l.VelltUrA 0ogos, aposta~, prtmios), ou por sua própria ignodlnóa quanto ils diüculd~des nas 
tr:1.nsações tnmsnac1onais (parco conhecimento da Jingua p!!.ra entendera ot€tt!l ou~ publicidade, nu to da qu~lidade supenor 
dos produtos Hnporla.dos, produtos-nov!dade, desconhec1dos em p1Üses emergentes, peh Ctitll de conselhos J1ltÍd1cos ou de 
um deparlmm•nto jurídico pam a negociilção, confiJmça que n m;:uca terá serviços pós-vendn em seu pnis etc) O consumo 
mten>acional aimlR possUJu.m:t última especificidade, que lhe é comum com os serviços em geral. sua re.execuc;iio, em caso de 
fmottaçilo das e"hvectativas do COlJlr:aUmre consumidor é bastnnte dificulto~" Em caso de turismo, reedttarlllgo, urna excmo~o, 
dias de férias em praia poluída, recuperar o conforto de um h ore! em país d!stante e assim por d;ante, é t(\rcfa quase n:npossívd 
e a resposta será apenas econôr:nio., com as pt'rd~s c danos respeclw~s. Em 1n<ü0tia de contmtos à distinwia. a evenlcwlid<~.de 
da ]Wdll de tempo, d~ perda de uma chance e de acorllé'cerem d~nos monüs anexos à mri·execuç~o do con!n.Lo intermciowll 
de consumo também siio quase llliW constante, o melhor é prevenir os dmws e mmimiú-los, ou~ resposta será 

econôr:nicn, com as "MARQUES, Claudia, '~;~,;:~~;;'~:.~:;::~;:;:::~:~;:: d''"'''"' 
i '" ,lll o 

, C~;~:;~;';;;~~·;;;::~:~,;~~~·~,::;:~~::;~;;::;:,::::~;,:;;:;~:~;~:~:~~·;;; ~:~:::;,~;,::;•;,:E;:':-, Vnipi, Jjuí, 2004, P- 691 /692 
adh~sion", in fumta Judu:atmu, Montev!deu, n_ 34, P- 273/298 Alerta n autora que rt ncgociaç~o individual sen~ impraticável 
por f;tz6es econômicas, raziío por que esses contratos C\llll.prem a taref~ de regular as relações das empresas com seus clientes 
a um custo baixo e tempo adequado, Adverte, porém que r~ses contmtos têmcaracteâsllcas pr6pnas e precisa de reg;uht.mentaçào 
diversa dos dt'mnis 
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Na Europa, essa uniformidade já foi alcançada por meio de convenções específicas e 
regras da Comunidade Européia.(; Nas ..i\méricas, defende-se neste trabalho a adoção de uma 

Convenção específica sobre a Lei aplicável aos contratos envolvendo os consumidores. Com 

essa nova convenção, o sistema interamericano ficaria completo, pois a Convenção 
Intcramcricana sobre o direito aplicável aos contratos internacionais (i\·1éxico, 1994) não cuida 

expressamente desses contratos intcmacionai.s. 

Uma vez aprovada, a Convenção Interamericana seria utilizada também no l'vfercosul, 

promovendo a uniformização das regras no bloco e complementando o direito interno dos 

países. Essa convenção trataria da proteção do consumidor no âmbito do lviercosul, uma 

preocupação já extemada na Declaração dos Direitos Fundatnentais dos Consumidores do 

Mercosul.5 

Neste trabalho analisaremos a primeira questão, a partir da interessa11te proposição 

da Professora Claudia Lima l'vfarques para a realização de uma Convenção Interamericana 

sobre a lei aplicável aos contratos internacionais envolvendo os consumidores.6 Com a sua 

aprovação os conswnidores terão o mesmo nível adequado de proteção dos comerciantes. A 

realização de uma convenção sobre o tema trará segurança a essas transações internacionais, 

contribuindo para o aumento do fluxo comercial, e beneficiando, globalmente, todos os 

países envolvidos. 

A CIDIP VII já teve seu temário aprovado pela Resolução n. 2065 da Assembléia 

Geral, e os temas definidos foram: proteção do consumidor c ganmt.ias mobiliárias. :No 

primeiro, os tópicos são: lei aplicável, jurisdição e restituição monetária, que poderão ter a 

forma de convenção ou lei modelo. fi'oi institu-ído um foro de discussão na internet e nos 

dias 2 e 3 de dezembro de 2006, reali1:ar-se-á uma reunião de especialistas, em Porto Alegre, 

para discutir os projetos já apresentados. 

Além de v ;in as diretivas diret~meHle aphd.vets aos CO!llratos mtcrnanonrus com os consltnlidores, está vrgenle :\. Convençfio 
sobre a lei ~plicáve] ~os contratos intemacion~is, também couhecrd~ como Convenç~o de Roma No ent~nto, há mna 
discussiío emandami"nto sobre"'- convers:io dR Convençéio de Roma para umReguhnwnto, e o projeto contempla i11-luneras 

modifimções n~ questão dos contratos com os consumidores, c!Hmado de Rornrt l 
Dedaraçiio fel!'"- em F!onanópohs pelos p~:esdenl\'s dos Estildos-pntes, em 15 de dezembro de 2000, d1sponível em 
W'.\'W.mercosur o rg uy. 
MARQUES, Cbucli:l Lima, "A protrçiio do consmmdor: (lspeclos de direrto priv~do regional p g\'ral", in ),_:'JCVli Cm-s& de Dmxho 
JJJt,vl!aâona/2000, S\'cretHraGeneral, OEA, Washmgtou, 2001,p 657/780 
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I. CARACTERÍSTICAS DO DIPR PARA OS CONTRATOS INTERNACIONAIS 
ENVOLVENDO OS CONSUMIDORES NAS AMÉRICAS, NO MERCOSUL 

E EM CONVENÇÕES INTERNACIONAIS 

I.a Regras internas de DIPr para determinar a lei aplicável aos contratos 
internacionais envolvendo os consumidores nas Américas e no Mercosul 

A necessidade de proteger o consumidor no âmbito internacional através de 11onnas 
específicas de DIPr foi apontada pela doutrina estrangeira desde a década de 1970.7 Na 
Europa, a aplicação de soluções particulares a esses contratos deu-se em consonância com a 

tendência geral de assegurar uma proteção especial às partes mais fracas da relação contratual.8 

A idéia foi retirar estes contratos do sistema de lei ap!icárelx ordem púbb'm, para criar uma regra 
de conexão especial. Observa-se essa solução no art. 5°. sobre alei aplicável aos contratos 
envolvendo consumidores da Convenção de Roma sobre a lei aplicável às obrigações 
intemacionais. 

A primeira legislação específica nas _Américas foi a norte~americana, seguida da do 
Canadá c da do l'vléxicoY No Cone Sul, o Brasil teve papel precursor na proteção aos seus 
consumidores ao incluir esse direito no rol das garantias e direitos fundamentais na 
Constituição de 1988 (art. 5°. :XX...XII). A detenninação constitucional resultou, em seguida, 
na elaboração do Código de Defesa do Consumidor. Essa legislação mudou o ambiente 
contratual e o tratamento desses litígios pela justiça brasileira. 10 

Sob sua influência os demais paíscs~membros do J\.lercosul implantaram leis 
especializadas. O avanço da integração regional com o I\lercosul traz essa problemática para o 
dia~a-dia dos países-membros com o aumento dos negócios e do fluxo de turistas da 
região. 1 I\hs só no final da década de 1990 foram criadas leis especiais para o consumidor. 

Fazendo uma rápida descrição da legislação dos países-membros temos: na Argentina, 
a Lei de Defesa do Consumidor/'- de 1993, logo após a lei brasileira, e muito posterior ao 

1V<:'jR-se, por todos, LECLERC, Fréderic, Lr>pr(>,tdtM de/{; par!teJi:nb.&d:mJ Ú:r-"antrui.rm!tnwtmwux, Bruylm!l, Bmxehs, 1995. Cf, 
aind(!, KASSIS, Antoinc, L~ !WJ/1-fa/1 dmd mrop!en de C'úl'itmr.c ttdmratwf!ültX. Patis, LGDJ, 1993 e POM1IIER, Jean--Cristophc, 
"Pnnopt d'autono111ie de k, du nmtmt en Drotl lnien:m'IM!aiPnd', PRnS, Economwa, 1992. Ambos an<ilisam a qcwstiio dR RUt'onorrua 
dg_ vont~de e suas limitações ft:ente Ros contatos inK1l1RCtonRis com. os conscuni.dores 

8RIGr\UX, Pmnçois, "Drm!TnternalwM!I"rhi", tome li,Bruxelas,Millson LarCier, 1993.P 567 e segmures 
1 Cf l\-L'l.RQUES, "A proteçiio do consumidor_., OEA",667 e segl.llntcs 
'0 Ú'!L 8_078/90 Há tuna vastf! litemtunt sobre o CDCno Brg_siL CC portodos,M.ARQUES, ClRudjg_ Lima,· Cúi!tmlot r.o Cóthgo de 

D'!fem do Co>Jsunudo/, 4' ediçiio, Sii.o Paulo, KI; 2002, que contém um.i! Rná!ise dos colltnlos intern:Kionais de consumo 
C:.j:unda, pHR nm estudo n:ws completo sobre as d:íusuhs Rhusivas, CARPENA, HeloisR,Abuso tio Dweiro nos """MHM dt W!Wirno, 

Rio de Jruwiro, RenovRr, 2001 

O Mercosul é um pmcesso Ô<" inregraçi'ío que bem um"' bRixR coercitlV!dRde juúdic"' d"' seus mstntmentos, lmte (\ Rt1sênci:L de 
c~tnite~ supnuJRcional de qmliguer de seus órg~os. De acordo com g_ sistemática em vigor, t:odg_ 1t reguhmentil.i,:lio do Mercosul, 
feita ng_ maior pg_rte das vezes rrtmvés de Protocolos, precisR ser mternalizil.da pelo sistema ch>slCo do Direito lnteunciomll 
Público em c~da Estado lllembro Nesse contexto, o terna de def(~OR do consumidor f01 alvo de miciafivg_s de hRrmoniz:tção 
qu<', ::tté g_ preoente dam, aindR não estão senrlo Rplic~tdf.s, por não terrm sido int.ernalit:adilS 

L L€i2~-249/93 



111 

Código Civil; no Paraguai, a lei de defesa do consumidor é de 1998,13 posterior ao Código 

Civil de 1986; no Uruguai, alei de defesa do consumidor é de 1999,14 também posterior ao 

Código Civil de 1868, modificado em 1994. 

Todavia, nenhum dos paises~membros possui regras de DIPr especiais para os 
consumidores na contratação intemacional e não houve nenhuma iniciativa significativa no 

âmbito do lV1ercosul com resultado concreto. 15 No plano interno, à exceção do Brasil cujo 

DIPr está regulado pela Lei de Introdução ao Código Civil (l.JCq, com a conexão do país da 

celebração, o dos demais países está regulado pelos Tratados de Montevidéu, com algumas 

diferenças nas regras aplicáveis aos contratos internacionais. Tais regras são rígidas, com 

características do século XIX, c contrárias à possibilidade de as partes escolherem livremente 

alei aplicável. Argentina, Uruguai e Paraguai utilizam a regra de inspiração savignianadalei do 

local da execução e, apenas subsidiariamente, a do local da celebração. As soluções dos Tratados 

de 1889-90 foram mantidas pela reforma elaborada em 1939AO, que rechaçou a possibilidade 

da utilização da autonomia da vontade. 16 Destaca-se, neste contexto, a Argentina, que 

passou a aceitar a autonomia da vontade mediante construção jurisprudenciaL :7 Por isso, é 

urgente uma regulamentação de caráter intemacional, para tratar da questão da lei aplicável às 
relações dos consumidores no plano regional através de uma conferência especializada da 

O E i\, e da jurisdição internacional, que é a proposta de Claudia Lima !vfarques. 18 No pl<1no 

JJLey 1 ,334, 27 de outubw de 1998, a ser pubhcad~ nR íntegnt in Rem ta IJúetlo d? COnmmttlor, voL 30 (1999), p. 247 -255 
"Ley 17_189, de 20 de setc:nbro de 1999, publicadil.na Íntegra in P,_e;.u!a Drrelfo tio Camumzdor. vol. 33 (2000), p. 262-270 
1
' O Mercosul já atingiu um bomguudc tmifonniz:lÇ:ÍO de nonn2s juríditRS, queenvolv<>m primordialmente aspectos de processo 

civilmlemacionJ\1, mas de ler 11plrcável também C f. Regras do Protocolo de L\..~ Le11as sobre Coopcraçiío 0 'tssist&ncia junsdrcionill 
em matéria civil, comcrCi:ll, tmbalhism. e ~dministmtiva; l'wtocolo de assistência juridic:< em lllil.ll~ri~ penal, Pwtocolo de 
Medidas Cautelares; Protocolo de Bueno~ A.ires sobre Jurisdição intem~cional em matéria comntual (que exclui expressamente 
os contratos com o consumidor de seu iímbil.o de aplica~~ão ), Protocolo de São Luis em mc1téria de Respons~bilidade Civil 
eJnergente de acidentes de trânsito entre os Estados-Partes, todos em v1gor no Brasil e nos dem~is Estados 

"C f OPP:ERTI·BAD/0\, Didier, c FRESNERO DE i\GUIRRE, Cecília, "C()ntraiNComen:;a/es InternaciQ,ak-/'_, Motltevidéu, FCU, 
1997 

'' Kiio caberü aqui um estudo mais ll.profundado da sittw.ção e pecul1aridades de cada ;nís. PMa maiores ínfonn~ções, Cf_ 
A.RAU]O, Nadia, Contm!os Intmrar:wmú.s 3'- ed., Rio de Janeiro, N;novar, 2004, p.77 e seguintes eARROYO, Dwgo P (coord) 
Derecho InternaciO»a!Pm:ado de los Ei!adas a'o MMNUr, Buenos A.tres, Zavalü, 2003 

1 ~ Pam esta última, no pl~no regional foi elabondo o Protocolo de S:<nta lvhrÜ sobre jurisdição mtem!lcJOnal de relações de 
consumo, mas ainda não vigente Dec. C'v:!C n. 1 O /96 Para o texTo, ver 1\R.."'-UJO, ?"i!dla el allii, (0Jz.ry do }/[e;wsu!, Rio de J=eim, 
Renovar, 1998, P- 159 e segumtes Ver, ao final do texto, um~. resolução sobre os principais conceitos sobre consumidor, mmto 
crític:<dll R 6poca de suadabomçiío, qn~ndo só o Bms1l possuía um Cód1go de Defes~ do Com\n:mdor Atualmente, considerando 
que os dc,mais p2ises possuem leis mlemas sobre o assunto, t:üvez pudesse ser desvillculado do texto do Protocolo de Santa 
M:ui~. Apenas o Paraguai encerrou o procedimento de incorporação_ Nos demais países, stul incorpomç~o aiHda não ocorreu 
E isso não 6 novidade, po1s raros s:\o os países que possuem em seu ordemtwento in temo norm~s de DIPr especific:<s p~.m o 
consurnidor. Est<ldos Un~dos e Can\ldá sâo dois exemplos de países com ess~ preocupação que possuem. normas para a 
pwteção dos consumidores_ Cf.l\-LARQUES, "A proteção do consmnidor ... , OEA", P 675 e sl'guintes: "Qu:mto ao DIPr. do 
Quebec, posil!v~.do no CÓd1go Civil de 1991, interessante observar su:t ~l~lalização metodológ~cr1., porque prevê várir1-s nonnas­
abenas (/ut. 3076), o conhecimcmo de leis 1rnperativas d~ outro estado (Art. 3079), um2 ordem pública cstnr:~ pch 
incompatibilidade do resultado prático da aplicação da lei estnmgeira (Art 3081) e uma cláus!Ü2 escll.pn.tÓnrl geml (Art. 3082) 
Assim como possll:Íluna rcgm especifica pnm os conl.r()tos de consumo (Art. 3117), pe~mitindo a :mtononlla de vont~de, nus 
considet2ndo obrigatÓriRS as nomus imperativas do foro, em idênticas circllllstiínnas que o Art. 5 da Convençâo de Roma c 
mdicando, n_a falta de escolh~, ~lei da residência do consmn.idor como aplicável. Por exemplo, a lei de proteç~o ao consumidor 
d(; Venezueh é de 1995 A nova lei venezuelana de Dirc1t0 Inten1acional Privado é posterior e data de '1998, mas, em seus 64 
~rtigos, nada menciona espec!iiome11te sobre proteção do commrudor, apesH de vúi~s vezes mencionar oo "princípios 
gencmles del Derecbo Comercial IntcnJ.acion~l". Mesmo assim, a nova lei venezuelana tmz normas Muahzadas sobre a 
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intemacional, o consumidor continua a ser o "protagonista olv-idado"19 nas inúmeras 
tentativas de harmonização legislativa. Para dirimir a situação, a autora sugeriu a elaboração 
de uma Convenção Interamericana sobre a lei aplicável aos contratos de consumo, com uma 
sugestão de redação,2c que foi afinal apresentada pelo Brasil para a CIDIP VII. 

Aliás, além de uma convenção internacional, Claudia Lima l\hrqucs também 
defende,21 no phmo interno brasileiro, a reforma da atual Lei de Introdução ao Código Civil, 
para incluir regras de conexão mais flexíveis c adaptadas à tutela da parte vulnerável. i'Jo seu 
entender, houve uma falência das conexões "neutras" e rígidas, mais adaptáveis ao 
relacionamento entre iguais ou pelo menos entre profissionais. Essas regras são inadequadas 
para o consumidor, pois ainda está vigente o artigo 9°. da Lei de h1trodução ao Código Civil, 
que deterrni.na como nonna geral alei do local da celebração do contrato como a lei aplicável. 
i\ possibilidade ou não de as partes escolherem a lei aplicável ao contrato intemacional ainda 
é cercada de polêmica na doutrina e não tem sido aceita pela jurispmdência pátria."2 

Conclui-se que não há, atualmente, em nenhum dos países do J'viercosul, regras de 
DIPr destacando ou diferenciando os contratos internacionais com os consumidores dos 
detmús, sendo aplicável o regime geraL 

~<plicaçiio d~s nonn.as imp<?t:\hVliS nllc!Onm;; {Arr. 1 0), o obre a coneúo eqtutittiva p:1.ra o c~so concreto (art. 7} e. especjillmente. 
unw. nomla de em favor vítima em caso de ;;cidentes ou tttos ilícitos, o que pode bcnefici1H os consmnidores (Art 32)" 
Expressão de Miclwl i\rnglu, apudMJ'J'ZQUES, Cb.udi:t Lm~a, Cm:co dt~ CR.-1, P- 696 

;o Srguudo a autora, l'tcarnm famosos os tmb~lhos dP Z\lV'EIGERT, NEUH.AUS e L-\i"lDO, ."Ugerindo opmneno que o OIPr 
incluísse valores sociús e, o segundo, que se ~tbandon~sse a autonomia dr; vontade nos contratos entre contratant.es fracos c 
torres, COlllO os de conslllno e o terceiro, pragmaticmneute, qcte passa~se o DIPr. n escollwr como conr;xão o dormciho do 
contmtwtc mais fi:aco. C f., ainda, a dJssertaçiio de mestr:;_do do Prognunade Pós-Gmduaçáo em Dtreito da UPRGS,]:\CQUES, 

D:uúeh, "r;,;,;,,'"""'""''; F',·iwd"Dúamd; C;amm,Jo,· ,1d'•f"'lih ,,, ,,jf,,a'm a'd~JPnpaaw f'Ma(d; d; "'''"'d'i', 
elBJ!llletro de 2004, e no prelo, na RT, na Biblioteca de do Consmmdor com a autom 
Sc1gest~o de:tvú\RQUES, Claudia Lt;nn_,_r: conjúm.(CI. ,p_ 470/4i'L 
Art. 9 bis. [Proteção contm!\tal dos consumidores] Os contmtos e ;;s t-~ansações envolvendo consmmdores, espenúnenle os 
contratados i dtstlncHt, por mo os eletrônicos, de telecomun'C!lÇôes ou por telefone, esm.ndo o consunudor em seu país de 
donucílio, seriio rr.g:idos pela le1 deste paÍS('S ou pela let mais favorável Ro conswmdor, escolhida elltre ~s p~ttes, se lei do lugar 
d::t celebração do contrato, le1 do lugar da ex~cução do contrato, da prescaçiio c:u:acterísuca ou lei do donuc:ilio ou sede do 
fornecedor de ptoduLOs e ser:viços 
P;;rágr::tfo 1" Aos contratos celebrados pelo consurmdoreslit.ndo fora de seu pitÍs- de domicílio será aplicada a lei escollm'ia pebs 
partes, denrre a lei do lugar da celebmçiio do contrato, a lei do lug;;r da execução e a lei do domicílio do consmnidor 
ParÁgrafo 2" Em todos os casos, a.phcH-se-ão necessariamente as normas do país do foro que trnhmn carátHimpeutiv-o, na 
protrçiio elo constuni<i:or 
PArágrafo ,) 0. Tendo sido R contmt:tçiio precedida de qualquer Miv!d;;de nego(:i~l, de m:~rketing, do fornecedor ou dt' SC1JS 

representantes, em cspençJ de envio de publictd8de, correspondência, e-mails, prêrnios, convites, rrwnutençiio de filial ou 
representa11tes e demats ativ1d;;des voltad(tS par~< o fornecuncnto de produtos e serv;ços e Mraçiío de clientela no pills de 

doJnin1io do consnmidor, aplicar-se-i\o, neee~ôanmnente, as normas imperativ~s deste país, na proteçiío do consumidor, 
ccunuhtivamente lquehs do foto e i hei aphdvel ao contntlo ou mlação de consumo 
Art. 17 bis [Ordt\tn Públic~t] A 110tma esl'rangeim indicada niio é de :J.phcar, qu;mdo Stta aplicação for ntcomprHÍvel com os 
direitos fundamentnrs, a de~tll.car-sc a mcompatibilidadc com a d1gnidad1\ da pessoal hnmmli\ e o~ direitos do consunudor 

21 No Brasil, com ;;mudança da Introduç~o ao Códtgo C,vil pnra ;;s normas da Lei de Introdução ao Código Civil, de 1942, l' que 
até hoje está em vlgOJ:, n;r.sceu mm nova (lfscussiío na doutrina, sobre"- exdus<lo ou não do princípio, em face da supress~o 
d<J.e.xpre;;são NIÍ-'oeshpdaçii? '""' coMrrino, que ames a peunitia. 5c;.brc o tem~, veja .. se i\.RAL'JO, Nadia, C'oHimho lnklr.aaona.:,; .3'. 
ed., Rio de Janeiro, Renovar,2004_ Com il.mesmalcitura da LICC, d., lvíARQUES, Cl:iud!Q Luna, "CoJ!fança no Cwnimo Ekirdnico 
e a Pmkçiio aO CQ,.cmndw', Siío P!tulo, Kf, 2004-, p. ~46, para quem as nonn~s do il.rt. 9' são obrigatóri;;s e exdu?m ll auronomi~ 
d<J. vontildr, nos contmtos mtemacJonais em geral, e nos de consmno, ero p;;rticulRr Entsent1do contrário, CfDOLINGER. 
Jacob, "O D~reito lntetnacion>Ü e S\lll aplicru,:'~o pelo ditr.tlo bmsikiro: atualidltdes e perspectivas do Dire1to Inremacional 
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l.b Regras de DIPr de origem convencional 

No campo da uniformizaçiio da codificação de Direito Intemacional Privado de 
origem intemacional., à exceção das regras da União Européia, o consumidor não teve melhor 
sorte. As iniciativas que cuidaram da regulamentação da contratação internacional 
excepcionaram os contratos com o consumidor ou nada falaram a respeito. Nesse sentido, a 
Convenção da Compra e Venda Internacional, da lJNCITRAL,23 e os Princípios sobre os 
Contratos Comerciais Internacionais, do UNIDROIT. 24 Ambos os documentos cuidam 
somente dos contratos internacionais entre comcrcÚUltes e excluem. os consumidores do seu 
âmbito de aplicação. Do mesmo modo, a Conferência da liaia de Direito Internacional 
Privado ü·atou da Compra e Venda Internacional, em 1955 e 1986, mas suas convençôes não 
possuem regras específicas para o consumidor.2~ 

No âmbito intemacional, a União Européia possui diretivas e regulamentos específicas 
para a questão. O Tratado de ~\msterdã definiu a proteção ao consumidor como um direito 
fundamental do bloco, e as regras a respeito representam um vade-mécum de Proteção ao 
Consumidor. Também no projeto de Constituição Européia, a proteção ao consumidor 
tem grande importância nos objetivos que a União guer atingir.26 

Priv11odo", 111 O ]);mio fnrerr.a,·:ona!~ oDwe!!o Hmnlnm, org. Wagner lvleneses, Ipll, Ed. Unijuí, 2004,p.878 e seguintes. P~n um 
exemplo da JUrrspwdência, vej,l-se ~·\L 1 111 650, I o. Tribu1Hl de Alçitda de São Paulo, ;ulgado em 24 de serrmbro de 2002 
Ementil: "1) Arbitragem. Conshtclcion,!hdade Contrato de agênci~. contendo cl:iusuh flUe tmpõe a resolução dos contlitos 
no juízo ~rbttnU, segundo o direito francês. Validade lntdigência do ar\. 2". d;! Lei n 9307/96. Incidência do pnucípw da 
autonomia d!L vont:1.de. 2) Inépcta da imcwl Heg11irnidllde p:~srva Inocorrência. Inicifll que prceucb.:• os rcquisttos legRis 
_.'IJegaçiio de e},:i.stência de contra lo verb>ll de representação comen:·ial. O.<binJ.~nto_ Recurso pi!.rnalmcnle pwvido." No corpo 
do 11ocórdão faz-se a c'listinção enlre a aplic~çlo do art. 9" e, conseqüenlementc, peh possibilidade da escolha d~ lei ~penas 
quando ltowter dinsula arbitrfll, em virtude da disposi~·âo expressa do arl 2' da lei de arbitug10m 

"'C f CAL'ilO C\RAV-'\CA, i\lfomo-Lwz, e GAKDi\RA., Luiz Fem11ondez, C/;11/Ytdu hiernacwna!n, l\üdrid, Tecnos, 1997. O exemplo 
mnis unportnnte são as normas cmiformizadot~s d11o Convenção da ONU sobre Compra e Ve1tda de :\1ercadorias de 1980, 
conhecirla como Convençiio de Viena de 1980, que em seu i\rl 2, a e Art 5, procuntm cvit~r a aplicaçil.o destas normas do 
comércio internanonal ~o~ conttMos com consumidores-le:gos. O J"\tt. 2" da Convençiio dr. Viena d<e 1980 dispõe· "Esta 
coitvençil.o niio se Rplica às vendas. a) de mercadori11os <~dquindas para uso pesso~l, famili~r ou doméstico, sfllvo se o ve11dedor, 
antes ou no momento d2. ce!ebntçiio do contrato, nfio soubesse nem devesse saber que as mercadofias er~rn adquiridas pRi:~ 
l:ll uso" E no ii.mbito do Comérno eletrônico a lei 111odelo da UNCTTRi\L (que efet:ivam.ente se dedic~ ao comércio 
iutt'rn~cional) versando sobre coli!ércio deu:ónico expressamente infom1~ niio afasmr as norm~s lcttelares e parece querer 
excluir os contr~tos de consumo através de meios ütform~ticos de seu citmpo de B.plicação com o texto: '~Art_ 1 Ambito de 
aplicaaón - La present0 Ley-" ~et:i ~plic~b!e a todo tipo de informitción en fonna de me5aje de da tos ut:!lizadil en d contexto 
de actJvidades comerciales. "'La pr<>~fnl'e lcy no deroganinguna norma juLÍd1Cilo destinadll.ll h protccción del consumidor."No 
documento eL\bor~do pela CNCITRAL, Draji Com~nilor! 011 the tf.<'e of elehc,mt com:m!fm'catwm m mkrnatwnafrontract.c- 1wte <)· tbe 
Jecrelariat, A/CN.9/577 / 1\ckU. 17/11/04, p 9, há uma ref<>rênci~ espcdüc~ da inaphcab1hdade da 6.Liunt convençiio aos 
contr:ttos eletrônicos com o,; con>uH-lldorcs 

1
' No Brasil, há pouc:os trabillhos r>!wcíftcos sobre os Princípios do Unidroit, destacando-se, SOUZAJr., Lauro da Gama, ·'Oo 

Pnm<j;iM cio Umdrolire!athm ,;o; a:-':!mtosrome,;wÚ intenwcWIIat; e sua aJ)!rmç!Io no r pm'ses do}lferroolli'' in Co, trato; hitemüâçnaz;, coord 
Jo~o Grandino Rodlts, 3' ed, .5ii.o Paulo, KI: 2002, P- J,27, CASELLA, P~ulo Borba; "Utili·l~Çil.o no Brasil dos PJ:incípios 
UNIDROTTwlativos aos contr:~.tos comerciais intentaciowlis", m Cantro!o: mkrnartonaur: dwedo m:mÔ1111co JJO)doro.cN!, Casdln, 
P~ulo Borba (Coorc\.), Silo Paulo, 1996,p.98-99 
Convençiio sobre a lei aplicável às vend~s de caôter internacional O.e objdos móveis corpÓr(,OS, !.955, que nada d1zia; e 
Convençi.io sobre a lei Rplicável aos contratos de venda intemacional de m€rcadotüs, 1986, que <>xcepnonava os contratos com 
os consumidores no nn. 2, c, em termos similares ao ado!il.do pela Convenção sobre Compra e ·venda I1ttemacionfll, ri~ 
lJ0iCI1RAL 
Cf_ lvli\RQUES, ";-\proteção do consunüdor , OE/1'', p. 701 e seguint<es_ Cf. MAKI'INS, J"\na M~ri1cGuerra, Curtodf DimiD 

C:OnmiuCioM! da Umí:io Eunpàa, Coimbra, Almedma, 2001. A autora, comentando as modificações do Traudo de A.msterdã nas 
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Por isso, começa-se a análise das iniciativas regionais pela a Convenção Européia 
sobre a lei aplicável às obrigações internacionais, de Roma, 1980,27 para em seguida tratar-se 
da Convenção Intcramericana sobre o direito aplicável aos contratos internacionais, México 
1994, da OEA.:m ,Ambas adotaram o principio da autonomia da vontade como regra geral 

para a escolha da lei aplicável aos contratos internacionais, seguidas de regras subsidiárias para 
quando não houver escolha- o critério dos vínculos mais estreitos. 

Saliente-se que a previsão da utilização da autonomia da vontade é um dos problemas 
que afligem a relação consumidorx fornecedor no phmo internacional, e foi tratado na Convenção 
do México,29 e na Convenção de Roma. A possibilidade ampla de escolher a lei aplicável é 
mais adaptada às relações de partes em igualdade de condições, mas inadequada se utili1:ada 
para as relações envolvendo os consumidores/c cujos contratos são de adesão. Léclerc alerta 
que esses contratos (B2C), embora com elementos internacionais, conservam sua natureza 
de contratos de adesão, e, conseqüentemente, sua estrutura de desigualdade entre as partes.31 

No entanto, isso não significa retirar a possibilidade de escolher a lei dos consumidores, mas 
sim a criação de normas especiais em que se preserve sua escolha e não se abra mão de um 
nível de proteção especial, por serem eles a parte mais fraca da relação jurídica. 

Enquanto na Europa a autonomia da vontade foi drasticamente limitada através do 
art. 5°. da Convenção de l{_oma,32 a Convenção do ?\iféxico ignorou a necessidade dessa 
limitação para esses contratos. 

políticas e ações comlmitárüs relacionadas ao cidadão, 0SdHecc que os consun:udores passaram a se( encarados não ap~nas 
do ponto devtstól econômico, mas como tUnconjunlo. Segundo o novo art. 153 do Tmbdo, a Comunid.nde c:ontúbuiní. pam 
~. proteç~o rl<l "'lÚde, da scgurrul<;'i! e dos intercssrs econômicos dos consumidores, bem como p1m1 ~ promoç~o de seu c!Jreito 
à infomtação, l educação e à organiztLção para a defesa de seus interesses (p. 100) 
Sobre a Convenção de Row~, Vfja-se ARAUJO, Nndiil, Contratos Intemacionrus, 3" Ed., Rio de JilllelrO, Renovn, 2004 Cf., 
ainda, NORTH, Peter, Pnwte JntrmarwnaiLAIIjwob!emr m com:man b"JNrúdtciwm, London, Martinus N;jhoff, 1992. Esdart>ce o 
autor quf, embom haja um arligo especial de proteçiio aos consumidores na Convenção de Ronm (!!ri. 5"), que rlPmonslm n 
pn,ocupnçiio de dru: esra proteção através das normas de conflito, estas foram redigidas de forma muito lim.itadil. e serão 
aplicadAs n poucos contratos, na sua opiniào. A norma do arligo 5 estabelece que a escolha da le1 aplicável (autonom.l~ da 
vontade) está limitada, nos contratos de consumo, e não pode prejud1t::U a Aplicaçio das nom1as de caráter imperativo da 
resid&acw.lubmxtl do consumidor,p. 130 .. Para umA il.liálise geral e atualizada drt convenç(\o, cf, ainda, CALVO CARA VACA, 
1\lfonso- Luiz, e GONZi\LEZ,JavierCarmscosa, ((hretores) Demho Inkrnac-wnal Pnwdo, v o L li, 5'. ~d-, Granada, Ed. Com:lfes, 
2004. 

Sobre a Convenção do M6X!CO, VCJa,se ARAUJO, Nadia, c&ntrah~- lnter51tH1-01WIS, y Ed., Rio de janeiro, Re.nOVH, 2004 
TONIOLLO,Javú•r /llberto, "L, protemon mtenwFwnaf dei mtiHIII1tdo!', m Enista De! Den:cho Deilv[enr;mr, n 6, 1998, pp. 94/117 
O autor alerta pnm a necess1dll.dc de que n tradicional regra neutra de conexiio seja ajustada por valores substantivos no 
conte_xto de proteger~ pane mais fmc~, p. 99. Kesse sentrdo, em razão da debilidade das nomMs argentinas esper:i1lizadas de 
DIPr, utiliLi!-se o princípio da ordem pública com o fito de proteger o wnsun1.1dor qmtndo ll('t:essirio 
A esse respeito Cf ;:....1A YER, Pierre, "La protectio.n de la parti e faible em Drmt Intcrnntional Privé", m Lap"'t:ectiOI! de la pmiu 
jmlúdans fet n;pjx,riJ,:olltmd'.Jdr, LGDJ, Pans, 1996, p. 5'13/552. No estudo, o autor rehta. inúmeros exemplos de regras euwpéi2s 
que protegem o consmnidor e se aplicam nos casos ml.em~cionAJs, no uwés da regra de conexão c!llssícn 
LECLERC, Fréderic, L prutecfvm de la parlwjmbk dam ie,r;,tmn mtenafwnarrx, Bn1ylant, Bmxelao, 1995,. P- 18_ Acresce11ta O autor 
que ~ sitwtçíio só se comphca, po1s, na passagetn do contrato do âmbito intento parn o int<·rnacionRl, se ~crescentam"se :w 
poderio econômico da parte mais forte as barreints lingüísriets, a 1gnorânc.ia da lei estrangeira c outras especificidades (como, 
por exemplo, n difículdl!de de litigar em foro estrru1geiro) 
;\inda Kii.SSIS, Antome, 1.1' no11u-au droitemvpém dtcç;,!mi.J inte;-,ail&naux, Paris, LGD J, 1993, p. 336, ~malisa a questio da autonornta 
da vontade x contmtos mtemacionais com o conswmdor, para condmr que a Convenção níio a excluiu, mas apenas a limitou 
ptLmgnrAJ'lcit que a escolha preserve o nível de proteção adeqllildo que deve ter o consunudor, em face de disposições impemtlvas 
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A Convenção de Roma dá um tratamento diferenciado aos contratos intemacionais 
com os consumidores, no art. 5°.2. 33 

Para esses contratos os princípios gerais da convenção- autonomia da vontade c 
vínculos mais estreitos na ausência de escolha -não são utilizados. Há uma regra de 
conflito especial e dgida para essa classe de contratos, definida no n. 1. do artigo.34 

Essa reg;ra especial da Convenção não se aplica a todos os contratos com o consumidor, 

mas somente aos que cumpram ceiias condições materiais e espaciais. As condições materiais 
dizem respeito ao objeto do contrato (bens móveis ou serviços) c ao sujeito (que não é 
profissional). Também entram no âmbito de aplicação o fimmciamento a esses contratos e 

os pacotes turísticos. Com relação aos requisitos de ordem espacial, a idéia é proteger o 
consumidor passivo, que recebeu uma oferta ou publicidade em sua residência habimal, ou 
em feiras e seminários.:1~ Para os consumidores aúvos, a proteção se estende somente aos 

pacotes mrísticos. E embora na época em que a convenção foi feita runda não houvesse 
contratos pela internet, estes estão abrangidos pela norma do art. 5.2. No entanto, estão 
excluídos da proteção da Convenção inúmeros contratos, como os de transporte, aquele no 

qual o consumidor está em posição ativa, ou quando a transação for relativa a imóvel. 

Atualmente há uma proposta de mudança na Convenção de Roma, que a tomaria 
um Regulamento, chamado de Roma L A proposta foi apresentada pela Comissão Européia 

e modifica vários aspectos da Convenção. Com relação aos consumidores, adota uma regra 
de conexão fixa, a lei da residência habimal do consumidor. Se houver escolha, esta deverá 
seguir alguns critérios fixos. 36 

ti:l !ri intHnR !\credita que no caso concreto é preciso an~lisM todas as leis envolvidas, porque aquel9 escolhida pode ser mais 
protetiv~ do que a regunnperativa do foro, e amda, qlle a lei escolh1da pelas p2rtes pode regular setores do contrato não 
cobertos pela lei aplicável do fow. O ~rt. 5.2 é 1mu rrgra de conflito altemAtJVfl e qur só será usada depois de compar~dos os 
conteúdos d~s duas lets envolv1das no contlito 
_A.rt. 5 -Contratos celebrados pot consumidores 
O presente a1·tigo aplica-se aos conimtos que tenh~.mpor objeto o fornecimento de bens móveis corpóreos ou de serviços n 

m11a pessoa, o "conswmdor", para uma fuwlid2de que pode considetM-se estranh2 à su~ M.iv1dade profissiowll, bem como 
aos contratos destinados :w fin~nci~mento drsse [ornecunento 
Nlio obsti!..nte o d1sposto no art. 3 !liberdade de escolher a lei],~ escolha pelas partes d<J.lei aplidvel nio pode ter como 
conseqüência privar o consumidor da proteção que l11e ggmntem RS disposiçOes imperativas da lei do país em que tenha a Sllft 
residênclg habitu.tU :a) se a celebm1·íio do contrato tiver sido precedida, 1wsse países, de uma proposta que ll1e foi especialmente 
diugida ou de mní.nno publintário e se o consumidor tiver executado nesse país todos os atos necessárws U celebmç!io do 
conlmto ou; bj se a outra parte ou o respectivo representante tiver r<'cebido o pedido do consumidor ness0 pa.ís ou; c} se o 
contrato consistir nmna venda d<' mé•t-crtdorias e o constmlidor se tiver desloc:1do desse país a um outro país e aí tiver fe1lo o 
pedido, desde que (l viagem tenha sido organizada pelo vendedo;: com o obwtivo de incitar o consumidor a compm1:; 

3 Não obst9.nte o disposro no ad 4 Oei aplicável na fdta de escolha .... vínculos mru> estreitos] r na f:!lta de escollw feita nos teunos 
do att.3°., esses contmtos serÃo regulados pela !et do país em que o consunlidor tiver sem residl•ncü habitu2l, se se verificarem 
as circunstâncias referidas no n. 2"., do presente artigo 

4 O prcsrnte Htigo niio >r ap!i<:a: a) ao contmto de tnt.mporte; b) ao contrato de prest~ç~o de serviços quando os seJV!ÇOS 
devidos ao consumidor devam ser prest~dos cxclusivrunente num pais dtfrrente d2quele em que este tem n S1lfl residência 
hab;tl.uJ.l 
Em derrog--tç8o do di~poslo no n. 4, o presente artigo aplic~··S<' (\0 contrato que estabcleç:~., por llm preço global, prest~çõcs 
combinadas de tmn~porte e ~lojamenlo 
Kr\SSIS, Antome, Le nwmu1 dmirmmpàtJ de.r contrntr mlmrai.'ontwx, Paris, LGDj, 1993, p. 334 e seguinles 
CALVO C/lR:WACA, Alfonso-hliz, e GONZALEZ,.Javier C~wGcosa, (diretores) Derecho lnternanona! Pnu;uk, vol li, 5'. ed, 
Gran2d:t,Ed. Comares, 2004,p. 577 e segwntcs 
Proposm. de modificação da Convenç~o de Roma, Roma I. COM (2005)650 final 
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Já nas ~c\méricas, a Convenção do México não menciona os contratos de consumo, 
nem sua exclusão de seu âmbito de aplicação/'7 contendo somente uma proteção indireta, 

quan.do prevê a aplicação das normas de caráter imperativo. Pode-se adotar uma interpretação 
extensiva do art. 3(\ ~que amplia o campo de aplicação da Convenção às novas modalidades 
de contratação surgidas do desenvolvimento do comércio internacional. Poderia ser 
considerada como inc!usiv·a dos contratos com os consumidores no sistema da Convenção, 

pois esta é uma categoria nova que cresce a cada dia nas trocas intemacionais. 

Esse ponto não passou despercebido aos que analisanun a Convenção do México. 

Toniollo defende sua adoção somente se houver reserva de sua exclusão para o âmbito dos 
contratos com partes mais fracas. 39 Também por essa razão Claudia Lima Marques propõe 
uma outra Convenção lnteramericana que cuide da lei aplicável aos consumidores, juntando­
se às regras da Convenção do I\..Jéxico. No seu entender, só quando ambas as convenções 

estiverem atuantes, ter-se-á uma regulamentação mais completa das relações contratuais 
intemacionais, separando-se as chrunadas relações B2.B das J32C.'{l 

II. A PROPOSTA DE CONVENÇÃO INTERAMERICANA SOBRE ALGUNS 
CONTRATOS E TRANSAÇÕES ENVOLVENDO OS CONSUMIDORES, 

CIDIPVII 

II.a O Trabalho das Crmr's e o atual estágio dos preparativos para a CIDIP VII 

As Conferências Interamericanas Especializadas de Direito Internacional Privado, 
conhecidas como CIDIPs, fonun responsáveis pela elaboração e aprovação de diversas 

convenções interamericanas sobre quase todos os aspectos do DIPr. Esse ttabalho de criação 

Cf Artigo 5. Prtm O texto, vejrt·Se emDOLINGER,Jacob, e TIBÚRClO, CJI.R1JEN, VíldemicumdeDm:JPJJ'niernacwnaiPVJmdo_. 

2' ed, Rio de .Janeao, Reno\•ar, p. 266/269. Para o texto dfl. Convençiio de Roma, na nwsm~ obrlí, p 474 e segumtes 
r\rt. iJ.- Não obstante o àisposto nos artig,u~ anta-ion~s, :1phcar-se·iio necessarúunente As chspos\ções do dtt<-1'to do foro 
qurt.lldo revesttrem de odJer imper,\tivo Ficará ,1_ disn1çilo do foro, qwmdo este o considerar pertiw,nte, a aplimçRo das 
dispos1ções impemtiv~s do direito de outro Est>tdo com() qu:tl o contrato mrmtiver vínculos estreitos 
TO NIO LLO, /liberto, '' &;'lexwnt:i at1rm dt! D&red:'o l!ilerrJaaona! Pn.mdo Lannw,Mncano; Epetu:irifcn:IJCW al mnb1 to de/ j\;[en:rm/', in 
Arm!cnd~iDenéo lntemac7ona! Prm.uloe~~.A.menca Ldina,. Lbe,.._,.JJmmmm}l?rJp1 Jamtiebe11, l\Tontcvideu, FCU, 2002, pp.442. Também 
no mesmo sentido, cf. OPERT'fiBi\Dfu"-J,DJd!ere FRESNERO DEi\GUIRRE, Cecilia, Conim!oJ Co!Nfi"C!a!Úbrternatwna!N, 

lvlontevideu, FCU, 1997 

MARQUES, Chudt~ Lmu ''/(tn;kç.M do m11smnia'o;~· aspectos rlt!.hrempmado rego;w/ egm-vf, m XXVII Cl!rm à DcrcchoinrenJarWi!aÍ 
2000, Secretaria General, OEA, \'9ashington, 2001.,p. 657 /7SO_ Énecess&no elaborar normas <o'speciftcas de DIPr. p~raa pwleçao 
dos consumidores leigos ou não profissionais, pois ~s conexões hoje existentes para regular o wmércio intemaciou:tl todas têm 
como bii-se o equdibr1o estrutural de forçRS ou de interesses profissionais eJI!W os ~gentes (ambos pmfissionais) envolvidos, 
como conexões da aut·onomüt di~ vontade (esm]h(( d8le1 qn0 regeri o contmto pelas partes, no contrato ou Após), o local d(\ 
execuçllo (geralmente o local de execução dR prestação caracterís!Jca, sempre preotadll. pelo profisswnal em caso de contmlo 
de' consumo intcrnacwnal), ou do Joç:ll de conclusão do contrato (coneCtilJHlo o contato com a ordem jurídlca do país do 
ofertante, em contratos l distitncia, tHmbém o oü,rtante) 

J iB l'.LJ;NDR.O, fu.<be'"· Ei! '''''''"'i/,,b;l '"' ;Mim!• '"'·'"''""'P.r M•o.>lev<dé•e>, F CC, 1996, mosrmva-se preocupado cc.m 
a falta de regul:mwntação na Convenção Inter:m1ericana sobre os contratos ~lll du~s p:trtcs: no plru10 subjelivo, com as p:trtes 
comml<.Ht!mcnte nms fracas c no pl~no objelwo, com a falta de definição das siluaç6es relativas ~o cont~:tto de adesiio 
Assüula serem esses conlratos os mais comuns<' corriq11eiro" de nossa época e que nllo prcrtrirt por excesso a Convenção do 
Méxteo de excepcioná-los de seu campo de aplicação_ (p 135}. Este equllibno cstn1Lu~al inexiste 110s contratos interrH1C\01UlS 
concluídos Wlll consnJmdores le1gos .. A-ssim, se~ autonomia de vontade das parres ~ consider~da o mais rmport.:1nte 
elcmerllo de conexão no comércio intemacwn~J encontr~ ela nm hmire no que se :refere t:elações de consumo 
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de uma n01mativa uniforme nas .A.méricas têm grande importância para o Dipr, em geral, e 
para o ?vlcrcosul, em especial, pois os países integrantes do bloco são partícipes ativos no 
processo. Várias delas estão em vigor nos quatro paises, promovendo a uniformização das 
regras de DIPrno bloco./, 1 Todavia, no campo dos contratos internacionais, a Convenção do 
México sobre o direito aplicável aos contratos intemacionais teve pouca aceitação (só dois 
países a ratificaram) e não regulou os contratos com consumiclores.~2 

A Comissão .Jurídica Intenunericana, instada pela Assembléia Geral da OEA, ao 
estudar novos temas para as Conferências Especializadas, recomendou o dos consumidores 
e do comércio eletrônico, por sua pertinência e importância. ~ 3 No relatório, apontou-se a 
necessidade de regulamentação para promover o incremento dessa área comercial. Diego 
Fernándcz .i\.rroyo, em trabalho realizado a convite da OE . .A, também apontou para a 
incompletude da Convenção do I'vféxico, mormente no tema dos contratos com os 
consumidores.':~ Em seguida, a Assembléia Geral da OEA recomendou a realização da 
CIDIP VII.~5 Vários países -como o Brasil, Uruguai, l'viéxico c Cmadá-, já se manifestaram 
a favor da proteção dos consumidores para a próxima reunião. 46 

Em 2004, a Assembléia Geral chamou os países a participarem da montagem da 
agenda c. os órgãos competentes a apresentar estudos para viabilizar a realização da 
Conferência.~·~ Na sessão de 2005, foi aprovada a resolução 2065, que definiu a agenda da 
CIDIP VII, incluindo o tema de consumidor logo no item 1.i.48 

A proposta de uma Convenção Tnteramericana sobre a lei aplicável aos contratos 
internacionais de consumo é um dos prováveis tópicos da agenda da próxima CIDIP. Sua 
realização é imprescinclivel para se completar o sistema, gue está incompleto com a C'..-onvenção 

Pam maiores infonnaçi'ic» sobre(\ swt V!g.\ncw, Veja--se em Wlll.l!.CO.aSDI:g; para mna análise dl"t~lhrtda rlr cada umit dd:1s e o 
ordenamento jurídKo interno, vcjrt-se CASELLA, Paulo Borbrt e /\.RAUJO, Na dia (coord.), Jnt'f.ra(éf& .Jwidur! Tntemmerhwm, Si'to 
Paulo,L,l'r, 1998 

"' .i\té hoje só foi illlernaEzrtdH mt Venezueh e no México 
V~ja-se documento Lfd,_p Vll and Bv·ond. elabor:1do por CMlos }il'ru.ltlel v~squez e Jo~o Grandmo Rodrts, membros da Comissfio 
Jurídica Interamcncrtnit, d:sponivc! em ll_~~D_a3_D_rg. O documento recome11da um estudo JJifÜS ~profi.u1dado de todo o 
s;stema CIDIP, por um pequeno grupo de espectalis!its, em conjm1to com 11 Conuss~o, para determl!l:lr o seu futuro, po1s é 
preocupante o baixo número de rMificações das cotwençôeô 1mus r0centes em comp:luçiio com ftS mrus antigrts [A Conve11çii.o 
do Iv!éxico é um exemplo d<?SS<l comtalnç~o]. i\pon!!t, ainda, o proLlem~ da duplicação de <o'sfm:ços, :ltravés de iuiciativrts de 
cunho reg;oniJ.l x uuciRlivas de nlllho f;lobill_ Na análise dos tópicos drt próx:ma CIDIP, mencionrnn comércio eletrônico e 
consumidor como um dos tópicos mais requiút~dos pelos p~lses, e su~. ;ust~postçfio 
Vejrt-se documento The h·eselittmd thefúmr- t;j' C!tilp, .r\RROYO, Di ego P Pt'mandez, in \V\VW.08s.org 

Res .. -\G '1923 (XXXIII-0/03), rtrlotada na sessão de 10/06/03 
i\s propost:<s ~ão ,hferencüchs_ A proposta de tuna convençflo sob r~ :1 k1 'tphcivd é brastkim, baseada no te:xto drt Prof. 
Claudw Limrt.i\hrgues_ O Uruguru. apresentou um tópico ~obre comércio eletrÔnKO com consumidores_ Adiciona, mndR, a 
Dedamção de Córdob,l, em qur d1versos jur.isU\s se manifestrtm em favor do sistema C,(hp e fnhm \h necessidade de reguhr 

os ~s1wcros rel~l'ivos aos contratos internacionais com os çonslllllldon;s J <Í o Cuudi q1wr o tóp1co do comércio delrônico 
apenas no aspecto relativo à juásdiçiio ímem~ciowtl. O \.-féx:co mmbém quer um convenção sobre proteção cio comumidor 
jlt os Estados Unidos c outros p~íscs prefHem :1 modalidade de leis-modelo pam tmlar de rem:ts rekclOH:ldoo rtmvestunenlos 
e reg1stro de tJ:m1s~.ç6es comercw.is eletrônicas 
Res . .r\g. 2033 (X_XXIV-0 /04), adot~dR n~ sessão de 8/6/04 

4! OEA/Ser.G/ CP/CAPJ -2239/05 rev.l, 18/2/2005. VerAg,./&s. 2065 (XXXV 0/05, apwvnd~ n:l4" Sessão plenárirt,em 7 de 
junho de 2005 
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do México. Espera-se seja adotada a vertente em uso na União Européia, que possui regras 
especificas para os contratos internacionais envolvendo os consumidores. 

A regulamentação especial para os consumidores de ambas as questões~ lei aplicável 
c jurisdição internacional - é essencial para garantir proteção adequada nas obrigações 
transnacionais e o acesso à justiça. Só com essas regras se poderá garantir a proteção dos 
direitos fundamentais desse grupo, essencial ao bom desenvolvimento do comércio 
internacional. 

Um dos pontos que causa mais polêmica na rcb:rulamentação dos contratos 
internacionais é o princípio da autonomia das partes em escolher a ki aplicável, e os limites a 
essa autonomia quando houver interesses dos consumidores. Enquanto na seara internacional 
do B2B, a faculdade de escolher a lei é desejável, nos contratos B2C dever-se~ia impor limites 
precisos para evitar que o consumidor não tivesse, afinal, escolha alguma, sc,ndo~lhe imposta 
a lei do fornecedor do bem ou serviço.~9 

.. :\s soluções mais modernas para os consumidores não excluem totalmente a 
autonomia da vontade nos contratos em que eles forem partes. Essa eleição deve ser permitida, 
mas com certos limite:-;, para garantir um nível adequado de proteção, pois, como parte ma1s 
fraca, o consumidor precisa de normas de DIPr diferenciadas. se 

Ao fintli de 2006, os trabalhos preparativos para a CIDIP VII estão em pleno 
andamento. O Brasil apresentou um::t proposta de convenção, de autoria de Cláudia Lima 
I\1arques, que será analisada no próximo item. Além disso, Canadá c Estados Unidos também 
apresentaram propostas sobre o tema dos consumidores. O projeto dos Estados Unidos é 
sobre mccmismos de rcsrituição monetária para os consumidores e tem o formato de lei­
modelo. O Canadá ttunbém utilizou o método de lei-modelo para sua proposta sobre 
jurisdição relacionada ao uso da internet. 51 O Uruguai também apresentou uma proposta de 
convenç-ão com os dois temas: lei aplicável e jurisd.ição. 

Il.b A proposta de Claudia Lima Marques para uma Convenção Interamericana 
de lei aplicável aos contratos internacionais envolvendo os consumidores 

Cláudia Lima Marques respondeu ao convite para dar aulas no Curso de Direito 
Intemacional da OEA com a elaboração de uma proposta de convenção52 para a agenda da 
CIDIP VII, posteriormente apresentada pelo Brasil para a OEA. Sua inspiração veio da 
constatação de que a regulamentação intemacional para os contratos intemacionais nas 

Nesse sentido, Veji\-Se PO]V[:!>1IER,Jerut· Clmsrophe, Prmnpe a"auf-:!!101!116 et ioz du tY)!drad en Dmd Inrr:ma.ftm1a! Pmr! Cmrte>JiÍonm!, 

Prtris, Economica, 1992, P- 157_ Para ele, a rtU!oaorru~ d2 vontade com rrg-;fl de conexiio errt \:Ul1:l fonte de opressão d~ p:crte 
m~is fur!.e em rehção ii mRis fi"acr<- Explint que a desiguilld~dc das pRrles JiÍ. h.:tvia s1do objeto de reguhrnentaçiio interna_. 
principalmente nos çontmtos de trabalho e nos contratos com o~ consunudores, de mane!ra"' ~hstar R autonomia drts partes 
MARQUES, Claudia Lim:t,A cor{zaiifa . . , p. 459 
Todos os documentos e propost2s pode111Ser erKoltl'mdos 0m W\VW~.o_rgno setor de a.ssm1tos jurídicos, chretlo mternllcionill 
privado 

]\-[ARQUES, "i\ proteçào do consumido L, üEH', P- 763/675. CópiA. dn proposta ao iill~l deste tmb~lho 
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Américas, a Convenção do México, deixou os consumidores sem regras próprias. Essa 
ausência não se justifica, e sua proposição foi feita a partir dos estudos das regras da 
Comunidade Européia, tanto a Convenção de Roma como inúmeras diretivas especiais. 

A autora reconhece que a doutrina latino-americana vê as regras de proteção do 
consumidor como nonnas de ordem pública internacional -permitindo sua exclusão do 
sistema da Convenção do lvféxico pelo disposto no art. 11,53 mas acredita ser este artigo 
insuficiente para assegurar a proteção necessfu_i_a ao elo mais fraco da relação contratual. No 
seu entender, o artigo 11 é um paliativo, dando preferência às normas imperativas da !ex jori, 
inadequadas a essa classe de contratanteY -'-AJém disso, deixa dois tipos de consumidores 
sem qualquer proteção especial: o turista, que sempre compra de fonna "internacional", e o 
que contrata a distância ou por meio do comércio eletrônico. Não é certo que as normas 
imperativas ou de ordem pública do país de domicílio do consumidor serão aplicadas em 
caráter discricionário55 pelo juiz do foro competente, geralmente o do fomccedor. 

_A análise da jurisprudência brasileira demonstra que os juízes tendem a ignorar o 
caráter intemacional da relação jurídica, para aplicar apenas o CDC, como se viu no caso 
PanaMnú: 56 Essa visão do problema não é exclusiva do direito brasileiro e já foi constatada 
por Antonio l\larques dos Santos, que cita a ocorrência freqüente na Alemanha e em PortugaP7 

A proposta de Convenção de Claudia Lima Marques é composta de sete artigos. 
Define o consumidor, estabelece cláusulas sobre a lei aplicável [inclusive regra limitada sobre 

,, Ve)a"se, por todos, HERNANDEZ"BRETÓN, IPRAX 1998,.'184, comtuucando trunbém a entrad~.em vJgor da CIDIP V entre 
lvf~-XiCO e Venezuela em 14_1_1997, IPRAX, P- 379 

14 ,\rt. 11 "Não obstante o di~posto nos :u:tigos anteriores, aplicH-se-ão necessariamente as dispOSiÇÕes do direito do fom qtlllüdo 
revestirem mdter unpemtivo. Ficará it discris·íío do foro, qu~tndo este o considerar pert:inentL', a aphcaç~o das disposições 
1mperat:ivlls do direito de outro Estado com o qual o conlmto mantiver os vínculos mrus estreitos "OEA/Ser.K/X:X.I.5, CIDIP 
V/Doc. 46/94, vol I c II, 1996, p 29. Sobre o tema das normas de aplícllçiío imediatll, VeJa-se, por todos,l\IARQUES DOS 
S_Al-..lTOS, Antonio, As !IW!!Iai de aplicação t!lled1ala M D11'1'1-tiJ lntemaMnal Pm"(ldo, voL I c II, Coimbra, r\lnwdw~, 1991 
OEA/Ser.K/XXI5, CIDIPV /Doc. 46/94, voL I e II, 1996,p. 29 
Resp 6.'1.931 adotadll na sessão de 13/08/2001, do Superior Tribunal de .Justiça. R.Sl], Bmsíli~, ru1o 12,n_ 137, Ja!l. 2001, p. 387-
492. Ementa: DIREHD DO CONSUMIDOR FII-"\1ADORA.>\DQUIRIDA.NO EXTERIOR DEFEITO Dii.MERCADORii\ 
RESPONSABILIDADE DA EMPRES1\ NACIOKAL DA :tvfES:\1A MARCA ("PA01ASONIC"). ECONOMIA 
GLOBAIJZADA PROPAGAt\Dll. PROTEÇAO ~/\O CONSUMIDOR PECULIARTDADES DA ESPÉCIE_ SITUAÇÔES 
A PONDERI\R NOS CASOS CONCRETOS. NULIDADE DO ACÓRDAO ESTiWUAL REJEITADA, PORQUE 
SUFICIENTEMENTE FUKDA_i'V!ENTADO. RECURSO CONI-lEClDO E PROVIDO NO l\iiÉRlTO, POR MAIORJ.'\. I 
Se~ economill globalizadrrnão mais tem fronteír~s rigidas e estimula e favorece a livre conconêncill, imprescindível qur ~\S leis 
de proteçflo fW consumidorganhl'Jnmaior exprcss~o em SUll exegese, nll. busca do equilíbrio que deve reger as relações jurídic~s, 
dimensionando-se, llldusive, o f:tlor nsco, inerente à competitivid8.de do comérno e dos negócios mercantis, sobretudo 
qu:u1.do em escalll intemllcional, em que presentes empresll.s poderoslls, mulünacioilaJS, com fiiiais em vários p!Úses, sem falar 
nas veadas hoje efetu~das pelo processo rrmolôgico da mformál:lo. e no forte 1nercado constumdor que representa o nosso 
País_li "O mercado comumidor,níío hii.como negn, \'Íé--se hoje "bombarde:tdo" diuturnamente por intensa c hibíl propllg9nda, 
a induzir ll. agtúsíção de produtos, notadamente os sofisticados de procedênci~ esrr::1.ngeu:a, lcv:u1do em linha de contll diversos 
fatores, dentre os quais, e com relevo, ll rcspeilabílidade dll marca_ III -Se e1npresas nacionais se beneftnam de m~tü\S 
mundialmente conhecidas, mcm11be--lhes 1-rspouder mmbém pelas defioênnas dos produtos que anunciMn e comercii>.lizru:n, 
n~o sendo razoável desllnar-se ao consumidor as conseqtiêncills neg:tl"iv~s dos negócios envolvendo objetos defeituosos IV 
. Impõe-se, no ent<lnto, nos Cil.SOS concretos, ponderllt as situações existentes_ V - Rejeita,se a nulidllde argüida quamlo sem 
!ll.stro na le1 ou nos autos 
MARQUES DOS SANTOS, Antonio,As IM7nasdeaplicaçi0 .. vol. I,p. 43 e sq,'<untes 
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a autonomia da vontadcJ, normas imperativas, e cláusula escapatória (de exceção). Prevê, 
ainda, uma regra de exclusão de determinados contratos, como seguros, transportes e os da 
Convenção do l'viéxico. Além disso, inclui normas especúús pam os de v--iagem e turismo e de 

multipropricdade. 

A definição de consumidor do artigo 1°. permite que o texto se harmonize com a 
Convenção do l\1éxico, cujo campo de aplicação é muito amplo. Assim, ao indiv--:idualizar o 

sujeito~consumidor, com a vigência de ambas as convenções, não haverá dúvida de que o 
consumidor estará excluído-da Convenção do I'viéxico. As convenções de direito internacional 

privado não possuem apenas nonnas conflit:uais. Ú. comum regularem aspectos de direito 
material, como definições do sujeito ou objeto em pauta no documento. São as chamadas 
normas materiais de Dípr. 53 Essa definição foi inspirada em diversos documentos, 
especialmente na Convenção de Roma, e nas diversas dire6vas européias sobre amatéria.5s 

~>\inda no artigo 1 oda proposta, o item 3 estabelece uma série de situações para definir 
o consumidor nos casos específicos do consumidor-turista e da multipropriedade. Caminha 
no mesmo sentido da Convenção de Roma, que também estabelece presunções para definir 
o local do contrato, utilizando a teoria da prestação característica. No entanto, a teoria foi 
expressamente descartada da Convenção do \léxico, que adotou uma posição mtlis geral em 
relação aos contratos intemacionais. 68 

O art. 1.4 estabelece como guia de interpretação a escolha da norma mais favorável ao 
consumidor para que não paire dúvidas sohre quem a Convenção quer proteger. É uma 
norma aberta que segue o princípio da escolha da definição da lei que dê maior proteção. Pode 
exemplificar-se sua utilização com o exemplo do Brasil, no qual o Código de Defesa do 
Consumidor- CDC também protege o consumidor pessoa-jurídica, enquanto a proposta 
só inclui o consumidor pessoa física. Desta forma, quando a convenção estiver em vigor, 
poderá utilizar-se, em um caso concreto, o critério mtús favorável. 

O art. 2°. cuida da lei aplicável aos contratos a distância, especialmente os eletrônicos. 
A regra geral é a do domicílio do consumidor. Essa regra se ham1oniza com a norma do 
lviercosul constante no Protocolo de Santa ?vfaria para a jurisdição internacional, ainda não 

s Por muito tempo o DIPrutÚJLOU·Se quase e.xclus.ivmnenle do método conflitual, que cons.isi~ n:< utilização dr. regras de conexão 

p~r~ desJgt1ara lei aplidvd à situaçfto plnrilocnlizada. Todavüt, nos dHts att1ais,normas materiais especJaís, que :mtes eram minoria, 
e que r<?spo11dem à pergm1L'l proposta através delUJ}asolução imeddll estão sendo multo utihzadll.s, esperi:Jmente em <:onvenções 
intcmacionais /\Jém clisso, h:l urna nova categ-ori:t de nor:mas materiais nnper!lttvas Segundo .Alfonso Cüvo Camvao, essas 
normrr.s de direito intemo, por contcrrm implicitamente um m.(<.ndMo de prole~·iio aos casos intemacionais, t!l1nbém são normas 

qm'intcgramo DIPr C f. CALVO Clill.i\VJ\CJ\, .Alfonso· Luiz, e GONZALEZ,Javier Cana$cosa, (diretores) Derxh.o Internatwnai 

Pn'zt~do, vol. I, 5'. cd., Gran:uh, Ed. Co mares, 2004, p C f., :tinda, ARii.UJO, ;:-.]adia, Dmtto hternacit4ta! Pmado. , e 
)1\CQUE.S, Daniela, 

Consunudor_ Cópia com a autom 
Segu..CJdo C!mdi<1 L.:ma M2.rques, nos Art. 5 d~ Convcnç!io de Roma O e 1. 980 sobre alei aplidvel a obrig.:tções contr~ruaís, A.rl 
2,1 Díretivg 85/577 ICE E sobrr conrmtos negociados for:< do eslabeleclmenlü conwrcinl, Art. 2, b e c da Diretiva 93I13ICEE 

sobre cláusulas abusivas nos contratos celebrados com consumidores, Art 2,2 daDireliva 97/7 /CEde 20 de maio de '1997 sobre 
contratos à distânci~t, e Arl 1, 2 !l da DirNNa 1999 I 44ICE de 25 de maio de 1999 sobrevendil de bem dl:' consumo e garanlH\S 
Segundo Cla1\dÜ Tjma Marques, nos !lrl. Art. 2A e~ .3 da Diretiva 90/314 sobtcv1agem combmada c Diret\V:t Européill 94147 I 

CE de 26 de outubro d<' 1994 (Dw~riva sobre time.siHtring), e em estudos da doutrinll europ€ta 
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em v1gor. O domicílio do consumidor deve ser entendido como sua residência habitual, a 
exemplo do art. 3 do Protocolo de Santa Maria61 e da tradição das convenções interamericanas, 
que sempre usam essa expressão ao invés de domicílio, por ser considerada mais ampla. 

Como esses contratos são de adesão, podendo ser oriundos de países em que se permite a 
autonomia da vontade, buscou-se uma solução de compromisso que não eliminasse a 
possibilidade de escolha da lei. Nesses casos, ante a provável imposição da norma ao 
consumidor pelo fornecedor, a proposta prevê uma alternativa à da invalidade da cláusula: 
somente será aceita em três hipóteses: lei do lugar da celebração, lei do lugar da execução, ou 
lei do domicílio ou sede do fornecedor do produto ou serviço. Todas cuidam de situações 
em que existe um vínculo real entre o contrato e o local da lei aplicável. Evita-se a possibilidade 
da escolha de uma lei que não tenha nenhum vínculo com o contrato, mas que foi leita 
somente por ser mais favorável ao fornecedor. Protege-se o consumidor da escolha alheia, 
sem eliminar completamente a autonomia da vontade. Esta opção é repetida no item 2, para 
os contratos celebrados fora do domicílio do consumidor. 

O único reparo a esse artigo seria a retirada da hipótese de prestação caracteástica, que 
nesse caso não se mostra adequada, pois, sem a lista de presunções necessárias à sua 
compreensão. I'vfesmo na Convenção de Roma, em que há uma relação das presunções, essa 
metodologia para encontrar a lei aplicável é muito criticada. Em marcada diferença, a versão 
da Convenção do ?déxico depois das discussões da Conferência não acatou essa solução, que 
fazia parte do projeto inicial. Friedrich Juenger, um de seus críticos, acredita que esta é uma 
solução inadequada porque nem sempre é fácil dctennÍ11.ar em contratos complexos qual das 
diversas ações das partes deve ser considerada como característica da relação contratual. 62 

Além disso, sugerimos a repartição do 2.1, como se vê no anexo, para sua melhor compreensão. 

/\s demais Convenções existentes para os contratos internacionais ~Roma e ?v léxico 
~possuem como regra geral para escolha da lei aplicável a autonomia da vontade. Na sua 
ausência atua o critério subsidiário dos vínculos mais estreitos. i\ idéia de que o consumidor 
está em posição de inferioridade em relação ao fornecedor e tem pouca possibilidade de 
escolha embasa esta opção pela lei mais favorável, e distingue esse contrato dos demais. 

Para o Brasil, a adoção desta convenção significaria um distanciamento da regra do 
art. 9". da L.ei de Introdução ao Código Civ-il brasileiro~ LJCC, que para contratos a distância 
privilegia o proponente (que nos contratos com os consumidores são os fornecedores). Sua 
adoção representa gnmdc modificação no atual sistema brasileiro,03 e um avanço para a 

ARAÚJO. Nridw, M;\RQUES, Frederico l\üg~llües <'REIS, Márcio, COrhgJdc}vfen'J.<'u!- TmtadM e~~WÍ<fii4, Ed. Renovar, Rio 
de Janeiro, 1998,p. 161 
JUE:':'!GER, Friednch, "Contract Choice o f Law m rlw Amcncas" 111Amencan ]Nwnril i![ Compamf!~? L"M', vol 45, 1997, p 205 
llinda cnlic~ndo a prestaç:w ca~cterística, enl:endf' o autor que esse conceito estabelece um privilégw para os fonwcedores 
de serviços e mercadori~s, que seriam R parte c<rll.cterística da relação contratuaL (p 206) Acredita il.Índa qu~ é uma conex~o 
fictícia, arbitrária e de ditlcil aphcaçio In "La Convcncion Europer< sobrr el derecho ~plitable s oblig~cwnes contratuales 
algunas obsrrvr<cwnes critln<s desde Lt p0rspectwa estaduinide1wo, in Juddtta, n 14, 1982, P- 201 
Confim, 11este tmbaiho, uota 15 
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proteção dos consumidores, pois a LICC é da época em que estes ainda não eram tratados 
como um grupo diferente dos demais na seara contratuaL 

Desta forma, protege-se o consumidor, evitando-se que a jurisprudência considere 
sempre o CDC como norma de aplicação imediata, através da possibilidade de utilização da 
lei mais benéfica. Essa modalidatk de norma já é conhecida no Brasi1 em casos de sucessão 
internacional com a existência de cônjuge ou filho brasileiro. Quando o de agUs tiver seu 
domicílio no exterior, c for caso de aplicação da lei estrangeira, o juiz deve analisar qual delas 

(a brasileira ou a estrangeira) é mais benéfica . .Já houve casos de aplicação da lei estrangeira, por 

ser mais favorável aos brasileiros, seguindo-se a diretriz constitucional.64 

Ainda sobre a autonomia da vontade, dir-se-ia que sua inclusão em uma convenção 
internacional seria na verdade inócua, já que na maioria das vezes o consumidor não tem 
nenhuma oportunidade de fazer qualquer opção, pois se obriga a wn contrato já pronto. 
Discordamos dessa visão. Na verdade, a possibilidade de escolha da lei aplicável pode se dar 
de forma bastante simplificada. Por exemplo, nos contratos realizados na internet, pode 
haver duas opções, bastan.do ao consumidor clicar uma delas (tal qual cláusulas do tipo ( ) 
Aceito ()?\Tão aceito, existentes em inúmeros contratos). É evidente que nos contratos com 
os consumidores não há tempo nem condições de uma efetiva negociação e será necessário 
encontrar uma fórmula prática e simplificada para viabilizar a possibilidade estabelecida na 
nova convenção. 

Ultrapassada a questão relativa à forma pela qual se dará a opção, pergunta-se porque 
o fomecedor se preocuparia em dar essas opçôes. Na verdade, é do interesse do fomecedor, 
cada vez mais, dar ao consumidor opçôes que lhe dêem segurança na contratação. É sabido 
o temor de muitas pessoas em contratar pela intemet, especialmente em sites intemacionais, 
por conta dos riscos da operação. :0Jo Brasil, na contratação in tema, proliferam os sites ditos 
certzJicados.lviuitos consumidores, ao acessarem sites de busca, que dão os preços e condições 
de vários sites sobre um mesmo produto, incluem informações sobre a qualidade do serviço 
prestado por alguns deles. _;\ opção do consumidor não é guiada apenas pelo preço, mas 
também por esses itens, que atestam a maior segurança da operação, ev-1t<mdo aborrecimentos 
futuros. 

O fornecedor, para convencer o cliente a usar seu site, tem interesse em que este tenha 
tranqüilidade em contratar. Portanto, muito plausível em uma contratação internacional por 
meio eletrônico, que gera mais insc.~:,rurat1ça, que o fornecedor ofereça ao consumidor mais de 
uma opção de lei aplicável, que inclua, por exemplo, a da sua residência habitual. A mera 
existência dessa opção, ainda que simplificada, concorrerá para o aumento das transaçôes, e 
aos poucos, será utilizada em toda a rede, visto que os concorrentes não vão querer ficar para 
trás. 

~ Confir<t-se AR.A.U.JO,?-ladia, 'D!ftltD!ntD--,m,/,r.alPnwdo. •J,p. 409 e seguintes 
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O artigo 3°, que trata das normas de aplicação imediata, inspirou-se 11tt Convenção de 
Roma e nas regras alemãs. A autora utilizon uma fónnula que pctm.ite a utilização da norma 
imperativa em conjunto com a idéia da procura da lei mais adequt~da, procurando-se escolher 
sempre aquela que for mais favorável ao consumidor. Desta fmma, o juiz deverá realizar 

uma operação complexa: aplicar as normas imperativas do foro em que o consumidor tem 
domicílio, porque para lá foi dirigida a propaganda, principal item de atração do fornecedor, 
em conjunto com as da lei aplicável ao contrato. Tudo para cutnprir a filosofia da convenção, 

disposta no artigo 1.4, de procurar o critério da norma mais favorável. 

O artigo 4", da cláusula escapatória, merecia ter sua terminologia modificada para 
cláusula de exxerão,65 mais próxima da nossa tradição jurídica e utilizada pelo Pro f. Erik Jayme. 

Ainda que a situação prevista no artigo pareça rara e difícil de ocorrer, sua inclusão no texto 
convencional é importante em tennos metodológicos por nos aproximar das modernas 
tendências do Direito Internacional Privado e deixar uma cUusula aberta para o futuro, de 

modo a garantir melhor a proteção desejada para o consumidor. 

A idéia de uma cláusula escapatória (ou de exceção) foi inspirado no artigo 15 da Lei 
Suiça,6G que tem sido considerado muito adequado para dar ao sistema conflitual clássico 
uma S014}Jies"Je do seu sistema de utilizar a regra de conexão rígida para a lei aplicável, 
aproximando-se de soluções que levem em conta o caráter material do resultado. Também 

evita a utilização da exceção de ordem pública como regra geral para cuidar de todas as 
soluções indesejáveis, mantendo a sistemática do método conflitual. 

A distinção entre dáu.rula de exceção e ordem pública foi feita por Erik Jayme. 67 Para ele, 
essa cláusula não descarta alei aplicável estrangeira, apenas a modifica, em algumas cirnmstâncias, 

ainda utilizando o sistema de conflito de leis. Reconhece, todavia, que embora haja diferença 
na aplicação de cada uma delas, o resultado pode ser o mes1no. Porém, há casos em que a 
diferença no resultado aparece, quando a aplicação da cláusula de exceção remeter a uma outra 

le.i estrangeira aplicável. Se na mesma situação fosse utilizada a exceção de ordem pública, o 
resultado seria a aplicação da lei do foro, quando inaplicável a lei estnmgeira. 

Alfonso Calvo CaravaGJ.68 diz que a utilização da cláusula de exceção só ocorre para 

evitar uma lei pouco conectada com a situação e cuja solução seria imprevisível para as partes, 
preferindo-se uma outra, mais próÀ--ima (que poderá ainda ser uma lei estrangeira ou a lei do 

A d1scussão sobre a termmolog,ia da cláusula é i11finrlivel. P~m ~lgurnas outras acepções, rrlém de esrapará-aa e de ~:>."Ct:fih, veja-se 
M.A.RQUES DOS SANTOS, As IJ&rmas de aplrcaçãa .. , v o !.I, p. 399/400. Dr nomr ;\lnd:l que hi países em que se faz a distinção 

com a cláusula dl" esrape. Um exemplo srri~ a niio apl:caçiio da lei des1g:nada pelas regras da presws~iio característica lh Convenção 
de Roma, porque lev:u-ian:t a uma lei sem VÍ11cu.los estreitos com o contrato, o que sena contrário~ lógica di!. regm geml. In, 
C1\LVO CAR..!\V}>.CA, Alfonso-Luis, e allii,DemU!ntern,;;aona!Pnwdo, vol. I, 5'. ed.,Grru1ada, 2004,p. 217 
Art. 15. Chuoula de e:xceçiio. "L O diJ:eiro deslgnado pela presente lei não será aplicado, se, excepcionalmente, em raúo das 

circunstâncias, é nH.nif<Osto que a causa possui laços tknues com o direito designado, e gue se encontre coJ)ectada, de fomu 
m:Us estre1ta com outro direito. 2 Essa drsposição não é apiidvel em caso de eleição do direito aphcivel 
JAY1VlE, Erik, IdmtitéCultun:!!f. e!lnfigralwn: L_;,})rail lntemalwnal hnéPostmodemf', Rrnwil de Cours, t 251, Hague, !995, p 226 
CALVO CARA VACA, Alfonso -L\lls, e alhi, Denrh'l !ntl:rna,·I&J1a} l'mda, vol. I, 5' ed., Gmn~da, 2004, p 217 
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foro). Esta cláusula integra-se ao sistema de conflito de leis, existindo apenas para corrigir a 

ratio da norma de conflito. 

i\. técnica de amenizar o rigor das regras de conexão com cláusulas de exceção foi uma 

resposta dos países europeus às críticas ao sistema conflitual clássico, conhecido por seu 
caráter mecânico e indiferente ao resultado final da escolha da lei aplicável, feita pelos autores 
americanos, após a conhecida Amerzám Ren;/utirm.G'-) 

Conforme já tratamos anteriormente70 esta proteção por meio de regras materiais 
especiais para o consumidor seria uma extensão da noção de direitos humanos aplicados ao 

consumidor própria do DIPr do terceiro milênio. Está mais próxima de um DIPr que não 
ignora a solução material a ser atingida pela regra de conexão, e respeita os ditames 
constitucionais de proteção à dignidade da pessoa humana. Um verdadeiro DIPr de matiz 
principiológico, que caminha no sentido de uma visão mais aberta em relação à tradicional 
teoria clássica dos conflitos de leis, na qual a regra de conexão era cega ao seu resultado. Na 
Europa, essa relação já está imbricada nos casos decididos pela Corte Européia de Direitos 
Humanos, não havendo, na opinião de Patrick I<:insch, razão pela qual o método do Direito 
Internacional Privado deva deixar de estar sob a égide dos Direitos Humanos.': 

Atualmente, o DIPr se preocupa não só com a segurança jurídica obtida pela certeza 
do Gtmi11ho indicado pelas normas de conexão, mas também com sua dimensão social, de 
chegar com suas escolhas a uma solução mais justa e adequada ao seu papel de respeito à 
justiça material. Isso só pode ser obtido com novos tipos de regras de conexão, que dêem 
alternativas ao sistema, ou seja de caráter objetivo, diti.gido e não mais neutras em relação aos 
resultados. Um exemplo é a regra de conexão que determina a lei aplicável do local da 
residéncia habitual do consumidor, a menos que este escolha outro. 

Erik Jayme bem analisou a questão ao finalizar seu curso da I-laia com a noção de um 
DIPrpós-modemo: "() DIPr aparece como um siste1Th'lque preserva sua estrutura tradicional, 
mas, ao mesmo tempo, está aberto à realização de valores novos."72 

Representando a nascente doutrina sobre o tema, Danielajacques, em sua dissertação 
de mestrado,73 examinou as modernas tendências na doutrina c na prática jurisprudencial, 
para (unpliar o âmbito de aplitoçdo da lei do foro, em especial nos casos versando sobre os 
consumidores. Demonstrou a inadequação do método conflitual para regular essas relações 

.Assim é chanu.do o movimento Sl.lrgido nrt doutnna ~mericanano século XX, e na sn~ JUnsprudênmt pelo emblem:itwo cus o 
Eabrork.. Para m~ioros detalhes, veia-se llRt\U)O, N~d1a, Dl>ellointe;·nlft!O!iaii+mldo. ed, Rio de Jru:te1ro, 

RenovH, 2004,p. 40 e seguintes. Cf. também CALVO I, 5' 
ed., Gra.tlRCLt, 2004,p. 218 e seguintes 

i\RAUJO, Nadüt, Dweilo lnten;aámaíFnmdo, Trona eirâiica bmsi!eu-a, 2" ed Renovar, 2004. Os princípios protetivos dê" direiws 

humnnos lnterferemmt opentcwnalizução do método de soluçli.o de conflitos do DIPr (p 16 e seguintes) 
KJNSCH, Patrick, 

Tnlia Emhom e Kurt Siehr, The I--Iague, ...-\sser Press, 2004, p. 196 
JAYME, Erik, JdentiliCu!turd!e d J li!{?rafhn: L Drotf Interwmona!Prni ]~ J'fJr.oder!!e, Recue!l de Cours, t. 251, HilgUe, 1995, pl 246 

JACQUES, Op. C1l., 
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jurídicas c propôs o estudo das normas de aplicação imediata como método autônomo do 
direito internacional privado, no contexto de pluralismo de métodos defendido pelos autores 
contemporâneos, com análise profunda do caso Panaso;tic, julgado pelo STJ . 7 ~ Entrct<mto, 
critica a possibilidade de um territorialismo exacerbado com a utilização demasiada desse 
tipo de norma, pois sua aplicação sempre terá como ponto de partida os valores do foro. 

Voltando à proposta de Claudia Lima 1\.hrques, o artigo so cuida das exclusões, 
técnica sempre utilizada em outros documentos internacionais, como a Convenção do !'vféxico, 
com a qual guarda harmonia, a Convenção de Roma e a Convenção de Compra e Venda 
Intemaci011al da Uncitral. 

Os artigos 6° e 7" tratam de duas situações específicas: o consumidor-turista e os 
casos de multipropriedade,modalidade de direito real pouco utilizada entre nós,mas conhecida 
de brasileiros que viajam ao exterior e se entusiasmam com as vantagens oferecidas em 
situações excepcionais, sem se darem conta das conseqüências para o futuro. O primeiro foi 
inspirado na Lei Alemã sobre pacotes turísticos, no § 41 da lei austríaca, nos ensinamentos 
da doutrina européia e nos exemplos da jurisprudência nacionaL Com relação aos contratos 
de time-shan>tg, inspirou-se em dispositivos existentes na Europa e na lei paraguaia,75 além da 
jurisprudência brasileira. Há, inclusive, diversas situações desse tipo no Mercosul, pois o 
mercado imobiliário de Punta del Este trabalha com esse sistema. 

CONCLUSÃO 

Existe uma enorme diferença entre as característiGl? dos contratos internacionais 
realizados entre comerciantes e profissionais e os celebrados com uma parte mais fraca, o 
consrunidor. F, preciso criar regras que garantam um sistema de proteção ao consumidor no 
âmbito do internacional nas -'-'\méricas e no .tvfercosul, pois as regras existentes são insuficientes . 

. A proposta de Claudia Lima J\Jarques, apresentada pelo Brasil como sugestão à 
agenda da CIDIP VII, é a mais adequada para dar uma solução à situação atual dos 
consumidores nas _i\_méricas, que se mostra no momento insatisfatória. Servirá também 
para os países do Mercosul, sempre ativos colaboradores nas CIDIPs, ev'-"itando-se uma 
superposição de regras para um gtupo pequeno e outra para um grupo maior. Um de seus 
pontos fortes é garantir ao consumidor a possibilidade de escolher a lei aplicável, ainda que 
dentro de certos limites, o que demonstra sua preocupação com a proteção da parte mais 
fraca, sem no entanto retirar-lhe a liberdade de escoll1er. 

JACQUES, op.,cit.. TmnbémrdeniJficoua autontos pontos críticos qu~nto ao uso excessivo do novo método,que tmphc:<n~ 
um mlC!OtWtsmo exacerbado e tlm afaslamt'Jlto dos princípios clássicos do direito internll.c!on:tl ptTil(\dO. Por isso, prontrou 
co11jur;ar 2lp;uns ,;,spen:os do método confhtml, aindft CO!lStdcr~rlos f:mdament~1s pcb doutÜHR, e aprese11tltr propostas de 

superação do urulnterahsmo das nonruts de aplicação imcdiat~, com a elabon1çilo de norrmts contlituaís de caráter subst~lK:ÜÜ 
e a adoçiio dr COllV€1lÇÕes internacionais 
Artigo 9 e artigo 5 d~ Diretiva Européi~ 94/47 /CE de 26 de outubro de 1994, §8 da ki Oilrm~ de tim<?·Sli:uingTi\XIrG, 20 de 

de7embro cte '1996, :cgora incorpor:rda ao BGB e Hfl .t\mhic:c do Sul, artigo 15 d:c LE'i urugurua, Ley 17.189/99, e artigo 2 d:rlei 
paragurua, Ley 133~ /98, 



126 

Quando tivermos uma convenção sobre alei aplicável aos contratos internacionais 
com os consumidores, a questão da lei aplicável estará regulada distintamente para os conttatos 

B2B e B2C; facilitando as trocas internacionais e promovendo incremento no comércio 

regional. Desta forma, o sistema estará completo com as duas convenções sobre contratos 
internacionais: a Convenção do México, cuja promoção para adoção em um maior número 
de países é necessária, e a da presente proposta. 

A resposta à pergunta furrnulada por Cbudia Limalvlaxques -sobre a adequação do 
nosso ordenamento jurídico para a internacionalização das relações de consumo-, é positiva, 
agora que seu projeto transfonnou-se em uma proposta concreta do Brasil à agenda da 
CIDIPVJJ. 
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IMPASSES DO DIREITO PROCESSUAL CiVIL INTERNACIONAL DO 

MERCOSUL 

E A OPORTUNIDADE PARA o REVIVAL DAS CIDIPs' 

Augusto Jaeger Junior2 

INTRODUÇÃO 

129 

Este :u-tigo apontará os impasses enfrentados pelo processo de integração do ?>/Iercosu1 

como um todo, a fragilidade do sistema de solução de controvérsias c da aplicação de suas 
normas e o oporhlno momento para o rez:iz;aJd.as Conferências Especializadas InteramericMas 
de Direito Internacional Privado (CIDIPs). 

1. OS PROCESSOS DE CODIFICAÇÃO ANTERIORES AO MERCOSUL 

Os processos de codificação na ~A.mérica começanun com o Congresso de Lima de 
1877-1878:' c podem ser divididos em duas grandes fases: a primeira desejava uma codificação 

global do Direito Intemacional Privado (DIP), na qual está inserida o Código de Bustamante, 

de 1928", por exemplo, e a segunda descreve uma nova etapa aberta com o surgimento da 
Organização dos Estados Americanos (OEA), de codificação gradual e progressiva''. Elas 
podem ser aqui cxemplificadas com os trabalhos dos Congressos de lvf.ontev-idéu e com os 
das CID!Ps. 

Artigo escrito dumnte unu est<tdia de esi'Udos 1U Justus-Ltebig--UniversJtirGiessen, iilem~nh:t, em novembro de 2006, msend<t 

no Projeto Conjunto de Pesquis<t, Cooperação Cwntífica e de Interdmb10 entre o Depru:l.mnento de Dirc1to Público e 
Filosofia do Dirc•to e a Academia Juns Tntcm<llionalis, desenvolv,do entre essil Universidade e a Uwversídnde Feder R! do Rio 
Grande do Sul, Bms!l, c fmanciado pela CAPES c pelo DA.lW. Ele consolida a conferênoa reahzada sobre o tema em Würzburg, 

em 18 de novembro de 2006, na Deutsch-Lusitru!Jsdw _lurtstE"n Vereinigung (DLJV), a convite dos Pmfessores Drs. Erik.Jayme, 
Chrisroph Benic1:e e Stefan Grundman, a quem agradeço 
Doutor em Direito do Mercosul e da Uniiio Européia pela Universidade Federal do Rio Gr~nde do Sul (UFRGS), Bmsil. Mestre 
emDiretto Inlem~cionalpch Universidade Federil.l de Santa Catarina, Bus!l. Professord~ Faculdade de D1reito da UFRGS, 

em Porro .A.legrc, Brasil /mtor dos livros "Liberdade de Concorrênc1ana União Européia e no 1\íercosul", "Mercosul e a livre 
circulação de pessoils" e "Temas de diretlo dil integL'LÇão e comwut:irio", lançados pel:t Editora Lfr, de São Paulo. Dunmte 
os a.nos de 2002 a 2005 foi bolsista do DAAD na Universidade de HeidelbHg, .Alemanha, )UH lo ao pro f. Dr. Dr h.c nmk Enk 

Jaynw 
FERi'\ANDEZ ARROYO, Di ego P La codijimc1Ón dd Del'!!rbo tnP:nmci.onal prnr<do en AmincaL.atma, P- 90-95 
Sobre esse impori.antfó' C"ild1go ver FERNÁND EZ ARROYO, Diego P ]_A crxl~!ümión de!Denx:ho mfen1aót&!1ii!pnwdo en ./:.minm L:Jtma, 
p. 123-158 e Sl\_L'v!TLEBEK,_lürg<"Jl_ Derec!m Inrmmr~.omd Prio12do rnAmb?.ta]__AfiJm: twria ;·pníduv ddCódijj,O Bmk1manre, 399 p 

FERNANDEZ ii.RROYO, D1ego P La codi/icac!!Ín de/I)m:r:ho mternac1m1aipnwdo en América Latma, p. 61-63 
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1.1. Os Tratados de Montevidéu de 1889 e 1940 

Fmstrada a participação de Estados americanos em congressos europeus para a 
codificação do direito intemacional, tomou-se a iniciativa de convocar um congresso sul­
tunericano. Assim, a convocação do Congresso de Montevidéu para o ano de 1889, por 
iniciativa de J\rgentina e Uruguai, determinou o apogeu do mov-imento codificador do 
Século 19 na América Latina. Essa convocatória representou runa manifesta contrariedade ao 

Tratado de Lima de 1878 e ao princípio da nacionalidade, sancionado por clc6
. Intcmamente, 

o Congresso também serviu para que se conhecessem as posições contrapostas que existiíill1 
nessa época na América do Sul quanto ao ramo do direito intemacional privado7

. 

O não-consentimento do Brasil quanto a esse primeiro conjunto de tratados, que 
são oito no total, mais um protocolo adicional, foi devido ao fato de que eles descansavam 
no princípio do domicílio, promovendo uma virada em favor da concepção territorialista, 
que na época não era aceita no país. Os T'ratados de 1889, ratificados pelos demais países da 
Bacia do Prata e outros, formam a primeira tentativa de codificação intcmacional de DJP a 
nível mundial que alcançou uma v-.ig-ência efetiva8

. 

Os Tratados de Montevidéu de 1940, resultados do Segundo Congresso Sul­
americano, revisaram aqueles de 1889 e atualizaram os seus conteúdos por ocasião dos seus 
cinqüentenários. Ao todo foram finnados oito tratados e um protocolo adicional. Nem 
todos os países convidados, como era normal para a época, compareceram. As discussões 
reavivaram as opiniões opostas já existentes entre os participantes. O Brasil novamente 
declarou que o Tratado era incompatível com os princípios básicos de sua le!:,>lslação e lhe 
negou consentimento9

. Portanto, o Brasil não é parte dos Tratados de Montevidéu de 1889 
e 1940°0

. 

Como observa SAMTLEBEN, os efeitos dos Congressos de .:\lontevidéu para o 
desenvolvimento do direito intemacionaJ privado na .A.mérica Latina foram de especial 
importância. Um aspecto a ressaltar é a difusão do princípio do domicílio na região 11

. No 
mesmo sentido 1-"'ERNANDEZ .ARROYO, para quem os tratados alcançaram uma aplicação 
quase cotidiana e se revelaram uma ferramenta útil para a regulação das relações de tráfego 
privado externo' 2• 

i! SAR.ii.CHO COR.'JET Teresita;DREYZIN DE KLOR,Adnmla.Dere.dofnkmtnwna!Priwdo. Uma twónach!aitzadadela:júmtes, 

p 46 e FERNÁNDEZ ARl'-.OYO, Di ego P La !/adifimc;ón de! Dm:ho inf<~rnaaonalpriwd.? mAménta Lr!!lna, p. 97 
7 Si'uYtTLEBEN,Júrgrn. Dmxho fnkmacwna! Pm"(ldo m AménmLiima: t<t~!iay pnidtm de!Cód!Jp Bu.rtr:tmanf"', p 15 e ss e FEM'ÁNDEZ 

ARROYO, Diego P La rodifiraaón de!DePJh~mternar.-iMalpmadoenAmincalAtm·a, p. 102-116 
s S.AR.i\CHO CORNE1; Teresita; DREYZIN DE :KLOR, .Adrim>a. Dere.cha hter!Jacional P,-iwdo: Uma 1.·w6n amta!tzr:;da de larjueJJ!es, 

p 47 e FERNÁNDEZ.ARR.OYO, Diego P. IA mdificaC!ónde!Dem:kwtr:rHac:o"r:i/J:;rn-adoMAm&icaLatina, p.112 
9 FER':"L.\NDEZ.ARROYO,D!ego P. . 116 
10 Ver a lista dos Tratados emDREYZIN DE KLOR, Adriana 

p.240 
11 

SAi'v1TLEBEN,jlJJ:gen I;~:~::';;:••;;~,:.~~: ;;;~:~;;,::::::.:::~:~::::~::~:;~::~~~::•::''"''"· p 20 '"FER.."'-JANDEZARROYO,Diego 121 
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1.2. O trabalho da Organização dos Estados Americanos 

A criação da CJEA na nona Conferência Panamericana, celebrada em Bogotá, em 
1948, marcou um novo passo no movimento codificador da Améric1u. i\ Carta da OEA 
adotou, no gue difere da Carta da Organização das Nações Unidas, como objetivo expresso 
o desenvolvimento e a codificação do direito internacional privado. Alguns órgãos foram 
criados para essa finalidade específica. Hoje o órgão central para os trabalhos de codificação é 
o Comitê Jurídico Interamericano. 

Com o passar dos anos, a estrutura inicial da Carta da OEA se mostrou lenta para a 
satisfação do processo de codificação. Então, surgiu a idéia de vencer o marasmo e de dar 
novos impulsos ao movimento codificador com a convocação de CIDIPs'~. 

Assim, em 1971 a Assembléia Geral da OEA resolveu convocar uma conferência 
com aquelas características e propósitos 15

. A primeira rew1ião da CIDIP ocon:eu no 1\mamá, 
em 1975. ?'leia foram assÍJJados seis tratados. Ainda no mes1no ano, a Assembléia Geral da 
OEA resolveu convocar uma segunda conferência. Essa conferência aconteceu em 1979, em 

Montevidéu, c nela foram elaborados oito tratados. As reuniões seguintes foram celebradas 
em La Paz, novamente Uruguai, :Niéxico e a última foi a de Washington, de 2002. 

As Convenções Interamericanas de Direito Internacional Privado são em número de 
seis 16 c resultaram em um novo direito internacional que vem sendo definido em nível 

in.teramericano. Em suas sedes foram aprovadas importantes convenções que constituem 
um verdadeiro processo de codificação. Delas emergiram 'rintc e cinco textos internacionais 17 

que contribuíram deci.sivmnente para a modemização do direito intemacional privado nos 

países. As concepções tradicionais em que se sustentava o DIP foram sendo modificadas de 
maneira perceptível. As relações jurídico-privadas adquiriram um marcado dínru.nismo 18

. 

As CIDIPs revitalizaram o processo de codificação americru.1o que estava contido 

desde a etapa das grandes codificações antes mencionadas' 9
• 

Nas conferências prosperou a idéia de serem formulados, de modo parcial e 

progressivo, convênios setoriais sobre temas específicos previamente identificados. 

35 e ss. <' PERl\iiu"JDEZ 

1'Si\MTLEBEN,Jürgen 41 
'°FER..1\!/'.NDEZARROYO, Dtego P La md!fimndn ds/Deredx:w/en.'am;:.dprimdo;:nAwirictiLdirw, p.170 
"Confenr tun bRlanço debs e as iniluências fontes internas runcricanas em FER.l\IANDEZ ARROYO, Di ego P.; 

MASTR..ÁJ.'JGELO, Fabio (Orgs.) 
p 3J .. 40e53-58 

n Ver alism emSi\R.A.CI-IO CORNET, TeresJbt; DREYZ.lN DE KLOR.,'\dria.na l)ere,,·{io )nMnm~rma! Primdo. U!M úsió11 adHm'tzmla 
de l2Jfuen/e,~ p. 51-53 

13 MASTR.Á.J."!GELO, Fabio. Ptesentación. In. FER..NANDBZARROYO,Diego P.; MASTRÁNGELO, Fabw (Otgs.). E!jul!irode 
VI ala ODII' VJI, p. 9 

"feres! h; DREYZIN DE KJ.,OR, ;\driana. Derer/xJ lnternanor.a! F'nmdo: Uma "''·z6r. actua!tzada de /asfttente.<, 
p. 49 e FER:'JANDEZARROYO, Diego P.; :tvLASTRÂNGELO, Fabio (Orgs.) E.!jumm de!amdifirMÓN dei den-tho mtmwc!ot~al 
pm(ido e!! Amima.· De la ClJ)JP T/] .1 la CJDJP V!T, p 8 
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Como observam Si\ RACHO CORNET e DREYZlN DE KLOR, em um primerro 

momento houve um marcado predomínio de temas relativos ao direito processual civil 
internacional e ao direito comercial intemacional. O direito civil intemacional aparece na 
CIDIP III e vem a ganhar desenvoltura nas reuniões subseqüentes. Na CIDIP V o campo 
de legislação material foi notoriamente ampliado com a inclusão de temas de direito penal 
internacional. Na CID IP VI se observou uma confirmação da troca do rumo que as atividades 

das CTDIPs vinham mantendo desde a sua criação e isso em relação especialmente a dois 
fatores: troca da técnica de regulmnentação e modificação do procedimento de elaboração dos 

textos nonnativos20
. 

/\s CIDIPs aprescntanun, até a sua quarta edição, um grande número de ratificações. 
Depois os temas se afastaram do DIP e elas ficaram mais espaçadas no tempo, de modo 
irritante, até2'. Já as últimas não tiveram numerosas ratificações. A doutrina tem se referido 
à uma comercialização e privatízação das CIDIPs, o que se vê refletido nas temáticas da 
CIDIP VII, e que quer dizer um deslocamento do eixo material da CIDIP para aspectos 
claramente enraizados no direito do comércio internacional, e um câmbio metodológico, 
com a passagem do predomínio da via convencional para a utilização de leis modelos 22

. 

_/\partir dessa premissa, discute-se o futuro da codificação de direito intemacional privado 
na América, com a reativação do processo interamcricano para o suprimento das atuais necessidades 
de uma nova ordem jurídica continental, o que, ine>ritavehnente, passa pelas CJDIPs. Entende­
se que a codificação con1inua sendo necessária, que o foro adequado segue sendo a OEA e que, 
particularmente para a próxima Convenção, tuna especial atenção deve ser prestada aos aspectos 
do direito internacional privado dos contratos celebrados por consumidores. 

O Brasil vem demonstrando, nos últimos tempos, uma profunda vocação 
integracionista com o continente pelo fato de ter ratificado várias CIDIPs 23

• Também, por 
outro lado, como lembra Opertti Badán, após seis CIDlPs muita coisa se alterem: os Estados 
Unidos da 1\mérica passaram de uma posição refratária a uma posição participativa a partir da 
CIDJP V, o I'viercosul. emerge com o fenômeno da integração regional e começa a operar no 
campo do DIP e a dar respostas jurídicas aos problemas, essas nem sempre tecnicamente 
ajustadas ao processo codificador interamcricano desenvolvido pelas CIDJPs, uma 
globalização de dimensões múltiplas irrompe e, por fim, observa-se o crescimento dos 
agentes privados na construção de wnanova ordem que responda a determinados interesses2~. 

SARA a-IO CORNE1; Teresirn;DREYZIN DE KLOR,Adrinna Dm~hoJnrt:nwnMttJPmado: Uma~.,-,,), adwuízaa~! de!a;fw:!11N, p 51 

FER..'\JÁNDEZ.r\RROYO, Diego P;MASTR..fu"';:GELO, F:tbio (O(gs.). Eijutmv rle la codifúm·,JtJ deiderUhrmternacwnaiJ,nmdJtn 
América. De ia GDTP l/J a lr1 GDIP V'TI,p. 59 

22 FER ... N_,\_;_"\!DEZ ARROYO, Di ego I'; lV!ASTR..,\,'"\iGELO, Fabio (Org;s.) Eijutum df !a md;fimció" de! deretÍJo mknwaom:;.ipnmdo til 

/:.màwa: Dela CJDTP V! a ia CJDIP VII,p. 9-12 
iviARQU ES, CláudHt Lirn~- C:ot[fàtos de ron;cnçfks de pmrerw em! miiYI1atW!irit' po,-um di á loJa das fm!ti Jf!7n'!'rsa!f e Tr.§otJais IJOS paises do 

37. Confcrit- as Col!vençües recentemente mtificndas em DREYZlN DE KJ~OR, /'l_dnana. Ei lifmxm<r C:ó">:i·adorde 

;;;::,;:,::;;;:;:::::::';;,::::;',:;'~;,1;;:~;;;,;;,,~;:0 em DFlliiiZlN DE KLül'l, ;\drirullL E! derrdx, t!i!m:aMnal 
1309,not!!.de wd,tpé 19 

OPER1'11 BADAN, Didier- Pahbms IntroductÓnii-s. In. FF.RNÁNDEZARROYO, Di ego P;J\L'l.STRANGELO, Filbm (Org;s.) 
Eljutum de la tf!d!fú·at·!Ó!I de! dencht<mtema,~onfliprn:aa'o fJ; /!.mà?ca· De la CJDTP 1/] a la CIDIP í/Jl, P- 13-1~ 
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No processo de codificação por etapas do DIP interamericano, levado a cabo pelas 
CIDIPs em seus documentos aprovados desde 1975, a área m;:ús regulada foi a relativa às 

questões judiciais vinculadas aos casos privados intemacionais. Várias convenções se referem a 

esses temas ou estão vinculadas a eles h. Afora isso a OEA elaborou até agora CIDIPs sobre 
letras de câmbio, cheques, cartas rogatórias, provas, mandato e representação, sociedades 

mercantis, laudos, medidas cautelares, prova e informação do direito estnmgeiro, domicilio da 

pessoa fisica, normas gerais de DIP, adoção de menores, pessoa jurídica, jurisdição, alimentos, 
transporte internacional, restituição de menores, contratos intenucionais e tráfico de menores. 

Várias delas vinculam os países do l\{ercosuF6
• Por esse motivo, há um certo consenso 

na doutrina quanto à desnecessidade e inoportunidade de o lv'Iercosul refazer ou reclaborar 

em novos tratados os temas já trabalhados nas CIDIPs. Bastaria promover a ratificação e 
fomentar a utilização das CIDIPs por todos os Estados-partes do 1VfercosuF1

• Por exemplo, 
se alguma CIDIP tivesse pre·visto nonna especiaJ parao contrato de consumo internacional, 

uma convenção intcmacional no funbito do 1.\{ercosul não se :ria necessária. 

Ú justamente esta a lacuna que mereceu o estudo mais detalhado em toda a obra da 
Professora Doutora Cláudia Lima I\.ilarques, da l.Jnivcrsidade Federal do Rio Grande do Sul, 

em Porto ~'\legre, Brasil, e é no que vai ser centrada grande parte desse artigo. A Convenção do 
México (CIDIP \~ de 1994 sobre a lei aplicável aos contratos intemacionais não chega nem a 
mencionar a palavra conswnidor-28. 1\lgumas regras indicadas para contemporizar essa situação 
não determinam uma efetiv<1 proteção desse agente mais fraco. !:'-Jão ter uma CIDTP trat<1do 

o tema representou uma oportLmidade perdida, mas que pode ser recuperada com uma 
convenção especial. Por isso se fala em necessidade e oportunidade de a OEA elaborar uma 
convenção especializada sobre a proteção do consumidor, que est_abeleçaelementos de cone,'\:âo 

e normas especiais para esse fim. 

A autora citada, escorada na sólida doutrina alemã do gnmdc mestre de Heidelberg 
Professor Erik Jayme, importou inúmeras teorias, estudadas e debatidas profundamente 

durante longos anos, e as aplicou em projetos de convenções internacionais e de modificações 
de leis brasileiras. 

Inicialmente, a doutrinadora constatou a falta de uma proteção especial do consumidor 
nas normas de direito intemacional privado interamericanas e a conseqüente necessidade de 

uma convenção regional específica29
• Ainda, que era chegado o momento para considerar, 

25 TELT~ECHEJ\ BERGl'vL'h'\1, EduHdo. L" dt!?ICII!tÔ?!J'Útâd ,ifj ms-o pmuda mternr.<e·tonai 

VESCOVI, Eduanlo. PmbiM;at deipm<~so 'Útfi:!7!i:h'!O!!al; vsNnvià'JN"idÚn "'"''"''""'' "im loóV,,dm mv=v,·nààv, p 
"''Confem mnquadro de Convenções e mtlficações por esses países em DREYZIN DE KLOl\..,~'l.dr:itlna JéVM''"''''' 

de una mmajmrte de derech-o mtmwa"O>m! pnn;Jo, p. 242-245 e ll. compreensão de que mnlas CID!Ps 12 regrns do l'v!ERCOSUR 
regulrun a mesma mal~riR em TELLECHEA BERG:VlAl\:, Edu~rdo La ,,ÁperactÓ!IJUYI!d!tnMait!lixnm;wnai ,ym e~waa!rifm"'ia ai 

697 
697 
p. 681 e M..iill.QUES, Cláudia Lum. 
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também nas normas de DIP elaboradas na OEA, a proteção do mais fraco na sociedade de 
consumo e de informação, o consumidor30

• 

Primeiro, perguntou-se se há uma lacuna legislativa no tema, gue identificou apenas 
no que se refere aos contratos internacionais de consumo, com suas especificidades c suas 
normas nacionais de DIP antigas e falta de regras nas Convenções internacionais e mesmo 
leis modelos existentes. Depois, se seria oportuno elaborar uma convenção para preencher 
esta lacuna ou deixar a expansão da conexão da autonomia da vontade em contratos 
internacionais solucionar o problema naturalmente. E agregamos aqui que, devido aos 
atuais problemas enfrentados pelo Mercosul, que seria um outro foro convencional parao 
trato da questão, o futuro da codificação do direito internacional privado na ~1\ínérica passa 
pelo reúm! das CIDIPs. 

De fato, determinadas situações ainda necessitam imperiosamente de uma regulação 
e o instrumento que a isso deve servir agora é o da CTDIP. Assim é a questão do direito 
aplicável ao comércio eletrônico e ao direito do consumidor, temas que são muito 
desenvolvidos pela obra da doutrinadora mencionada. O seu projeto de CIDIP sobre lei 
aplicável a alguns contratos e relações de consumo, ante à insuficiência da proteção dos 
consumidores nas normas de DIP, será levado à wna aberta discussão em breve. Há temas 
escolhidos pelo Conselho Permanente da OE.A, como uma agenda paríl a CIDIP VII, e 
esses são a proteção ao consumidor e as garantias mobiliárias. 

Paralelo ao surgimento c ao desenvolvimento do trabalho das CIDIPs nasceu o 
l'vlercosul e alterou a questão da cooperação jurisdicional, pois criou soluções comtms, paralelas 
às existentes, por tal apontadas como desnecessárias e inoportunas, que aprofundaram 
aquelas, fossem elas tratados universais, as próprias CIDIPs ou tratados sul-americanos 
multilaterais ou bilaterais. Os resultados dessa e...xperiência do lvicrcosul, que em vários aspectos 
deu certo, como no da cooperação e assistência em direito internacional processual civil, serão 
vistos a seguir. O processo de integração econômica enfrenta, todavia, vários problemas de 
outras ordens. 

2. O MERCOSUL E O SURGIMENTO DE UM DIREITO PROCESSUAL CIVIL 

INTERNACIONAL 

Na constância do trabalho legislativo das CIDIPs, surgiu o Mercosul, que também 
passou a ser uma nova fonte de normas de direito intemacional privado e de processo civil 
internacional. Com isso, um conflito de competências entre as orga.ni7.ações internacionais 
envolvidas foi explicitado, qual seja, o de saber como o trabalho do Mercosul, no âmbito da 
regulamentação do direito processual civil internacional, viria a se relacionar com as CIDIPs, 
especialmente pela constante afirmação da doutrina de que diversos temas receberem um 
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duplo tratamento em ambas as instâncias. J\firma S.Ai'viTLEBEN que o surgimento de uma 

diversidade de blocos sul-americanos de integração diminuiu o interesse por uma tuUficação 
das rcb:rras de conflito em âmbito continenttJ. Para ele, isso ficou evidente com o pequeno 
número de ratificações que as novas Convenções passaram a receber'1. 

Todavia, uma tal rivalidade já era conhecida pela doutrina desde longa data, 
especialmente no que se refere à convivência das Convenções Interamericanas com as 
Convenções de Haia, pois muitas das primeiras tiverarn como modelo as segundas e mesmo 
outros acordos de ordem internacionaP2

. 

/\ discussão no âmbito do Mercosul é a mesma, onde igualmente a solução não é 
fácil e nem o ambiente acadêmico estaria preparado para absorver essa quantidade de normas33

. 

Essa nova pluralidade de fontes em matéria de direito processual ci·vil intemacional 
foi também sentida e apontada como uma das características dos sistemas jurídicos 
contemporâneos. MARQUES, em artigos em que se propõe a analisar como as convenções 

elaboradas pelo Mercosul podem ser harmonizadas ou coordenadas com outras convenções 
internacionais, observa que a solução desses conflitos não é mais dada pela aplicação exclusiva 
de uma só das fontes, a monossolução, mas por meio de uma nova e complexa aplicação 
simultânea ou opcional, partindo da teoria do grande mestre Professor Erik Jayme, difundida 

através da expressão "diálogo de fontes" 34
• Segundo Erik J aymc, existem duas maneiras de 

resolver esses conflitos: a pr1meira consiste em dar primazia a uma das fontes, afastando a 
outra, aplicando uma certa hierarquia entre elas, e a segtmda consiste em procurar a coordenação 
das fontes, através do diálogo delas 35

• 

2.1. O desenvolvimento e o estágio atual 

O fenômeno da integração econômica foi sentido também no C...one Sul, onde quatro 

países formar<un um bloco regional, o rvfercosul,em 1991, através do Tratado de Assunção36
• 

A cooperação econômica entre Brasil e Argentina da década de 80 foi vista como precursora 
desse processo~7 . O seu objetivo principal é a conformação de um mercado comum, de 

acordo com o exposto no artigo 1°. do Tratado. Essa é a fase que enseja a presença das 
liberdades fundamentais e a regulamentação de uma série de outros assuntos 38

• Para o seu 

Jl S/J'vfTLEBEN,.JUrgen. Das Intematwnaie T'mzeâ- ;md Primfruhi th MERCOJUK em Ube-0/vk, p. 66 
12 SKII.·:!TLEBEN,Jürgen. Das ],1-ematioJJak Pmzeâ- und Pn:n!lnchtde,- AfERCO.IUR· etn 67 
"VESCOVl, Eduardo. Pmb/emas di:/j:racew k,· .E"'d'' "mnwmv;;c,p. 371374 
''MARQUES, Cláudia Lnmt. Pmddure poUi- un dtal~gr~e dei r~gle,- unú~rse!!et d n{gwna/es, p. 465-484 e 

~{ARQUES, CI:í.udia Lima. Co'!J7tt~,- demnceHfÕe> r! e pmmso em! mtemao:wnal por um diálogo da;.f~ntes 1miwrsm.c e ngiouau ;w.rpai:es da 

Jvii:IYOm/, p. 3.J-57 
"JA'{fu!E, Erik. Irieilflfrin;/tmf!!leetintigmhcn: !e drmfÚI!er;;acwna!pmi podmoderne, p. 9-268 
'" Sl\l D!v!ÃO FILHO, Calixto; SA_,'vffLEBEN, Jürgen. Der Sudamenlwmsche Geménsame }v[arkt· !'"me nxhti&he AiiaJ;.ce des M.mO.>"IIT (T'al 

J),p.1345 
"SALOMAO FILHO, Cahxro, SAMTLEBEN, Jürgen. Der·JudamenkamstheGmwn;ame Jdarkl ewenchhkheAna!ysedes 10mwsur(l""et! 

Jj,p.1346 
38 SALOMÃO FILHO, Ca.lixto; S.AlviTLEBEN,Jürgen. Der SudamenkamJCheGmwmum~tMarkt· emerechiitchtAnajy.ct; dei Mercrsur(i"eil 

II),p.l389 
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alcance, o artigo 5°. do Tratado previu uma série de instrumentos 39
. O objetivo não foi 

atingido durante o período provisório, que tinha término previsto para 1994. 

Esse não-alcance se tornou evidente com o surgimento do Protocolo de Ouro Preto, 
em 199440

, que implementou uma união aduaneira, uma vez que disciplinou as regras sobre a 
tarifa extema comum"-1. Com isso, foi considerado encerrado o período provisório~2 . A partir 

de sua vigência, o Mercosul passou a ter personalidade juúdica43
. Este documento do direito 

primário sublinhou uma vez mais a opção por um caráter intergovemamental do processo, em 

que as decisões são tomadas por consenso e com a presença de todos os Estados-partes44
. Esse 

caráter é o que representa a maior assimetria entre este processo c o da Comwlidade Européia, 
sendo apontado como o principal impedimento à necessária execução do direito da integração 

nos Estados~partes45• O Protocolo também criou novos órgãos e :nunentou a responsabilidade 
dos que haviam sido criados pelo Tratado de Assw1ção. Como órgãos com poder de decisão, 
manteve e concretizou o Conselho do I\-fercado Comum, o Grupo Mercado Comwn e a 

Comissão de Comércio do I'v[ercosul46
. O último órgão criado é o Tribunal Permanente de 

Revisão do I'viercosul, pelo Protocolo de Olivas, instalado em 20044
). 

O :tvícrcosul gerou mais ganhos que qualquer organização anterior da qual fossem 

integrantes os seus Estados-pat.ies. As relações de cooperação e de comércio foram expandidas. 
Até 1997 elas cresceram assustadoramente. Dispôs de uma condizente estrutura 
institucional~8 . TOrnou-se um mercado interessante para os investidores estrangeiros 49

. A 

idéia de uma moeda única chegou a ser aviltada. Foi considerado um potencial competidor 
para a Comunidade Européia e para o Nafta. Nesse momento passou a ser v:isualízado um 
ordenamento jurídico no bloco, que conta com um direito processual civil internacional. 
Apesar do sucesso, o bloco enfrentou problemas. 

Em 1999 os Estados-partes começaram a enfrentar crises econômicas guc tiveram 
reflexos no l'vfcrcosul. }Jguns instituíram cláusulas de salvaguarda, que desencadearam reações 

'" SALO M);.o FILI TO, Cilixto; S/1.1-ITLEBEN, Jürgen_ Der S udamm/~,Niw0e Get~~em.rame Aíarki eme rechnkheAna(yse des llfertMIY (i"'ei! 
I),p.1350-1352 
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,., PJSCITELLO, Daniel Prrvón;SCH1v!IDT,Jan Peter.DerEuCH a!J Vor~dd EirsmBnhchezrhmgtles JrmW\tff! Merrosur-Cmd.1t;, p. 301-
304 e SCHl\HD"l~ Jan Pcrrr Nme I111p11Úe durch i'cti.dttu/wnelie R'!forme" -- 139 .. 142 

'8 SALOJ\L'i.ü eliWO, llrui,co, SiMTl:J:BJCN )ú1:gen 
JJ),p-1390 

•~ SAlVfTLEBEK, Jürgen_ T>ee-J'udammkr:múde Gemenw2me Jvfaykf (J\1ERCOSUR) ~tml snne liâte Ve;fiu.rr,-;,:g, P- 2005 
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nos outros. Reveses políticos também foram computados. 'fais fatos tornaram difíceis as 
relações entre os parceiros. A própria manutenção e o futuro da integração foram questionados. 

Com o agravamento da situação da economia argentina no finAl do ano de 2001, as expectativas 

de que o bloco viesse a se tomar um mercado comum dinúnuírmn. F- conhecida e difundida 
na doutrina a expressão de que ele palmilha uma região nebulosa entre uma zona de livre 
comércio ainda não totalmente implementada e os primeiros passos para o estabelecimento 
de uma união aduaneira. 

;\nte a essas crises, o processo conheceu idéias de relançamento, fundadas no 
fortalecimento institucional, na incorporação das nonnas emanadas dos órgãos do l'vlercosul 

pelos E':stados-partes e na efetivação do sistema de solução de controvérsias. Desde 2002 
Brasil e Argentina vinham reestabelecendo relações runistosas e cooperativas um com o 
outro e no contexto do ~krcosul, para que os inúmeros ganhos >ldquiridos desde a sua 
fundação não fossem desperdiçados. Em 2004 novas desavenças comerciais se tomaram 
conhecidas sob o nome de Cuerra das Geladeiras. Em 2006, o ingresso da Venezuela no 
bloco reativou alguns debates e esperanças. 

2.2. A Venezuela como membro pleno 

Em 2006, o grande tema da agenda do Mercosul foi a passagem da Venezuela de 
Estado associado para Estado-parte do Mercosul, isto é, assumir a característica de membro 
pleno do processo. Com isso, ele passou a ter dez países entre essas duas modalidades de 
participação. O Tratado de A~.ssunção, já em 1991, previu o ingresso de novos membros. 

A Venezuela é o quinto produtor de petróleo do mundo, sendo considerada uma 
potência energética. O país tem vinte e sete milhões de consumidores/habitantes, quase wn 
milhão de quilômetros quadrados, um Produto Interno Bruto respeitável de 1/7 do mesmo 
índice brasileiro. Com a Venezuela, o Produto Interno Bruto do 7\{ercosul passaria para um 
trilhão de dólares, o que represent1r.ia 76 por cento do mesmo índice da América do SuL 
Ademais, o país tem uma história integracionista muito rica, que passa pela personalidade 
do libertador Simón Bolívar, nascido em Caracas, em 178350

. Geograficamente, o seu ingresso 
permitiria a ligação do Caribe com a Patagônia. Enfim, tudo levava a crer que o ingresso desse 
novo p~cús deveria ser efusivamente saudado. 

Em verdade, o ingresso de um novo país é quase que como wn dever imposto pela 
palavra integração e também por um processo como tal. Afinal, o ~\fercosul ganharia mais 
um membro pleno. Assim também se compreende da previsão da Constituição Federal 
brasileira de 1988, que tem um par~g:rafo único no artigo 4°. com vistas à integração da 
América. E veja-se a União Européia que, com as incorporações de 2004, passou a ter vinte 
c cinco Estados-membros e outros são candidatos. 

;o Confcnr os esforço5 de Bolívar para a codifinçào do DIP em FEfu""'ANDEZ ;\RROYO, Diego P I..:< mdifitactÓ!! de! Dmcho 
mPfmrm:çNai,Drwado e" Amin:a ]Arina, p, 81-87 
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Mas, o ingresso da Venezuela representaria um novo freio à proposta norte-americana 
de criação de uma_A.rea de Livre Comércio das }unéricas, da1"ia um forte alento ao processo do 

I'vfercosul, pois tratar-se-ia de um fato novo, retirando-o do certo marasmo em que se 
encontra, e seria uma alternativa para projetar um pouco mais a América do Sul no mundo. 

E os problemas que poderiam ser gerados por conta do seu presidente Hugo Chávez, 
mesmo os extemos, cuja conseqüência poderia vir a ser um estremecimento da relação da 
Cnião Européia com o I'vlercosul, seriam resolvidos posteriormente. Afinal, a União Européia 
tinha convivido bem com o dirigente italiano Silvio Berlusconi. E não seria de bom grado 
um processo de integração e seus sócios condenarem um país a f1ear fora do mesmo por 
causa do governante do momento. 

Mas os argumentos temerosos quanto à entrada da Venezuela no bloco também 
foram ev-idenciados. Bastava tomar um jornal ou uma revista de politica e eles eram facilmente 
vistos. O Presidente Chávez é tido, por determinados setores, como um desagregador, um 
impetuoso, de personalidade forte, de liderança forte demais para quem governa um país 
que quer entrarem um processo de integração. Ainda, fala-se que ele é um populista e que o 
regime que ele comanda beira a uma ditadura. Charges jomalisticas refletem que ele não pode 
ir a um funeral, pois tiraria o morto do caixão para aparecer. QmUldo visitou Porto Alegre, 
por ocasião do Fórum Social Mundial, esteve acompanhado de 400 pessoas, do seu neto de 
um ano e de um cachorro. O maior temor é que, sendo o l'vlercosul incapaz de domesticá-lo 
com as regras econômicas do processo, este se veria contaminado politicamente por Chávez. 

Um outro gran.de campo de preocupação decorre de suas posições contra os Estados 
Unidos da América, a quem o I\..Jercosul v-ive em torno, mas em contrariedade cordial. Ele 
tem ameaçado e mesm.o rompido acordos de mais de meio século. ~vfanifesta-se sempre 
radicalmente contra aglobalização. Dá a entender que pode usar o lvfercosul para a proliferação 
de suas idéias, o que facilmente o tomaria um campo de batalha pela liderança política no 
Continente. 'Tornando-se o lvicrcosul uma alav~mca para novos conflitos politicos, os prejuízos 
comerciais não tardariam a aparecer. 

O lv[ercosul devia mesmo ter receios, pois o país desligou-se de um processo, o Pacto 
J\ndino, o que demonstra um despreparo para uma vida em comunidade. 

A prllKipal colocação a ser feita em referência ao ingresso da Venezuela no lvfercosul 
deve vir da sociedade civil dos países envolvidos. Como se sabe, o l'viercosul possui uma 
cláusula democrática estabelecida em Ushuaia, na Argentina, em 1. 992, a exemplo da União 
Européia. Pois bem, e falo por nós, brasileiros, ao aceitarmos a entrada da Venezuela, 
estamos externando ao mundo, especialmente o que contesta o regime de Chávez, que este 
país tem wna democracia equiparável a nossa, recentemente colocada em teste, por conta das 
passadas eleições, que envolveram aproximadamente 130 milhões de pessoas, fato que 
levou a imprensa internacional a nos posicionar como a terceira democracia do mundo. 
Voltando, nós, cidadãos mercosulistas, integrantes da sociedade civil, estamos a referendar 
essa frágil democracia que há lá. Se o Brasil tivesse mn governo forte e uma onda de presidentes 
de esquerda não estivesse governando a iUnérica do Sul, possivelmente o ingresso da 
Venezuela no Mercosul viria acompanhado de uma discussão mais profunda. 
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~'\inda que discutível a existência ou não de uma democracia na Venezuela, certo é que 

o Presidente Chávez pretende já um novo referendo para novas reeleições em 2014. EJc quer 
se reeleger por antecipação. Também colocou-se à disposição do povo para governar até 2025, 
dizendo que tem saúde para tanto. Costumeiramente interfere na política dos outros países, 
especialmente na política eleitoral. O próprio presidente Luis Inácio L.ula da Silva, agora 
reeleito no Brasil, temia essa amizade c sofreu para afastá-lo da campanha eleitoral. Antes, 
havia assessorado o presidente Evo I'vforales, da Bolívia, no processo de nacionalização do 

gás boli-vúmo, o que causou prejtúzos irreparáveis para mna petrolífera c para o povo brasileiros. 
Por outro lado, no Carnaval de 2006, no Rio de Janeiro, a sua petrolifera estatal financiou 
algumas tradicionais escolas de samba. E agora quer construir o que chílilla de Grande 
Gasoduto do Sul, da Venezuela até a Argentina, por cima do Brasil, sem que este tenha 
alguma torneira desse gás! 

Assim, é um país em crise, que se alia a mn processo em crise, com Paraguai e C"ruguai 
ameaçando sair do mesmo e associarem-se com os Estados Unidos da /unérica por não 
receberem acesso aos mercados consumidores de Brasil e Argentina. 

Internamente, ataca a iniciativa privada com promessas de reformas e estatização de 
supcnnercados. É um país que já esteve à beira de uma guerra civil. Houve golpes militares 
em tempos não muito distantes. O governo não tem oposição política. A oposição não 
concorreu nas eleições anteriores à de 2006. O Senado foi então fechado e o sistema tomado 
unicameral. Afora isso, há 111na corrida armamentista promovida pelo país, evidenciada com 
a compra de armas, o que não soma nada aos procedimentos de aproximação dos paises, 
nem do Mercosul com a União Européia. Sem falar nos apoios a países que testam mísseis, 
como a Coréia do Norte e o Irã, c nas visitas que fez a Saddam Hussein e a Kadafi. 

Enfim, por todos esses motivos, repete-se que a Venezuela tem uma frágil democracia. 
E reafirmo o temor que tenho, como integrante da sociedade civil do !viercosul, em legitimá-la. 

2.3. A solução de controvérsias 

Em função de obstáculos constitucionais e da opção pela intergovernabilidade, o 
mecanismo de solução de controvérsias assumiu uma característica diferente do existente na 
Comunidade Européia. O primeiro documento que regulou-o foi o Protocolo de Brasília, 
de 1991, de caráter transitório, que impltUltou um sistema arbitraL 

As iniciativas tendentes a dar um impulso à integração envolveram a superação das 
deficiências derivadas da carência de um. órgão que garantisse a intetpretação un.ifonne do 
Tratado e tivesse capacidade para sancionar as violações às normas do 1-lercosul, a adaptação 
do sistema ao estágio atual da integração e a necessidade de fortalecer a estrutura institucional. 
Para t;ulto, em 2002 foi aprovado o Protocolo de Olivos. Ele entrou em vigor em 2004, 
derrogando o de Brasília. 

Mesmo em meio aos períodos de crise, que desencadearam inúmeras medidas 
protecionistas e de represálias, o sistema de solução de controvérsias atingiu um relativo 
significado. As quatro primeiras controvérsias aceitas para ir ao tribunal arbitral ad hoc e que 
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não resultaram em um acordo intermediário51 foram entre Brasil e Argentina. A primeira 
decisão do Tribunal Arbitral surgiu apenas em abril de 199952• O segundo laudo arbitraP3 

surgiu no mesmo ano, cinco meses após o primeiro. Já no começo de 2000 surgiu o terceiro 
laudo~~. No ano de 2001 foram emitidos dois laudos arbitrais sobre conflitos em_ negociações 
comerciais 55

• ~AJém desses, outros cinco se seguiram. 

As iniciativas tendentes a dar um impulso à integrttção pretenderam superar as 
deficiências derivadas da carência de um órgão que garantisse a interpretação uniforme do 
Tratado e tivesse capacidade para constatar e sancionar as violações às disposições emanadas 
dos órgãos do lvfercosul. Assim, tuna decisão de 18 de fevereiro de 2002 aprovou o Protocolo 

de Olivas, que derrogou o Protocolo de Brasília e a Decisão n. 17/98 CT\lC, o seu regulamento 
de aplicação, de dezembro de 1998. Ele entrou em vigorem 1°. de janeiro de 2004, juntamente 

com a Decisão n. 37/03 CMC, que é o seu regulamento de aplicação. 

i\ possibilidade de recurso ao Tribmal Permanente de Revisão do ?víercosul, segundo 
o artigo 17, instalado solenemente em 13 de agosto de 2004 e que tem como sede Assunção, 
é o principal avanço em relaç?ío ao sistema estabelecido anteriormcnte56. Até então o sistema 

de solução de controvérsias não dispunha de instância recursal. 

Outra inovação é a que consta do artigo 1°., n. 2, que faculta a submissão de conttovérsias 
ao sistema de solução de controvérsias da Ol\1C ou a outro sistema específico de comércio em 

que sejam partes individuais os Estados~pa1tes do Mcrcosul. Este parágrafo ttunbém introduz 
uma vedação. Assim, uma vez iniciado um procedimento de solução de controvérsias de 
acordo com essa regra, nenhuma das partes poderá recorrer aos mecanismos estabelecidos nos 
outros foros, para a mesma questão. f: o que se pode considerar a determinação da competência 

do órgão regional frente aos multilaterais por uma cláusula de eleição de foro. 

Já o artigo 3". se refere à novidade que possibihta ao Tribunal, mediante requisição dos 
Estados~partes, emitir opiniões consultivas sobre o direito da integração. Segundo ARA lU O, 

será nesta tarefa que o TribunaJ "retomará o estilo, já consagrado nos laudos do Mercosul, de 
estabelecer o fio condutor da integração entre os textos nonnativos aprovados e a realidade 

diária guc surge na sua aplicação''57
• A expectativa é que o instrumento sirva a uma interpretação 

unifonne das regras do lvicrcosul e a uma confiança na sua arguitetura judiciaL 

;t Cen:a de 450 consultas :\. Corrussão de Coroérao do lvkrcosul ::t!Í11J!Jl>lllHeslti.W.dos s~nsfatórios c v1errun a evitru: o recurso ao procedimento 
arbttnlL VEl'-1'1l:Ri\, De1sy. A.c a.ssm:dnaun/.Yeo lvfmvm!e a U;;~ão I:"wçp4.2:t;tdefqfio,· de uma a,,~rr;;ray:!ío 111/eY-7?501711; P- 240 

52 0 texto pode ser conslllt~do cmwwwmercosul.orguy/pagu-;.al<•sp.htm. ;\descrição e o desenvolvimoHo do proc~sso podem 
S('f vistos em SAMTLEBEN, J. Finter SdJ,dsspr!Hh im Mermsur.· 11 'dsrhaftl!cbe Knte ais ac/Jt!cche Hernwfonievm~g?, p. 77-80 <:mais 
reS\llllldO em LEHlvLt\NN, Julia_ Nmn WJJ der Sdwdcgerúhr.rbarkeit des lvíerWSIIY' em InT!fjm.~·"""notwá ia Lux.embu;-g?, p. 623 

1 ~' O texto pode ser consultAdo em WW\v.mercosnl_org.uy/pap,inalrsp.hlm 
14 O tex:to podê' ser consultado em wwwmercosuLorg.uy/pnvnalesp.htm 
"Os wxtos podem ser consult&dos em wv;;wmercosuLorguy/p~gmalesp.lttrn 
10 PISCITELLQ Drrniel Pavón; SCHfvflDl';Jm Peter. Der EuGJ-i ais i/(wbi/J Enn EimüdnJmcg dnc ,·hmd;vnMc·mmcc.C(=,,héó, p 301, 

304 e SCf-'JJv!IDT,Jan 139-1~ 2 
"i\JZAUJO, Nadia de. O Tnbnu1lPemumente de fu~isão do Afr:rtond easapmd!e; comm'tiu:~s: anáirset!oc laudosarbumls, sua !ijpf!iO cçm a mmma11 

lmre algumas idiws para 9juturo, 28 p., que obset'Va que o instrumento ::ecebeu fnmca inspir~tçiio do reenvio prejudicial ex:tstent<C 
na Comunidade Emopéi9. 
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Mais uma novidade a ser citada refere-se às fases do procedimento, já que as partes 
poderão passar das negociações diretas diretamente para o procedimento arbünJ, sem, 
necessariamente, percorrer a fase que envolve o Grupo Mercado Comum, como o Protocolo 
de Brasília apresentava. Assim, segundo artigo 6°, a intervenção do Grupo passou a ser 
opcional. 

Uma última característica é que o Tribunal de Apelação pode ser acionado diretamente 

depois da primeira fase do procedimento, isto é, depois das negociações diretas, mediante 
acordo, segundo o ariigo 23. Nessa hipótese, os laudos serão igualmente obrigatórios, mas 
sem a possibilidade de recurso. De fato, o Tribunal tem como objetivo julgar os recursos de 

revisão dos laudos dos tribunais adhocaprcsentados pelos Estados-partes e também atuar 
como única instância a critério das partes em conflito, ditar medidas cautelares e de urgência 
c responder a consultas dos Estados. 

O sistema, mais ainda o do Protocolo de Brasília, chegou a receber manifestações 
favorávels 58• Críticas também não faltaram 59

. Dificilmente a doutrina o defende. Isso dá eco 

às manifestações de gue o processo tem uma fragilidade institucional 

2.4. A fragilidade institucional 

Desde o surgimento do processo de integnção, a doutrina tem indicado que o bloco 

poderia adotar um regime supranacional, com o gue é esperada a solução de inúmeros 
problemas c um melhor enfrentamento dos períodos de crise. Segundo a opção feita pelo 
bloco, basta que um país discorde dos demais para que uma medida não seja adotada. i\ 
escolha pela supranacionalidade também envolveria um sistema efetivo de solução de 
controvérsias e um órgão para aplicar as decisões. A idéia da supranacionalidade não encontra 
aceitação nos governos e nem em outros círculos. 

Em verdade, a ordem jurídica do lVIercosul é invariavelmente tida como frágil. ::-Jão 
ape11as o sistema de solução de controvérsias, mas a ordem jurídica como um todo recebe 

considerações. A fragilidade institucional c jurídica60 do Mercosul é quase incontestável61
• 

Essa estrutura frágil é ainda elemento de um dos paradoxos atuais do processo. 
!v1esmo não tendo uma base jurídica sólida, o .tvlercosul já atua e mesmo legisla um modelo 
novo de direito0

. Ocon·e que da leitura do direito primário não fica claro se o l'vfercosul está 

18 WEHNER, Uhidl. Der Merct.wrr FVx};t~fi·agen tmd Emkr.wn;fah,gh:ztemtr !lfUad'JP' httegratwntpnyektenmd d,e Brfo(~Jüi!is"·Úfen der 
!!lterngiORa/cr; Koop::rcrlwn ;mtJerEumpaiwh~, U,iM, p. I 10. Por JAYME foi ~<pont:td& corno um dos instnune11tos pam hvorecer 
a uuegmçiio ('ll11llercados como o Nafta e a.r\k~. JAYME, Enk_ IdenNécuÍhtrelledmfif_gmlizm· Jeiit»l! mterMc!Dnal;tmú _f/H!I!Iodernf, 

p. 70 
,_,PORRA, T A-DORlA JUNIOR, R.aÚtel A. Jv[e,-r,mr themmmom mm-f~tif rho fimt(;,jirst ?'entm;·?, p 24 
00 Visões da fmgilidade institucional podem servist~s <?-JTI Mi1.RQUES, Cláudi:t Luna. O r.·_Dmcdo da lc1enum!'. Dimlooriundo do }i!Ün:'OSN{ 

en1~c:Dm!!!Jl!!lenmrhlfa!CLis.czca eNor.ot Caminho f d~ Infeg,v{io, J/ 83--87 e em VENTUAA,Deisy. AsaSJw,~rrw.cenkeç }/w,r;ruit a Um.ão 

E11Mpàa: os:a'esrifios de uma as.cor-"11-l,(dO mier-ngwnai, p. 10& € 589-601 
61 Verll!ll\t contestação doutrinária estrangeira a essa const~taçiio emJAEGER .JlJNIOR Augusto. L.1-'b'*daderk trmcor;{nc;a na Umiio 

Eumpàauwlvfe!TMJ/,p 589 
"2 DREYZIN DE KLOR, il.dnrul~. EiA1erCDSI/r. Ceneradc;rdeuiiamrewfumtedfdm:cho mtenmaNralfmwdú, 395 p 
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ou não legitimado a impor estas leis nas ordens jurídicas internas c a contmlar a sua execução, 
embora as normas sejam obrigatórias para os Estados-partes63

. 

Assim, cabe guesrionar como se legitimam os atos em~mados dos órgãos do I'vlercosul. 
A aplicação das normas do :!\{crcosul depende da constituição de cada Estado-parte64

• Nem 
todas as constituições autorizam a transferência de competências às instituições .. \ isso há 
uma verdadeira aversão histórica. Nem as regras dispõem de princípios como o de primazia 
do direito da in.tegração. Algumas doutrinas observam que pelo fato das normas do Merco.sul 
necessitarem de concordância unânime dos Estados-partes, a elas deveria ser reconhecido 
efeito direto c imediato. Outras observam gue o fato de o Mercosul poder praticar todos os 
atos necessários à realização de seus objetivos, segundo o artÍgo 35 do Protocolo de Ouro 
Preto, é o reconhecimento de alguma supranacionalidade ao Mercosul. Todavia, assim não 
ocorre. Uma norma do Mcrcosul só tem efeito depois que todas as partes tiverem adotado 
as medidas necessárias segundo as leis nacionais. Existe uma ampla tendência nos países de 
dar preferência à constituição nos casos de conflitos entre normas de direito internacional 
público e direito intemo6~. Ademais, a incorporação de normas não tem prazos definidos, 
ausência que aparenta ser o maior inimigo da normativa J'vfercosul, ainda que a Decisão 
n. 20 I 02 CMC busque prevenir o atraso da incorporação das nmmas do Mercosul. 

Resumindo, a validade interna das normas depende da necessária concordância 
parlamentar e da publicação dos documentos. Com isso, tornam-se direito nacional e ainda 
diretamente aplicável. Todavia, as constituições são sempre supremas. 

A conclusão é que a garantia de uma aplicação uniforme da ordem do l'vfercosul 
dentro dos Estados-partes é difícil. O direito do J'v[ercosulnão dispõe de uma dogmática 
comparável à comunitária, que envolve a primazia e a aplicabilidade direta do direito, bem 
como um cabedal jurisprudencial. Tais princípios não foram nem de forma expressa nem 
por outras medidas transportados ao Mercosul. Em função dessas ausências, sobretudo da 
supranacionalidade, é que não se pode falar de um direito comunitário do 1.-'lcxcosul. Do 
contrário não haveria uma separação doutrinária entre este e o direito da integração. 

2.5. O direito processual civil internacional do Mercosul 

Durante o período conhecido como de sucesso do !Vfcrcosul60
, mais ou menos 

situado entre o ano de 1995 e a eclosão da crise econômica argentina, já era possível afinnar 
que o JVlercosul possuía um ordenmnento jurídico e hoje a doutrina já comenta acerca de 

'-'O teflexo deste direito n~ prática dos rribunai~ ~-upetiotces brasileiros, onde Já h i cilSos JUlgados €':\Wolv-endo-o, mcluslve como 
fund~mento de pedir no judiciii.r:io, mas pelos quru:;- se obsrnra que o Supremo Tribunal Fedeml manteve a tradtçiio du~list;c, 
pode servJslo em MARQUES, Clbdia Lima () "DvâiJJ da ]Vf.!:!T>:md'': Dw~rir; é'ntmdo do ]Vf.errowf enfl? Dimt~ Internarwna/C!ámca e 

l\;'o"as~àmidat de I11regme'io, p 91-99 
ó< A questão da hierarquia das normas emsnadas dos órgãos do l\.fercosul na Órbit:t intema é estudadll em VENTURA, Deisy As 

asJW/e!nas mlw o Jl.mwu! e a U mão E.mrpiw: os desafios de H1!ta assormçã& mW-rr:g1wai, p. 167-223, pRril. quem os Est2dos-partes se dividem 
em potenaalmente federalist%, sendo a Atgen.ti.na o m:us deles, e 1rredutíve1s sobemrhstlls, sendo o Un~gL1ai o mais deles 

o; SILVA, Elaine Rrunos (Ll. P~cht.<angleirhung m: Mm:osu!- Penpektu'Ciljiwdas Ntedm'aiSungrn:chrwn Gm!!scbafien anband tc·n Eifáhrungen 
inderElfmpaud!en Unwn,p. 48-49 

"Caracterizado etnJAEGER JUNIOR, AUgtL~to_ L1bi'r'dade de C{'ntoninàa 11a União Em-vpàa e J!O ]lf,rrosul, P- 560"564 
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uma constituição material67
. O Tratado de Assw1ção, os protocolos de Ouro Preto e Brasília, 

as decisões, resoluções e diretrizes formavam um ordenarnento jurídico organizado c 
estruturado que possuía suas próprias fontes, dotado de órgãos e procedimentos aptos para 
emiti-las, interpretá-las, bem como para constatar e sancionar os casos de não-cumprimento 
e violações. 

Para essa ordem jurídica é de grande relevância o que se pode considerar de processo 
civ-11 internacional do lv[ercosul68

. Os temas envolvidos são vistos como auxiliares para a 
solução dos conflitos de leis no espaço, ou matérias irmãs do direito intcmacional privado, 
hoje estando prática e pragmaticunente nele contidas69

• Conferências especiais interamericanas 
de direito intemacional privado auxiliaram na formação dessa concepção70

• O Protocolo de 
Cooperação e Assistência Jurisdicional em lvfatéria Civil, Comercial, Trabalhista e 

Administrativa, chamado de Protocolo de Las L.ei'ias, de 1992, regula a assistência jurisdicional 
e o reconhecimento e execução de sentenças e laudos arbitrais estrangeiros. O Protocolo de 
Buenos Aires sobre Jurisdição Intemacional em Matéria Contratual de 1994 é outro 

documento que pode ser listado nessa ordem. Por fim, um processo do Mercosul ainda 
conta com o Protocolo de lvledidas Cautelares, firmado em Ouro Preto, em 1994, com o 
Protocolo de Santa Maria sobre jurisdição internacional em matéria de relações de consumo 

c com o Protocolo de São Luis em matéria de responsabilidade civil emergente de acidentes 
de trânsito, ambos de 1996. Estes documentos sobre os litígios relativos às relações 
jusprivat.istas intemacionais no âmbito do I'viercosul serão vistos agora. 

Em uma dete.mllnada época, o Mercosul analisou se basta v a recomendar a ratificação 

das CID IPs para impulsionar a integração jurídica ou se era necessário tentar soluções de maior 
aproximação. Entendeu-se que as CIDIPs eram produto de wn processo codificadorde relações 
privadas internacionais de escala continental, valiosas, mas que continham o abarcamento de 

realidades por vezes sensivelmente diversas, emergentes de países pertencentes a sistemas 
jurídicos diferentes, localizados em uma extensa área geográfica estendida de um pólo ao outro. 
Por esse razão se concluiu que o ?vfercosul necessitava de regulru.nentações que avançassem mais 

que as intenunericatlas, aprofundassem os temas, ainda que envolvesse alguns já tratados por 
aquelas 71 e sem que isso viesse a ser considerado um desperdício de esforçosn. 

61

DROMT S~"'...t"J MAR11NO, I.,au~:a C";;•::~:,::::.::~::;;:::::•; 2J9,307 
"
1 Também chamado na doutrina arg;cntina de dirc1to privado do Mcn:osul ou direito intcrnacionBl privado 

instltucional da in(·egrgçi'ío DREYZIJ'\ DE KLOR, Adrí~lllll E! ]vfert'OJ'ur: Gor.rrador df 1111.1 !1Uewjénte de dm:dJo m!ernacior.a! 
prm:~do, p. 246, h--!ARQUES, Oâudia Lima O "Dwe1ki do Menxmd" 'Dnrlkiorúmdodo N!env .. -uf, eninDvrào ]/ltff51(!{.10!1;;/(:fdJ·.czm el\k1r.< 

Catmnhm ti'e Intq;rapão, p 89, Ml1RQUES, Cláudia Lima_ Cor/itmça no ccmrbc-w eletrônico e a pmrq-M do ro!!tumw'or(um edt~do dot ne.r/cws 

~§:~~~l;]~~j~~;~~;;~:i~~~;~;i5E~ifiª:~i"::"~d:~P:m;am,:br d"' MERcosuR· em 1-69; 
129-132 

60 1\,fARQUES, Cláudia Lirna_ CINçfianrrt no tomircia e!etnJnuvea pro~c!io do mnsumidor:· '!!!!estudo a'ot ntgdc!útjuridico, de ronsumo !!O comir>:w 
e!drdnit'O, P- 34-2 0 DREYZJN DE KLOR, Adriana. Temat à IJ!'I-etho de i:1 lniegraaón· l)e7echo Inte1·naaona!Pnwdo, p. 109-112 

'" SAMTLEBEN,JUrgen, Dar l!!lenwrionale Prozed- und Prú'tl!m,ht deJ MERCOS'UR· em Uberb!tck, p. 9. 
7

' TELLECHEA BERGl\·1A'l\l, Eduardo_ La dttnCJ/.CIÓ!!jlfdma/ dei caso_tmwdo mternacmil!:d .. . , p. 21 
'"DREYZIN DE KLOR, Adriil.lla. Temeu de Dern:ho de la Intt,graâón Deruho Intemat~mra! Pnwrlo, p 117 
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Por isso, já foram firmados mais de treze acordos principais e complementares no 
âmbito do J:v1ercosul quanto ao campo do direito aqui abordado73

. Há um DIP do Mercosul 
ou então nonnas que são consideradas de processo civil internacional, segundo a doutrina 
dos países que o confom1am.14

. Alguns protocolos trazem no11nas de DIP e outros tratam 
de processo e de normas auxiliares de DIP75

• Em sua grande maioria são tnttados de direito 
processual intemacional e de cooperação judiciária. E não são inovadores em todas as suas 
partes. Observa RECHSTEINER que em muitos deles foram adotadas normas de tratados 
já existentes, principalmente as CJDIPs 76

. 

O Protocolo de Las Letlas sobre cooperação e assistência jurisdicional em matéria 
civil, comercial, laboral e administrativa de 1992 trata do reconhecimento e execução de 
decisões e cooperação judicial intemacionaJ. É considerado o docwnento mais fundamental 
parao tema entre os países do I'v1ercosu.l77

. Na doutrina cstran.geira, esse documento recebeu 
comparações com normas européias n. 2"!a classificação de TELLECHEA BERGM}.~.N, 
representa um terceiro nível de cooperação jurídica internacional, gual seja o do reconhecimento 
da eficácia extraterritorial das sentenças 79

. Ele tem por finalidade facilitar as provas, as trocas 
de informações, o reconhecimento de sentenças e a cooperação em geral entre os Poderes 
Judiciários dos Estados~partes. Ainda, estabelece uma igualdade de trato processual com 
conteúdo mnplo, incluindo a eliminação de barreiras e cauções para estrangeiros e pessoas 
jurídicas no .:Vlercosul, e inova ao possibilitar os trâmites de reconhecimento e execução por 
carta rogatória80

. Conforme o seu texto, o Protocolo inclui no Capítulo IV a cooperação em 
atividades de simples trâmite e probatórias, no Capítulo V o reconhecimento e a execução de 
sentenças c laudos arbitrais c no Capítulo VII a infonnação de direito cstrangeiro31

. O 
documento também trata de questões jurídicas gerais do direito processual civ-il intemacional, 
mesmo que não vinculadas diretamente às questões de cooperação judiciária internacional, 
como a igualdade no tratamento processual e dos instrumentos públicos e outros 
documentos, como observa RECHSTEINER82

. Está etn vigor em todos os paises do 
l\..fercosul. Foi influenciado fortemente por algumas CIDTPs 8.>. 

n Ver as menç:õrs em TELLECHEl\ BERGMAN, Erl\Htrdo. La drmmm!n ;udma! a'el casoj:muw'o Mkt11tJCIC!1ai , p 22 
"MJ\RQC:ES, CLíudta Lima. () "'Dworo de }!Ien:ooul"'. Dtretm c-r!tmdo tia Mm;w<i mt;·e Dn·r1to Inlen!arwt!tl! CM • .rsltO e ]\Towr CmmhfM de 

!;m;gr"f·ão, p. 89; DREYZIN DE KLOR, Adri:ma E/ Mm-rw11··- Genr:n:ui"ordeutia nHewjw!!!ededr.nrho mk-rnatlonalp-;ma'a, 395 p, 
RECl-ISTElNER Be~l 'W'alter. Dm,-du !f!/2Y'Hat·latitu"pnmdo. tmria e Jmitica, p 336 e ss 

"Ver o tel11\l em MARQUES, Cláudia L!ma Cmifiança no mntircw à/:1'Ô,.-ime a pn,kçi'.odo consmmdor: 111n dud[)do,· n4_(!;5nú;uví.dic'"C>' detwrsH!1;o 

noromitno e/etrl!!nv, p. 423 e ss 
"o RECHSTEINER, Beal \'(lalter. Dinilo mrmMcwnaiprnado: twna e;tmittca, p. 311 
l"l M...-\RQUES, C1áudia Lima. COiif/ifiX de mnmrçôú de f"vce;.c& ciul!n/!:nw:toMi- por wm dlálogo da; jor,/es umtWM!f e r{~W!!a!t JWS pa .<<'.r do 

J/fHúSJI!, p_ 45 
1
f SAlvíTLÊBEN, Jürgeu Geme1mamcn Marki (MEECOSUR), p. 129 e ss 

79 TELLECHEA BERGi'vlJ\1"-.J, Edundo ., p 23 
se DREYZIN DE KLOR, Adn::lna E! Me=slff. e ss; DREYZIN DE 

KLOR, Adü<lllfl. Tt!lltiJ" de Den:cho de /t; hmgnMt.1!: lJr:re,;bo ]J!funtJcJOflal Pnwrlo Córdob:r: Advocatus, 1998; PABST, I-hroldo. Dar 

m~;~~~~~~:;t;;:';;~~;:;~::;:;;;;~ ;7:7 ;',:R.~F:.c:;·;H;S~T:,E~·l::N:•1 E;•R,~'lB~e;;o;t1 W~ru;;~"~'u-:l)~,vmu mtemar-7!)Ju.!"pnwdo, teo-na e pnitu:a, p. 341 e ss 
A esn Uberbhck, p. 13--27 



145 

Esse documento e o mais adiante visto Protocolo de Ouro Preto tiveram a importante 
função de objerivar resolver o problema da divisão criada com os Tratados de Montevidéu e 

o Código de l3u.stamante entre o Brasil, de um lado, que não ratificou os primeiros, c o 
grupo formado por J\rgentina, Uruguai e Paraguai, do outro, bem como preencheram o 
vazio resultante da privação brasileira em relação às convenções interamericanas2

J. 

O Protocolo de Buenos 1\ircs sobre jurisdição internacional em matéria contratual de 

1994 sibrnifica um passo importante para a uniformização do direito processual civil 
intemacional do Mercosu1. Ele é aplicado à jurisdição contenciosa intemacional com relação a 
contratos internacionais de natureza civil e comercial celebrados entre particulares, pessoas 

fisicas ou jurídicas. Então, são excluídas várias relações jm~dicas, como, por exemplo, aquelas 
entre os falidos e seus credores c demais procedimentos <málogos, especialmente as 
concordatas, a matéria tratada em acordos no âmbito de direito de família c das sucessões, os 

contratos de seguridade social c os administrativos, os contratos de trabalho, os contratos de 
venda ao consumidor, os contratos de transporte, os contratos de seguro e os direitos 

reais 85
• Outro requisito para a sua aplicação é que as partes do contrato tenham o seu domicilio 

ou sede social em diferentes Estados~partes do Tratado de Assunção ou que pelo menos 
. uma das partes do contrato tenha o seu domicílio ou sede social em um Estado~ parte e, além 
disso, que tenha sido feito um acordo de eleição de foro em favor de um juiz de um Estado­

parte e exista uma conexão razoável, segm1do as normas de jurisdição do Protocolo. Aproxima­
se da Convenção de Bruxelas de 196886 e permite a autonomia da vontade quanto à eleição 

do foro, uma eleição do foro expressa ou tácita e ainda a possibilidade de se submeter 
voluntariamente à arbitragem87

. Está em vigor em todos os países i11tegrantes do l'vlercosul. 

O Protocolo de Ouro Preto de J'viedidas Cautelares de 1994 supôs a finalização do 
processo codificador do auxilio jurisdicional intemacional entre os Estados-partes do :tvfercosul 

e determina um nivel de especial relevância para a cooperação cautelar. Ele implica na alteração 
de uma regra geral do direito brasileiro, qual seja a de que, para fins de homologação, uma 
medida cautelar proferida por um juiz ou tribunal estrangeiro é equiparada a uma sentença, 

isto é, necessita de homologação pelo Superior Tribunal de Justiça para que possa surtir 
efeitos juddicos no Brasil83

. Conforme o documento, não será mais necessária a homologação 
de medidas cautelares pelo Superior Tribunal de Justiça quando proferidas dentro de um 

BL Jv[ARQUES, Cl:í.udia Lun~. Procia'ure ,.,,.,fe mrernattm:aie e! hfen:·Nrrr·pwrlm cl!alup<e de,· d.r;les mwevJe!ler eirégwnaft,~ P- 465-484 r 
MARQUES, Chudia Lima_ CO!f!do.r de ronp'"f'Ões de pnxmo md ztdemanNw/porum duíkg; dasjçnft;· unuersane regionms nNpalses do 
}vfm")S11lp. 49 

S :;;~;~;~:~~~i,;:~;:~:d~~/;~~~=~~:"~i';;"' Pnw,nh'' dnMJS!l,C'O,WR em Ubwbhck, p 34 e 45-46 e P.ABS1~ Haroldo. DrH 
íí-79 

v, SA1\1TLEBEN,]Iirgen_ Dm Jnmwationaie Pmzed- untl Pnmirechtde,r MERCOSUFi..· m1 Uberblttk, p 38-41 
il'IDREYZI~ DE KLOR, i\drwna_ BlMmvs!v Gmemdi:wde tma n!ltwjUenmdea'emdxnnternat.7-Malpn'u:uio, P- 281 e ~·s.; RECHSTEL'\JER, 

355 e ss_ e TELLECHEA BERGMAN, Edundo. L.n J,menwin;udicial dei 
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Estado-parte do Mercosul89
. A autoridade jurisdicional requerida, porém, poderá recusar o 

cumprimento de uma carta rogatória referente a medidas cautelares quando estas sejam 
manifestamente contrárias à sua ordem pública90

. Está vigorando em todos os Estados­
partes do :i\-Iercosul. 

O Protocolo de São Luis em matéria de responsabilidade civil emergente de acidentes 

de trânsito de 1996 regula o foro e a lei aplicável à responsabilidade civil por acidente de 
trânsito e traz normas de DIP. Ele estabelece o direito aplicável e a jurisdição intcmacionahnente 
competente em casos de responsabilidade civil emergente de acidentes de trânsito ocorridos 
no território de um Estado-parte, nos quais participem, ou dos quais resultem atingidas, 
pessoas domiciliadas em outro Estado-parte91

. O Protocolo está em vigor em todos os 
Estados--partes do Mercosul. 

Por fim, o Protocolo de Santa Maria sobre jurisdição internacional em matéria de 
relações de consumo de 1996 é um protocolo específico que objetiva colmatar as lacunas 
deixadas pelo Protocolo de Buenos .i\ires de 1994. Para tanto, tem como objeto determinar 
a jurisdição internacional em matéria de relações de consumo derivadas de contratos em que 
um dos contratantes seja um consumidor92

. Ele ainda não está em 'irigor nos Estados­
partes93. 

Há, pois, normas aprovadas e projetadas pelo Ivfercosul sobre direito do consumidor 
e consumo que, na expressão de 1\ifARQUES, é uma interessante legislação derivada de 
indireta proteção processual do consumidor9". A regra mais específica provavehnente seja o 
Protocolo de Santa Maria, por prever um regime especial de jurisdição mais protetivo dos 
consumidores nas suas relações contratuais no l\lercosul. Ele recebeu até uma comparação 
com documentos estrangeiros pela doutrina alcmã95

• 

Se ele e o Protocolo de Buenos Aires, este em vigor, fossem aplicáveis, ter-se-ia que o 
foro privilegiado do consumidor pessoa fisica seria o do seu domicílio, que o fornecedor 
deve acionar no país do domicílio do consumidor e que as cláusulas de eleição de foro seriam 
nulas, podendo o consumidor e somente ele, exclusivamente, ajuizar sua ação no Estado de 

f" Ver como está a atual d1scussão sobre essa problemático. em TELLECI1Ell. BERGMAN, Eduardo. La roapem"Ó"Jimsdu:noi!al 

id~''""""i me m)"'""i cifmcm< dcimb;lccMMmcce<;:c d dc:~dc e<mge<qyc, p. 367 
)J Par~ta deüni;·ão desst' conceito no Mercosul ver DREYZIN DE KLOR,A,driC<m.E/Mc''""'" Generadorde una n!fi!:',J;i jue11te dederodo 

WkY'"'"&'wipnwdo, p }23 e ss e DREYZIN DE KLOR, Adrianil Temat de Dei'rcho de Lr Int~~raaón. Dm:cbo Jnrmracwna!Pnmrh, p 
127-129 

q SAM1LEBEN,Jürgert. Dre Entmck!unz des Inten:atwna!m Pnmt- rmd Proze:mchti m1 Merrosm; p. 377-379, RECHSTEINER, Beat 
Walter Dwnto mterna,oJtaipnw.do: fMna e prática, p. 366 e ss. e TELLECHEA BERGMAN, Edu:1rdo. La dime;wÓ/1 pdu1ai de! caro 

pnmJimfemaci.;JJa! ... ,p. 88 e ss 
92 S/\\1TLEBEK ,Jürr;en. Das l!itematronrà Pro:;yâ- und Prur:~tverhtdes MBRCCiSUR- em Uberb/i(k, p. 50-56; RICHTER, T11omas D;e 

Vevbmucl;e.n tm Eurvpais,·hen Zni}_prazes.crech!, p. 582-583 e TELLECHEABERGMAN, Eduardo. La dl!!letiSu5n 

582 

eletrômco,p.428 
~5 RICHTER, Thomas. D1e n{gdwe Em!am.!.'lg des VcYbnvtthcr; 1.w E111·vpmschm Znt):n,ze.rJnrhl, p. 578-583 
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celebração do contrato ou·de cumprimento da prestação de serviço ou da entrega dos bens 
ou de domicílio do demandado-fomecedor, o que se poderia entender como um .fonrm 
shopping a favor do consumidor90

. 

Este documento apresenta, tod;nria, confo1me ?vli\RQUES, grandes falhas ou lacunas: 
a primeira é o fato de o Protocolo não se aplicar ao consumidor turista e a segunda refere-se 
à exclusão dele de todas as discussões envolvendo os contratos de transportes 97

. Outra falha 
apontada seria o seu campo meramente contratual, quando a doutrina vista aponta que a 
proteção do consumidor é também extracontratual, pré ou pós-contratual92

• 

Sobretudo, a entrada em vigor desse Protocolo é vista como problemátict~, em virtude 

de seu artigo 18, que diz que ele só entraria em vigor depois de terminados os trabalhos de 
unificação da Comissão de Comércio do :tvfercosul, isto é, quando findo o já superado 
trabalho para um Regulamento Comum de Defesa do Consumidor. Pennanece, pois, esse 

útil c necessário Protocolo em um limbo jurídico. O seu fuh1ro é in.ccrto e a doutrina espera 
que o ?v1ercosul possa solucionar esta situação de impasse e manifeste-se por normas especiais 
de proteção do consumidor99. Ademais, os tempos são de prevalência de normas materiais 

em casos internacionais, com a redução da importância do processo civil internacional 
tradicionaP 0c. 

As crises do ?vfercosul e a dificuldade de aplicação das nmmas de processo civil 

intcmacional do bloco caracterizam a insuficiência da proteção do consumidor de forma 
processual c reforçam um red?/al das ClDIPs. O que se observou foi uma insuficiente opção 
pelo caminho do processo civiP0

' c uma unificação material impossível, como ainda se verá. 

Já na Comunidade Européia, as normas de DIP e de processo civil intcmacional 

mereceram tratamento na Convenção de Roma de 1980, na Convenção de Bruxelas de 1968 e 
em uma série de atuais regulamentos comunitários. A Convenção de Roma de 1980 trata da lei 
aplicável aos contratos intemacionais, inclusive os envolvendo os consumidores, tendo induído 
norma específica que os privilegia. O sistema de DIP europeu se completa com as norma.<; 
anteriores sobre uma jurisdição especial para o consumidor de 1968. Esta norma foi ehborada 

verdadeiramente como uma convenção de direito internacional público clássico. A Convenção 
de Bruxelas 1á foi transformada no Regulamento n. 44/2001, em vigor desde 2002. 

% i\1ARQUES, Chudlil Lima O 110'0 D1rttfo mmrm:u;-wnal pmado e a />~"'!eféiopm,usHrJI dos cmrsmmdon-t de bens e !!Vl'fi! e,-tmn,ge,ro; OI/ no 

ex/mw;p,268 
07 lv[ARQUES, Cl:iudut Lim~ Cmfú:mça 110 combrtr- e!etrdtmv; e 'I proteçr."i~ do cMtsumular: um esP.Nio dOi neginos;uridicor de t?fW/1110 110 mmércw 

ele.~17_,Jim, p. 433-4.>5 

"8 ]VfARQCES, Cláudia Lima CJ Jww D<eúla wrentaCJanal pnmdo e a prote;"iJo f"Jtessuai do.' mnsmmdows de bens e .rentp.r estrm1gemH w 1w 

e."<lmor.p. 289 
"l\1-ARQUES, (]:índia Lllllil. Confi.1!!(11 no cmércw e/etrômm e a pro terão tio con.run1tticr: um estudo dos !I(~Ótws;m·ídico.cdt mm·umo no comércio 

fietrrimm,p. 435 
100 1\.iA.RQ\JES, C!~udw. Lima. A fnsuiio<-'nte prote~;iio do consumido[ nas nonruts de DIPr: dit necessidade de 1.Ul1il. Convenção 

'"'MARQUES, C!iudi:t Lima 
d:.i?Ômco,p. 405 ess 

P; 
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Como se observa, lá o assunto se apresenta mais desenvolvido. Desde 1960 era 
buscada a concretização de acordos que assegurassem aos cidadãos a simplificação de 
fonnalidadcs, as quais se subordinam o reconhecimento e a execução das decisões judiciais. 
Posterionnente, o Convênio de Bmxelas, de 27 de setembro de 1968, relativo à competência 
judicial e ao reconhecimento e execução de resoluções judiciais em matéria civil e mercantil, 
sibl11ificou em seu momento um êxito político e um avanço inestim.ável no processo de 
tmificação europeu102

. Ele foi firmado pelos tninistros de assuntos exteriores reunidos no 
seio do Conselho, com o que se pretendia afirmar seu caráter comunitário, configurando-se 
como convênio complementar ao Tratado de Roma. Entrou em vigor em 1°. de fevereiro de 
1973. Esse documento não é considerado d1reito comunitário derivado e por tal não dispnnha 
de efeito direto, nem de aplicabilidade imediata. No Protocolo de Luxemburgo de 3 de 
junho de 1971, os Estados consentiram submeter ao Tribunal de Justiça das Comunidades 
l:.:uropéias a sua interpretação. Duas vias de acesso foram previstas, assim o recurso prejudicial 
de interpretação c o procedimento consultivo de inteq)retação103

. 

JAYJ\-1E e KOHLER lembram que ".A_ atividade legislativa da Comunidade 
(econômica) européia no domínio do direito privado é litnitada desde longo tempo a 
aproximar, ou 'harmonizar' as reg-ras 'materiais' dos direitos nacionais em setores 
detcnninados"'0

.;. Em que pese a Comunidade tenha ficado inativa longo tempo nessas 
questões, os Estados-membros concluíram entre si convênios intemacionais em matéria de 
direito internacional privado, notavelmente o de Bruxelas e de Roma, sobre a lei aplicável às 
obrigações contratuais. 

Esses acordos formam o núcleo do direito inten~acional privado e do direito 
intemacional processual da Comunidade Européia105

. Posteriormente, o papel do direito 
intemacional privado como direito de integração (Integratiomrecht) da Comunidade Européia 
foi reforçado no TUE, com a introdução do principio da subsidiariedade. Esse Tratado 
mantém e aperfeiçoa o acervo comunitário, instaura âmbitos de cooperação intcrgovernamental 
nas áreas de política estrangeira e de segurança comum e nas áreas de justiça e de assuntos 
interiores. O direito internacional privado em si não figura entre as matérias pelas quais ele 
atribui competências à Comunidade. i\ penas o artigo 293 TCE se refere ao reconhecimento 
e execução de decisões estrangeiras. Com o tempo, foi no setor da livre circulação de serviços 
que foram adotados os primeiros atos de direito derivado compreendendo regras de 
conflito10<J. 

w JAYME, Erik; KOHLER, Christ.inn. L'mkmd!O!I a'es '~gks de ro1jlir canfenuer d:m; !e drwl dimJ de !a Cwm,mHauli europr!enf!e et des 

2 
c;uch,,,,nM dt' E'CI ""I' M,,,,,,# p. 346 

'"''Um rol de diretivas emJA'l1v[E, Erik; KOHLER, C. L'inleraclzmt r:kni:_glMdecm!J'hl 
rolifcnuer dam 1~ dmtt dim-1 de !a Commmw!ilr! mropieti!ff er des Cmn-e1!/tom de Bruxàes d de _R.ome, p 5·10 



149 

Em 1°. de março de 2002 entrou em vigor na Comunidade Européia o Regulamento 
n. 44/2001 do Conselho, de 22 de de?.embro de 2000, relativo à competência judicial e à 
execução de resoluções judiciais em matéria civil e mercantil. ()Regulamento, conhecido pela 

denominação de Bruxelas I, constitui um dos cinco atos nonnativos promulgados até então 

sob a competência do artigo 65 'T'CE, sobre a cooperação judicial em matéria civil. Veja-se que 

a realidade é bem outra. 

3. O REVIVALDAS CIDIPS 

O rev'à .. 'a/ das CIDIPs é devido a vãrios motivos. O primeiro aqui identificado foi a 
crise no IYJercosul. i\ pesar do sucesso, o bloco passou a enfrentar nítidos problemas. Alguns 

foram vinculados à abertura econômica, redução do aparato do Estado e à evolução de 
problemas sociais como desemprego c 111.iséria. Como lembra SALOMAO FILHO, 
"processos de integração regional são dinâmicos- ou se desenvolvem de fonna permanente 

ou tendem a uma involução. Os motivos para isso residem na dinâmica do comércio 
intemacional ( .. }Tão logo o processo de integração se paralise, há a tendência do predonúnio 
dos interesses particulares dos Estados e se opõem, em função disso, contra o comércio'n°7

. 

Por isso é dito que a estagnação representa um retrocesso. _Ainda que não seja tão visível um 
retrocesso no processo do ?vlercosul, seguiu-se ao período de sucesso uma forte merco 
eyderoJti 08

. 

Depois v--iriam os motivos econômicos, os sociais, os políticos, o fato de os países 

pararem quando há eleiçôes. Tmnbém é possível de se pensar em uma imposição institucional, 
afinal a última CIDIP foi em 2002 e não se quer levar tanto tempo entre uma e outra como 

ocorreu entre essa e a de 1994. 

?vias um m'Ü'a! das CIDIPs parece mesmo ser devido ao insucesso das hatmonizações 
também das regras mateti.ais de proteção ao consumidor no 1\'fercosul e ao brilhante trabalho 
de sugestões legislativas que têm sido realizado por um grupo de doutrinadores 

interamericanos. Esses dois motivos serão melhor aprofundados. 

3.1. O insucesso da harmonização das regras materiais de proteção do 
consumidor no Mercosul 

Primeiro, vale fazer uma inserção na União Européia, onde a proteção do consumidor 
evoluiu para uma competência direta, proporcional e subsidiária para a defesa dos interesses 

dos consumidores com os Tratados de Maastricht e Amsterdam. 

107 SALOMÃO fllLHO, Calixto Der MERCOSUL als Marktregelung J, BASEDO\\; .Jürgen, SAMTLEBEN,Jürgen (Hrsz.) 
li7;rtybafhncbtrles Mí:iECOSUK 1:--iari<:f'!d 2000,? 29-30 

10' Em il.daptaçiio do termo eumescfe,-,;rs, rdac10mldo ls cfises enfrentad~> pei~ Comunidade Européia, utiliz2do emBl/I.J"'CHI, 
Patrizio_ Con.-·trw,.-d mercado: Lecc1t-na de la Umón Emvpea -- d daarro//Í:; de !as m.mmrronesy de la; p()t'ít/cw; de compeh!r.Hdad, p. 25 
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A atuação da União Européia como legisladora fez surgir um novo direito, co gente, 
supranacional, seja por meio de instrumentos de direito internacional público, como 
convenções e tratados, seja mediante instrumentos desse novo direito comunitário, como 
regulamentos c diretivas. Em verdade, ambos os grupos de instnunentos foram utilizados 
para impor novas normas e paradigmas de proteção ao consumidor. 

Constata-se que desde 1975 até os dias atuais, com o atuill artigo 153 do Tratado de 
i\mstcrdam, que considera a proteção do consumidor um dos objetivos políticos 
fundamentais da União Européia, a competência da mesma para legislar sobre a proteção do 
consumidor não deixou de crescer. 

Tudo começou com o Primeiro Plano de Ação ou Programa Preliminar da CEE para 
uma Política de Proteção c Informação dos Consumidores, quando a então Comunidade 
assegurava a proteção do consumidor indiretamente pela garantia de uma concorrência leal. 
Os programas seguiram-se 109 e geraram inúmeras normas materiais comunitárias 
harmonizadoras, através de rq,'Ulamentos ou diretivas, guc interessam aos consumidores :10

. 

Especialmente as diretivas criadas são diretivas mú"limas, que estabelecem patamares mínimos 
comuns de defesa do consumidor, nunca patamares máximos J 

11
• 

Em 1992, com o Tratado de l'viaastricht, a União Européia recebeu competência para 
estabelecer uma política de proteção do conswnidor no bloco, todavia restringlda pela aplicação 
do principio da subsidiariedade112

, mas que permitiu desde então ser conhecido um direito 
comunitário derivado material de proteção aos consumidores 113

• 

As reformas propostas tendem a disciplinar que os fomecedores que oferecem 
produtos e serviços no mercado integrado para consumidores comunitários terão de se 
submeterem à jurisdição dos países dos respectivos consumidores. Assim, a integração 
econômica estaria assegurando a liberdade de vender e comercializar em toda a União Européia 
e as normas derivadas dos órgãos comunitários estariam indicando aos fornecedores os 
cuidados (1ue terão que terL 4

• 

109 JAEGERJUKIOR, J\ugusto. Ubr:rdadt de t'MCOnincw na Um:W EmvjJéia e t!IJ Mermnd, p. 241-2-18 e Ji\EGERJUNIOR, Augusto 
Te111m de tlim!o tia mregmpão e romumtcíno, p. 215-218 

11
" Ver extenso rol de regras materiais comunit:írias de proteção ao consumido[ em tviARQUES, CLiudia Lima. Co'!fian;n»~ CO!Iiin<o 

ddro"nim eaproktãodo C?fl:OUIJiidor. 377 e 37S e em MARQUES, dáudifl 
Lim:J.. Aprorq'iio do mn.cmmdor 701-71 S 

JAEGERJUNIOR, Augusto 218 e ss. e _lAEGERJUNIOR, Augusto_ L:b!C!YL:;dede 
conconirma 1M Umão Européia e na }liermJ·ul, p 70 e ss 

112 

J AEG ER jiJ:\!J O R, Augusto_ L--theniade de mn««:~~'";:':'-;;"l ;"'a:~:::~;':~::~::;:;;';;;'j, ~8:2,,,,,J,,,. "' ''mdc 11
' Em expressão de MARQUES, dándia Lirm C: d"''2''"·'1''id,c,, J, 

ó'I!Muwo M mmircw ddr!Ímm, p 380 

'"Mli.RQUES, Cláudia Limit.. Cm!fian{a liO caméma eie!rômco e a protqão rio con.rmmdoe" um edudo dc!.f nrgà"LOfJUridnos de tomtmlO na mmfrao 
detYdnim,p 392-393 
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A._ doutrina ainda menciona a ·v-igência de várias diretivas de proteção do consumidor 

que trazem normas específicas de DIP, em especial as sobre cláusulas abusivas, time-sharing 

ou multi propriedade, contratação à distância, sobre garantias e sobre comércio eletrônico'15
. 

Já no Mercosul, a efetivação das políticas de integração ocorre por meio de 
harmonização das legislações nacionais envolvidas. Esse processo não tem se apresentado 
fácil. Algumas matérias contaram com estudos e mesmo avanços. Outras não. 

O tema da proteção do consumidor se desenvolveu apenas como uma proposta 
institucional do Sub.!:,>rupo 10 de Coordenação de Políticas 1\Iacroeconômicas, dentro do qual 

surgiu a Comissão de Estudos de Direito do Consumidor, que, em 1994, foi substituída 
pelo Comitê Técnico 7, vinculado à Comissão de Comércio do Mercosul, órgão hoje 

responsável pela harmonização das regras sobre o tema. O que se observou foi uma unificação 

material impossível, que deve ser analisada juntamente com a insuficiente opção pelo canlinho 

do processo civil' 16
, já vista. 

Atualmente vive-se um grave esvaziamento dos trabalhos de harmonização das 

normas materiais realizado pelo Comitê Técnico 7. Mas as tentativas desse Comitê Técnico 

e os protocolos elaborados pela Reunião de Ministros de Justiça do Mercosul117 merecem 

uma citação e se1vem de base para a constatação da insuficiência da proteção do consumidor. 

Parte-se da premissa que o Mercosul falhou em estabelecer normas hannonizadas de 

defesa dos consumidores 118
• O processo de harmonização no l'vfercosul avança apenas pelo 

mecru.lismo do direito internacional público clássico, com tratados, protocolos, convenções e 

outras incorporações voluntárias das normas elaboradas pelos órgãos do bloco. 

As tentativas de unificação e harmonização de normas materiais de proteção do 

consumidor no ~\fercosul foram frustradas. O tema do consumidor desenvolveu-se como 

uma proposta institucionaP 19
. A estrutura jurídico-institucional do lVlercosul já foi apontada 

como frágil. O Mcrcosulnão seria classificado como um processo de verdadeira integração e 

sim apenas como um processo inicial de integração, o que estaria a afetar gravemente a sua 

possibilidade de legislar e impor uma legislação em matéria de direitos do consumidor. Não 

se trata de um processo verdadeiramente supranacional. A supranacional.idade que teria seria 

a menor possível, qual seja, a de existir! Os órgãos com capacidade decisória no Mercosul são 

,; Ver os comentários sobre todas essas normas emMARQC"ES, Cláudiil. Lima ",::;~~:,::::~:~:;:::::~~,::::,:;:::: 
um estudo do,, negdcw:;pwíduo; de ronmnm n.o cominw eidrdm'ro, p. 395-405 e um estudo especifico sobre 

maténa de respomabilidade decorrente dos produtos defeituosos emJAEGER JUNIOR, /l.ugusto. Temasdt direrto ela mtçr,rapJo 
e mmrm1tdn-D, p. 213 e ss 

11 ' MARQUES, Oáudia Lima. C01ifi_ança no ((i1Jiimoátrdmm e a pmierrh do romuvndor um eduda das negácw.<yurídu:o.r deromU!ii(J no mnércia 
eletrrfmm, p. 405 e ss 

' 17 Sobre os l.mbalhos do Órgão ver DREYZI:t\' DE KLOR, Adúana_ E! }/iet--cosu>·: Gmen;dorà :ma flf<ft'U ju?.ntede dawho mternaáona/ 

pmado, P- 264 e ss 20-22 
118 /1.-1:\RQUE .. S, Cl~udia Lima Col!fianp!!O romimo detrr!mco ftl protq'iJo do nmN1111dor: 11m 

e!dtdmro,p.405 

"'MARQUES, d~udia Li= .-4 pr-oteriio da rotL'Jt!?t,d.or: aspect.JI de dinzt;; p>·úaa'o regzMai e .geral, p 732-739 
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formados exclusivamente por representantes dos governos dos Estados-partes. Os órgãos 
poli ricos de decisão do Mercosul também são dependentes das politicas nacionais, decidem 

por consenso e não têm maior autonomia. 

Ivlesmo assim, a doutrina se esforçou em encontrar uma competência lebYislariva 
sobre consumo em geral para o processo no sexto considerando do 'Tratado de 1\ssunção, 
que estabelece a necessidade de modernização das economias nacionals, com a finalidade de 
melhorar as condições de vida dos habitantes desses países. Esta base, todavia, foi considerada 

muito ampla c pouco consistente. Uma outra base legal seria encontrada no artigo 1°. do 
Tratado de Assunção, que estabelece um compromisso geral dc harmonização das normas 
nacionais em matérias essenciais ao processo de integração, considerado, por sua vez, dúbia120

• 

Com esses fundamentos o I'vie.rcosul começou, em 1994, a legislar sobre a defesa do 
consumidor, instituindo normas mat6riais sobre uma variedade de aspectos do tema121

. 

Essa legislação oriunda do I'v'Iercosul não é imediatamente coercitiva no plano interno. O 
próprio Tratado de Assunção reconhece essa falta de aplicabilidade das normas nos seus 
artigos 38 a 40. 

Segundo M.ARQUES, as regras materiais sobre a proteção do consumidor se dividem 
em dois tipos: aquelas que interessam apenas indiretamente à proteção do consum:idor e que 
somente de forma reflexa significam uma preocupação do i"viercosul com os consumidores 
e aquelas elaboradas pelo Comitê Técnico 7, c.m forma de resolução, para formar um corpo 
unitário de normas, que se denominaria Protocolo Comum de Defesa do Consumidor e 
que seria uma espécie de Código de Defesa do Consumidor do ?v1ercosul122. 

O projeto de Protocolo foi aprovado e assi1ndo pelo ?vfinistério da Justiça brasileiro, 
em 1997, mas foi recusado pela Delegação brasileira na Comissão de Comércio do j'v'Iercosul 
e considerado como 1un mero texto de trabalho, que não deveria ser colocado para a assinatura 
dos presidentes em dezembro do mesmo ano, pois poderia revogar cerca de vinte e seis 
artigos do Código de Defesa do Consumidor brasileiro 123

• Assim que foi superado e os 
esforços de harmonização recomcçanun em 1998, de forma tópica c limitada. Nos anos 
seguintes os temas não evoluíram sensivelmente. 

'2" l\·fARQUES, Clftudra Lim'l Cotjianç.~ no comirdo ektcônico e aprotqiio do tvnsurmdor um esr.uda dos f1'{'!,Ó<'OS)tl'idicos-deoc,nsumo 110 cominio 
ele!YJnico, p. 411A12 

121 

Ver as normas em MARJ:.:::>UES, dáudi~ Lima Cmijimcru""''''";'' ~,~,::,;:"~'i'~' ~~~~~~ç~a~,: ;;,:~~;:;::::~::~~~:~~::~:::::~;;:~ 
p. 739-744. Sobre a:trividadelegislalwado:h-TercosulverDREYZ~~ DE 
de dm:-c/;o infernaâonai pnwda, 395 p 

122 MARQUES, dáudia Lima Ca>;íiança 110 comércio demJmco e a pro ter-rio rk consumdo1· um ed:uda dN negótrOJjlfridu:os deccmr!IJI:O no com imo 

ei.eh-ôni,P,p. 415 
1z;l\iARQUES, Cláudia Lima. Confiany-a 110 cot11fmo dekdmm e a pmteçiio do consumtdmc· um edJ<do do; li<gfnN}'m:du:os de ron.r11mo no mmfmo 

detmmm, p 420 
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Como não é possível dizer que o Mercosul apresenta um direito comunitário, nem 
referir-se ao seu ordenamento jurídico como direito comunitário do I\{ercosul, ao que. seria 

necessário a supranacionalidadc c um tribunal, uma efetivação das políticas de integração do 
Mcrcosul ocorre por meio de hannonização das legislações nacionais envolvidas. Ao não 
optarem pela construção do mercado comum com a supranacionalidade, tinham os Estados­

partes consciência de que a integração dependeria da hannonização de suas legislações. 
l\..{ecanismos de harmonização, neste contexto, não são demérito algum. Basta observar os 

efeitos da harmonização na Comunidade Européia. 

Todavia, a harmonização lef:,:rislativa no Mercosul, a qual tem a tarefa de apoiar a 
integração, não tem sido fácil, cotno já apontado. Os atuais problemas em termos de 
harmoni.zação 124 dizem respeito à ausência de normas nacionais a harmonizar, em al,t.JUns 

países, bem como às caractedsticas bastante diferentes das leis editadas por outros. 

Para a conclusão aqui proposta, impossível é não reportar a discussão tida com a 
tentativa de harmonização da proteção dos consumidores. A principal questão referiu-se a 

combater a adoção de uma legislação que viesse a diminuir a proteção já garantida em alglllls 
países, como Argentina e Brasil, com o Projeto de Protocolo de Defesa do Consumidor, de 
29 de novembro de 1997, c, do contrário, a elaborar um documento tópico c limitado que 

conduzisse o Cmguai e o Paraguai a apresentarem avanços no terna. 

Previsões de que o Mercosul seguisse o modelo da Comunidade e se tomasse um 
gnmdc legislador para a proteção do consumidor foram feitas ainda dunmte o período 
provisório 1h. 

1.Jmahannonização afastaria o viés da ex-istência de legislação de proteção dos direitos 
do consumidor em uns países (vista como uma conquista social) e em outros não 
(desigualdade legislativa), que é a provável resui.ção à entrada e ao consumo de mercadorias 

e serviços oriundos dos países do mercado comum que não possuam igual nível de 
preocupação com a qualidade, informação c a segurança dos produtos, que é a exte,nsão do 

limite à autonomia privada imposto ao nacional, em função da necessidade de adaptação às 
exigências legais. 

Após o período provisório, quando a Argentjna já possuía também uma legislação 
(L.ei 24.240/93), o ?v1crcosul foi novamente v-ris to como legislador da proteção do consumidor, 

ainda que um poder geral de fazer leis não tivesse sido transferido pelo Tratado de Assunção 

"'Os problemas pHeccrn srr m\l:lldiais, Por todos, sobre as tensões recentes do mundo, especi~lnwnte a vontade de integração 
r.conôn:Uca e, em l8do oposto, a manutcn<;:~o da 1denridade cu!rural dR pessoG, ver JA"'\:'1..1E, Erik Iden!ziétulitmileet mrigmtwn 

!e P- .'13<17 e 246--264, que apresenta quatro villores da cull1rm pós-modenu no dm>ito -
pluralismo, narração e n:!ourde~- w;iimenis, sendo o L./<1/nit;/n~ da pós-modernirbde a villorizaçií:o dos dimlos 
htunanos -,a inDuennar o desenvolvmJ.eJlto do dtreilo e d~ solução dos cont1itos de leis e de jurisdições, como o fio condutor 
d~ produção normativa conten,podnea 

m MARQL!ES, Cláudia Lün:t O Cód;go Bn.st!eiro de Defesa do Consmntdor e o MERCOSUL TI!: !vL'\RQUES, Cl:iud;a Lim~ 
(Coord.) A proteção do c'OI!iul!l!dor no Bmsd e ,o]vfERCOSUL, p 107 
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nem pelo Protocolo de Ouro Preto. Este poder era, todavia, deduzido de uma competência 

considerada implícita na sua própria criação com finalidade integracionista (imp!ied poJVer, 
Mmpetenz-Kompeten:?J. Uma hannonização sem consciência e discussão democrática, que não 
fosse baseada em pautas básicas e mínimas, no caso a que resultaria do projettdo Regulamento 

comum de defesa do consumidor, poderia provocar o retrocesso e a destruição das duas 
garantias legais já conquistadas por Argentina e Brasil. A idéia era que a nom1a do Mercosul 

representasse um avanço nas legislaçôes do Paraguai e Uruguai e não um retrocesso nas 
demais\2('. 

O Projeto de Protocolo de Defesa do Consumidor, de 29 de novembro de 1997, foi 

posteriormente recusado pela delegação brasileira na Comissão de Comércio. Ele foi 
abandonado e os esforços recomeçaram em abril de 1998, de forma tópica e limitada. Depois 
disso o J'vlercosul não teve grandes desenvolvimentos em harmonização de regras materiais 
de proteção do consum1dor. 

Arualmente, Paraguai c Uruguai possuem as leis 1.334/98 e 17.250/2000, 
respectivamente, para o trato da proteção do consumidor. Toda essa normativa segue 
insuficiente para a proteção do conswnidor no novo mercado sem fronteiras. Os esforços de 
harmonização das n01mas materiais no Mercosul enfrentam um impasse, para não usar a 
palav"Ta fracasso. 

3.2. O trabalho dos doutrinadores interamericanos 

O reúml das CIDIPs é também de·vido ao brilhante trabalho de doutrinadores 
interamericanm da atualidade, como E~.duardo T ellechea Bergman, Diego P. I:,emández ~A..rroyo 
e Cláudia Lima Marques, com suas propostas de Convenção. 

Os professores mencionados já declararam, sobre o futuro do processo da CIDIP, 
que a OEA segue sendo o foro adequado para desenvolver o processo de codificação do 
direito internacional privado nas Américas e que, nesse sentido, seria ideal wna certa 
permanência e especialização dos trabalhos nesse campo do direito dentro da Organização 
regional'77

. 

A proteção intemacional dos consumidores é hoje um dos tema.-; mais atuais do DIP 
e :tvL'\RQUES tem se dedicado seguidame11te a ele, tanto no âmbito do lvfercosul, como no 
interamericano. Assim, em 2000 lecionou no Curso da OEA. sobre o tema, no Rio de janeiro, 
cujo resultado foi uma sugestão de CIDIP sobre a lei aplicável a alguns contratos e relações de 
consumo. O Departamento do Direito Internacional da OEA já não tinha feito restrições a 
propostas de instituições que não formassem parte do Sistema lnteramericano, nem 
dependessem de um Estado-parte, desde que fossem sérias e de qualidade, o gue era o caso. 

12
' Mi'.RQUES. Oáudia Lima. fu,P,Hiamenfv CDnilfm dedeftsa do !'M.cmma'(;rdo !vfe~F;sHi primewas (;bstnt2çi5ú sobre o lvfmv.cu! r:r;w:o legúla.dorda 

proiffdo doawutmdor, p 79-82 

m MARQUES, Oliudia Lirna. Coifzança 110 «Wiinioe/e!nfmto r a pvt!'(ÕO do mn.'i<mulor· um e!' lu do a'o.r wg.iâ.c;sjuridum de com·umo no romfmo 
eietrdnim, p 459 
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Em de2embro de 2003, o governo brasileiro, por sugestão de uma série de entidades 
e órgãos governamentais, sugeriu ao Comitê .Jurídico Interamericano da OEA incluir o tema 

da proteção do consumidor no comércio eletrônico entre os temas a serem preparados para 
a próxima CIDIP. Com essa manifestação, a professora Cláudia Lima Marques propôs que o 
Comitê Juridico Interamericano estudasse a conveniência de elaborar uma Convenção 
Interamericana de Direito Internacional Privado (CIDIP) sobre alguns contratos e transações 
com consumidores 128

. 

Em 2004, a sugestão da doutrinadora foi aceita pelo Ministério da .Justiça do govemo 
brasileiro e enviada à OEA como sua proposta oficial para ser tema da CIDIP VIL Daí a 

OEA, em 2005, em \Vashington, definiu a sua agenda, tendo decidido que a proteção do 
consumidor seria um dos temas: 20 e que países de sociedades de consumo consolidadas, 
como o Canadá e os Estados Unidos da .América agregassem o tema da jurisdição130

. 

Cláudia Lima 1\hrques apresentou uma proposta concreta e profunda, que reunia 
parte do seu conhecimento adquirido ao longo dos tempos de contato com a matéria e dos 
seus estudos internacionais, especialmente na _,_AJemanha. Duas situações específicas foram 
contempladas por ela: a do consumidor-turista, assim aquele que se utiló:a do sistema de 
multipropriedade ou timc-sharing, e a do consumidor que contrata à distância, seja por 
meios tradicionais ou pelos novos meios eletrônicos. 

Em resumo, em seus estudos desde 2000 sobre a proteção do consumidor em 
Direito Intcmacional Privado e na sugestão de CIDIP realizada, almeja propor uma utilização 
atualizadora do DIP, preenchendo estas normas normalmente instrumentais com valores 
sociais de proteção do parceiro contratual mais fraco, o consumidor, que oportunizarão a 
harmonia de relações internacionais necessária em nosso tempo, um DIP de solução material 
dos complexos conflitos pós-modemos, os quais agora envolvem direitos humanos e 
limites constitucionais, para que efetive a necessária proteção dos consumidores nos mercados 
intemacionalizados dos dias de hoje. 

A proposta brasileira de CIDIP Vli, denominada de "Convenção Interamericana 
(CIDIP) sobre a lei aplicável a alguns contratos e relações de consumo", mas agora pelos 
delegados da OEA de "Proposta Lima 1\{arques", consta de sete artigos e trata do problema 
da lei aplicável aos contratos internacionais com consumidores, incluindo os contratos 
concluídos por turistas, ou contratos à distância do comércio eletrônico (sem a presença física 
simultânea no mesmo local dos parceiros contratantes), os de pacotes de viagens e de 
multipropriedade ou time-sharing. 

!!)) lvL\RQlJ ES, Cliudi:l Lim(\. A_proteçilo do mf:tJI1r.tdor: a.rpec!Ma't cLreilú pnwdo rt:J,JMai c gpn/, P- 667 
mO caminho para essa definição pode ser confendo ex; FERNÁNDEZARROYO, Di ego P; Mi\S'IRÁl'\!GELO, Pabw (Otgs.) 

E!Ji.dm?J de la cod;(icaci:in dei deredN wfeniacmnalpnmdo en Aminca: De la CIDIP VI a la C1DIP T/II, P- 66"69. 
110 MARQUES, Cláud<~ L1ma C) 1/0W Dwelfo mtcrnatwna! _pnmdo e a praftçib }'racusua! das rotwmtid.=.c de bem t sernp;· e_cfrangmv; Olf 1!0 

~'>:fffli)J;p.293 
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Em fevereiro e julho de 2005, a ;\sscmbléitt Geral da OEA fixou o tema da proteção 
do consumidor, de acordo com a proposta brasileira, com o apoio do Canadá (com proposta 

própria de convenção ou de lei modelo sobre lei aplicável e sobre jurisdição em matéria de 
contratos do comércio eletrônico com consumidores) e dos Estados Unidos da América 
(com proposta da Federal Trode Commission sobre acesso à resolução de conflitos e devolução 

de quantias pagas pelos consumidores no comércio eletrônico). 

Em março de 2006, inic.iamm as negociações para a CIDIP VII, através de um foro 
eletrônico organiL:ado pelo Departamento Jurídico da OEA, tendo como moderador John 
\Xlilson. Kestas discussões e em seus estudos de pós-doutorado em Heildelberg e nas 
discussões de seus seminários como Diretora de Estudos em f-laia, em 2003, assim como 
nos congresso da Deutsche-Lusitanische Juristen Vereinigung, a professora Cláudia Lima 

1\{arques pôde evoluir muito o seu pensamento, o que lhe ajudou a modificar e aprimorar a 
sua proposta. 

Temos a esperança que esta proposta de CIDJP VII consiga conciliar a pluralidade de 
métodos do direito intem.acional privado atual, com. a tradição das CIDIPs e a vontade de 

evoluir na proteção do consumidor em matéria de conflitos, incentivar o crescimento do 
consumo internacional na região e ao mesmo tempo realizar os objetivos materiais de 

proteção da parte m.-1is fraca, o consumidm~ no crescente mercado interamericano de consumo. 

A reunião preparatória vai ocorrer na próxima semana, em Porto }Jegre, tendo a 
Faculdade de Direito da Universidade Federal do Rio Grande do Sul como local e sede. O 
objetivo da Reunião preparatória é. proporcionar a continuação dos trabalhos para a CIDIP 

VII, cujametodologla foi estabelecida pelo Conselho Permanente da OEA (ver documento 
CP/ C.A.JP-2309 /05) e descrita no Informe sobre o "Progrcso de los Trabajos Preparativos 
para la Sé.ptima Conferencia Especializada Jnten'!meti.cana sobre Derecho Internacional 
Privado". 

Na rew1ião serão tratados os seguintes documentos de trabalho aprovados: a proposta 
dos Estados Unidos da América de uma "l..,ey Tviodelo sobre I'v1ecanismos de Restitución 

Ivionetaria para Consumidores", a proposta do Brasil de uma «Convención Interamericana 
sobre la Ley Aplicable a Algunos Contratos y Relaciones de Consumo" e a proposta do 

Canadá de '\ma Ley .f\ifodelo sobre Jurisdicción y Regias de (' __ .onflictos de Leyes para Contratos 
de Consumo". 

A reahzação dessa reunião em Porto ~AJ.cgre é uma homenag-em, que aqui também 
rendo, aos longos anos de estudo, discussão e dedicação dessa brillante profesora e de seus 

mestres, em especial o profcsor de Heidclberg Erik Jayme, para essa causa, a quem também 
homenageio, por ter igualmente me conduzido nas minhas investigações por caminhos 
seguros. 

Espera-se que esse encontro termine com excelentes propostas para a proteção do 
consumidor em direito internacional privado. 
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CoNSIDERACIONES GENERALES SoBRE ELARTICULo 1 DE 

LOS PROYECTOS DE REGLAMENTACIÓN INTERAMERICANA EN 

MA'fERIA DE PRo'mccióN DE Los CoNSUMIDOREs PRESENTADos 

POR BRASIL Y URUGUAY 

Paula M. Ali* 
Adriana Dreyzin de Klor* 

L CONSIDERACIONES PREUMINARES 

Sit:,ruiendo el cronograma propuesto para la discusión en el Foro de los arts. 1~4 del 
PLM, enviamos nuestros comentarias. En relación con la protección de los consumidores, 
consideramos que no se justifica limitar la reglamentación a los aspectos del derecho aphcable 
sino que, por el contrario, somos partidarias de nna reglamentación conjunta de las cuestioncs 
de jurisdicción y derecho aplicable, teniendo en cuenta que la primera preocupación para un 

consumidor que tenga razones para iniciar una dem31lda es contar con un jue.z que sea 
competente para entender en cl caso. 

IL MODELOS PARA DEFINIR LA FIGURA DEL CONSUMIDOR 

El término "consumidor" no es w1 concepto que pertenezca originariamente al 
âmbito jurídico sino que, por el contrario, se emnarca dentro de la esfera socioeconómica. Sin 
embargo, el derccho lo ha tomado prestado para caracterizar ciertas relaciones jurídicas que 
merecen protección debido a que las partes que la confonnan se encuentran en situación de 
desigualdad.1 Las legislacioncs brindan diferentes calificaciones de contratos de consumo y 
de consumidor, siendo el contenido material de las definiciones muy variable. 

En una primera aproximacíón al tema puede apreciarse una noción amplia de 
consumidor y una más restringida. Desde la primera, e1 consumidores asimilado a la figura 
del adqulrente y talnoción cs utilizada por aquellas legislaciones cuyo objetivo es la protección 
preventiva del consumidor. Desde la segunda, los criterios para calificarlo se dividen y 
encontramos que se define a1 mismo como aquel adquirente que satisface un uso privado, 
familiar o doméstico, o que la act:ividad que lleva a cabo no es profesiona.F. 

Professoras Foro de Expertos en !Tll\teria de protección de consumidores par~ h prepuraclón de la CID1P VIl (OEA) 
FE. DE LA ROSA, La j>mfet't!Ón de k,- cmnumta'orrsen t! Jli&!Tado wtenoreumpe·?, Granada, Comnes, 200:3,pp 44- ss 
F E. DE L.t\ROSA (not&i),p 45 
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L,a vastedad del derecho intemacional privado- y de las normas nacionales de fuente 

in tema- conlleva indefectiblemente la posibilidad de opiniones discordantes, siendo cntonces 
necesario valorarlas para intentar que el resuhado final sea el reflejo de una amplia coincidencia 

en los ejes estmcturales del sistema. Consideramos nccesario i11duir cn el texto que se adapte 

una calificación de consumidor, más allá de la cxtensión que se asigne a tal concepto. En esta 
línea, puede resultar útil tener una visión comparatista de la definición de consumidor. 

L CONVENCIONES Y PRINCIPIOS 

A) CONVENCIÓN DE LA HAYA DE 1955 SOBRE LEY APLICABLE A LAS 
VENTASDECARÁC'TERINTERNACIONALDEOBJETOSMUEBLESCORPORALES 

La Convención de La Haya de 1955 no efectuó ningún tipo de distingo scgún que las 
ventas fueran generales o destinadas a consumidores. 

B) CONVENCIÓN DE VIENA DE 1980 SOBRE COMPRAVENTA 
INTERNACIONAL DE MERCADERÍAS 

La Convención de Viena de 1980 sobre compraventa intemacional de mercaderías 
excluye cxpresamente de su ámbito de aphcación las compraventas de "mercaderias compradas 
para un uso personal, familiar o doméstico" (art. 2.a); es decir que, ateniéndonos ai uso 
atribuído al bien que se adquiere, estaríamos cn presencia de un contrato de consumo donde 
a la mercaderia se le daria un uso no profesional. Se advicrte entonces que el criterio de 
exclusión es subjetivo ya que no reside en la cahdad o la naturaleza de las mercadcrías vendidas, 

sino en el fin perseguido por el comprador en el momento de la opcración. La exclusión del 
art. 2.a) in fine de la Convención juega a menos que "el vendedor, en cualquier momento 
antes de la celebración dei contrato o en el momento de su celebración, no hubiera tenido ni 
deb:ierahabertenido conocimiento de que las mercaderias se compraban para tal uso". Dicho 
de otro modo, la Convención se aplicará a compraventas de consumidores cuando tcngan la 
apariencia de compraventas comerciales, a pesar dei propósito dei comprador de destinar las 
mercaderias para su uso personal. De esta forma, es el comprador el que debe informar al 
vendedor cuál es la finalidad especifica que busca con el contrato ya que, si no lo hace, cabrá 
presumir la aplicación de la normativa de la Convención salvo, claro está, que el vendedor 
haya sabido o tuvíera que saber (antes o al tiempo de su conclusión) que la mercadería se 
compraba para un fin privado. J\hora bien, la carga de la prueba pesará sobre aquella parte que 
invoque la aplicabilidad de las disposiciones de la Convención; por lo general, será el comprador 
que es quien pretenderá que sele aplique una nonnativa que favorezca o proteja sus derechos 
como consumidor. 3 

L. FERNÁNDEZDE U\ G)~.l>.;JD/ill .. A_f A-L CALVO CARA VACA, "Elconlmto de compmventR intemitcionaldemetcandas", 
en: A-L CRlvo CHaVilCH /L. Fern:indez de lRGúnd~ra (dits.) / P Blru1co·Momles Lnnones (coo:rd.), ConiYaiN i;,ter!lacwnales, 

MRdtid, Tecnos, 1997, pp 148--149. Seúala Audit que Sl bwn cs C! H lo que en el caso nom1~l corrcsponde demosrmr al comprador 
que cfccruaba h comp(ll. p:lrit \ll) uso doméstico (esta prueba pod1~a resultar de circunstancws i.:tles como la nntumleza del 
obj~to, cantidad comprada, domicilio de entreiS", etc.), por el contrario, será el vendedor qulen, llegildO el caso, deberá pwbar 
que ig:nomba e\ fm pet-seguldo por el comprado[ a finde dejar de lado la aplicación de ias misrruts :reg! as E'l.l beneficio de las de 
la Convención de Vicn:L 13./\UDI'I; La coJrprawnM mffrflaçwnaJde men:aderia;, (tmd ), Buenos fures, Zav~lía, 1994,p. 35. 
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C) CONVENCIÓN DE LA IIAYA DE 1985 SOBRE LA LEY APLICABLE A LOS 
CONTRATOS DE COMPRA VENTA INTERNACIONAL DE MERCADERÍAS 

La Convención de L .. a Haya de 1985no se encuentra vigente ya que requiere que cinco 
países la hayan rati:ficado4

• Esta Convención excluye las ventas a los consumidores en cl art 
2 inc. c, utilizando una fórmula similar a la de la Convención de Viena de 1980. 

D) PROYECfO DECONVENIO DE LAHAYADE 1980 SOBRE LEY APLICABLE 
A CIERTAS VENTAS A LOS CONSUMIDORES 

El art. 1.1 dcl Proyecto de Convenio de La Haya de 1980 sobre la ley aphcable a ciertas 
ventas a los consumidores combina el uso personal atribuido a los bienes comprados 
("bienes mucbles corrJorales adquiridos primordialmente para uso personal, familiar o 
doméstico) conla actividad llevada a cabo por el vendedor de tales bienes, actividad que se 
caracteriza por su naturaleza profesional ("actúa en el curso de sus negocias o profesión').'' 

E) PRINCIPIOS DE UNIDROIT SOBRE LOS CONTRATOS COMERCIALES 
INTERNACIONALES 

En el comentaria al art. 1.1 ~que sefíala el propósito de dichos princípios- se cxcluyen 
las tonsumer tran.rattionJ, poniendo fuera del alcance de los Principias dichos contratos. 

2. ÁMBITO EUROPEO 

A) CONVENIO DE ROMA DE 1980, CONVENIO DE BRUSELAS DE 1968 Y 
REGLAMENTO 44/2001 

En cl ámbito europeo, el artículo 5 de la Convención de Roma de 1980 sobre ley 
aplicable a las obligaciones contractuales se refiere a los "contratos celebrados por los 

consumidores" y establece en el inciso 1 que "cl presente artículo se aplicará a los contratos 
que tengan por objeto el suministro de hienes muebles corporales o de servicios a una 

persona, el consumidor, para un uso que pueda ser considerado como ajeno a su actividad 
profcsional, así como a los contratos destinados a la f111anciación de tales suministros". 

A los efectos de la aplicación dei Convenio de Roma, quedan afuera de la categoria de 
contratos de consumo los contratos de transporte y los contratos de suministro de ser-vícios 

H~tst~ elmomen(o, los Umcos pa.íses mtificantes son Argentino. ~cy 23_916} yRepúbhca de Moldovo. 
V é:1se 1\ VON MEHREN, "Ltw applico.ble to certain consumer s8.les", Texts adof>t!:d f:;; tht Four!mdli J cssion and I:3x_p/a;wiv~) 
Rpor!:, The Ihgue, Bureau Pennanent de la Conférence, 1982, pp. 6 ss. Debe tenersc presente que la ide A. central del Proyecto 
de La Hay~ fl10 que e! tr~ttamlento Jurídico de rebcwn.es entre iguales no podÍ:l ser igual a la reguhción de las rd::tciones entr~ 
sujetos diferentes. Así, d Pwyecto se estructumba sobre: ~uronomía de la vohmtad (:1-rt. 6. 1), pero 1(\ley elegid~ por bs partes 
no podia priv~tr ill consumidor de h protección que le asegunbmt l~s nollll.!l$ ímperallVfl.$ del pais de su re$1dencia habitu~l (art 
6.2)- Las c-ondicioues sobre la ex:istenci~., Vi\lidez y forma del comenümtento erll.n regidas por el derecho d~ la residencia 
habitual de! consumidor (itrt. 7) V éo.se C. LHviA MJ\RQUES, "/\ proteçiio do consunlidor· ~tspectos de direito privado regiona.l 
e gerlll", CrmaF de Oenrbo mtr:.rnanonai, Senc temitica, voL I (Part<c· 2): El Derecho intertH\C!oncl pciv~tdo enlas Américas (197 4-
2000), W~shmgton,D.C, Comité Jurídico lnrcumericano- Secretarh Gener~l, OEA, 2002,p. 1524 y A, BOGGir\_l'"-.JO, "The 
contríbution ofrlw Hague Conference to the Developmem ofPrivale Inte!lHtl!onal Law in Latin .A .. merim", Remd a'ec· Cours, 
1992-1993,pp 138-139 
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cuando estos últimos deban prestarse al consumidor, exclusivamente, en un país diferente 

de aquel en el que tenga su residencia habitual Sin embargo, cabe precisar que resultan 
incluídos aquellos contratos que, por tm precio global, compre:ndan prestaciones combinadas 

de alojamiento y transporte. 

El texto del Convcnio de Bruselas relativo a la competencia judicial y a la cjccución de 

resoluciones judiciales en materia civil y mercantil (art. 15) establece una jurisdicción especial 

para los contxatos de consumo teniendo como objetivo proteger al consumidor como parte 
débil. Sin embargo, la definición que brinda de contrato de conswno y de consumidor h a 

sido juzgada como poco clara e incompleta ya que se limita a refcrirsc a "contratos celebrados 
por una persona para un uso ajcno a su acüvidad profesional'', y nada dicc sobre la condición 
del cocontratante ni acerca de las apariencias que pueda dar cl consumidor al adquirir cl bien 
o contratar el servicio. Tal como lo sellala Esplugues j\.'fota, "el1o pucdc dar lugar a una cierta 

ampliación de la noción de consumidor, aunque es susceptible de desvirtuar la razón úl1ima 
de incotporación de este Útero especial: la voluntad de protccción de una parte débil"6

• 

En la dcfinición de consumidor que brindan los Convenios de Roma y de Bmselas 
resultanecesario advertir que la referencia ala act:ividad profesional no lo es a titulo de den1ento 

adicional, sino que forma parte del rccaudo relativo al uso dei bien o servicio objeto dei 
contrato. La cstrccha vinculación que existe entre ambos textos y su finalidad común con 
respecto a los contratos de consumo han ilevado a seúalar que el concepto de consumidor dado 

por el Convenio de Bruselas -c intetprctado por el T'ribunal de Just:icia de las Comunidades 
Europeas- dcbc trasladarsc al Convenio de Roma'. La dcEnición que brinda cl dcrecho 
comunitario no es única sino que, por el contrario, de acuerdo al sector específico de protección, 

ha sido moldeada; de ahí que no exista coincidencia total, por un lado, entre los conceptos cn 
todos los casos y, por otro, con el contcnido por cl Convenio de Brusclas. Sin embargo, se ha 
seilalado que "la calificación de este convenio posee m1 alcance general ya que el mismo ha de 

servir, a modo de plataforma procesal, ai ejercicio de las acciones que concede al consmnidorel 
derecho comunitario sustantivo. Esta circunstancia hace recomendable que el concepto de 
consumidor cmpleado por el Convenio de Brusclas sea amplio, ai objeto de dar cobertura a 
todos los 'consumidores' definidos por los distintos textos de esta política comunitaria"8

. 

C. ESPLUGUES.lv!OT A. "El acceso de i os consumidores a la JUsLicw en la Unión Euwpe,t: órgJ.Jws junsdJccionflles yarb,trfllcs", 
Du~Ú,n°1,2000,p 40 
Así, GlUJ,ano y Lagarde seihlan qur c! concepto de contr~lo celebrado por consunlldor corresponde al de h norm~ dei art 
13 del Convenio de Brusrlas y que debe inrerprelat:w a la luz del objetivo 1wrs0guido que es la protección de 1:1 pnte más débii 
y c\1· mnformidad a otrus illstmmenlos intemll.ciom!les que tiene11 los rnismos fnws Ahora bien, el par?.lchsmo enlrc los 
CO!lVP!lJOS no impide reconocer que CXlsten aigunas dit<crencias; así, por ejempln, ambos convenios prete11den brin(Llf ,u 
comumidorla protección del país de su residencia habitual o doul!cilw, pcro tment~:as e! Convenio de Roma lo consiguc de 
JUil!l!·H directa hactc11do prevalecer las nonrn_s unpemtívas de[ paí~ de la resideucia habitual de! consumidora]~ ley clegtda por 
]~ partes, los arts 13 y 14 del Convcnio de Bruselas só lo ofrecen mu ~ltemativa al consumidor, pennitíéndole que ejHnte la 

acciÍl!l :tnte los jucccs del p~ís de su domicilio. Por olm pari· c, e] Convenio de Roma dcja eJ1 claw que la protección debe d~rse 
al conslllllidoJ: pasivo, mientms que e11 el Convallo de Bmselas la protecciôn se oto1:ga al mnsunlldor solame!l€ S! e] cocontrarnnrc 
de é~te trene su domicj!io en un Estado nllembro_ Véase:tvL GIULIA_i'\;0 I P. LAGARDE, "Informe relativo ~1 convcmo sobre 
I~ ley (tpllcable a las obhgaCJOlW>i contntctuales", I)CJCE, 11/12/1992, n° C 327, P- 21 
F E DE L;\ ROSA {aot~ 1), p. 57 
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El arL 15 dei Reglamento 44/2001 define al consumidor, enfatizando el carácterno 
profesional o no comercial de la actividad del consumidor9

. 

El :interrogdtlte guc surge acontinuación es si el concepto de consmnidor induye solamente 

alas personas fisicas o si, por el contnui.o, alcanza también alas personas jurídicas. Las opiniones 

aqui resultan divididas. Con relación al Convenio de Roma, Virgós Soriano sdiala que pareceria 

lógjco limitar la protección dcl art 5 alas personas física<; pero tal cali:ficación no deberia excluir la 
aplicabilidad dei derecho protector a las personas jurídicas en aquellos casos en que el derecho 

nacional indicado por la norma de conflicto exticnda su tutela sobre dichas personas de ex:istencia 

ideaf 0
. Según Carillo Pozo, la utilización del término genérico "pnsona" en el art. 5 dei Convenio 

de Rmna, c1 art. 13 del Convenio de Bmselas y cl art. 15 del Reglamento 44/2001 abriria la 

posibilidad de incluir en el concepto de consumidor tanto a las personas fisicas como a las 

jurídicas':. En el mismo sentido de la Rosa seiiala que, en su opinión, laextensión de tutela a las 

personas de cxistencia ideal resulta congruente conla finalidad y razón de ser de la protección que 

inspira al C_.mwenio de Roma y al de Bn1selas. :EJ-1 h misma posición y con mu argumentación 

jurídicateleológica se pronuncia [\tloveros 12
• en argumento que refuerza esta línea es el hccho de 

que las legislaciones europeas incluycn a las personas jurídicas entre las que merccen protección y, 
si bien es cierto que algunas directivas comlmitarias en materia de consumo limitan su âmbito a 

los conswnidores-pcrsonas físicas, ello no debcría ser un obstáculo insa1vable para incluir a las 

personas jurídicas ya que la finalidad de las disposiciones de Roma y de Bmsclas es diferente 

respecto de la annonización material dei derecho del consumo1 3• 

V é:tse ei trab«;o de B ANOVEROS, "Restncrions on JurisdKlion Ci:tuses m Consmuer Contr:JCts within lhe Emopean UJ)1ü!l", 

Rei. NIT: dr. cM.c, n° 1-2, 2004,pp. 77-153, especialmrJlle en. este p1mtc, pp 85 .. 98 definici6n de "consumer"Wtthin /l.rl. 15 BlR some 
intc1pretativeissurs~ y los comen!~oos de [os casos "'J('"7ei!Bed:mnd r.PaulC!t KG", "Bemnc<JJ'a d)entd.bJi Sn"'J ".\'bemwn Lebmali 1--!'u!mi! 

Jn" r .. ·TV13'' [En el asunto Benincasa se sostuvo que "porlo que se J:diere al concepto d€ consumidor e! pármfo 1 del nt. 13 de! 
Co11Vemo define a éstc como 1111a pcrso11a q<w 'KlÍut «pr.ra m1 uso qne pudw1:e consider.arse ujeno ~ su ~criv1dad profeswnal» 
Seg(m 1urispmrlenna H'Jleud~, dcltenor y de la función de esta dtsposición result:t qtle ésl'a só lo se refiere nl consumiôor iiJl~l 
pnvado que no p~Lilc.ipe en actividades cornercwles o profesi01uleo (sentenna Jhcm'frm úbmati I----lu!tOII. illlles citada, rlp~rtados 20 
y 22). De lo ~nlenormente rxpuesto se deduce que, p;tt:t detemlinar si un~ pHsona actÚH en olidad n~ consunlidor, concepto 
que debe inter:prel!!t--se de fom1a restncnva,lw.yque r:eferirse i\ la pos1eión de estil. pt'rsona e11 m1 contr<1to derernllwtdo, en rdación 
con la Wlll.lmlcz;t y h ünalidad de Úle, y no a la sitttacrón sub1etiva de dKha person~- Como acertadamr.11te seiialó el Abogado 
General <'ll e! punto 38 de sus conclusionrs, una misma personil. puede sercoJ!S!der~da comumidor respl'Cto ~ óer!Rs opemnones 
y operador econômico respeclo a otms. Por consigu.iente, bs disposiciones protectoG\S de! consumJdor como parte considemd~t 
econónucil.ment0 mcís débil sólo englobaHlos contratos cdebmdos p:tm s~tisbcer lr>.~ propias necesidacks de consumo privRdo 
de un individuo. L~ protecnón part.in1iar qt~e estas disposioones prelenden no se justifica en el caso de contmtos cuyc objeto 
es mm actividad profesional, :mnque 0sta se prevea pam tlll momento posterior, d~do que el canictrr ti.1turo de \Ul_R r,ct!vidad no 
~feCI;l en lHch il. su nal11ralez~ profesionaL Por tanto, cs confomw con lit letra y d espiritu, así como con el objetivo de las 
disposmones cons,der,tdRs, a!imlil.r que clrégi.mol pattKuhr de protección que éstil.s in!rodnccn sólo se reGere a los contratos 
celebrados fuers e llldepe11d1entrnwnte de cualqu.ier ~ctivid:ld o finalidad proh·sional, actml o f-umm Procedr, pues, responder 
a la primera cuestión que el párraiü primero de! ~rtículo 13 y e] p:irnüO pnmero del ~tttículo 14 del Convenio debeu interprctarse 
en d senl!do de que el demandante que ha celrbril.do llll contrato p~n d ejercKÍo ôe \lml actividnd profesiomlno actmU, smo 
fl:tura, nopuede considerar:.<>econ$mr,ídor."] Asimismo, véase A. LÓPEZ,T/ili.RUELLA, "Cross-BorderDtsputes on On-lme 
Consumer Contmcts in !he European Union_ 1110 Brussds Conventwn, the B1ussels repll~11on Rud the rok of Altemative 
Dispute Resolutwns Systems",/&m7i 1--Je/ 
M VIRGÓSSORII'INO, ')\ft 10 '~"'mele ci',(fimmk=' dcCC4dC'c.dá6(~,l''M'"""'d'im!C, I, vol. 2,Madrid,Edersa, 1995, p. 670 
L. F CJlRILLO POZO, "Comentll!)O ill il.rL 13", cn: A~L. C!llvo CRrRVKR (ed.), Co!lleniarwalC..Otncmo do Bn&!asrdrJ:iwa !a mmpekncta 

j1id!i741.}" la g'emc0JI de f"!'SO!utl(!l!efjlid!c/dM!iii '"ateria <mó· mm-antll~ R-ladnd, Universid~d c~ rios liT, P- 279 
B ANOVEROS(nota8),pp 97-98 
Véase FE. DE Li\ ROS.A.. (not1'l),p 59 
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ll) LA NOCIÓN DE CONSlJMIDOR EN LAS DIHECTIVAS COMUNITARIAS 

Diversas son las defu1iciones que se han dado sobre e] ténnino "consumidor" enlas 
directiva.'> comwútarias. Unanoción ::n11plia aparece C11laResolución del Consejo de la Comunidad 
Econômica Europea de 14 I 04 I 1975 que prescribe: "( ... ) enlo sucesivo, el consumidor no cs 

considerado ya solamente como un comprador o un usuario de biencs o servicios para un uso 
personal, familiar o colectivo, sino como lUla persona a la que conciemen los diferentes aspectos 

de la vida social que pueden afectarle directao indirectamcntc como consumidores''14
. 

La mayor parte de las directivas comunitarias de protección de los consumidores 
tienen una calíficación de consumidor, pcro lo cierto es que dichas dcfiniciones no coinciden 
en todos los casos, razón por la cual para aplicar cada uno de esos textos es necesario tener en 
cuenta el concepto que brindan: 0

• Así, hay algunas que posccn una cali6cación muy amplit~ ya 
que su objetivo es incidir sobre la correcta fabricación y comercialización de los productos y 
servicios (Dircct.iva 85I374ICEE sobre responsabilidad derivada de los productos 
defectuosos 16

, Directiva 84 I 4 50 I CEE dei Consejo de 1 O I 09 I 1984 relativa a la aproximación 
de las disposiciones legalcs, reglamcntarias y administrativas de los Estados miembros en 

materia de puhlicidad engat1osa17
), mientras que otras -las relativas a la protección contractual 

de la parte débil~ suelen definir al consunlidor tcniendo en cuenta el desequihbrio que f,rtnera 
la contratación entre profesionales del comercio y aquellos que no lo son; dentro de estas 
últimas, hay algunas que califican al consumidor desde un punto de vista material o fáctico 

como ''la persona que actúa de hecho con una finalidad ajena a su actividad profesional":s, 
mientras que otras lo defincn de modo abstracto como "la pcrsona que actúa para un uso 
que pueda considerarse como ajeno a su actividad profesional'' 19

. 

En líneas generales, las directivas consideran como consumidores a las personas 

fisicas y por ende quedan fuera del ámbito de protección las personas juódicas2u. La protección 

V éasc a>iunismo la definición de constll:llldor "en >icnndo est.ncto" dada por R t<íuguillo cn e! tmba1o de/\.. KEMELMAJER 
DE C\RLUCCI / M"J. TAV.lliO DE.~I.REDES, "La protrcetón de! consumidor e11 el derecho wmpr.:rado",DC. r/' 1, 199L 
pp.ll-12 
Segmremos aquiladescripclón de F. E. DE LA ROSA (nota 1),pp 60 ss 
Esta Direct!Va considera que el contrato de constUTlO e8 aquél cn e! que el b1en ildquirido se deslin.ll il un uso persona!, familiH 
o doméstico; AsÍ, el ~dquJ~:ente es illl consunudor fmal. Para que sE' aplique estit normMiva no reviste importanciA que el 
comprador ilctúe a tít1üo profesiona! o A tínl.lo particular Se protege al ciudAdru:w o diente frente A los peligros que l!evA 

aparejad~ b ulilaación de productos déectuosos 
EstaD1recl:iVA no sobmenre protege !<los consumidores, sino qu~ extiende su :ímbito de protección !lias personas qne ejercen 
una actrvid!ld comercial, iadustrutl, 8r\"esm1-a! o liberal, incluyendo !<las personA" jurídicas 
VértSe, por ejemplo, el art_ 2 e) de 1:-t Dir.cttiva 98/6/CE del Parhmento Europeo y de! Cüi~Sejo de 16/02/1998 relativa(\ la 
protección de los constu11idores en materia de ind1cación de los precios de los productos ofrecdos !<los comumtdores 
V ê!lse· art 2 de la Direcl:iva 94/47 /CE del Parlamento Ew:opeo y del ConseJO de 26/10/1994 relatrva a la prolección de los 
!ldquuentes en lo 1-eferente a detemuJJ~dos 9sprdos de los contratos de adqu.isición de un derecho de uuhzii.etÓn de inmuebles 
en réginKn de tiempo compartido 
'l émse. art. 1. 2 ~)de laDmccUva 87 /102/CEE de! Conse1o de 22/12/1986 relanv« a laaproximación de las disposicwnes lcgiles, 
rcgLunenlarias y admi.nislmtivas de los Est<tdos \membros en milteria de crédito al consurno, art. 2 e) de h Directiva 98/6 /CE 
del Padmnento Europeo ydel ConseJO de 16/02/1998 rdariva ala pwteccíón de los comUJTlldores e11lll.ltlH\f< deindicn.ción 
de los precios de los productos ofrecidos a los consm1tidores, art. 2 de laDirectivil 94/47 /CE dd Parlmnento Europeo y de! 
Consejo ri e 26/10/1994 rd:li1Vi1. (l ]ii. protecc1Ón de los adquil-entes eu lo rel~tivo >1 detennmados w5pectos de los coHlnliOS df' 
Adqmsinón de 1111 derecho de utihz:<ción d~ mmueblcs en régimen de tiempo compamdo 
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comunitaria de los consumidores no alcanza a pcrsonas que, cn una relación contractual 
pueden ser consideradas cn ciertos supucstos como partes débiles necesitadas de tutela 
como las pequdías y medianas empresas. Sin embargo, debc resaltarse que la Directiva 
84/450/ CEE dei Consejo de 10/09 I 1984 extiende su protección a l.as personas jurídicas. 

Otra cuestión que merece destacarse es que, a veces, la protección que brindan las 
directivas se exticnde a personas que no podrían considerarse como consumidores en sentido 
estricto. I\sí, por ejemplo, la Directiva 2000/31 relativa a determinados aspectos jurídicos del 
comercio electtónico en el mercado intcriorcalifica a1 "destinat.;u_i_o dei servióo" como "cualquier 
persona física o jurídica que utilice un servicio de la sociedad de la información por motivos 
profesionales o de otro tipo y, especialmente, para buscar infonnación o para hacerla accesible". 
El art. 2 d) extiende su régimcn tuitivo no sólo a quien actúe por motivos profesionales, sino 
también a las personas jurídicas. El art. 2.c) define al consumidor como "cualquier persona 

física que actúa con un propósito ajeno a su actividad econômica, negocio o profcsión." La 
Comisión, en su comunicación "i\.plicación a los servicios financieros de los aps. 4, 5 y 6 dei 
art. 3 de la direcriva sobre comercio electrónico", subrayó que "e] texto del art. 2 e) demucstra 
con total claridad que una persona jurídica no puede considerarse como un consumidor 

según esta directiva" (apartado 2.1. .4).21 

fi"inalmente, no debe perderse de vista que las Directivas delimitan su âmbito de 

aplicación no solamentc desde la óptica de] consumidor, sino que también lo hacen desde la 
perspcc1iva dcl cocontratante. De esta forma, la tutela tiene lugar cuando frente al consumidor 

nos encontramos conla figura de un profcsional22
. 

A) DIRECTIVA85/577 /CEE REFERENTE A LOS CONTRATOS NEGOCIADOS 
FUERA DE LOS ESTABLECIMIENTOS COMERCIALES 

La Directiva 85/577 /CEE del ConSCJO de 20/12/1985 en el art. 2.1 califica al 
consumidor como: "toda persona .física que, para las transacciones amparadas por la presente 
directiva, actúe para un uso que pueda considerarse como ajeno a su actividad profesionaJ". 

Doetunento C0.1v!(2003) 259 fm~] de 14 de mllyo de 2003, d1sponible en hrrp./_/europaeu.mt/eurlex/LexUnServ_/sitres/es/ 
com/2003 / com2003 _0259es01.pdf 

12 Véllnse, a título d€ e1emplo· Ml. 2 c) de hDirectivll 93/13/CE que define al profeswnill como "toda personll tlsica o juridicll 
qne, enllls lmns~cciones reguladas por lll presente Directlv~, llCtÚe dentto de[ marco de su ~c!:ividlld prof<esional, Yll se~ pública 
o pnvllda", rrrt 2 2 de la Dircctiva 97/7 /CE que cllhficll al proveedor como "rodit persona fisica o jurídica que, enlos contratos 
contempl(idos en la presente Directivll, act{Je dentro del m.an:o de su llctividad profesional", ar.t. 1.2 c) de la Direcrivll "! 999/ 

44/CE que define al v<endedor como 'ill persona fisica o jurídica qucvendll bienes de consmno en elmllr<:o de su ~c!ividlld 
ptof<Cslonal"_ Lll Directivll2000 /31 relllliv~ (l detcrm.inlldos ~spectos juríd1cos de! comercio electrónico en el merc~do in tenor, 
en el nr. 2 b) define ai prestador de servicios como "cuillquier persona fisic~. o juâdim que surninisrrc un setvicio de la socied~d 
de b inforrnaci6n". Elllrt 2 c) o::illifim al prestador de servwios estllNecido como "prestador que ejercc de manem efectlvll un~ 
llCtivJdlld económicll a lntv0s de una instahcióu estable y por un período de tiempo determin~do" 
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B) DIRECTIVA87 /102/CEE SOBRE APROXIMACIÓN DE LAS DISPOSICIONES 
LEGALES, REGLAMENTARIASY ADMINISTRATIVAS DE LOS ESTADOS MIEMBROS 
EN MA TERIA DE CRÉDITO AL CONSUMO 

E! art. 1.2 a) de la Directiva 87 /102/CEE de! Consejo de 22/12/1986 establece que 

el consumidores '1a persona fisica que, en las operaciones reguladas por la presente directiva, 
actúa confines que puedan considcrarse al margcn de su oficio o profesión". 

C) DIRECfiVA 90/314/CEE RELATIVA A LOS VIAJES COMBINADOS 

El art. 2.4 de esta Directiva brinda lUla calificación amplia de consumidor al establecer 

que el mismo es "la persona que compra o se compromete a comprar el viaje combinado (el 
contratante principal), la persona en nombre de la cual el contratante principal se compromete 
a comprar el viaje combinado Qos demás beneficiarias) o la persona a la cual el contratante 
principal u otro beneficiaria cede el·v-iaje combinado (el cesionario)." 

En este caso la definición de consumidor alcanza no solamente a quien contrata el 
viaje, sino también a personas distintas. La doctrina ha puesto de relieve que, cn este caso en 
particular, el consumidor no seria únicamentc la persona física sino que t<unbién las juridicas.23 

D) DIRECTIVA 93/13/CEE SOBRE LAS CLÁUSULAS ABUSIVAS EN LOS 
CONTRATOS CELEBRADOS CON CONSUMIDORES 

LaDirectiva 93/13/CE dcl Consqo de 05/04/1993 en el art. 2.b) califica al consumidor 
como "toda pcrsona fisica gue, en los contratos regulados por la presente dircctiva, actúe con 

un propósito ajeno a su actividad profesional". 

El1]CE cn el asunto "Cape e Idea!senid') 4 sostuvo que el concepto de consumidor 

definido en la directiva 93/13/CEE debe intcrpretarse cn el sentido de gue se rcfiere 
"exclusivamente a las personas fisicas". 

E)DIRECTIVA97 /7 /CERELATIVAALAPRüfECCIÓNDELOSCONSUMIDORES 
EN MA TERIA DE CONTRATOS A DISTANCIA 

El art. 2.2 de la Directiva 97/7 /CE del Parlamento y dcl ConsCJO de 20/05/1997 
califica al consumidor como "toda persona física que, en los contratos contemplados en la 
presente directiva, actúe con un propósito ajeno a su actividad profesional." 

Véa._<J.se E DE LA ROSA (notil 1), pp. 68-69, G AQUARO, "Enhilllcing the Legcli Protection of the European Consumer 
Beyond thewordmgof the EU Directive93/13", EuropMn H1m!im Lm;· P.enen; vol. 14,n° 4, 2003,p 408 y L GO]'.;ZALEZ 
VAQUÉ, "La noc.ión de comumidoren d Der.echo COlll\J:nitario del consumo", XXVJIT Curso robre IÍ< U11ión Europa (orgrrnizado 
por el Patronat C~l:ah Pro Europa en colaboación con la Secretaría de Estado pllm b UE y la Escueh Diplomlltica del 
Mimsteno de Asuntos Exteriores y de Cooperaoón), Barcelona, noviembre-dKiem.bre de 2005, PP- 5-6 
De 22/11/2001, asuntos acmnuhdos C-541/99 y C-542/99. L. Beourdeu, "La not;on de consommateur eu dr01t 
communautúre (à h suile dr !'anel. d~ lA C.J C. E. du 22novembre 2001, Idelllset-vice, aff Jointes C-5<1-1/99 et C-542/99)", Rnue 
eurrpànJie de dmd de h ronmmtn.<l/10!!, n° 4, 2001, pp 341-362 
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F) DIREC'TIVA 1999/44/CE REFERENTE A DETERMINADOS ASPEGI'OS 
DE LA VENTA Y LAS GARANTÍAS DE LOS BIENES DE CONSUMO 

La Directiva 1999/ 44/CE dei Parlamento y dei Consqo de 25/05/1999 en su art. 

1.2.a) define al consumidor como "toda persona física que, cn los contratos a que se refiere la 
presente directiva, actúa con fines que no entran en el marco de su activ1dad profcsional". 

G) DIRECTIVA 2002/65/CE RELATIVA A LA COMERCJALIZACIÓN A 
DISTANCIA DE LOS SERVICIOS FINANCIEROS DESTINADOS A LOS 
CONSUMIDORES 

E! art. 2.d de la Directiva 2002/65/CE dei Parlamento ydel Conse1o de 23/09/2002 
califica al consumidor como "toda persona física que, enlos contratos a distancia, actúe con 
un propósito ajeno a su actividad comercial o profesional". 

H) DIRECTIVA 2005/29/CE SOBRE LAS PRÁCTICAS COMERCIALES 
DESLEALES 

El art. 2 a) define al consumidor como "cualquicr persona física que, en las prácticas 
contempladas por la presente dirccriva, actúe con un propósito ajeno a su (lctividad econômica, 
negocio, oficio o profesió11.'' 

tJna lectura detenida de la nonnativa de la Convención de Roma, de Bruselas y de las 

diferentes directivas pennite extraer la conclusión de que no existe una completa unifonnidad 
entre los conceptos de consumidor utilizados. 

Si bien es cierto que en Jú1eas generales las directivas comunitarias aluden solamente 
al consumidor "persona física", en el âmbito europeo se ha setlalado el empleo dei término 

genérico "persona" por parte del art. 5 dcl Convenio de R01na, el art. 13 dei Convenio de 
Bruselas y dcl art. 15 dei Rcglamento 44/2001 abriríala posibilidad de considerar también a 
las personas jurídicas como consumidores merecedores de tutela. Consentido critico de la 

Rosa seilala que, en su opitlión, ''la extensión a estas personas jurídicas de la protección que 
los Convenios de Roma y de Bmselas ofrecen al consumidor sin duda seria congruente con 
la finalidad y razón de ser de tales nonnas cspeciales. El hecho de que las directivas commlitarias 

en materia de consumo limitcn su protccción, en muchos casos, a los consumidores que 
sean personas físicas, no deberia suponer un obstáculo a esta intetpretación, pues la finahdad 
de las normas dcl Convenio de Roma y del Convenio de Bruselas es diversa respecto de la 
armonización material del detecho del consumo.";5 En crunbio, afirma, "un dato importante 

a tener en cue.nta para reforzar la i.nclusión de las personas jurídicas en el concepto de consmnidor 
seáa cl hecho de que las legislaciones curopeas incluyen también a esta das c de personas entre 
las merecedoras de protección. Tal como está plantcadala cuestión hoyen día, '1a construcción 

actual dei sistema podrá deparar situaciones, no dificiles de imaginar, donde ru1a persona sea 

21 FE.DELAROSA(nota1),p 59 
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considerada como conswnidor a efectos de la aplicación de las directivas comunitarias, pero 
no acfectos de beneficiarse de los foros y de las nom~as de ley aphcable elaborados especi<ilinente 
para la pmtección del consumidor. ( ... )la coherencia de la política commlltru1a de protección 
a los consumidores debctia poner cn sintonía unos textos con otros "7.

6
. 

C)IAPOSICIÓNDELTRIBUNALDEJUSTICIADELACOMUNIDADEUROPEA 

El Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea, en las cuestiones prejudiciales que 
sele han planteado, ha adaptado una interprctación estricta de la noción de consumidor. Así, 
en la sentencia de fecha 14/03/1991 cn el caso "Di Pinto" (relativo a la aplicación de la 
Directiva de 20/12/1985 relativa a los contratos negociados fuera de los establecimientos 
comerciales), en la sentencia de 03/07/1997 y enla sentencia de 17/03/1998 en el caso 
''Bqyerisrhe I-Iypotheken un WechselbankAG'' e11]CE mantuvo un criterio restrictivo a la hora 
de calificar al consumidor"~. 

D) LA LEY SUIZA DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO DE 1987 

Otra mancra de calificar a una de las partes como consumidor seria combinar el uso 
personal <1ue se le da a la mercaderia con el ejercicio de una detenninada actividad (pro fesional 
o no) eu cl momento de adquirir la misma; cn tal caso, el contrato de consumo seria el 
efectuado al margen de una actividad profesional para una finalidad de uso personal. Asi, el 
art. 120 de la ley suiza de DIPr de 1987 se refiere a la "prestación corriente de consumo 
destinada a un uso personal o familiar dei consumidory que no tiene relación con la actividad 
profcsional o comercial del consumidor". 

E) EL CÓDIGO BELGA DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 

El código belga de DIPr de 2004 en su art. 97 se refiere ala compétence internatz"onale en 
matii.fre de con.wmmation y dispone que las jurisdicciones belgas son competentes para conoccr 
de todas las demandas concemientes a las obligaciones a que se refiere el art. 96_. presentadas 
por una persona física que haya actuado con un objetivo extraílo a su actividad profesional. 
Se contrapone a esta parte la figura del proveedor, a quien se alude como el que ha 
suministrado o debe suministrar un bien o servicio dentro del marco de su actividad 
profesional (véase art. 97 § 1 °). 

F. E.DELJ\ROSA(not~ 1),pp 69-70 
Zl El TJCE seil~ló qtw un contmto de futllza celebmdo por una personR Gsic~ que no actúe en el marco de una ,a_ctividad 

pwfes10ncl está exduido deliimbito de aplicilción de la Directiv~ 85/577 cusndo r,amntiza el ~:eembolso de una deuda 
contraídrt por otm person't que actúe r;n e! marco de su Rctivid1d profesion:ü De acucrdo a 1~ posición dei Tnbunal "del tenor 
del art 1 de Lt D1rectiva, así como del cru:ácter accesoJ:io de la ii~11Za, se denva gue úniciln1ente puede estar comprendi(h en 
el ámbito de aphcac,ón de h D1rectiva mH. ti~nza accesorut a un contrato por el cual, con omsión de un~ vent.<l a don11ctlio, 
un conS\llllJ.dor se haya comprometido frente a un comercw.ntc a obte11er de és te bicnes o st'rvicios. Adernis, d~do que el único 
objetivo doê b Directiv~ C>i proteger a los consunudorcs_ éstll só lo puede aplicarse li un f,adorsi és te, con aneglo al pnmer gmón 
del ru:t_ 2, se ha comprometido con una finalidad que j_meda considerarse ajena a su acuvidad profesiorwl" 
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F) LA LEGISLACIÓN ESPANO LA 

La legislación espaiíoh ~ ley 20 de 19 de julio de 1984 para la defensa de los 
consumidores y usuarios - establece en el art. 1.2 que consumidores o usuarios son "las 
personas físicas o jurídicas que adguieren, utilizan o disfmtan, como consumidores finales, 
biencs muebles o inmucbles, productos, servicios, actividades o funciones, cualquiera que 
sca la naturalcza pública o privada, individual o col.ectiva, de quienes los producen, facilitan, 
suministran o expiden". El numeral3 dei art. 1 establece que "no tendrán la consideración de 
consumidores o usuarios quienes sin constituirse en destinatarios finales, adquieran, 
almacenen, utilicen o consuman bicnes o servicios, con el finde integrarias en procesos de 
producción, transfotmación, comercialización o prestación de terceros"28

. 

La ley 7 de 23 de marzo de 1995 de crédito al consumo define al consumidor como 
'1a persona física (nunca jurídica) que en las relaciones contractuales regidas por esta ley actúa 
con un propósito ajcno a su activ1dad empresarial o profesionlli". La ley 21 de 6 de julio de 
1995 que rige los viajes combinados en su art. 2 dispone que consumidores "cualquier 
persona en la que concurra la condición de contratante principal, beneficiaria o cesionario"; el 
contratante principal, a su vez, es calificado como '1a persona física o jurídica que compre o 
que se comprometa a comprar el viaje combinado". 

G) LA LEGISLACIÓN PORTUGUESA 

La ley portuguesa n° 24 de 31 de julio de 199629 califica al consumidor como todo 
aquel que sea provisto de bienes o servicios o le hayan transmitido derechos, destinados a 
uso no profesional, por quien ejerza actividad econômica lucrativa profesionalmente. El 
párrafo 2 del artículo 2 dispone que se comideran incluídos en el âmbito de dicha ley los 
bienes, servicios y derechos prestados o transmitidos por los organ.ismos de laAdministración 
pública, porpersonas colectivas públicas, por empresas de cap:itales públicos, por las reg1ones 
autônomas o autarquías locales y por las empresas concesionarias de servicios públicos. 

li) EL CÓDIGO DEL CONSUMIDOR FRANCÉS 

E! Código del Conswnidor francês, lcy 93-949 de 26/07/1993, no contiene una 
definiciôn de consumidor; si11 embargo, la doctrina30 ha entendido que de la regulaciôn sobre 
interpretaciôn de los contratos y cláusulas abusivas se desprende que para dicho cucrpo legal 
las notas distintivas sonla "falta de profesionalismo de quien consume" y el "profesionalismo 
de quien es su partenairecontractual", así como Ia característica de ''consumición fina1" 3

;. 

Sobre el concepto ~mpho de "conoumidor"' (i.ncluyendo a lits p0rsoms jurídicas) y su correspondencia con el concepto 
"comtmitario", véase Jv!' J. LUNAS DÍAZ, 'Ta Ley de Condiciones Genea.les de h Contrll.tación: especial referencia a las 

norm~ts de ~plic~.ción extmterritomi.l", DI\}, J.998,pp. 4-12 
En Portugal existia desde 1981 un~ ley específica depmtecc!Ón al consumidor. La ley u 0 29 de 22 de ~gosto de 1981 fue sustiru.\d~ 
en 1996 por h ley n° 24 
Véase J .A .. 1\..NDOfu'\JO, "La protección del consumidoren el Deredw fanc6s",jUJ Re~úM furídzca, 11° 36, 1984, pp. 10-2í, 
esprci~lmente p. 26 
L.l'ÉREZ BUSTA:tv[ANTF.,Drn-tbo::de/C')n.cumtdor,Buenos i\trcs, .-\sl:rf'a, 2004,p. 22 
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I) EL CÓDIGO CIVIL ALEMÁN 

El §13 del BGB brinda la siguiente definición de consumidor (t-'trbraucberj: es toda 
persona física que concluye un negocio juddico, con alguna finalidad que no puede ser 
considerada como parte de su oficio o actividad profesionill o indcpendiente. 

J) EL CÓDIGO DEL CONSUMO ITALIANO 

El Código del consumo (decreto legislativo n° 206 de 06/09/2005) establece, en su 
art. 3.1 que, "a los fines del presente Código, se entiende por: a) Consumidor o usuario: ala 
persona física que obra confines distintos a la actividad empresarial o profesional, que pucda 
eventualmente desarrolLu:". 

3. ÂMBITO AMERICANO 

Las Convenciones interamericanas en el marco de la OE;\ no se han referido al 
consumidor, como ttunpoco lo han hecho cl Tratado de 1980 de la ALi\DI ni el Tratado de 
Asunción de 1991 por el que se constituye el I\.-fERCOSUR32

• Las definiciones jurídicas dei 
término "consumidor" en el dcrecho comparado son numerosas, razón por la cual solamentc 
reproduciremos algunas de ellas, con la finalidad de visualizar el panorama existente. 

A) LACIDIPVSOBRE LEY APLICABLEALOSC'DNfRATOSINTERNACIONALES 

La C:.:IDIP V de México de 1994 sobre la ley aplicable a los contratos intemacionales 
no califica al consumidor ni a los contratos de consumo. No menciona el término 
"consumidor" ni posee ninguna nmma específica que los regule (a diferencia de lo que ocurre 
con la Convención de Roma de 1980). El ru.i. 5 contiene un listado de supuestos que resultan 
excluídos del âmbito de aplicación; de la lectura de este precepto se concluye que los contratos 
con consumidores quedarían, en principio incluidos dentro de su regulación. No obstante, 
el :u:t. 6 prescribe que "las nmmas de esta Convención no se aplicarán a aquellos contratos que 
tengan una regulación autónom(l en el derecho convencional vigente entre los Estados Parte 
de esta Convención". El Proyecto original presentado pot: el profesor mexicano Siqueiros 
preveia, además de los supuestos del art. 5, la exclusión de otros contratos: transporte de 
mercaderias, ''contratos concluídos por consumidores'', contratos relacionados con derechos 
t:eales inmobiliarios y contratos laboralcs. En la rewlión de expertos llevada a cabo en Tucson 
se optá por una fórmula más general para referirse a estos casos y por ello el art. 6 emplea la 
frase de «contratos guc tengan una regulación autónoma"33 

" De alli que Amglu se refiH!l. ~] constu11idor como "el protar,omsffi olv,dado" o que, en la esfera europea y dado la dfversid!l.d rle 
defin.tcioneo que se <?JlCUelllr:tn en b1s directivas comumblriRS, Drehere all!da al consunudor como "el f::Ultnstllil de h ópera". J·.tvi 
ARRJ GI·II, "L'l ptotcCl:ión de los consurnidores y el :ViERCOSUR", Rmsta de ia Famltad de DmcdJ~ dt MM!J?;Jrlro, no 1, jtil--O.ic 1991, pp 

149.160yetl IV;,_'"fadtDmtlodoG"'mmidtw,ll" 2, 1992,pp. 124-136,esp p. 126. Vé:lse asimismo M.Dw1wr, ''Der Verbmudw.r·Das 
Ph(l-'.llom ill d<?n Opera des europiüschen tmd deutsdwn Rechts",]~HnJfen'{!'ilur.g, n" 4, 1997, pp. 167-178 
M. VARGAS CÓMEZ-URRUTIA, Ct;mi'i'ata,Yón mtmf(Wrmal en e! mtm;a mtuammmno, l'viéxico, Oxford University Press, 2000, p 
106 y M"B r-;:ooDTT.c\QüEL'I., "Reglfllncntación general de los contmtos mlem<l.C!OHllles en los Estados !llercosureilos", 
en· D P Fernindez1\uoyo (coord ),DI'm:hoJnternaciiJMii'm.adodek. Euadordel MEE[OJU~Buenos Aires, Zav2lia, 2003,p 
997. 
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Lima ?\{arques ha seílalado que la CIDIP V no excepciona de manera expresa a los 
contratos de consumo y gue si hubiese previsto alguna nonna especial para estos contratos, 
una convención especial sobre el tema no seda necesaria. Scgún la autora, al no ser tratado el 

tema en una norma especial, teniendo cn cuenta especialmente la expcricncia europea, fue 
una oporhmidad perdida y podría ser recuperada con unanueva convención especial; de esta 
fomu, cl tema de los contratos con consumidores seria definitivamente excluído dei campo 
de aplicaciónde la CIDIP V3~. 

B) LA LEGISLACIÓN ARGENTINA 

A) LEY 24.240 

El trâmite parlamentario demoró siete ru1os (desde el primcr proyecto de 1986 hasta 
la aprobación en 1993 de la Lcy de defensa del conswnidor n° 24.240)3~ y, una vez sancionada, 
la normativa fuc vetada por el Presidente~6 . En 1998 se promulga la ley 24.499 que contiene 
muchas de las normas que habían sido vetadas 37

. De esta forrna la protecci.ón jurídica de los 
derechos del consumidor adquirió una regulaciónnmmativa expresa, la cual fue fortalecida 
por los arts. 42 y 43 de la Const:itución Nacional. 

La protccción legal de la ley 24.240 está limitada exclusivamente a los consumidores 
y usuarios. El art. 1 se refiere a "las personas fisicas o jurídicas que contratan a título oneroso 
para su consumo final o beneficio propio o de su gmpo fmniliar o social: a) la adquisición o 
locación de cosas muebles; b) la prestación de servicios; c) la adquisición de inmuebles 
nuevos destinados a vivienda, incluso los lotes de terreno adquiridos con el mismo fin, 
cuando la oferta se a pública y dirigida a personas indeterminadas". 

Especifica, adernás, quiénes no tendrán el carácter de conslllnidmes o usuarios, vale 
decir, "quienes adquieran, t.tlmaccnen, utilicen o consuman biencs o sen..-l.cios para integrarias 
en procesos de producción, transfonnación, comercialización o prestación de tcrceros"38

• 

La norma brinda un concepto amplio de consumidor o usuario. ·roda persona en 
realidad cs consumidor, de mancra tal que no existe suje to de derccho que no encuadre cn csa 
categoria debido a que todos necesit::m consumir bicncs o utilizar servic.ios para su 
subsistencia39

• 

C LI:vfA :V[l\RQLJES (nota 5), p. 1541 
El 22/09/1993 fí_w s~nnonada h Ley 24.240, basada e:n \Ul proyecto de los senadores León, Rubeo y Ma c Karty; dich,tley fue 
promulgada pat'CJalnwnte por c1 Poder E1ecutivo el13/10 /1993, B O del15/1 0/1993 
Sobreellmpacto del veto pres!denciRl vbse G SOZZO, "Daiios derivados del ~cõo de consumo", R"· Dv C"'·, nc 34, abril­
jtulho, 2000, pp. 9-33 
G. STIGLI1Z, "Últünots resistennrrs contmb protecciÓn dd comumidor"_, DC, n° 1 0_.1999,p. 39 
El decreto reglanwmario 1798/94 estRblece en el lHT. 2 que se entiende que los bienes o SeL"Vlcios son integrados en procesos 
de producqÓn, transformación, cornernalo:~nóu o prest~ción a lerceros cuando se relacionan dichos procesos, sea de nw.neril 
genénc& o específica 
R. /1. V AZQUEZ PERREIRi\ / O E. ROMER.c\, P,,tea:tón ,;,: a1fi>ma àúomwmdl/!~ ú,)i 24 240, Buenos _A.ues, Depalm:t. 1994, p. 4 
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B) PROYECfO DE CÓDIGO DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 

El proyecto de Código no define al consumidor; sin embargo, con relación al dcrecho 
aplicablc a los contratos celebrados con consumidores, el art. 79 del Proyecto establece: "Los 
contratos relativos a la prestación de servicios o provisión de cosas muebles destinados a un 

uso pcrsonal o familiar dei consumidor, que sean ajenos a la actividad comercial o profesional 
de éste, así como también los contratos que tengtm pot objeto la financiación de tales 
prestaciones, se rigen por el derecho ( ... ). Pueden extraerse entonccs como elementos 
caractcrizantes cl uso personal o familiar dado a los bienes y servicios y que los contratos sean 
ajenos a la actividad comercial o profcsional dcl consumidor. 

Cabe sefialar asimismo que el art. G último párrafo disponc; que '1os demás conccptos 
utilizados por las nmmas de DIPr se definen de acuerdo con el derecho declarado aplicable". 

C) EL CÓDIGO DE DEFENSA DEL CONSUMIDOR DE BRASIL 

El Código de Dcfensa del Consumidor de J 990 le brinda protección especial al 
consumidor final, ya se trate és te de una persona fisica o jurídica. El articulo 2 de la ley 8.078, 
modificado por laley 9298 de fechaOl/08/1996, dispone que "consumidores toda persona 

fisica o jurídica que adquiere o utiliza un producto o servicio como destinatario final". 
Incluso, establece que se equipara al consumidor a la colectividad de personas, aunque sean 
indeterminadas, que hayan intervenido c11las relaciones de consumo 40

. 

D) LA LEGISLACIÓN CANADIENSE. LA LEY DE PROTECCIÓN DEL 

CONSUMIDOR DE QUÉBEC 

El art. 1 del Título Preliminar de 1a ley de protccción del consumidor seiiala en el 
punto 1 que para la presente ley~ a menos que el contexto indique un sentido diferente dcbe 

entendcrse por: e) consumidor: una persona fisica, con excepción del comerciante que adquiera 
un bicn o un scrvicio para los fines de su comercio. 

E) LA LEY COLOMBIANA 

El Estatuto de protección al consumidor (decreto 3466 de 02/12/1982) en el art. 1, 
letra c define ai consumidor como "toda persona, natural o jurídica, que contrate la adquisición, 
utilización o disfrute de un bien o la prestación de un servicio determinado, para la satisfacción 

de una o más necesidadcs ". 

F) LA LEY DE COSTA RICA 

La ley 7472 de promoción de competencia y defcnsa del consumidor en el art. 2 

establcce que "las expresiones o las palabras, empleadas en esta ky tienen el sentido y los 
alcances que, para cada caso, se mencionan en este artículo". En c1 segundo párrafo define al 

V énse tma clara explicRción de lil noción de consumidor en d derecho brasdero en C LIMA MARQUES, "Os contratos de 
crédito nalcgislaçiio L>msdeira de proreção ao cons-umidor", Dwmfa do Conumúd.or,n° 17, 1996, pp. 37- 38, runpliada:li consumidor 
drl crédito, P- 39 
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consumidor como "toda persona física o cntidad de hecho o de derecho, que, como 
desti.natario final, adquiere, disfruta o utiliza los bienes o los servicios, o bien, recibe 
información o propuestas para clh También se considera consumidor a1 pequei'io industrial 

o al artes ano- en los términos definidos en el Reglamento de esta ley- que adquiera productos 

terminados o insumos para integrados en los procesos para producir, transfonnar, 
comercializar o prestar scrvicios a tcrceros.'' 

Cabe scúalar que, además de la calificación de consumidor, lalcy en el primer párrafo 
del art. 2 define a1 agente económico, sdíaLmdo al respecto lo siguiente: "Agente econômico: 

en el mercado, toda persona física, entidad de hecho o de derecho, pública o privada, participe 

de cualquier forma de act:ividad econômica, como comprador, vendedor, oferente o 

demandante de bicnes o servicios, en nombre propio o por cucnta ajena, con indcpendencia 

de que scan importados o nacionales, o que hayan sido producidos o prestados por él o por 

un tercero." 

G) LA NORMATIVA CHILENA 

La normativa chilena de 1997, modificada por la ley 19.659 de 1999, considera que los 

consumidores son '1as pcrsonas naturales o jurídicas que, en virtud de cualquier acto juridico 

oneroso, adquieran, utilicen o disfruten, como destinatarios finalcs, bicnes o servicios".'1: 

H) LA LEGISLACIÓN ECUATORIANA 

El art. 2 de laLey Orgânica de defensadel consumidor de 04/07 /2000~2 dispone que 

''consumidores toda persona natural o jurídica que como destinatario final, adquiera, utilice 

o disfmte bienes o servicios, o bien reciba oferta para ello. Cwmdo la presente ley menciona 

a1 consumidor, dicha dcnominación incluirá al usuario". 

I) LA LEY DE EL SALVADOR 

La ley de protección al constunidor 267 de 19/06/1992 en el art. 6.6 establece que 

"consumidores la persona que contrata para su utilización personal, la adquisición, uso o 

disfrute de bienes y servicios". 

J) LA U.S. E1"ECI110NIC 8/GNATURES ACJ" 

La U .S. E!ectronit Signatures in Global and National CommerceAa de 2000 en su sección 

106 brinda tma calificación de co;wtmer (para los propósitos de dicha ley) estableciendo que se 

reficre a "un individuo que obtienc, a través de una transacción, productos o servicíos, los 

cu ales son usados primariamente para un propósito personal, familiar o de su hogar"~3 . 

V é as e R jL\RA, ".Asnbtto de aphcanón de ia ley chdew< dr protección a1 mnsuuudor: mclusiones y exduswnes", en. H. Comt 
(ed.), Derecho de! contumo)·prokmtÍfl ai mnsmmdor, $;1Jltiago, Ed. Univ. de los ;ll1des, 1099, pp. 54 ss. y F. FERNANDEZ, Nfamtai de 
Dered1o Chtimo de P"-te':C"!Óf! ai Connmud~,·; Santiago, LeXlsNeXJ.S, 2003, pp 12 ss 
Wviwsupertel ?J:N.er:./ cau/ley.htm 
R L LORBNZETI1, :'L1. rel~ctón de consumo Ambito de aphcll.nÓn del estal\~to del consun"Udor", en: R. L. Lon'llZelti / 
G.J Schot7 (coords.), i.Jifi'Hw de! romunndor, Bueuos 1'l.ires, Uwvers1d~d Austral/ Ab~co, 2003, 69 
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K) LA LEGISLACIÓN MEXICANA 

Laleymexicana de protección al consumidor, con las modificaciones de 2004, establecc 

que consumidor cs ''la persona fisica o moral que adquierc, realiza o d.isfruta como destinatario 

final bienes, productos o servicios. Se entiendc también por consumidor a la persona fisica 
o moral que adquiera, almacene, utilice o consuma bienes o servicios con objeto de integrados 

en procews de producción, transformación, comercialización o prestación de servicios a 
terceros, únicamente para los casos a que se rcfieren los arts. 99 y 117 de esta ley 

T'ratándose de personas mo rales que adquieran bienes o servicios para integrados en 

proccsos de producción o de scrvicios a terceros, só lo podrán cjercer las acciones a que se 
rcfieren los referidos preceptos cuando estén acreditadas como microempresas o 
microindustrias en términos de la ley para cl desarrollo de la competitividad de la micro, 
pequena y mediana empresa y de la ley federí!l para el fomento de la microindustria y la 
acti.vidad artesanal, respectivamente y confonne a los requisitos que se establezcan en el 
reglamento de esta ley." 

L) LA LEY DE N!CARAGUA 

La ley de defensa de los consumidores n° 1.82 de 01./11/1994 en su art. 4, inc. a) 
califica a] consumidor como "personanatural o jurídica que adquiera, utilice o disfmte como 
destinatario final bienes, productos o servicios de cualquier naturalcza.'' 

LL) LA LEY PANAMENA 

El Título 11 de la ley panamci\a n' 29 de 01/02/1996 se titula "De la protección al 
consumidor". En el capítulo I, el art. 29. 2 conticne la definición de consumidor, seiialando 
que cl mismo es la "persona natural o jurídica que adqulera de un proveedor bienes o 
servicios finales de cualquicr naturaleza''. 

M) LA LEGISLACIÓN PARAGUAYA 

La ley paraguaya 1.334 de 1998 brinda en su art. 4 definiciones de consumidor y 
usuario, proveedor, productos, servicios, anunciante, actos de consumo, intereses co1ectivos, 
entre otros. El apartado a) dei art. 4 e califica al consumidor y al usuario como "toda persona 
fisica o jurídica, nacional o extranjera que adquiera, utilicc o disfrute como dcst:inatario final 
de bienes o servicios de cualquier naturaleza''. 

N) EL DECRETO LEGISLATIVO PERUANO 

El. decreto legislativo 716 de 1991 dispone que son consumidores o usuarios "las 
person~s naturales o jurídicas que adquieren, utilizan o disfrutan como destinatarios finales 
productos o serv1cios". 
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O) LA LEY URUGUAYA SOBRE RELACIONES DE CONSUMO 

A) LA LEY 17.250 

Uruguay fue el último de los países dcl MERCOSUR que aprobó una ley que 
rcglamenta espedficamentc y con carácter general esttt materia. L .. a ley 17.250 de 1999 de 
relaciones de consumo establece cn el art. 2 que "consumidores toda persona fisica o jurídica 
que adquierc o utiliza productos o servicios como destinatario final en una relación de 
consumo o en función de clla", aclarándose en cl segundo pármfo que "no se considera 
consumidor o usuario a aquel que, sin constituirsc en dcstinatario final, adquicre, almaccna, 
utiliza o consume productos o servicios con el finde integrados en procesos de producción, 
tnulSformac.ión o comercializ!lción". J'viercader Pizzorno, cornentando el articulado de la ley 
umguaya, pone de relieve que de la definición de relación de consumo debe tenersc en cuenta 
de manera especial la limitación que resulta del hecho de que las relaciones de consumo 

vinculan únicamente al provcedory al consumidor o desrinatario final del producto o servicio. 
Este carácter de destinatario final se destaca también en la definición de consumidor que 
brinda el art. 2 inc. 1 y se reafinna en el inc. 2 que excluye considerar consumidor a aquél gue, 

sin consrituirse en destinatario final, integra el producto o servicio en la cadena de producción, 
transfonnación o comercializaciÓn1

.-.4. 

B) LA LEY DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 

La ley uruguaya de derecho intemacional privado no brinda una calificación de 

consumidor; en el art. 49 se refiere a1 derecho aplicabl.e a los "contratos sobre relaciones de 
consumo'', mientras que en matcria de jurisdicción el art 55 (soluciones especiales) alude a los 
"contratos con consum.idores". 

P) LA LEY VENEZOLANA 

A) LA LEY INTERNA VENEZOLANA 

La lcy de protección al consumidory al usuario del13/12/1995 cn el art. 4 define al 
consumidor como "toda persona natural gue adquiera, urilice o disfrute bienes de cualquier 
naturaleza como desrinatario final" y, a renglón seguido, dispone gue el usuario es "toda 

pcrsonanatural o im1dica que utihce o disfmte bienes de cualquier naturalcza como dest.inatario 
final". 

T. MERC.i\..DER PIZZORl\!0, 'Aspectos generalcs de h Lcy n\unem 17 _250 de rd~ciones de consumo", Rm 1-'àr. Der, n° 1 S, 
2000,p. 142 
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B) LA LEY DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 

La ley venezolana de DIPr de 06/08/1998 no contiene una calificación del término 
consumidor ni una regulación especifica para los contratos concluídos con consumidores 
(véase cap. VI- de las obligaciones ~ y capitulo IX- de la jurisdicción y de la competencia-). 

II. LA CONSTRUCCIÓN DE LA CALIFICACIÓN DE CONSUMIDOR DESDE 
LA PERSPECTIVA DE LA DOCTRINA LATINOAMERICANA 

En el âmbito latino americano se ha sostenido que la calificación de "consumidor" en 
el DIPr debe ser amplia, de manera de comprender las variadas situaciones necesitadas de 
tutela. En Argentina, Uzal ha destacado que "el concepto a elaborar( ... ) debe tener amplitud 
suficiente como para abarcar en élla captación de los diferentes conceptos nacionales y de los 
instrumentos convencionales que se refieren al tema, con un mismo contenido funcional". 
De esta fonna, le parece apropiado calificar al consumidor tanto por las características de las 
partes que intervienen enla negociación cn que le atribuye tal rol, como por el uso de las 
mercaderias adquiridas o los servi cios comprometidos~5 . 

Lima 1\.Jarques seíiala que hay "caracteristicas" de los consumidores que serian 
aceptables por un gran número de países; así, la no profesionalidad de la persona física, del 
contratante o usuario final (en el caso del turista) o de la víctima de productos o servicios 
defectuosos. En este sentido, apunta, se reconoce una definición de consumidor "relaciona!", 
es deci.r, que este Jtatus puntual y efímero realmente sólo se presenta frente a un agente 
econômico profesional, un productor, lUla empresa o nn comerciante en relaciones profesional­
lego y no cn vínculos profesional~profesional o lego-lego46

• 

Tanto el PLl'vf como el PTB incluyen en el art. 1 una calificación de consumidor, sin 
embargo, ambas defmiciones dificren no sólo en la extensión de la misma sino también con 
respecto a los elementos que deben ser tenidos en cuenta. V e amos: 

M. E. UZJ\L, "L<t p(otección al consumidor en €1 derecho mternacion~l pnv~do", RIJCO, n° 139-141, 1991, p. 242 
C. LHvL'\. MARQUES, ((;I!J-'iança no CO'IIémo àtn1nico e a pmftçd" d" Cúnsumul.or (um estudo dos wgpcior;úridu'N de C1!nsumo 110 comén~o eletn1mca), 
São hulo, Revista dos Tribunais, 2004, pp. 358-359 



PROVECTO BRASIL (PLM) 

------,------

Concepto 
de consumid<fr 

Art. 1. Ddiulcl/on de consumldur 

t.Cualquier persona fisica q<oc, 
ffenle a un prol'csional y en las 

transaccionos, contmtoo y síwadones 
compn.ln<lidas por esta Convcnción, actiw 
oott f!nes glle no pco1enozcun ai ámbito de 
ou activi,j~d prolbional. 

2. Se consiMran también consumidores 11 los 
tcrccn>S pcnen~cicntus a la família dei 
consumidor principulll otros acompail.~ntes. 
gM u~<•fructúan dircctamentc los servi cios y 
produCiüs contratados. co lo~ contratü> com­
prendidus en esta ("onvonción, como tleotina­
tarios llnales. 

3. Pam d caso de los CG\ltnt\os de viaje y de 
tiempo compartido, >C considcnm cons<omi­
doros: 
a) cl r:Qiltratnnte principal o la pcrsonu fisi;ca 
qtle ~omprn o se compromete a Cüil!rMar un 
vi~je C\>mbinndo o no, o un ticmpo compar· 
tido para su uso propio; 
h) lo> beneflcinrios o tcrccras person~s cn 
nmnbt·e de las ctmlcs contrata o ~c compro· 
mete d contrEtame principal n contrmnr d 
viaje o paquete turístico y los que usufrue· 
túen dd viaje o de! tiempo companido ror 
a! gim espado de ticmpo, tmnque no seM 
comratantes prineipales; 
c) El cesionario o la pcrsOlla fisic" a~~ cual 
d controtanre princip~l o ~ndiciario cede 
cl viaje o paquc!c turiotÍC{l o los \kr~d1os 
de uso 

4, Si 1:< ley indicitd~ como aplicablc por esta 
C'onvcnà\n dcliniese de forma más amplia 
o henefkiosa quién debe ser considerado 
~onsmmdoro equipurose a otros agentes 
como C\>n,umidores, o e! juez compc:,,nte 
puedc tener en Ct!CilW cota cxtensión dei 

campo (\c apJicación de la Cmwendón, si 
fuese m~s l~vomble a los intereõ~~ dei con­
sumido! 

Fuentes: 

!'árrafo !: arL 5 de la Convcnción de l<oma 
de I 980 sobre la k:y apl kabk a las obligae. 
commcttmle>. art. 2. I Directiva 851577/CEE 
sobre contr~tos negociados fucra dei est:;ble­
micnto comercial, 1<11. 2, h y c d~ la Oirectiva 
93/!3/CEE sobre clál!sulas abusivas en los 
contratos ç(mcertados por coMum i dores, art. 
2,2. de la Dircctiva 9717/CE de 20/05/1997 
sobre comratos a distancia y arts. 1 y 2,a de 
la Directiva 1999/44/CE de 25/05il999 sobre 
venta de bienes de consumo y gara11tlas. 

Párrafo 2: art. 2 § único de la ley hrasikra 
8.{17S/9() y US Elwronic Commerce 
Signaturcs Act. 

Pármfo 3: m1s. 2.4 y 4.3 de 1~ Direc!Íva 
90/J 14 sobre viaje~ combinados y Directiva 
europea 94147/CE de 26110/1994 (Dinx:tiv<t 
sobre ticmpo compartido), doctrina ~umpea 
{Lcón, p, 258). 

i 
PROVECTO URUGUAY (PTB) 

Art. L COl!SUUlidtH' 

Toda persona fbic• o jurkliCil 
q<W adqlliera o mil ice productos o scrvtcios 
como destimttario tlna! de mw rclación de 
consumo 

Equipáramc a consumidores, las demás p~r­
son~s expuestas o las relaciones de consumo 

No se considermá consumidor o usuario a 
aqudla pcruonn que >in con~!ituirse en des­
tinatario fiMI, adquiera, almaccne o utilice 
produd(lS o servido~ con d !in de intcgr~r!o~ 
a los procesos de producc1ón, lransfonna­
ció,, çomercializnción oprcstaciún a lerceros 

Fuentcs: ''))efcnsa dd con.<;Uillidol'·, "cuncep 
tos", Resolt<óún GMC(_Mer<>osur) n' 123/% 
~doptada en b.1se a Propue~ta n" 9196 de !a 
Comisión de Comercio de !1.1<;rcosur y 
Recomcnd~ción l/97 dei CT7, ''Dcfcn;;a 
<id Consumidor". Idem Anexo ai Prolocolo 
<lei Mercosur de San!a Marfa sohrejuri>dic­
dón intomacional cn materia de rel,1done~ 
de consum<J, Deci~ión CMC lü/96, "De11ni" 
ción ""· 
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1. CONSIDERACJONES SOBRE LOS PROYECfOS PRESENTADOS 

A) EL PROYECfO DE BRASIL (PLM) 

1. Restringe li1 noción de consumidor a las personas físicas que actúen frente a un 
profesional y en las transacciones, contratos y situacioncs comprendidas en el âmbito de la 
Convención, con fines que no pertenezcan al âmbito de su actividad profesional (art.1.1). 

2. Amplia la noción de consumidor a los "terceros pertenecientes a la família dcl 
consumidor principal o los demás acompaiiantcs que usufructúan directamentc los scrvicios 
y productos contratados, en los contratos com prendidos por la presente Convención, como 
destinatarios finales de és tos" (art. 1.2). 

3. Se precisa la calificación de consumidor tílllto para los contratos de viaje como para 
los de propiedad múltiple (art. 1.3)47

. Ahora bien, en este caso h figura del contratante 
principal (a que alude el inc. a de] numeral 3 ele] art. l) podría hacer rcfctCj1Cia a una persona 
jurídica ya que luego alude a la "persona física" que compra o se compromete a comprar, 
dando la sensación de que "contratante principal" puedc ser perfectamente una pcrsona de 
existencia ideal. Lo rnismo cabría aclarar con relación al inc. c cuando se alude al "cesionario". 
Adviértasc, por cjcmplo, que el art. 2 de la ky espm1olíl al referirse al "contratm1te principal'' 
incluye no só lo a la persona física sino a la jurídica. En este sentido, no advertimos razones 
particulares para diferenciar entre la noción de consumidor a los fines de los "contratos de 
viaje y de propicdad múltiplc" dei art. 1.3 y consumidor a los efectos de las demás 
"transacciones, contratos y siruaciones comprendidas por la presente Convención" a que 
alude el art. 1.1. 

Teniendo en cuenta esta definición propuesta surge la inquierud acerca de si sólo debe 
limitarse la noción de consumidor a las personas físicas o si, en realidad, también se exticnde 
a hs personas jurídicas. Tal cuestión ha sido debatida arduamente y las opinioncs difieren al 
respecto. 

Consideramos que no cabe establecer distinciones en orden a la protección del 
adquirente por el hecho de que éste sea una persona jurídica o no. En principio, no se 
advicrten motivos que hagan prevalecer un criterio protector sólo restringido a los 
consumidores cuando los mismos se:m personas físicas, ya que cl régimen tuitivo se debería 
otorgar teniendo en cuenta la determinada posición que ocupa una de las partes en la 
contratación, y no en función de la calidad o identidad de la persona que asumirá ese rol48

. 

La mayoría de las leyes latino americanas sobre protección al consumidor incluyen 
dentro de la noción de consumidor tanto a las pcrsonas físicas como a las jurídicas e, incluso, 
algunas refieren también a la categoría de usuario. 

Véase la calificaclón brinda cl art_ 13 del Convenio de Bmselas y el coment"uio de D.P FEfu"'.i.Á..NDEZ 1\RROYO, E! 
Umdn Eumpec,, Madnd, Fundación Universid,ld-EmpreSR / Ctvitas, 1998, pp. 100-101 

V0>~sr'- <'neste scnndo lvl. E Uza\ (nota 45), p. 243 
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4 __ A.hora hien, la discusión acerca de si la catc_sn.)ría de conswnidor debe quedar 

restringida solamente a las personas físicas o si, por el contrario, resulta susceptible de ampliarsc 

a las personas jurídicas, podría quedar resuelta por lo que el proyecto brasildío dispone en el 
ati. 1.4 al setlalar que "si laley aplicable in.dicada por esta Convención defu1iera en fonna más 

amplia o beneficiosa quién debe ser considerado consumidor o equiparar a otros agentes a 

consumidores, el juez competente puede tener en cuenta esta ampliación del campo de 
aplicación de la Convención, si fucra más favorable a los intcreses del consumidor". La Pro f. 
Lima ~{arques ha set1alado que resulta necesaria la diferenc:iación de acuerdo a la realidad 

social, y citando a Eric .Jayme, exprcsa: "No Brasil, a úsão (de mnJumzdor) também é dzjerente. O 
direito brasileiro de proteção ao consumidor dútitzgue entre e adultos. Abusivas são aspub!úidadeJ~ 
que li.WtJt 011 abusam da pobreza das criançm (art. 37, §2°, do CDC). Em um caso téiebre, tratazwse de 
umapublú:idade de choca!ateJ~ que animam as crianras a arrombar um .mpermercado. A rearão do direito 
brasileiro mlomu em pnlneiro plano a d{gnidade doJ pobres (IV ürde des Armen). A conapção de tonJumidor 
(Verbraucherleitbtld) no Brasi!fichaba asim impregnada da necessidade material de setoreJ da sociedade, 
ergO respeito não podia ser e.rquecido, me.rmo Je a noção também usada de 'obJenYJdor menos atento' 
enmntra su migem fiO direito alemão".49 

Consideramos que la reglamcntación tuitiva de los interescs del consumidor debc ser 

lo más clara posible. r:::n el âmbito latinoamericano debe tenerse presente que muchas pequdias 
y medianas empresas se consrituyen como "consumidores"; as:i, con la calificación del Proyecto 
se dejaria libmdo a la facultad potestativa de los jueces 67 de acuerdo a lo prescripto por la ley 
que resultara aplicable) la inclusión de tales "personas" dentro del âmbito de protección de la 

Convención. En este sentido creemos que debería cvaluarse la posibihdad de comprender en 
la calificación de consumidor tanto a las personas físicas corno a las jurídicas. 

B) EL PROYECTO DE URUGUAY (PTB) 

1. La calificación de consumidor abarca ttmto a las personas físicas como a las jurídicas 
que "adquieran o utilicen productos o ser-v1cios como destinatarios finales de una relación de 

consumo". A diferencia de la propucsta de Brasil que hace hincapié cn la finalidad no 
pmfesional, la propucsta umguaya pone de reheve el "destino final". Por otra parte alude 
solamente a las relaciones de consumo, a las cuales define en el art. 3. Cabe seiíalar que en 

dicha norma no alude al "consumidor" sino al "usuario final"; la figura clc1 "nsuario" no se 
califica, de mancra que cabe presumir que se encuentra cmnprendída dentro de la noción 

amplia de "consumidor" a que alude el art. 1. 

2. En el segundo párrafo el Proyecto seiíala que se equipara a los consumidores a "las 
demás personas expuestas a las relaciones de consumo", ampliando de manera considerable 
la calificación de consumidor. 

'9 C LIJ\,IA lvL'\RQUES (notR 46), p 361, concita de E JAl'1viE, ''Visões p~ra uma teoriA pós--modGrnR no direito compRrAdo, 

R7~ vol 759, p 34, conwnlRndo a dec1sào de Porra Alegre pubhc!!.d!!. cn la RIJC, voL 1, pp 221 ss 
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3. Finalmente establece, de m}mcranegativa, a qillén no se debe considerar consumidor 

o usuario (aquí V11elve a introducir la figura del usuario). Vale decir, gue no se considerará 
consumidor o usuario "a aquella persona guc sin constituirse en dcstinatario final, adquicra, 
almacene o utilice productos o servicios con el finde integrados a procesos de producción, 
transformación, comerciahzación o prestación a terceros". Esta norma reproduce de manera 
casi textual el art. 2 de la ley umguay{l 17.250 (párrafos 1 y 2) y resulta coincidente conlo 

prescripto en el art. 1 de la lcy argentina 24.240. 

2. LA INCLlJSIÓN DE LAS PERSONAS JURÍDICAS EN EL CONCEPTO DE 
CONSUMIDOR 

Las legislaciones in temas de protección y defensa de los consumidores de _Argentina, 

Brasil, Colombia, Costa Rica, Chile, Ecuador, México, Nicarat,Ylla, Panamá, Perú y Paraguay 
consideran que puede ser consumidor tanto una persona fisica como una jw:ídica. La nonnariva 
de El Salvador solamente alude a la "persona", micntras que la ley venezolana distingue: 
micntras cl consumidor es la persona natural, el usuario puede ser una persona natural o 
juridica. En otros ordenamientos (como el de Québec, e1 consumidores solamente la pcrsona 
l:isica). 

Si bien es cierto que enla mayor parte de los casos el consumidor, como parte débil 
·y vuh1erable de la relación, será tma persona fisica, no debe perderse de vista también que las 
pequeilas y medümas empresas de la región pueden encontrarse en una situación de 
vulnerabilidad y por ende podrían ser considerados como sujetos necesitados de tutela. No 
resulta difícil encuadrar a la persona jurídica dentro de la categoría de proveedora de bienes y I 
o servicíos pero, por cl contrario, genera una gran controversia a nível doctrinario y 
jurisprudencial la inclusión de tales suje tos como consumidores. Claro está que las personas 
físicas poseen derechos fundamentales- muchas veces consagrados enlas Constituc:iones­
que no se acuerdan alas personas jurídicas, pero estimamos que la calificación de consunlidor 
no debe pasar por cl tipo de persona, sino por la especial situación de vulncrabilidad en que 
la misma se encuentra en una determinada relación de consumo. 

En el PUvi se deja de lado la noción de ''dcstinatar:io final'' para cahficar al consumidor 
stricto sensu y solanlCnte se utiliza tal término en el art. 1.2 (en la equiparación a consumidores). 
Asi, la persona jurídica que adquiera un bien o un servicio y actúe con fmes que no pertenczcan 
al âmbito de su actividad profesional podría, quizás, quedar incluída en la calificación de 
consumidor. 

Deberia evaluarse la posibilidad de incluir en el art.1.1 del Pl.Jvf a las personas jurídicas 
o, simplcmcnte, referirse a las "personas". Si se colocas e el término "persona", esto también 
estaria en la misma línea dei art. 1.4 del PL?vf que establece que "si la ley indicada como 
aphcable por esta Convención definiese de forma más amplia o beneftciosa quién debe ser 
considerado consumidor o equiparase a otros agentes como consumidores, el juez competente 
puede tener en cuenta esta extensión del campo de aplicación de la convención, si fucsc más 
favorable a los intereses dei consumidor." 
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3. LA NOCIÓN DE "DESTINO FINAL" 

Se observa que el art. 1 dei PTB es casi idêntico al pr:imer párrafo del art. 2 dei Código 

brasildío de defensa del consumidor -CDC50
- (el art. 1 del PTB agrega solamente la frase "de 

nna rclación de consumo", relación que a su vez calificaen el art. 3 de su proyecto). Nótese que 

el PLM se aleja del Código brasilerlo, seiíahUldo como fuentcs del primer párrafo del art. 1 
normativa europea. 

La ide a de "destinatario fuul" que utiliza el CDC- y también el PTB- ha sido objeto 
de intensos debates en la doctrina brasilera . .Así, se ha dicho que destinatario final es aquel 
destinatario fáctico y econômico de un bien o servicio, sea 1ma pcrsona fisica o jurídica . .Ahora 

bien, según esta interpretación teleológica, no basta con ser destinatario fáctico dei producto, 

sino que resulta necesario ser desrinatario final econórn..ico del bien, vale decir, no adquirido 

para la reventa o para un uso profcsional, ya que si así se lo hiciera el bien seria nuevamente 

nn instrumento de producción cuyo prccio seríaincluido en el precio final del profesional que 
lo adquü::ió51

. 

Los parridarios de la "interpretación finalista" restringenla noción del consumidor a 

aqucl sujeto que adquiere (utiliza) un producto para uso propio o de su famiha. En otras 

palabras, el consumidor sería elno profesional. Esta línea considera que el art. 2 del CDC 

debe ser interpretado de acuerdo con el finde la n01ma, es decir, pat.tir de la ide a de protección 

de la parte más débil de la relación de consumo; así, puedc reconocersc la \."'lllnerabilidad de 

una pcqueií.a empresa o de un profesional que adquirió, por ejemplo, tm producto fuera del 

âmbito de su especialidad52
. 

Para los sostenedores de la "interpretación maximalista", el art. 2 dcl CDC debe ser 

.interpretado de manera extensiva, de forma tal que las nonnas sean aplicadas a un número 

cada vez mayor de relaciones en el mercado. Oaro está que cst.a posición parte de la idea de que 

el CDC es un reglamento del mercado de consumo brasileiío, un código general para el 
consumo que instituye no11nas y princípios para todos los agentes dei mercado y no normas 

oti.cntadas para protcgerúnicamente al consumidor no profesional. De acuerdo a esta postura, 

la calificación del art. 2 es puramente objetiva y no adquiere relevancia que la persona física o 

jurídica que adquiere un producto o utiliza un servicio tenga o no :finde lucro. En esta línea, 

el destinatario final seria el destinatario fáctico del producto. 

Tal como lo han advertido algunos autores brasileros, la bipolarización de opiniones 

entre la tesis finalista y la maximalistaha generado la neccsidad de que se reflexione más sobre 

esta temática53
• 

Nf.atenaú, São Paulo, Revista dos Tnbuna.is, pp. 71--72 
W.:J.seC LUvfAMAR.QUES/ ABEN}fu\1ÍN /B MIR..fi.GEM(noi.:J.51),p 72 
Vé~seC LIM;\Mt\RQUES /A. BENJAMÍN /B MIRAGEM (nota51),p. 72 
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Se ha propuesto también una "interpretación de la nonna dei art. 2 del CDC de 
acuerdo a la función social del contrato". En cl :mpuesto de ]as relaciones de consumo en 
general (deber de sc,b:ruridad), el desequilíbrio entre los consumidores-legas y los proveedores­
cxpertos se encuentra en el déficit infOrmativo que tienen los constmUdores sobre el producto, 

el servicio, sus riesgos y sus características. En cl caso de los contratos, el problemaes el :fuerte 
desequilíbrio de fuerzas de las partes contratantes. Es precisamente ese desequilíbrio fáctico 
de poder enlas relaciones de consumo el justificativo para un tratamiento desequilibrado y 
desigual de los co-contratantes, protegiendo el derecho de aquellos que se encuentran en una 
pos:ición más débil, más vuh1erable, aquelJos que presentan una desigualdad fáctica y jurídica. 

Lo que dcbet~a lograrse es un equilíbrio compensando la "debilidad" dcl consumidor 
con nonnas protectoras'A_ 

4. CUESTIONES DE REDACCIÓN DEL ART. 1 

En v1rtud de lo expuesto, consideram.os: 

1. El art. 1.1 del magnífico PLl\J constituye una base adecuada para b calificación dei 
constunidor en cl ámbito intenunericano. Deberiaevaluarse la posibilidad de que la calificación 
de consumidor dei art. 1.1 del PI2vf incluyera a la "persona jur:ídica"05, habida cuenta de que 
en muchos países de América Latina cxisten una gran cantidad de pequenas y medianas 
empresas que, en gran medida, actúan como consumidores. Otra alternativa podría ser sacar 
el adjetivo física, de rnancra que se considere consumidor a la "pcrsona", pudiendo de esta 
forma incluir en tal concepto tanto a las pet·sotus físicas como a las jurídicas. 

2. Resulta adecuada la inclusión del art. 1.2 en el PLT\t La redacción dada a1 2d.o, 
pán-afo dei art. 1 del PTB en cuanto establece "equipáranse a consumidores las demás personas 
expuestas a la rclación de consumo" tal vez pueda resultar demasiada amplia. 

3. Con relación a la calificación de consumidores en supuestos de contratos de viaje y 
de propiedad múltiple (art. 1.3 PL:\1), la norma proyectada resulta satisfactoria, siempre y 
cuando se incluya también aquí a la persona jurídica y no se restrinja el concepto a la persona 
física. 

4. Resulta posiüva la inclusión del art. 1.4 dei PLI'vf, ya que esta nonna pcmlite al juez 
tener en cuentala "realidad social'' y considerar como conswn1dores a otros suje tos necesitados 
de tutela por encontmrse en una situación de debilidad. 

Vé~se C LIM/I.lvfARQUES /A BENJluV!ÍN / B MIRli.GEM (nota51),pp. 73-74 
V éase e:n d nusmo SC'O-I:ldo h opm.ión dd Pro f ~rgentino R LORENZETfi, Comen7o rádn51fico, Buenos I\irrs, Abeledo-Perrot, 
2001, p. 234 y dd brnstlero P MALI-IEIROS DA CUNHA FROT:.C\, '~\pessoa. JUtÍdict como consumidora", en http:/ / 
W\VWaba advbr/index.php:Oactioa::--vemt-igos&."!diHtigo"-52, 0sprciillmente pto 3· A pessOft jurídica como consumidora nil 
dourrin~ e junspmdencia pátriQs, pp 25--29 
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En el ámbito intenuncr:icano creemos que resulta posible avanzar l1acia una calificación 

amplia de consumidor y que, por tal motivo, debería anahzarsc cuidadosamente la posibilidad 

de incluir en tal concepto tanto a las pcrsonas fisicas como a las Jurídicas. El criterio de la no 

profesionalidad es aceptado cn varias normativas y despeja las dudas interpretativas que h a 
acarrcado la noción de destino final a la que apunta el PTB. Sin embargo, tal como lo han 
seiialado algunos autores, ''la exigencia de no profesionalidad para considerar al contratante 

como conswnidor es clanunente insatisfactoria ( .. ) pues deja sin protección al pequeüo 
comerciante que contrata con la gran empresa.''5r, 

j uni o de 2006 

J CARR..ASCOSAGONZÁI,EZ, "ConiHI'os inl<:rmtcion2le~ II· ~lgunos conrrMos", en /\-L Calvo Caravaca / J. C1rr1scosa 
González (dirs ), D=chomtemarwnalpmx,do, vol ll, 5"ed, Gr~wtda, Com:nes, 2004, p. 574 
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LA DIRECTIVA DE RESPONSABILIDAD POR 

EL PRODUCTO 85/374 CEE 

Por Javier Toniollo' 

1. PRINCIPALES RASGOS DE LA DIRECTIVA 

La directiva establece el principio en el artículo 1 de que el productor responde por los 
daüos causados por defecto del producto. 

Se pueden destacar las siguientes razoncs gue lucen en el preâmbulo: 

a. Previenc la distorsión en la compctencia de los productores de los diferentes Estados 

miembros, que afecta la libre circulación de mercaderías en la comm1idad. 

b. Afianza la protección dei consumidor, que aparece ocho veces al menos en el 
preâmbulo y que no había sido tenida muy en cucnta por los fundados de la Comunidad 
Europea. Se trata sin duda del mm.r1miento consumerista, que no es diferente de los Estados 

Unidos de "''\mérica y que fue instalado después de las guerras. 

c. Se trata de una justa distribuc:ión de riesgos entre productores y consumidores. 

1.1. Entre los puntos importantes de la directiva, podemos sintetizar: 

-Establece la responsabilidad sin culpa u objetiva por los daúos causados por 

mercaderias defectuosas. 

a) La Responsabilidad gue rccae, primero sobre el productor, pero se extiende a otros 
suje tos de la cadena de comercialización. 

• UNL-Santa Fé, Argentina 
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b) El productor se libera de responsahilidad pro bando ciertas causas de liberación, 
pero no puede hacerlo por cláusulas contractuales que son nulas y responde de todos los 
insumos que demande la fabricación del producto y solidariamente con quien proveyó los 
insumos y por tales defectos. 

Entonces el productor par<t hberat-se de responsabilidad puede pro bar: 

~ La culpa total o parcial de la víctima. 

-Los riesgos del desarrollo: La defensa de que, en razón del estado dcl conocimiento 
cientifico o técnico a1 tiempo de colocar cl producto en el mercado, no le permitia descubrir el 
defecto. 

c) .Elnúclco de la responsttbilidad, es la falta de scguridad y tal carácter defectuoso 
puede resultar o provenir de: 

- Cuanto del producto no proporciona la SCbll.lridad que una pcrsona esta legitimada 
a esperar, tomando en consideración: La forma de presentación del producto; ell uso 
razonablementc esperado (o previsto) del mismo; el mon1ento cuando el producto fuc 
pucsto por primera vez cn circulación. 

- Un producto no debe ser considerado defectuoso, por la sola ra2Ón de que un 
mejor producto fue puesto posterionnente en circulación. 

d) Proporciona remcc.Uos para lesiones pcrsonales y también por dru.1os a la propiedad 
de los consumidores. 

e) Establecc limitaciones alas acciones (temporales y financieras). 

- Temporales, haccn referencia a los términos de prcscripción y caducidad. 

- Cuantitativas, que son optativas para los Estados Ivüembros: apareceu las basadas 
enlos da-õos por muerte, y constituyen un límitc por todas las dcman.das deducidas para una 
idéntica scrie de items con cl mismo defccto. 

-La franquicia, esto cs el piso mínimo, es fijada en 500 ECU. 

Seguidamente, pasarcmos a ru.nlizar algunos puntos de la directiva a saber. 

2.BREVEANALISISDELADIRECTIVA 

2.1. Establecimiento de la responsabilidad objetiva o sin culpa. 

La directiva introduce la rcsponsabilidad sin culpa por los da-õos causados por 
productos dcfectuosos. 

:0Jo obstante, hay autores que han sostenido que la norma comunitaria incluye los 
defectos de inf01mación en relación a la presentación del producto- como oportunamente 
veremos- y las rcfcr-cncias :implícitas (y a veces explícitas) a los comportamientos del productor 
como dei consumidor, no se concllcc con la responsabilidad objetiva. 
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Pera lo que se ha establecido enla directiva, cs un régimen sui generis, que ticne cn 
cuenta los comportamicntos de las partes, no para atribuir directamente responsabihdad, 
sino para considerar el producto como defectuoso, corno para excluir o limitar la 
responsabilidad del productor. 

Como oportunamente se verá, solo se responde por productos defectuosos, los que 
se estructuran en formaindependientc de la causa y al margen de la tipología elaborada por 
la doe trina, alejándose entonces de los criterios imperantes para la responsabilidad por culpa 

2.2. Definición de "Producto" "'defectuoso". 

El artículo 2 de la Directiva85/374/CEEdefinc producto: "A los efectos de cstalcy, 
se enticnde por producto todo bicn mueble, aún cuando se cncuentre unido o incorporado 
a otro bien mueble o inmueble, excepto las materias primas agrarias y ganadcras y los 
productos de la caza y de la pesca que no hayan sufrido transfonnación inicial. Se consideran 
productos el gas y laelcctricidad''. A su vez_,el articulo 15let:ra a) de la Directiva, establece que 
cada Estado miembro podrá: "no obstante lo previsto por el artículo 2, disponer en su 
legislación que, a los efectos del artículo 1 de la Directiva, por ''producto" se entienda también 
las ma terias primas agrícolas y los productos de la caza". 

En este sentido, la directiva 1999/34/CE del10 de mayo de 1999 se modifican estas 
artículos incluyendo las materias primas agrícolas y productos de la caza en el ámbito de 
protección de la directiva. 

El problema se genera respecto a los bienes mueblcs incotporales, como la propiedad 
intelectual, o la :industrial o los programas inf01máticos (Software). Desde una conceptuahzación 
amplia, deben considerarse incluídos en el concepto de producto, los libros, publicaciones y 
el software o programas informáticos. 

Respecto a las sustancias de origen humano, como ser la sangre, los glóbulos rojos, 
el plasma, órganos o tejidos que puedcn ser objeto de transplante, pueden ser calificados 
como productos y cquipamdos a los productos farmacéuticos. 

El articulo 6.1.de la Dircctiva, define que un producto cs dcfcctuoso, cuando no 
ofrece la seguridad a la que una persona tiene lcgirimamente derecho, teniendo en cuenta 
todas las circunstancias. 

Es primer lugru·, podemos decir que la directiva toma como eje de la responsahilidad, 
el dcfccto en el producto. 

Se ha sostenido, que ladirectiva establece la responsabilidad especial dcl fabricante por 
los daiios causados por produ.ctos defectuosos, girando sobre tres ejes: la imputación de 
responsabilidad, la noción de defccto y la noción civil de chulo rcsarciblc. 

El mismo, cs un sistema desconocido en el derecho continental, constituyendo una 
derivación del propio de los Estados Unidos de América, basado en este tipo de 
responsabilidad por produ c tos defectuosos. 
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No obstante es preciso volver a rcsaltar, que la noción de defecto implica una sucrte 
de limitación a la responsabilidad dei productor en razón de que, suprllnida la responsabilidad 

subjetiva, podría llegar a entendersc que el mismo respondeda de todos los productos que 
coloca en el mercado. El pro dueto defuctuoso como sustento de la responsabilidad, implica 

que solo va a responder el productor de los daiios que tcngan origen en productos 
defectuosos. 

Podemos decir, que hasta la aparición de la Directiva, e1 defecto en cl producto, 
atendíendo a su causa, podía clasificarse como de fabricación, de construcción o disefio y de 
información. Las dos primeras categorias de defectos son materiales o intr-ínsecos al producto, 

el tercero es 1m a defectuosidad formal que conforma un aspecto de la presentación de producto. 

No obstante ello, la normativa Comunitaria no atiende a las causas que originan el 
defecto, sino que se ccntra en cl efecto mismo, csto es, cn el defecto del producto, condición 
necesar:ia para que responda el productor por los daiios causados. 

Enla dcfin:ición de defecto, se utiliza un criterio negativo, esto es, la falta de seguridad 
del producto -la seguridad que el consumidor c abria legitimamente esperar- evitando asi que 
el actor deba pro bar el origen del defecto. 

a) La falta de uti1idad del producto no está en principio com prendida en la Directiva 
en tanto no ofrczca la seguridad que legitimamente cabe esperar. 

Cabe aclarar, que la utilidad del producto, esto es, la idoneidad o aptitud para el uso 
o consumo que se destina, puede no relacionarse con el defecto, por lo que, un producto con 
falta de aptitud en tal sentido, no esta cubierto por las normas de responsabilidad de la 
directiva, entanto no ofrezca la seguridad que legítimamente cabe esperar al consumidor. 

b) La pcligrosidad dei producto. 

La peligrosidad de producto, tampoco se identifica simétr:icamente con el defecto, 
desde que hay productos peligrosos que con las advertencias e instrucciones pertinentes y que 
usados correctamente, ofrecen seguridad que legitimamente cabría esperar por parte del 
consumidor. 

La falta de identidad entre producto defectuoso y peligroso, aparece reflejada en el 
proceso de elaboración del convenio dei Consejo de Europa de 1977, antecedente de1 texto 
comunitario, donde se red1azó expresamente la idcade adoptartm régimen de respons:1bilidad 
exclusivo para los productos pehgrosos. 

c) Evaluación de las expectativas de seguridad: el estándar que ticne en cuenta la 
Directiva. La Directiva adopta como regla general de la responsabilidad, las expectativas de 
seguridad dei consumidor. 

Se puede sostener que la dcfu1ición que trae la directiva de defecto es vaga y no brinda 
un estándar objetivo. 

La calificación de este estándar, relacionado con las expectativas del consumidor, 
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demandada que la interpretación judicial para los casos concretos, se oriente en cl sentido de 
que~ en tanto no exista un mal uso dei producto- el consu1nidor espera que el mismo no 
le cause daiíos. 

I ,o que implica, que "las expectativas razonables dei consumidor dcben ser en el 
sentido de que el producto colocado en el mercado, propiamente usado, deber ser seguro y 
si causa daúos, deben repararse". 

Se ha sostenido enfát:icunentc, que el patrón se basa enla confi<mza, por parte del 
público en general, de que el productor va a establecer un estándar mínimo de seguridad y 
que el consumidor confia en ello al adquirido. 

Existe entonces, un consenso cn interpretar que tales expectativas, se evaluaran de 
modo objetivo haciendo abstracción de las circunstancias de la propia victima. 

En este punto, se h:m destacado las ventajas del uso este estándar hipotético -
consumidor ordinario, comprador ordinario o usuarios ordinarios -que evita el problema 
de los daiíos causados a terceras personas, desde que és tos solo tienen conocimiento del 
producto cu ando sufren las lesiones, por lo que remueve, entonces, los obstáculos de una 
apreciació11 subjetiva de la expectativa, que conducirian a la irresponsabilidad de] productor. 

d) Los factores a tener en cuenta para determinar el estándar establecido por la directiva son: 

- La presentación del producto: 

Este item, abarca todo el aspecto concemiente a las advcrtencias o instrucciones 
necesanas. 

Fl ténnino es lo suficientemente amplio, desde que cornprende no solo la información 
necesaria, sino también, el aspecto general de los productos y su semejanza a otros, el 
entomo donde están expuestos y en general, todos aquellos elementos y características 
exteriores que sugieren que el producto es susceptible de un uso y no de otro, yque garant1zan 
explícita e implícitamente un cierto nível de seguridad. 

La prescntación del producto determina la elevación o disminución de las expectativas 
de seguridad del consumidor en el producto. 

No obstante ello, podemos decir que el jucz evaluará en cada caso concreto si la 
información es suficiente, teniendo en cuenta el tipo de produ c tos, sus destinatarios, debiendo 
necesariamente incrementarse ella, cn aquellos productos que pueden cahficarse de pehgrosos 
por su naturaleza cuando su riesgo no sea evidente. 

- El uso del producto. 

La referencia al "uso razonablemente previsible" resucita la idea de culpa y por lo 
ttillto la contradicción con el principio de responsabilidad objetiva adoptado. 

Es idea común en la doctrina y jurisprudencia, que cl consumidor t:iene derecho a ser 
indemnizado del daiío, cm111do use del producto en forma correcta y normal. 
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Así se ha sostenido que "el análisis de la defectuosidad remi te a los mos a los que 
habitualmente se destina el producto (sin confundido con su utilidad mencionada), pera 
tmnbién a aguellos, que no siendo habituales, sean previsibles en tmlto y en cuanto seru1 

fuente de riesgo para la integridad personal y patrimonial de los usuarios y consumidores''. 

La directiva es similar a la solución de Estados Unidos de }unérica. 

El punto cs evaluar, cuando el uso del producto es abusivo y cuando es normal. 

Es preciso reiterar, que el uso razonablemcnte esperado del producto, hace que el 
productor deba prever los posibles malas usos dcl producto; ello genera el problema de los 
limites del mal uso previsible de los productos, a partir de los cuales, no podría hablarse de 
un defecto, lo que significa una dificultad más para la directiva. 

T'ratando de esclarecer este punto, ha sostenido PARRA LUCAN "el uso que 
ra:wnablemente pudiere esperarse dei producto" vendrá en cada c::tso determinado por las 
advertencias o instruccioncs que, sobre su modo de empleo, consumo y riesgos que comporta, 
adjunte o debiera haber adjuntado el productor; así como por el propio diseiio del producto 
(cstructura, elementos componentes, materiales) cuando un gmpo previsible de consumidores 
usa e1 producto para un fm distinto a aquél para el que fue elaborado". 

Los tribunales en cada caso, dcberán evaluar cuidadosamente este punto, que no 
pucde ser interpretado, ni desde el punto de vista del productor ni de la propia vfctirria, 
cxigiendo entonces, una valoración objeíiva. 

Para ello, se debe reillizar un balance entre las expectativas de seguridad del público en 
general y las previsiones objetivas del productor entorno a la utihzación del producto, lo que 
dará como resultado si cl producto es o no defectuoso . 

. Aunque la ide a representa un límite negativo: no estáJl amparados los usos del todo 
irrazonables, es decir, ílquellos usos que se destacan sensiblemente del sentido común, 
expresioncs c1ue tienen un contenido variable en función de los eventuales destinatarios. 
Serfa cntonces irrazonable, "un uso tan distinto al habitual y tan excepcional, que 
razonablcmentc no ha podido ser previsto por un fabricante ni por un consumidor, tanto 
uno como otro, objeüvamente considerados". 

~ El momento de colocación en el mercado. 

Este elemento temporal, comprende el análisis del tiempo transcurrido desde la 
puesta en circulac:ión y cl uso al que se ha sometido el producto.El momento decisivo de 
evaluación dela seguridades al colocar circulación el producto. 

Este punto se encuentra cn estrecha relación con el articulo 6.2 que dice: "Un producto 
no se considerará defectuoso por la única razón de que, posteriormente, se haya puesto en 
circulación u11 producto más perfeccionado''. 

Es preciso entonces distinguir por un lado, el producto dcfectuoso (con defecto 
originaria) evaluado al momento de la puesta en circulación y por el otro, el producto 
pcrfeccionado, que no tmphcanecesariamcnte la transformación en defcctuoso del anterior. 
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La evaluación cn este momento preciso, favorece la localización temporal del riesgo a 
los fines del seguro. 

- Su vinculación con las defensas State o f arty Development risk 

En relación estrecha con este tema, aparecen dos defensas posibles del productor los 
conceptos de statc o f art y developments risk. 

Como lo aclara HO\\iJ~LLS, la primera de cllas - State of art- refiere al nível de 
seguridad que puede ser esperado al momento de colocar el producto en el mercado e 
intcrviene cn la conceptualización dcl defecto mismo. La segunda- developments risk -
refiere a aquello que no puede ser descubierto por el estado de la cicncia y la técnica, al 
momento de colocar el producto en el mercado. 

En tal sentido, la State of art y la devclopments risk se pueden distin&.,:ruir desde el 
punto de vista teórico, en razón de que, en el primer supuesto, estamos ante la definición del 
defecto dei producto y en el otro, ante nna causa de exoneración de responsabilidad al 
productor. 

Ello implica que en los riesgos de desarro11o, el defecto existe, solo que no pudo ser 
dcscubierto por el productor, lo que lo eÀ"ime de responsabilidad y en el otro, el estado de la 
ciencia y de la técnica, la intervención del criterio en cuestión hace que, el producto no pueda 
ser considerado como defectuoso. 

La.<> diferencias se enmarcarán para P~'\.RR.i\ LUCA.~"!, enw1acuestión de evaluación y 
pruebas, respecto al "estado de Jos conocimicntos científicos'' y cl producto en cuestión. /\sí, 
podria evaluar, si e1 producto al momento de introducirse a mercado ofreda para los 
consumidores un riesgo consustancial de causación de drul.os con su uso. En este sentido, la 
introducción de algún dispositivo de seguridad, con posterioridad, no conduce a estimar el 
producto cotno defcctuoso. Por el contrario, si el riesgo de producción de daiios por su uso, 
era inimaginable ai momento de lJ1 puesta en circulación, pero con postcrioridad, el estado de 
conocimientos científicos y técnicos permiten ct~lificarlo como defectuoso, estamos frente a la 
dcfensa de developments risk. 

En realidad, la distinción no deja de sermuy sutil, desde que los argrunentos esgrimidos 
para la misma, sonla imposibilidad dei descubrimiento dei defecto - que de acuerdo al desarrollo 
della ciencia y de la técnica- se tienen en cuenta al momento de colocarei pmducto en circulación. 
Se ve dificultada la distinción, desde que el defecto - esto es, las expectativas legitimas de 
seguridad- también se evalúan en esc momento y con el mismo patrón. 

La diferencia, que puede observarse, es que, sólo apareceria en aquellos casos en que 
la conceptualización del producto como defectuoso, fuera posible, no obstante los 
conocimientos científicos y técnicos, para lo que seria decisivo la admisión o no de la defensa 
de los riesgos de desarrollo para liberar o no de responsabilidad al productor. 

:No obstante, hay autores que generan dudas sobre si esto cs posiblc en razón de 
observar una cierta incompatibilidad entre la definición de producto defectuoso y la 
responsabilidad por los riesgos dcl desarrollo. 
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- El producto pcrfeccionado. 

La última parte dcl articulo, rcfiere a la circunstancia de que no debe estimarse 
defectuoso un producto, por el solo hecho de que con posterioridad se haya puesto en 
circulación un producto más seguro. 

Esa circunstancia, impJjca que lo que busca, es que el productor, siga incentivado con 

modificar el diseiio y advertencias cuando sospeche la falta de seguridad de un producto. 

Las exigencias de seguridad con el transcurso del tiempo pueden verse incrementadas 

(por razones técnicas, por evolución de las expectativas de los consumidores, etcétera), por 
esc sólo hecho no convierte al producto comercializado anteriormente en defectuoso, por 

que, la valoración se retrotrae al momento de la puesta en circulación. 

_A su vez, brinda un parâmetro que elimina la atribución automática de la 

responsabilidad del fabricante, por no revestir e1 producto en cuestión, cn el momento de la 
puesta en circulación, la perfección de otros productos dei mismo gênero que son 

comercializados con posterioridad 

Tal circunstancia, puede dar lugar a que el juez, pierda de vista que la valoración es de 

carácter retroactivo, al momento en que se produjo la puesta en circulación del producto que 
ha ocasionado el dru1o, y tenga como única referencia cl producto más perfecto existente 

cuando se realiza dicha valoración 

e) La influencia de ulteriores directivas sobre seguridad de los consumidores. 

Encontramos tres directivas vinculadas con este punto. 

En primer lugar se promulgá la Directiva 87/357 CEE dei Consejo dcl25 de junio 

de 1987 relativa a la aproximación de las legislaciones de los Estados miembros sobre 
productos de apariencia engafíosa que pongan en peligro la salud o seguridad de los 

consumidores. 

Posteriormente, se aprobó la Direct:iva 88/378/CEE del Consejo de 3 de mayo de 
1988, relativa a la aproximación de legislaciones de los Estados miembros sobre seguridad 

de los juguetes. 

Asimismo también la Directiva 92/59 I CEE dei Consejo relativa a la seguridad 

,b:teneral de productos, que quedará derogada el15 de enero de 2004. Esta fue sustituida por 
laDirectiva 2001/95/CE del Parlamento Europeo ydel Consejo de 3 de setiembre de 2001, 
relativa a la seguridad general de productos que se aplica a todos los productos 

independientementc de las téallcas de vent.a, induyendo la venta a distancia y la venta electrónica, 
aunque no se aplica a servicios, salvo que los productos se ofrezcan dentro del marco una 

prestación de un servicio. 

f) l:,~allos del Tribunal de Justicia de la Comunidad vinculados con el tema. 
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Encontramos en pri.mer lugar, el fallo del 10 de mayo de 2001 conocido como la 
sentencia "Vcefald" dictada como consecuencia del plantcamiento de un Tribunal de 
Dinamarca respecto a cinco cuestioncs prejudiciales sobre la interprctación de los apartados a) 

y c) de! art 7 y a) y b) de! art 9.1.de la Direcriva 85/374 CEE. 

La primera cuestión prejudicial versaba sobre si el art 7 apartado a) de la Directiva 
puede interpretarse en el sentido de que un producto defectuoso no se ha puesto cn circulación 

si se ha elaborado en el marco de tma prcstación de un servicio médico concreto y se utiliza en 

un órgano humano que h a sido extraído del cuerpo de un donante con el fill de preparado 
para su trasplante al cuerpo de o1xa persona y como consecuencia de ello se ha causado el dai'ío 

en cl órgano. 

El Tribunal Comunitario sostuvo que "se trataba del estado defectuoso de un 
producto utilizado en el marco de una prestación de servicios y no dei estado defectuoso de 
és ta como tal''. Esta utilizt~ción dcbc asimilarse a la puesta en circulación y además, el hecho 
de que se trataba de un hospital público donde faltaba el vinculo econômico con el paciente, 
"no pude privar a la fabricación de estas productos el carácter econômico y profesional", no 
se trataba de una actividad voluntaria ni por lo tanto exenta de responsabilidad. De donde 
cabe deducir que no es admisible estableccr para los hospital.es públicos un régimen de 
responsabilidad diferente al aplicable a los privados 

g) Prueba de! defecto. 

El defecto es la base de la reclamación y dcbe ser probado por el damnificado. 

2.3. Legitimados pasivos. 

2.3.1. El Productor real y cl productor aparente. Productor del producto final y de 
materia prima o parte mtegrante. 

El artículo 3.1 de la Directiva, define al productor como la persona que fabrica tU1 

producto acabado, que producc una materia prima o que fabrica una parte integrante, y toda 
aquella persona que se presente como productor, poniendo su nombre marca o cualquier 
otro signo distintivo en el producto. 

En primcr lugar, la directiva refiere al fabricante del producto acabado, esto es, el 
fabricante "real", o se a la persona que ha participado bajo su propia responsabilidad en el 
proceso de fabricación de un producto y lo comercializa bajo su propio nombre o marca. 

La Directiva establece además, la rcsponsabihdad del productor de una materia 
prima o parte integrante, sicmpre y cuando exista un defccto en las mismas, rcspondiendo 
también en esc caso, con el fabricante del producto final en fonna solidaria. Cabe destacar, que 
en este punto, el fabricante de la parte intq,rrante, puede liberarse probando que el defecto es 
imputable al disdio del producto, a1 que se ha incorporado el suyo o a las instrucciones dadas 
por el fabricante. Prueba que no puede producir el productor final, cuando se trate de un 
defecto de una materia prima o parte integrante. En definitiva, se trata de implicar a todos los 
gue intcrviencn en el proceso de fabricación de un bien, solución plausible, en razón a las 
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exigencias de la protección del perjudicado, evitando también los riesgos de insolvencia de 
alguno de los participantes cn la fabricación dcl producto acabado o final. 

Respecto al fabricante aparente, se trata de una responsabilidad basada en la teoría de 

la apariencia: la pe-rsona que aparece como productor debe asumir las consecuencias que se 
deriven de la apariencia que ha querido crear. Respondeu cunbos solidariamente, y no en 
fonna subsidiaria, constituyendo el fundamento de la responsabilidad por la apariencia, la 
confianza que genera en el público consurnidor, por parte de quien coloca la marca o nombre 
u otro signo distintivo en el producto. 

La Directiva estima que el suje to responsable por excelencia, es el fabricante cualquiera 

de las formas previstas, en razón de que él es quien se encuentra enmcjores condiciones de 
controlar y verificar el buen hacer en el proceso productivo, guien de manera preferente pucdc 
evitar la introducción en el mercado de productos potencialmente dafíinos, el más idôneo 
para contratar un sebruro adecuado la mejor precio posible y de trasladar su coste a los 
compradores por media del precio dei producto. 

2.3.2. El importador enla Comunidad para venta alquiler o leasing o cualquier otra 
fonna de distribución v a a ser juzgado como productor. 

La disposición del artículo 3.2 de la Dircctiva, establece que: "Sin perjuicio de la 
rcsponsabilidad dei productor, toda persona que importe un producto en la Comunidad 
con vistas a su venta, alquilcr, anendtunicnto financiem o cualquier forma de distribución en 
el marco de una actividad comercial será considerada como productor del mismo, a los 
efectos de la prcse11te Directiva, y tendrá la misma responsabilidad que el productor". 

Entonces, responde como productor, quien importa el producto enla Comunidad 
Econômica Europca con cl finde distribuirlo en el âmbito de su actividad comercial. Tal 
disposic.ión ticne la finalidad de proteger al consumidor, pues impide que se vea obligado a 
actuar contra un productor establecido fuera de la Comunidad: en el extranjero y 
probablemente, con arreglo al dcrecho del país en cuestión. 

2.3.3. La solidaridad. 

El artículo 5° de la Directiva establece: "Si, en aplicación de la presente Dircctiva, dos 
o más personas fueran responsables dei mismo dm1o, su responsabilidad será solidaria, sin 
petiuicio de las disposiciones de Derecho in temo relativas al d.erecho de repetir". 

En el caso de la responsabilidad del productor dcl producto final, por defectos cn la 
fabricación de materias primas o de partes integrantes, hacen responsables solidariamente a 
ambos, sin pcrjuicio de las accioncs de repetición. Lo mismo sucede en la hipótesis dei 
fabr:icm1tc aparente y el real, quienes respondeu frente a la víctúna en fonna solidaria. 

Como se verá seguidamente, distinta es la solución respecto aJ suministrador, cuya 
rcsponsabilidad no es solidaria, sino subsidiaria de la del productor. 

2.3.4. El suministrador. Hipótesis de responsabilidad subsidiaria, 
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La Directiva en su articulo 3.3 establece: "Si el productor no pudiera ser identificado, 

cada swninistrador del producto será considerado como su productor, ano ser que infom1ara 

al pcrjudicado de la identidad dei productor o de la persona que le suministró el producto 
dentro de un tiempo razonable. Lo mismo sucederá en el caso de los productos importados, 
si en estos no cstuviera indicado cl nombre del importador a1 que se refiere el apartado 2, 
incluso si se indicara elnombre del productor". 

La responsabilidad de] suministrador es supletoria o subsidiaria de las de los demás 

sujetos del articulo 3°. 

El suministrador ha sido definido como "toda persona que pone en manos de la 
víctima, directa o indircctmnente, el producto defectuoso". 

No es preciso que se trate de un vendedor, puede serlo ttl.mbién quien alquila el 
producto, incluso pueden encontrarse comprendidas las empresas de construcción, 

representantes de comercio, etc. 

""\hora bien, el identificado como productor puede pro bar que, "tenicndo en cucnta 

las circunstancias, el defecto que causó el daiío no existía en el momento en que é1 pus o en 

circulación el producto" (articulo 7 inc. b de la Directiva). Si bien el productor no responde, el 

suministrador responde frente a la vktima de acuerdo con su derecho nacional. 

La fotma de operar tal nonna, genera algunos proble1nas procesales a dctctminar por 

las leyes nacionalcs, como ser la determinación del plazo razonable; si la intimación debe ser 

judicial o extrajudicial; cuando se identifica al productor, si en necesario traerlo al proceso 

como tcrcero o iniciar un nuevo juicio contra él. 

En este punto, la Ley de adaptación francesa n° 98-389 dei 19 de mayo de 1998, 

determina la responsabihdad del suministrador o distribuidor, en el artículo 1386-7, 

elruiparándola a la del productor, lo que es contrario al sistema de la Directiva que establece la 

responsabilidad subsidiaria El Tribunal de Justicia resuelve en forma contundente, que ''un 

Estado miembro no puede invocar cn un recurso por incun1plimiento la ilegalidad de una 

Dircctiva cuyo incumplimiento le imputa precisamente la Comisión"; y adcmás, establcce la 
competencia dei legislador Comunitat'io para annonizar acerca de la persona responsable, los 

presupuestos y requisitos lcgales; contestando respecto a la supuesta equivalencia entre el 

sistema de la Directiva y del Code, que la solución francesa- en orden a la figura del intervcnción 

forzosa del productor- representa una multiplicación de acciones judiciales, encontra deJ 

objetivo de la dírcctiva que es la acción dirccta contra el fabácante. 

2.4. Disposiciones opcionales (riesgos de desarrollo, productos primarios de 
agricultura y limitación cuantitativa de los daiíos totales). 

2.4.1. Los productos primarias de agl'icultura y ca:t:a. 

Los Estados pucdcn incluir en el término producto, los primarios de agricultura y 
caza. Solo Luxemburgo lo hizo así, el resto de los Estados no. Noruega, Suecia, Finlandia 

sui:t:a incluyeron tales productos. 
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Fnmcia también lo propone, no así Espw1a, que excluye del Acta de 1994 los productos 
primarias, de lacaza y de la pesca, pero luego los incorpora la Directiva 1999/34/CE del10 

de mayo de 1999, que incluye las materias primas agrícolas y productos de la caza en el âmbito 
de protccción de la Directiva, como se examiná en su oportunidad. 

2.4.2. Los riesgos de desarrollo. 

En cuanto a la defensa de los riesgos del. desarrollo (development risk) como 
posibilidad de responsabilizar tamhién al productor en esas circunstancias, se ha discutido en 

forma ardua, pudiendo distinguir quicnes apoyan la excepción de quienes sostienen que 
debc suprimirse. 

Entre los Estados miembros de la UR, Luxemburgo y Finlandia han optado por 
suprimida. Espaiía, para los productos medicinales destinados al consumo humano, no es 

viable tampoco tal defensa. Alemania la sup:rirrúa ~aw1 antes de 1a Directiva- para los productos 
fannacéuticos. 

Los países de] EFT A, Suiza,Aust11a y Suecia, conservaron tal defensa, no asi, Noruega 
y como vimos, Finlandia. En r<rancia no rige para los productos procedentes del cuerpo 

humano, y supeditó en general, la exención de responsabilidad por riesgos de desarrollo a la 
obligación de seguimiento por parte del productor con el resultado de una resolución por 
parte del TJCE rechazando la solución francesa en este punto.Tal rcsolución del Tribunal, ha 

sido objeto fuertes de Ct~ticas, desde que, si bien se puede optar por la exención de los riesgDS 
de desarrollo, ello no debc impedir la aplicación del derecho común en los casos de 
incumplimiento del deber de cuidado, que supone la vigilancia, información y posible retirada 

dei producto, que cs en definitiva una obligación de seguimiento. 

Respecto a esta defensa, la Comisión de la Comunidad Europea, estimó que la 
"Consumer Protection .Act" de Gran Bretafía, vigente desde el1 de marzo de 1998, no se 
ajustaba alo dispuesto porei articulo 7 c) de la Directíva 85/374/ CE, que exime al productor 

de tal responsabilidad por los riesgos de desarrollo. FJ Tribw1al de Justicia de las Comunidades 
Europcas, resolvió el recurso cn la Sentencia dcl 29 de I\1ayo de 1997, rechazando las 
pretensiones de la Comisión con costas. La sentencia concreta el alcance de la rcferencia de la 

Directiva, al estado de conocim1entos científicos (aspecto teórico) y técnicos (aspecto práctíco), 
en un triple sentido: objetividad, máximo grado dcl conocimiento (su nivel más avanzado) 
y accesibilidad de los mismos. 

Esta ultima cuestión de la accesibilidad de los conocimientos científicos y técnicos, 
signados por un criterio de objetividad, constituyen un parâmetro importante marcado por 

el Tribunal de.Justicia. De este modo, el estado de conocimientos accesibles, "debe comprender 
todos los datos integrados cn el servi cio de información de la comunidad científica en su 
conjunto, teniendo en cuenta, según un cáterio de racionalídad, las concretas posibilidades 
de circulación de las informaciones". 

Es de suma importancia, considerar las consecuencias que en la UE ha producido la 

suprcsión de la excepción en los Estados micmbros que lo hicieron. 
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En el Primer inf01me sobre la aplicación de la Directiva, conocido como el Infonne 

Hodge, de acuerdo con las prcvisiones dcl artículo 15 de la Directiva concluyc, gue ninguna 
empresa ha observado una aumento total de demandas en ma teria de responsabilidad por 
productos defectuosos imputable a la Directiva; y por lo que respccta a los costes de seguro, 
no se ha constatado ningún aumento signifiCativo, no pudiéndose imputar a la Directiva 
ningún incremento de los costes de producción. 

Por su parte, en el Segundo Infom1e de la Comisión de las Comunidades, late la idea 

mayoritaria, de que dicha causa de exención deberia desaparecer o al menos limítarse de 
manera drástica, siendo necesaria la creación de un fondo para indemnizaciones, ya sea por 
empresas guc crean el riesgo, o por los Estados miembros. La idea de la suprcsión de la 
excepción o al menos que las víctimas de tales riesgos sean compensadas por un sistema de 
seguridad social, aparece cn alguna propuesta doctrinaria como la mejor solución. El dialogo 
siguc abierto, y habrá que aguardar tmnuevo informe acerca de la aplicación de la Directiva en 
este punto. 

2.4.3. Ellímite global a la reparación de drulos personales. 

La Directiva introduce la opción a disposición de los Estados micmbros, de adaptar 
tm límite global a la rcparación de daiíos personales.Sin duda, fue uno de los temas más 
discutidos en el proceso de elaboración de la Dircctiva y se vincula a dos aspectos: la introducción 
de la responsabilidad objetiva y la propuesta en materia de riesgos de desarrollo. 

Es preciso aclarar que Portugal, _}Jemania Espaüa y Grecia hicieron uso de esa 
limitación. Los restantes países, no introdujeron límites financieros: Reino Unido, Italia, 
Dinamarca, Países Bajos, Bélgica, Irlanda, /\.ustria, Luxemburgo, Finlandía, Suecia. 

Respccto a los Estados que hicieron uso de esta opción, JIMÉNEZ LIÉBANA 
pone de mrulifiesto los problemas interpretativos que genera la norma comtu1itaria a saber: 
"si afectan, al mismo producto en toda la comunidad o sólo en un Estado miembro; si a 
cada fabricante o al conjunto de los fabricantes de un mismo producto. También origina 
dificultades, la aplicación en cl caso de que las demandas no sean simultâneas y se supere el 
límite de responsabilidad, puesto que las Direct:iva no alude al modo de reparto; cuestión 
que se rcmite a las legislaciones nacionales. No faltan, incluso, planteamientos sobre si el 
límite deberia ser el mismo en todos los Estados o, por el contrario, seria deseable uno 
distinto, lo que deberia contemplar la diversa situación de los distintos Estados, en cuanto al 
nível de vida, mayor o menor circulación de productos y cantidad de población, ya gue, 
especialmente estas dos últimos aspectos, detenninan un mayor o menor potencial de 
siniestralidad''. 

En este punto, pueden surgir problemas interpretativos, como la determinación del 
significado de "artículos idénticos que presenten el mismo defecto". En general, Pi\Rfu'\ 
LUC.r\N propone que, en beneficio de los intereses de los consumidores, cllímite global se 
fije por productor y por series de producción que tenganla mism.a deficiencia, aunque tal 
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determinación dependerá de los Estados nacionales. Ahora bien, si el mismo producto es 
fabricado o importado por distintos sujetos, la valoración debería ser independiente para 
cada uno de ellos. 

Otro problema que se puede generar, es que sucede cuando ellímitc es alcanzado, con 
las dematldas posteriores. La ley alemana soluciona el supuesto de demandas simultâneas, 
"si el resarcimiento debido a una pluralidad de daiiados supera el importe máximo.las 
prcstaciones individuales se reducirfln en una proporción igual a la relación entre el valor total 
y el importe máximo''; sin perjuicio de acudir a las regias generales para reclamar la diferencia, 

asegurando el trato igualitario a todas las victimas. La ley portuguesa soluciona el problema 
de las demandas sucesivas, estableciendo que ''El juez puedc fijaruna reparación de importe 
provisional a cada uno de los lesionados, teniendo en cuenta la eventualidad que las nuevas 

lesiones causadas por elmismo hecho pudieran ser deducidas en juicio". 

Otro interrogantc importante es si ellimite se considera cn cl foro o también las 
demandas en el extranjero. 

2.5. Las víctimas legitimadas para reclamary los daiios indemnizables. 

A diferencia dei Convenio del Consejo de Europa, que únicamente somete al régimen 
las lcsiones corporales o los daiios con resultado de mucrte, la protección de la Directiva 

comprende tanto los daiíos corporales como los daiíos materiales. 

La Directiva protege de igual modo, a quien adquiere nn producto que causa el dru1o, 
como a quien sin haberlo adquirido lo utiliza; por lo que a aplicación del régimen prevl.sto en 
la misma, es independiente de la calificación de la acción. Con ello, se concede un trato 

igualitario a las víctimas y garantia de seguridad jurídica. 

i'! o obstrulte la calificación que la doctrina mantiene respecto a la naruraleza de la 
responsabilidad de la directiva, es indudablemente de carácter extracontracrual. 

Respecto a las víctimas legitimadas, la directiva no limita la posibilidad de reclamar 
reparación a las personas que usan o consumen el producto, sean adquirentes o no, sino que 

incluye cualquier persona física que sufra nn dafio aunque se a por casualidad, sin haber usado, 
adquirido o consumido cl producto: los bystanders del derecho anglosajón. 

Respecto a los profcsionales, podriru1 ser legitimados activos de acucrdo con la directiva, 
en razón de que la misma no se limita a los daiios relacionados con el consumo, desde que el 
articulo 2° equipara el concepto de producto al bien mueble, e incluye, por consiguicnte, los 
bienes de producción. BERCOVITZ p1antea 1a posibilidad de gue cmpresarios individuales, 
trabajadores, o terceras personas, sufran drulos por defectos en productos utilizados en procesos 

productivosRespecto a las personas juddicas, estas podrian ser consumidores en sentido estticto, 
con respecto al producto defecruoso causante del datlo, s.i no se dcdicru1 principalmente a una 
actividad empresarial (asociaciones y fundaciones). La cuestión versa, sobre la interpretación de 
la exigcncia del artículo 9° de los términos "uso o consumo privados": si se lo interpreta como 
constuno individual de cada persona, se encuentran fuera de la mi;;ma el consumo público y el 
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colectivo y no existiria margen para la indemnización de dru1os y perjuicios de una persona 

jurídica; por el contrario, si se lo interpreta en el sentido, de que se han querido rechazar la 
reparación de los daõ.os sufridos por cosas que se utilizan profesionalmcnte, integradas en 
procesos de producción, distribución o de prestación de servicios, entonces no habrá 
inconvenientes de incluir entre los petiudicados a la pcrsonas juríd.icas. 

En cuanto a los daiios cubiertos, hm1 sido establccidos en el artículo 9° de la Directiva: 

"Los dafios causados por muerte o lesiones cmvorales" (apartado a)) y "Los daiíos causados 
a una cosa o la destmcción de wm cosa, gue no sea el propio producto defectuoso" (apartado 
b)). Asimismo cn su parte final, establece que "Este artículo no obstará a las disposiciones 
nacionales relativas a los dai1os inmateriales".En primer lugar, se encuentran los daiios 
personales, esto es, "los daiios causados por muerte o lesiones corporales". Todas las 
cuestiones de delimitación y concreción de tales drulos, las formas de reparación, c incluso la 
determinación de las pcrsonas con derecho a indemnización, deberán resolverse atendiendo 
a cada Derecho Nacional. 

No obstante ello, BERCO\liTZ opina que "lesiones corporales" comprenden todo 
tipo de pérdida transitaria o definitiva de la salud, debiendo entenderse de la mtmera más 
amplia, ya que una interprctación estricta dejaría sin protección de la directiva la mayor parte 
de los casos de lcsión del derecho a la salud derivada dei consumo de productos defectuosos. 
En este sentido, se puede consultarei Informe de UNCTTRAL de 12 de abril de 1977, que da 
cuenta, que las dificultades de estas categorias de intereses protegldos, se refieren a la cuantia 
de la indemniz:ación, los tipos de daDos indemniz:ablcs y, especialmente en el caso de muerte, 
las personas con derecho a reclamar. 

El Tribunal de Justicia tuvo ocasión de expedirse respecto a este tema, en la causa 
"Veefald" que, a instru1cia dei Tribunal Danés, se planteo la siguiente cuestión: 

(lmponc el Derecho Comunitario exigeJlCÍas aplicables a la delimitación por los 
Estados miembros de las expresiones daiios causados por muerte o lesiones corponJes y 
daiíos causados a una cosa o la destmcción de una cosa, contenidas en el articulo 9 de la 
Dircctiva 85/374/CE.o pueden los distintos estados miembros decidir libremcnte lo que 
debe entenderse por drulos causados por muerte o lesiones corporales y drulos causados a 
una cosa o la destmcción de una cosa? 

El Tribunal considera, que si bien la Directiva no defmc el término "daõ.os", pero que 
en todo caso, se deben cubrir los dru1os causados por mucrte y lesiones corporales y los 
drulos causados a una cosa o la destrucción de t.ma cosa, conlas limitaciones que se establecen 
en este último el articulo 9° de la Directiva, importe superior a 500 Euros y bien de uso 
privado y utilizado como tal por el suje to daiíado. De tal manera, y con excepción dd daiio 
moral, cuya reparación depende exclusivamente de los derechos nacionalcs, se dcbc garruTtizar 
una indemnización adecuada y total a las víctimas de un producto defectuoso por estas dos 
categorias de daiíos, sin que las normas nacionales puedan menoscabar Ja eficacia de la 
Dircctiva, y con cl dcber dei tribunal nacional de intetpretar cl derecho nacional, ala luz y tenor 
de la finalidad de la Directiva. 
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En cuanto a la cobcrh1ra brindada por la Directiva respecto a los dru.1os materiales, 
corresponde a la tutela de los intereses econômicos del consumidor. El artículo 9° de la 
Direct:ivahabla de "Los daiíos causados a una cosa o la destrucción de una cosa, que no se a 
el propio producto defectuoso". 

Ahora bien, cl artículo 9° impone una doble cxigencia para delimitar las cosas 
protegidas por la Directiva: I) que sean de las que normalmente se destinan altL'iO o consumo 
privados; I I) el pcrjud.icado la haya utilizado principalmente para su uso o consumo privados. 

Como se puede observar, en rclación alas cosas, deben ser normalmente destinadas 
al uso o consumo privados (requisito objetivo), es decir, individual de cada persona, y 
deberán haber sido utilizadas por la victima, principaJmente para su uso o consumo privados. 

En tal sentido, la palabra principal, no impide que e] perjudicado también use la cosa 
para su comercio o profesión, como es el caso de las viviendas. Lo que será valorado de 
acuerdo con las circunstancias del caso. 

Esta doble exigencia, se refiere no al producto defec1uoso sino a otras cosas que 
experimenten dru1os; y además, no limita respecto a los sujetos protegidos en ftmción de la 
actividad (profesional o consumo privado) ni tampoco los productos que puedan causar 
daiío. Por lo que se puede concluir, que lo que protege la directiva, son las cosas de consumo 
privado. La razón de esta l.imitación es evitar cl cxces.ivo m~unero de litigios. 

No obstante, esta distinción entre bienes de uso privado y de uso profesional, ha 
sido objeto de críticas, por lo inequitativa, y las dificultades, que por otra parte, pueden 
resultar de la misma frente a la casuística. 

En cuanto a los daiíos comprendidos en el texto de la Directiva, surge cl interrogante 
si comprende ellucro cesante. La respuesta debcría ser negativa, si tcnemos en cuenta que 
dificilmente pueda existir tal rubro, cuando la cosa es ajena a una activ-1dad profcsional o 
empresarial. No obstante, al no estar excluído por la Directiva, su reconocimiento dependerá 
de los derechos nacionales. Respecto a los dru1os causados a bienes comerciales, El Tribunal 
de Justicia de laCE, Sala Quinta, tuvo ocasión de pronunciarse el25 de abril de 2002 en la 
causa "Comisión c/ Francia" A. C- 52/00, en el gue cuestionó lanonna del articulo 1386-2 
CC, que no contenía la frrulquicia de 500 euros y no excluía los dru1os a bienes comercialcs. 
Respecto a la no exclusión de bienes comerciales, la sentencia justifica el tratamiento diferenciado 
de la directiva, sosteniendo que esta última, no viola el prinópio de igualdad de trato desde 
que "efectuar una distinción cn función de la naturaleza e importe del daiío sufrido está 
objetivamente justificada".Respecto ala Franquicia de 500 euros, no de jade generar algunos 
interrogantes de sumaimportancia. En primer lugar, la misma fue establecida con la finahdad 
de evitar un excesivo número de litigios. 

En este sentido, lo que se propone, es evitar la acumulación de acciones de escaso 
montru1te y sin beneficio sustancial para las víctimas pero que sumadas, podrírul ser costosas 
para cl produ c to r. Fero con bienlo expresa JIMÉNEZ LIÉBAN_l\, lo que es un beneficio 
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para cl productor, no lo es para el consmnidor y con mayor ra%Ón, si se mira esta contradícción 

gue supone, con todas las actuaciones de la UE tendiente a facilitar el ingreso de los 
consumidores a la justicia. 

El problema que surge a partir de la mísma, es que pucde ser vista de dos maneras 
diferentes: a) como "presupuesto o condición de la acción" que permite a1 perjudicado 
plante ar la acción cuando supere d:icha cuantía; o, b) como una verdadera franquicia deducible, 

esto es, cuando sus darios sean superiores habrá que deducir la cantidad de 500 Euros. 

La parte de la doctrina pensó que la directiva hacía referencia a una franguicia simplc, 
aunque en su mayoria :v a raí:-: de tma interpretación literal y finalista dcl texto, se concluye que 
se trata de una verdadera franguicia, deducible de la cuenta indemnizatoria. 

También genera problemas la interpretación de la fGmquicia, si debe considerarse 
respecto a los bienes individualmente~ lo que rcpresentarít~tma interpretación excesivamente 
restrictiva- o si se debe tener en cuenta la totalidad de los daiios materiales sufridos por el 
perjudicado; es decir, la suma to ria de todos los daiios causados a distintas cosas. Esta últll11a 
solución parece la más acogida por los autores, como la más :razonable. 

Respecto los daiios inmatcriales, la Directiva remi te a las legislaciones nacionales. 
Esta remisión ha gencrado dos interprctaciones diferentes: 

a) Si el Derecho nacional contempla la reparación dei daiío moral, el damnificado 
obtendria la reparación con arreglo al régimen especial de la responsabilidad del fabricante ; b) 
Se excluye la reparación dei daiio moral dcl régimen especial de rcsponsabilidad del fabricante, 
confiándose cn el régimen general. No obstante ello, algunas legislaciones los incorporan en 
forma expresa, de acuerdo con la primem forma de interpretación. 

2.6. La prueba de la relación causal. 

El articulo 4° la Directivaestablece: ''El perjudicado deberá pro bar el daiío, el defecto 
y la relación causal entxe el defecto y el daiio". 

Esta cuesrión de la prucba a aportar por el perjudicado, ha sido una de las cuesriones 
más debatidas por la doctrina, ante la inadccuación de las regias generales. Ello hamotivado la 

conocida doctrina jurisprudencial que, sirviéndose de mecanismos procesales, ha llegado a 
transf01mar el sistema de responsabilidad civil contenido en e] Código Gvil para proteger ala 
víctima del daô.o. Si bien la Directiva cstablece una responsabilidad no basada enla culpa, sino 
en la presencia de nn defecto, la carga de la prueba del. defecto y de la rclación causal, supone que 
la simple implicación de un producto en el daiío no acarree la responsabilidad del fabricante. 

O csa, que la Directiva coloca la carga de la prueba de estas extremos sobre h ,,-fctima. 
Conlo que no basta la prueba de que el producto era defectuoso, sino que debe pro bar la 
relación casual entre el defecto y el datlo, quedando relevada la prueba de la relación causal 
entre el defecto y la acti.vidad dei demandado. 
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En cl Segundo i11fonnc de la Comisión sobre la aplicación de la Directiva, se evaluaron 
algunas posibilidades para subsanar las dificultades técnicas cn ordena la pmeba de la relación 

causal entxe el defecto y el drulo donde se ensayaron alguna'> propucstas: 1) prcvertma prcsunción 
del nexo causal sicmpre que la víctima demuestre el daiio y el defecto o Wla prcsunción dei 
dcfecto si la víctima acredita la existenciade tm dafío que res·ulte de un producto; 2) fijar el nível 
de prueba bast<Ulte de los tres elementos requeridos; 3) obl.igar al productor a facilitar toda 
documentación e información útiles para que la víctima culmine su actividad probatoria; 
4) cstablccer el pago de gastos periciales a cargo dcl productor. ~o obstante, la Comisión no 
tomá ninguna orientación, mantcnicndo el régimen probatorio actual. 

2.7. La intenupción dei nexo causal. 

L,a Dircctiva en el artículo 8° dctcnnina las causas que intermmpen la relación causal. y 
las que no. Se examinarán a continuación. 

2.7.1. La intervención de llll tercero. 

En el artículo 8.1 de la Directiva establece: "Sin perjuicio de las disposiciones del 
Derccho In temo relativas al Derecho a repetir, la responsabilidad dei productor no chsnúnuirá 

cuando el daiio haya sido causado conjuntamente por un defecto en el producto y por la 
intervención de· un tcrcero." 

El considerando 8° de la Dircctiva, dicc: "La protección del consumidor requicre que 
la responsabilidad del productor no se vea afectada por las acciones u omisiones de otras 

personas que hayan contribuído a causar el daõ.o". 

La contribución de un tercero en la producción dcl daiio, no produce efectos de 
disminuir la responsabilidad del productor; no así cmmdo el daõ.o se debe a la actividad 
exclusiva del tercero. 

El problema que se genera, es la defínic1ón de "terceros", que dependerá de los 
derechos nacionales al trasponer la directiva. El interrogante que surge es, si el artículo 8.1 de 
la Directiva, se aphca cuando el tercero gue concurre ala causación dcl dafío es un miembro de 

la cadcna de producción o distribución comercial del producto, pero que de acuerdo con el 
artículo 3° de la Directiva, no cs rcsponsable. 

:;:\lo obstante, el concepto ajeneidad en la causación dei daõ.o dei tercero, puede llegar 
a considerarse tal- aún cuando existan relaciones jurídicas entre ellos- que seria el caso del 

vendedor-que almacc.na inadccuadamentc. la mercadería, y que genera la responsabilidad 
conjunta del fabricante y del tercero, vendedor. Casos especiales de intervención con efectos 
de reducción o supresión de la responsabilidad del fabriumte, cones la hipótesis de daiios 

causados a las cosas, el hecho de quien la detente, es asimilado al perjudicado, y alt,JU:IlOS 
paises, tJ incorponu: la Directiva le dieron tal efecto. 

El dcrecho a repetir la parte que le corresponda por la intervención conjunta del 
tercero en el daiío, de acuerdo con las normas nacionales, es una disposición razonable y 
surgirá de las relaciones que e:};:istan entre el productor y cse tercero. 
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2.7.2. La culpa dei perjudicado y de las personas por las que cl rnismo sea responsable. 

El artículo 8.2 de la Dircctiva establece: ''La responsabilidad dei productor podrá 
reducirsc o anularsc, considerando todas las circunstancias, cuando el dai1o sea causado 
conjuntamente por un defccto dei producto y por culpa dei perjudicado o de una pcrsona 
por la que el perjudicado sea responsable". 

Se ha cucstionado, en el sistema de responsabilidad por cl producto en USA, la 
razonabilidad de la contributory negligcnce como una defensa frente a la strict liability. 

No obstante cllo, en los Considenmdos de la Directiva se justifica en la necesidad de "un 

justo rep;uto de riesgos entre el pcrjudicado y el productor" El retomo ala culpa dcl petiudicado 

lo es para dete1minar la relación causal entre el dai'io y la culpa de la victllnao el riesgo creado por 

ella, a los fines de fijar la cuantia de la indcnmización, pues no parece razonable que el productor 

deba reparar los daí'ios causados por la propia conclue ta de la víctima. 

Por lo que la responsabilidad del productor se excluiria, cuando la actuación de la 

v.íctima haya internunpido el nexo causal entre el defecto de] producto y el dru.1o, de modo 

que és te se a resultado exclusivo de la conducta culpable de la víctima. 

Naturalmente que ello dependerá de la evaluación de las circunstru.Kias que se presentcn, 

pera desde ya, es preciso tener en cuenta: 

-que los dru.1os se producen y faciJitan con el uso o consum.o al que esté destinado el 

pmducto por parte dei perjudicado, por lo que, tal conducta del mismo, no podria tenerse en 

cuenta a esos efcctos; 

-si el defecto se debe a una falta de instrucciones o de dispositivos, el comportamiento 

del. perjudicado no tendrá incidencia para suplir esa falta del productor. 

-la conducta del perjudicado debe haber introducido un factor ru.1adido de anomalia 

en el evento dru.'íoso. 

-los usos anormales previsibles deben te.11.ersc en cuenta (disetl.o, información); y ello 

supone que se ha de contar con el espectro de consumidores a que es destinado el producto, 

por ejemplo los menores. 

Respecto a la culpa por las personas que el perjudicado sea rcsponsable, cubre 

básicamcnte la actuación de terceras personas las que se encuentran unjdas al perjudicado con 

vínculos familiares, contractuales o asimilados, que según el derecho nacional estén bajo 

responsabilídad de aquellas. El fundamento de la norma, es evitar que cl fabricante tenga que 

repetir, situación que se produce si fuesen tratados como terceros. 

2.7.3. La fuerzamayor. 

La fuerzamayor no está contemplada en esta norma de la Directiva, pera este hecho 

no podría interprctarse como irrelevante para una concurrencia o exclusión de la 

responsabilidad dei productor, que scría determinada por los Derechos nacionales. 
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2.8. Causa de exoneración de la responsabilidad del productor 

El artículo 7° de la Directiva cstablece: "En la aplicación de la presente Directiva, el 

productor no será responsable si prueba: 

a) que no h a puesto en circulación el producto; 

b) o que, teniendo en cucnta las ciromstancias, sca probable que cl defccto gue causá 
el daiío no existiera en el momento que él puso el producto en circulacíón que este defccto 

apareciera más tarde; 

c) o que él no fabricá el producto para vendcrlo o distribuirlo en alguna forma con 
fines econômicos; y que no lo fabricá distribuyó en el ámbito de su actividad profesional; 

d) o que el defecto se debe a que el producto se ajusta a normas imperativas dictadas 

por los poderes públicos; 

e) o que,en elmomcnto en que el pro dueto fuepuesto en circulación, el estado de los 
conocimicntos científicos o técnicos no permitia descubrir la existencia dei defecto; 

"0 o que, en el caso del fabricante de la parte integrante, el defecto sea imputable al 
diseiío dei producto a que se ha incorporado o a las instrucciones dadas por el fabricante del 

producto. 

Se trata, sin duda, de la causas de exoneración de responsabilidad del productor y dei 
importador, sobre quienes recae la carga de la pmeba de esas causas. 

2.8.1. No poner en circulación el producto. 

La Directiva no define cuando se pone en circulación un producto, lo gue suscita 
algunos problemas .interpretativos : 

a) puede entenderse como la ínset"Ción o la entrega enla red de chstribución; para ello 

requiere un acto voluntario, que represente la pérdida de control por parte del fabricante 
produciéndose su renuncia por la entrega a otra persona. El productor, entonces, podrá 
eximirse si demuestra gue fue introducido por una persona distinta, sin su aquiescencia, por 

ejemplo un rabo o la entrega, no para su comercialización (empresa encargada de homologdr 
o verificar tm producto no acabado). 

2.8.2. Inexistencia del defecto al momento de colocarlo en circulación. 

Se trata de un criterio de imputación de la responsabilidad dei fabricante o importador, 
ya gue si estas respondeu del defecto del producto que ponen en circulación, es lógico que no 
respondan si el defecto no le es imputable, puesto que és te surge con posterioridad (por ser 
atribuible a] vendedor o suministrador). 

La norma alude a las ''circunstancias'', lo que implica la cons:idcrac:ión de las clases de 

productos y la naturaleza de los defectos, el tiempo ttanscurrido desde la puesta en circulación 
y el momento en que se produce el dru1o. 
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2.8.3. Producto no fabricado o importado en el marco de una actividad profesion:::Jl o 

empresarial. 

Las exigencias de la Directiva son: a) no fabricar el producto para la venta o distribución 

confines econômicos; b) que la fabricación, el suministro o distribución no se realice en cl 
âmbito de su actividad profesional. Estas son dos exigencias de la Dircctiva para exonerar de 

responsabilidad al productor. 

Respecto a la actuación en el marco de una actividad profesional, se justifica en razón 

de que cl cmpresario al actuar como profesional frente al constmúdor, manifiesta la situación 

de desigualdad. Por otra parte, este carácter profesional de la actuación, contribuye a la seguridad 

esperada por cl consumidor. 

No basta el carácter profesional, sino tarnbién los fines econômicos de la fabricaciôn, 
venta o distribución, como es cl caso dei empresario que fabrica un producto sin fines 
econômicos, esta es, para consumo personal o familiar o para ser cedido gratuitamente a los 
am1gos. 

Por otra parte, se podrían presentar casos en los que existen dudas sobre la 
responsabilidad dcl productor, que serían aquellos los que exista finalidad econômica, pera 
no son fabricados en el marco del ejercicio o actividad empresaxial, como por ejcmplo el ama 
de casa que nos vende ocasionalmente un producto, o el amigo que nos vende un producto 
que ha construido artesanalmcnte, discrepando la doctrina acerca de la responsabihdad del 
productor bajo la Dirccriva en los distintos casos. 

Se debe recordar en este punto cl caso ''Vcefald" donde se sostuvo que el hecho de la 
prcstación- que incluye el producto defcchtaso- se haga cargo con fondos públicos, na priva 
a la fabricación dei producto de su "carácter econômico y profesional". 

2.8.4. Defecto debido al cumplimiento de normas imperativasestablecidas por las 
fCf,JUlaciones impuestas por las autoridades públicas. 

Para algunos, se trata de una "causa de justi:ficación", que legitima los dru1os causados 
por el defecto debido al cumplimiento de las mismas, mientras que para otros de un supuesta 
de inexistencia del nexo causal por el hecho del prÚKipe. 

No se encuentran comprendidas en la norma, los requisitos técnicos, normas 
elaboradas por centros privados de normalización, certificados de calidad o n01mas de 
homologación.No deben dar ningún margen de actuaciôn a la voluntad dei productar, por 
lo que, no podría cxonerarse de responsabilidad invocru1do cl cumplimiento de estándares 
mínimos de seguridad, pues ello no impide, respeta.ndo dichos estándares mínimos, adaptar 
los medios para evitar el defecto. 

2.8.5. El Estado de los conocimicntos cientificas y tecnológicos. Rem.isión. 

Esta causa de cxoneración ha sido tratada enlas defensas opcionales. 
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2.8.6. Causa de exoneración del fabricante o importador de parte integranle. 

Se trata de una simple aphcación del principio a tenor dei cual, el productor no es 
rcsponsable del defecto que no existía en el momento en que el producto ha sido puesto en 
circulación y opera en dos casos, en que el fabricmlte o importador del producto final, son 
responsables por u11 defecto imputable a ellos : a) en el primer caso, lo cs por la concepción 
final de] producto, al que se ha incorporado cl componente o tn(lteria prima no defectuoso Ct;J­

sí m.:ismo y en cl momento en que fue puesto en circulación; b) en cl segundo caso, e1 dcfecto 
de la parte componente o ma terias primas, proviene del cumplimiento de las instmcciones 
dadas por el productm final o cl importador dei producto acabado al que se incorpora. 

2.8.7. Algunos problemas prácticos: la documentación. 

Se debc destacar, la importancia que cobra la documcntación a conservar por los 
suje tos responsables a la luz de la Directiva. Así, por ejcmplo, los productores finales deben 
conservar los números de scrie de los productos y las constancias de entrega. 

A.simismo, para el productor de materia prima, es de vital importancia la 
documentación sobre el proceso de fabricación, controles de seguridad, lo que puede generar 
impottantes problemas prácticos. Será pteciso que conserve el número de serie y remi to de 
cada uno de los insumos que entregue ru_ productor final; y en el caso, por cjemplo, de bienes 
de esc as o valor, como tomillos o remaches, no existe relación entre la cuantía econômica y 
técnica y el valor de cada uno de esos productos de mas a. 

Para el fabricante aparente, cl importador, y el suministrador los controles debc11 
quedar documentados. 

Un pequeiio comerciante puede verse obligado a tencrdocumentación similar aladel 
productor de bienes industriales, desde que pesa sobre cl mismo la carga de informar en 
íicmpo razonable la identidad del productor en ordena a su liberación de la rcsponsabilidad 
objetiva. Elno fabricó el producto, ni disponc de conocimientos acerca de planificación, 
consttucción y fabricación. No será fácil, de no tenerlos a disposición a disposición, defendersc 
de su rcsponsabilidad: la prueba es, en cierto modo, más difícil que para el productor final. 

2.8.8. La opción de los Estados miembros. 

El articulo 15 de la Directiva, establcce la posibilid.ad de opción para responsabilizar 
al prod.uctor por los riesgos de desarrollo y un pmcedimiento a seguir por los Estados 
miembros para ese caso; asimísmo, establece gue la Comisíón debe informar, diez aiios 
después de 1a noti&cación de la directiva acerca de incidencia en la protección del consumidor 
y el funcionamiento del mercado interior, de la aplicación hecha por los tribunales de la letra 
e) dcl articulo 7 y la letra h) dei apartado 1 de] artículo 15. 

2.9. La limitación en el tiempo de la reparación. 

2.9.1. Exrinción de la reparación. 
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El articulo 11 de la directiva cstablece: "Los Estados miembros dispondrán en sus 
legislaciones que los derecho conferidos al perjudicado cn aphcación de la presente Directiva 

se extinguirán transcurridos el plazo de diez aiios a partir de la fecha en que e1 productor 
hubiera puesto e11 circulación el producto mismo que causó el dafío, ano ser que el perjudicado 
hubiera ejercitado una acción judicial contra cl productor''.Se ha sostenido, que este plazo de 
extinción opera como un plazo de caducidad. Fero no cs una caracterización dcl todo 
satisfactoria, en razón de que, para que opere la caducidad como extinción de derechos, es 
preciso que és tos hayan nacido, esto es, que los darlos se produzcan durante esc término y no 

después, por lo que, una explicación más convincente, es que se 1Tata de un pla.zo para el 
ejercicio de la acción. 

También h a sido objeto de algunas criticas, por no ser del todo justificado algunos 

casos y hasta arbitraria. 

El comienzo dei plazo, es la fecha de puesta en circulación del producto. 

Esta gcnera algunos interrogantes que se deben despejar: 

-c::: La Directiva refiere al producto defectuoso concreto o a los productos de la misma 
scrie? JTMÚNEZ LIÚBANA sostiene, que es la fecha de puesta en circulación del producto 

concreto que causó el daõ.o y la carga de la prueba rccae, sobre guienes pretenden que se vea 
extinguida su rcsponsabilidad. 

- La fecha de la pucsta en circulación, c_cs para el fabricante o también para otros 
sujetos responsables, como el suministrador?: es razonable la opinión que la puesta en 

circulación debe detenninarse en relación a cada sujcto responsablc. 

Estas distintos momentos, a partir dei cual comienza el plazo de diez ailos, genera 

algunos problemas, según quien sea cl sujeto responsable. 

El productor dcl producto acabado no genera mayorcs problemas, aunquc sí los 
puede gencrar el productor de una pt~rte componente o materia prima. 

La fecha de puesta en circulación pucde ser distinta y puede ser mayor de los diez 
afí.os, por lo que el perjudicado puede dirigirse contrael productor final dei producto, que no 

puede eximirse de responsabilidad demostrando que el defecto está enla parte componente 

o ma teria prima. 

Respecto a la responsabihdad dei importador, la puesta en circulación coincidirá con 

la integración de los mismos en la red de distribución. 

En cuanto a la puesta en circulación del fabricante aparente, al no tratarse de una 

fabricante real, puede existir un desfase, entre la puesta en circulación del fabricante y de tales 
suje tos que colocan el signo distintivo cn el producto o en su envase, pero siempre va a ser 

relevante esta última circunstancia. 

r\nálogas consideracioncs valen para los suministradores, que son responsables en 
forma subsidüu"'ia, pero si la v'Íctima dirige su acción contra cllos, si este comunica elnombre 
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dei fabricante o dcl importador y estas no respondan si'pmeban que ha transcurrido más de 
diez atlas desde su puesta en circulación 

2.9.2. Prescripción de la acción de reparación 

El artículo 10 de laDirecrivaestablece: ''1. Los Estados miembros dispondrán en sus 

legislaciones que la acción de rcsarcimiento prevista e11la Directiva para reparardatlos, prescribirá 
en el plazo de tres aiíos a partir de la fecha en que el demandante tuvo, o debería haber tenido, 
conocimiento del daiio, dei defecto y de la identidad del productor'"'2. Las disposiciones de 

los Estados micmbros que regulen la suspensión o la interrupción de la prescripción no se 
vcrán afectadas en la presente Directiva". 

El establecimiento de un plazo uniforme de prescripción ha sido justiftcado como 

un beneficio tanto del pe~udicado como dei productor, en razón de la diversidad de plazos 
existentes y la distinción en función de la naturaleza contractual o extracontractual de la 
responsabilidad civil, operando como un plazo único cual.quiera sea la fuente de la 
responsabilidad. 

El inicio dei plazo la Directiva establece el conocimiento por parte del perjudicado del 
dru1o, dei defecto y la idcntidad dei responsable. 

Este requisito subjetivo ncccsario, para el conocimiento por parte dcl perjudicado 

que la acción ha nacido, es razonable desde que cstos extremos deben ser probados por el 
mismo para responsabilizar al productor. Este criterio deve matizado por el hecho de que, 
aún cuando la victima no los conozca, puede considerarse su negligencia, cn razón de que 
"deberia haber tenido conocimiento" de talcs extremos. 

Respecto ala suspensión e interrupción de la prescripción, sus causas efectos, se rigen 
por los derechos nacionales, con lo que puede suponerse que en la práctica, el plazo para el 
ejercicio de las acciones no será 1miforme. 

3. LA DIRECTIVA eES ARMONIZADORA O UNIFICADORA? 

3.1. No es una Directiva de mínimos 

La Directiva no cs más favorable al consumidor que la legislación de algunos de los 
países miembros. H a sostenido RUIZ IvfUNOZ "que se está ante una mater:ia muy concreta 

con especial repercusión sobre aspectos vitales de laCE ~1oy UE), la seguridad y reparación 
de darios a los ciudadanos europeos, la preservación de los niveles de competencia deseable 
y la facilitación de la libre circulación de mercaderías. Es de estamanera, a nuestro juicio como 

se explica una Directiva como la presente, más uniformizadora, que annonizadora''. 

El problema surge, en razón de gue la Directiva no establcce en forma cxpresa el 
carácter de "mínimos", con lo que impedirá a los Estados introduzcan disposiciones más 
severas en su régimen interno.El régimen de las Directi.vas de mínimos, es de gran importancia, 
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desde que permite a los Estados micmbros adaptar regias más exigentes y por lo común 
referidas al {unbito de protección de consumidores. No obstante ello, la presente D1rectiva, 
no es una directiva de mínimos, sino una armonización total o completa, en ordcn a que 
todas las legislaciones de los E-":stados micmbros, sea prácticrunente igual en todo el territorio. 

3.2. En tal sentido laley Fr:u1ecsan° 98-389, de 19 de mayo de 1998, introdujo varias 
preceptos cucstionados por la Comislón de las Comunidades Europeas que determiná la 
resolución favorable a los plantcos de la Comisión por parte del 'I]CE. En la causa "Comisión 

c/ Francia" AC-52/00, la sentenciadel25 de abril de 2002, decidió: 

"Declarar que la República Francia ha incumplido las obligaciones que les incumbe 
en virtud de los artículos 9,párrafo primero, letra b), 3, apartado 3 y7 de la Directiva 85/374/ 
CEE del Consejo, del25 de julio de 1985, relativa a la aprm,:imación de disposiciones legales, 

reglamentarias y administrativas de los Estados miembros en materia de rcsponsabilidad 
por daiios causados por productos defectuosos: -ai incluir en el artículo 1386-2 del Código 
Civil francês los da{ios inferiores a 500 euros; -ai considerar, en cl artículo 1.386-7 párrafo 

primero, del mismo Código, que el suministrador de produ c tos defectuosos, es responsable 
en todos los casos y por el mismo concepto que el productor, y -ai prever, en cl artículo 1.386-

12, párrafo segundo, de dicho Código, que cl productor debe probar que ha adaptado las 
medidas adecuadas para prevenir las consecuencias de. un producto defectuoso con objeto de 
poder acogerse a las causas de exención pre\TÍStas en el artículo 7, letra d) y e) de dicha 
Dircctiva". 

Es de sumo interés consultar los fundamentos dei gobierno de Francia y del'IJCE, 
donde en realidad, cl trasfondo del planteo, era si la Directiva era de mínimos o una 
annonización total. 

En tal sentido, 1] CE sostuvo en sus argumentos para el rechazo de la defensa del 
gobierno francês los siguientes argumentos: 

a) Respecto ala Franquicia de 500 euros, la Directiva 85/374 CEE fue resultado de un 

proccso complejo de ponderación entre diferentes intereses, exponiendo en sus Considerandos 
primero y novena, que dichos intereses persiguenmantener una competencia no falseada, 
facilit.ar los intercambios dentro dellvlcrcado C'..omún, proteger a los consumidores y garantizar 

una bucna administración de justicia. La elección cfectuada por ellegisladorcommUtario implica 
que, con el finde evitar tm número excesivo de litígios, las nonnas de responsabilidad establecidas 
enla Directiva no reconocen, cuando se trata de dru.los materiales de escasas importancia, la 

legitimación activa a los perjudicados de pmductos defectuosos, de modo que és tos debcn 
ejercitar sus accioncs, conformes a los regímenes de responsabilidad contractual o extracontractual 
previstos en el derecho común. Desde luego, que existen otros cauces para reclamar tales daiíos, 

por lo que no podría considerarse que viola cl principio de tutela judicial efectiva. 

Tampoco viola el principio de igualdad, desde que la distinción se produce en razón 
de la naturaleza c importe del drulo, por lo que está objetivamente justificado en función de 
los distintos regímenes de responsabilidad para los productorcs y perjudicados. Respccto a 
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la invocación del Orden Público por parte del Gobiemo francês, recuerda que reiterada 
jur:isprudencia que sostiene que, invocar las disposicioncs dcl ordenamiento jurídico in temo, 
para limitar el. alcance de las disposiciones del Derecho Comunitario supone mcnoscabar la 
unidad y eficacia de dicho derecho, lo que resulta inadmisible. 

Respecto al argumento dei Libro Verde de la Comisión de 1999, tal documento no 
puedc exinllr a los Estados de cumplir sus obligaciones normarivas aceptadas en el Tratado 
Constitutivo. 

b) Respecto a la eguiparación del suministrador al productor, cl párrafo primero del 
artículo 1386-7 del Code, equipara el suministrador a1 productor, a diferencia de lo que sucede 
con el artículo 3.3 de la Directiva, que establece la responsabilidad subsidiaria, cuando no 
pueda iclentificarse el pmductor. Rcchazó tal postura, sosteniendo que no se puede invocar 
en un recurso por incumplimiento la ilegalidad de una Dircctiva, cuyo incumplimiento le 
imputa precisamente la Comis.ión. Y e1 supuesto resultado equivalente, solo redunda en una 
multiplicación de acciones, encontra dei objetivo de la Directiva que es la acción directa frente 
al fabricante. 

c) Respecto a la carga de la prucba del productor, supcditaba a la obligación de 
scguimicnto por parte de este último, la posibilidad de exonerarse de responsabilidad prc·vista 
en los apartados d) y e) del artículo 7 de la Directiva 85/374. Esto implica, que el Derecho 
arrnonizado francês, exigia como condición de exoneración de responsabilidad dei productor 
que, "al d.etectarse el defecto adapte las medidas adecuadas para evitar sus consecuencias 
dmlosas". El 1JCE rechaza los argumentos del Gobicmo J-=i"rancés, sosteniendo que un 
documento como cl Libro Verde, destinado a suscitar y confrontar opiniones sobre posibles 
reformas an01mas europeas, no pucdc eximir a los Estados miembros de la Obligación de 
atenerse a las disposiciones comunitarias en vigor. Y respccto al otro argumento, lo rcchaza 
por modificar los requisitos para la aplicación de dicha exención. 

d) Respecto al carácter de Directiva de mínimos pretendido por el Gobierno de 
Francia, fundado enla disposición dei artículo 153 del Tratado constitutivo y en el hccho de 
que el término "dcrechos" utilizado en el articulo 13 de la Directiva, no se opone a la 
consecución de un nível nacional de protección más elevado. El recha..zo se fundó en el hecho 
de que los Estados miembros no t:ienen facultad para mantener o adaptar disposicioncs que 
se aparten de las n1.cdidas de a1monización comunitaria, mlad.iendo que no puede invocarse 
el artículo 153 del Tratado, por ser de fecha posterior a la Dircctiva para justificar una 
interpretación según la cual tiene por objeto w1a annonización rninima de Lt'l legislaciones de 
los Estados micmbros, que dcjaría a estos la posibilidad de conservar o adoptar medidas 
más estrictas que la medidas comunitarias. 

3.3. La ley 2251/94 sobre protccción de los consumidores de la República Helénica, 
que no incorporá al Derecho in temo, la Franquicia de 500 euros prevista por el artículo 9.1.b) 
de laDircctiva. Grccia pretendía que laDirectiva85/374/CEE era de "mínimos". El1JCE 
reproduce los argumentos de la causa "Comisión. c/Francia" y declara que la República 
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Helénica ha incumplido hs obligaciones que le incumben en virtud del articulo 9, párrafo 
primero, letra b), de la Direcriva 85/374/CEE dcl conseJO del25 de JUliO de 1895.al no habcr 
previsto en la ley nacional por la que se adapta al derecho interno a la citada Directiva la 
franquicia de 500 euros establecida en dicha disposición. 

3.4. En Espaiia, la ley 22/1994, de 6 de julio sobre responsabihdad por datlos 
causados por productos defecuwsos, que incorpora la Directiva 85/374/CEE, redujo o 
restringió los dcrechos del Códigu Civil y de laley 26/1984. E11]CE se pronunciacnla causa 
"Gonzálc" Sánchez" AC 183/00. 

Se trataba de una acción instaurada <mte un Juez de Ov.icdo. El actor había contraído 
hepatitis c: el establccimicnto mé.dico asistcncial de la demandada. El juez de Oviedo planteó 
la siguientc cuestión prejudicial:''~El articulo 13 de la Directiva 85/374/CEEdcl Consejo del 
25 de julio, relativa a la aproximación de de las disposiciones legales, reglamentarias y 
administrativas de los Estados miembros en materia de Responsabilidad por los Dafíos 
causados por Productos Defectuosos, debe interpretarse en el sentido de que impide que, a 
consecuencia de la transposición de la Directiva, se limiten o restrinjtu1los derechos que los 
consumidores tuvierrm reconocidos confom1e a la legislación dei Estado miembro?" 

El 1]CR argumenta, que no puede .invocarse cl mantenimiento de la leg1slación 
in tema para otorgar una mayor protección que la que dispensa la Directiva, en los siguientcs 
términos: "El artículo 13 de la Directiva.debe inteq)rctarse en el sentido de que los derechos 
de los pcrjudicados por los daiíos causados por productos defectuosos que tuvieren 
reconocidos conforme a la legislación de un Estado miembro, en virtud de un régimen 
general de responsabilidad que tenga el mismo fundtunento que cl establecido por esta 
Directiva, pucdcn verse limitados o restringidos como consecuencia de la adaptación dei 
ordenamiento jurídico interno de dicho Estado a lo dispuesto cn la mencionada Dircctiva". 

4, V ALORACIÓN CRÍTICA 

Respecto a la valoración crítica de estas resoluciones, se han sustenido en fonna 
contundente, las siguientes observaciones: 

"Llama poderosamente la atención, y cn esto el Tribunal de Justicia de las 
Comunidades Europeas ha optado por proteger más la unidad del mercado comunitario 
que los derechos de los consumidores y usuarios, que no pcnnita elevar el nível de protección 
de és tos en sus lcgislaciones internas más allá de lo que reconoce la Directiva 85/374/ CEE, 
cllo incluso contrachciendo el espíritu y casi la letra del propio Tratado constitutivo consolidado 
en su artículol53, criterio que supone, desde nucstro punto de vista, un mazazo a la que 
venía siendo muy positiva evolución del Dcrccho del consmno enla Comunidad E<'.uropea''. 

En general, también se ha sostenido, que d grado de armonización de la Directiva, es 
cxtrcmadamente limitado: 
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- Mientras impone responsabilidad sin culpa, la definición del producto defectuoso 
no es uniforme; como principal aspecto de la responsabilidad, especialmente el desarrollo 
tecnológ1co, deja a los Estados miembros la elección para admitir o no la defensa dcl "state 
of the art". 

-La dctcrminación de los daú.os, también se encuentra implícitamente sujeta a los 
derechos nacionales; y los Estados miembros cst{m expresan1ente autorizados a estable.ccr 
límitcs al montante total de los drulos. 

-La Directiva no conticne normas de conflicto de leyes, que refieran a su aplicabilidad 
u operarividad. 

Este último punto, trae como consecuencia, que las cuestioncs no unificadas, o las 
dcjadas a los derechos nacionales, debru1 descansar enlas normas de Derecho Intemacional 
Privado de los Estados miembros de la Unión, que no se encucntran annonizadas, lo que 
será objeto de tratamiento en orro lugar. 
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O debate sobre a proteção do consumidor é de extrema atualidade e ultrapassa as 
fronteiras nacionais para intem<1cionalizar-se. J\las não somente o debate se internacionaliza; 
sobreh1do as relações consumeristas se "intemacionalizarn" cada vez mais e demandam 
soluções não somente de normas materiais como também de direito internacional privado, 
a través de jogo de normas de conflitos de lei e de conflitos de jurisdição. Nessa busca de 
soluções no âmbito do direito internacional privado, tanto as iniciativas leg1slativas nacionais, 
quanto as internacionais e as supranacionais merecem destaque. O tratamento do tema 
adquire especial relevância em razão das negociações atuais no âmbito da Organização dos 
Estados Americanos, em tomo de uma Convenção Interamericana sobre a lei a alguns 
contratos de consumo. 

Este artigo pretende, assim, tratar da proteção do conswnidor pelo direito internacional 
privado do l'vlercosul e da União Européia, abordando as questões de competência jurisdicional 
(I) e da lei aplicável (1). Para ilustrar a problemática, tomaremos um caso fictício com duas 
variantes,}.,_ e B: 

Caso a:bJlar A. Um turista brasileiro adquire na Argentina tun telefone celular destinado 
ao uso privado. De volta ao Brasil, o turista descobre que o aparelho tem um defeito. O 
comprador brasileiro solicita para o vendedor a troca do telefone ou o reembolso do valor 
pago, mas em vão. Em face dessa sih1ação, o comprador brasileiro decide ingressar com uma 
ação judicial contra o vendedor, pela ocorrência de vício do produto. 

COso alular B: O turista não sai do seu domicílio e compra o telefone celular em um 
site de vendas na intemet, mantido pelo vendedor argentino. 

Doutm em Direito peh Univet:$id2de de Constl!::nça (Alemanhll) Bolsista de Pós-Dou!oe\do do Serv1ço J\lemi\o de Intcrcillnb10 

Amdêmico (D<:<utscher AkadenllscherAustmJschdiel!Sl···· DAAD)- Pwfessor convidado da Faculd(\de de Direito da_ Univemdl!de 
Federai do Rio Grl!ncle do Sul ContMo· thonUJ.s-m-richter@web.de 
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Estas duas hipóteses de trabalho serão confrontadas às soluções oferecidas por cada 

sistema jurídico ao final da exposição de cada um deles. Quanto ao direito do Mcrcosul c da 
União Européia, referimo-nos exclusivamente à normativa stricto sensu de ambas 
Organizações, excluindo as soluções nacionais, oferecidas pelo direito internacional privado 
de cada um dos Estados-1\Jcmbros. 

I. COMPETÊNCIA INTE~l\IACIONAL 

Entende-se como competência intcmacional a vocação dos tribunais de um Estado, 
considerados no seu conjunto, de conhecer e julgar um litígio que apresenta conexão com 

mais de um ordenamento jurídico. 

Antes de verificarmos o atual tratamento da matéria na União Européia (B), 
tomaremos conhecimento das normas que a disciplinam no âmbito do Mercosul (J\). 

A. Direito do Mercosul 

No âmbito do 1Jercosul, dois são os instmmentos destinados ao enfrentamento da 

questão. De um lado, temos o Protocolo de Buenos ~-\ires de 1994 sobre a jurisdição 
intemacional em matéti.a contratual (1 ), de outro lado, temos o Protocolo de Santa I'vfati.a de 
1996 sobre juti.sdição internacional em matéria de relações de consumo (2). Após conhecennos 

estes dois instrumentos, veti.ficaremos as soluções que eles oferecem às hipóteses de trabrill1o 
sugeridas na introdução (3). 

1. Protocolo de Buenos Aires de 1994 

O Protocolo de Buenos -'-A,.ires2 permite a eleição de foro entre as partes contratantes 
(~Art. 4~6). O art. 7 detennina que "en ausencia de acuerdo tienen jurisdicción, a elección dei 

actor, los jueces dellugar de cumpJ.imjento del contrato, los jueces del domicilio dcl demandado 
o los jueces de su domicilio o sede social cuando demostrarc que cumplió con su prestación". 

No que diz respeito aos contratos concluídos por um consumidor, o Protocolo de 

Buenos Aires limita o seu campo de aplicação, embora pareça não os excluir de tudo. ::-Jos 
termos do Art. 2, aJ. 6, ficmn excluídos do seu campo de aplicação somente os contratos de 
compra e venda, útz:erbis. 

'~\rt. 2. O âmbito de aplicação do presente Protocolo exclui: 

[. .] 

6. os contratos de venda ao consumidor;" 

Protocolo de Buenos A1res sobre Junsdicción Intemaclonal en Materia Contractual de 5 de agosto de '1994, .tv!ERCOSUR/ 
CMC/Dec. N° 1/94, publicado em http./ /www.mercosm.int/msweb/pllgi nll._anter:ior/sam/espanol/snor/normativa/ 
decisiones/1994/9401.htm (acesso: 12 11 2006) e em Jvftp:·-Pimick-fm/:JJ>Hfirrau.c!muhsvhes und wtenraimnale.c Pmakerht, Reclltsqnellen 
des MERCOSGR, Teilband I, p. 230 
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Em matéria de venda i11temacional, parece que o legislador do lvicrcosul estimou que 
os contratos concluídos por consumidores mereciam um tratamento especial, a ser reahzado 

por meio de um Protocolo particular. Deixou-o, no entanto, em aberto a questão de saber se 
o Protocolo de Buenos J\ires se aplica a outros tipos de contratos concluídos por um 
consumidor, tais como os de serviço ou de locação .. 

2. Protocolo de Santa Maria de 1996 

Em razão do limite estabelecido no Protocolo de Buenos ~'\ires, foi aprovado o 
Protocolo de Santa J'vfaria de 1996-\ que regula a jurisdição intcmacional em matéria de 
relações de consumo. 

A regra geral encontra-se no art. 4, que dita: 

"1. Terão jurisdição internacional nas demandas ajuizadas pelo consumidor, que 
versem sobre relações de consumo, os juízes ou tribunais do Estado em cujo território esteja 
domiciliado o consumidor. 

2. O fornecedor de bens ou serviços poderá demandar contra o consumidor perante 
o juiz ou tribtmal do domicílio deste." 

lligumas soluções altemativas também são previstas pelo Protocolo, gue em seu art. 
5° dita: 

"Também terá JUrisdição internacional, excepcionalmente e por vontade exclusiva do 
consumidor, manifestada expressamente no momento de ajuizar a demanda, o Estado: 

a) de celebração do contrato; 

b) de cumprimento da prestação de serviço ou da entrega dos bens, 

c) de domicílio do demandado." 

Por fim, se o demandado tiver domicílio em um Estado Parte e em outro Estado 
Parte, filial, sucursal, agência ou qualquer outra cspé.cie de representação com a qual realizou 
as operações que geraram o conflito, o consumidor poderá demandar em qualquer dos 
referidos Estados (art. 6). 

O Protocolo de Santa I'viaria até agora não entrou em vigor. Está vinculado, pelo seu 
artigo 18, à aprovação do "ReguLunento Comum .:\·1.E~RCOSUL de Defesa do Consumidor" 
em sua totalidade, inclusive eventuais anexos, pelo Conselho do .rviercado Comum. 

Sendo o Protocolo de Santa Maria inaplicável, reforça-se a exclusão dos contratos de 
venda ao consumidor pelo art. 2, n. 0 6 do Protocolo de Buenos Aires. Todavia, ressurge a 

Protocolo de Sa.11la Mnia sobre Jurisdição lntemaoon~l em Matéria de Relações de Consumo, de 22 de novembro de 1996, 

lv1ERCOSUL/CMC/Dec. N° 1 O /96, Boletnn de Integmção La.tino-A.meur:an:cn° 19 (1996), p. 52(' http· f /VAvwmercosur.mt/ 
mswcb/prlllCtp~J/çonlenido,~sp (~cesso·1211.2006) 
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questão de saber se essa exclusão deveria ser alargada para todos os contratos com 
consumidores 4

, como contratos de aluguel ou contratos de prestação de uma obra (como 
reparação de carro, denominados, em alemão, de Werk7)ertratf!5e), ou não. 

3. Hipótese de trabalho: o caso do aparelho celular 

C'aJoA: O Protocolo de Buenos Aires não é, aplicável, pois se trata de um contrato de 
venda ao consumidor (-Art. 2, n. 0 6 do Protocolo de Buenos _!\ires). O Protocolo de Santa 

i'viaria não está vigente. A competência internacional é regida, então, pelo direito processual 
civil do foro. Se fosse aplicável o Protocolo de Santa 1\ür:ia, o comprador brasileiro poderia 
ingressar com uma ação perante os tribunais brasileiros (Art. 4, parágrafo 1 do Protocolo). 

Caso B: O resultado é o mesmo. 

B. União Européia 

A.ntes de apresentatmos as regras européias relativas 8. competência intemacional dos 
tribunais dos Estados-1\-fembros da União Européia (2), conheceremos brevemente o 
instrumento que as instituiu (1). Após confrontarmos suas soluções à nossa hipótese de 

trabalho (3). 

1. O Regulamento 44/2001 

a) Suredâneo da Cmttvmçiio de Bruxelas 

O Regulamento 44/2001 5
, chamado "Regulamento Bruxelas I", é sucedâneo da 

Convenção de Bruxelas de 1968°. Essa última foi instituída entre Estados membros da CE 
como resultado da aplicação do mitigo art. 220 do Tratado de Roma (art. 293 do TCE). 

Art. 29V TCE diz: 

«Os Estados-?vfembros entabularão entre si, sempre que necessário, negociaçôes 
destinadas agarm1tir, em beneficio dos seus nacionais: 

[ ... ] 

a simplificação das formalidades a que se encontram subordinados o 

reconhecimento e a execução recíprocos tanto das decisões judiciais como das decisões arbitrais." 

Em 1971, os Estados contratantes estabeleceram o Protocolo de Luxemburgo, relativo 
à interpretação da Convenção pelo Tribunal Europeu de Justiça. 7 

1\ssím KI,AUSNER, Dnntos do Comwmiiar,Juruá Editom; Omtlb<t, 2006, p. 143 
Reguhrnenro (CE) N" 44/2001 do Comelho, de 22 de Dezembto de 2000, relativo à competência judiC!~r:a, ao reconlwcimento 
e r1 execus~ão de d~cisôes em m<tténa civil e comercial,Jornal Oficial CE 2001 n." L 12, p 1. Os aros jurídico:; dit Uniiio Européi~t 

são ac~ssiveis sob http./ /\\>"\:<,'W('\lropa.eu.int/eur.Jex (ilcesso· 1211.2006) 
Convenção relativa it competência 1udin~na e it execução de dec:sões em matéria cnr:l e comercial, Jornal Oficial CE 1998 n" 

c 27,p 3 
Protocolo relativo à n1lerpreração pelo Tribunal de Justiç!t d>t Convenção de 27 de Setembro de 1968, relM!V:L :l competência 
judiciária e A execução de dec:sões em nJ.aléna nv1l e co111ercial, Jorrwl Oficial CE 1998 n" C 27, p. 28 
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Como os membros da European Free Trade AJJociation (EFI"A) 8 quiseram participar 
nos efeitos da Convenção de Bruxelas, mas sem stuneter-se à jurisdição do Tribunal Europeu 
de Justiça, foi instituída entre eles e os Estados-membros da CE a Convenção de Lugano de 
19889

. Por essa razão, a Convenção de Lugano tem como base a Convenção de Bnn::elas, com 
poucas modificações. 

O Regulamento Bruxelas I é o resultado de uma modernização da Convenção de 
Bnn;:elas. A alteração mais debatida foi a ampliação do cru.npo de aplicação em casos de 
contratos de consumo. 

O Regulamento lida, como as Convenções de Bruxelas e de Lugano, tanto com a 
competência intemacional (Art. 2.0

- 31), quanto com o reconhecimento e t1 execução (-,:-\rt. 32-
56). As nonnas de reconhecimento e de execução de decisões evidenciam uma confiança 
recíproca entre os Estados membros da União Européia, c fonun completadas, em 2005, 
pelo Regulamento sobre o Tíh1lo executivo europeu para créditos não contestados. 10 Este 
revoga, dentro do seu âmbito de aplicação, o exequamr. No entanto, o tema da assistência 
judicial ficará fora desse artigo, com vistas a não desequilibrar o quadro comparativo. 

b) Base jurídica do Regulammto 

i\ União Européia é uma cntitadc supranacional. Por meio do Tratado que institui a 
Comunidade Européia (fCE) 1:, os Estados-1\{embros trat1s1nitiram parte de sua sobenmia 
à Comunidade. O Regulamento europeu por sua vez é uma lei européia que tem efeito 
direto e imediato, e vige em toda o território da União Européia, sem que para isso seja 
necessária sua incorporação pelos Estados-l\Jembros. 

i\rt. 249, parágrafo 2 TCE diz: 

"O regulamento tem carácter geral. É, obrigatório em todos os seus elementos e 
directamente aplicável em todos os Estados-?v1embros." 

A base jurídica para atos europeus de direito internacional privado foi estabelecida 
pelo Título IV do Tratado de Amsterdam de 1997'2, que introduziu no TCE uma competência 
comunitária sobre o assunto: 

Art. 61 alínea c) TCEdiz: 

".A_ fim de criar progressivamente mn espaço de liberdade, de segurança c de justiça, o 
Conselho adaptará medidas no domínio da cooperação judiciária em matéria civil, previstas 
no artigo 65.0

" 

Veja http:/ jW\V1.1(f'ft~ int (acesso. 12.11.2006) 
Convenção relativa à competência judic!iÍna c, à cxr:-cuçiio de dec1SÕ€S r,m nut6.!Ja civ1l e comercial, celebrada em Lugano, em 
16 de setembro de 1988 (88/592/CEE).Jomal Oficial CE 198811° L.319, p. 9 
RegulGnwnto (CE) n" 805/2004 do Parlamento Ew:opeu e do Conselho, de 21 de Abril de 2004, que cria o titulo exeCllhvo 
europeu para créditos não contestados, Jornal Oficial CE 2004 no L 143,p 15, aplióvel desde 21 de outubro de 2005 
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i\rt. 65 TCE diz: 

'~,-\s medidas no domínio da cooperação judiciária em matéria civil que tenham uma 
incidência transfronteiriça, a adaptar nos termos do artigo 67.0 e na medida do necessário ao 

bom funcionamento do mercado interno, terão por objectivo, nomeadamente 

a) lvlelhorar c simplificar: 

-[ ... J 

-o reconhecimento e a execução das decisões em matéáa civil e comercial, incluindo 
as decisões extrajudiciais; 

b) Promover a compatibilidade das nonnas aplicáveis nos Estados-l\lembros em 
matéria de conflitos de leis e de jurisdição. 

c)[ ... ]" 

Os instrumentos europeus de direito internacional privado serão vigentes no Reino 

Unido e na Irlanda, somente quando esses países declararem participar na aprovação e aplicação 

desses instmmentos.' 3 Nenhum instrumento europeu de direito intem!lcional privado é 
vigente na Dinamarca, pelo fato desse país não ter ratificado o Título IV do 'Tratado de 

Amsterdam de 1997H. Dessa situação especial decorr-e a manutenção ainda vigor da Convenção 
de Bmxelas quanto à competência internacional dos tribunais dinamarqueses. 

2. Competência internacional 

a) Regra ,P,eral 

i\ regra geral de competência internacional estabelecida no Art. 2° protege o requerido: 

"Artigo 2.0 

1. Sem prejuízo do disposto no presente regulamento, as pessoíls domiciliadas no 
território de um Estado~J\Jcmbro devem ser demandadas, independentemente da sua 
nacionalidade, perante os tribunais desse Estado. 

2. "'\s pessoas que não posswun a nacionalidade do Estado-1\.kmbro em que estão 
domiciliadas ficam sujeitas nesse Estado-Membro às regras de competência aplicáveis aos 
nacionais.'' 

Tratado que institui (l Comumdade Emopéia, verdo do Tr~_tado de .l'l.msterdà,Jomal Ofic~! CE 2002 n" C .325, p. 33 
Trac~do dcAmsterdamde 17 dr junho de 1997,Jomal Oficül CE 1997 no C 340, p 1, em vtgordesM 1 "de maio dr 1999 
Protocolo n" 4 sobre a posição do Remo Unido e da IrlRnda, an0Xo ao Tratado que insll\1Ü a Comunidad<' Emopél:1. }omal 
Oficial1997 n" C 340, p 173 

Protocolo n" 5 sobre H posição d:J. Din9.rmum, 9.nexo iW TrMado que institui n. Comunidade Européi,., Jomal Oficial 1997 
o~CJ40,p173 
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b) COmpetlnàas especiais 

A seção 2 (~A.rtigos 5-7) do Regultunento Bruxelas I lida com as competências especiais, 

que são independentes do campo pessoal de aplicação, ou seja, das pessoas envolvidas. 

Quanto ao direito contratual, a norma mais importante é Art. 5 11° 1: 

'~\rtigo 5. 0 

Uma pessoa com domicílio no território de um Estado-I'vlembro pode ser demandada 

noutro Estado-l'vlembro: 

1. a) Em matéria contratual, perante o tribunal do lugar onde foi ou deva ser cumprida 

a obrigação em questão; 

b) Para efeitos da presente disposição c salvo convenção em contrário, o lugar de 
cumprimento da obrigação em questão será: 

-no caso da venda de bens, o lugar num Estado-j\1embro onde, nos termos do 
contrato, os bens foram ou devam ser entregues, 

-no caso da prestação de serviços, o lugar num Estado-?viembro onde, nos termos 
do contrato, os serviços foram ou dev:un ser prestados; 

c) Se não se aplicar a alínea b, será aplicável a alínea a." 

c) Comj;ethuia e.rpecial para m;ztratos celebrados por consumidores 

Em matéria de contratos concluídos pelos consumidores, o Regulamento prevê 
regras derrogatórias do regime geral previsto no art. 2, bem como daquelas relativas às 
competências especiais previstas na seção 2. Tendo em vista seu caráter auto explicativo, 
permitimos a reprodução dos dispositivos concernente os contratos celebrados por 
consumidores no âmbito do território da União Européia. Tais regms estão inscritas na 
seção 4 do regulamento e dizem respeito ao seu ca.rnpo de aplicação (art. 15), à regra de 
competência internacional (art. 16) e à eleição de foro sob certas condições (art. 17). 

"Secção4 

Competência em matéria de contratos celebrados por consumidores 

c\rtigo 15 

1. Em matéria de contrato celebrado pm uma pessoa para finalidade que possa ser 
considerada estranha à sua actividade comercial ou profissional, a seguir denominada "o 
consumidor", a competência será determll1ada pela presente secção, sem prejuízo do disposto 
no artigo 4.o e no ponto 5 do artigo 5°: 

a) Quando se trate de venda, a prestações, de bens móveis corpóreos; ou 

b) Quando se trate de empréstimo a prestações ou de outra operação de crédito 
relacionados com o financiamento da venda de tais bens; ou 
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c) Em todos os outros casos, quando o contrato tenha sido concluído com uma 
pessoa que tem actividade comercial ou profissional no Estado-]'viembro do domicílio do 
consumidor ou dirige essa actividade, por quaisquer meios, a esse Estado-Membro ou a 
vários Estados incluindo esse Estado-Membro, e o dito contrato seja abrangido por essa 
actividade. 

2. O co-contratante do consumidor que, não tendo domicílio no território de um 
Estado-I'vfembro, possua sucursal, ag-ência ou qualquer outro estabelecimento num Estado­
Membro será considerado, quanto aos litígios relativos à exploração daqueles, como tendo 
domicílio no território desse Ilstado. 

3. O disposto na presente secção não se aplica ao contrato de transpmtc, com cxcepção 

do contrato de fomec1mcnto de uma combinaçã:o de viagem e alojamento por um preço 
global. 

Artigo 16 

1. O consumidor pode intentar uma acção contra a outra parte no contrato, quer 
perante os tribunais do Estado-?viembro em cujo território estiver domiciliada essa parte, 
quer pet·ante o tribunal do lugar onde o consumidor tiver domicílio. 

2. ~'\ outra parte no contrato só pode intentar uma acção contra o consumidor 
perante os tribunais do Estado-Membro em cujo tertitório estiver domiciliado o consumidor. 

3. O disposto no presente artigo não prejudica o direito de formular um pedido 
reconvencional perante o tribunal em que tiver sido instaurada a acção principal, nos tomos 
da presente secção. 

Artigo 17 

J\_s partes só podem convencionar derrogações ao disposto na presente secção desde 
que tats convenções: 

1. Sejam posteriores ao nascimento do litígio; ou 

2. Permitam ao consumidor recorrer a tribunais que não sejam os indicados na 
presente secção; ou 

3. Sejam concluídas entre o consumidor e o seu co-contratante, ambos com domicilio 
ou residência habitual, no momento da celebração do conttato, num mesmo Estado-Membro, 
e atribuam_ competência aos tribunais desse Estado-Membro, salvo se a lei desse Estado-
1\fembro não permitir tais convenções." 

3. O caso do aparelho celular 

C"'aso A: Aplicando os critérios de determinação da competência estabelecidos pelo 
Regulamento 44/2001 (Suposta aplic(lção territorial do Regulamento), o seu campo de 
aplicação não seria aberto. No caso A, não são constatadas atividades comerciais ou 
profissionais no Brasil, da parte do vendedor, nem a direção de tais atividades para o Brasil 
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(art. 15, parágrafo 1, alínea c, do Regulamento Bmxelas I). A competência internacional seria 

então ref,:rida pelo direito processual civil do foro. 

C'mo B: A utilização do Jite de vendas pela internet com a possibilidade de o comprador 

bmsileim contratar será considerada como direção de atividade para o Brasil (art. 15, parágrafo 

1, alínea c do Regulamento "Bruxelas I"). O comprador é brasileiro, o celular está sendo 

destinado ao uso privado, logo o comprador brasileiro é consumidor (art. 15, parágrafo 1, 
aJínca c do Regulamento "Bmxclas I"). Suposta a aplicação territori;U do Regulamento 
"Bruxelas I", os tribunais brasileiros adquirem competência intcmacional (art. 16 do 
Regulamento Bruxelas I). 

li. LEI APLICÁVEL 

Entende-se como lei aplicável a vocação das leis materiais de um Estado, consideradas 

no seu conjunto, de regular um litígio que apresenta conexão com mais de um ordenamento 
jurídico. 

A.Mercosul 

Em matéria de lei aplicável, o l'vfercosul é decididamente menos inovador que em 

matéria de conflito de jurisdição (1), o que leva a soluções baseadas no direito internacional 

privado de cada Estado-Parte (2). 

1. Direito do Mercosul 

O Ivfercosul ainda não conhece nenhum instnunento dctcnninando a lei aplicável 

em relação a contratos de consumo. Dois instlumentos somente parecem dizer respeito à lei 

aplicável: o primeiro, é o Protocolo de San Luis sobre a lei aplicável em matéria de 

responsabilidade civil derivada de acidentes de trânsito 15
; o segundo, é o Acordo sobre 

Arbitragem Comercial Internacional, subscrito em Buenos ""-\ires, em 23 de Julho de 1998 

(Decisão n.0 3/98 do CMC)16
, que trata exclusivamente da arbitragem internacional entre 

particulares e permite que as partes elejam o direito aplicável à solução de controvérsias com 

base no direito internacional privado c seus princípios, assim como no direito do comércio 

internacional, devendo o árbitro, caso as partes silenciem-se sobre a matéria, decidir conforme 
as mesmas fontes (art. 10). 

Pwtocolo de San Luis em :.Aatéria de Rcsponsabilidad Civil Emeq;;ente de Accidentes de Trânsito, MERCOSUR/Clv!C/Dec 
NQ 1/96, emvigorentre Pamgum e Uruguai, desde o dta 19 de agosto de 1999 

Promulgrrdo pdo Decreto n° 4 719, de 04 de Jllilio de 2003. O conteúdo deste Acordo é idêntico ao il.cordo sobre a I\rb1lmgem 
Comerci(ll Intemacional firmado entre o Mercosul, a República da Bolívia e a República do Chile (Decisão n-" 4/98, do CMC) 

Pammelhorcompreensão destes e outros Acordos sobre arbitragemintertHKional vor NOODTT.c\QUELA,An~zlny8mkrnan01wl 
em d Merrosur, Buenos Aires: Ciudad 1\rgentin<t, 1999 
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2. O caso do aparelho celular 

Supondo que o tribunal competente seja o brasileiro e que, por conseqüência o juiz 
brasileiro aplique a regra de conflito brasileira (do foro), as soluções às nossas hipóteses de 

trabalho apresentarão as seguintes configurações: 

Caso A: Sq:oJUndo o ati. 9°, caputda LICC, aplica-se a lei do p;lis em que a obrigação se 
constituiu. O contrato foi celebrado na Argentina. Será aplicável a lei argentina. 

Caw B: Tratando-se de uma contratação entre ausentes, aplica-se o§ 2'='- do artigo 9 da 

LI CC. 17 ~este caso, será igualmente competente a lei brasileira, porque a residência do 
proponente (consumidor brasileiro) é no Brasil c, segundo aquele dispositivo, a obrigação 
resultante do contrato reputa-se constih1Ída no lugar em que residir o proponente. :s 

B. União Européia 

Assim como em matéria de competência intemacionnl, a União Européia possui 
uma convenção sobre a lei aplicável aos contratos intemacionais: a Convenção de Roma de 
1980 (1} Tal como a Convenção de Bruxelas de 1968, a Convenção de Roma deve em breve 

transfonnar-se em um Regulamento europeu (2). Após a apresentação da Convenção e da 
proposta da Comissão européia, restar-nos-á confrontar suas soluções com as hipóteses 
formuladas na introdução (3). 

1. Convenção de Roma de 1980 

Desde 1980, o direito internacional privado europeu aplicável aos contratos 

internacionais encontra-se fomnliado na Convenção de Roma de 1980 sobre a lei aplicável às 
obrigações contratuais 19

. As regns de conflito aplicável às relações de consumo está inscrita 
no art. 5 da Convenção, que dita: 

"Artigo 5°. Contratos celebrados por consumidores. 

1. O presente artigo aplica-se aos contratos que tenham porobjecto o fornecimento 
de bens móveis corpóreos ou de sen;,.iços a uma pessoa, o «C011SU1nidoo>, para uma finalidade 

que pode considerar-se estranha à sua act:ividade profissional, bem como aos contratos 
destinados ao financiamento desse fornecimento. 

2. Sem prejuí.zo do disposto no artigo 3°, a escolha pelas partes da lei aplicável não 

pode ter como conseqüência privar o consumidor privado da protccção que lhe garantem as 
disposições imperativas da lei do país em que tenha a sua residência habitual: 

-se a celebração do contrato tiver sido precedida, nesse país, de uma proposta que lhe 
foi especialmente dirigida ou de anúncio publicitário, e se o consumidor tiver executado 

nesse país todos os actos necessários à celebração do contrato, ou 

Assim, Nadia de Araújo, Dm:rtohtt:rncu;-wm<ii'rmdv, Rlo deJatW!to,Renovar, 2003,p. 317 
Sobre a aphoçlo do art_ 9 da LICC/ 42, ver N~{ha 1btdem, p 316 ss 

Convenção de Roma dr 19 dc-Jlllllw de 19&0 ·:80/934/CEE),Jom~.l Ofici:U CE 1980 no L 266, P- 1 
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-se a outra parte ou o respectivo representante tiver recebido o pedido do consumidor 
nesse pais, ou 

- se o contrato consistir numa venda de mercadorias e o consumidor, se tenha 
deslocado desse pais a um outro país e ai tenha feito o pedido, desde que a viagem tenha sido 
organizada pelo vendedor com o objectivo de incitar o consumidor a comprar. 

3. Sem prejuízo do disposto no artigo 4° e na falta de escolha feita nos termos do 
artigo 3°, esses contratos seda regulados pela lei do país em que o consumidor tiver a sua 
residência habitual, se se verificarem as circunstâncias referidas no n° 2 do presente artigo. 

4. O presente artigo não se aplica: 

a) Ao contrato de transporte; 

b) J\o contrato de prestação de serviços quando os serviços devidos ao consumidor 
devam ser prestados exclusivamente num país diferente daquele em que este tem a sua 
residência habitual. 

5. Sem prejuízo do disposto no no 4, o presente artigo aplica-se ao contrato que 

estabeleça, por um preço global, prestações combinadas de transporte e de alojamento.'' 

Salienta-se que esta regra é especial e traz condições especiais ao exercício da liberdade 
que têm as partes de escolher a lei aplicável, segundo a regra geral estabelecida nos art. 3, 

permitindo assim a aplicação repartida de leis distintas (dépeçage). 

2. Projeto de Regulamento "Roma I" 

i\ Convenção de Roma está em processo de transformação em Regulamento 
Europeu. O processo de tnmsformação será concluído, provavelmente, em 2008.21 

a) Trabalhos preparatórioJ da ComiJsão Européia 

Em janeiro de 2002, a Comissão Européia publicou um Livro verde22
, que tem 

como objetivo lançar uma ampla consulta dos meios interessados sobre um certo número 

de questões de ordem jurídica relativas à transformação da Convenção de Roma de 1980, 
sobre a lei aplicável às obrigações contratuais em um instrumento comunitário, bem como à 
eventual modcmização dos seus aspectos essenciais. 

Em fevereiro de 2005, a Comissão Européia abriu uma discussão dentro de um grupo 

de expertos, apresentando um anteprojeto de Ref:,rulamento, na forma de DiJcussion Paper. 23 

Jl Propost,]_ da Conllssiio Emopéi~ de 15 de dezembro de 2005, CO :Vi (2005) 650 Grwl 
EJ..1Jectativ8 do fiuv::10n<irio competente da Comissâo El!ropéia, reü•rilh rm urn encontro JX'ssoal, no düt 3 de fever<:>!ro de 
2D06 

'" L!vro verde relativo à lra.11sfom1açiio d~ Convenção de Roma de 1980, sobre a lei aphdvcl às obrigações contr~rua.is em um 
instnlmento comu.mtáno e suamodernizaç~o, CO:Ví (2002) 651( final, do 14 1 2002 

R=,(~m=m'"if!C'80'm'''~''''J]"~mMmmdmmkC~mmmmMm 
publicado) 
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b) Proposta de Re~~ulamento Roma J da Comissão Européia 

No dia 15 de dezembro de 2005, a Comissão Européia publicou uma proposta de 
sobre alei aplicável às obrigações contratuais.2~ Entre outras inovações, esta proposta contem 
uma nova versão do atual art. 5 da Convenção de Roma de 1980, que é distinta inclusive 
daquela primeiramente vislumbrada no DiscuJSion Paper. 

"Article 5- Contrats de consommation 

1. Les contrats de consommation au sens ct dans lcs conditions prévus au paragraphe 
suivant, sont régis par la loi de l'Etat membre dans lequelle consommateur asa résidcnce 
habituelle. 

2. Le paragraphe premier s'applique au..x contrats conclus par w1e personne physique, 
le consommateur, qui asa résidence habituelle dans un Etat membre, pour un usage pouvant 
ê.tre considéré comme étranger à son activité professionnelle, avec une autre personne, le 
professionnel, agissant dans l'exercice de son activité professionnelle. 11 s'apphque à condition 
que le contrat ait été condu avec un professionnel qui exerce des activités commerciales ou 
professionnelles dans l'Etat membre de la résidence habituelle du consomm<1teur ou gui, 
par toutmoyen, dirige ces activités vers cet Etat membrc ou vers plusieurs pays dont cet Etat 
membre, et que le contrat rentre dans le cadre de ces activités, à moins que le professionnel 
n'ignorait ]e lieu de la résidence habituelle du consommateur et que cette ignorance n'étaitpas 
imputable à une impmdence de sa part. 

3.l.e paragraphc premicrne s'appliquc pas aux contrats suivants: 

(a) aux contrats de fourniturc de services lorsque les serviccs dus au consommateur 
doivent être fournis exclusivement dans un pays autre que celui dans lequel il asa résidence 
habituelle; 

~)) au.x contrats de transport autrcs que lcs contrats portant sur un voyage à forfait au 
sens de la drrechve 90/314/CEE du 131uin 1990; 

(c) aux contrats ayant pour objet un droit réel immobilier ou un droit d'utilisation 
d'un immeuble autres que les contrats ayant pour objetun droit d'utilisation à temps partiel 
au seus de la directive 94/47 /CE du 26 octobre 1994. 

A grande inovação desta proposta em relação à Convenção de Roma está na 
substituição da autonomia da vontadade pela residência habitual do consumidor como 
critério de determinação da lei aplicável aos contratos concluídos pelos consumidores. 

3. O caso do aparelho celular 

Caso A: O caso fica fora do campo de aplicação segundo o artigo 5.0
, parágrafo 2 da 

Convenção de Roma parábrrafo. Também não entraria no cmnpo de aplicação do Regulamento 

·'* Comissão Européia, Proposta de Regulamento Ronu I, de 15 de decernb(o de 2005, COM (2005) 650, final 
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Roma I, na versão proposta pela Comissão Européia, pois não se constatam, da parte do 
vendedor, nenhuma atividade comercial ou profissional no território brasileiro, nem 
tampouco o direcionamento de tais atividades para o Brasil (Art. 5, parágrafo 2 da Proposta 
"Roma I").ll .. lei aplicável é regida pela regta de conflito do foro. 

Caso B: Se levado em consideração o Regulamento Roma 1 na versão proposta pela 
Comissão Européia, o caso B encontrar-se-ia sob seu uunpo de aplicação. Com efeito, a 
utilização do JZÚ da internet como meio de conclusão do contrato pelo comprador brasileiro 
será considerada como direcionamento de atividade comercial ou profissional para o Brasil 
(art. 5, parágrafo 2 da Proposta "Roma I"). O comprador é brasileiro, o aparelho celular está 
sendo destinado ao uso privado, logo o comprador brasileiro é consumidor (art. 5, parágrafo 
1 da Proposta "Roma I"). 

CONCLUSÃO: UMA CONVENÇÃO INTERAMERICANA 

A Organização dos Estados Americanos (OEA)2s organiza regulannente Conferências 
Especializadas Interamcricanas sobre Direito Intemacional Privado (CJDIPs26

). Estas são 
Conferências especializadas na elaboração de diversas convenções de direito intemacional 
privado, destinadas à adoção por todos os Estados membros da OEA 

A OEA conta atualmente com a participação de 35 Estados membros pertencentes 
às três Américas: Antigua and Barbuda, Argentina, The Bahamas, Barbados, Belize, Bolívia, 
Brasil, Canada, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba27

, Dominica, República Dominicana, 
Ecuador, El Salvador, Grenada, Guatemala, Guyana, Haiti, Honduras, Jamaica, México, 
Nicaragua, Panamá, Paraguay, Peru, Saind I<itts and Nevis, Saint Lucia, Saint Vincent and the 
Grenadincs, Suriname, Trinidad and 'To bago, United States o f A,merica, Uruguay, Venezuela. 

As CIDIPs são realizadas pelo Departamento de Assuntos Jurídicos Internacionais 
da OEA, que tem sua sede em \\lashington D.C28 Até o presente, foram realizadas as 
seguintes CIDIPs:29 

- CIDIP I de 1975 na Cidade de Panamá, Panamá 

- CIDIP li de 1979 em Montevidéu, Umguru 

- C!DIP lii de 1984 em LaPa", Bolh~a 

- CIDIP IV de 1989 em Montevidéu, Uruguai 

3 Vejahtrp://'Y.'Wwoas org(acesso· 12.11.2006),Je~n Mtchel i\.RRlGHI, OEA- Or:zamza(ãod?,-E"·ttuiofUmdos, Mru10le Bnrner:i, 
2003 

A abrevmtura CIDIP utiliza-se também p~wt "Convenção Interamew:ana sobre Dtrcito Intem~cwn~l Privado" 
O governo cub.no amal fo1 exchúdo da pm:ticipaçào, peh Resolução do S."Reuniio dos J-vtinistros dos Rdações Extenores, 
em 1962 

Jl Veja http:/ /wwwoas org/dil/esp/dep:utanlCnto_asuntos_JUt!dlCOS_lnlernilcwnales.hrm (acesso: 12112006) 
z, Vejahttp://wwwoas org/dil/esp/CIDIPT_home.htm (fLCes;:o· 12.1 l .2006) e páginas laterais desta 
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- CID IP V de 1994 na Cidade de México, _México 

- C!DIP VI de 2002 em Washington, D.C, E.\L\. 

A CIDIP V do .l'víéxico adotou uma "Convenção Interamcric;ma sobre o Direito 
aplicável aos Contratos Internacionais". No entanto, essa convenção não contém nenhuma 
nonna de proteção do consumidor e encontra-se em vigor somente entre o ~~víéxico e a 
Venezuela, que já ainternalizaram. 

A CIDIP VII foi convocada pela Assembléia Geral da OEA em 2003. Foram 
escolhidos dois temas: Proteção do consumidor e Garantias reais. C:ma novidade da CIDIP 
V li é a discussão preparatória na internet. 30 .1\ rcmllão preparatória de negociações será re{lhzada 
em Porto Alegre, de 1 o até 4 de dezembro de 2006. Os maiores problemas a serem discutidos 
serão a inclusão de pessoas jurídicas na definição de consumidor, a regra de lei aplicável e a 
inclusão da competência internacional no texto da futura convenção. 

O incremento das rehções entre os países do ?vlercosul brerou wna intcmaclonali~ação 
do debate em torno da proteção dos consumidores situados nesse bloco econômico. A 
regulamentação dos direitos do consumidor no I'v1ercosul tem-se mostrado, contudo, 
insuficiente. 

Com vistas ao aperfeiçoamento do debate, é fundamental considerar a experiência 
desenvolvida pela Comunidade Européia, ainda que nem todos os instihltos lá praticados 
sejam observados nas regras vigentes no !dercosul. Efetivamente, muito hitque se fazer para 
que os direitos do consumidor sejam incrementados c desenvolvidos com finalidade de 
obtenção de uma proteção de caráter internacional na América Latina. As CIDIPs são, nesse 
contexto, um importante espaço de reflexão sobre a necessidade de se promover a proteção 
do consumidor pelo direito internacional privado do ?vicrcosuL 

http:/ /wwwo!ls.oJ:g/ dd/ csp / dcrccho_internacwn!ll,_privgdo_foros_asp (acesso: 12. 11.2006) 
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RESENA DEL LIBRO 

"DIREITos Do CoNSUMIDOR NO MERCOSUL E NA UNIÃO EuROPÉIA" 

DE EDUARDO ANTONIO KLAusNER1 

Thornas Richter2 

María Laura Delaloye' 

Este libro, consecuencia de ladisertación de mestrado defendida el11.08.2004 en la 
Universidad de1 Estado de Rio de Janeiro, se encuadradcntro del área del Derecho Procesal 
Civil Internacional sobre la óptica dei Dcrecho dei Consumidor. 

La obra, se encuentra dividida cn cinco capítulos y tienc por objeto examinar lo que 
v1ene sicndo realizado para superar las dificultadcs del ejcrcicio de los derechos de los 
consumidores cn los conflictos transfronterizos en la Comunidad Europea y en el 
MERCOSUR; y sugerir soluciones para la superación de las ban·cras a1 acceso dei consrunidor 
a la justicia aún existentes en és tos âmbitos. 

El primer capítulo, nos coloca frente a la situación del consumidor en cl contexto 
intemacional, mostrando los nuevos desafios y especificidades de esta relación que lo tornan 
todavía más vulnerable; así como cualcs han sido las políticas llevadas a cabo por los dos 
bloques regionalcs. Recomendando el autor la necesidad de un concepto unívoco de 
consumidor dentro de cada bloque y trayendo a la controversia actual4 sobre la calificación de 
las personas jurídicas como conslllnidores, la posición del Tribunal de Justicia de la Comnnidad 
Europea, quien "ainda não se manifestou sobre a matéria, mas a tendência é de se interpretar 
que as pessoas jutidicas possam ser consideradas consumidores" (p. 79 e s.). 5 

Klausner, Eduardo 1\lltonw. "Direitos do Consumidor no l'v!ercosul <' 11~ Un1ão Européia" Cun!:iba- Juruá, 2006 
Pro f Dr Tlwmas Richter, Professor lnvit-Rdo por 19. P,Jcu]éhd de Derecho, Umvcrs1dade Feder~! de Rio Grande do Sul 
:.ü.r:íaLAur~ Delaloye,abog~d~ por!~ Universidad Naci011nl de\ LiromL meslmnda em D1relt·o porb Cmvcrs1dade Federal de 
fuo Gnmde do Sul 
V<'ft: los debates preparatorios de l~ CfD!PVJI en 
http: I /wv,;w o:cs org/ dil I esp I derecho _in tema cwnal_pnvado _foro _pro tecei o n_H !_ consumidoLasp 
V e~ a este respccro Tribcu1al de Justici:;_de la Cornunidad Et1rope~ 22.11.2001, casos 541 e 542/99- IdeRlservKe, cole e>. e Fe1lous 
p '136 e s_ com más refererrcms; mmbién "I'ribunal de Jus li era 20.1 2005 
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Pasando el segundo capítulo a tratar un tema que nos parece el medular de esta obra, 

cual es el acccso a la justicia en conflictos intcm.acionales e intracomunitarios de consumo, 
para lo cual se estudia la Convención de Bruselas6 y el Reglamento Europeo 44/2001"" y se 
anriliza criticamente el !eading ca.re "Panasonic" del Supremo 'fribunal de Justicia de Brasil8

. 

i\quí también cabe llamar la atención del tratamicnto de un tema de tanta actualidad como 
son las acciones colectivas en lo referente a la tutela de intereses difusos propios a los casos de 
consumo. 

Temas tan comunes a la contratación internacional como la cláusula de elección de 

foro y el arbitraje, son abordados en el tercer capítulo, una vez más, destacándose sus 
particularidades en función de la materia. Considera cl autor a los métodos alternativos de 
resolución de conflictos adecuados para tratar el problema que_ lo ocupa, según lo demuestra 

la cxpcriencia de la Cornun_idad Europea (p. 250). 

En cuanto a las cartas rogatórias y el reconocirniento y ejecución de sentencias, temas 

tratados en el cuarto capítulo, se llama a m1a evoluciónlucia sistemas más simples de rcalización 
de actos jurisdiccionales en cl extranjero. 

'frayendo el capítulo quinto las conclusiones sobre los temas anahzados y un anexo 

con la sugerencia de nueva redacción del Protocolo de Santa l"v"faria. 

Luego de este análisis, nos gustada rcsaltar la pertinen.cia de la obra dada la importancia 
del tema dei consumo internacional y la escase.z de trabajos que tratan sobre esta materia. 

Asi también, creemos importante destacar el coraje del autor quien, además de realizar 
un estudio profundo y rico sobre el tratamiento dei tema en ambos h loques regionales, trac 

la propuesta de revitalización dei Protocolo de Santa Maria en el. ámbito del J\JERCOSUR, 
no dcteniéndose aquí, sino incorporando en anexo un modelo de cómo el mismo deberia 
ser re~redactado. 

Por lo antes expuesto, no podemos sino felicitar ai autor y recomendar esta obra, cuya 

profundidad y clara redacción hacen de la misma una lectura agradable e instmctiva. 

'Convención de BruSl'lits d(' '1968 relm.iva a competencia )Ud:cial y a la 0J0Cución de dec1siones en marnria civil y comercial, Diano 
Oficial CE 1998 ncL 27, P- 3 

·r Rrglrunento (CE) Nc_4-4/2001 dei Conse1o del22 de D1ciembre de 2000 relalivo a la comperencia judiei~]. ill reconocirmcnto e 

ejecucióa de dec1sioncs nn m<ttena civil y comercial, Diario Oficinl CE 2001 n° L 12 cte 16.12000, p.l 
8 SllperiorTnbunal de Justica 20.11.2000, Recurso Espectal63 981 /SP, LexS'TJ 139,59 
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LA CONTRIBUCIÓN DE LA OEA 
AL DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO* 

Diego P. Fernández Arroyo** 

I. CONTEXTO HISTÓRICO 

1. Pionerismo americano 
1. La invocación dcl pionerismo americano en ma teria de codificación intemaciontll 

dei DIPr pucde ser muy repetida pera no por eso es menos cicrta1
• Cuando se miran las 

normas sobre la materia contenidas en el Tratado de Lima de 1878, por ejemplo, uno se 
detiene poco sobre el hecho de que las mismas no hayan alcanzado trascendencia práctica ya 
que lo que :impresiona es que n01mas como esas fueran elaboradas por los representantes de 
los países sudamericanos hace más de 125 aiíos 2. Y, en el eventual supuesto de que alguicn se 

síntiera muy condicionado por la vigencia real de las no1mas, sólo hay que acercarse poco más 
de 10 aiios y encontrarse con los Tratados de Montcvideo de derecho internacional privado 
de 1889, que regulao la totalidad del DIPry que mantiencn su aplicabilidad en nada menos 
que seis Estados latinoamericanos, cn tres de ellos con las rnodificacioncs intxoducidas en 

1939/1940. Si estos datos no se juzgaran suficientes en orden a reconocer el carácter pionero 
de América Latina en este ámbito, podría entonces recurrirse al texto más ambicioso jamás 
realizado sobre el DIPr a escala intemacional, el Código Americano de derccho intemacional 

privado o Código Bustamru.1te, ratificado- bien que su aplicación efcctiva diste de ser potente­
nada menos que por 1.5 de los 20 Estados larinoamericanos. 

Este tmbaJo fue ongin(Umente publicado en c! volumen que recogc los cursos impartidos en. el XXXll Cu1:so de Derecho 
Internacional, orgruü~ado por el Conuté Jurídico Intcnunericano en Río de .Jilnei:ro cn agusto de 2005 
Profrssor Doutor- Universidad Compluleme de Madrid 
H. VALLADÃO nmodujo <-~sta ternunología en "O direito interuaoonlll privado intemm~ucano· pwn~rismo e ~ctulllizaçRo", 
An J"r lntemm., 1979,pp. lJl-139 
El Tratado consta de 70 artículos 1:o.>feridos il estll.do y cnp~tcidad de las persoluts, derechos renles, contratos, rmttmnonio, 
sucesiones, compct(~!lóa judicial intemacimwl (:nduyendo l:t pen~tl) y ejecución de sentencill.s extranjens. Es verdad que hubo 
una notable influencia ind1recu de Mru1cini, pero esas ideil.S no habiiln s;do volcadas en un twtil.do m\lltJliüera.l. Ver D.P. 
FERNAt-"":::lEZ A"'..".OYO, l....a codifimaón de! dendo mkrnacw1J(dpmridoenAmfnca J....a//.na, l\·hdúd, Eurolex, 1994, pp. 90-95,]. BhSED0\1.1, 
"'X'oddwide H nnnonisation o f Priva te Law and Regionill Economic Integmtion ·~· Genent! Report", Umf. L Ee~-, 2003·1/2, p 
32. ''Df' hecho, los primeros p:l.Íses en lonillr el cll.mino baci~ la unific<~nÓn del rlerecho pnvftdo y en pati.!CUlar de! deredw 
mtem~tcional privado fueron :algunos Est<Jdos latinoamencll.nos que, en 1878, concluyero!l e! T~:atil.do de Lima" 
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En el resto del mundo dcbió pasar bastante tiempo para que obras a duras penas 
comparables tomaran cuerpo. Cuando los Tratados de I'v1ontev-ideo ya eran w1a rcalidad 
conocida\ la Conferencia de La Haya iniciaba su andadura, por aqucl entonces sólo curopea, 

con unas pocas convenciones cn materia familiar y otra sobre procedimiento civil, aprobadas 

entre 1902 y 1905. Sólo 110 aiios después de la aprobación de la obra inspirada por Gonzalo 

Ramírcz~, la UE (con unil vinculación entre sus Estados mucho más estrecha y permanente 
que la que ha existido jamás entre los Estados latinoamcricanos) se hahccho con la competencia 

legislativa en mate ria de DTPr5
. Esto le pennitiria a la instancia comunitaria dcsarrolhr un 

DIPr global, aunque por el momento los trahajos son muy complicados ;;r sus resultados 
parciales y susceptíbles de duras criticas6

. 

En realidad, esc espíritu avanzado americano era coherente con la presencia de nonnas 
de DIPr en textos legislativos y, sobre todo, con un extraordinario dcsarrollo del derecho 
intemacional general, en especial a través de. la obra de personalidades del calibre de A1ejtmdro 
Alvarez o Carlos Calvo. No en vano se reclamaba en aquella época la existenciade un derecho 
internacional americano configurado por una serie de princípios distintivos 7. 

2. Sefias de identidad 

Si el carácter pionero en cuanto a la reglamentación común del DIPr es a todas luces 
incontestable, cabe preguntarse por la origjnahdad de e se DIPr tempranamente edificado. En 
otras palabras, la cuestión pasa por determinar si así con1o se id.entificaron princípios 
tipicamente americanos de dcrccho intemacional general, puede hacerse lo mismo en el 
marco del DIPr. Eminentes autores pareceu descartar tal originalidad, pcro refiriéndose 
especialmente al proceso modemo de codificación8

• En realidad, detenninar cuándo una 
norma convencional es original no es tarea scncilla; sobre todo porque cn el {unbito jurídico 
cs muy difícil inventar. Tal vez seria necesario rastrear enlos orígenes de cada norma. Y lo 
cierto es que las convenciones interamericmas contienen, para bien o para mal, no pocas 
soluciones particulares, alt,runas de lns cualcs provicntjl de nquellos textos latinoamericanos 
primigenios. Si en el proceso de la CIDIP hay cosas tan singulares como una Convención 

P.L.E. PR.".DlER FCDERi!:, "J~e Con.gp2s de dr01t intern:J.twnal sudaméricaiu etles tmités de Montev!deo", RDJLC, \". X.XI, 1880, 
pp. 217 ··2.37 y 561-577, E. ZEE!'.U.cs, Jus/m.a /.l!tenw.t"lr:"!a!~U!tl:ua, Vulwc!:J., Sempere, 1911, pp. 21.7 S5 

Pan1.m1 perfil político, diplom:itico y jurídico de Ranúrez, ver G AGUJ?.!Ui RJ\MÍP.li%, "SemblrulZa de Gonzalo Rrunírez", L!ber 

Am.iconun en homenqjeal Prr;fe.c'OrD>e DuilerOpertfl Baa'án, :Vfontevideo, FCU, 2005, pp. 45-60 
D.P FEKHAK"Dr·:Z AnRc;;YO, ''Nuevos apunrrs sobre el derecho in.ternll.cwnal privado de b Comurl!dlld Europell.", EtiudwJ de 
dtt-u·ho m!Nr.acw!lal e!l ho!!muve alPnfúor Em e.,-to J. P>{Y· Cam, t. li, Córdoba, Drn~:;/Lem.e.r, 2002, pp. 1577 -"1599 

B ADDIT, "Le droit interm"tional privé en guête d'universll.hté Cours géné.ml" (2001 ), Rt-eued des Cours, 
li.. ÁLVI'.REZ, Ldmitwfernmwna! amit,.mm, PJJ.ris, P&:lone, 1910, y f_gcrmfmenf amim-am d la ,vJifialiNII du a'roztm!l:f7iti!IO!Itli 

'école' du a'm1t de zm.r, PA.ris, Les éditions internatiOJHles, 19.38; J.A. BARBBR;s, "Les r€gles spécifiques dn droit Uttemali.on:JJ eu 

l\.\Ttériquelatine", R.tr:;m/deJCOim~ t. 235 (1992-IV), pp. 81-230 
B. l\uDiT (nol:t 6), pp 99-100. Otms, dirccaownte, descartrui l:l. o.riglllill..idll.d de todo el derecho que se h a pergeiiado en J\mérica 
Latina. Ver, en este senl!do, R. DrwiD, "L'origm:llité d~s drmts de l'Amérique la tine", Le clro,t r.vmpmi. Dmztrd'h;er; dre;ttcde dm:am, 

Euis, Economica, 1982, pp. 161··173. CJ D. P. FEFN.LJ-C.,EZ Av.. o-to, ""Sobm la existcnoll. de llllll. fru:nilil! juádK~ !JJ.fÍllOilllterican::t"' 

]umprdencw ... 1'.S""tiJm, 1.995-II,pp. 913-930 
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sobre normas gene rales de DIPr (CIDIP II), o algunas soluciones de la Convención sobre 

alimentos (CIDIP IV) o de la Convención sobre contratos intemacionales (CIDIP \'),los 
Tratados de Montevidco y cl Código Bustamante están plagados de ellas. Que Gon:zalo 
Ramíre:t se haya inspirado mayormente en Savigny9 no cambia esta apreciación general, ya 
que aquí no hablamos de doe trina (aunque no esta de más considerar que Ramírez prefirió 
las ide as de Savigny a las de Mancini, que tambié.n conocía) sino del hccho de plasmar esas 
ide as en tratados internacionaJes. En cualquier caso, elnivel de detalle de las normas de los 8 

Tratados de 1\.Jontevideo superan (o desarrollan, que tal vez sea más apropiado) el 
plantcamiento dei maestro de Berlin. Que ]'v[ancini pueda advertirse en el texto de Bustrunante 

merece la misma consideración. 

Pero, más aliá de las soluciones concretas de ambas codificaciones, lo in teres ante de 
apreciares hasta quê pw1to és tas caracterizru1 de alguna manera cl DIPr latinoamericano. Y es 
indudable que los Tratados de j\1ontevideo y el Código Bustamante han marcado toda la 

evolución del DIPr regional, no sólo cn lo que se refiere a las realizaciones intcmacionales, 
que han abrevado en esas fuentcs, sino también a escala estatal'0. No es exagerado decir que 

las más claras sefías de identidad del DIPr latinoam.ericano son precisamente el componente 
internacional de los sistemas estat.ales y la tendencia a la codificación internacional. En rclación 
con la primera, es preciso recordar que, además de los supuestos de aplicación dirccta de las 

nonnas convencionales de DIPr, los tribunales nacionales suelen reconoccr el caráctcr de 
"doctrina más recibida" a textos como los mencionados' 1

• Rcspecto de la segunda, no luy 
mucho que agregar a la evidencia de Montevideo, Bustamante y la CIDIP, complementada, a 

escala subret:,rional, por textos de DlPr como los variados que se han adaptado cn el seno dei 
MERCOSUR 

Resulta muy interesante, a la vez que aleccionador desde un punto de v-ista histórico, 
tratar de discernir la razón de ser de la tendencia que acabo de apuntar. (Por quê los _Estados 

de _América Latina han pasado prácricamente toda su existencia como tales intent;mdo construir 
un DIPr común? La razón esencial tiene su origen cnla independencia alcanzada por casi 

todos estos Estados en la primera mitad del Siglo XIX. Cuando la "unidad" colonial 
hispana se dividió en poderes nacionales (como se sRbe, no fuc el caso de la colonia portuguesa), 
uno de los elementos claves de las nuevas identidades --gue em a la vez relativamente fácil de 

establecer y uno de los pocos donde podhm plantearse diferencias respecto dcl orden anterior 

G_ ii.GL'!RRE RA_MfRr,;:;; {not~ 4),pp 54-60. Sm embargo, R.B Shr:·rcs BELM-·DIW, "V1ejas y nuevas estr~legms codific~doras del 
deredlO inremncionAl privado intenunericm10'", Rer: Fa~ Der Un.'~- R~/)ÚÍJ/Im dd Ur.-.:gua._;-; nUm. 21, 2002, p 17 ~,no hace referencl~ 
a esta mfluencia cuando seiíala- "según Gonza!o Rmnírez, todo estribaba en descubnr para cada mtegorh de derecho privado, 

cuál era e! ordenmmento jutidwo establ mis ,tfcct:J.do de esl:t manera se podriJl. pb.ntear una reg! a única, d0 vigenci:t univcrsill.. 

el!tborad~ cwmillcrunrute 
Según R.B. Sht-:TOS BALAHDRO (nota anterior), p 173, refiriéndose a Uruguay, "los Tratados de !vlonl~vidco de 1889 fueron w1o 

de los pilares fí.mdamenlilles, bisicos enlas construcción de nuestro país como lUClÓn'· 

TB. S·E MAEI<.Ft.T, "Ln codtfiCAC!Óll intrr~nwricana e:tlm~rt>ri~ de dereclto int~rn>1nonill pnvado en cl colllexto Ulltversal y 
regional", L~bm bommap: a }--fanJdo T/aliadão, Caracas, UCV, 1997, p 178 
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y del de los demás Estados- fue la elaboración de tantos ordenamicntos jurídicos como 
nuevos paises. En la medida en que cada país se fue dando una Constitución y un sistema de 

derecho privado, al ticmpo que se sepultaba el ordcn jurídico impuesto por la metrópoli, se 
sel.ló a fuego la balcMización jurídica. Desde el mismo origen de esta situación, las mentes 

más lúcidas abogaron por el desarrollo común del derecho internacional1
) y, habida cuenta 

del carácter "identitario'' (j, por lo tanto, irreductible) dei derecho privado de cada Estado, la 

unificación del DIPr se planteó desde siempre en J\mérica latina como una nccesidad y, al 
mismo tiempo, como un mecanismo práctico. No por Cflsualidad, más de un sigla de 
unificación jurídica del DIPr no ha podido acompaiíarse con avances semejantes en la 
integración econômica y po11tica, intcgración que só lo cnlos últimos aiios ha cobrado nuevos 
brios -no exentos de altibajos y contradicciones - en un marco internacional que la exige a 
gritos. 

II. UN DIPR PARA TODO EL SISTEMA INTERAMERICANO 

1. La superación del esquema bipolar 

La idea de esquema bipolar se refiere, obviamente, a la división de los países 
latinomnericanos entre '1os de Bustamm1te" y ''los de Montevideo". La falta de comparabilidad 
en cuanto al número de Estados participantes a favor de los primeros, tiene un contrapunto 
de aplicación efectiva de sus normas favorable a los segundos. En otro orden de cosas, cabe 
destacar que mientras lviéxico no participa de ninguno de los textos, Boliv-ia y Perú están 
presentes en ambos cuadros de ratificaciones. Fero ninguno de esos datos alcanza la 
trasccndcncia que tiene el hecho dei carácter irreconciliable de sendos textos, no tanto por el 
contenido - que también - como por cuestioncs de politica legislativa y de política 
internacional. De hecho, cuando durante bast:mtes ru.1os se intentó en el seno de la OEA el 
"acercamiento" entre ambos grupos, la tarea se reveló infructuosa13

• 

Para pasar de ese estadia lo que hubo que haccr fue dejar ambos bloques como 
estabru.1, olvidarse de la improbable síntesis entre los Tratados de J'v[ontevideo y el Código 
Bustamante, y pensar en una opción diferente que pudiem brindar los elementos neccsarios 
para la modern.ización del D IPr de la rcgión sin que nadic tuviera que renunciar a los queridos 
textos "globales" de DIPr. Y así fue como apareció en el continente americano, entrado el 
último tercio del siglo pasado, la idea de la codificación paulatina de <-tquellas materias que se 
identificaran como necesitadas de una reglamentación específica que pudiera ofrccerse a todos 
los países de la región. Pero claro que esta tarea ya no se limitaba a _América Latina sino que, 
al utilizarse como nuevo foro codificador la OEA, quedaba abierta a los Estados no 
latinoamericanos de América. Este es un cambio de enonne significación, cuya importancia, 
de mantencrsc cl proceso de codificación en esta sede, habrá de hacerse cada vez más 
trascendente. 

lZ Empezm1do por Simón Bo]Ív:tc Ver D P FERNANDEZ J\RRCYO (nota 2), pp. 81·85 
01 Imo.,pp 166-169 



235 

2. Realidad y límites dei interamericanisrno 

Que el foro codificado r americano haya pasado a ser la OEA sitúa la cuestión de la 

reglamentación americana del DIPr cn un âmbito interamericano, e1 conformado por los 
micmbros de todas "las /i.méricas". Con este ténnino pretende hacerse alusión, además de 
a ./\mérica Latina, a los países dcl Caribe por w1lado y a los dos Estados desarroJl.ados dei 

norte por otro (o acaso para algunos la idea sea más geográfica gue política y se rcfiera de las 
_,_'\méricas dei sur, central, dcl norte y dcl Caribe). Cuando se pus o en marcha la obra de la 
CJDIP, en 1975, la única diferencia real respecto de la situación estrictamentc latinoamericana 

anterior era la introducción al tema de los Estados Unidos, ya que los demás países o no er:m 
micmbros o no par1icipaban activamcnte de esta instancia. 

Pero desde su inicio, queda claro que la CIDIP no cs un foro latinoamcricano aunque 
seanlos sistemas de DIPr de los países de América Latina los guc más se hayan enriquecido 

con sus soluciones y los que más se inclinan por la ut:ilidad y continuidad de su trabajo. Es 
verdad que la CIDIP fuc durante sus cuatro primcras ediciones, por iniciativa, por 
protagonismo y por resultados, eminentemente latinoamericmu. Canadá no devino Estado 
miembro de la OEJ\ hasta 1990, Estados l.Jnidos só lo se había preocupado un poco por la 

Convención de arbitraje de 1975 y un bastante por el Protocolo adicional de 1979 a la 
Convención sobre cxhortos de 1975 (únicos textos ra1ificados por este paísY 4

, y el resto de 
países no latino americanos no paredan especialmente atraídos por una agenda demasiado 

"romanista" (cn el sentido de cil/tl la!P). Las cosas comenzarian a ser diferentes a partir de la 
CIDIP V o, con más precisión, de los trabajos prcparatorios de esa edición de la Conferencia, 
cuando imunpió cn la escena de la codificación interamericana el Nationill Law Center for the 

Inter-Arnerican Free Trade (NLCIF1) de Tucson, y empezó a notarse nn abierto interés de la 
delegación norteamericana. Estas dos elementos se transformaron en un notable 
protagonismo en todo cl proceso que condujo a la CIDIP VI (2002), a punto tal que los dos 

textos aprobados en és ta pruv-ienen de iniciativas pergeiiadas en el seno dcl NLCIFT y hechas 
suyas por la representación de Estados Unidos. Bien es verdad que eltcma estrella de la 
CIDIP VI -cl de las garantias mobiliarias- recibió después las sit,mificarivas aportacioncs de 

sus socios nqfteiioJ, con México apuntalando los trabajos previas y Canadá aportando una 
delegación de gran nível técnico a la Conferencia. Pero no sólo Estados Unidos y, en menor 
medida, Ctmadál) se han hecho presentes en la CIDIP. También Behce ha roto la apatía de los 

Ver D. Ü?:ORTTl Bt.DA>-I, "Pahbras iutroductorias", ", en D.P. Femández Arwyo /F Mastníngelo (orgs ), E/júúrrode !.a todfúnri?!i 

de! derdK; mtrnuaonalpm12d" m/~minca. De la C.1DIP ;/[a Lcz (."J[)JF T/JJ, Córdoba, l\.lveroni, 2005, p. 13. Un inleresante tratamienlo 
de b V!S!Ón uoneamericana de los tenH!S de ]:a CIDJPpuede consull:arse en B.\·! CARL, "El derecho intemR.cion:al privado en 
los EsLrtdos l!nidos y !n creación de 1m puent.e entre los diverso$ sistemas JUrídicos de las Am6.rio.s", en L,b,r kmena;e '' W"tmer 
Golr!odmndt, Carll.cas, UCV, 1997, pp 27-60 

L~ ~cliva partícipac(Óll de la delegación C:Wl:.tdJense cn Lts 1.illim~s edicioncs de l:a CIDIP es un dato especi~lmente dest~cable, 
sobre todo CU;tndo se twne en cuenm. que lrL opinióu de CRllrLd:i es i~ de pávilegi~l: los foros de alcance universaL Estrtide~ se 

ve e:n la respuesm de Canadá a la convocatoria reahzaôa por la OEA a proponer. t,ernas para l:a C!D!PVII ('>X-:w:lliQas,urg.Ldill 
~iijJ/CllliPVU bome p.tQp.llCill~_G!.!llidilrm) 
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Estados no latino americanos incorporándose a todas las convencioues relativas a menores](, 

entanto que ,:'\_ntigua y Barbuda se ha incorporado a la de restitución de menores. 

La participación activa de los dos países desarrollados delnorte es de wan importancia, 

incluso aunque csos Estados no se incorporen a los textos de la CIDIP, se mire por dóndc 
se mire. Eso demuestra que dichos Estados se han dado cuenta que lo que se Ince enla 
CIDIP de una u otra manera te_m1inaimpactando en los ordenamientos de la región y que, 
en consecuencia, les in teres a influir en las soluciones adaptadas. La Convcnción sobre derecho 

aplicable a los contratos internacionales de 1994 (Convención de ?vféxico) es un ejemplo 
conttmdente en este sentido: la delegaciónnorteamericana fue la que más influyó en sus 
soluciones fundamentales pero el Gobierno de este país mmca se mostrá de verdad interesado 
cn su ratificación. Puede decirse que tal influencia no sirvió de mucho si se repara en el exíguo 
cuadro de ratificaciones, con sólo dos Estados partes. Pero para dccir eso sería necesario 
obviar que en todos los países donde se plantea, aunque tan sólo sea cómo hipótesis, la 
reforma dcl sistema estatal de DIPr, la inmensa mayoria de las propuestas giran cn tomo a 
csas soluciones cscnciales de la Convcnción de I\.1éxico. 

La Ley I\.Jodclo interamericana sobre garantias mobiliarias de 2002 petmite ver otro 
perfil de la cuestión. En este caso, la iniciativa norteamericana antes referida puede caracterizarse 
como la de la elaborac.ión de un texto de exp01·tación del sistema de garantias vigente en 
Estados Unidos y en Canadá, y en complicado proceso de incorporación en 1\léxico (con 
todos los matices recibidos en su proceso de elaboración). Es obvio que los dos primeros no 
van a incorporar en sus ordenamientos el texto de una Ley I\ilodelo que, con más coherencia, 
mayor acomodo a su idiosincrasia y un:1 práctica consolidada a través de los rulos ya opera 
desde hace tiempo. Es decir que el foro interamericano se emplea en este caso como foro de 
trru1sferencia de un concreto modelo jurídico "norteamericano" hacia el resto de América17

. 

Esta función ha aparecido después de una larga etapa de la utilización de la CIDIP en gran 
medida como foro de codificación eminentemente laúnoamericano. Resta por ver hasta 
dónde puede dar de sí lanovedosa función de la CIDTP y si cs posible que lamismaconviva 
con la función tradicional, sin perder de vista las posibilidades que le asisten como foro 
auténticruncnte i11teramericano; es decir, donde se representen de un modo equilibrado 
todos los intereses presentes en la región y se elaboren productos jurídicos que puedan 
aprovechar a todos los Estados miembros. 

Belice h a ratificado las Convencio11eS intc(americanas sobre adopción (CJDJP UI), reslilllción de menores y al!llwntos {CIDIP 
l.V) y tráfico intemacional de menores (ClDlP V) 
D.P f'ERHANDEZ ARROYO, "Globaüzación y derecho: e! caso de las garantias mobihnrias", en A.·L Calvo C~ravaca y P BlruKO· 
:\1:orales Lirnoncs (coords )_. C,'/obrJàzaoón_y Dm:do, f...Iadrid, Colex, 200.3, pp. 290 y .308-.310 
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III. LA TRASCENDENCIADE LAOBRADELACIDIP 

1. Convenciones interamericanas y otros textos de DIPr 

Las seis Conferencias Espcciahxadas de DIPrcelcbradas cn estos 30 aiíos han dcjado 
un poso de 23 textos convencionales (21 convenciones y 2 protocolos adicionales), llcy 
modelo y un documento uniforme. 22 de los 23 textos convencionales están cn vigor. 
Después de ru1lapso de cierto desinterés, en el cual eJ cuadro de incorporaciones se mantuvo 
bastante estático, en los últimos afias el mismo no ha parado de movcrse. En efecto, cs 
interesm1te constatar que aunque las últimas dos convenciones de la CIDIP se aprobaron en 
1994 (CIDIP V), Ll1ncorpomción de los Estados americanos a los textos provenientes de 
todas las ediciones de la CIDIP ha experimentado un sensible incremento a partir de 1995. 
57 instmmentos de ratificaci.ón depositados cn este período12. muestran a las claras que, para 
los Estados miembros de la OEA- en especial para los latino<Uncricanos-, las convenciones 
interamericanas siguen siendo una referencia válida. 

La CIDIP Y1 ha inttoducido cn cl proceso de codificación interamericano la urilización 
de mecanismos de reglamentación de menor potencial unificador que las convenciones. Es 
lo que hemos caracterizado como el ''abhmdamiento'' de las técnicas de reglamentación que, 
junto a la "comercialización" de la agenda y la "privatización" del proceso de elaboración 
nonnativa, parece manifestar un cambio de paradigma en la codificación internacional 
americma1'1. Dicho ablandamiento plantea la codificación en otros términos y abre más 
opciones a la hora de enfrcntarse a la reglamcntación de cada cucstión. No debe descartarse, 
en este sentido, que la reglamentación de diferentes aspectos de un mismo tema se encare con 
diferentes metodologías, dentro del mismo texto o cn instrumentos separados, con una 

Los úlumos· dr 2/10/03, el de la mtificación (produc.id8 d 15/7 /03) de Nicamgua de la Conve11ci6n intE>rmnericBn~ sobr0 
::trbitm1e comercialmte11Ucion~l, aprobada E'il Panamá en 1975 (con esrc depós1to, d~cha Convenct6n pasa a contar nada 
me11os que con 18 Esbdos partes, todos loslHtinoameúca.uos wntJneiJIPJ€5 y Estados Utl!dos), de 4 /J 2/03, el de]~ mtJticnnón 
(producidt!. el31/1 0/0.3) de Bolivia de la Convención inter::uneficana sobres aspectos civiles del tráfrco d0 menü!:es de 1994; 
dE' 20/4 /0~, el de la ratifi.cación (producida el 5/ ~ /0~) de Perú de esta últirw\ Convenci6n, a lrr que se ha adherido Nicamg;ua 
el7 /10/05 (depósito de 18/!1 /05), alcanzam'lo lamismael n.únwro de 12 Esl.:<dos partes, \U10 m~s que laConvención sobre 
ahmenlos de 1989 y uno menos que la Convención oobte restimctón de menores de este mismo aüo, dt' 2/3/05, el d0la 
mttficRción (productda el25/1/05) de Perú y de 31/5/05 de la ratiticanôn (produnda el24/5/05) de _r\ntigua yBarb11da, 
~mbas de esta últun::t Convrnctón, y de 24/11/04, e! ele h r<~.tJticaçiÓn (produe1da el 29/1 O /04) deU ntg:uay rle la Convención 
sobre compettncl;t mdirecrad0198~ (que permite la entrad;t rn -vtgorde e~t~ Conve11ción veinte altOs despubs de 511- rlprob~nón) 

Ver WC'.>oJ!t_Q.a.WrgiJ.uridll:o.ÚpJJ.lU~ 
' 0 /\.cerca d<• estas tres tende4J.Clas, ver D.f~ FERNh..;DEZ Aruccyo / J KLE!:C.1 .. !EJSTERIO.MP, "Th~ S1xth Inrer-/'....mencan Conference 

of Private lnlemQtion~l lAw. A New Sl'ep in the Inter-J\mem:~n Lt>g~.llntegmtion", }farbookof Fmate lnkrnati;,llai]...,a!l', vol I\: 
2002,pp. 237 .. 255;D.F FERNA:\IDEZ i\J!JCCYO, "La CIDIP VI: ~cambio de parad1gma eu hcodificaci6n intemmencana de derecho 
intcmacion:U privado>'', XXIX Cuno de dererht) lf!TeY!WCW!1a! dei cp -2002- (rrambrén en Dqecho zrdrcmaâoJJa!);rizado Úil=tmenc<JM 

EM:>lucu511 _ypmj'fdmu, 2" ed., México, LUiS/ l\.1iguel Porrúa, 200.3, PP- 10VJ11). Ver el rel1ejo de estas ide.~s en D. TREJCS V MG.·\S, 

"A.s ClD1Ps em seu novo papel: um foro ec!étKO de harnwnilação de dirello coni1ir;ual e material", )._'Ji'J(J Cursv dt derecho 

mfen!atwJw! dei CJI 4-04, E. l-IERPÁI~DEz,BRETO?", "Y'crdadcs, nntos y recliidades de! d~recho mternacional privado 
I. I\~ 200~,p. 87, C.M_ VAZQlJEZ, "Regwnihsmwrsus Glob(!Jism:A ViE'Whom tlwAmencas", 
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flexibilidad propia de la época jurídica en que vivimos;w_ Así lo ha hecho ya la UNCITRAL en 
su Convención sobre cesión de créditos en el comercio internacional de 2001 y así se ha 
planteado en rclación con el tratamicnto de la protección de los consumidores en el comercio 
electrónico en la CIDIP VU. 

2. Modernización de los sistemas nacionales 

No me canso de repetido: la trascendencia de la CIDIP debe medirse más por la 
consideración de las convenciones interamericanas como portadoras de las pautas generales 
de un DIPr modemo que por el grado de aplicabilidad concreta de aquellas. El dato de la 
re,ritalización de las rat:ificaciones de las convenciones interamericanas mucstra que las 
soluciones siguen incorporándose a los ordenamientos jurídicos de los Estados miembros 
de la OE/\ .. Fero esta no es la única vía de llegada. Antes al contrario, cs imperativo volver a 
poner de manifiesto que la práctica totahdad de las reformas o proyectos de reforma (sectoriales 
o globalcs) de los sistemas de DlPr latinoamericanos que han tenido lugar en los últimos 
ve:inte arios beben, de una u otra forma, en la fuente :intcramerioma21

. Y lo mismo cabe decir 
de varios de los textos aprobados en el proceso de integración mercosurci:io. Lo singulares 
que la recepción "indirecta" de las soluciones de la CIDIP en la normariva estatal adquicre 
más relevancia práctica que la incorporación "directa" de las convL'11CÍoncs en aquellos países 
enlos cuales el derecho internacional no goza de wu jerarquía superior o de unaconsideración 
prioritaria en relación conlas normas autônomas, además, como es obvio, de extender con 
carácter genenll el âmbito de aplicación espacial de las mencionadas soluciones. 

Pero sefíalada la influencia y la recepción anivel estatal de las soluciones de la CIDIP, 
debe ponerse de relieve, además, que cuando se habla de efecto "modemizador'' se hace en 
sentido propio, a tenor del contenido concreto de varias de dichas soluciones 22

. Con un 
sentido más ;:unplio, también cabe destacar la nota de "internacionalización" que se observa 
en la jerarquia supralegal que los diferentes ordenamientos les van reconocicndo a las 
convenciones intemacionales. Por esa vía, también llegan las nonnas más modernas pergeiiadas 
enlos foros intemacionales23

• Para que esa 1ntemacionalización-que no afccta exclusivamente 
a las convenciones interamcricmas- se produíera, un facto r sin dudas influyentc ha sido la 
pedagogía del art. 1 de la Convención de normas generales de la CIDIP II: "L,a determinación 
de la norma jurídica aplicable para regir siruaciones vinculadas con derecho extranjero, se 

Ver D.P FERNANDEZ JillROYO (nota 17), pp. 303.304, D. TRHJOS V f~"i.GAS (nota anterior), pp. 1103"404 
EstA idca ya aparece Cll R HERBERT, DelCongrm,JeLzma tJ la CJDIP JJT El denxi.w m/lm1acwnal pnmdo enAméncaLohna (1878 ·1984), 
Sanbrückcn, EI, 1984, P- 18J_ S;.M:'U·:EEN, ''los resulb\dos de la labor codifimdor~ de la CIDIP desde la peto;pec!Jva evmpea", 

E.spaffay ia mdificaâd!i mtr:vnactMal dei d!YI'd'? mkrlw~wmil.fnwdo, 1-hdrid, Eurolex, 1993, P- 302. Vrr tllinbiên TB DE Mr.EKELT, '1"a 
codlficación l1Jtc.ramericanadesde la pctspecl.iv:l dela codificanón estlltal del derecho internacional privado", en DE Femández 
Arroyo I F Mllstringelo (orgs.) (not2. 14), pp. 27·51 (laciendo hincapié en las pll~ticulandades dei caso venezolanoi 

22 VH; por ejemplo, R HERBERT I C. FRBSKEDO DF AGJ!RRE, "Flexibihzación teleológica del derecho intemanonal prJV:ldo 
larinoamericmo", en Liber A.micomm]ur;gen Jmntleben, Montevldeo, :\ifl.x-Phlnd::-Institut I FCD, 2002, pp 55.76 
G. PN&f.·ARANGUREN, "Lll aplicación dei dcrecho intermtoonnJ pnvado en el derecho intemo a WI.Vés de tratados 
intemac;onales, en par!icular en los foros de La Haya y de la Organiz~ción de los Esw.dos Americanos", XXIV Curw de DP.rli''!Jo 
Inirnwcwna!dd CJI -! :7? /., pp. 1-31 
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sujetará a los establecido en esta Convención y demás convenciones intemacionales suscritas 
o que suscriban en el futuro en forma bilateral o multilateral por los Estados partes. En 
defecto de nonna intcmacional, los Estados partes aplicarán las regias de conflicto de su 
derccho intemo". Este principio se ha ido colando en los ordenamientos de la región, 
afectando no sólo las cuestiones de derecho aplicable, sino otros ámbitm del D1Pr24 e, 
incluso, la totalidad dei ordenamiento25

• 

3. Trascendencia fuera de América 

Los Estados latino americanos ticncn una participación -podríamos decir- relativa en 
los foros codificadores del DIPrde alcance o vocación tmiversal. Ni siquieraen el más abierto 
de todos, el de Jas Nacioncs Unidas (al fin de cuentas, todos son micmbros de esta 

organización), que ennuestra ma teria tiene ala UNCITR ... A.L (de la cual todmlm países son 
periódicamente miembros y, cuando no lo son, pueden asistir en calidad de observadores), 

la representación h a sido satisfactoria. Básicamente, no todos los Estados de ~1\mérica Larina 
participan de esos foros o porque no son miembros o porque no siempre pueden costear los 
gastos que insume la presencia de un representante en las numerosas reuniones que se 

produccn a lo largo del aiio en cada uno de ellos. Con lo cual un cscenario nada infrecuente 
cs el de un Estado que no puede mandar anadie por no sermiembro de la organización en 

cuestión o por falta de medias, o que a lo sumo envia un diplomático que descmp6ia sus 
actividades en ellugar de la sede o de la rew1ión dei organismo de codificación que, pese a sus 
esfuerzos e interés, en general no está para nada familiari%ado conlos temas muy especializados 

de DIPr que allí se d.iscuten. El primcro de los problemas desaparece cn el marco 
interamericano, ya que todos los Estados miembros de la OEA (con la conocida excepción 
de Cuba) son "miembros" natos de la CIDIP. Esa membresía le da a cada uno de los 

Estados, en un régimen de igualdad, con voz y voto, derecho a participar de la propucsta de 
temas, de los trabajos preparatorios y de la elaboración concreta de los textos jurídicos en las 
conferencias diplomáticas. Las dificultades o la falta de in te rés para ejerccr ese derecho son 

otro cantar. De un modo u otro los Estados latinoamericmos parece gue siguen considerando 
a la CIDIP como un ámbito natural para la elaboracíón de un DTPr de alcance regional, 

entendiendo a la codificación reg1onal como coadyuvante con la codificacíón que se realiza a 
escala mundial. En palabras de Didier Opertti Badán: "también el regionalismo tiene un 
lugar en la globalización si és ta incluye y no excluye"2~. 

Ver, porejemplo, el art. 524 dd Código General del Proceoo de Uwgtmy. 
3 Ver, por cjemplc, Hts_ 137.1 de la Constitución paraguaya y 75.22 I de la Consütución rtrgentina 
1

' D. O~ERTTlRil.iJAN (nom. 14), P- 19 Ver, en el mismo libro, PP- 21-23, e! contenido ai respecto de la ''Dedamcíón de Córdoba", 
emitida por profesores sudruncric~nos de DIPr el18 de dicicmbre de 2003. "declaamos que /l.mérica, continente pionero 
de lm; esfuerzos internacionales pam armonÍZllr Ylii1Jficar ei derecho intemacíonal púv::tdo, rienc e] deber histónco demanteJJer 
eSll. tmdtción, rnanteniendo un constructivo di.ilogo con los dem:is foros todtficadores del mtmdo" 
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La dimensión cxtema de la codificación americana del DTPr admite otxa perspectiva 
de anáhsis, la vinculada con la toma en consideración de la obra de la CIDTP fuera de sus 
fronteras. Porun lado, está la presencia de los textos interamericanos en las tare!15 de codificación 

llevados a cabo en otros foros intemacionales. Só lo por contar lo que está sucedicndo ahora, 

cabe destacar que cl Grupo de Trabajo VI de UNCITRA.L, que está ultimando una Guía 
Legislativa sobre gartUlrias mobiliarias, tiene sobre su mesa la Ley l'viodclo interamcricana que 
adoptó sobre esta ma teria la CIDIP ve. i\lgo similar puede dccirse de los trabajos que en 

ma teria de alimentos se llevan a cabo actualmente en la Conferencia de La Haya, donde la 
Convención interamericana aprobada enla CIDIP IV es ma teria principal de trabajo28

. Por 
otro lado, aparece el interés de la doctrina no americana. Así, recientcmentc, tU1 autor francês 
propus o tomar en cuenta la Convcnción de ~-'léxico sobre derecho aplicable a los contratos 
internacionales (CIDIP V) nada menos que cn e] sacrosanto marco comunitario europeo, 
donde- según dicho autor~ las soluciones fundmnentales de dicha Convención deberian 
incorporarse al texto comunitario que h abria de reempla.zar a la Convención de Roma de 
198029

, au.nque el debate para ello se está desartollando con muchas dificultades. Ya hace 
bastante tiempo lo mismo proponía EI<. Juenger en un conocido artículo publicado en el 
i\]CU0

. En Espaiía, un autormuyvinculado con AméxicaLatinaha propuesto rdteradamente 
que ese país adhiera a las Convenciones sobre restitución de menores (CJDIP IV) y sobre 
tráfico de menores (CIDIP \~ 3', como antes lo hizo con las relativas aexhortos (CIDIP T) y 
a prueba e informacíón del derecho extranjero (CIDIP I I). 

IV. LOS DESAFÍOS ACTUALES 

1. Auge dellibre comercio vs. integración subregional 

La CIDIP VI significá un punto de inflexión cn la evolución de las Conferencias y, 
por ende, enla concepción mMtenidahasta entonces enla etapa de codificación ru.nericana del 
DIPr iniciada en Panamá en 1975. En más de w1a oporhmidad, durante el interregno entre 
las CIDIP V y VI, incluso una vez realizada la primera reunión de expertos preparatoria de 
esta última (diciembre de 1998), se llegó a plantear seriamente si la CIDIP no se habcia 
agotado, si no habria cumphdo su ciclo de vida útil. En el surgimicnto de estas dudas 
influyeron de manera decisiva las repetidas postergaciones de la convocatori.a de la Conferencia, 
por un lado, y elnotorio desintcrés (y chocante desídia) de muchos de los (Jobiernos 

ZI htl.p :J~vw.J.lllJ.:i.JJ:.Rl.oJ:gb!.!~nt:WJg;;/.mm.nJ.is~LO.n.bYo.r:ki.rtg_gwup.s.L.G.S.ecu~nteJ:l:'.$.tid1J.llll 
Cf H. L BUZl:l/,~,"2\!, "Umücation ofthe LawGovcr:mngSecured "I"r<Lnsac\lons: ProgJ:e>is and Prospects ofReiOnn', UnJ L _R.N 

2003·1/2, pp. 333-33!1 
.1! W/ DUNC:\N, "Jurisdiction to Make and ),-lod1fy Mrtintena.nce Dcnsions- 1be Quest for Unifornuty", httmxmtmenlai C'J-'/)ltratron 

Thvugh Pm"(JTC Tii!e11NHWna! Lm;• 93 
J.-P BER!,UDO, "Fauhl avmr peUl" ]v!.ila!(teJ etJ l'honneJH de Paul 
L·1ganle, hris,DrJloz, 2005,pp 106-110 

'" F.K. jUENGER, "The 1nter-J'I.nl<)riC:ul Convention on rlw Lrrw .. il.pplicable to Inter:nalionnl Contmcts. Some lilghlights :uHi 
Comparisons", AJCL,42, l994, pp. 381 ss 

'1 P.P. MlR.hilES ShNGRO, "Balance de la actnacióu guc desru:rolb h ClDIP en maWWl. de protección int<2rnacwnal de menores 
regionalismo o~l-,u.nmwersGhsmo", Liber Anncomm Cjxrrh BmidJJ (nota 4), pp 408-409 
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latino americanos en cl tratamiento de los temas propuestos. I'v1uestra palpable de esto es que 
cuando ya parecíaque existia tul periodo ''natural'' de cinco arlos entre Conferencia y Conferencia, 

el tiempo entre las dos últimas se alargó de un modo irritante. Más aliá de las razones 
mencionadas, lo que in teres a poner de relieve es que por debajo de esta incierta situación se 
cstaba gestando una modiftcación de las coordenadas en las que se mueve el modemo 
proceso codificador interamcricano. 

En efecto, la manifestación de las tendencias bacia la "comercialización'' de la agenda, 
el "ablandamiento" de las técnicas de reglamentación y la "privatización" del proceso de 
elaboración norm(ltiva32

, constituye el resultado visible de cuestiones más profundas y, por 
lo tanto, menos percepribles. A. mi entender son varias las cues tiones que han vibrado enlas 
profundidades dei suelo de la CIDIP. .E<:ntre ellas cabe destacar muy especialmente el ya 

mencionado intcrés y el consiguicnte protagonismo de Estados Unidos, a pw1to tal que casi 
podt~a decirse que este pais ha "descubierto" la potencialidad de la CIDIP como foro 
hemisférico de codificación del derecho. Es conocido que por razones jurídicas (vinculadas, 

sobre todo, conlas características del sistema federal) y políticas, los norteamericanos no han 
sentido tradicionaln1ente una gran atracción por los trabajos de armonización o unificación 
del derecho engeneral. Pero esa actitud se haido modificando con el riempo y lacalidad y el 
protagonismo que han cobrado las delegaciones de Estados Unidos en los diferentes foros 
encargados de la codificación internacional del DIPry dei DComT así lo atestiguan. Les h a 

tomado cierto t.iempo, pero los norteamericanos han terminado por caer en la cuenta de que 
aún en los casos en que no rienen voluntad de incorporarse a los textos internacionales si les 
interesa influir en el tenor material de las soluciones incluídas en éstos. Es una actitud 
coherente con su carácter de primera potencia mundial y con la realidad de unas transacciones 

intemacionalcs afectadas decisivamente por los fenômenos vinculados con la globalización. 
Si esto ha sido así en los foros universales, incluycndo el tan "europeo" de La Haya, cómo no 
iba a ocurrir en el seno de una organización como la OE.i\, en la cual Estados Unidos ocupa 

unlugar de tanta significación política (eso sí, sin derecho a veto"- al menos futmal-). 

Se da la circw1stancia de que elmismo pais lanzó en 1994 w1a ofensiva de gran calado 
con el objeto de configurar una enorn1c zona de librc comercio entre todos los Estados que 
participan del sistemainterameti.cano (con una esttuctura ''única'' -la dei )\LCA33-o mediante 

w1 cntramado de diferentes tratados superpuestos), a cuya eventual rclevancia para el desarrollo 
futuro de la CIDIP me refcriré cn el epígrafe siguiente. Por ahora me importa llamar la 
atención acerca dei resultado de la conflucncia de este dato con cl mencionado cn el párrafo 

anterior, que se traduce en lo gue hemos caracterizado como la "comercializacíón" del proceso 

Ver nota 19 
Sigius delAren de Ltbre Conwrcio de l~s ;\méricas Para coHoccr los disli.nlos nspcctos implicndos en e~Le :unbicioso ycomrovertido 

proyccro (de incierto futuro), ver los trabrl]OS r<2tu11dos en A. Oi~OPF/.A Gf,JKif. ( c:oord.),ALCA - un ri c bate sobre la m!egrac·;ón, 
México, U:\1/I.M/CARI, 2003. Ver tnmb1én R BouzAs, "'New&gionahsm' and tlw free Tradel\.rea of tl10 J\rnericas: ALess 
Bencvolent V iew", en R Patiílo 1\tümffer (coord \ ,) emma;·w lnten:ac!Oi!a./Los nfw de ia mtegmoón me! contmenre rJtiltmCtiiJO, México 
(DF), UN.-\.:'V!, 2Cl05,pp 95,109 
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codificador interamericano. Se aJude con esta terminología ai desplazamiento dcl cjc material 

y metodológico de la CID IP: material, hacía los aspectos claramente enraizados en el derecho 
d.el comercio internacional; metodológico, hacia textos con eminente contenido material en 
lugar dei enfoque anterior, predominantemente "conflictual". Probablemcntc las otras 
caractcrísúcas dei cambio dei paradigma codificador, es decir, la "privatización" y el 
"ablandamiento", también tengan algún grado de parentesco con la iniciativa en pro dellibre 
comercio intenunericano. En particular la última, que renuncia ala búsqueda de la unifonnidad 

que brindtm las convenciones en aras de una armonización de los princípios y las regias 
esenciales, la cual, al parecer y al menos en este ámbito, se sigue juzgando imprescindib1e para 

el funcionamiento eficiente del mercado v. 

Elllamado hcmisferio americano ocupa más de 40 millones de km2
, está habitado 

por más de 833 milloncs de personas y tienc un PBI de casi 13 billones de dólares (10 y 
medio apartados por Estados Unidos). Sus 35 países, todos Estados miembros de la 

OEA, están vinculados entre sí por numerosos tratados comerciales de diversa índole. De 
entrada, una simple observación permite contemplar la "subreglonalización" del espacio 
comercial americano. En efecto, este fenômeno, que adapta su estructura actual cn el inicio de 

la última década del sigla XX, nos muestra, de sur a norte cinco bloques estables de países 
vinculados entre si por acuerdos de integración o de libre cmnercio: I\JERCOSUR'5, CAN 36

, 

SICA07, CARICOlvP13 y 'TLCAN,9• Fero, como sucede a menudo con las impresiones y 

sensaciones que se tienen a primera vista, esa estnJctura subregional cs bastante engrulosa, y 
además las ditêrencias entre las caracteristicas de cada uno de esos bloques son más aparentes 

que reales. 

Varias son las razones que permiten afirmar lo anterior. En primer lugar, debe prestarse 

especial atención a la pertcncncia de todos los países americanos (incluyendo a Cuba y 
descontando a Bahamas) ala OMC, ya que e1 advenimiento de éstaha convertido a gran parte 

del mundo (por lo pronto, al mundo al cual pertenecen todos los Estados que son micmbros 
de la Organización) en una enorme zona de libre comercio. El dato ticne una singular 
tmscendencia, sobre todo por el hecho de que el ámbito material de los acuerdos de la OI\1C 

se va extendiendo progresivamente (de las mercUlCÍas a los servicios y de alH a la propiedad 
intelectual), así como profundizando en cada uno de sus capítulos. Esto marca un umbral 

Lo que parece conlraponerse a h renovada fe en el carácter saludable de h compctenóa entre ordenmwentos jurídicos, que 
tenninan provoc(lndo l~ prim~cía de los ordenilffiientos m:is "desreguhdores" Ver, ai respeclo, H 1{uiR_ W.".TT. ChQice qf Lw 
1n l!!!~r:J~4tcd and IntmMmected M,wken a lvfatt-?rof I'oilfJcal Er.M'!OI!IJi, Y.nastncht, Metro, 2003, pp. 10 ss 

li Mercado Común de1 Sur, formado desde su or:igen, en 1991, por i\rgenlina, Bmsil, P~uguay y Urur;uay, con diversos tipos de 
vinculaciones con los dem:is p(!Íses lMinoarnencanos de i\métint del Sm y conla incorpomnón formal como miembro pleno 
de Venezudn en dicif'mbre de 2005 
Comunidad 1\ndma de Naciones, cnyos miembros son Bohvia, Colombi~, Ecu::tdof, Perú y Venezuela 
Sistema de la Integración O:ntroameriona, com.puesto por Belice, Costa Rica, El Salvador, Guatemah, Honduras, Nicarap;ua 

yPanrun:i 
Caribean Community, formada por .Antig;ua y Barbuda, Bahamas, BMbados, Belice, Dominica, Grenada, Gupna, Haití, 
Jamaica, Monsenat, Sitint Kitts y N~V\S, Sama Ludu, San Vicente y las Grmadinas, Sunnmne, y Trinid.nd y Tobago 
Trntado de Libre Comercw de J\.mética del Norte, 1211 vigor entre Cuwda, Estados Unidos y ~'>10xico 
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muy exig-ente para la jusrificación de cualquier proceso de integración comercial regjonal que 
se precic40

, ala vez que intcrfiere en és tos de diversas formas.;1
• Aliado de eso, tm dato todavía 

relevante es la existencia de la _AL,.ADI que, pese a su predicada inacción, establecc unas 
exigencias concretas para sus Estados miembros, que son todos los latinoamericanos de 
América del Sur, más Cuba y I\-Iéxico. Otro elemento importante a tener en cuenta es que 
algunos Estados quedan descolgados del esquema de subregionalización42 mientras otros 
se vinculan a más de uno~". La importancia que puede alcanzar la Comunidad Sudamericana 

de 2\Jaciones (CASA), constituída en Cuzco el 8 de diciembre de 2004, está todavia por 
vcrse""4

. Por último, el auge de las tendencias hacia ellibre comercio se deja ver también en la 
vigencia de numerosos y variados tratados que regulan diferentes aspectos del comercio 
intemacional entre Estados de la región o entre alguno de és tos y países no americanos 45

. 

Es en este enrnanu1ado contexto donde debe ubicarse la iniciativa norteamericana 
(apoyada abiertamente, entre otros, por sus socios del TLCAN), de constituir tma (única) 
zona de libre comercio, de amplio espectro material y espacial. En términos generales debe 
decirse que la propuesta no plantea un panorama enterrunente nuevo desde que resulta 
evidente que, por un lado, ya existe tm grado notable de liberalización general y, por otro lado, 
el modelo inspirador dei ALCA ya está en vigor entre los tres países de América del Norte y 
Chile, y está contemplado tanto en el Tratado entre Estados Unidos y los países 
centromnericanos firmado el5 de agosto de 2004~", como cn el que Estados Unidos pretende 
cerrar con Colombia, Ecuador y Perú. Todo esto implica que, al menos en cierta medida, se 
pucde afirmar gue ya existe un ALCA de hecho, limitado más geográfica que materialmente. 
El punto álgido está sin dudas en cictia resistencia exteriorizada por algunos gobicrnos 

Ver Htt. XXIV del Gi\TT de 1994 y el Ente11dimienro rdativo a la interprelaoón del mismo 0lttp://www.wto org/spanish/ 
does _s/ legal_s / 1 0-24 .doe) 
Lil- confusión entre los sist<"Jnas df' solución dr conlroversias es U11il- de esll.s interferew:wo Ver D P FER-NAC.:DEZ 1\R.oo:OYO /o\ 

DREYZ!N ::;2 KL::-.R, "O Brasil ftentc ii. ínstimciomthZHÇilo e llO direilo do MERCOSUL", en () Dimm Intemacw,a! p o ]),,·edo 

En:w!mv. I-Iam~"agem a ]asiPrnnmm Rezek, Ijní, Unijtli,2004,pp. 350-352 
Cub~ pertenece :tla Al,ADI pcro a nmgún bloqur subreg10nd; Chilf' cst:i. asociado al MERCOSUR l)('rü no es micmbro pleuo 
de! nusm.o; con la República Donunicruu sucede lo mi.sroo pero cn relación con el SIC_.1\ 
Beltce formil- p~tnc del CARICOM y de\ SlCA; los paises de la CA.i'>.l eslin "r,sociRdos" illlvlERCOSl..JR (verTA. O'KimFE, "The 
i\J.ldi'ru> CoJllimmit)<iVíERCOSCR F no e Tmde o\grcc:>ment", DeCIT..A., mim. 5, 2006, en prensa) y Venezueh -como ya mdiqué­
esi.Í: en proceso de incorpor~tción plena 
El tiempo pennmni tener h justa medida de esu empresa subcontlllent~tl, de la que p~tmcipru1los doce Estados sudrunericmws, 
es denr, los cuatro de! !>1ERCOSUR, los cinco de la Ct\N, Chde, Gupna y Surin_rune Ver A. DREYZ:H DE KLoR, "La creación 
de la unión sudamericrum de nacwnes: ,:un nuevo bloqu~ de integ,mción?", DeCTTA, mim. 3. 2005, pp. 634-639 
El entramado <'S realmente impresionante y su manejo de g;nul complejidad. 1\llado de los trM~tdos de libre comerciO de 
d1ferente alcance, ex1ste UWl. vanada gama de ~cuetdos çomercíales entre los que destr\C::Ul- los que reglrunetan la prolecnón 
recíproca de inversiones. La dunenstón de la cuesLión se h~tce evidente el\ los cllsos de Chii(' y ]V[,;x:ico. Ch!le, adem.Í:>õ de b ya 
mem:iom~da ~sociación al J,1ERCOSUR, b firmado tratados d(' Ebre comercio con lo o tres países del TLCI\N' (lodos en V!gor), 
con los cinco paísrs lr:l.dicionules delitsmo centroanwácano (en vigorcon Costa Rica y El Sdvador). ~tdemás rle con!a Unión 
Europc'\, 1~ /1.ELC y Core~- Méxtcc, por su parte, ~dl'Dl-:Ís del TLCAN y el tr~tado con Chile, ticne en v1gor lrat~dos de libr,, 
comrrno wn Boli:via, con Co!ombin y Venezuela, con Cosl·a R.icll., con El s~lv~tdor, Guatem~J~ y Hondur:ts, con Nimncgcm 
(ndr.más de ul\ Acurrdo de complement~tción econórnica con Urugu~y), y, fuem de América con lil Unión Europea, con h 
AELC, con Israel y con_l~tpón 
li.Ún no en v1gor Los Estados sign~til-nos centroarnericanos son.los del S!Cr\ 1ncnos Panrunli. y Belice, y más la Rt'públicll 
DominicRna 
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sudmnericanos, particularmente, los de Brasil, j\_rgcntina y Venezuela. La no inclusión en c1 
proyecto continental de los países mercosurellos (incluycndo ya a Venezuela) dcsdibuja 
gravemente el empefio orig-inal, a la vez que demuestra que las actitudes latinoameriomas 
frente al ALCA distan mucho de ser homogêneas. La creación de la mencionada CASA hacc 

un ailo y, sobre todo, la incorporación de Vene2uela allviERCOSUR ahora, n1.ás aliá de la 
heterogeneidad de las posiciones de los Estados miembros (téngase en cuenta que los países 
más pequeiíos dcl I'vlERCOSUR han manifestado ciertas discrepancias con sus socios 
mayores), podria verse como un índice de la tensión existente en la dcfinición de los par{unctros 

de mercado en el hemisferio, que de algún modo se refleja también a nivel mundial47
. 

Tampoco resulta irrelevante la estrecha integración (comercial, cttltural y política) alcanzada en 
un plazo relativamente corto entre Cuba y Venezuela, en lo que busca ser el primer paso cn 
la constmcción de una -'-,lJternativa Bolivariana para las }unéricas (. .. :'\LBA)48

• La siruación 
actual, por tmto, parece quedar bastante lcjos de la imaginada no hace mucho tiempo, 
cuando se daba por hecho que el ALCr\_ seria una realidad con el inicio de 2005. i\hora, si 
Estados Unidos no mejora sustancialmente la oferta en algunos puntos"10

, dificilmente 
habrá algo más que cl.ALC~-\ fáctico, l-imitado (/ighto fite, cn la jcrga de los negociadores) y 
rengo que ya existe 5°. 

2. La CIDIP en el contexto de la integración y la liheralización comercial 

Llegados a este punto, ctiene este auge dellibre comercio y sus vicisitudes algo que ver 
con la CIDIP, su agenda y su futuro? i\. mi entender, objetivmnente sí. Sólo en w1 clima 
dominado por la creencia casi religiosa en las bondades de la libcralización comercial, que 
junto a la privatización y la desregulación constituye el trípode sobre el que se afitma el credo 
neohberal tan en boga cn los ailos 90 (particulanncnte en América Latina), podía producirsc 
la evolución sufrida por el movimiento codificador interamericano cn los últimos quince (y, 
sobre todo, en los últimos diez) aiios. Los datos para confirmar esta aseveración sobr;U1, 
pero me limitaré, dada su contundente elocuencia, sólo a tres, estrechamcnte relacionados 
entre sí: 

Los result::tdos (o, mejor dicbo, b blm de elloo) de Lt Conf,'retKi~ Ministerütl de Cancún (10·14 de scptiembre de 2003), 
motivados porei m~ntenimiento de una fim1e posición de parte de Blgunos púses en desarrollo nucleados en rlll~mado G, 
20 (donde también se dcst<tcó Bmsil), <tSÍlo !lldtcan. La discusión sigue en pie pasados dos Aiios en h Conferenci~ Ministerüü 
de Hong Kong (12" 16 de ditiembre de 2005) 

"" El Acuerdo e11tre ambos púses para b ~plicación del ALB1\ pude verse enlJi:<.IC\\Ulltf_fll<JJf\i:!l.lwliYru:iJ.ru.L..o.rg Ver O Ror,mF.o 

I3bLLENILU, "Constmyendo el /\.LCr\'', DeCITA, núm_ 5, 2006, en prensa 
Entrf' l~s nicstiont'S más peii~gud::s esbÍJJ!os subsidies~] sector ~grícol~, d acceso a los merclldos, k'< compras estatnles, el 
t-ratamie11t0 dE>l dumping, h solución de las cmJtroversias relativas a inversiones y LI propwdad intelecltwl 
Ver 1-1 E_ Cf.RRANZ.':., "},{ERCOSUR, tlle Free Tmde Ar~ll o f the il_mericas, and the Future o f üS. Hegemony in Lalin Anwrica", 

Fordbam Infi LJ. 27,2004, pp. 1029"l064, Conlodo, no debe crerrse, por olro lado, que Estados Unidos se juegah vida con 
esta nH'StiÓn. En reahdad, h ofensiva "librecomercial" norteamerican@ no csti ~xdusiv~ 111 pnoritatÜ.menrr thngida a Améric~ 
LMina, como lo demueslnmlos tr2.hdos de hbre comercio con Ismel,Jordania o Sing:tpur, o los próximos a enlmr en v1gor coa 

Austalia, Bli.hreun o 1-btnwcos 
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a) cl principal motor codificador en este período ha sido un centro privado cuyo 
objetivo principal, como reza su propia denominación es el fomento de] "libre comercio 
interamcricano"; su conttibución ha sido esencial para la aprobación de los textos sobre 
contratos (CIDIP V), garantias y carta de porte (CIDIP VI), y en la preparación de otros 
sobre temáticas vinculadas; 

b) el tratamiento dado al tema de la contaminación transfrontcriza antes y durante la 
CIDIP \IP, y el radical contraste con cl dispensado a los temas comercialcs, refleja fielmente 

(acaso porcasualidad) la tcndencia predominante en las negociaciones del.ALCi'ls2
; 

c) la reciente lógica cnlaconstmcción de la agenda de la CIDIP manifiesta claramente 

que los temas que "interesan" sonlos que tienen un neto carácter comercial; en e.fecto, tanto 

el contenido efectivo de la CIDIP VI, como el tematio propuesto en su última sesión 

plenaria para la CIDlP VIP3 (referido por laAsamblea General en la resolución que convoca 

ala CIDIP VIP) son abmmadoramente "comercialistas". 

Siendo así las cosas, ._:cabe que el proceso codificador experimente albruna rectificación 

centrando tanto su agenda como su dinâmica? lvfi opinión es que no sólo puede sino que 

debe ser así. Como antes seí'íalé, utilizando L1 metáfora (acaso demasiado drástica) de lo que 

sucede después de los terremotos, estoy persuadido de que se v a a producir un reequilibrio 

en el sentido aludido, contemplando de un modo más equitativo y realista los distintos 

intereses cn presencia. De hecho, es lo que está pasando con los trabajos preparatorios de la 
CIDIP \TU. De no ser así de aguí en adclante, teniendo en cucntalai:nveterada predisposición 

latinoamericana a la coclificación intemacional y la neccsidad de respuestas jurídicas com unes, 

no debe descartarse que algunos Estados se vean tentados a buscar otros foros para canalizar 

sus inqtúetudcs cn materia de reglamentación juddica, tal ve:~. subregionales, es decir, ht~cicndo 

coincidir integración con codificación. Y, desde luego, si lo que se hicicra cn la CIDIP no 

contemplara los intereses y las neccsidades de los diversos actores implicados, lo más lógico 

y recomendablc sería que los insarisfechos buscaran otro foro válido. La CIDIP ha sido el 
foro natural hasta ahora porque es la única organización jurídica (además de otras cosas) 

continental. Pero eso no obsta a que se puedacrear otra con diferentes características y alcance. 

3. Claves para el futuro 

El perfil que van adquiriendo los trabajos preparatorios de la CIDIP VII autoriza un 

moderado optimismo. Lo que antes he seiialado en relación con el scsgo comercial que ha 

Para una n1tic:l 9.1 l:mt:tmwnro durante la Conferencia. ver J L. S;Q~Emos, "La Sexta Conferencia Esprcütlizada InteramuicmB 
sobre Derecho Intemaciow<l P1:ivado (CIDIP-VI)",R.n Mex. D]J+;mí.m_ 1 '1, 2002, pp. 21-24 

2 Ver C DE;,Rii, "Greening TrRde in tho i\menc:ts: Ani\genda forMovingBeyond theNorth-South 
pp.137-151; y,mis engenenll, C DEERE f D 
(A-lA), .\HT Press, 2002 
Doc. OEA/SorX/XXL6, CIDIP-VJ/RES.l/02. Sólo a último momento se nworporaron dos temas total o p~rcHllmente no 
comcrcw.les (el de ln. prorecc;ón de incapaces adulros y el de los tlujos migptorios de personas) y se tijó el cRrÁc't.er ~bierto de 
csalista 
AG/RES 1923 (XXXIII-0/03) 
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cobrado la CIDIP no debe ser en ningún caso entendido como una crítica a que esos temas 
formen parte de la agenda de trabajo. Antes al contrario, me parece evidente que los temas 
comerciales deben estar presentes, como por otra parte siemprc han estado desde el origen 
mismo de la CIDIP, que ya cn 1975 aprobó en Panamá una Convención sobre arbitrajc 
comercial internacional que hoy está en vigor nada menos que en dieciocho Estados. Es más: 
los temas comerciales seguirán siendo importantes incluso si el ALCi\ no se constituye 
como tal o si termina siendo algo mucho más light que lo proyectado en un principio. 

Obsérvese concret<uncnte lo que ha sucedido en la preparación de la próxima CIDIP. 
Como suele suceder (cl dato no es nuevo) menos de un cuarto de los Estados miembros de 
la OEA aprovecharon la oportunidad de sugerir temas. Estados Unidos se basó en la lista 
antes mencionada Oa propucsta en reunión final de la CIDTP VI) y propuso dos temas 
vinculados con el comercio electrónico: valores de inversión y registros comercialcs electrónicos. 
De este modo, se busca dar continuidad al trabajo iniciado con la preparación de la Ley 

lviodelo interamcricana sobre garantías mobiliarias, aprobadaen la CTDIP VI. Los mismos 
temas se repitieron enlas propuestas de Chile y Pe1Í1. Brasil y Ivféxico se refirieron en sus 
propues tas a] comercio electrónico en general, aunque !\léxico hizo una mención concreta de 
la protección dcl consumidor dentro de este âmbito. Canadá y Uruguay afinaron un poco 
más, proponiendo concretamente el tratamiento de la jurisdicción enlos contratos celebrados 
por consumidores a través del comercio electrónico (aunque mientras a Canadá e se tema le 
resulta cl único digno de ser tratado cn la CIDIP VII, la propuesta umguaya incluyc la 
jurisdicción intemacional en general y la responsabilidad cxtracont:ractual especialmente centrada 
en la contaminación transfronteriza::s). 

Quitando los casos de Canadá, Estados Unidos y Chile, los dcmás países proponentes 
hicicron como Umguay y mencionaron más cuestiones, presentes o no en la lista surgida de la 
CIDIP VI. Así Perú también propuso el transporte multimodal; ?vtéxico agregó como temas, 
flujos migratorios y movllnientos transfonterizos de personas, por un lado, y protección de 
menores, por otro; El Salvador, posiuló títulos universitarios y responsabilidad extracontractual 
(referida a contaminación, accidentes yproductos); y, finalmente, Brasil indicá flujos migratorios, 
insolvencia y protección del consumidor en general, aunque la propuesta de convención que se 
vicnc manejando regiamenta exclusivmncnte las cuestiones de derecho aplicablc56

• 

Como antes destaqué (ver si~Pf?J not~ 15), en la propuesta canad1ense se m~rutiest~ expresamenle la postum habitulll de esle 
país de no tratar cn e] marco interamericano los lemas que estín enb agend~ de los foros u.niv~rsales (o de vocación univcrsill) 
de codiiimción, t'n tfmlo que cnla nus1Va uruguaya se raufic!t !:a "pertinencia de un proceso de codiiicKión regional" Ver 
tarnbién C F?.ES"Oi::>G DE .'I.GUIRRE, "Responsabilidad por hecho ilícito en el âmbito ultenwnonal co11 espcnal rcferencia a la 
respon8:tbilidad nvll por contai"X'.l!1ación tra~1sfronteriz<t Recwntes desarrollos y perspecttvrts p9t<t la convención rcgwnill en 
l~t malena", Liber /vnicomm (~J;IffiP Badái:- (nota 4), pp. 208-215. Sobre los términos a tener en c:uenta para a~whzar e;;tas 
posKiones, ver D.P FERN.A.N"D:<:Z AIGCYO, Det!!do tnki'l!r!CWHaipnmrlo mkmmmm11o (nol.:t 19), pp 68-7 3 
Se trM,:'t de lUla propucst~ de la profesom Claudia L!Mt\ lvL':.RQUES, de la Universidade Fedem] de fuo Grande do Sul, adaptada 
como prop1a portl Gobiemo br:1sileiio. Versu cxpiicr:tC!Ón, m~gnifir.amente expuesta, en "Ainsuficient'e proteçli.o do consu.rmdor 
nas nonnas de DIPr. Da necessidade de uma Convenção intemml'ricana sobJ:e a lei Glplir.á.vel a algcms contratos e relações de 

consumo", en DP Fem&nde7. Anoyo j F Mastd.ngelo {orgs) (nota 14), pp. 105-165 (mdnyc l9 propuesbt en Ul.Stelhno) 
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Jugadas estas cartas, fueron la generosidad de los represenümtes de los diferentes 
Estados cn el seno del Conscjo Permanente y la hábil muüeca de los funcionarios dei 
Departamento de Asuntos Jurídicos Intemacionales57 las condiciones que permitieron lograr 
lo que varias propugnábamos desde hace tiempo5

;:\ esta es, una agenda equilibrada59
, con 

pocos temas y rcalizablc60
. Estados Unidos accedió adejar de lado el tema de los valores de 

inversión61
, entanto que el de registros electrónicos quedó planteado, según mi opinión con 

muy buen tino, como ru1acomplementación q1arto necesaria) de la Lcy Modelo sobre garantias 

mobiliarias. El otro tema escogido es uno que no estaba como tal en la lista inicial pera sí en 
la preocupación de muchos62

, sciíaladamente, la protección de los consumidores. Pera las 
propuestas en torno al mismo son dispares: México, Canadá y Uruguay se refieren a la 
protección en el marco concreto del comercio electrónico y los dos últimos específicamente a 
la reglamentación de la jurisdicción :internacional; el proyecto de convención de Brasil es sobre 
derecho aplicable y no se limita al comercio electrónico; Estados Unidos, por su parte, ha 
propuesto que se elabore una ley modelo para facilitar la restitución monetaria a los 
consumidores enlas transacciones intemacionales03

• En el temario entonces, el tema de la 
protección de los consumidores queda abierto en cmmto a su ámbito material y en cuanto a 
la técnica legislativa a utilizat· (convento o ley modelo), lo que no debe hacer descartar la 
aprobación de más de un texto o una combinación de técnicas64

. 

Esta agenda temática puede gustar o no pero nadie podrá negar que incluye temas 
útiles y considerablementc demandados. Desde cierta perspectiva puede decirse que ambos 
temas ticnen que ver con el aumento exponencial dei comercio internacional, y si bicn el tema 
de la protección del conswnidor en general no se considera como tipicamente mercan6l, es 

La OE.ll. hnbín sufndo nna reestnJctumnón 011 2004, e11 h cuil.llo que era la SubsecremrÍR de 1\sunl.os Jtlddicos pBs:J.b&& ser el 
Departamento de llsuntos y Setvtcios Jurídicos dentro de la cuill se incluí~ 1:1 Oiicinn de Drredw y Progrrunas Intenunenca.nos, 
heredcra. del Depart&mento drDeredw IntemanonaL Fue una refoml~. de corto vuelo. En 2005, una vez mstalado elnuevo 
Secretario Generil.l,hnh&bido llllR nu.cva reesrructuración en el que se crea e! DepRrtamento de 1\suntos Jmídicos lnlernacion:Ues 
Ver D P F'ERNAN:JEZ ARROYO, Deruhom!ermlcror!alj,.,.ú'ada intemmenamo, Buenos Aires, Rubinz:U-Culzoni, 2000, pp. 98-99 

Ver"Declaración de Córdoba" (notn 26), p 22: "es importante que la agemb t-,:•m:ittca de la codlfic&ción refleje equilibmdamnnte 
los i11tereses de los diferentes Estados y esquemas de iutegr~ción :unericmws" 
Doe OEA/SerG, CP/CAJP-2239/05 r<ev.l. VH}M. WILSON, "Conferencias Especiahzndns Intemrneticanas sobre Derecho 
Internacional Pnvado_lnfomle sobre losprep!lrativospar&lfl CIDIPVII", DeCTT/;_, nÚnL 3, pp. 569·.575 
Desde el punlo de vista de la regl~nleJllación de nonnas de derecho aplicablo' iüdirectas e1 tema h a sido muy btr11 abordado 
cnla Conferenci~ de la H~ya (ver FJ GAF.ClMARTÍN /U.FEREZ, "La tcnencia índirecta de valores El convemo de La Hay& sobre 
laley aplicable anertos derechos sobtevillores deposimdos ('Jl m1 intermediano",DeCJTA, 3, 2005, pp. 36SL375), y el UNIDROIT 
está renhzan.do lUl importante esfuerzo para establecer ll!HL regl:unenta.ción tnateóal (D. E;nssL:.E, ''The Book-Entry ma 
Securities i\ccount.: Linchpin o f n Harmonised LQgil.] Fr:unework ofSecuinties Held wilh flll Intenncd!flty", Umf L F>o·, 2004, 
pp. 41-50) 

8 En el relevamiento que hízo el Cjl enlre especdistas de difQrentes países, elt01na apareciô rqwlidamentt:. Ver "CIDIP VII y 
elitpas suces1vas", Doe OEli./Ser K/XXI.6, CIDIP-VI/dcc.10/02 
Yn e11 su propuesta primigeni~ este país e_;,:presaba que hnbi2 "tomado notn con interés dr las propueSI-its de trabajo refcrentl' 
al derecho privs.do mtemacional en :imbitos no refenolltcs i1.l desarrollo económico, y la CIDIP-VIl puede dar cabid~t .1 UJlB 
g{l(na de posibles temas.!'os agradaria Rnahzn los detalles d0 0SflS propuestas. La CIDIP-VII oCrece una bns~ pam que h 
O~:g{l(lización de los Estados ;\nwncflllOS fortalezcn cual!htiv:unentc e1 desHrollo econômic-o y soci~l en nuestro l1emisferio, 
porlo que nos complacela posibihdnd de respaldRr es~ labor" (doc. OEJ\/Ser.G, CP/CAJP·2094/03 add 7 rev1) 
Vernol& 20 y rc:xto i1.l que acompaíia 
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obviamente patrimonial y representa una de las aristas "hun1anas" dcl mismo. El grado de 
acierto de la decisión sólo podrá comprobru:sc dentro de algún 1icmpo, cuando elo los textos 

que se aprueben tcngan mejor o peor acogida en los Estados de la OE/1., y síemprc pueden 
producirse sorpresas. Jvfírese, si no, lo que suced..ió con la Convención sobre derecho aphcable 

a los contratos intemacionales, que es muy conocida y estudiada fuera de la región (sobre 

todo en Europa), y aparentemente constituye la realización importante de la CIDIP \·~a 
punto tal de ser la que se quedó con el monopolio delnombre de la ciudad anfitriona. Sin 
embargo, mientras és ta sólo h a sido ratificada por México y Venezuela, la otra Convención 

aprobada enl'vféxico, la relativa a un tema con tan poco gancho como cl tráfico de menores, 
está en ·v-igor en doce Estados. Por lo pronto, desde el Dcparttunento de As untos Jurídicos 

Intemacionales se ha implementado un cuidado plan de trabajo por etapas65 que, de llcvarse 
a cabo (y esto depende, fundamentalmente, de la colaboración que presten los Rst;1dos 

miembros)_, habrá de opt:imizar los resultados. 

V. EPÍLOGO 

Las tcndencias actuales dei DIPr implican desafios y muchos de ellos requieren una 

respuesta globaL En efecto, los fenômenos que se producen cn el marco de la 
intemacionaJjzación (de los problemas, del mercado, dcl dcrccho), la cultura posmoderna, la 

influencia de los derechos humanos y la privatización del DIPf6
, contribuyen a la gcstación 

de un DIPr bien diferente al de hace pocos ail.os atrás. El fenômeno más claro tal vez sea el 
gue muestra que las relaciones jurídicas privadas vinculadas con dos o más ordenamientos 

jurídicos (cs decir, las que forman parte dei objeto del DIPr) ya no son una excepción y 
menos una rareza. Por lo tanto, los tiempos en que los sistemas podüm funcionar sin 
mayores sobresaltos con w1as pocas normas inconexas ya fueron. Y la búsqueda de soluciones 

internacionales a problemas intemacionales, que tan bien vi.slrunbraron juristas como Gonzalo 
Ramírcz o .Antonio Sánchez de Bustamantc, cs hoy más necesaria que nunca. ~'\ntes podía 

ser una opción. Hoy es una necesidad. 

En esc marco, la codificación de las relaciones privadas internacionales a escala regional 

sigue tenicndo sentido. Si los ordcnamientos juddicos estatales perduran y scguirán existiendo 
en un futuro previsible, (CÓmo no va a haber un margcn de acción entre lo estatal '/ lo 

mundial, habida cuenta de las dificu1tades y de la marcada hetcrogeneidad presente enla 
vinculación de los diferentes Estados con el ordcn mundial? La integración de Estados, 
entendida como una optimización de recursos en lo intcn~o y un fortalecimiento en lo 

externo (de lo que es ejemplo paradigmático la UE), t:rae consigo wut serie de manifestaciones 
jurídicas que repercuten de modo singular en el DIPr. El aumento exponcnciaJ de Jas relaciones 

J l'vL \'1/ILSC~, "CIDIP VII· trabajos preparatorios para la Séptima Conferencia Especi~liz!lda lnteramerlcn.n~ sobre Derecho 

Intenw~ional Pnvado", DeC.TTA, núm. 5, 2006, en prensa 
,'\._cerca de las tendennas dd DIPJ:, ver D.P fl1RNÁNT>2Z ARRoYc (coord.) Dervh.:' mterl!aa&nalpmwlo de !oJ· EdadM de/MBRCOSU!~ 

BueHO~ Aires, z~vruí~, 2003, pp 59··81 
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privadas intemacionalcs ha hecho crecer sin cesar la labor de los organismos intemacionalcs 

que se encargan de buscar mecanismos aptos para hacer funcionar de la mcjor manera posible 
esas relaciones. En esa tarea cs imprcscindible que exista diálogo y colaboración entre los 
organismos de vocación universal y los que t:ienen un alcance geográfico más definido y 
limitado. 

La OR/\ ha jugado eülos 30 ailos de vigencia de la CIDIP, un papel primordial en la 
codificación americana del DIPr. Sufre ahora una prcsión desde lo universal (âmbito que 
parece acomodarse mcjor a una rcalidad jurídica marcada por las tendencias "globalizadoras'') 
y otra desde el marco subregional (âmbito en el que la unificación normativa tenderá a 
acentuarse si los procesos vigentes derivan bacia configuraciones que supcrcn e1 caráctcr 
intergubemamental haciéndose más supranacioniilcs). Es decir que por arriba y por abajo se 
desafia el mantenimiento de la OEA como foro codificador dei DIPr, capaz de brindar 
respucstas en principio válidas para todos sus Estados micmbros. La codificación regional 

dei DIPr va a seguir cxistiendo. A los Estados micmbros de la OEA les cabe decidir si la 
Organización debe y puedc seguir siendo e1 foro para dcsarrollar dicha codificación. Hasta 

hoy parece que esc es el sentir mayoritario. Para que se mantenga es imprescindible gue se 
tenga en cuenta -en lo general~ que ni cl derecho, ni la OEA, ni los problemas son los 
mismos al1ora que hace 20 ó 30 ai1os 6

', y- en lo particular- que todos los intereses debcn 

encontrarse representados en la elección de los temas, cn el proceso de elaboración de los 
textos legislativos y, sobre todo, cn cl resultado de és tos. 

Ver ocl so]v(~n.te '1n:Uisis de J.M- i\RJu;HJ, 'Nuevos desarrollos del derecho interamel"icano", Liber Arrucorum (~NtTtt RidâiJ (nollt 
4), pp. 565-591 
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RESUMO 

A problemática do presente trabalho é a análise da configuração atual da Assistência 
Social e suas instituições no Brasil, investigtmdo o desenvolvimento do setor e a natureza da 

atividade assistencial, a partir da Constituição Federal de 1988. O objetivo principal desse 
trabalho é analisar as desonerações tributárias referentes à assistência social e sua regulação, 

especificamente a questão da imunidade t1-ibutária prevista pela Constituição Federal de 1988 
(no artigo 150, VI, ''c 11

). A metodologia utilizada foi a interpretativa, através de estudo de 
casos e análise teórica, buscando partir das decisões do Suprcn10 Tribunal Federal para traçar 
o quadro histórico da questão em termos jurisprudenciais, para compreender a assistência 
social no contexto atual através da análise dos casos concretos e crítica das decisões. Justifica­
se por ser um tema polêmico, tanto em termos rcgulatórios quanto em de análise das 
políticas públicas pertinentes ao setor. A Assistência Social e as relações do Estado com as 
entidades do setor tem sido objeto de discussões recentes, pela própria expansão do setor 
no país. Nesse contexto, a questão da imunidade tem sido o ponto mais sensível na relação 
Estado-entidades assistenciais, provocando conflitos quanto à regulação do instituto, agravado 
em razão de legislação inadequada criada para o setor. A determinação dos limites da aplicação 
das nonnas de imunidade tributária das entidades assistenciais se justificaria por trazer maior 
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segurança jurídica à área, beneficiando não somente o Estado, mas as entidades sérias do 
setor. /\relevância teórica das discussões sobre os limites da legislação reguladora apresenta­
se pela falta de padrões normativos definidos a respeito da atuação das instituições, que 
devem ser analisadas a partir da Constituição Federal de 1988. A discussão do papel do 
Estado também se destaca aqui, através do estudo das relações entre este e os particulares, 
quando realizam atividades de interesse público. Também é relevante a análise do impacto 
das alterações constitucionais em matéria de regulação da assistência social, cujos conceitos 
ainda não se encontram adequadamente tratados nas fommlações teóricas c nas decisões dos 
tribtmais, sendo que progressivamente vão sendo incorporados, especiahnente pelos tribunais. 
Podc .. sc apontar inicialmente que o Supremo Tribunal Federal historicmnente oscilou em 
suas decisões, hora partindo de 1..rma interpretação mais ampla c flexível, hora restringindo a 
aplicação da imunidade, apresentando recentemente a tendência à flexibilização e -intcq)retação 
;_unpliativa em relação aos requisitos para sua configuração. _Entretanto, o tratamento não é 
uniforme, observando-se a exemplo a restrição da aplicação da imunidade em relação às 
Entidades de Previdência Complementar Fechadas. Vcriftea-se também a necessidade de 
uma nova legislação adequada à modernização do setor, definindo de forma mais clara as 
rest1i.ções à tlplicação da imunidade tributária em seus vátios aspectos, e adegmmdo essas 
restrições aos requisitos constitucionais. 
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TEsE DE DouTORADO 

A CONSTITUCIONALIZAÇÃO DO PROCESSO: A VIRADA DO 
PARADIGMA RACIONAL E POLÍTICO NO PROCESSO CIVIL 
BRASILEIRO DO ESTADO DEMOCRÁTICO CONSTITUCIONAL' 

HERMES Z;\NETI JUNIOR 

Datada defesa: 16/11/2005 

RESUMO 

O estudo propõe desenhar as linhas mestras do processo civil brasileiro no quadro 
do Estado de Direito Democrático, pós Constituição Federal de 1988. Na primeira parte, 
partindo da origem do direito processual constitucional brasileiro na Constituição Republicana 

de 1891 visa a abordar as mudanças ocorridas com a constitucionalização do processo, o que 
significa reconhecer que na fonnação e desenvolvimento do direito processual brasileiro 
atuaram forças paradoxais (recepção da judicial review, do direito norte-americano, e recepção 

do direito europeu-continental, no CPC de 1973) e que este paradoxo tende a ser superado 
pela virada paradigmáúca da racionalidade jurídica e das relações entre Direito e Política no 
marco do Estado Constitucional. Estabelece, como primeira mudança, a relação entre a 
racionalidade prática procedimental e a necessidade de resgate da pretensão de correção para a 
lógica jurídica. Dessa percepção decorre uma outra alteração proftmda, na atuação do direito 
em juízo, apontando para a combinação entre o modelo normativo de democracia 
deliberahvoprocedimental (l-L'\BER?v!AS) e o processo cooperativo (1\LVARO DE 
OLIVEIRJ\).(Continua) Nota resumo (Continuação) Na segunda parte do estudo, a tese 
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coloca essas premissas frente aos necessários desenvolvimentos do direito processual pós 
Constituição de 1988 .. Analisa-se, criticamente, as seguintes atitudes fundamentais: a) a 
configuração e o conteúdo do direito processual constitucional na doutàna atual e sua 
adequação ao contraditório como \201Cvalor-fonte \201D do direito processual 
contemporâneo; b) as relações entre direito material e direito processual; c) a teoria das fontes 
do direito, apresentando a jurisprudência como fonte primária, em razão da recepção tardia 
e mitigada do stare decisis no direito brasileiro (súmulas vinculantes, decisões vinculantes 
em controle de constitucionalidade e jurisprudência dominante dos tribunais), bem como, 
da importância dos modelos judiciais na densificação dos conteúdos das normas principio e 
das cláusulas abertas. Com isso procura-se apontar para a dissolução dos antagonismos 
radicais entre as tradições do ocidente (common law e romano-germânica) e seus métodos: 
o Code-Based Legal System e o Judge-Made Law System. A Constituição resgata, assim, o 
papel de centro e fator de unidade no ordenamento jurídico brasileiro, também para o 
processo civil, comprometendo todo o ordenamento jurídico com a democratização das 
fontes de poder, inclusive o debate judicial. 
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TEsE DE DouTORADO 

TUTELA DE DIREITOS COLETIVOS E TUTELA COLETIVA DE 
DIREITOS' 

TEOR! ALBINO ZAVJ\SCKI 

Datada defesa: 21/11/2005 

RESUMO 

T1:ata-sc de estudo sobre o processo coletivo no direito brasileiro. Com base nas 
modificações legislativas implementadas nos últimos anos, ele busca identificar as características 
principais desse ramo do processo civil, bem como os seus princípios norteadores, os seus 
objetivos e os seus instrwnentos de atuação. A Parte .A faz U1na resenha histórica da evolução 

do processo civ-il desde a implantação do Código de 1973, para mostrar como surgiu e com 
que perfil se afirmou entre nós o processo coletivo. As duas partes seguintes são dedicadas ao 

estudo dos seus principais instmmentos, os destinados à tutela de direitos coletivos (Parte 
B) e os desiinttdos à tutela coletiva de direitos individuais (Parte C). Na parte final, são 
analisadas as relações entre o processo coletivo, os fatos jurídicos e os preceitos normativos, 
cuhninando com o exame das ações de controle concentrado de constitucionalidade na sua 
condição de instrumento para tutelar, ainda que :in.diretamente, direitos subjetivos individuais. 
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TEsE DE DouTORADO 

PROIBIÇÃO DE TRIBUTOS COM EFEITO DE CONFISCO' 

LUÍS FELIPE SILVE !Ri\ DIFINI 

Data da defesa: 21/11/2005 

RESUMO 

A norma do art. 150, T\l da Constituição Federal, que veda à União, aos Estados, ao 
Distrito Fedeml e aos 1\-'Iunicípios utilizar tributo com efeito de confisco, contém expressão ( 
\201Ccom efeito de confisco\201D) com característica de vagueza, que se inclui entre os 
conceitos jurídicos indeterminados, ou seja, tem10s que não têm apenas uma periferia de 
textura aberta, mas são centralmente vagos. A maior detetminação de seu conteúdo adquire 
especial relevância quando as crescentes necessidades do erário público levam a significativa 
elevação das exações tributárias. Neste trabalho, procuramos estudar a previsão constitucional 
da vedação nas Cartas de alguns países, a noção de confisco e de efeito ou alcance confiscatório 
e sua evolução em vários sistemas jurídicos (argentino, nortc~americano, espanhol, alemão 
e brasileiro ). },_ seguir, examinamos as diferentes espécies de normas jurídicas, ou seja, 
princípios c regras, e indagamos da posição da norma do art. 150, TV da CF em tal divisão, 
concluindo tratar-se de norma de colisão, com função de solucionar conflitos entre princípios 
juridicos e que o desempenho desta função reclama prévia concreção da noção de efeito 
confiscatório, que se ft12 com o emprego do princípio da razoabilidade. Entendemos necessário, 
em conseqüência, melhor explicitar o conteúdo da razoabilidade que, à luz das constmções a 
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respeito nos sistemas jurídicos que lhe deram mais efetiva utilização, identificamos como 
pertinência entre meios empregttdos c fins colimados, confonnidadc com exigências de 
moralidade, não-arbitrariedade, eqüidade, justificabilidade através de argumentação prática­
racional e aceitação por parcela considerável da sociedade. (Continua) Nota resumo 
(Continuação) Examinamos gual a finalidade da vedação à utilização de tributo com efeito 
de confisco, assentando que ultrapassa a mera função de garantia do direito de propriedade, 
pois responde à realização do valor de justiça do sistema tributário. Após, perquirimos sobre 
a relação entre o objeto de nosso estudo, com outros princípios constitucionais tributários e 
sobre seu âmbito de incidência, buscando identificar as espécies tributárias às quais se aplica 
e os parâmetros para sua utilização, em relação a cada um dos tributos previstos em nosso 
ordenamento, sustentando sua refer:ibilidade tanto a cada ti"ibuto isoladamente, como ao 
sistema tributário como um todo. Finalmente, discutimos se a determinação do conteúdo 
da expressão \201Cefeito de confisco\201D deve ser objeto de solução normativa (em 
texto legal ) ou jurisdicional, concluindo caber tal função precipuamente à jurisdição 
constitucional, solucionando, com o emprego desta norma de colisão, situações de conflito 
entre princípios; da reiteração de tais soluções surgirão regras, a delimitar tnais concretamente 
a conformação da norma constitucional objeto de nosso estudo, algumas das quais foram 
sugeridas neste estudo, como contribuição à tarefa doutrllüria de fornecer subsídios teórjcos 
à jurisprudência, para que possa melhor cumprir a tnrcfa de extrair a plenitude de significado 
e operatividade da norma constitucionill sob estudo. 
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TEsE DE DouToRADo 

O PODER DAS ORGANIZAÇÕES INTEfu"'ACIONAIS' 

RICARDO ROCHA DE V"~SC00JCELLOS 

Datada defesa: 16/12/2005 

RESUMO 

Esta tese analisa os mecanismos que contribuem para criar um poder mais forte ou 
mais fraco em uma organização internacional, mecanismos esses capazes de revelar que, 
apesar da natureza fonnal da criação das organizações intenncionais, seu poder, da mesma 
maneira que a soberania, precisa de mais do que um estabelecimento formal de competências 
para alcançar efetividade. A primeira parte é dedicada ao estudo da criação do poder da 
organização, desde o modo de outorga de competências até os mecanismos necessários à 
prática desse poder, especificamente os diferentes tipos de notmas e os modos de solução de 
controvérsias que normalmente são estabelecidos na carta das organizações internacionais. 
Na segunda parte é analisado o conflito entre o poder da organização internacional e a 
soberania dos Estados: as formas de limitação do exercício do poder da organização e os 
mecanismos que a instituição internacional pode desenvolver para obter uma extensão de 
seu poder. 
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TEsE DE DouTORADO 

PROTEÇÃO SUBSTANCIAL DA CONFIANÇA NO DIREITO 
ADMINISTRATIVO BRASILEIRO' 

RJI.Fi~\EL DA CAS IvL\FFINI 

Data da defesa: 06/02/2006 

RESUMO 

O presente trabalho aborda o princípio da proteção substancial da confiança no 
Direito _Administrativo brasileiro, enquanto decorrência do Estado de Direito e da segurança 
jurídica, o qual se presta à construção de um estado de estabilização das relações jurídicas 
oriundas da Administração Pública. Segue-se à compreensão de seu conteúdo jurídico, o 
enfrentamento dos principais instrumentos de concretização. Em tal enfrenttunento, aponta­
se o que já se encontra consolidado e os caminhos que ainda podem ser construídos em 
nome do princípio da proteção substancial da confiança. 
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TEsE DE DouToRADo 

LEGITIMAÇÃO PENAL PElA CONSTITillÇÃO: O PODER PUNITIVO 
NO ESTADO DE DIREITO' 

TUPINM>IKÁ PINTO DE AZEVEDO 

Data da defesa: 15/02/2006 

RESUMO 

O exercício do poder como dominação, isto é, na condição de forma reconhecida e 
aceita, não prescinde de legitimação, um fundamento a partir do qual possa afirmar sua 
eficácia e fomentar normas reguladoras de seu exercício. Neste contexto, ganha destaque o 
direito, como sistema racional capaz de institucionalizar o poder sob a forma de dominação. 
Assim, no direito, a dominação pode encontrar legitimação. O presente trabalho trata da 
legitimidade penal, tendo como uma das idéias centrais a distinção entre poder punitivo e 
direito penal (E. R. Zaffaroni). ()s dois momentos, ou partes, da reflexão intitulam-se: I -
Controle do poder do Estado; II - Controle de constitucionalidade penal. Discute-se o 
poder, c se procede à análise do poder punitivo, que necessita de limites. Daí a importância 
do constitucionalismo, movimento de contenção do poder (do Estado e da sociedade), cuja 
manifestação inicial já evidencia a importfmcia dos direitos fundamentais. A transição entre as 
duas partes do texto é dada pela abordagem do controle de constitucionalidade. Na procura 
da legitimidade penal, estreita-se o foco, na consideração do binômio poder punitivo/ 
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direito penal, sob o prisma do controle de constitucionalidade, agora, controle de 
constitucionalidade penaL Pretende-se identificar peculiaridades nessamodahdade de controle, 

tendo em vista a matéria penal, e uma vez isso alcançado, preconiza-se um modelo especifico 
para o exercício da jurisdição constitucional penal, com ênfase na ausência de presunção de 
constitucionalidade da lei e atenção ao direito internacional dos direitos humanos como 
nova etapa no aperfeiçomnento dessa forma de controle. 

Palavras-chave: Poder Político; Direito e Estado; Teoria da Constituição; Estado de 
Direito; Direitos Fundamentais c Direitos Humanos; Direito Penal; Controle de 
Constitucionalidade. 
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DISSERTAÇÃO DE MESTRADO 

O TELETRABALHO: UMA ANÁLISE JUSLABORAL DAS SUAS 
POSSIBILIDADES NA LEGILAÇÃO BRASILEIRA' 

iVli\NUEL MARTIN PINO ESTRADA 

Datada defesa: 05/09/2005 

RESUMO 

Este trabalho trata sobre a análise juridlcado tele-trabalho tanto no Brasil, em diversos 

países da A.rnérica Latina e no âmbito da União Européia, conceituando-o como uma forma 
de trabalho realizado fora da sede física da empresa ou também como aquele realizado em 
qualquer lugar sem vínculo empregatício, tendo à disposição os meios informáticos para o 
desenvolvimento do trabalho a ser feito. Salienta-se que para chegar a esta forma de trabalho 
que não é tão nova quanto parece houve uma evolução no pensamento c na forma de 
trabalhar, passando da escrav-idão, corporações de ofício onde o aprendiz ficava em seu 
próprio domicilio trabalhando, quando de repente foram inventadas as máquinas a vapor e 
o lampião a gás que junto com a Revolução Francesa que as aboliu estes foram tirados de 
seus domicílios para trabalharem de forma escrava nas indústrias até que após a Revolução 
Industrial conquistassem os seus direitos e que conjuntamente com a evolução da tecnologia, 
indo da criação do chip, do computador, do microchip e da internet o trabalhador volta a 
trabalhar dentro de seu domicilio, tomando-se num tele trabalhador, fazendo que as empresas 
cada vez mais fiquem menores fisican1ente, e no caso do prestador de serviço, escolher o 
lugar que ele quisesse para teletrabalhar, sendo um trem, um táxi dentre outras opções. 
Porém, o aspecto mais importante do tele trabalho é a oportunidade de trabalhar em vários 
lugares longínquos um do outro sem sair de casa. 
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DISSERTAÇÃO DE MESTRADO 

SEGURANÇAJURIDICA, CERTEZA DO DIREITO E TRIBUTAÇÃO A 
CONCRETIZAÇÃO DA CERTEZA QUANTO À INSTITUIÇÃO DE 
TRIBUTOS ATRAVÉS DAS GARANTIAS DA LEGALIDADE DA 
IRRETROATIVIDADE E DA ANTERIORIDADE' 

LKAu'lDRO PAULSEN 

Data chdefesa: 21/10/2005 

RESUMO 

Este trabalho identifica o princípio da segurança jurídica como princípio constitucional 
implícito decorrente do sobreprincípio do Estado de Direito e ressalta sua particular 
concretização em matéria tributária, no gue diz respeito ao seu conteúdo de certeza do 
direito, através das garantias constitucionais expressas da legalidade, da irretroatividade e das 
anterioridades. i\ ponta o alcance de cada uma dessas garantias do contribuinte constantes da 
Constituição brasileira de 1988, evidenciando que asseguram ao contribuinte a instituição 
dos tributos por lei que enseje a determinabilidade da nonna, efetivamente prospectiva e 
conhecida com antecedência. 
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DISSERTAÇÃO DE MESTRADO 

A PRISÃO EM FLAGRANTE NA CONSTITUIÇÃO' 

MARCELO Ci\RDOZO DA SILVi\ 

Data da defesa: 03/11/2005 

RESUMO 

A prisão em flagrante apresenta um reg-ime constitucional próprio e excepcional de 
restrição à liberdade de locomoção, cumprindo~ lhe a função de proteção urgente de direitos 
fundamentais e de bens coletivos constitucionais protegidos por intermédio de nonnas 
penais incriminadoras, que se pode desencadear em estritos momentos de proximidade 
temporal com o fato tido como ilícito. Sujeita~se a um procedimento compressivo, sendo 
autodesconstitutiva por excelência, do que decorre a impossibilidade da manutenção de 
qualquer restrição à liberdade de locomoção, em sede judicial, com base em uma prisão em 
flagrante. Embora das excepcionalidades da prisão em flagrante decorra um regime rígido e 
quase automático de restrição ao principio constitucional da liberdade de locomoção, por 
detetminação constitucional surge, de forma contraposta, um regime rígido de controle 
sobre a restrição, marcadamente regulado por normas constirucionais, dentre as quais se 
destacam diversas garantias, que vinculam a atuação estatal sob pena de nulidade da restrição 
em curso. 
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DISSERTAÇÃO DE MESTRADO 

A TUTELA MANDAMENTAL: ENTRE O COMMON LA W E O 
PROCESSO CIVIL BRASILEIRO' 

FABRIZIO C\MERIN! 

Data da defesa: 07/11/2005 

RESUMO 

O estudo das formas de tutela no processo civil brasileiro e produto das vicissitudes 
da relação direito material/ direito processual, na medida em que os escopos do processo e a 
própria noção de instrumentalidade são conseqüência dessa relação de interdependência. 
Embora tradicionalmente situado no âmbito da tradição romano-germânica de direito, o 
sistema constitucional brasileiro recebeu influências também da tradição do common law, 
posicion:mdo-se em zonaintennediáriaentre as duas grandes tradições no que se refere ao 
problema das formas de tutela. A partir dessa constatação, a dissertação pretende oferecer 
conceito de tutela mandamental a partir de análise de direito comparado, mais especificamente 
o direito anglo-americano. Para tal, estabelece pressupostos teóricos fundamentais, como a 

noção de ínstnuncntalidade do processo, o problema das eficácias das sentenças de procedência, 
a jurisdição de equity, seus princípios fundamentais e as influências da tradição do common 
law sobre o ordenamento juridico brasileiro. Após conceituar tutela mandamental de modo 

a diferenciá-la das demais formas de tutela concebiveis no processo civil brasileiro, a dissertação 
vincula o conceito obtido às situações de direito material pertinentes. Considera que a tutela 
mandamental decorre da aplicação do princípio do devido processo legal, analisa a positivação 
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dessa forma de tutela no Código de Processo Civil e analisa a questilo da multa como meio 

de coerção indireta, decorrente do poder conferido ao órgão judicial de se utilizar desse tipo 
de instrumento. Conclui pela autonomia da tutela mandamental cuja caractet~stica principal 
está na emissão de ordens judiciais a atuarem sobre a vontade do réu, pela pertinência da 
classificação quinária das sentenças de procedência, pela pertinência do estudo comparado 
inclusive com adoção- pelo ordenamento jurídico brasileiro- de alguns princípios da jurisdição 
de cquity, pelo comptometimento que a decisão judicial deve ostentar em relação ao direito 

material da parte e pela similitude entre os ordenamentos jurídicos brasileiro e anglo-americano 
no atinente ao assunto, inclusive no que se refere ao poder de impor meios coercitivos 
indiretos. 



DISSERTAÇÃO DE MESTRADO 

A SEGURANÇA NA CONSTITUIÇÃO' 

EVANDRO HERRERA BERTONE GUSSI 

Data da defesa: 05/12/2005 

RESUMO 
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O presente trabalho analisa as dimetlSÕes da segurança na Constituição brasileira, 
bem como o relacionamento entre elas. O tema está ligado ao Direito Constitucional, à 
Ciência Política e à Teoria do Estado. Os aspectos da segurança encontrados na Constituição 

da República Federativa do Brasil foram os seguintes: Segurança-valor, segurança política, 

set,mrança jurídica c seguriDça social. Na própria seqüência das acepções já se demonstra sua 

ordem de primazia 110 quadro teleolót,l"ico-fu11cional do Estado. O trabalho buscou imprimir 

uma sistemática no quadro da segurança na Constituição, além de indicar que, nas diversas 
modalidades, é possível encontrar um fio de analogia. Observou-se também que a segurança 

é elemento intrínseco do Estado de Direito, em qualquer de seus modelos, tendo, entretanto, 

sua configuração sensivelmente alterada em se tratando de regime romano-germânico ou de 

common law. Por fim, o trabalho demonstrou que as diferentes modalidades de segurança 

implicam diferentes necessidades institucionais. 

Palavras-chave: SEC; URAN ÇA, SEG URJ\N ÇA-VALOR, SEG URAN Çi\ 
POLÍTICA, SEGURANÇA JURÍDICA, SEGU""'\NÇA SOCIAL, EST_ADO DE 
DIREITO. 
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DISSERTAÇÃO DE MESTRADO 

NÃO-CUMULA TIVIDADE TRIBUTÁRIA' 

c\NTÔNIO RICARDO VASCONCELLOS SCH!v!ITT 

Datada defesa: 06/12/2005 

RESUMO 

Este trabalho tem por objetivo determinar o conteúdo, o alcance e a natureza jurichca 
da não-cumulatividade tributária. A delimitação do tema é dada a pattir das causas que têm 
sido submetidas à apreciação judicial nos últimos 40 anos desde a introdução do instituto na 
Constituição de 1946 com a Emenda Constitucional no 18, de 1965, estabelecendo os impostos 

dotados dessa característica. Em outra frente, o trabalho apresenta também uma 'irisão 
prospectiva, a partir da análise da não-cumulatividade das contribuições, introduzida na 
Constituição de 1988 pela Emenda Constitucional n° 42/03. Tomando por i11icio os 
problemas encontrados, o trabalho se estrutura visando a detenninar o conteúdo e a extensão 
danão-cumulatividade e sua relação com as exonerações, tema recorrente nos casos apontados. 
Com esse fim, e a partir da abordagem sugerida pela doutrina, procura-se, antes de adentrar 
aquela parte mais específica, estabelecer as condições de compreensão das normas 
constitucionais versando sobre a não-cumulatividade, bem como a maneira de sua atuação, 
sua instmmentalidade. Em seguida, passa-se à aplicação dos conceitos fixados, para 
determinar o alcance da não-cumulatividade e para confrontá-los com o entendimento 
jurisprudencial firmado. Examinam-se, também, as diversas modalidades de exoneração, 
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por representarem as situações mais complexas de aplicação da não-cumulatividade, 
procuran.do identificar as condições necessárias de adaptação do instituto e uiticando as 
soluções até hoje encontradas . .A análise sugerida, com base nos impostos, é reprisada para 
as contribuições, tomando por base igualmente as disposições constitucionais e indagando 
a respeito da aplicabilidade da configuração previamente estabelecida para aqueles tributos no 
preenchimento das lacunas encontradas. Ao fim de cada parte, as conclusões colhidas ao 
longo do respectivo desenvolvimento são sistematizadas, procurando evidenciar a 
interpretação encontrada, a evolução do instituto, suas aplicações e os rumos a serem seguidos 

com vistas a propiciar maior segurança jurídica, compatibilidade com o pacto federativo e 
com as necessidades do pais nos dias de hoje. 
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DISSERTAÇÃO DE MESTRADO 

O PERFIL CONSTITUCIONAL DAS CONTRIBUIÇÕES DE 
INTERVENÇÃO NO DOMÍNIO ECONÔMICO' 

MARCOS EDU ARTE REOLON 

Data da defesa: 06/12/2005 

RESUMO 

Este trabalho dedica-se a identificar o perfil constitucional das contribuições de 
intervenção no domú1io econômico, espécie tributária que ganh.ou relevo no cenário nacional 
nos últimos anos. Na primeira parte, serão analisadas as contribuições enquanto gênero, 
destacando-se a sua nature:t:a e o regime jurídico, os parâmetros e os critérios que devem ser 
utilizados para o controle da validade da norma impositiva tributária, além da definição dos 
sujeitos passivos, materialidade, destino e finalidade. Uma classificação será apresentada ao 
final. A segunda parte será dedicada às contribuições interventivas enquanto espécie, sendo 
destacados o regime jurídico a ser observado e as finalidades que autorizam a instituição do 
tributo. São apresentados os pressupostos para a intervenção do Estado na economia, as 
modalidades existentes de contribuições de intervenção no domínio econômico e algumas 
questões relevantes, das quais podem-se destacar a imunidade, a cumulat:ividade, as agências 
regulamentadoras e a v1nculação de receitas. 

PROF. ORIENTADOR: Humberto Bergmanu Avtl:t 
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DISSERTAÇÃO DE MESTRADO 

O MUNICÍPIO FRENTE AO FEDERALISMO NA ARGENTINA E NO 
BRASIL' 

Mi\Rfi\ "'L\RQUES A VILA 

Data da defesa: 12/12/2005 

RESUMO 

Tomando como pressuposto a caracterização da Federação cnt.re as forma de Estado 
originais, busca-se analisar o :Município, no modelo adotado pelo Brasil e pela Argentina, ao 
longo da história. Parte-se, então, do federalismo clássico ou de competição, com sua repartição 

horizontal de competências, para se chegar ao federalismo de cooperação ou de participação, 
no qual se constata a repartição vertical e aplica-se o princípio da subsidiariedadc. Comparam­
se, pois, evolução, organização arual, competências normativas e político-administrativas 

dos j\-funicípios nos dois países, a fim de verificar a efetividade ou a viabilidade do federalismo 

de colaboração e do princípio da subsidiariedade, sob o aspecto jurídíco, nos países vizinhos. 
Ressalta-se a importância de uma entidade local forte para a harmonização das relações desde 
as comunidades locais às intemacionais. 
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DISSERTAÇÃO DE MESTRADO 

A ANÁLISE DA INCONSTITUCIONALIDADE DAS NORMAS NO 
PROCESSO ADMINISTRATIVO TRIBUTÁRIO' 

~ALINE JAD<:ISCI-l 

Data da defesa: 12/12/2005 

RESUMO 

Através do presente estudo, verificou-se a possibilidade de o Conselho de 
Contribuintes conhecer argüições de inconstitucionalidade no processo administrativo 
tributário. Isso, cntTetanto, não se confunde com a declaração de inconstitucionalidade, cujos 
efeitos são diferentes, e para o que o órgão julgador administrativo não tem competência por 
força dos arts. 97 e 102, I, da Constituíção Federal. Cabe ao órgão administrativo julgador o 
controle da legalidade dos atos administrativos, o que também leva em conta a análise da 
conformidade das normas aplicadas no caso concreto à Constituição. }Jém disso, o Conselho 
não teria como desconhecer de argüições de inconstitucionalidade, em razão do princípio da 
ampla defesa, que obriga o órgão decisor a examinar todas as alegações trazidas pelo 
administrado, bem como a motivar a decisão administrativa. Entretanto, a verificação de 
constitucionalidade da nonna aplicável ao ato administrativo não pode ser feita livremente, 
sob pena de violação ao princípio da separação de poderes. Isso deve ser feito, utilizando-se 
do postulado da interpretação conforme a Constituíção, segundo a qual deve ser reconhecida 
a constitucionalidade da norma sempre que existir uma interpretação possível neste sentido. 
Não sendo possível considerar a norma constitucional, por restar manifesta a 
inconstitucionalidade, não há como ser aplicada, sob pena de violação à Cons~tuição. Assim, 
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verifica-se que as hipóteses em que poderia ser reconhecida a inconstihiCionalidade da norma 

pelo Conselho de Contribuintes são mais amplas que aquelas previstas no art. 22A do seu 
Regimento Interno, por observância ao princípio da ampla defesa, da eficiência administrativa, 

da juridicidade, da segurança jurídica, sem, contudo violar-se o princípio da separação de 
poderes. 

Palavras-chave: Conselho de Contribuintes; inconstitucionalidade; processo 
administrativo tributário. 
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DISSERTAÇÃO DE MESTRADO 

A REGULAMENTAÇÃO DO USO DA FORÇA NO DIREITO 
INTERNACIONAL~ 

G1\BRIELA MEZZANOTTI 

Datada defesa: 16/12/2005 

RESUMO 

O esrudo da regulamentação internacional do uso da força requer adequada 
compreensão dos fundamentos históricos, jurídicos e sociais acerca da disciplina jurídica 
respectiva. Tradicionalmente, o tema encontra previsão legal na Carta das Nações Unidas, 
documento cuja redação manifesta compromisso com a idéia de proibição do uso da força 
como regra geral. Trata-se de previsão alicerçada em princípios fundamentais de Direito 
Internacional adotados pela Organização das Nações Unidas, tais como igualdade soberana 
e independência política dos Estados, autodeterminação dos povos e não-intervenção nos 
assuntos internos dos Estados. Após estudo dessa regulamentação tradicional sobre o uso 
da força, a dissertação analisa as hipóteses em que a Carta das Nações Unidas pemlitc uso da 
força, reconhecidas como exceções à regra geral. Num segundo momento, o estudo analisa o 
advento e a teoria geral do jus in bello, isto é, do Direito Internacional Humanitário, assim 
entendido como o ramo do Direito Intemacional que tem por objeto a limitação da conduta 
das partes na utilização da força, tudo a fim de garantir um mínimo de respeito a garantias 
fundamentais das pessoas envolvidas, tais como civis, enfem1os e feridos, mulheres e crianças. 
Na segunda parte, a dissertação analisa os rumos contemporâneos sobre o uso da força no 
cenário intemacional, identificando os modos de aplicação de antigos paradigmas às situações 
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atuais, com o instituto da intervenção humanitária e aplicação da legítima defesa preventiva 
pelos Estados Unidos da ~~érica. Por fim, aborda a atuação da Organiz11ção das Nações 
Unidas no sentido de prevenir conflitos annados, especificamente no que se refere às operações 
de paz, bem como no sentido de punir indivíduos por \TÍolações de obrigações internacionais, 

tais como violações de direitos humanos c do Direito Internacional J--Iumanitário. Tal análise 
leva em conta a jurisprudência dos Tribnnais Penais Internacionais para a Ruanda e para a Ex­
iugoslávia. 1\inda na última parte, a dissertação analisa os mmos da comwlidade intemacional 

contemporânea na implementação da paz, supondo que fenômenos como g1obalização c 
universalização dos direitos humanos, por exemplo, desernpenham papel relevante na 
construção de uma possível constelação pós-nacional em que o problema do uso da força 

seja mais eficazmente regulamentado. A. guisa de conclusão, observa-se, entte outras coisas, 
a necessidade de adequação do Direito Internacional Público às circunstâncias contemporâneas 
da comunidade internacional notadamente no atinente aos atores envolvidos nos conflitos 

armados, no crescimento do terrorismo transnacional, nas vitimas por ele atingidas e nas 
formas de os Estados conduzirem suas relações internacionais. 
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DISSERTAÇÃO DE MESTRADO 

EL INSTITUTO JURÍDICO DE LA OFERTA DE CONSUMO EN EL 
COMÉRCIO ELECTRÓNIC01 

ERIKA, PATR!Cii\ TINAJEROS ARCE 

Datada defesa: 20/12/2005 

RESUMO 

Com o surgimento do comércio eletrônico, surge também uma nova geração de 
consumidores. Aqueles que fazem compras pela Internet, os quais são tidos como mais 
vulneráveis devido à hiper-complexidade do meio virtual. Já o fornecedor, massificado e 
global, faz uso de programas informáticos que ton1am a oferta mais atraente e cativadora. 

O Código de Defesa do Consumidor é inovador em matéria de oferta, sendo aplicáveis 
muitas de suas normas e princípios. Porém, há a necessidade de preencher vazios legais 
devido à desterritorialização das relaciones negociais, a desmaterialização do objeto e a 
despersonalização dos sujeitos. 
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DISSEHTAÇÃO DE MESTHADO 

SITESDE CO:MÉRCIO ELETRÔNICO E A RESPONSABiliDADE PELA 
INTERMEDIAÇÃO NO AMBIENTE VIRTUAL' 

ROBERTO SILVA DA ROCHA 

Datada defesa: 23/12/2005 

RESUMO 

;-.Jos últimos anos o avanço da chamada tecnologia telemática, sobretudo a partir da 

Internet, proporcionou a constituição de um novo ambiente de interação social, o ciberespaço, 
particularmente atraente pela facilidade de comunicação a qualquer distância e em tempo real 
de voz, dados e imagens. A exploração econômica deste fascinante meio de relacionamento 

interpessoal já impõe aos operadores jurídicos inúmeros desafios, sobretudo em relação à 
proteção do consumidor. Se nas relações econômicas tradicionais deve~se lcv;u· em conta a 
vulnerabilidade do consumidor, preocupação ainda maio1: existe quanto as operações 
concretizadas por meio da Internet, tendo em vista, especialmente, a dificuldade de identificar 
os suieitos envolvidos, a imaterialidade dos objetos, as técnicas agressivas de venda, os 
acentuados riscos de danos patrimoniais e extrapatrimoniais e as dificuldades práticas para 
judiciahzação dos conflitos, etc. O presente trabalho aborda tais aspectos à luz da teoria 
contratual contemporânea, focalizan.do especificamente a responsabilidade civil dos sites de 
comercio eletrônico dedicados à aproximação de vendedores e compradores por meio da 
Intemet. Objetiva~ se, com isso, contribuir para a consolidação de uma dogmática jurídica 
específica sobre as relações de consumo na Internet, que proporcione tutela efetiva para as 
let,rftimas cxpecmtivas dos consumidores nas aquisições em sites de intermediação no comércio 
eletrônico. 
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DISSERTAÇÃO DE MESTRADO 

A ANÁLISE NORMATIVA BRASILEIRA E JAPONESA À LUZ DA 
TEORIA DA QUALIDADE E RESPONSABILIDADE CIVIL DO 
FABRICANTE' 

TOMOKO I<J!VIU~'\ GAUDIOSO 

Datada defesa: 23/12/2005 

RESUMO 

No Japão, a promulgação de lei específica relativa à proteção do consumidor iniciou­
se com promulgação da Lein°. 78, Lei Básica de Proteção do Consumidor-, em 30 de maio 
de 1968. No Brasil, o Código de Defesa do Consumidor brasileiro foi promulgado e, 1990, 
elencando todos os direitos e garantias atinentes aos atos de consumo. 

Em 1994 foi promulgado no Japão, a Let de Responsabilidade pelo fato do Produto, 
correspondente ao conteúdo regulamentado no art. 12 do CDC brasileiro. Ambas as legislações 
regulam responsabilidade do fabricante pelo produto fornecido ao consumidor. Nesse 
contexto, foram identificados os elementos convergentes e divergentes juridicamente 
relevantes nessa relação de constuno existentes entre legislação brasileira e japonesa, de cultura 
e história tão diferentes, no intuito de fornecer mais elementos que possam auxiliar no 
aperfeiçoamento da relação de consumo. 
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DISSERTAÇÃO DE MESTRADO 

O DIREITO A INTIMIDADE DO EMPREGADO E O PODER DE 
COMANDO DO EMPREGADOR' 

lv!ARA ISABEL GUL'v!ARÃES FOLLETTO 

Data da defesa: 12/01/2006 

RESUMO 

O ambiente de trabalho vem se modificando em virtude do desenvolvimento 
tecnológico, com a disponibilidade de ferramentas inovadoras, t;U como o correio eletrônico 
e a internet, evidenciando-se o surgimento de novos conflitos entre empregados e 
empregadores. O presente estudo pretende analisar a incidência do direito à intimidade do 
indivíduo nas relações de trabalho em contraposição ao poder de comando do empregador, 
trazendo à discussão os limites desse poder, bem como as conseqüências quando ocorre 
abuso do mesmo e a dificuldade para reparação do possível dano. Embora haja dispositivos 
legais que garantam a inviolabilidade da intimidade e da vida privada do indivíduo, a 
propriedade e o sigilo da correspondência, não há regulamentação específica, quanto à garantia 
da intimidade, tão-somente a previsão de indenização pot danos morais c materiais advi11dos 
de sua violação. Em conseqüência, tanto a doutrina quanto a jurisprudência têm divergido, 
relativamente à licitude do monitoramento do correio eletrônico para efeitos de dispensa do 
empregado por justa causa. Entendem alguns que o correio eletrônico é privativo do 
empregado, mesmo sendo disponibilizado pela empresa; outros, que pode ser equiparado 
à correspondência tradicional e, ainda, há quem entenda serem os equipamentos propriedade 
da empresa e que o correio eletrônico é uma ferramenta de trabalho. Ressalta-se que o 
assunto necessita de regulamentação, uma vez que não há um consenso sobre como agir 
frente ao conflito, sendo atualmente resolvido caso a caso. 

1 PROF. ORIENTADOR: José Akebíadcs de Olive-ml Júmor 
Blü-{"CA EXAJvfiN A.DOR.t\: 

José Luiz Ferreira Prunes 

Cl:indw FortuJlato .\1ichelon Junior 

Cezar S?.Jdanha Souza Jumor 

ucs 
UFRGS 
CFRGS 



284 

DISSERTAÇÃO DE MESTRADO 

LIVRE CONCORRÊNCIA E O DEVER DE NEUTRALIDADE 
TRIBUTÁRIA' 

RICARDO SEIBELDE FREITAS LIMA 

Datada defesa: 18/01/2006 

RESUMO 

A an.álise do princípio constitucional da livre concorrência pennite vislumbrar uma 
dimensão que consiste na necessidade de proteção da igualdade de condições de competição 
no mercado, da qual decorre o dever do Estado de manter a neutralidade da tributação, como 
atividade pública essencial, em relação à concorrência. Existe, portanto, um dever estatal de 
manutenção da neuu·alidadc tributária em face da ]jvre concorrência entre agentes estabelecidos 

no mercado em igualdade de condições, o qual pode se manifestar, em mn primeiro plano, 
através de um dever negativo ou de omissão. No entanto, em um segundo plano, impõe um 
dever positivo ou de ação, quando necessária a preservação do equilíbrio do mercado. 
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DisSERTAÇÃo DE MEsTRADO 

ASUBSTITIJIÇÃOTRIBUTÁRIAESTJAAPUCAÇÃO CONSTITOCIONAL' 

EDMUNDO CAVALCANTI EIC!-IENBERG 

Datada defesa: 18/01/2006 

RESUMO 

O presente trabalho trata da substituição tributária, técnica jurídica empregada para 
facilitar a fiscalização de tributos, aumentar a eficiência da arrecadação e combater a sonegação. 

Qualifica a substituição tributária dentro da sujeição passiva tributária, por meio de paralelos 

com as figuras do contribuinte e do responsáveL Analisa, ainda, as relaçôes entre a substituição 

tributária e a retenção de tributos na fonte. Examina a repercussão dos tributos, enfocando 
suas semelhanças com a substituição tributária. Trata da substituição tributária conjugada 

com a exigência ántecipada de tributos. Quanto a esse úhin1o aspecto, busca explicitar o 
regime jurídico constitucional estabelecido pelo art. 150, § 7. 0 , da Constituição da República, 
verificando os limites impostos à liberdade do legislador infraconstitucional para a in.stituição 
desse mecanismo. 

Palavras-chave: Substituição tributária. Sujeição passiva tributária. -'-A.ntecipação da 
exigência de tributo. R.el::,rime constitucional. 
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DISSERTAÇÃO DE MESTRADO 

O ARTIGO 135 DO CÓDIGO TRIBUTÁRIO NACIONAL E A 
RESPONSABILIDADE TRIBUTÁRIA DOS DIRETORES DE PESSOA 
JURÍDICA' 

CARLOS EDtL\RDO DE "\LMEIDA GUERREIRO 

Data da defesa: 23/01/2006 

RESUMO 

O objetivo principal deste trabalho é construir um entendimento para o inciso lU, do 
artigo 135, do Código Tributário Nacional. Isso é feito a partir do estudo da doutrina e 
jurisprudência sobre o dispositivo. A dificuldade da tarefa reside na diversidade das posições 
apresentadas pelos juristas que tratam do tema. O objetivo secundário é analisar alguns 
pontos decorrentes da regra veiculada pela disposição. legal mencionada. De fato, algumas 
questões surgem, na medida em que a responsabilidade tributária do diretor pode deixá- I o 
sujeito a execução judicial da dívida da pessoa jurídica. Para atingir ambos objetivos, o tema 
é tratado de dois modos. r::m primeiro lugar, considera-se a compreensão dos juristas sobre 
os vários aspectos das questões em análise. Em segundo lugar efetua-se uma opção, por 
determinada corrente de pensamento. A opção é feita com base no resultado da análise dos 
fundamentos das diversas correntes. Busca-se efetuar esta avaliação de um ponto de vista 
mais amplo, onde se considera não apenas o problema em foco, mas os diversos conceitos 
periféricos indispensáveis a uma v-isão panorâmica da questão. 

Palavras-chave: artigo 135; CTN; responsabilidade; tributária; diretor. 
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DrssmtrAÇÃo DE MEsTRADo 

FUNDAMENTOS DA RESPONSABILIDADE PELO FATO DO 
PRODUTO E DO SERVIÇO NO DIREITO BRASILEIRO: UM DEBATE 
JURÍDICO-FILOSÓFICO ENTRE O FORMALISMO E O 
FUNCIONALISMO NO DIREITO PRIVADO' 

RJ\FAEL DE FREITAS VALLE DRESCII 

Data da defesa: 27/01/2006 

RESUMO 

O presente trabalho analisa os fundamentos da responsabilidade civil pelo fato do 
produto e do serviço no direito brasileiro. O estudo está centrado na controvérsia entre a 
teoria formalista e a teoria funcionalista, que apresentam concepções distintas de direito 
privado. Para avaliar essa controvérsia e fornecer os fundamentos da responsabilidade civil 
pelo fato do produto e do serviço, são desenvolvidos os sentidos de justiça aristotélica e de 
direito kantiano. O estudo decide, com base nos referidos conhecimentos, entre a aplicação 
da teoria clássica da culpa, da teoria do risco ou de uma teoria específica. 

Palavras-chave: Responsabilidade civil- fato do produto ou serviço- justiça aristotélica 
-direito kantiano- funcionalismo- formalismo- culpa- risco- defeito. 
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DISSERTAÇÃO DE MESTRADO 

FUNDAMENTOS DO PODER ADMINISTRATIVO SANCIONADOR O 
EXAME DA CULPABILIDADE NA INFRAÇÃO ADMINISTRATIVA' 

FERN1\NDA PESSÔA CERVEIRA 

Data da defesa: 23/02/2006 

RESUMO 

Este trabalho aborda a atividade sancionadora da Administração Pública e a necessidade 
de apreciação da culpabilidade para aplicação da stmção adnünistrativa. Procede-se a uma 
análise dos fundamentos c conteúdo do Poder Sancionador da Administração Pública, em 
especial à culpabilidade do agente como elemento da infração administrativa. Defende-se, 
como regra, a necessidade de apreciação do elemento subjetivo do agente para aplicação da 
sanção administrativa, sob a ótica constitucional, enquanto garantia do administrado e 
decorrência da dignidade da pessoa humana. 

Palavras-chave: poder sancionador, infração administrativa, elemento subjetivo, 
culpabilidade, garantia 
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DISSERTAÇÃO DE MESTRADO 

OS FUNDAMENTOS DO 'CONSENSO PRÁTICO' EM JACQUES 
MARITAIN- A CONSTRUÇÃO DO CONSENSO: A LEI NATURAL, O 
CONHECIMENTO POR INTUIÇÃO E A CARIDADE' 

i\LARCOS NJRÉLIO DUSSO 

Datada defesa: 23/02/2006 

RESUMO 

tJm rol de Direitos Fundamentais é ficção, cotno afirma l\hcintyre ou ?víacinerny. 
Jacques 1\iiaritain estabelece uma resposta crítica a estes autores construindo uma 
fundamentação por meio de um \201Cconsenso prático \201D O que gera este consenso 
entre pessoas de concepções de vida diferentes? Para.Jacques l\1aritain o consenso é estabelecido 

pela Lei Natural, o Conhecimento por Inhlição e a Caridade. ~A. presente dissertação aborda 
estes elementos, mostrando que Jacques Maritain busca-os em Santo TOmás de Aquino, 
completando o sentido destes conceitos e inc01porando-os na J'v[odernidade, como, por 
exemplo, a dignidade da pessoa humana. 
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DISSERTAÇÃO DE MESTRADO 

DIREITO FUNDAMENTAL SOCIAL À MORADIA: LEGISLAÇÃO 
INTERNACIONAL, ESTRUTURA CONSTITUCIONAL E PLANO 
INFRACONSTITUCIONAL.' 

F!UNCISCO DONIZETE GOMES 

Data da defesa: 12/04/2006 

RESUMO 

/\ inclusão da moradia entre os direitos fundamentais sociais decorre do 
desenvolv1mento do direito à moradia na legislação internacional como direito à moradia 
adequada, integrante do direito de toda a pessoa a um nível de vida adequado, e consiste no 
direito de viver em algum lugar em segurança, paz c dignidade, com o atendimento dos 
seguintes fatores: segurança jurídica da posse; disponibilidade de serviços, materiais, facilidades 

e infra-estrutura; custo suportável; habitabilidade; acessibilidade; localização e adequação 
cultural. Os assentamentos humanos devem ser equitativos e sustentáveis e estão proibidas 
discriminações por motivos de raça, cor, sexo, idioma, religião, opinião pública ou outro 
tipo. O Estado tem a obrigação de proteger a moradia contra a intervenção de terceiros c de 
atuar para sua realização. A moradia integra o direito a um minimo existencial A Constituição 
arrola a moradia entre as necessidades vitais básicas a serem atendidas pelo salário-mínimo; 
fixa as competências das entidades federativas no àmbito da política habitacional e da política 
urbana; cria o fundo para combate e erradicação da pobreza; declara os direitos dos índios e 
dos remanescentes dos quilombos. Em nível infraconstitucional, são importantes 
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instmmentos de atuação da União na moradia: o Estatuto da Cidade, com o estabelecimento 
de diretrizes gerais da política do desenvolvimento urbano a serem sq.,ruidas por todas as 
entidades federativas, o Sistema Financeiro de Habitação, os programas habitacionais do 
1Vúnistério da Cidade e o Sistema 0Jacional de Habitação de Interesse Social. 

Palavras-chaves: moradia, habitação, abrigo, assentamentos humanos, direito 
fundamental social, política urbana; competência. 



- . - · P1 
I 

Wagner
Typewritten Text
Cadernos do Programa de Pós-Graduação em Direito, Número 5, Março de 2006. Publicação da edição digitalizada em 30 de Outubro de 2014.


Wagner
Typewritten Text




